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			Del expolio y latrocinio de España 

			por las partidocracias y los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, a la dictadura marketing neonacional socialista comunista.

			(2012-2023)

		

	
		
			PREÁMBULO

			La mitología historicista de las partidocracias y los nacionalismos secesionistas y terroristas

			Los nacionalismos secesionistas y terroristas, dentro y fuera de España, nacen y sobreviven como mitos políticos que anidan en las sociedades donde las milenarias y seculares identidades históricas han sido diluidas o destruidas por las partidocracias de las ideologías del liberalismo individualista y capitalista, radical e impersonal, del socialismo y del comunismo totalitario-colectivista marxista, de los también totalitarios sistemas colectivistas y corporativistas del fascismo y del nazismo. 

			Cuando estas amalgamas ideológicas se han ido apoderando y alternando en el poder de los estados, han impuesto, por la fuerza de la irracionalidad del terrorismo de estado y de la propaganda teledirigida, sus intereses de poder para someter a las sociedades que han heredado patrias, naciones y estados históricos.

			Junto a las ideologías de las partidocracias, los nacionalismos de izquierdas y derechas, secesionistas y del terrorismo etnolátrico-supremacista falsifican la historia convirtiéndola en una mitología política donde las partidocracias y los nacionalismos se engendran a sí mismos como los dioses de los paganismos politeístas de la Antigüedad y como los tiránicos señores feudales o los monarquismos tiránicos o absolutista-despóticos de la Edad Media hasta la Edad Moderna (1453-1789). En Persia y en el Egipto de los faraones y la esclavitud o en la Grecia y en la Roma de la esclavitud de los pueblos sometidos al terror y la explotación de los imperios, de las tiranías, de los feudos, de los reinos o de las monarquías despótico-absolutistas, mercantilistas, imperialistas, belicistas o militaristas. O desde la Edad Contemporánea, que empieza con la originaria del nacionalismo moderno contra la conciencia histórica de la tradición histórica, la Revolución francesa (1789) del Gran Miedo y el Gran Terror jacobino y ateo ilustrado y llega hasta ahora, el siglo xxi, la era del transhumanismo y el posthumanismo junto a la dictadura del relativismo y de la revolución científico-tecnológico digital, con los semidioses del culto a la personalidad  mediático-política o de las partidocracias de las sanguinarias revoluciones liberales capitalistas, socialistas y comunistas; de las sanguinarias democracias orgánicas, oligárquicas y totalitarias; de las sanguinarias repúblicas jacobino masónicas y las dictaduras o del relativismo posmoderno de las ideologías de los siglos xix, xx y xxi: la socialdemocracia del neosocialismo y el neoliberalismo radical-capitalista, los neopopulismos nacionalistas y supremacistas, ya bien sean de la ultraizquierda neocomunistas o de la ultraderecha neonazi o neofascista.

			Tanto las partidocracias como los nacionalismos secesionistas y terroristas viven de estas mitologías historicistas, despóticas, absolutistas y falsificadoras de la historia, a las que imitan o reemplazan en las sociedades del bienestar relativista, las cuales viven desmoralizadas sin apenas vínculos con las identidades históricas, con las conciencias históricas de lo que son y fueron como patrias, naciones o estados naturales y transcendentes. Pero en España, tras más de cuarenta años de fallida democracia constitucional monárquica parlamentaria del Reino de España, en el siglo xxi, se ha involucionado hacia la dictadura marketing neonacional socialista comunista.

		

	
		
			I

			Orígenes históricos de los nacionalismos secesionistas y terroristas

			La identidad y la dignidad histórica de España como patria, nación y estado soberano se desintegran por la cobardía de las partidocracias que llegan al poder y ceden ante las exigencias depredadoras y expoliadoras de los nacionalismos secesionistas y terroristas, siendo el nacionalismo catalanista secesionista conservador y excatólico y el izquierdista, y, en el mismo plano, el nacionalismo vasco conservador y excatólico, y el nacionalismo izquierdista etarra-terrorista, los que encabezan las denigrantes cesiones consentidas por las partidocracias de las ideologías imperantes en el poder del Estado español. 

			Este expolio y latrocinio de nuestra conciencia e identidad histórica multisecular se remonta a los orígenes de los etnonacionalismos independentistas y antiespañoles, en el siglo xix, se agudiza en el xx y siguen sus coletazos de serpientes pitones insaciables en el xxi.

			En el último tercio del siglo xix, en el conflictivo y anárquico estado monárquico-liberal del sistema de la Restauración, y a principios del xx, los movimientos étnico-culturales surgen de las exaltaciones del nacionalismo del Romanticismo, del hegeliano espíritu del pueblo o espíritu nacional1 (Volksgeist o Nationalgeist), que es el espíritu de la historia universal, conformado por los espíritus de los diversos pueblos. Romanticismo, que, por un lado, mitificaba la tradición y el pasado de las naciones, remontándose a la Edad Media, y que, por otro lado, endiosaba el individualismo y la libertad sin límites. 

			Estos movimientos —que se opusieron, junto al socialismo y al anarquismo, al regeneracionismo político, social, cultural y administrativo— se inician con un carácter literario e historiográfico más que propiamente político, inventándose un mítico pasado regionalista y particularista. En Cataluña es la Renaixença o los Juegos Florales o Jocs Florals de 1859 con obras literarias o historiográficas como las de Próspero de Bofarrull y Mascaró (1777-1859), Manuel Milá y Fontanals (1818-1884), Antonio Bofarull i de Brocá (1821-1892) o Víctor Balaguer i Cirera (1824-1901), que alimentaban un anodino sentimentalismo nacionalista o regionalista contra el centralismo o el uniformismo hispano-castellano desde los Reyes Católicos, el absolutismo de la dinastía de los Austrias y el despotismo ilustrado de la dinastía de los Borbones.  

			En Galicia, sin la industrialización y una gran pobreza y emigración, es a partir de 1850 con el Rexurdimento, representado en la literatura por la etnonacionalista Rosalía de Castro y, en la historiografía regionalista galleguista, por su esposo, Manuel Murguía. Y en cuanto a Vascongadas, el etnonacionalismo tiene sus orígenes en el particularismo regionalista del siglo xviii, con la exaltación mitológica de las raíces etnolátrico-lingüísticas del pueblo y el idioma vasco.

			Estos movimientos etnonacionalistas, al principio surgen del historicismo mitológico de la historiografía regionalista y localista como reacción y contraposición a la toma de conciencia de las identidades históricas nacionales impulsadas por el historicismo romántico2, la expansión de los ideales de la revolución liberal y la consolidación del Estado nacional. En el caso de España, el mayor exponente de la historiografía del siglo xix sobre el pasado nacional y uno de los libros más leídos, reeditados e influyentes hasta el xx, hasta la llegada de la II República (1931-1936), fue la Historia general de España del historiador Modesto Lafuente, de treinta volúmenes, publicados entre 1850 y 1867, que sustituyó a la tradicional Historia general de España del siglo xviii, del padre Mariana. 

			Fue imitado por el historicismo mítico de la historiografía regionalista y nacionalista para inventarse sus idílicas historias, porque en la Historia General de España Modesto Lafuente suele caer en la contradicción, ya que por un lado hace una defensa mítica de los fueros medievales de los reinos de España como Castilla, Navarra o Aragón y, por otro lado, justificaba la abolición de los mismos tras la llegada del rey Borbón Felipe V (1683-1746) con los Decretos de Nueva Planta, porque eran solo reliquias, restos medievales en proceso de extinción, ya que se pretendía que los reinos españoles tuvieran unas misma leyes para la administración centralizada borbónica o como en el siglo xix pretendía hacer el Estado liberal en proceso de formación con las regiones.

			A principios del siglo xx, estos movimientos regionalistas y cantonalistas —impulsados por las burguesías, las clases medias y ciertos grupos de intelectuales— se transforman en movimientos de acción política3 como medio para lograr privilegios económicos. El principado de Cataluña, como siempre, porque ya había sucedido en los siglos anteriores como parte del reino de Aragón, en contraposición al reino de Castilla, que era el centro político, económico y administrativo de España desde los Reyes Católicos, pasando por la dinastía de los Austrias hasta la dinastía de los Borbones, pretendía tener privilegios económicos y políticos; pero sin romper la unidad histórica de España, cosa que empezó a suceder a finales del siglo xix, durante todo el  xx y en este xxi. 

			Así a finales del xix, cuando el poder político en el Estado y la política económica postulaban el libre cambio, la burguesía industrial catalana exigía proteccionismo para la industria más pujante de España, la algodonera, que en un 90 % se encontraba en Cataluña, pues, con la pérdida de Cuba, uno de sus principales mercados, había empezado a no ser tan beneficiosa. Ante la frustración económica y el fracaso de no haberse logrado una república federal en España, se utilizó el sentimentalismo nacional catalanista para exigir una organización autónoma para Cataluña. 

			Es a través del federalismo por donde se comienza a impulsar las pretensiones autonómicas catalanistas con la fundación en 1880, por el federal Valentí Almirall, del Centre Catalá, y la presentación al rey Alfonso XII (1857-1885) de un descarado memorial de agravios, Memorial de Greuges (1885), que eran reivindicaciones de privilegios político-comerciales de la burguesía catalanista. 

			En 1887 nace la nacionalista conservadora Lliga de Catalunya, una escisión del Centre Catalá. En 1891 se forma la Unió Catalanista que agrupaba diversos grupos del nacionalismo catalanista. En 1901 nace el partido nacionalista conservador conformado por la burguesía catalana, una parte del campesinado y de los medios católicos, salvo la jerarquía eclesiástica: la Lliga Regionalista, con Cambó como jefe y Prat de la Riba como ideólogo.

			Fue la Unió Catalanista la que en 1892 propicia una asamblea nacionalista en Manresa, que elabora un proyecto y un programa de autonomía del catalanismo conservador, que luego se repetirá hasta la náusea durante el siglo xx, como también en el xxi; pero para la independencia y la soberanía total, ficticia. Son las Bases de Manresa, cuyos postulados moderadamente independentistas inspiraron en el siglo xx, con la II República (1931-1936) la recuperación de la Generalitat y la aprobación del Estatuto de Autonomía de Cataluña (1932) o la aprobación por el gobierno de la zona republicana del Frente Popular de izquierdas, cuando se inicia la Guerra Civil, del Estatuto de Autonomía de Vascongadas (1936). 

			Tras la dictadura franquista (1939-1975) y la llegada de la democracia monárquico-parlamentaria, surge el Estatuto de Autonomía de 1979 al amparo de la aconfesional Constitución española de 1978 y luego el anticonstitucional Estatuto de Autonomía de 2006, como otros estatutos de escaso apoyo popular en las urnas y anticonstitucionales, como el estatuto con reminiscencias blasinfantianas de una república federal socialista filoislámica, el Estatuto de Autonomía de Andalucía de 20074, propiciados por el socialismo laicista hispanófobo, más las hispanicidas izquierdas y derechas conservadoras nacionalistas separatistas y terroristas en los poderes estatal, municipal y autonómico. 

			La situación de quiebra de la conciencia, la identidad y la unidad territorial de España, hemos dicho arriba, comienza en las Bases de Manresa5, cuando aún no había llegado el fin del Imperio español, que acontecería  hacia 1898 y en las cuales se reivindicaba una administración dual, escindida6 una para Cataluña, Reial i Comtal y otra para España, según el modelo del sistema Kaiserlich und Königlich de la monarquía danubiana (1870-1914), de las reestructuraciones constitucionalistas del Imperio habsburgo, cuyo estado se basaba en el conflictivo dualismo nacionalista7 Austria–Hungría, donde gobernaba el mismo monarca, pero en Austria se llamaba emperador y en Hungría, rey; había también dos parlamentos bicamerales y, además de sus respectivos ejércitos, había un ejército común: el ejército imperial y real (Kaiserlich und Königlich, k.u.k.). 

			Sin embargo, en el Estado austro-húngaro, en conjunto, no había leyes comunes y la jurisdicción era independiente, las nacionalidades relevantes, como eran la de los checos y los croatas, fueron marginadas y supeditadas a las naciones líderes. Hungría no alcanzaría la independencia hasta 1918, después de la Primera Guerra Mundial (1914-1918), guerra motivada por cuestiones imperialistas que enfrentó a las grandes potencias europeas y a sus colonias. 

			Además de esto, los dos países unidos pactaron la modificación de las condiciones del Compromiso político y económico, pero para lograr más ventajas para cada Estado. Se imitaba el modelo de la Ley de Compromiso austro-húngaro de 1867 e incluso el federalismo bismarckiano-bávaro del resurgido Reich de 1871, del imperio alemán unificado, nacido tras la victoria de la Prusia de Otto von Bismark (1815-1898) sobre Austria y tras la victoria sobre Francia, que se basaba en un autocrático federalismo formal y representativo pero cuyo poder recaía en el emperador Guillermo II (1859-1941) y el canciller. 

			Después de la derrota del II Reich en la Primera Guerra Mundial y la abdicación de Guillermo II, sobreviene la República de Bismark (1919-1933), cuya política internacional e imperial8 tuvo entre sus objetivos someter a la Iglesia católica con el llamado Kulturkamf, con el apoyo del germanismo antirromano, el liberalismo masónico y el nacionalismo protestante prusiano-luterano. Persecución que se fue radicalizando en el pontificado del papa Pío IX (1846-1878), que se moderaría, pero no acabó, a lo largo de pontificado del papa León XIII (1878-1903).

			Con estos antecedentes, en las Bases de Manresa se hacía referencia al poder central del Estado, estas lo delimitaba y controlaba con las pretensiones políticas y económicas del poder regional que proponía una dogmática Constitución Regional Catalana, donde se consideraba al catalán como único idioma oficial en Cataluña y en las relaciones con el poder central; así como la catalanidad de los funcionarios en los cargos públicos, en los cargos militares y en el orden público; a tener una jurisdicción eclesiástica propia o delegada ejercida por catalanes, aunque el culto y el clero debería ser pagado por el poder central, según el concordato entre el Estado y la Iglesia católica; la capacidad para hacer la división territorial tanto comarcal como municipal; Cataluña sería la única soberana para su gobierno interior, para dictar leyes orgánicas, para la legislación civil, penal, mercantil, administrativa y procesal; así como para establecer y percibir los impuestos, la acuñación de la moneda y todas aquella atribuciones inherentes a su soberanía que no correspondan el poder central; el poder legislativo regional, radicaría en las Cortes Catalanas. 

			Con estos antecedentes secesionistas y antiespañoles, en 19349, el nacionalismo catalanista de ultraizquierda de la Esquerra Republicana de Cataluña (ERC), en el segundo bienio de la II República, contra la legalidad constitucional y contra los partidos de derecha de la Confederación Española de Derechas Autónoma (CEDA) en el Gobierno, preparaba un golpe de Estado en Cataluña, contando con el aval del socialismo, el comunismo y el Partido Nacionalista Vasco (PNV). Los nacionalistas vascos del PNV fueron recibidos en Barcelona con honores. En los edificios oficiales se había retirado la bandera republicana y solo ondeaban las banderas catalana y vasca. No tardó Lluis Companys i Jover (1882-1940), en coincidencia con la guerracivilista revolución bolchevique de Asturias, en proclamar el Estado catalán, que fue neutralizado por el Ejército de la II República.

			El nacionalismo vasco se desarrolla por la misma época que el catalán, en concreto, en la década de 1880, como consecuencia del gran progreso económico-industrial de Vizcaya, que atrajo de las zonas más rurales y pobres de España —como Galicia, Castilla, Extremadura o Andalucía— a muchos inmigrantes, a los cuales, a pesar de la explotación y discriminación que sufrían, el padre del nacionalismo vasco, del nacionalismo secesionista seguidor del racismo biológico del siglo xix del político liberal británico, imperialista y colonialista, Joshep Chamberlain(1836-1914) y del escritor aristócrata francés, progenitor del racismo biológico y antropológico, histórico y psicológico J. Arthur Gobineau (1816-1882).

			El integrista católico Sabino Arana Goiri (1865-1903) les puso el calificativo xenófobo y racista de maketos, como contraposición a los intereses de la burguesía y la clase media, campesina y marinera vasca, y sus obreros vascos. Sabino Arana incluía como maketos a cualquier región o persona de España, como Cataluña, de cuyo nacionalismo se trataba de desvincular10 por considerar que Cataluña siempre había sido una región de España, pues, aunque ha perdido sus derechos o leyes privativas, Bizkaya ha perdido «su nacionalidad e independencia absoluta», sus fueros ancestrales. 

			Ni que decir tiene que los nacionalismos secesionistas de la explotación y discriminación de los trabajadores más pobres, así como del racismo y de la xenofobia, son contrarios a las enseñanzas evangélicas del Cristianismo católico. Los nacionalismos conservadores, como el vasco y el catalanista, utilizaron a la Iglesia católica para alcanzar el poder, pues la población española era y es multisecularmente de identidad cultural católica; pero ya no se identifica ser español con ser cristiano católico por la falta de compromiso y testimonio social, político y cultural de los que dicen ser católicos, pero que en los hechos y palabras han dejado de serlo.

			Parte del clero, el clero nacionalista antieclesial, apoyó a los nacionalismos en el siglo xix, para luego estos —al hacerse radicales, terroristas e independentistas en los siglos xx y xxi— se van desvinculando poco a poco de la doctrina social de la Iglesia católica, que dejó muy claro las competencias y delimitaciones del poder religioso y del poder político-económico en la encíclica de León XIII, Rerum Novarum (1891), que luego se sigue abordando en la encíclica de Pío XI Quadragesimo anno (1931), en los documentos doctrinales del Concilio Vaticano II (1962-1965) y en las encíclicas de Juan Pablo II Laborem Exercens (1981) y Centesimus Annus (1991). Competencias y delimitaciones basadas en el bien común de la sociedad, defendiendo prioritariamente a las clases sociales más humildes como los obreros o proletariado, sin el menoscabo de los derechos y deberes de los patronos y clases sociales más ricas:

			1. Despertado el prurito revolucionario que desde hace ya tiempo agita a los pueblos, era de esperar que el afán de cambiarlo todo llegara un día a derramarse desde el campo de la política al terreno, con él colindante, de la economía (…).

			(…) Es difícil realmente determinar los derechos y deberes dentro de los cuales hayan de mantenerse los ricos y los proletarios, los que aportan el capital y los que ponen el trabajo. Es discusión peligrosa, porque de ella se sirven con frecuencia hombres turbulentos y astutos para torcer el juicio de la verdad y para incitar sediciosamente a las turbas. Sea de ello, sin embargo, lo que quiera, vemos claramente, cosa en que todos convienen, que es urgente proveer de la manera oportuna al bien de las gentes de condición humilde, pues es mayoría la que se debate indecorosamente en una situación miserable y calamitosa.11

			Los nacionalismos conservadores y secesionistas en este siglo xxi, que pactan hasta con el mismísimo diablo, como han pactado con los nacionalismos izquierdistas, han abandonado los principios innegociables del bien común de la doctrina social de la Iglesia católica porque la religión cristiana católica ya no es el centro de la vida social y política de España y Europa y no solo la han abandonado, sino también traicionado y combatido poniendo en práctica las inicuas leyes laicistas de las partidocracias de izquierda y de derecha en el poder del Estado, con el fin supremo de alcanzar sus objetivos políticos y económicos independentistas. En los siglos xx y xxi, no han dudado en utilizar contra la unidad política-territorial y contra la identidad histórica de España al islam de los inmigrantes musulmanes llegados ilegalmente en la época de la falsa prosperidad del estado de bienestar corrupto, consecuencia de las políticas intervencionistas y de las especulaciones ruinosas de las finanzas bancarias e inmobiliarias, llevadas a cabo por las partidocracias que se reparten el poder en España junto a los nacionalismos secesionistas y terroristas, y el sindicalismo izquierdista subvencionado desde la aprobación y luego la falsificación de la Constitución española en 1978.

			Sabino Arana, como otros padres nacionalistas, miente y falsifica la historia de España y Vascongadas para su provecho y para el expolio y latrocinio de España. Los derechos y fueros siempre se mantuvieron en sus provincias desde la Edad Media, bajo la soberanía de la monarquía castellana, con la dinastía de los Austrias y con la llegada de la dinastía de los Borbones. En parte, los perdieron en el siglo xix con las guerras carlistas, ya que lograron un régimen fiscal privilegiado, como en el xx y el  xxi junto a la Comunidad Foral de Navarra, que son los conciertos económicos, que consistían, como ahora junto al cupo, en la propia recaudación de los impuestos o contribuciones (IRPF, IVA, sociedades) pagando una pequeña parte, inferior a lo que debería corresponderle como a las demás regiones, por las pocas competencias que aún quedan por transferir. Esto propiciaría el auge de la banca vizcaína y, en los autocráticos gobiernos vasco-etarra terroristas o navarros, una balanza fiscal siempre positiva, con lo cual, las autonomías más pobres y más desarrolladas les financian sus servicios públicos.

			Conciertos económicos y cupo vasco, legales por el reconocimiento de los derechos forales establecidos por la Constitución española de 1978, pero modificados en la elaboración de los estatutos de las comunidades vasca (1979) y navarra (1982), tan modificados y en su aplicación y corresponsabilidad, que son injustos, discriminatorios e insolidarios, ya que los regímenes forales de las comunidades de Vascongadas y Navarra están subvencionados por el Estado, es decir, por las recaudaciones de las demás comunidades autónomas de España.

			La artificiosa y fruslera desvinculación de Sabino Arana del nacionalismo catalanista no se reflejaría en el decurso histórico separatista del futuro Partido Nacionalista Vasco (PNV), cuyos orígenes están en la junta política de Vizcaya, BizKai-Buru-Batzar, creada en 1895. Tanto en el siglo xx como en el xxi, el nacionalismo secesionista vasco-etarra terrorista y el nacionalismo secesionista catalanista han marchado juntos y concertados.  

			Desde el año 1906, el Partido Nacionalista Vasco (PNV) —influido por el nacionalismo catalanista (ya que Sabino Arana Goiri estuvo estudiando un tiempo en la Universidad de Barcelona) y siguiendo las tendencias independentistas o autonómicas independentistas, irracionales y totalitarias racistas de su fundador Sabino Arana—, en un Manifiesto del Partido Nacionalista Vasco de 190612, reivindica una mítica identidad etnonacionalista basada en la artificial lengua euskera a la que hay que «depurar y difundir» hasta que sea la única lengua de Euzkadi; de la raza vasca en vías de extinción, a la que hay que «purificar y vigorizar» lo mismo que el espíritu de la tradición del pueblo vasco, pueblo vasco que sigue con fervor las enseñanzas de la Iglesia católica, apostólica y romana; la recuperación y el fortalecimiento de las instituciones políticas, jurídicas, económicas y administrativas, propios de los caracteres y de la personalidad nacional del imaginario Euzkadi.
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			II

			Fin del franquismo y auge del terrorismo y los nacionalismos secesionistas y terroristas

			Es en las dos décadas del fin de la dictadura franquista, los sesenta y los setenta del siglo xx, cuando los nacionalismos secesionistas-terroristas y la izquierda marxista comunista y sindicalista, no así la socialista, que nunca se enfrentó a la dictadura franquista, se aprovechan de varias circunstancias históricas, políticas, sociales y económicas:

			En primer lugar, al mismo tiempo que el crecimiento de la economía mundial en los años sesenta, se produce el aperturismo nacional e internacional de España a causa de la liberación económica del desarrollo industrial, las exportaciones y el turismo, llevada a cabo por los tecnócratas del Franquismo que impulsó la creación de una clase media y a las aportaciones económicas de la emigración en Europa. 

			La renta per cápita de España pasa de la que era propia de una nación subdesarrollada, del 55 % en 1959, a que, en 1975, tras un proceso de crecimiento económico sin precedentes en las economías de Occidente, llegue al 81, 3 %13 en relación con la media de las nueve naciones que formaban la CEE (Alemania, Francia, Reino Unido, Bélgica, Dinamarca, Países Bajos, Irlanda, Italia y Luxemburgo). Después de más cuarenta años de democracia avanzada hacia el abismo, la renta relativa, con las nefastas políticas económicas de la Transición, comenzaría a caminar hacia el hundimiento en el proceso de convergencia con la CEE al alcanzar en 1985 el 70, 8 %. Se han perdido diez puntos de renta relativa desde 1975 en relación no solo con las nueve naciones de la CEE arriba indicadas, sino también en relación con el resto del mundo más desarrollado.

			El nivel alcanzado en 1975 no se ha alcanzado ni con los guarismos oficiales sobrevalorados y maquillados del Producto Interior Bruto (PIB) por la oligarquía político-financiera de la bipartidocracia neoliberal-socialdemócrata PP-PSOE, los nacionalismos secesionistas y terroristas y las autocráticas autonomías, que desde 2008 lo situaban enel 30 % y en el nivel del 73,3 % en 2012. 

			El puesto octavo de las economías mundiales nunca se volverá a lograr, al contrario, se ha ido en retroceso. Así es como se llegó a la deflación en el año 2014, porque el crecimiento de los índices de crecimiento económico, los del IPC, fue negativo, la economía estaba estancada. A finales del año 2014 el salario medio español de 1.634 euros mensuales era uno de los más bajo de la Unión Europea (UE) junto a Grecia de 1.064 euros o Portugal de 1.070 euros, en tanto que los salarios más remunerados correspondían a Austria con 2.304 euros, Francia con 2.417 euros, Alemania con 3.541 euros, el más alto era el de Dinamarca con 3.706 euros, siendo el más bajo el de Bulgaria con 376 euros mensuales.

			Al comparar el PIB per cápita, resulta que a finales del 2014 el de España era de 22.780 euros (1,2 %), mientras que el de Alemania fue de 36.150 euros (3,7 %) y de 32.420 euros (1,1 %) el de Francia. A pesar de eso, se llevó a cabo la máxima alza de impuestos de la historia de España (con más de 85 impuestos confiscatorios), la recaudación fiscal, en cuanto al porcentaje del PIB fue el que más cayó en Europa.

			En el 2014, se estaba en plena crisis económica, moral, social, cultural e institucional con las políticas intervencionistas neoliberal-radicales de impuestos directos e indirectos expoliadores, confiscatorios; el expolio fiscal de la clase media frente a los privilegios fiscales de las grandes fortunas y empresas; el nepotismo, las corrupciones y el costosísimo gasto de todas las administraciones, central, autonómica y local, con los datos del coeficiente o índice de Gini (el barómetro más utilizado para la cuantificación de la desigualdad en la distribución de la renta) dentro de la media de eurozona, España es la que más ha aumentado con un 15 % de desigualdad en la distribución, superando a Grecia y Portugal.

			En segundo lugar, los conflictos sociales centrados en las continuas huelgas laborales en las zonas más industrializadas de Vascongadas y Cataluña —donde los nacionalismos se reorganizan y empiezan a exigir autonomía regional, alcanzando a partir de 1977 un régimen preautonómico, otro invento, una de tantas barbaridades jurídicas cometidas por los liquidadores del régimen franquista— se añaden además los conflictos en la banca, sanidad o la enseñanza y las  generalizadas protestas de los estudiantes universitarios, propiciadas por  la izquierda comunista.

			En tercer lugar, la paulatina apertura a los signos de los tiempos de la Iglesia católica a raíz del contradictorio y controvertido Concilio Vaticano II (1962-1965), que provoca en España un distanciamiento crítico del régimen franquista al comprometerse con los derechos de la clase trabajadora, al dar su apoyo y cobijo a los movimientos sindicales en las empresas que se infiltraron en los sindicatos verticales, como fueron las comisiones de obreros, compuesta de comunistas y católicos, que a partir de los años setenta dieron lugar a las Comisiones Obreras (COCO, luego, CCOO).

			En cuarto lugar, el totalitario impulso del terrorismo de izquierdas, que comienza en 1968, para luego incrementarse y no desaparecer, con los atentados terroristas del nacionalismo independentista vasco de la marxista y leninista, Euskadi Ta Askatasuna (‘Patria Vasca y Libertad’), ETA, que estaba respaldada por el Partido Comunista Español(PCE) y el clero nacionalista católico progresista y comunista, y que es más que dudoso que cometiera por su cuenta, en 1973, el magnicidio del presidente del Gobierno, el almirante Luis Carrero Blanco (1904-1973). 

			Se debió su preparación y el apoyo teledirigido, de terrorismo teledirigido, a la Agencia Central de Inteligencia (CIA14), ya que Estados Unidos no era partidario de que un católico, anticomunista, antimasón, anticapitalista liberal y antifalangista, pero promonárquico juancarlista, y en nada dispuesto a un mayor y más acelerado paso de la dictadura franquista a la Transición hacia la democracia, estuviera en la presidencia del Gobierno de España y que, además, se había negado en 1973 al apoyo logístico norteamericano de España desde las bases conjuntas, en la guerra del Ramadán o del Yom Kippur, entre los israelitas y los árabes. 

			Estados  Unidos era quien había diseñado y pactado la transición política con Alemania, por medio del canciller de la República Federal Alemana, entre 1969-1974, el socialista Willy Brandt (1913-1992), que era quien apoyaba y sostenía al Partido Socialista Obrero Español (PSOE), surgido tras el magnicidio del almirante Luis Carrero Blanco, y que no tuvo más remedio que aceptar lo ya pactado y diseñado por la CIA y Alemania con el fin de propiciar la llegada de la monarquía de Juan Carlos de Borbón  y eliminar el peligro del comunismo soviético, el enemigo número uno de Estado Unidos en sus guerras e intereses imperialistas por el dominio del mundo. 

			Otro grupo del mismo signo totalitario, de extrema izquierda marxista, comunista maoísta, fue el Frente Revolucionario Antifascista y Patriótico (FRAP15), constituido en Francia, como la ETA. Desaparece por la acción policial y tras los fusilamientos de varios de sus componentes en 1975. Su campo de acción fue Madrid, Barcelona y Valencia. En Cataluña, Barcelona, surge otro grupo de extrema izquierda marxista y anarquista catalán del Movimiento Ibérico de Liberación en la tradición del anarquismo catalán, que dio lugar a los Grupos Armados de Combate (GAC), dedicado a las agitaciones armadas, robos y atracos. Desapareció tras la ejecución de uno de sus componentes, Salvador Puig Antich, quien estaba también vinculado con un grupo antifranquista fundado por 1971 en Francia, Bélgica e Italia, Groupe d´Action Révolutionnaire Internationaliste (GARI).

			Tras la muerte en 1975 del generalísimo Francisco Franco Bahamonde (1892-1975) y el incremento del terrorismo de ETA y las ejecuciones de varios de sus componentes, surgen a partir de 1976 los Grupos de Resistencia Antifascista Primero de Octubre, GRAPO, también de extrema izquierda, marxista-leninista, con atentados y secuestros. 

			El GRAPO se mantuvo unido hasta 1983, que empezó a romperse por las amnistías, las divisiones internas y la semidesarticulación policial, y en el 2012 fueron detenidos los cuatro últimos terroristas implicados en el secuestro y desaparición en 1995 del empresario zaragozano Publio Cordón. Por 1977, aparecen varios grupos terroristas de extrema derecha, que asesinan a cinco abogados laboralistas en Madrid. Estos grupos, al contrario de los anteriores de extrema izquierda, no tardaron en ser desarticulados en los inicios de la democracia española a partir de la socialista Ley Antiterrorista de 1984, inspirada en el decreto ley antiterrorista italiano de Medidas urgentes para la tutela del Orden Democrático y de la Seguridad Pública de los años 1979 y 1980 contra el terrorismo revolucionario comunista de las Brigadas Rojas (BR), ampliadas luego con la  Ley de Medidas para la defensa del ordenamiento constitucional de 1982 y posteriormente con la de la disociación, es decir, la de traición a compañeros de los terroristas, la Ley de Medidas a favor de quien se disocia (1987)16, que buscaban el arrepentimiento, la desvinculación y renuncia al terrorismo.

			El terrorismo de la ultraderecha desapareció. Sus acciones de contraterrorismo se dirigían al ultraizquierdismo terrorista y secesionista de ETA y no contra el proceso democratizador que se había iniciado en la sociedad española. Se dieron entre 1975 y 198217 con los grupos Batallón Vasco Español (BVE), Antiterrorismo ETA (ATE), Acción Nacional Española (ANE), Grupos Armados Españoles (GAE), Alianza Apostólica Anticomunista (Triple A) o Guerrilleros de Cristo Rey (GCR), surgidos de miembros de las fuerzas de seguridad del Estado, que organizaron de forma secreta grupos contraterroristas ilegales con el conocimiento, la aquiescencia y hasta la dirección de algunas autoridades políticas. En estos grupos contraterroristas, están los orígenes de la segunda guerra sucia contra el terrorismo nacionalista secesionista vasco-etarra, los Grupos Antiterroristas de Liberación (GAL: 1983-1987).

			Estos grupos contraterroristas ultraderechistas desaparecieron, pero no ocurrió lo mismo con el terrorismo de los grupos de la ultraizquierda amparados y consentidos por las partidocracias de los nacionalismos secesionistas, de izquierda o derecha, que siempre han apoyado de forma directa o indirecta, explícita o implícita al terrorismo de extrema izquierda, pues coinciden en alcanzar un mismo fin, sea cual sea el medio utilizado.
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			III

			La Transición hacia la democracia: 1975-1977

			La Transición hacia la democracia se encuentra en este caótico panorama sociopolítico y económico con amnistías generales e indiscriminadas para delitos tan graves como el terrorismo, como fue la Ley de Amnistía de 197718, aprobada por los siguientes grupos parlamentarios: Socialista del Congreso, el Comunista, el Mixto, el de Socialistas de Cataluña, el de la Minoría Vasco Catalana y la Unión de Centro Democrático (UCD). 

			Dicha amnistía política, que buscaba la reconciliación definitiva en el nacimiento de un Estado democrático, no acabó con el terrorismo vasco-etarra, sino que fue el principio de su justificación política al servicio de los intereses de las partidocracias y los nacionalismos secesionistas, que contaron como aliado al terrorismo de Euskadi Ta Askatasuna (ETA: Euskadi y Libertad), cuya equivalente en Francia es una organización terrorista menor y de activismo más reducido, IPARRETARRAK (Los del Norte, surgida en 1973, pero con iguales objetivos, y también con un brazo político, el EMA (Eskerro Mogimendu Abertzalea).

			El 15 de octubre de 1977, cuando la ratificación del Consejo de Ministros del Proyecto de la Ley de Amnistía, un comando de ETA militar asesinó al presidente de la Diputación de Vizcaya, Augusto Unceta, y sus dos escoltas. Los terroristas vasco-etarras secesionistas respondieron con la sangre y con un comunicado donde se decía que la Ley de Amnistía «es parcial, pero aunque fuese total no variarían nuestros planteamientos, ya que nosotros iniciamos la lucha porque Euskadi está oprimida».

			ETA surge en 1959 de un grupo de jóvenes estudiantes nacionalistas de la organización clandestina del franquismo EKIN-EGI (en vasco, ‘emprender, acometer, insistir’). Nace así la organización terrorista, separatista, de inspiración marxista, la leninista y maoísta ETA (Euskadi ta Azkatasuna) como una escisión radical y estratégica de las juventudes del Partido Nacionalista Vasco (PNV) y con un claro apoyo del clero nacionalista secesionista, como los consiliarios de las Juventudes de Acción Católica rural y ciertas instituciones religiosas y académicas, como la Universidad de Deusto, dirigida por los jesuitas. 

			ETA, bajo la responsabilidad de algunas autoridades cristianas católicas españolas, que no lo deberían haber permitido, porque va contra los principios morales de la doctrina social de la Iglesia católica, sacrílegamente, nace en un seminario, el de Derio (Vizcaya), reconvertido luego en hotel seminario. De aquí, como de la Universidad de Deusto y demás instituciones religiosas, monasterios, escuelas y colegios regidos por los jesuitas, que, tenían el control de la Acción Católica vasca, salen las juventudes terroristas abertzales.

			El clero nacionalista y separatista vasco, como protector de un nacionalismo radial cainita, se apartaba de las disposiciones doctrinales de las máximas autoridades eclesiásticas, los papas, como la de 1949 del antinazi y antifascista. Pío XII (1939-1958), Eugenio Pacelli, publicó un decreto de excomunión de los católicos que estuvieran afiliados a los partidos comunistas, ateos, materialistas y anticristianos que perseguían y asesinaban, como antes los nazis y los fascistas, a millones de cristianos católicos europeos en las dictaduras de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS).

			Entre 1968 y 1973, ETA comete nueve asesinatos, ciento treinta y siete sabotajes, cuatro secuestros y trescientos treinta acciones diversas, criminalidad esta, que luego, en las décadas finales del siglo xxi, aumentaría muchísimo más, una constante violación de los derechos humanos fundamentales, como el derecho a la vida y a la libertad ideológica.

			Ya hemos referido arriba que el apoyo y encubrimiento del clero nacionalista separatista fue continuo y era parte de la infraestructura y logística de la banda terrorista vasco-etarra. Se pudo constatar cuando tuvo lugar el Proceso de Burgos (1970), un sumarísimo consejo de guerra contra dieciséis vasco-etarras terroristas, entre los cuales había dos sacerdotes. Estaban acusados de la colaboración en los asesinatos de un inspector, un guardia civil de tráfico y un taxista. Aunque se dictaron nueve penas de muerte, se conmutaron debido a la movilización y propaganda de los comunistas de gran repercusión internacional mediático-política y también a la oposición de ciertos sectores politizados de la Iglesia católica, prioritariamente del clero nacionalista secesionista de vascos y catalanes, como los monjes benedictinos del Monasterio de Montserrat (Barcelona) y de los obispos vascos de San Sebastián y de Bilbao. Más que actuar moralmente contra el quinto mandamiento del derecho a la vida del no matarás, más bien actuaron sometidos a los intereses del poder político civil y traidores al ejercicio responsable del derecho divino de la potestad episcopal que recibieron de Cristo y los Apóstoles.

			En 1975, surge la ilegal Koordinadora Abertzale Socialista (KAS), que se encuadraba dentro del Movimiento de Liberación Nacional Vasco (MLNV) y que fue ilegalizada en 1998 por la Audiencia Nacional por ser parte de ETA.

			En 1999 aparece una prolongación de KAS, EKIN, una organización independentista de revolucionaria lucha popular, nacionalista y euskaldún, que en el 2001 fue desarticulada e ilegalizada en el 2007 por la Audiencia Nacional por ser el brazo mediático-político, financiero, internacional y de desobediencia civil colectiva de ETA. Sin embargo, aunque en el año 2011 anunció su autodisolución, sus miembros siguieron activos en la izquierda independentista vasco-etarra, la llamada izquierda abertzale.

			Comienza la Transición en 1975 cuando el rey Juan Carlos de Borbón jura en las Cortes, que ratifica en el Gobierno a Carlos Arias Navarro (1908-1989); pero debiendo incluir en el mismo a políticos centro-reformistas, conservadores de la Democracia cristiana, que se harían cada vez más habituales a partir de la dimisión de Carlos Arias Navarro en beneficio de quien el rey quiso que le reemplazase, Adolfo Suárez (1932-2014), político destacado en el anterior régimen franquista. 

			Él y otros políticos del régimen franquista, junto al rey, justo es de reconocerlo, a pesar de sus miedos y concesiones traidoras a la intransigente oposición izquierdista y a los secesionistas nacionalismos vasco-etarra y catalanista, a pesar del miedo y solo miedo a los militares golpistas y al terrorismo vasco-etarra y a no haber aguantado más en el poder, son quienes inician la democracia en España. No los nacionalistas ni las izquierdas, ya que estos últimos luchaban por imponer un sistema antidemocrático, tanto los socialistas, que es cuando ahora reaparecen en la política, como los comunistas que habían hecho frente al Franquismo, bien por medio de grupos terroristas y violentos, o bien introduciéndose en las estructuras del régimen más asequibles, los sindicatos verticales, como fueron las comisiones obreras en las empresas de los trabajadores, o bien en el sector de la cultura y la enseñanza universitaria. Así como también tuvieron el amparo de la Iglesia católica, amparo y refugio cuando eran perseguidos por el régimen, luego desprecio y persecución laicista a la Iglesia católica. En la oposición también aparecen los socialdemócratas, los democristianos y los liberales.

			Al final, en 1976, y a pesar de que la oposición política de la izquierda de la Coordinación Democrática o Platajunta —formada por el Partido Socialista Obrero Español (PSOE) y el Partido Comunista de España (PCE)— pidiera la abstención, vino el sí en referéndum popular a la Ley para la Reforma Política, la cual dio paso a las elecciones de 1977. 

			Tras las elecciones de 1977, el Gobierno centro-reformista de Adolfo Suárez, jefe del partido ganador en las elecciones, Unión de Centro Democrático (UCD), fue un gobierno con tintes socialdemócratas, que al estar en minoría se mantuvo de pactos y consensos, acosado constantemente por la izquierdista en la oposición, PSOE y PCE. 

			De las elecciones resurgen partidos regionalistas y, sobre todo, los nacionalistas que comenzaron ya a tener fuerza e influencia, tanto los nacionalistas secesionistas de derechas como de izquierdas, en Vascongadas el Partido Nacionalista Vasco (PNV) y EusKadiko Esquerra (EE) que se coaligó con Unión Navarra de Izquierda; en Cataluña, Esquerra Republicana de Cataluña (ERC), el Pacte Democratic per Catalunya (PDC) del cual luego surge Convergència i Unió (CiU) ;en Galicia, el Bloque Nacionalista Gallego (BNG); también surgen partidos regionalistas de izquierda o de centro derecha, que, como los nacionalistas independentistas, forman coaliciones o pactos entre ellos o con los grandes partidos nacionales: en Andalucía, el Partido Socialista Andaluz (PSA); en Navarra, Unión del Pueblo Navarro (UPN); en Valencia, Unió Valenciana (UV); en Aragón, Candidatura Aragonesa Independiente de Centro (CAIC), luego Partido Aragonés Regionalista (PAR).

			Con este rompecabezas de ideologías aliadas, de nacionalismos y regionalismos, aliados o confabulados para alcanzar las estructuras nacionales, regionales o autonómicas de poder, el Gobierno centro-reformista de Adolfo Suárez inicia la elaboración de una constitución que sentase los fundamentos de la democracia en España. Para ellos se designa una comisión constitucional, la cual nombra a una ponencia de siete políticos pertenecientes a las ideologías más relevantes del momento: por la Unión de Centro Democrático (UCD), tres; por el Partido Socialista Obrero Español (PSOE), uno; por el Partido Comunista de España (PCE), uno; por Alianza Popular (AP), uno, y por el Grupo Parlamentario de Minoría Catalana, uno. 

			A estos ponentes se les debería llamar ponentes constitucionalistas y no, como hiperbólica e incorrectamente se les ha denominado, padres de la Constitución. Y se les debería llamar ponentes constitucionalistas porque elaboraron una constitución a la medida del pactismo consensuado de las ideologías representadas en la ponencia y no de acuerdo con lo que debería haber sido y no lo fue, una democracia monárquico-parlamentaria del Reino de España, representativa y participativa sin nacionalidades que se han servido de las autocráticas autonomías para destruir a la única nación histórica, España. De ahí, que algunos juristas de Derecho constitucional comparado, a la vista de lo acontecido, después de más de cuarenta años, los llamen traidores, los traidores padres de la Patria.

			Los traidores-ponentes constitucionalistas elaboraron un texto constitucionalista, cuya letra y cuyo espíritu han sido la letra y el espíritu de los intereses de la partidocracia bipartidista alternante en el poder (PSOE-PP) y no digamos ya de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas: el centro derecha reformador progresista y taimado laicista (PP), la ultraizquierda comunista anticatólica, la izquierda progresista laicista anticatólica socialdemócrata (PSOE), las derechas y las izquierdas de las partidocracias radicales de los nacionalismos independentistas. Las ambigüedades semántico-legales han servido hasta el siglo xxi para provocar tramposas interpretaciones y la quiebra de las instituciones del Estado y, de paso, de la secular soberanía y la unidad territorial de España y de la conciencia e identidad histórica de España.

			Los ponentes constitucionalistas cometieron el tremebundo fallo de incluir el anacrónico y decimonónico principio de nacionalidad. Ni las izquierdas ni los nacionalismos radicales nunca aceptaron la Constitución española de 1978, por ello se aprovecharán de las trampas y los fallos jurídico-constitucionales de la misma para ir descuartizando poco a poco a España con sus ataques y odios hispanicidas, claro, con el consentimiento de las partidocracias mayoritarias del Partido Socialista Obrero Español (PSOE) y del Partido Popular (PP), que —alternándose en el poder del Estado y para mantenerse en mismo fuera como fuera— pactaron y cedieron competencias con los nacionalismos secesionistas y terroristas en contra del bien común del Estado de derecho.

			Se han aprovechado de la ambigüedad semántica de los conceptos de nación y nacionalidades del artículo 2 de la Constitución española (1978), que se contradice cuando apunta que la «Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española» para luego indicar que «reconoce y garantiza el derecho a las autonomías de las nacionalidades y regiones». 

			Ya cuando se debatía la elaboración de la Constitución española, en 1978, en la distintas disposiciones sobre el preámbulo, uno de los ponentes constitucionalistas, más relevantes, del Partido Socialista Popular (PSP), Enrique Tierno Galván (1918-1986), manifestaba esta coincidencia de todos los ponentes cuando se hablaba sobre la soberanía y la unidad de España con nuevos criterios, como el criterio eufemístico tramposo de concordia: el de tener en cuenta los derechos de las regiones y nacionalidades. Pero hubiera sido más razonable, en vista de lo que nos ha sucedido con la autárquica fragmentación territorial hasta el siglo xxi, hablar de comunidades y no caer en lo que se pretendía evitar: en la falacia de las nacionalidades. 

			En cierto modo, me parece que dejaría insatisfecho el espíritu de esta Comisión, que por ser concurrente, conciliador, por haber sido efectivamente un esfuerzo hecho por todos para ponerse de acuerdo, ha definido un criterio (que no es el criterio antiguo), un criterio de concordia y, además, lo que se ha legislado y lo que se está haciendo es, evidentemente, una reparación frente a las libertades públicas y una reparación respecto de los derechos de las regiones y nacionalidades. Decir que estos derechos y nacionalidades configuran la unidad de España (sin hacer ninguna afirmación comprometida dogmática para ninguno de los partidos o grupos que han intervenido en el debate y que expresan parte de la opinión pública), significa, con toda claridad, que la unidad de España está presente en la conciencia de todos, aunque configurada con un criterio que no es el antiguo...19

			(…)

			En el tema de nacionalidades, que deliberadamente lo he dejado para lo último, no hace nada más que expresar en un preámbulo, que no va a ser preámbulo normativo vigente, expresar algo que la Constitución recoge. 

			Si se quiere enmendar, habrá que enmendar quitando «nacionalidades y regiones »y habría que referirse a «comunidades». Lo he pensado también; he tenido en cuenta la aplicación en este caso de las palabras «comunidades» y «regiones», pero me parecía falaz que por mi cuenta, y de acuerdo, claro, con quien ha aceptado y ha asumido el preámbulo, se dijese «comunidades», evitando una expresión que está recogida en el texto. Si la corrección se hace, hágase por debate, hágase de acuerdo, pero no intentemos en principio que los textos  aparezcan ya con falacias internas que indiquen una intencionalidad previa orientadora del criterio de los demás.20

			A ello hay añadir los posteriores pactos o consensos anticonstitucionales y estatutos de autonomías inconstitucionales que han realizado las dos partidocracias de derecha y de izquierda para mantenerse en el poder, sobre todo el socialismo con los nacionalismos vasco-etarra y catalanista, propiciados además por una anacrónica ley electoral que fortalece y da privilegios a las minorías políticas secesionistas y terroristas, y a las partidocracias en el poder central. 

			La Transición hacia la democracia, a la vista de los resultados de quiebra y crisis democrática y constitucional, institucional y política, financiera y económica, cultural y espiritual, ética y moral, en este siglo xxi, ha sido la traición a una verdadera democracia constitucional y democrática, representativa y participativa.

			

			
				
					18	 Fundación Transición Democrática, «Especial Ley de Amnistía de 1977», en www.transicion.org. FALTA INFORMACIÓN

				

				
					19	 Fundación Transición Democrática (20 de junio de 1978). «Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados» (nº93). Recuperado el FALTA FECHA en www.transicion.org

				

				
					20	 Ibídem.

				

			

		

	
		
			IV

			Fin de la Transición hacia la democracia fallida: 1979-2014

			La Constitución española de 1978 surge a partir de una falta de legitimidad, ya que se hizo sin unas cortes constituyentes propiamente dichas, como se hace en cualquier proceso constituyente de acuerdo con el derecho comparado. Las partidocracias, en proceso de abordar el poder de todas las instituciones, se aprovecharon de la ignorancia democrática y constitucional de un pueblo español sometido al autoritarismo de cuarenta años de dictadura franquista. Se llevó a término por el simple voluntarismo de S.M. el rey Juan Carlos I, que lo dejó todo al albur de las partidocracias.

			La Constitución española de 1978 fue aprobada por un holgado pero maquillado 88,54 % del electorado, que, según la propaganda mediático-política, fue la voluntad mayoritaria del pueblo español. Sin embargo, con todos los datos en la mano, la participación fue del 67,11 %. 

			Una tercera parte de los votantes, el 32,89 %, se inclinó por la abstención. Dato este que nos indica un alto índice de no participación de españoles, a lo que se añade un 3,57 % de votos en blanco y de votos en contra un 7,89, que suman un 11,56 % que la rechazaron. 

			En suma, con las abstenciones, los votos en blanco y en contra, fue un 44,45 % de votantes españoles que no se mostraron favorables. Sin duda, el resultado fue todo lo democrático que se quiso publicitar por parte de las partidocracias, pero sin plena legitimidad, ya que no se dio la posibilidad de mostrar otra opinión u opción.

			Finalizada la transición hacia la democracia con la aprobación por referéndum popular de la Constitución española (1978) y después de la celebración de las primeras elecciones legislativas en 197921, dentro ya de un sistema democrático en proyecto, con el nuevo triunfo del centro derecha reformista con tendencias socialdemócratas, la Unión de Centro Democrático (UCD) y, también, de nuevo en segundo lugar, la izquierda socialista en la oposición —formada por el Partido Socialista Obrero Español (PSOE) y el Partido Socialista Popular (PSP)— aumenta la presencia y la influencia de los nacionalismos secesionistas y terroristas en el Parlamento nacional: por Cataluña, los de centro-derecha, Convergència i Unió (CIU) y la izquierda radical, el  guerracivilista de Esquerra Republicana de Catalunya (ERC); por Vascongadas, el sempiterno secesionista del conservador radical por filoterrorista, el Partido Nacionalista Vasco (PNV), aunque bajó siete escaños, sin embargo, fue a costa de la aparición del nacionalismo de la ultraizquierda socialista, proterrorista-etarra, también inserto en Navarra, la coalición de Herri Batasuna (HB), que sería ilegalizado en el 2003, y el partido socialista independentista de Euskadiko  Ezkerra (EE), también en Navarra, disuelto en 1993. Por Andalucía, el nacionalismo del Partido Socialista Andaluz (PSA), que más tarde desaparecería por sus pactos de poder con el Partido Socialista Obrero Español (PSOE), tanto en Parlamento nacional como en el Parlamento autonómico de Andalucía; pero, también, por sus luchas intestinas y el escaso apoyo popular al nacionalismo secesionista del fracasado fundador del mismo, el filoislámico Ahmad Blas Infante; por las islas Canarias, el nacionalismo de izquierda independentista de Unión del Pueblo Canario (UPC). A estos nacionalismos independentistas, se añaden los regionalistas y autonomistas: en Navarra, la Unión del Pueblo Navarro (UPN), de centro derecha conservadora foralista, como el Partido Aragonés Regionalista (PAR) de Aragón. Estos, al igual que los nacionalismos secesionistas y terroristas, son partidos bisagras que pactan con las partidocracias mayoritarias en los gobiernos de España o autonomistas para ir convirtiendo el regionalismo en autonomías autocráticas con absolutistas competencias administrativas y jurídicas cedidas a costa de desfortalecer el Estado español. 

			En 1979 se aprueban los estatutos autonómicos de Vascongadas y de Cataluña, se produce el referéndum sobre la iniciativa del proceso autonómico de Andalucía, que acabará aprobando su estatuto de autonomía en 1981 como los estatutos de Galicia, Asturias y Cantabria.  En 1982, los de La Rioja, Murcia, Comunidad Valenciana, Aragón, Castilla-La Mancha y Canarias y la reforma del régimen especial de Navarra de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral. En 1983, salvo las plazas de soberanía española norteafricanas, las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, que son ciudades y no nacionalidades o regiones pero con la incongruencia de tener también estatutos de autonomías aprobados en 1995, se completa el rompecabezas autonómico con la aprobación de los estatutos de Extremadura, Comunidad de Madrid, Baleares y Castilla y León. 

			Todos estos estatutos se irán reformando hasta el 2007 en sentido radical-descentralizador para perjuicio de la unidad territorial, política, administrativa, legislativa y económico-financiera del Estado de derecho y para fortalecer a las autonomías autocráticas e independentistas.

			Este fue el principio, que se comenzó a consolidar antes y después de la dimisión de Adolfo Suárez y con el sustituto de este en el Gobierno de la Unión de Centro Democrático (UCD), Leopoldo Calvo Sotelo Bustelo (1926-2008), quien firmó los pactos autonómicos de los cuales surgió, en 1982, la Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico (LOAPA) para configurar de forma definitiva el rompecabezas de las autonomías. Contra la LOAPA enseguida se llevarían a cabo recursos con pretensiones de inconstitucionalidad por parte de las autonomías secesionistas vasca y catalana, que no se hacían más que con la intencionalidad de lograr cada vez más independencia respecto al Estado español. 

			La LOAPA surgió ya en un contexto social, político y económico nacional e internacional muy difícil, como la caótica situación política dentro y fuera del partido centro-reformista de la Unión de Centro Democrático (UCD) y del Gobierno de Adolfo Suárez, con escisiones y confrontaciones, a lo que se añadían las maniobras antifranquistas de desprestigio contra él, por parte del Partido Socialista Obrero Español (PSOE). 

			A tales extremos llegó la situación política que antes de su dimisión y su reemplazo por Leopoldo Calvo Sotelo, políticos de distintos partidos, entre ellos el Partido Socialista Obrero Español (PSOE), se habían planteado formar un gobierno de concentración, al mando de un militar. Tras el golpe de Estado del 23-F, la extrema derecha difundió y también algunos libros y medios de comunicación que en 1980 se estaba preparando una operación armada con tintes democráticos para desalojar a Adolfo Suárez del Gobierno y sustituirlo por el general Alfonso Armada, íntimo y colaborador del rey, el cual estaría al mando de un gobierno de coalición nacional, siendo vicepresidente del mismo el líder del Partido Socialista Obrero Español (PSOE), Felipe González Márquez (1942). 

			Esta misma acusación contra el rey en años posteriores fue utilizada por la extrema izquierda con el mismo fin que lo había realizado antes la extrema derecha: liquidar la institución de la monarquía. Revelaciones y publicaciones muy posteriores de periodistas22 del propio Adolfo Suárez señalaban que quien elaboró e impulsó la operación Armada del 23-F de 1981 fue el rey con la finalidad de colocar al general Alfonso Armada al frente de un gobierno de concentración. 

			El rey Juan Carlos I conoció y apoyó el golpe de estado del 23-F, así ha sido de oportunista la afrancesada dinastía de los Borbones desde que llegó a España en 1700 con el primer rey Borbón Felipe V (1683-1746) para desquiciar la historia con más traiciones y despropósitos que aportaciones de progreso y justicia para el bien común de la historia de España.

			La oscuridad de intereses políticos diversos ha mantenido en la incógnita los autores y las intenciones políticas del golpe de Estado del 23-F, como también ocurriría con el terrorista golpe de estado político-mediático del 11-M de 2004, que derribó del poder al Partido Popular (PP), sustituyéndolo por el del Partido Socialista Obrero Español (PSOE).

			Otras situaciones límites, además del no esclarecido golpe de Estado del 23 de febrero de 1981, fue el incremento sanguinario del terrorismo secesionista del nacionalismo izquierdista vasco-etarra, de la leninista y maoísta ETA, especialmente contra la institución del Ejército, que en el 1980 provocó el máximo terror con 89 asesinatos y 22 secuestros, cuatro de los cuales acabaron con la muerte de los secuestrados. A ello se añadía una crisis socio-económica con un gravísimo desempleo, a pesar de que para ello se habían realizado en 1977 los Pactos de la Moncloa entre el Gobierno y el partido en la oposición, los sindicatos y las patronales, unos pactos que fueron mortales para los derechos sociales logrados por la clase media en el régimen autoritario franquista, como hacer más flexible el régimen laboral por medio de mecanismos de contratación temporal para los jóvenes y el despido de personal con el reconocimiento del despido libre en las empresas con un máximo del 5 % de trabajadores en plantilla; el derecho de asociación sindical, que favoreció a los sindicatos de clase de la socialista Unión General de Trabajadores (UGT) y de la comunista Comisiones Obreras (CCOO), los sindicatos del izquierdismo subvencionado, con privilegios y  corruptelas; la fijación del 22 % en el límite de aumento salarial, según la inflación prevista en 1978 o el mantenimiento del aumento salarial que llevó al recorte del 7 % en el nivel de vida de los trabajadores.

			Tampoco debemos olvidar el desprecio de los nacionalismos secesionistas por otra de las instituciones más importantes de la unidad y la identidad  histórica de España: la institución monárquica borbónica. Por parte del nacionalismo vasco-etarra terrorista, dicho desprecio quedó manifiesto en 1981 con las imprecaciones y los abucheos contra el rey Juan Carlos I en la visita a la Casa de Juntas de Guernica, llevados a cabo por los diputados nacionalistas de izquierdas, los proterroristas del partido de Herri Batasuna (HB) y el silencio complaciente del otro izquierdismo secesionista, Euskadiko EzKerra (EE).

			Se llega a esta situación de caos porque los nacionalismos secesionistas y terroristas, con el apoyo explícito o implícito de las izquierdas que ansiaban llegar al poder por todos los medios, habían alcanzado un gran triunfo en Vascongadas y Cataluña tras la celebración de las primeras elecciones autonómicas en 198023. En Cataluña, la mayoría fue para el nacionalismo secesionista de centro derecha democristiano Convergència i Unió (CiU) pero también sube el nacionalismo independentista de izquierdas con Esquerra Republicana de Catalunya (ERC), el comunista Partit Socialista Unificat de Catalunya (PSUC) y el Partit dels Socialistes de Catalunya (PSC-PSOE); en Vascongadas también el nacionalismo secesionista del conservador radical, filoterrorista y pseudemocristiano del Partido Nacionalista Vasco (PNV) triunfa junto a los nacionalismos independentistas y terroristas de izquierdas de Herri Batasua/Euskal Herritarrok (HB) y Euskadiko EzKerra (EE), y el nacionalismo moderado de la izquierda federal del Partido Socialista de Euskadi-Euskadiko Ezkerra (PSOE/PSE-EE).

			Las elecciones de 1982, después de no haber agotado la legislatura el Gobierno centro-reformista-socialdemócrata de la Unión de Centro Democrático (UCD), que se fractura y debilita por sus divergencias internas hasta desaparecer como partido, dan la victoria a quienes la habían ido preparando en la oposición y con la colaboración de los nacionalismos secesionistas que controlaban las autonomías claves de Cataluña y Vascongadas: al Partido Socialista Obrero Español (PSOE). 

			Las legislaturas socialistas de Felipe González Márquez, con o sin mayorías absolutas, no aminoran los nacionalismos independentistas, al contrario, prosiguen y aumentan en sus insaciables pretensiones de más y más competencias y violaciones de las leyes constitucionales. Las legislaturas con mayoría absoluta fueron la de 1982-1986 y la de 1986-1989, mientras que la mayoría absoluta de la legislatura 1989-1993 se debió a que los cuatro diputados nacionalistas y secesionistas vasco-terroristas de Herri Batasuna (HB) se ausentaron del Congreso de los Diputados. 

			En cambio, en la legislatura última de 1993-1996, la mayoría absoluta fue lograda a costa de someterse a los intereses depredadores del nacionalismo conservador secesionista del partido catalanista de CiU, que logró ventajismos políticos y económicos por las transferencias de muchas competencias que el Estado nunca debería haber cedido. Esta situación de dependencia del nacionalismo secesionista fue debida a las fracasadas políticas económicas y financieras intervencionistas del socialismo, que provocarían un tremendo paro laboral; al aumento de los escandalosos casos de las corrupciones públicas y privadas; así como al fracaso en la lucha política, judicial y policial contra el terrorismo secesionista vasco-etarra por la aparición del terrorismo de Estado de los GAL (1983-1987), cuyos fondos reservados del Estado fueron esquilmados por dirigentes políticos corruptos en vez de emplearlos en la lucha policial y judicial, en la protección de las fiscales y jueces y en la dotación y preparación de las fuerzas policiales antiterroristas. 

			A ello se añadía la indignación de la sociedad española por el desprecio y el olvido de las víctimas civiles, militares y policiales, que, al contrario que los terroristas muertos o encarcelados, eran enterradas a escondidas e ignoradas contra toda dignidad moral y judicial, en tanto que el terrorismo vasco-etarra y el nacionalismo secesionista de izquierda o de derecha era tratado con negociaciones y precauciones políticas y judiciales, traidoras, impropias de un Estado de derecho, como fueron las fracasadas negociaciones de Argel (1986-1989) con dirigentes terroristas vasco-etarras de ETA. 

			Para la desaparición del terrorismo nacionalista secesionista vasco-etarra y del terrorismo ultraizquierdista del secesionismo catalanista, de Terra Lliure (1978-1995), los neopopulistas gobiernos socialistas deberían haber empleado todos los medios políticos, policiales, materiales y jurídicos. Ayuda y colaboración podían haber solicitado a los políticos alemanes e italianos que los supieron utilizar contra el terrorismo revolucionario de la misma ideología izquierdista que machacaba a la sociedad civil española. En Alemania, la Facción del Ejército Rojo (RAF), más conocida como el grupo terrorista de la Baader-Meinhof, aunque nunca entregó las armas y su último atentado terrorista fue en 1991, acabó desapareciendo en 1998. La caída en 1989 del Muro de Berlín, el lugar donde se refugiaba la que fue la República Democrática Alemana (RAF), y la firme reacción del Estado de derecho alemán con la Ley Anti-Terror Gesetz de 197124, aprobada por el gobierno socialista del que fue canciller entre 1966 y 1974, Herbert Ernst Karl Frahm, Willy Brandt (1913-1992), acabaron con sus asesinatos que entre 1970 y 1993 causaron víctimas de civiles, policías y militares. 

			Otro tanto sucedió en Italia con el grupo terrorista de las anarco-comunistas Brigadas Rojas (BR), que también comenzaron a cometer sus crímenes en los años de plomo (1970) para empezar a ser perseguida con el acuerdo de las fuerza políticas de democristianos, comunistas, republicanos, socialistas y liberales, y con todos los medios policiales y legales en 1978, cuando asesina a quien fue cinco veces primer ministro de Italia entre 1963 y 1978, el democristiano Aldo Moro (1916-1978). Comenzó su declive a partir de 1982 para acabar desapareciendo en el año 2000.

			La lucha contra el terrorismo fue un fracaso, ya que no tuvo efectividad la socialista Ley Antiterrorista de 1984, inspirada en la ley antiterrorista italiana en el decreto ley antiterrorista italiano de Medidas urgentes para la tutela del Orden Democrático y de la Seguridad Pública de los años 1979 y 1980, ampliadas posteriormente con la Ley de Medidas para la defensa del ordenamiento constitucional de 1982 y luego con la de la disociación, es decir, de la traición a compañeros de los terroristas, la Ley de Medidas a favor de quien se disocia (1987)25que buscaban el arrepentimiento y la desvinculación y renuncia al terrorismo de los terroristas.

			Estas negociaciones y cesiones ideológicas partidistas a los nacionalismos secesionistas y terroristas no hacían más que dar justificaciones políticas a los mismos y que estos no dudasen en emplear todos los métodos mediático-políticos de extorsión y financiación como lo secuestros, motines en las cárceles con presos terroristas, falsas treguas-trampas, manifestaciones y guerrillas urbanas y atentados terroristas como la planificación del terrorismo izquierdista vasco-etarra del magnicidio en 1995 del jefe del Estado, su majestad el rey de España Juan Carlos I. Magnicidio frustrado por las fuerzas policiales y de seguridad del Estado.                

			Las elecciones de 1996 llevan a la victoria electoral al Partido Popular (PP). Las dos legislaturas de un partido de centro-derecha liberal-progresista las preside José María Aznar López (1953). La primera legislatura de 1996-2000, al no lograr la mayoría absoluta para gobernar, pacta con los nacionalismos secesionistas, con el nacionalismo vasco del Partido Nacionalista Vasco (PNV), que pronto le retiró su apoyo parlamentario, con el nacionalismo secesionista de Convergència i Unió (CiU) y una coalición de agrupaciones de nacionalistas independentistas de las islas Canarias, Coalición Canaria (CC y AIC). 

			Con tal de mantenerse en el poder, el PP, como antes el PSOE, ha sido capaz de pactar con el mismísimo diablo, en este caso, es con la diabólica serpiente pitón de los nacionalismos secesionistas, que sobregobiernan en sus territorios ficticios a costa del expolio y el latrocinio de la desintegración de las instituciones democráticas y constitucionales de España, y del Estado de derecho. Como prueba de esto, fueron las elecciones autonómicas vascas de 199826, donde los nacionalismos secesionistas de izquierdas y derechas alcanzaron el 54,5 % de los votos, formándose un coalición de gobierno nacionalista secesionista conservador con el Partido Nacionalista Vasco (PNV) y Eusko Alkartasuna (EA). Y en el año 1999 se celebraron las elecciones autonómicas catalanas, donde el apoyo del PP en el parlamento autocrático separatista  a

			CiU para que gobernase no tuvo ningún resultado en cuanto a debilitar o limitar a los nacionalismos independentistas, al contrario. 

			El terrorismo secesionista vasco-etarra sigue actuando como principal medio de terror para presionar al Estado español, a pesar de que sufre la detención de algunos de sus principales cabecillas y la desarticulación de varios comandos. 

			Se descubre una trama económica de ETA con el partido nacionalista izquierdista de Herri Batasuna (HB). La respuesta del terrorismo vasco-etarra no se hizo esperar, ya que en 1997 —a imitación de las bandas terroristas de izquierdas de la Europa posterior al izquierdismo de la violenta juventud psicodélico-sexual, libertaria, anticapitalista y antifamilia del Mayo francés de 1968— siguió empleando los atentados, las extorsiones y el secuestro, como el asesinato en 1995 de dirigentes políticos del presidente del PP en Guipúzcoa, Gregorio Ordóñez Fenollar. También en este año, otro dirigente político destacado pero del PSOE en Guipúzcoa fue asesinado, Fernando Múgica Herzog, al igual que al magistrado y durante muchos años presidente de la Audiencia Nacional, Francisco Tomás y Valiente; pero el atentado que más despertó fugazmente a la inhibida sociedad española fue el secuestro y el asesinato en 1997 de un joven político del PP en Vascongadas, Miguel Ángel Blanco. 

			Ya antes, en 1995, se atentó fallidamente contra el que era líder de la oposición del Partido Popular, José María Aznar, como también luego, cuando fue presidente. ETA trató de asesinarlo varias veces más empleando dos misiles SAM-7, que el Mossad (el servicio secreto de inteligencia de Israel) les suministró como cebo, tras previa manipulación de los mismos junto a la Agencia Central de Inteligencia de Estados Unidos, la CIA, con el fin de seguir su pista por su red de satélites. 

			La CIA y la Agencia de Seguridad Nacional (NSA) norteamericanas, junto a los servicios secretos de inteligencia españoles del CNI y la Guardia Civil, localizaron a los misiles, más un inmenso arsenal de armas y la contabilidad del impuesto revolucionario en una fábrica de muebles de Hendaya (Francia), que era una tapadera. Desde 1986, los servicios secretos de inteligencia de Estados Unidos han prestado una gran ayuda para desarticular comandos terroristas etarras fuera de España, sobre todo, después de los terribles atentados en el 11-S de 2001 en Estados Unidos del terrorismo islámico para buscar el apoyo de España en la lucha contra el terrorismo internacional de Al Qaeda.

			Después del asesinato en Guipúzcoa del concejal Miguel Ángel Blanco, que momentáneamente convulsionó a una sociedad española laxa, casi todas las fuerzas políticas, menos los nacionalismos secesionistas de izquierdas, se unieron en su rechazo, incluida las del nacionalismo secesionista conservador vasco del partido Nacionalista Vasco (PNV), pero fue por estrategia política del momento, porque pronto abandonaría esa actitud para regresar a su apoyo explícito o implícito al terrorismo independentista vasco-etarra. 

			La prueba fue que en 1998 el nacionalismo separatista conservador y ahora definitivamente ya excatólico, por laicista y servidor de la ideología de género, el PNV y Eusko Alkartasuna pactan con el nacionalismo secesionista izquierdista y terrorista de Herri Batasuna junto a otros grupos nacionalistas independentistas, firmando el Pacto de Estella o Declaración de Lizarra-Garazi para dialogar y negociar con ETA sin condiciones y alcanzar la soberanía, la independencia. 

			Pero de igual modo, desde el poder central del Estado, por el Gobierno de centro derecha-liberal progresista de la partidocracia neoliberal progresista del Partido Popular, en 1998, se llevan a cabo contactos y propuestas de diálogo o negociación27 y acercamiento de presos con la banda secesionista-terrorista de ETA con el aval y apoyo del PSOE y los nacionalismos tanto vasco como catalanista con el fin de lograr, tras la entrega de las armas, una paz ficticia, porque nunca ha habido una guerra entre el terrorismo vasco-etarra y el Estado español, simple y llanamente, lo que ha existido ha sido terrorismo nacionalista independentista contra la democracia constitucional española y los derechos humanos. 

			Se han producido pactos, acuerdos y estrategias, con o sin treguas-trampas terroristas, entre todos los nacionalismos secesionistas vascos y con el brazo ejecutor del terror nacionalista, ETA. Esta misma lo demostró con documentos firmados por los partidos nacionalistas con la banda terrorista para abordar una nueva etapa en el conflicto, que ellos han provocado contra España y menos contra sus refugios delictivos, Francia, y nunca Italia, y fundar una mítica nación vasca soberana, Euskal Herria: Álava, Vizcaya, Guipúzcoa, Navarra (en España), Lapurdi, Baja Navarra y Zuberoa (en Francia). En uno de los documentos de 199828  enviados al periódico de la izquierda nacionalista vasco-etarra, Gara (‘Somos’), sustituto del periódico del mismo signo nacionalista proterrorista del ala izquierda de la partidocracia del conservador radical filoterrorista, el PNV, clausurado y cerrado en 1998, Egin (‘Hacer’), se firmó lo que sigue: 

			—Los firmantes del Acuerdo asumen el compromiso de crear dinámicas y de llegar a acuerdos puntuales y de largo plazo con las fuerzas favorables a la construcción de Euskal Herria o favorables a los derechos de Euskal Herria y en torno a las mínimas y básicas necesidades de nuestro Pueblo.

			3.- EAJ-PNV y EA asumen el compromiso de abandonar todos los acuerdos que tienen con las fuerzas cuyo objetivo es la destrucción de Euskal Herria y la construcción de España (PP y PSOE).

			Los asesinatos del nacionalismo terrorista vasco-etarra siguen en la segunda legislatura de la partidocracia neoliberal de centro derecha progresista, de taimado laicismo radical, el Partido Popular (2000-2004). 

			Continúan centrándose en atentados contra personajes políticos de las dos partidocracias dominantes y de personajes con responsabilidades jurídico-judiciales, aunque prosiguen los atentados contra civiles y policías o guardias civiles. En el año 2000 es asesinado el catedrático de universidad y exministro socialista de Sanidad, Ernest Lluch, como también el secretario general del Partido Socialista de Euskadi (PSE-EE) en Álava y portavoz del partido socialista en el Parlamento vasco, Fernando Buesa Blanco, y su escolta, el policía vasco Jorge Díez Elorza. En el año 2001, es asesinado el magistrado de la Audiencia Provincial de Vizcaya, José María Lidón Corbi; Froilán Elespe Inciarte, edil del Partido Socialista de Euskadi (PSE-EE) en Lasarte (Guipúzcoa), y el presidente del PP en Aragón, Manuel Giménez Abad. Otras muchas víctimas del terrorismo nacionalista vasco-etarra jalonan esta legislatura de una incuestionable recuperación económica, pero estancada en el desarrollo de una democracia constitucional en libertad y que acabaría con el mayor atentado terrorista de la historia de España y de Europa, aún sin esclarecer quiénes fueron sus planificadores y ejecutores de un golpe de estado político-mediático para vergüenza de la Justicia en España y el desprecio y la indignidad de las 192 víctimas mortales y de los casi 2000 heridos en el atentado terrorista en los trenes de cercanías procedentes de Alcalá de Henares, el 11 de marzo de 2004 en Madrid, el 11-M.

			En el inicio de la segunda legislatura con mayoría absoluta, 2000-2004, a finales del año 2000 el Partido Popular propone y firma con el Partido Socialista Español el Pacto Antiterrorista Partido Popular y PSOE: Acuerdo por las libertades y contra el terrorismo. Fue motivado,  primero, porque el objetivo prioritario y mayoritario del terrorismo vasco-etarra, ahora eran los dirigente políticos o personas de relevancia político-judicial; luego, porque no dieron resultado las negociaciones ocultas o frustradas ni otras promesas como la del acercamiento de los terroristas presos a Vascongadas o las falsas treguas-trampas del terrorismo independentista vasco-etarra, que no tenían otro fin que el de rearmarse y seguir asesinando; también, porque hubo una recuperación económica espectacular, espectacular porque en menor medida fue debida a las cortas reformas pseudoliberales y en gran parte debida al desarrollismo especulativo del sector financiero, inmobiliario y de la construcción. 

			Ello permitía al poder político mayor capacidad de maniobra en la lucha antiterrorista al no tener que someterse al chantaje reiterado de los nacionalismos secesionistas y a negociaciones de rendición y menosprecio a las víctimas del terrorismo vasco-etarra.  

			A la partidocracia del PSOE no le quedó más remedio que firmarlo porque tras sus fracasos electorales, sociológico y políticamente estaba hundido en su integridad moral y política por su fracaso en la lucha antiterrorista y al no haber evitado el terrorismo de estado, también debido a los casos corrupción, a la autofinanciación ilegal y a las nefastas e intervencionistas político-económicas estatalistas de sus legislaturas, algo habitual en el historial de este partido desde que surge antes y durante la II República (1931-1936), como un partido revolucionario  marxista-socialista, bolchevique y prosoviético, como un partido de ideología socialdemócrata laicista, anticatólico, mediático, populista e inmigracionista, por más que al final de la Transición, en el XXVIII Congreso y en el Congreso Extraordinario de 1979, celebrado en Madrid, sus líderes decidiesen eliminar las revolucionarias tesis marxistas como la de la lucha de clase y la de ser un partido de masas populares, democrático y federal. 

			Se reemplazaba el término marxista por el de socialista, pero más por razones de estrategia política y de propaganda electoral para llegar al poder, pues el marxismo-socialismo-comunismo ha seguido vivo y activo, solapado por el izquierdismo de una social democracia relativista y ambigua. 

			De cara a la propaganda mediático-política, el PSOE firmó el Pacto Antiterrorista, ya que al mismo tiempo estaba pactando a traición con los terroristas vasco-etarras. Más tarde, cuando de nuevo el Partido Socialista Obrero Español alcanza el poder tras el terrible y no dilucidado atentado terrorista del 11 de marzo en Madrid del año 2004, el Pacto Antiterrorista será arrinconado para siempre, como si nunca se hubiera firmado y pactado, y el juicio del 11-M de 2004 se cerraría en falso y sus incontables incógnitas y contradicciones instan a una reapertura del sumario para saber la verdad. El ejemplo que se debería haber seguido es el de los norteamericanos, que han esclarecido y cerrado el genocida atentado con aviones de pasajeros secuestrados, llevado a cabo por el terrorismo islámico contra las Torres Gemelas de Nueva York y contra el Pentágono, el 11 septiembre del año 2001. 

			En el año 2000, el Pacto Antiterrorista Partido Popular y PSOE: Acuerdo por las libertades y contra el terrorismo se aplicó con el fin de neutralizar al terrorismo secesionista vasco-etarra. Como se explicitaba en el mismo, se pedía un imposible: la unidad de todos los partidos democráticos. Se invitaba a incorporarse a los antidemocráticos y anticonstitucionales partidos del nacionalismo secesionista, el Partido Nacionalista Vasco y Eusko Alkartasuna (EAJ-PNV), que, junto a Alianza Popular (AP), el Centro Democrático y Social (CDC), Euskadiko Ezkerra (EE) y el Partido Socialista de Euskadi-PSOE, habían firmado el Acuerdo para la Normalización y la Pacificación de Euskadi o Pacto de Ajuria Enea (1988), que luego abandonaron. Como también abandonaron y tergiversaron la Constitución española de 1978 y el Estatuto de Autonomía de Guernica (1979) para firmar en 1998 el Pacto de Estella o Declaración de Lizarra-Garazi, en el cual el PNV, Eusko Alkartasuna, Herri Batasuna (BH) y otras tendencias políticas por la autodeterminación (secesión y soberanía política) habían llegado a un acuerdo de dialogar y negociar con ETA sin condiciones y decidir la independencia con el terrorismo vasco-etarra, los partidos y los organismos mediático-políticos y financieros que le respaldaban. 

			El Partido Popular y el Partido Socialista Obrero Español ponían como única condición el abandono del Pacto de Estella con el fin de alcanzar «un acuerdo político o pacto institucional29»:

			—Se rechazaba el terrorismo, y se acordaba respecto al mismo llevar a cabo reformas jurídicas, reformas en la legislación penitenciaria que asegurasen «el más completo y severo castigo a los condenados por actos terroristas». 

			—Apoyo con la «dotación adecuada de medios humanos y materiales» a las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado así como a los jueces y fiscales.

			—No se utilizaría el terrorismo como «confrontación política o electoral» entre los partidos, pues el terrorismo «es un problema de Estado» y es al Gobierno de España a quien «corresponde dirigir la lucha antiterrorista». 

			—Ambos partidos también acordaban trabajar por la desaparición de «cualquier intento de legitimación política directa o indirecta» de la violencia terrorista, de la cual «no se extraerá, en ningún caso, ventaja o rédito político alguno».  

			—Se reconocía que «las víctimas del terrorismo constituyen nuestra principal preocupación» y ambos partidos colaborarían con las asociaciones de víctimas del terrorismo para su «reconocimiento moral y material» con la Ley de Solidaridad con las Víctimas del Terrorismo y «la creación de una Fundación». 

			—Para derrotar y erradicar definitivamente al terrorismo de ETA, se exigía «el compromiso activo de todos, instituciones, gobiernos, ciudadanos en la afirmación constante de los valores cívicos y democráticos» y «de la salvaguarda de las libertades y de los derechos de todos los ciudadanos».

			—Con el fin de alcanzar el objetivo principal del Acuerdo, ambos partidos deberían llevar a cabo «una colaboración permanente», consistente en un «intercambio de información» y «una actuación concertada, por medio de una comisión de seguimiento», que trataría de llevar a término «reformas legislativas, política penitenciaria, cooperación internacional, movilización ciudadana e instituciones». 

			Este Pacto Antiterrorista solo lo firmaron el PP en el Gobierno y el PSOE en la oposición. Por el contrario, las ideologías que se opusieron al día siguiente de firmado el pacto convocaron una reunión en el Congreso de los Diputados para rechazarlo. Salvo la izquierda del socialismo en la oposición, más por oportunismo político debido a su situación de debilidad política nacional que no por convicción, como se demostraría más tarde en el 2004, cuando de nuevo recobra el poder. Las otras izquierdas y derechas secesionistas del proterrorismo vasco-etarra rechazaron el Pacto Antiterrorista. 

			Hacemos constancia de sus nomenclaturas ideológicas hispanicidas que hunden sus totalitarias raíces cainitas en el siglo xx, como una prueba más de tantas y tantas consentidas de su odio a España como secular unidad e identidad histórica y nación soberana, democrática y constitucional: primero y principal, Izquierda Unida (IU), pues su coordinador general fue el que provocó la reunión entre el PNV, el Bloque Nacionalista Gallego (BNG), ERC, Iniciativa per Catalunya-Verds (ICV), Eusko Alkartasuna, Chunta Aragonesista (CHA), Coalición Canaria (CC) y el Partido Andalucista (PA).

			Por estrategia política, el nacionalismo secesionista conservador catalanista de Convergència y Unió no quiso formar parte de este contubernio antipacto contra el Pacto Antiterrorista y no porque lo aceptara, sino por todo lo contrario.

			Esto sucedió en el año 2000 y el año 2002 con la Ley Orgánica de Partidos Políticos se  pretendía dar un paso importante para derrotar al totalitarismo terrorista del nacionalismo secesionista vasto-etarra y los partidos nacionalistas de la misma índole o simplemente en favor de la independencia cuando los nacionalismos buscasen, como buscan sistemáticamente, la destrucción del sistema democrático, monárquico constitucional parlamentario del Reino de España:

			2. Un partido político será declarado ilegal cuando su actividad vulnere los principios democráticos, particularmente cuando con la misma persiga deteriorar o destruir el régimen de libertades o imposibilitar o eliminar el sistema democrático, mediante alguna de las siguientes conductas, realizadas de forma reiterada y grave:

			a) Vulnerar sistemáticamente las libertades y derechos fundamentales, promoviendo, justificando o exculpando los atentados contra la vida o la integridad de las personas, o la exclusión o persecución de personas por razón de su ideología, religión o creencias, nacionalidad, raza, sexo u orientación sexual.

			b) Fomentar, propiciar o legitimar la violencia como método para la consecución de objetivos políticos o para hacer desaparecer las condiciones precisas para el ejercicio de la democracia, del pluralismo y de las libertades políticas.

			c) Complementar y apoyar políticamente la acción de organizaciones terroristas para la consecución de sus fines de subvertir el orden constitucional o alterar gravemente la paz pública, tratando de someter a un clima de terror a los poderes públicos, a determinadas personas o grupos de la sociedad o a la población en general, o contribuir a multiplicar los efectos de la violencia terrorista y del miedo y la intimidación generada por la misma30.

			A la vista de los resultados negativos por la no aplicación, debido a la rendición de las dos partidocracias en la alternancia en el poder del Estado español ante el terrorismo vasco-etarra y a las políticas de secesión de los nacionalismos anticonstitucionales, la Ley Orgánica de Partidos Políticos fue otro subterfugio más, como el Pacto Antiterrorista Partido Popular y PSOE: Acuerdo por las libertades y contra el terrorismo del año 2000. 

			Tanto el Pacto Antiterrorista como la Ley Orgánica de Partidos Políticos caerán en el olvido cuando, tras el atentado terrorista de los trenes de cercanía en Madrid, sube al poder de nuevo la partidocracia del socialismo bajo los gobiernos de un ideólogo neonacional socialista comunista, laicista, anticatólico e impulsor definitivo de la neoliberal y neomarxista ideología de género del supremacismo feminista e impulsor también de un traidor y cobarde «Proceso de Paz», de rendición ante el terrorismo vasco-etarra y a los nacionalismos secesionistas, pues al estar en minoría en el Congreso de los Diputados en las dos legislaturas sin mayoría absoluta de 2004-2008 y 2008-2011 no dudó en pactar en la primera legislatura el apoyo parlamentario con las partidocracias del izquierdismo nacionalista, separatista y guerracivilista de ERC o IU y de otros grupos minoritarios de partidocracias de ideologías regionalistas, nacionalistas o radicales, tales como Coalición Canaria, el Bloque Nacionalista Gallego (BNG) y la Chunta Aragonesista (CHA).

			En la segunda legislatura, buscará también casi los mismos apoyos y negociaciones  puntuales; pero esta vez le bastaba con los diputados en el Congreso del nacionalismo secesionista conservador de la partidocracia catalanista de CiU, a cambio, eso sí, de compensar a las partidocracias independentistas como CiU y a Convergència Democràtica de Catalunya. En las elecciones autonómicas del año 2010, formaría un gobierno de coalición con la partidocracia pronacionalista de Partido Socialista de Cataluña (PSC), siendo CiU-CDC, el que gobernase por haber obtenido mayor número de votos y escaños en las elecciones autonómicas.

			Estas legislaturas socialistas de los gobiernos del neonacional socialista comunista del expresidente José Luis Rodríguez Zapatero (1960) fueron de tensiones sociopolíticas y de cesiones al terrorismo vasco-etarra y a los nacionalismos independentistas, como fue la aprobación del nuevo e inconstitucional Estatuto de Autonomía de Cataluña en el año 2006. En él se hacen concesiones impropias de un estatuto de autonomía por ser anticonstitucionales, ya que transforma a una comunidad autónoma en una nación o un estado, dando un armatoste pseudojurídico al secesionismo catalanista contra la soberanía del pueblo español, contra la histórica unidad territorial de España. En el Parlamento de Cataluña fue votado por el 88 % de los diputados, de las partidocracias del socialismo y de la izquierda secesionista, junto a las de los nacionalismos independentistas, conservadores e izquierdistas: el pronacionalista catalanista Partido de los socialistas de Cataluña, Convergència i Unió, Esquerra Republicana de Cataluña y la coalición de Iniciativa por Cataluña los Verdes y Esquerra Unida y Alternativa (ICV-EUiA). 

			Contó con la oposición del Partido Popular. Más tarde, ERC se descabalgó de esta mayoría cuando el proyecto estatutario elaborado por el Parlamento de Cataluña sufrió unos  retoques en  las Cortes: en el Congreso obtuvo 189 votos a favor y 159 en contra. Votaron a favor el Partido Socialista Obrero Español, Convergència i Unió, Izquierda Unida, Partido Nacionalista Vasco, el Bloque Nacionalista Gallego y Coalición Canaria; y en contra, el Partido Popular, Esquerra Republicana y Eusko Alkartasuna. 

			Aunque fue avalado en las urnas por un sí con un 73 %, como anhelaban los nacionalistas secesionistas, en el referéndum la abstención fue muy relevante, de un 56 %. Otro tanto cabe decir del Estatuto de Autonomía de Andalucía de 2007, en el referéndum celebrado, solo fue apoyado por un escaso 36 % de votantes andaluces. 

			La inconstitucionalidad alcanzó la máxima expresión en el anticonstitucional Estatuto de Autonomía de Cataluña (2006), un producto ideológico del neonacionalsocialismocomunismo que el poder político de la ideología del neosocialismo-marxista y de los nacionalismos secesionistas impuso a costa de la destrucción sistemática de los fundamentos jurídico-políticos de nuestro Estado de derecho que es la Constitución española de 1978.

			El  Estatuto de Cataluña de 2006 es una constitución encubierta, inventada para un estado autocrático, independentista y secesionista, cuyo objetivo fue  hacer desaparecer el Estado de las Autonomías y convertirse en un molde para otros estatutos prefabricados con las mismas barbaridades del anticonstitucionalismo, como fue el  Estatuto de Autonomía de Andalucía en el año 2007, otro subproducto ideológico del anacrónico nacionalsocialismo filoislámico blasinfantiano, que fue propiciado con el consentimiento del liberalismo conservador del Partido Popular, quien, de modo contradictorio, no lo recurrió ante el Tribunal Constitucional, cosa que sí hizo con el anticonstitucional Estatuto de Autonomía de Cataluña. 

			Esta es una de las tantas y cobardes contradicciones de la política errática de la partidocracia del neoliberalismo conservador de centro derecha progresista-reformista, en este asunto que atañe a la integridad territorial y constitucional de España, como en otros, que imita y apoya a la izquierda debeladora de la historia de España, como es la imposición ideológica de la ideología de género, que pervierte y falsifica el derecho natural de la 2 (1948) con inicuas leyes y falsos derechos del funcionalismo positivista, como el derecho al aborto o al matrimonio a favor de los lobbys político-económicos y mediáticos del homosexualismo y del feminismo radicales, mientras que la familia y el matrimonio hombre-mujer son arrinconados y desprestigiados. 

			En esta perversión y falsificación de los derechos humanos participan las dos partidocracias junto a los nacionalismos secesionistas y terroristas, sean de izquierda o derecha. Falsificación y perversión de las conciencias e identidades históricas milenarias, perversión y falsificación del derecho natural de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) que toman con sumisión de las órdenes legalistas dictadas por el nomunacionalismo del Nuevo Orden Mundial (NOM), programado por las grandes potencias mundiales que controlan las macroestructuras intervencionistas globales de la Organización de Naciones Unidas (ONU), insuflando la bioideología del transhumanismo y el posthumanismo.

			Las partidocracias desde que se inicia la democracia, tanto las mayoritarias, PP y PSOE, que se transformaron en un bipartidismo oligárquico, como las partidocracias de las minoritarias del nacionalismo secesionista y filoterrorista, antiespañolas e hispanicidas, de izquierda y derecha, se han caracterizado por anteponer sus intereses ideológicos de poder a buscar el bien común de la sociedad española. 

			De ahí que unas y otras partitocracias oligárquicas y sus apoyos mediático-políticos, judiciales, financiero-bancarios, sindicalistas y las patronales empresariales se dediquen a las luchas soterradas o descaradas para ver quién es el que controla todos las redes del poder político, social, cultural, judicial, financiero y económico sin importarles las consecuencias que conllevan para una convivencia equilibrada que atienda al bien común de la sociedad española, que es la que al final tiene que pagar un alto precio con el terrorismo vasco-etarra secesionista y del independentismo depredador supremacista catalán vasco-navarro; con la corrupción y el nepotismo en las instituciones del Estado; con las crónicas tasas inhumanas de parados, el desfalco de las arcas públicas contrayendo deudas públicas por el descontrol y las negligencias de una administración central incapaz de poner límites jurídicos y fiscales a las nefastas y partidistas gestiones de las diecisiete autocráticas autonomías, que son, más bien, autocráticos estados paralelos del caos y el despilfarro.

			Un ejemplo de estas luchas por llegar al poder, además, si es posible, también de liquidar al enemigo que está en él y si no se lo controla, para evitar que nunca lo vuelva a alcanzar, fue el llamado Pacto del Tinell, casi al final de la segunda legislatura del PP en el año 2003.

			Y como ya hemos indicado arriba, el Pacto Antiterrorista Partido Popular y PSOE: Acuerdo por las libertades y contra el terrorismo (2000) y la Ley Orgánica de Partidos Políticos (2002) se quedaron en nada. En cambio, no aconteció lo mismo con varios pactismos secesionistas y proterrorismo vasco-etarra o el catalanista, como el Pacto del Tinell (2003) y el Pacto de Loyola (2006).

			Con un gobierno en la Generalitat dirigido por el socialismo, pero con un gobierno de coalición tripartito, primero con la pronacionalista catalanista PSC-CpC, ERC, ICV-EUiA. Después de mayo de 2006, se produce el Pacto del Tinell (2003) de Barcelona, suscrito por el socialismo catalanista secesionista de la partidocracia del PSC, más su anexo, luego extinto, la plataforma cívico-política federal y del republicanismo, Ciudadanos por el Cambio (CpC) y las izquierdas ultranacionalistas y separatistas catalanas de ERC e Iniciativa por Cataluña los Verdes y Esquerra Unida y Alternativa, que, tres años después, con la colaboración del Gobierno socialista en el Estado español, propiciarían un nuevo pero anticonstitucional y antidemocrático Estatuto de Cataluña (2006). 

			El primer tripartito secesionista de izquierdas en la Generalitat tomó como escenario el gótico Salón del Tinell (1370), la sala mayor o salón del trono del Palacio Real de Barcelona construido en 1359 por el arquitecto Guillermo Carbonell en tiempos del rey de Aragón Pedro IV el Ceremonioso (1319-1387). En el Salón del Tinell aconteció un hecho relevante de la historia de España y del Reino Aragón. En él, los Reyes Católicos se entrevistaron con Cristóbal Colón (1451-1506) después de su llegada del primer viaje a América. 

			Con el Pacto del Tinell o Pacto del Tripartito, el izquierdismo nacionalista catalán secesionista y excluyente tomó el compromiso de hacer desaparecer de la vida política catalana y nacional a la partidocracia del Partido Popular, además de intentar acabar con los veintitrés años de dominio de las institucionalizadas corrupciones políticas, económicas y empresariales del nacionalismo puyolista-secesionista de Convergència i Unió, corrupciones multimillonarias y cesiones de competencias estatales, anticonstitucionales, permitidas por la bipartidocracia PP-PSOE porque necesitaron el apoyo de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas vasco-etarra y catalanista para alcanzar y mantenerse en el poder del Estado. 

			Esto último duró hasta el final del segundo gobierno de coalición secesionista izquierdista de la Entesa Catalana de Progrés, formada por PSC-CpC, ERC, ICV-EUiA, pues, en las elecciones autonómicas del 2010 y de 2012, vuelve al poder de la Generalitat Convergència i Unió junto a Convergència Democràtica de Catalunya, que de 2010 a 2012, dicha unión contó con el apoyo de otros independentistas, entre ellos uno del pronacionalista-secesionista PSC y desde 2012 con el apoyo del ultraizquierdismo independentista de ERC.

			En el Pacto del Tinell o Pacto del Tripartito se dice31: 

			Los partidos firmantes del presente acuerdo se comprometen a no establecer ningún acuerdo de gobernabilidad (acuerdo de investidura y acuerdo parlamentario estable) con el PP en el Govern de la Generalitat. Igualmente estas fuerzas se comprometen a impedir la presencia del PP en el gobierno del Estado, y renuncian a establecer pactos de gobierno y pactos parlamentarios estables en las cámaras estatales.

			Retirada de las medidas contrarias a la plurinacionalidad, pluriculturalidad y plurilingüismo, e impulso de un nuevo marco que las reconozca.

			El apoyo a un cambio de gobierno a nivel estatal por parte de las fuerzas representadas en el pacto deberá comportar, como contrapartidas imprescindibles:

			—El compromiso de dejar sin efecto el conjunto de normas contrarias a la plurinacionalidad, de cualquier rango, aprobadas durante el período gobernado por el PP, así como la retirada de los recursos interpuestos por el gobierno del Estado ante la jurisdicción ordinaria o el Tribunal Constitucional contra normas emanadas de las instituciones de Catalunya.

			—El establecimiento de un nuevo marco legal donde se reconozca y se desarrolle el carácter plurinacional, pluricultural y plurilingüístico del Estado.

			Corresponsabilidad en la acción del Gobierno.

			La acción y las decisiones del Govern han de ser asumidas de manera compartida, unitaria y global por las diferentes fuerzas políticas y adoptadas siempre en el marco del Govern.

			(…)

			Actuación leal del Govern de Catalunya en todas las cámaras de representación.

			Las fuerzas políticas representadas en el Govern de Catalunya se deberán comprometer a que los acuerdos adoptados por el Parlament de Catalunya, o por el mismo Govern, recibirán el apoyo explícito de sus representantes en el resto de instituciones (Congreso, Senado, Parlamento Europeo) si son objeto de votación o debate. 

			En la partidocracia del PSOE y los nacionalismos secesionistas catalanistas de izquierda, se vinculaban y se comprometían a impedir que el PP presidiera el gobierno del Estado español, no llevando a cabo pactos o acuerdos de gobernabilidad o parlamentarios y sí a coaligarse y a colaborar juntos en el Congreso de los Diputados para lograr que se considerase a Cataluña como una nación, dentro de un ficticio y anacrónico estado plurinacional, como en los guerracivilistas años de la II República (1931-1936). Para ello, no dudarían en pactar y negociar con los nacionalismos secesionistas vasco-etarras filoterroristas, como hizo uno de los representantes destacados de ERC, que, en enero de 2004, se reunió en secreto en el sur de Francia con la banda terrorista vasca ETA. Tuvo éxito esta reunión con el terrorismo vasco-etarra para los nacionalismos secesionistas y para denigración de la sociedad española, porque en febrero de 2004 la criminal banda terrorista de ETA da un comunicado a través de la televisión vasca en el que anuncia una tregua solo para Cataluña, la suspensión de la lucha armada de sus comandos en dicha comunidad. Si nuestros representantes políticos tuvieran un mínimo de dignidad con lo que significa gobernar una nación con responsabilidad moral, legal y constitucional, el presidente socialista en funciones del Estado español debería, al menos, haber roto el pacto de gobierno que tenía con los secesionistas de Esquerra Republicana de Cataluña. El entonces líder del PSOE, José Luis Rodríguez Zapatero, solo se limitó a exigir la depuración de responsabilidades políticas dentro de ERC, o bien, cambios en el gobierno de Cataluña. 

			Tal vez, porque había comenzado la legislatura 2004-2008, con un traidor proceso de paz, con negociaciones y cesiones al nacionalismo secesionista del terrorismo vasco-etarra socialista y marxista-leninista, proceso de paz que se continuaría con el Pacto de Loyola en el año 2006, acordado en el jesuita Santuario de Loyola (Guipúzcoa) durante la tregua de alto el fuego de ETA entre el secesionismo conservador del Partido Nacionalista Vasco (EAJ-PNV), el secesionismo vasco-terrorista de la llamada izquierda abertzale del terrorismo de ETA-Batasuna, el Partido Socialista de Euskadi (PSEE-PSOE) y el Partido Socialista de Navarra (PSN-PSOE). 

			En el Pacto de Loyola, no se pretendía otra cosa más que, bajo el pretexto de «alcanzar la paz y la libertad» de la sociedad vasca, lograr el demagógico eufemismo del derecho a decidir a través de un referéndum populista en Vascongadas y Navarra, el falso derecho al independentismo contra el derecho histórico, constitucional, democrático y soberano de la unidad de España. La coartada ideológica de guerra o conflicto armado no sirve, porque nunca la ha habido entre el Estado español y Vascongadas, sino todo lo contrario, ya que solo hay un agresor terrorista: el secesionismo vasco-etarra. Aquel que lucha contra la libertad de todas las comunidades autónomas del Reino de España. La única guerra o conflicto armado es solo de una parte, la del terrorismo vasco-etarra y la del secesionismo de los nacionalismos contra los derechos humanos, las libertades del Estado de derecho de la sociedad española, la soberanía y la integridad histórico-territorial, ya no solo de España, sino también de Francia.

			Pongamos un significativo texto para demostrar las ensoñaciones totalitarias secesionistas de los que llevaron a cabo este pacto:

			1.	BASES POLÍTICAS DEL FUTURO ACUERDO.

			1.1. Sobre el carácter y la identidad nacional del Pueblo 

			Vasco.

			El acuerdo resultante reconocerá la identidad nacional del Pueblo Vasco. 

			Dicho reconocimiento recoge así el sentimiento de pertenencia a una nación ampliamente compartido en la sociedad vasca. 

			Reconociendo que los partidos mantenemos diferencias sustanciales en torno a la presente y futura configuración del Pueblo Vasco, aceptamos que existe una realidad conformada por vínculos sociales, lingüísticos, históricos, económicos y culturales llamada Euskal Herria que se constata en los territorios de Araba, Nafarroa, Bizkaia y Gipuzkoa en el Estado español, y Lapurdi, Zuberoa y Baxe Nafarroa en el Estado francés.

			3. PROTOCOLO PARA LA GESTIÓN DEL ACUERDO MARCO.

			Del acuerdo marco suscrito por EAJ-PNV, PSE-EE-PSOE, PSN-PSOE e izquierda abertzale, solo existirá un ejemplar. Dicho acuerdo marco será depositado en el Vaticano de manera oficial. 32

			A imitación de la fijación del totalitario ideario del terrorismo vasco-etarra en la I Asamblea que hizo ETA en 196233, que se celebró en un lugar sagrado, en el monasterio benedictino de Belloc (Francia), también en otro lugar sagrado, en el Santuario de Loyola (Guipúzcoa), levantado en honor del fundador de la Compañía de Jesús (1540), san Ignacio de Loyola (1491-1609), cuyos reyes fundadores fueron la reina Mariana de Austria (1634-1669) y su hijo, el rey Carlos II el Hechizado (1661-1700). Las ensoñaciones totalitarias de los nacionalismos secesionistas de la mano del socialismo, en el Pacto de Loyola, llegan a los mismos extremos sacrílegos, pues los firmantes de este acuerdo, además de la desfachatez de reconocer haberlo firmado, se comprometían a depositarlo oficialmente en el centro del Cristianismo católico, el Vaticano. 

			El santo padre, Juan Pablo II (1920-2005), no lo hubiera admitido, como tampoco su sucesor, el santo padre Benedicto XVI, de breve pontificado (2005-2013), que renunciaría para sucederle el papa Francisco, perteneciente a la Compañía de Jesús; pero que seguiría en    funciones eclesiales con documentos, teológicos, doctrinales y pastorales, como papa emérito. 

			Los dos primeros sufrieron el terror de los nacionalismos totalitarios y constataron, sobre todo Juan Pablo II en su largo papado, cómo la Iglesia católica en el siglo xx fue perseguida por los nacionalismos totalitarios de izquierdas y derechas, de socialistas, comunistas, nazis y fascistas, y por la dictadura del relativismo del siglo xxi de la que también participan los nacionalismos secesionistas con o sin el terrorismo. 

			No podemos sumar a ellos al contradictorio, relativista, globalista del Nuevo Orden Mundial, del sincretismo religioso y del multiculturalismo confuso, del ecumenismo de la rendición ante los herejes, del inmigracionismo y del ecologismo del pontificado del santo padre Francisco (1936), inapropiadamente inclinado a los regímenes de izquierdas y al progresismo ateo y anticatólico de la fraternidad filantrópica y masónica de la agenda 2030 de la despótica ONU. 

			Habiendo sido testigo directo en Argentina de la trágica experiencia de las populistas dictaduras de las ideologías de izquierdas y derechas; habiendo asistido a las nefastas consecuencias antievangélicas de la neomarxista teología de la liberación en su nación Argentina y en toda Hispanoamérica, que en los siglos xx y xxi han tratado de vaciar y destruir el sentido y el valor histórico de lo que significa la Hispanidad; la identidad histórica; la unidad de la Patria en la diversidad de encuentros culturales, espirituales y políticos, resulta inexplicable que se manifestase, antes de ser papa, en contra de las políticas destructivas de su patria natal: «Ser fieles a nuestra misión es cuidar este “rescoldo” del corazón, cuidarlo de las cenizas tramposas del olvido o de la presunción de creer que nuestra Patria, nuestra Ciudad y nuestra familia no tienen historia o la han comenzado con nosotros34». 

			Y trae el ejemplo de un poeta, arreglista y compositor norteño, Nicolás Jorge Dragone (1927-2020), que ejemplifica el amor y defensa de la Patria, acosada por «una contracultura de destrucción y fragmentación»:

			Unos hombres muy sabios opinaban:

			“fue mejor que muriera”.

			“Era solo una Patria”, nos decía

			la gente de la aldea.

			Pero estábamos tristes. Esa Patria

			era la Patria nuestra.

			Es muy triste ser huérfano de Patria.

			Luego nos dimos cuenta35.

			La Iglesia católica nunca debió permitir en España que los nacionalismos secesionistas y terroristas vasco-etarra y catalanista, desde finales del siglo xix y luego en los siglos xx y xxi, controlaran y formaran un clero nacionalista independentista, porque lo han instrumentalizado como un arma político-religiosa para idolatrar a los nacionalismos secesionistas y al terrorismo vasco-etarra con el fin de denigrar la dignidad y la memoria de las víctimas del mismo y, de paso, provocar una desafección y un alejamiento de la práctica y del compromiso eclesial de los vascos y catalanes. 

			Ahora que, en el xxi, en los tiempos de crisis integral que sufre España, de nuevo los nacionalismos secesionistas y terroristas insisten en alcanzar la independencia, la Iglesia católica y el Vaticano han de evitar la presencia y el apoyo a los mismos por una parte de un clero y unos seglares nacionalistas secesionistas y antieclesiales, tanto en Vascongadas como en Cataluña, porque el historial de utilización e instrumentalización política ya dura demasiado tiempo. Desde finales del xix hasta ahora el xxi, la destrucción moral y evangélica ha sido tal, en los epicentros totalitarios de los independentismos nacionalistas (catalanista y vasco-etarra-terrorista), que ha dañado la vitalidad secular cristiana católica de esas dos regiones o comunidades autónomas del Reino de España. 

			La unidad y la identidad histórica de España van unidas a la de la Iglesia católica. A la vez, la unidad de la Iglesia católica en España es consustancial con la única unidad universal de la Iglesia de Cristo, que es Santa y Católica, que es Una y Apostólica. Los nacionalismos secesionistas y terroristas no tienen cabida en ella.

			Los nacionalismos secesionistas y terroristas en España nunca han aceptado la doctrina social de la Iglesia católica desde que se recopila y define a mediados del xix, cuando la Revolución Industrial, prueba de ello es que han aprobado las legislaciones laicistas anticatólicas como la neoliberal y neomarxista ideología de género, que destruyen el centro histórico-antropológico de las sociedades, que es la familia basada en el matrimonio hombre y mujer, al equipararlo con el gaymonio al permitir la adopción de menores por parte del homosexualismo y el lesbianismo, y al permitir el aborto, la eutanasia, la eugenesia. 

			Y en cuanto al terrorismo, los documentos eclesiales como el de la Instrucción Pastoral: Valoración moral del terrorismo en España del año 200236, de la Iglesia católica, en Roma y en España, son tajantes en su pleno rechazo porque atentan contra el derecho fundamental a la vida, ya que utilizan el odio cainita al prójimo para incumplir el quinto mandamiento de la ley natural que son los diez mandamientos de la ley de Dios: «¡No matarás!». 

			Al mes del totalitario y traidor Pacto de Loyola, el 30-12-2006, los terroristas de ETA rompen el alto el fuego con el atentado en la Terminal 4 del Aeropuerto de Barajas (Madrid), donde son asesinados dos jóvenes inmigrantes de Ecuador. El atentado fue cobardemente calificado por el Gobierno socialista como accidente, un accidente provocado por un proceso de paz a favor del terrorismo vasco-etarra que permitió su rearme. 

			El debate que hubo en el Congreso de los Diputados sobre el inevitable fracaso de una política antiterrorista, fundamentada en la mentira de un proceso de paz de diálogo y negociación claudicante con la banda terrorista ETA y su brazo político, la izquierda abertzale, concluyó como se esperaba: la política antiterrorista del Gobierno socialista sería la misma antes y después de criminal atentado del 30-D en la Terminal 4 de Barajas. 

			Sería la misma del inicuo proceso de paz en beneficio del terrorismo y el secesionismo vasco-etarra, que se comenzó a tramar en la primera legislatura con el llamado caso Faisán entre 2004-2006, llamado así por haberse organizado la trama de extorsión terrorista vasco-etarra en un bar llamado Faisán de Irún (Guipúzcoa). El caso del delito de colaboración de policías con la banda armada terrorista de ETA, tal y como se tipifica en el artículo 576 del Código Penal, y otro delito de revelación de secretos. 

			Fue el llamado chivatazo policial en mayo de 2006 para impedir que una redada ordenada por un juez de la Audiencia Nacional cogiera a toda la trama con las manos en la masa. Se abortó la detención de los implicados en el cobro del impuesto revolucionario del aparato militar de ETA en Francia, arrojando a las cloacas del estado una exhaustiva investigación policial y judicial de varios años de trabajo, que si no hubieran acabado con el organigrama totalitario terrorista vasco-etarra y sus grupos políticos, financieros y mediáticos, al menos hubiera servido para iniciar el principio del fin del mismo. El arriba referido juez en otra posterior legislatura XIV del año 2019-23, en manos de un gobierno de coalición-cohabitación neonacional socialista comunista, presidido por la partidocracia del PSOE, como ministro del Interior, no tuvo reparos legales ni menos aún morales o éticos para ir soltando a los terroristas con delitos de sangre hacia la autocrática comunidad secesionista de Vascongadas, a la que se le habían dado las competencias de las cárceles, según lo acordado en los pactos de gobernabilidad y blanqueamiento de los terrorista, tanto con las partidocracias conservadoras como con las de la ultraizquierda, vasco-navarro filoterroristas.

			Detrás del chivatazo estaban las directrices políticas del Gobierno en el poder con la aquiescencia de la partidocracia radical conservadora y secesionista del PNV, para ceder, una vez más, a las exigencias de la banda terrorista vasco-etarra ante el llamado falso proceso de paz. Con ello se planificaba la entrada en las instituciones políticas de los partidos secesionistas del terrorismo vasco-navarro-etarra, como así ocurriría.

			El simulacro de Justicia —controlada por el Poder Legislativo— dictó una sentencia por la Audiencia Nacional el 16 de noviembre de 2013 que vino a dejar el caso Faisán sin ninguna responsabilidad política del Gobierno socialista de las acciones a favor de la banda terrorista vasco-etarra ETA: se condenaron a los policías por un delito de revelación de secretos, pero no por colaboración con banda armada y terrorismo.

			Según la sentencia, no hubo una posible orden de chivatazo. Estamos ante otra ignominia político-judicial más de las muchas sufridas por las víctimas del terrorismo vasco-etarra nacionalista y secesionista. Un Gobierno jamás se ha de someter a las pretensiones de una banda terrorista bajo el pretexto de salvar la negociación con la misma mientras se olvida y desprecia a las víctimas del terrorismo, que aumentaron con más atentados terroristas posteriores al chivatazo colaboracionista a favor del terrorismo vasco-etarra.

			La obsesión del Gobierno era romper definitivamente con el Pacto Antiterrorista Partido Popular y PSOE: Acuerdo por las libertades y contra el terrorismo (2000) y con la Ley Orgánica de Partidos Políticos (2002).

			Un año después del atentado en la Terminal 4 del Aeropuerto de Barajas (Madrid) y del chivatazo policial a la banda terrorista ETA, el 2-12-2007, fueron también asesinados dos jóvenes guardias civiles que iban sin armas en el sur de Francia. Estaban desarmados contra el terrorismo secesionista vasco-etarra por las disposiciones de la misma política gubernamental nacionalsocialista de rendición negociada ante ETA y los ultranacionalismos separatistas antiespañoles. De igual modo, este atentado fue calificado por los políticos de la negociación con el insultante eufemismo de un encuentro fortuito cuando las acciones de cualquier grupo terrorista son siempre premeditadas y programadas.

			Como también resultó denigrante para las víctimas del terrorismo, considerar como «hombre de paz» a uno de los terroristas que estuvo a punto de asesinar a uno de los ponentes que elaboraron la Constitución española de 1978. Para mayor indignidad, llegó a formar parte de la comisión de Derechos Humanos, en el parlamento de la autocrática autonomía vasco-etarra del inexistente País Vasco. El terrorista que fue el número uno del aparato político, militar e internacional de la banda terrorista asesina vasco-etarra, el cual escapó a Francia y luego se refugió en Italia y también participó en las conversaciones y rendiciones del proceso de paz cuando ocupaba un escaño por otra de las tantas marcas etarra-terroristas consentidas por el poder político-judicial, EusKal Herritarrok (EH). 

			Un desprecio más hacia las víctimas asesinadas por el terrorismo vasco-etarra y una muestra más, de tantas y tantas, de la bajeza antidemocrática y anticonstitucional que ha caracterizado a la demencial casta política que no representa a la sociedad española, sino a los intereses nauseabundos de las dos partidocracias del bipartidismo y de los nacionalismos secesionistas y terroristas.

			Según el pacifismo de la rendición utópica neonacional socialista comunista, el terrorismo de ETA era un problema mínimo, un mal menor, un proceso de paz que dependía exclusivamente del voluntarismo pacifista de un Gobierno socialista en el poder del Estado, que llevó a cabo una negociación política de claudicación de indignidad, insulto y desprecio a las víctimas del terrorismo y al Estado de derecho. 

			A la sociedad española, nunca se le ha aclarado la verdad sobre las negociaciones de un proceso de paz denigrante con el terrorismo vasco-etarra, como tampoco conocieron la verdad absoluta, sin componendas, sobre el mayor atentado terrorista cometido en España y Europa: el de los trenes de cercanías del 11 de marzo en Madrid en el año 2004.

			Negociar con el terrorismo de izquierdas y claudicar ante sus reivindicaciones independentistas y antiespañolas ha sido la trayectoria histórica del socialismo, el comunismo y los nacionalismos secesionistas. El terrorismo vasco-etarra les ha servido para traicionar e ir minando los fundamentos de nuestra convivencia democrática, que nos ha conducido a una situación de crisis política, económica, social, moral, cultural e institucional. Con el terrorismo de ETA, con el terrorismo del cualquier signo ideológico, nunca se negocia, simplemente se aplican las leyes del Estado de derecho, porque de lo contrario quienes salen ganando son siempre los terroristas.

			La demencia del proceso de paz ficticia proterrorista llevó al Gobierno socialista, a los nacionalismos secesionistas y a los terroristas vasco-etarras al Parlamento de la Unión Europea (UE), que mordió el anzuelo, ya que admitió un debate sobre el insultante proceso de paz y el diálogo con el terrorismo. Lograron internacionalizar el proceso de paz en favor del terrorismo y en contra de las víctimas, y lo presentaron con la mentira de que se trataba de una guerra entre dos partes de la población española. Se disfrazó el cadáver macabro del proceso de paz como si tratara de una lucha similar a la que ocurrió en una de las regiones administrativas del Reino Unido de la Gran Bretaña, Irlanda del Norte, donde dos grupos paramilitares y terroristas, uno protestante y otro católico, heredaron un conflicto provocado a finales del siglo xvi con la conquista inglesa de la isla de Irlanda.

			Ya sean en los tiempos de crisis o en los tiempos de la falsa bonanza del progresismo económico del estado del bienestar material y social, o bien en los tiempos de recesión económica y descomunal deuda pública o en los tiempos de corrupción, siempre se ha empleado la negociación y la rendición política para alcanzar un vil proceso de paz donde se privilegiarán con beneficios penitenciarios, políticos y financieros a los terroristas y a los grupos políticos nacionalistas secesionistas que lo respaldan, mientras que las víctimas son vejadas y olvidadas en su dignidad por el poder político y por una buena parte de una sociedad civil laxa, que inmoralmente mira hacia otro lado, más preocupada por mantenerse en un ficticio estado del bienestar materialista y consumista, que poco a poco ha ido entrando en quiebra financiero-económica con una deuda pública crónica. 

			Por la misma senda transcurre la legislatura de 2011-2015, iniciada con la partidocracia neoliberal de centro progresista socialdemócrata del Partido Popular, de regreso al poder del Estado con mayoría absoluta en el Parlamento y con el control de casi todas las autocráticas autonomías, menos las de casi siempre: Cataluña, Andalucía y Vascongadas. 

			El PP, en las elecciones generales del año 201137, se presentó en coalición con el nacionalismo moderado de centro derecha reformista y foral del regionalista y bisagra-comodín: Partido Unión del Pueblo Navarro (UPN); el también nacionalista moderado y también bisagra-comodín, Partido Aragonés (PAR); el nacionalista-regionalista y partido bisagra-comodín de centro, Extremadura Unida ( EXU), y con el nacionalismo bisagra-comodín de Centro Canario Nacionalista (CCN) en el Congreso de los Diputados y, en el Senado, con los anteriores, más con el también nacionalista bisagra-comodín de Agrupación Municipal de Fuerteventura (AMF).  Resumiendo, en la Antiespaña, es propio de las dos partidocracias en el poder central aliarse con las ideologías nacionalistas o regionalistas. Las nacionalistas ya sabemos que han confeccionado la secesión y el terrorismo vasco navarro-etarra o catalanista y, en cuanto a las regionalistas, si no desean la independencia de forma descarada, la simulan y la anhelan cuando se les conceden competencias fundamentales que deben pertenecer y ejercerse por el Estado español, por la Patria y la Nación españolas.

			Siguen presentes en el Congreso y el Senado los nacionalismos secesionistas, los del nacionalismo catalanista de izquierda socialista federal-separatista del Partido de los socialistas de Cataluña; en unión con el partido en la oposición, el Partido Socialista Obrero Español, en el Congreso, y, en el Senado, el PSC forma coalición con el separatismo catalanista de Iniciativa per Catalunya Verds (ICV) e Izquierda Unida y Alternativa (EUiA) con el nombre de Entesa Catalana de Progrés, formada ( PSC-ICV-EUiA). La llamada Izquierda Plural se presenta a las elecciones y forma para el Congreso, y no en el Senado, una coalición encabezada por Izquierda Unida (IU) más una retahíla de partidos izquierdistas y separatistas de Cataluña, Vascongadas, Navarra, Canarias, Aragón, Valencia y Ceuta. El nacionalismo secesionista de izquierda sigue presente en el Congreso y en el Senado con ERC, el Bloque Nacionalista Gallego. El secesionismo vasco-etarra terrorista de izquierda aparece con nuevas marcas en coalición permitidas por los intereses de poder de las partidocracias a través del Tribunal Constitucional, Amaiur (con Eusko Alkartasuna (EA), Alternatiba Eraikitzen (AE) y Aralar, también presentes en el Senado. 

			Los partidos que en 2011 formaban Amaiur (izquierda abertzale, EA y Alternatiba) se les añade Aralar en 2012 y toman el nombre de Euskal Herria Bildu. En cuanto a los nacionalismos secesionistas conservadores de siempre, siguen presentes en el Congreso y el Senado: por Vascongadas, el Partido Nacionalista Vasco y por Cataluña, Convergència i Unió, que en el Senado forma coalición con Convergència Democràtica de Catalunya y Unión Democràtica de Cataluña. Aumentó con cinco diputados su presencia en el Congreso, pero estaba ausente en el Senado, Unión Progreso y Democracia (UpyD), que apareció en la legislatura de 2008-2011 con un escuálido diputado. Se autodefinía como una ideología de centralismo de izquierda progresista, nacional, transversal, igualitarista de la ideología de género, laicista, antinacionalista, antiterrorista vasco-etarra y antibipartidista. Este partido de tendencias socialistas añejas, ya conocidas, con escasos escaños, tenía una escasa representatividad que los nacionalismos secesionistas y terroristas de izquierdas o de derechas superan con largueza. Pero si hubiera tenido que pactar, lo hubiera hecho con la izquierda socialista, su congénere, y la extrema izquierda, que se alía con los nacionalismos secesionistas y filoterroristas. 

			En los municipios y las caóticas y deficitarias comunidades autocrático-autonómicas de los secesionismos nacionalistas y terroristas, estos siguen presentes con igual o más prepotencia. En Cataluña, en los resultados de las elecciones autonómicas, las del 2010 y luego las del 2012, se mantienen los mismos con pactos entre las izquierdas secesionistas y la derecha conservadora independentista. En las elecciones municipales de 2011, quien gana es Convergéncia i Unió. En las autonómicas38 del 2010 al 2012, el gobierno en la Generalitat es de Convergència Democràtica de Catalunya, Unión Democrática de Cataluña y Convergéncia i Unió. CiU, CDC y UDC con cuatro independentistas, uno de ellos del pronacionalista PSC. En las segundas elecciones de 2012, vuelve un gobierno de CiU-CDC-UDC, pero no logra alcanzar una mayoría parlamentaria absoluta, al contrario, baja de 62 escaños a 50. 

			El único objetivo del nacionalismo secesionista hispanicida, repleto de corrupciones y malversaciones, es la independencia y la soberanía propia a costa del expolio político, jurídico, constitucional, democrático; pero, sobre todo, económico-financiero y presupuestario de España. No alcanzó una mayoría aplastante, pero logra un pacto y apoyo en el parlamento de la Generalitat con el reaccionario independentismo ultraizquierdista de ERC, que había sido el tercer partido más votado por detrás del socialismo federalista e independentista del PSC. 

			La ingobernabilidad de la Generalitat, de la autocrática comunidad de Cataluña, por parte del nacionalismo secesionista ultraconservador de CIU-CDC-UDC al depender del nacionalismo secesionista ultraizquierdista de ERC llevaba a los dos nacionalismos secesionistas a la exigencia de un inconstitucional derecho a decidir, de un referéndum por la independencia total de Cataluña de España, apoyado también por el nacionalista catalanista PSC. Pretensión nada nueva y que oculta las mismas falsedades y las mismas intenciones de expolio y el latrocinio de los presupuestos generales del Estado, con un marco económico ventajista e insolidario a imitación del cupo de la autocrática comunidad vasco-etarra Vascongadas o el convenio de la autocrática comunidad de Navarra. Vascongadas, o falsario País Vasco, imitaba los mismos discursos y propuestas independentistas del falso derecho a decidir. En 1990 y en el año 2014, la izquierda abertzale y la derecha vasco-etarras filoterroristas, en el parlamento vasco, votaron por el falaz derecho a decidir por la autodeterminación de un mítico micro-estado de Euskal Herria con la anexión de la autocrática comunidad de Navarra.

			En 1990, la izquierda vasco-etarra terrorista de EA, partido integrante luego de EH Bildu, junto al secesionismo de la partidocracia radical conservadora filoterrorista del PNV, en el 2014, votaron a favor, mientras que los partidos mal llamados constitucionalistas —PSE-EE, PP y UPyD— con 27, votaron en contra. Y no son constitucionalistas, como lo confirma la historia decepcionante de una democracia fallida, ya que la bipartidocracia alternante en el poder del Estado, la del PSOE y la del PP, ha realizado pactos anticonstitucionales con los nacionalismos y ha permitido que los representantes políticos del terrorismo vasco-etarra entren en las instituciones democráticas del Estado español. Ellos son los primeros culpables de la situación de crisis institucional y política de España al no haber neutralizado el ascenso secesionista de los nacionalismos totalitarios antiespañoles, hispanicidas, contumaces. 

			La corrupción en Cataluña es de las más galopantes de Europa y, como en el resto de España, es responsabilidad de los nacionalismos secesionistas catalanistas de la ultraderecha y la extrema izquierda; pero también de los pactos soterrados y traidores para mantenerse en el poder central del Estado español de las dos partidocracias: el PP y el PSOE. 

			Para mitigar o encubrir la exigencia anticonstitucional de un referéndum por la independencia de la autocrática autonomía de Cataluña, el partido por entonces en el poder, la partidocracia neoliberal de centro derecha progresista socialdemócrata, PP, realizará otro pacto a espaldas y a traición del Estado de derecho, donde el secesionismo nacionalista catalanista logrará un modelo de financiación autonómico que le inyecte más dinero para pagar su tremenda deuda pública catalana que superaba en el año 2013 los cincuenta mil millones de euros y tapar sus corruptelas y la ruina político-económica de la autocrática comunidad más endeuda y corrupta de España (junto a la autocrática autonomía socialista de Andalucía) con el fondo estatal de rescate autonómico, el Fondo de Liquidez Autonómica (FLA), a la vez que servirá para adormecer por un tiempo los anticonstitucionales deseos voluntaristas de la independencia y la soberanía de la autocrática autonomía de Cataluña.  

			Nada más y nada menos, el ultranacionalista gobierno en la autocrática autonomía independentista catalanista, entre los años 2012 y 2013, acaparó en el 2012 el 4,05 % de la dotación total del FLA, más de seis mil millones de euros sobre un total de más de dieciséis mil euros y en el 2013 acaparó el 50,7 %  del FLA, diez mil millones de euros de un total de más de diecinueve mil.

			El total del dinero prestado por el Estado español entre los años 2012 y 2013, al que tanto odian los nacionalismos secesionistas de izquierda y derecha en Cataluña, fue de más de veintitrés mil millones de euros del Fondo de Liquidez Autonómica y de los planes de los pagos para saldar las deudas con los proveedores, cubrir el déficit y atender a los vencimientos de la deuda de la comunidad autocrática catalanista. Y desde el 2012 hasta cuando se declaró en el Parlamento autocrático secesionista la fantasmagórica República catalana, en octubre de 2015, el Estado español había entregado alrededor de más de 106.000 millones de euros a las autocráticas autonomías por medio del Fondo de Liquidez Autonómicos y a través de los mecanismos de pago a proveedores. De semejante millonada, la Generalitat catalanista recibió y malgastó en favor del independentismo sobre 38.000 millones de euros, es decir, el 36 % del total del FLA.

			La mentira del nacionalismo secesionista catalán, la de «España nos roba», ha durado larguísimos decenios y decenios de pseudodemocracia corrupta, nepotista, antiespañola, supremacista, hispanófoba. Cuando pretendían celebrar para noviembre del año 2014 la inconstitucional consulta del derecho a decidir sobre la independencia de Cataluña, en julio del mismo año, se mostró en su verdad histórica, ya sabida, al descubrirse, la financiación y enriquecimiento personal, así como la del partido y de toda la trama nacionalista política, mediática, financiera y empresarial catalano-independentista, cuando el fundador del nacionalismo secesionista de derecha, el  presidente y fundador de los partidos CDC y CiU, el expresidente de la Generalitat, Jordi Pujol i Soley (1930), se autoinculpó de ocultación ilícita de capitales en el extranjero. 

			Esta situación de corruptela institucionalizada la sabían y ocultaron para mantenerse en el poder los dos partidocracias alternantes en los gobiernos del estado español, la partidocracia neosocialistacomunista y pseudosocialdemócrata del PSOE y la partidocracia neoliberal de centro derecha progresista socialdemócrata del PP. Ambos son también culpables.

			Los nacionalismos ha odiado, han expoliado y han robado a España siempre y no ha sido un expolio únicamente de concesiones y privilegios políticos-económicos; sino, sobre todo, un expolio y desprecio de su conciencia e identidad histórica y de su dignidad como Patria, Nación y Estado. 

			Como también lo ha sido la entrada en las instituciones políticas, en el Parlamento Nacional, en los municipios y el Parlamento Vasco y en el Parlamento de Navarra, del terrorismo secesionista vasco-etarra, a través de otra marca de terror: la coalición izquierdista vasco navarro-etarra secesionista formada por Eusko Alkartasuna, AlternatiBa y de Batasuna-ETA, Bildu. Con lo cual, se les blanqueaba de todos sus asesinatos al reconocerles que los cincuenta años de terror vasco-etarra quedaban justificados por razones políticas contra el Estado español y al considerar a los terroristas vasco-etarras como víctimas o presos políticos, no como terroristas destructores de los derechos humanos.  

			La Sala Especial del Tribunal Supremo, en mayo de 2011, anuló las listas de la coalición a las elecciones municipales y forales de Vascongadas y Navarra de 2011 al considerarlas sucesoras de Batasuna-ETA. Sin embargo, a renglón seguido, el Tribunal Constitucional revoca la sentencia de anulación de las candidaturas de la coalición con el aval del PSOE, aún en el Gobierno de España, pues seis de los once jueces que votaron para dar entrada al terrorismo-vasco etarra en las instituciones fueron propuestos o puestos por la partidocracia del PSOE. 

			En las elecciones de la legislatura de 2011-2015, se permitirá que se presente con otro nombre la coalición de Bildu y Aralar del terrorismo izquierdista separatista vasco navarro-etarra, como Amaiur, la cual entra en el Parlamento Nacional, en el Congreso de los Diputados, con siete representantes. Una derrota más del Estado de derecho y otra afrenta más a la dignidad de las víctimas del terrorismo, esta vez, consentida por la partidocracia del PP en el Gobierno.

			En los comicios autonómicos de 2012 y en los anteriores municipales de 201139, la coalición izquierdista secesionista vasco-terrorista —formada por Bildu y otros como Aralar y Eusko Alkartasuna-Alternatiba— logra colocar a sus ediles municipales en Vascongadas y Navarra, así como procuradores en las Juntas de Álava, Vizcaya y Guipúzcoa, y también parlamentarios navarros.

			En Vascongadas, para el antiespañol microestado País Vasco, Euskadi o Euskal Herría, las elecciones autonómicas vuelven a colocar en el poder al nacionalismo secesionista proetarra terrorista, el Partido Nacionalista Vasco (EAJP-PNV), sin mayoría; en segundo lugar, la políticamente consentida izquierdista vasco-etarra terrorista de Euskal Herria Bildu (Izquierda Abertzale, Aralar, EA, Alternatiba, Sortu); en tercer lugar, el Partido Socialista de Euskadi (PSE-EE)-PSOE, y en cuarto lugar el Partido Popular (PP). Estos dos últimos, con el anterior  proceso autonómico de 2009-2012 habían acordado que gobernase con apoyos en el parlamento autocrático-autonómico vasco el Partido Socialista de Euskadi con el fin de mitigar la política secesionista y terrorista vasco-etarra, cosa que no sucedió, como se demostró con el posterior resultado en las elecciones autonómicas del año 2012.

			La partidocracia del conservador radical secesionista PNV en las riendas del gobierno vasco presenta en el año 2013 el Informe de Vulneración de Derechos Humanos en el Caso Vasco, donde se recopilan, de modo tendencioso, los atentados cometidos por la banda terrorista ETA, los GAL y otros grupos, como los cometidos por grupos parapoliciales y de extrema derecha, y con los supuestamente cometidos por las fuerzas de seguridad entre 1960 y 2013. Con el fin de justificar el secesionismo terrorista, equiparan las víctimas asesinadas de ETA, que violan los derechos humanos, con los casos de víctimas de asesinos terroristas, que, salvo en el terrorismo de estado del caso de los GAL, fueron consecuencia de sus propias acciones de terrorismo. 

			Este informe, como los insidiosos informes vasco-nacionalistas e internacionales en los que se apoya, que se hace para avalar un ficticio Plan de Paz y Convivencia 2013-2016 del Gobierno vasco, se aparta de la ética, de la moral, de la justicia para la reparación del daño causado a la dignidad de las víctimas del terrorismo vasco-etarra y, además, se vuelve a mostrar el apoyo implícito y explícito al terrorismo secesionista vasco-etarra, contando con la colaboración del antieclesial y antievangélico clericalismo nacionalista vasco y las fuerzas político-sociales proterroristas e independentistas a las que se les ha permitido asaltar las instituciones del Estado de derecho.

			En ninguna nación de histórica tradición constitucional y democrática, se hubiera permitido que ocupasen y utilizasen los terroristas las instituciones democráticas, fueran de la ideología que fueran, salvo en la Antiespaña que se han montado las dos partidocracias y los nacionalismos secesionistas y terroristas en los entramados de poder nacional, municipal o autocrático-autonómicos. 

			El Pacto Antiterrorista Partido Popular y PSOE: Acuerdo por las libertades y contra el terrorismo de año 2000 y también la Ley Orgánica de Partidos Políticos del año 2002, propiciados por el PP y no aplicados por los dos gobiernos socialistas posteriores, también han sido traicionados por el propio PP al no ponerlos en práctica para la desarticulación de las interminables marcas electoralistas vasco-etarra terroristas en el año 2012, cuando ya estaba en el Gobierno, o en los planes de reinserción de presos terroristas y en la concesión de excarcelaciones de terroristas, que vienen a ser amnistías encubiertas, denigrantes, como así lo han denunciado las asociaciones de víctimas del terrorismo vasco-etarra. 

			Por nuestra desquiciada España, en declive moral y ético, político y económico, unos magistrados del Tribunal Constitucional, con el control político-judicial de las partidocracias en el poder, permitieron que el nacionalismo secesionista del terrorismo nacionalista vasco-etarra, de nuevo, mancillase y destrozase las instituciones emanadas de la Constitución española de 1978. Esta situación en la fracasada democracia monárquico constitucional del Reino de España no es nada novedosa, sino todo lo contrario, es la imagen negra de lo que son las ambiciones sociales y políticas con el único fin de nunca dejar el poder.

			El terrorismo nacionalista volverá a utilizar las instituciones para sus crímenes de muerte con el fin de lograr sus diabólicos ensueños separatistas. No nos extrañemos que las instituciones no tengan en España ya ningún sentido, porque han perdido el valor que deberían tener: ser la representatividad de la voz de la soberanía del pueblo español y no de las ambiciones de poder de las partitocracias ideócratas que se alternan en el poder, pero que no buscan el bien común de la sociedad civil al contribuir y permitir el expolio y el latrocinio integral, la demolición y el desprecio de España a los nacionalismos secesionistas y terroristas.

			Una sociedad civil, moral y políticamente sana nunca admitiría que los que han manchado con la sangre del terror a tantas familias se apoderen de las instituciones del Estado, empleando sus medios políticos y económicos para continuar con sus entramados de muerte y odio hacia cuanto representa España como Patria, Nación y Estado. Los principios constitucionales y las virtudes morales han sido triturados por las ambiciones de los ideólogos que tienen el oficio de jueces, fiscales, magistrados y políticos.

			Los ideólogos del poder son ambiciosos y nos han fabricado una Antiespaña de democracia ficticia, que es un remedo macabro de las democracias constitucionales de Occidente. Las ambiciones desaforadas de las partidocracias, los nacionalismos secesionistas y terroristas, y sus ramificaciones financieras y mediático-políticas, que controlan los tres poderes del Estado —el Ejecutivo, el Legislativo y el Judicial— con sus perversas actuaciones, pretenden darnos a entender que les debemos guardar admiración y respeto cuando los cargos políticos y judiciales no paran de estrangular la ley del Estado de derecho.

			La Legislatura 2011-2015 del PP, con un gobierno neoliberal de centro derecha progresista laicista socialdemócrata, presidido por Mariano Rajoy Brey (1955), a pesar de ser históricamente la segunda mayoría absoluta más abultada, después del socialismo en la Legislatura 1982-1986, continuaría en materia antiterrorista la misma senda marcada por las anteriores legislaturas socialistas. 

			Como ya hemos apuntado arriba, ya sean en los tiempos de crisis o en los tiempos de la falsa bonanza del progresismo económico del estado del bienestar material y social, o bien en los tiempos de recesión económica y descomunal deuda pública, y en los tiempos de la interminable corrupción encubierta o descubierta, siempre se ha empleado la negociación y la rendición política para alcanzar un vil proceso de paz donde se privilegian con beneficios penitenciarios, políticos y financieros a los terroristas y a los grupos políticos nacionalistas secesionistas que lo respaldan, mientras que las víctimas son vejadas y olvidadas en su dignidad por el poder político y por una buena parte de una sociedad civil laxa, que mira hacia otro lado, más preocupada por mantenerse en un ficticio estado del bienestar materialista y consumista, que poco a poco ha ido entrando en quiebra financiero-económica con una deuda pública crónica. 

			El exterminio inhumano de la dignidad de las víctimas del terrorismo vasco-etarra y su respaldo por parte de los nacionalismos secesionistas de izquierda o conservador ha sido resultado de más de cincuenta años de asesinatos40, de violación del derecho humano fundamental: el derecho a la vida. Más de medio siglo de destrucción moral y ética, de destrucción democrática y constitucional, de destrucción material de la sociedad española y vasco-navarra.

			Ha sido tal la infamante destrucción del nacionalismo secesionista vasco-etarra terrorista que hasta las estadísticas sobre los asesinatos no aciertan a señalar el número exacto de los asesinados por los atentados terroristas. Según las fuentes documentales, están entre un mínimo de asesinatos de 829 y un máximo de 946.

			El expolio inmoral y material es más de 37.650 víctimas directas41 de la organización vasco-etarra terrorista, a las que habríamos que sumar miles de víctimas más de los familiares y amigos de las víctimas, y de los que fueron extorsionados, amenazados o tuvieron que salir al exilio. Son las llamadas macrovíctimas del terrorismo, en torno a las 58.3000 personas42. Esta cifra en sí es deshumanizante por totalitaria y por ir contra la justicia de Dios y de los derechos humanos, y que debería dar como resultado definitivo el de poner ya un límite irreversible con la aplicación de leyes democráticas y constitucionales según el Estado de derecho de España y no según las cobardes y traidores legislaciones del bipartidismo en el poder, que sobreviven en el mismo haciendo gestiones, diálogos, conversaciones, pactos y consensos con los nacionalismos secesionistas y terroristas. 

			El expolio y latrocinio material resulta insignificante comparado con la destrucción terrorista vasco-etarra de seres humanos. Pero es muy significativo porque es consustancial con la destrucción sistemática de personas. Se calcula que los daños materiales del terrorismo se pueden valorar en torno a 21.214 millones de euros43, euros de muerte, terror, dolor y sangre, y que han salido de diversas fuentes de financiación como la extorsión, Wel saqueo, los tráficos ilegales, las financiaciones públicas internacionales prosecesionistas, las gestiones y negociaciones, los rendimientos mercantiles de los negocios camuflados como legales y lo que es ya la culminación de las vejaciones políticas irracionales: la financiación a través de subvenciones de los presupuestos del Estado, que logran a través de las diversas marcas vasco-etarra terroristas, las cuales han sido consentidas en las instituciones por la partidocracia bipartidista en el poder central y los nacionalismos secesionistas.

			También el expolio y latrocinio de España ha sido practicado por el canibalismo de la bipartidocracia de derecha e izquierda, junto a los nacionalismos secesionistas y terroristas, contra el patrimonio histórico cultural de España. El ejemplo lo tenemos en el expolio del patrimonio documental que se dio con en las dos legislaturas de 2004-2011 del laicismo radical ultranacionalsocialista del PSOE de la mano de la antihistórica memoria histórica, impuesta por el nefasto expresidente José Luis Rodríguez Zapatero.

			Entre los años 2006 y 2011, y luego en el año 2021, el neonacionalsocialismo del PSOE para mantenerse en el poder, fuera como fuera, entregó al separatismo nacionalista catalanista los documentos históricos del Archivo de Salamanca, es el llamado caso de los papeles de Salamanca. Para ello, el zapaterismo desintegrador de la conciencia histórica y la identidad de la historia de España, y luego su epígono ególatra, el otro posterior presidente neonacional socialista comunista, Pedro Sánchez Pérez-Castejón (1972), se inventó y se continuó con otro más de los desintegradores instrumentos ideológicos, el guerracivilista de la falsaria memoria histórica: el Centro Documental de la Memoria Histórica en Salamanca, cuyo fin totalitario era reunir los fondos documentales comprendidos entre 1936 y 1979, es decir, entre la guerra civil española y la transición hacia la democracia. Este método destructor de la identidad histórica de España, propio de los regímenes totalitarios de izquierdas o de derechas, parecía que iba a ser arrinconado con la llegada al poder en la Legislatura 2011-2015 de la otra partidocracia, la del centro derecha liberal socialdemócrata del Partido Popular; pero no ocurrió lo que el sentido común democrático y constitucional hubiera exigido, por más que el PP nada más llegar de nuevo al Gobierno presionase para que no se entregaran. 

			Como era de esperar, y tal y como están ideologizados por las partidocracias, buena parte los magistrados y jueces de los tribunales, más tarde, hubo una sentencia del Tribunal Constitucional del 31 de enero de 2013 que obligaba la restitución de los documentos a los propietarios o sucesores legítimos, instituciones o particulares. El fallo del Tribunal Constitucional sentenciaba que no podía considerarse «arbitraria o irracional» la transferencia de documentación de pleno derecho a Cataluña frente al restablecimiento de un procedimiento distinto para las demás comunidades autónomas.

			La Ley 16/1985, del 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, en su título VII, capítulo I, regulaba las cuestiones relativas a la conservación del patrimonio documental, como parte integrante del Patrimonio Histórico Español. 

			En el artículo 55 establecía que la exclusión o eliminación de bienes del patrimonio documental y bibliográfico, y los demás de titularidad pública, tal y como se contemplaban en el artículo 49.2, debería ser autorizada por la Administración competente, pero a propuesta de sus propietarios o poseedores, mediante el procedimiento que se establecería por vía reglamentaria.

			Los denominados «papeles de Salamanca» forman un conjunto de documentos incautados durante la Guerra Civil por las tropas de Franco a la Generalitat republicana y a otras instituciones catalanas. Fueron depositados en Salamanca y al final de la Legislatura socialista, en el año 2011, se entregaron a través del Ministerio de Cultura a la Generalitat de Cataluña tras veinticinco años de reclamaciones y exigencias de los nacionalistas catalanes. El montante aproximado de los documentos históricos y económicos, expoliados del Archivo Nacional, durante los gobiernos del PSOE y del PP, es de más de dos millones, los cuales pertenecen al Patrimonio Histórico Español.

			De este otro expolio y latrocinio del patrimonio documental histórico español, han vuelto a ser culpables directos las dos partidocracias, las cuales han contribuido, en connivencia con los nacionalismos secesionistas y terroristas, al olvido y a la falsificación ideológica de la identidad multisecular de la historia de España.

			La situación de crisis económico-financiera, debida y heredada del socialismo, en la Legislatura neoliberal socialdemócrata 2011-2015, como otras crisis habidas desde el fin de la Transición hacia la democracia (1975-1979), no es la causa principal del hundimiento de España. 

			Las crisis económicas de España forma parte de la crisis global; pero la crisis de España es total porque no es solo económica, sino que también sigue siendo, desde la Transición hacia la democracia (1975-1979), una crisis política, jurídica, económica, social, moral, demográfica suicida, cultural e institucional que  afecta al despegue definitivo del desarrollo de España como una democracia constitucional y democrática, como una monarquía parlamentaria, donde la monarquía también ha fracasado porque no ha funcionado como un poder moderador y neutral, ya que ha estado bajo los dictámenes de los programas ideológicos de la bipartidocracia que controla el poder ejecutivo, legislativo y judicial, y se ha mostrado inoperante para evitar la desintegración programada por los nacionalismos secesionistas y terroristas de la unidad territorial y de la identidad históricas de España, en las cuales la secular institución monárquica ha desempeñado un protagonismo político clave. 

			Desde los últimos veinticinco años del siglo xx hasta ahora en el xxi, España continúa con los mismos y crónicos problemas: 

			—El lastre de millones y millones de parados por el proteccionismo intervencionista estatal y sindical de la regulación laboral, de los mercados de trabajo, que ha conducido que contratar a un trabajador cueste más caro, ya que el trabajo tiene una menor demanda a un precio más alto que a un precio más bajo. El control de los mercados de trabajo44 ha llevado a Europa y a España a unas macrotasas de desempleo que no se conocían desde de la Gran Depresión en la década de los años treinta del siglo xx. En España y Europa, a diferencia de los Estados Unidos, las leyes y la puesta en práctica del proteccionismo en seguridad laboral han provocado que las oportunidades de encontrar trabajo sean escasas y casi nulas para la población juvenil con baja cualificación, escasa formación educativa y nula experiencia laboral, y también para los trabajadores más pobres. A ello hay que añadir una ilegal inmigración creciente y descontrolada de muy poca preparación y cualificación profesional. Tenemos un sistema económico y financiero inservible porque la bipartidocracia, los sindicatos corruptos y subvencionados, la también subvencionada patronal de empresarios y los pseudoestados de las autárquicas autonomías, han controlado las decisiones económicas y laborales en contra de un mercado libre y competitivo, justo en la solidaridad para la distribución de la riqueza de modo equitativo en vista al bien común.

			—En el Índice de Competitividad Global45, España, entre 148 naciones, ha bajado del puesto 29 en el que se encontraba en el 2007 al 35 en el 2012. Las políticas económicas llevadas a cabo no han sabido aprovechar la crisis económica para solucionar los crónicos problemas económicos y financieros, de empleo y de productividad de bienes y servicios, de bestiales subidas de impuestos (con 86 figuras impositivas, la máxima presión fiscal del mundo) y muy escasos recortes en el gasto público desorbitado; pero injustos recortes y ajustes que han aumentado los desequilibrios sociales y económicos. La pérdida de competitividad global en las instituciones políticas y económicas por el despilfarro y la corrupción del dinero público y la ineficacia en la gestión económica, en la anquilosada macroeconomía que muestra un crónico déficit público y una deuda pública que en el año 2013 casi alcanza el 100 % del PIB (92 %), acercándose a la mayor deuda pública española que fue del 101 % del PIB en 1909, en el sistema educativo por su falta de calidad académica y de investigación; en el mercado de bienes y servicios por las elevadas tasas fiscales para incentivar las empresas y negocios y la engorrosa burocracia administrativa; en el mercado de la oferta y demanda de empleo por la falta de flexibilidad laboral para contratar o despedir, para la productividad laboral y para mantener y promover el talento, y en el sector financiero económico, por las barreras para acceder al crédito bancario y la financiación del mercado local de capitales.

			—Una terrorífica presión fiscal sobre la depauperada clase media española, debida a la institucionalización (por parte de la bipartidocracia oligárquica y los nacionalismos secesionistas y terroristas) de la corrupción y el blanqueo de dinero negro en los paraísos fiscales a través de los partidos políticos y sus muy dudosas fundaciones privadas, los grandes capitales y las grandes empresas.

			—Unido a lo anterior, el fraude fiscal y la economía sumergida46 convierten a España en el líder de Europa, pues los impuestos que no se pagan a Hacienda son de 90.000 millones de euros al año. El fraude fiscal y la economía sumergida en España se sitúan entre un nivel del 20  % y el 25 % del PIB. El fraude fiscal y la economía sumergida lo encabezan con el 71 % los altos patrimonios, las grandes empresas y el resto: los pequeños autónomos y las pequeñas y medianas empresas, más conocidas como PYMES.

			—Una insostenible y antidemocrática financiación estatal con subvenciones públicas a todas las partidocracias, los sindicatos y la patronal empresarial, que no ha impedido, sino incentivado la corrupción y financiación ilegal, empezando por el primero que la empezó y la continúa: el PSOE. Partido que junto a la de los subvencionados grupos empresariales y sindicatos izquierdistas de clase, Comisiones Obreras (CCOO) y la Unión General de Trabajadores (UGT) y el apoyo parlamentario de Izquierda Unida (IU), nos da otra prueba más de corrupción política y económica destapada en el año 2013, uno de los mayores latrocinios de corrupción política en la fallida democracia española, porque han sido más de mil doscientos millones de euros destinados al empleo del caso del Fondo de Reptiles, de los cuales habrían desaparecido alrededor de más ciento cuarenta millones, a los que habría que sumar los alrededor de trescientos millones de euros de dinero público del entramado societario de la UGT y los doscientos cuarenta millones de euros en facturas falsas de grupos y miembros del PSOE y la sindicalista UGT.

			Son los ERE (Expedientes de Regulación de Empleo o Expedientes de Despidos Colectivos) de 855 millones de euros en la autocrática-autonomía socialista de Andalucía. Aquí y por toda España, el entramado societario del sindicato izquierdista de la UGT estaba presente. A ello hay que añadir en los años 2014 y 2015, otros fraudes, otros expolios inmorales de más de tres mil cien millones de euros de las ayudas también procedentes de la Unión Europea, del Fondo Social Europeo, para subvencionar los cursos de formación profesional ocupacional destinados a los parados de la autocrática comunidad socialista de Andalucía. 

			Este otro fraude de corrupción populista socialista no resuelto a su debido y justo tiempo por el control judicial del PSOE andalucista. Es el mayor de la historia de la corrupción en España y Europa, otro expolio más de tantos y tantos, que triplicaba la corrupción total de todas las partidocracias en España, y cuyas subvenciones fueron repartidas por el gobierno neoprogresocialista y neocomunista, anticatólico, a los mismos sindicatos izquierdistas de clase, a la misma patronal de empresarios nepotistas y a una trama civil de centros y academias de formación y gestorías. La cuantía multimillonaria del expolio y latrocinios de los fondos europeos fueron de unos cien mil millones de euros largos desde 1986 sin que los máximos representantes políticos —tres presidentes autonómicos y cientos y cientos de imputados— sufrieran las consecuencias políticas y judiciales.

			Ante este panorama, la mayoría de los andaluces siguieron apoyando al sustituto y heredero de la dictadura franquista: la partidocracia neosocialdemocracia socialista y laicista corrupta del PSOE, porque en las elecciones autonómicas del año 2105, con un 63,93 % de participación y un 36,06  % de abstención, aunque sin mayoría absoluta de un 47 % de escaños; pero con la opción del pactar con la ultraizquierda neocomunista anticristiano católica de una y nada nueva, pero vieja ideología partidocrática bisagra, Podemos, o con el partido también bisagra de centro izquierda o derecha neoliberal laicista socialdemócrata, de Ciudadanos (C’s), y  que decía ser defensor del Estado de derecho de la Constitución española y de la unidad histórica de España, contraria a los nacionalismos secesionistas y terroristas. El primer partido con 15 escaños y el segundo con 9: los primeros serán bisagra de la izquierda, bien socialista o nacionalista separatista, y los segundos de los neoliberales o también de la izquierda socialista laicista. 

			La irrupción de otras ideologías partidocráticas, Podemos y Ciudadanos (C’s), y el hundimiento de otras, como Izquierda Unida (IU), dieron un primer aviso sobre la prepotencia institucionalizada del bipartidimo partidocrático PP-PSOE, al hundirse el Partido Popular en las expectativas de alcanzar el poder en Andalucía, ya que vio mermado su presencia en su parlamento autocrático con 33 escaños y un millón de votos menos que en los anteriores comicios, aunque fuera el segundo partido más votado, debido a una política nacional neoliberal socialdemócrata laicista y economicista radical, basada en un aumento de impuestos directos e indirectos confiscatorios, que han mermado a la clase media; una política basada en una política educativa intervencionista y laicista, en el mismo sentido que las leyes socialistas y nacionalistas secesionistas y terroristas de la degradación de la enseñanza en España; una política basada en la no derogación del falso derecho al aborto provocado, así como en la promoción y el proteccionismo de la ideología de género que postula al falso matrimonio de homosexuales, el derecho al aborto, la destrucción de la identidad histórica antropológica de la familia mujer y hombre; una política basada en la misma estrategia de traición y sedición a la unidad histórica y constitucional de España, al seguir como su enemigo político, el PSOE; una política de dilaciones consensuadas, multimillonarias, en pro del secesionismo de derecha e izquierda del catalanismo de las corruptelas y las usurpaciones de los presupuestos generales de España; una política envuelta, como la del PSOE, en incontables casos de corrupción y nepotismo político y económica, que la sociedad andaluza, bajo la permanente servidumbre caciquil del socialismo, no ha perdonado, en tanto, que sí lo hizo reiteradamente con el PSOE, que ostenta todos las estadísticas de corruptelas y nepotismo en Andalucía. 

			La mayoría de los andaluces continuaron apoyando a la partidocracia laicista corrupta del Partido Socialista Obrero Español mientras retiraba a la partidocracia neoliberal socialdemócrata laicista corrupta, el Partido Popular, buena parte del apoyo obtenido en la anterior legislatura.  

			El PSOE continuaría con otra legislatura autocrática caciquil, caciquil porque el sistema social y político en Andalucía ha sido apoyado por la mayoría de sus habitantes durante casi cuarenta años, siendo la región de Europa con más paro, el 35 %, siendo una de las más pobres de Europa con 3,5 millones de pobres, siendo, con recortes presupuestarios en sanidad, una de las más bajas de España y siendo en la educación estatalista neosocialista, también la primera en fracaso escolar de España y Europa.

			En los primeros años de la Legislatura 2011-2013 del PP y en los siguientes, tampoco podemos olvidarnos las corruptelas del PP, de la mano delincuente de quien fue tesorero del partido y que controló durante más veinte años una financiación ilegal, lo que le permitió acumular una fortuna en Suiza de más de cuarenta millones de euros. Es el caso de Bárcenas también inmerso en la corrupción de la trama Gürtel en las autocráticas autonomías de Madrid y Valencia o la del caso del Instituto Nóos de corrupción y malversación nepotista del dinero público, de alguno de los miembros de una monarquía borbónica, acomodada y acomodadiza a los manejos políticos de la corrupta bipartidocracia en el control de los poderes del Estado: PSOE-PP, PP-PSOE.

			A la par, caminan las corrupciones de los partidos nacionalistas secesionistas vascos y catalanistas de izquierda y derecha que se acompañan del inseparable terrorismo vasco-etarra secesionista, y de la invasión y permisión del terrorismo islámico de salafistas y yihadistas a través de la emigración ilegal y de la conversión al islam de españoles y catalanes, que oculta y abastece especialmente en Cataluña a la red terrorista internacional islámica de Al-Qaeda, como se comprobó en el año 2015, que con la cifra del 50 % de las mezquitas de España en Cataluña, permitidas y alentadas por el nacionalismo secesionista de izquierda y derecha, se detectaron y neutralizaron comandos del terrorismo yihadista internacional seguidores del genocida Estado islámico (EI) que se fue instalando con terror anticristiano por África y Oriente Medio. 

			Islamismo e independentismo catalanista se han apoyado para posibilitar la ruptura de la unidad y la identidad histórica de España. A esto se llama alta traición, sedición por parte de las partidocracias separatistas en el poder de la autocrática autonomía catalanista, pero consentida por la bipartidocracia PP-PSOE cuando se han alternando en el gobierno del Estado español.

			Aunque la lucha armada y los atentados terroristas vasco-etarra de momento no regresaron desde el 2011, la banda terrorista ETA seguía activa sin haber entregado las armas ni disuelto su organización de muerte y terror. Para colmo, desde las estructuras del poder estatal, se continuaba con la permisividad de las políticas de negociación y rendición al terrorismo por medio de planes de reinserción y acercamientos de presos terroristas, de permisos penitenciarios y excarcelaciones de terroristas con delitos de sangre, que son amnistías encubiertas, lo que condujo al insultante objetivo del nacionalismo secesionista vasco-etarra terrorista y de su aliado el nacionalismo secesionista conservador a buscar la derogación de la doctrina Parot, aplicada en España desde el año 2006 con el fin del cumplimiento máximo legal de cárcel para los terroristas, narcotraficantes y violadores, que tanto el Tribunal Supremo como el Tribunal Constitucional avalaron para que se mantuviese, pero que el pleno de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional rechazó en noviembre del año 2013 al no aplicar el alargamiento de la condena de un vasco-etarra terrorista, el cual llevaba veintidós años encarcelados, pero cuyas penas por delito de terrorismo sumaban 71 años.

			Así se preparó el camino al ideológicamente politizado Tribunal Europeo de Derechos Humanos de Estrasburgo, que puso en duda la doctrina Parot por haberse aplicado de forma retrospectiva y dio una sentencia favorable para la liberación e indemnización de una terrorista condenada por participar en veintitrés asesinatos consumados y otros 57 en grado de tentativa, sentencia recurrida por el Estado español; pero que no sirvió para nada porque la sentencia del 21 de noviembre de 2013 de la Gran Sala del Tribunal Europeo de Derechos Humanos afirmó que con la aplicación de la Doctrina Parot a un terrorista nacionalista vasco-etarra secesionista España violaba los artículos 5.1 y 7 del Convenio Europeo de Derechos Humanos. Por tanto, la vasco-etarra terrorista fue liberada. 

			Otro tremendo golpe de terror encubierto (de entre los muchos que han recibido las víctimas asesinadas por el terrorismo vasco-etarra) por parte de un Tribunal Europeo de Derechos Humanos, que vino a avalar una legislación permisiva y denigrante, una legislación político-ideológica proterrorista de las partidocracias de izquierda y derecha junto a los nacionalismos secesionistas y terroristas. 

			De los quince magistrados que forman este tribunal ideológicamente politizado, doce fallaron contra la doctrina Parot, y entre ellos estaba un magistrado exsecretario de Estado de Justicia con el PSOE, magistrado que se había mostrado siempre contrario a la doctrina Parot. Esta  partidocracia que, con sus rebuscadas por ideologizadas legislaciones antiterroristas permisivas, ignominiosas y degradantes para las víctimas, es la que más ha propiciado el asalto político-institucional del terrorismo vasco-etarra nacionalista y secesionista, desde que a finales de la década de los años sesenta del xx empezaron a emplear el terror como arma política de muerte y odio contra la sociedad española y contra lo que luego ha resultado un fracaso en este siglo xxi, fracaso propiciado por los nacionalismos secesionistas y terroristas: la democracia monárquico-parlamentaria del Reino de España. 

			Como también ha resultado un fracaso, el Estado de Derecho de nuestra Constitución española de 1978, que nunca ha servido para que se aplique una justicia justa, plena y proporcional, sino todo lo contrario. La justicia no se ha convertido en desvelar la verdad ética y constitucional, sino en ocultarla con procedimientos legalistas al servicio del poder de quienes gobiernan.

			El fallo del Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha servido para descubrir la actitud demagógica de las dos partidocracias que se reparten el pasteleo político junto a los nacionalismos secesionistas y terroristas de las izquierdas y derechas vasco-etarra terrorista y catalanista, ¿esto por qué? Pues porque las partidocracias que más han contribuido al desgobierno de España a favor de los nacionalismos secesionistas y terroristas son el PSOE junto a la otra partidocracia del neoliberalismo de centro socialdemócrata retroprogresista y reformista, el Partido Popular, que acató la sentencia contra la doctrina Parot. El PSOE porque ya intentó hacerla desaparecer en los tribunales españoles, ya que era otra promesa más de las pactadas con la banda terrorista ETA en el fraudulento e ignominioso proceso de paz llevado a cabo por el ignominioso presidente del gobierno socialista José Luis Rodríguez Zapatero en las dos legislaturas, la de 2004 y 2011. Y en cuanto al PP, porque siguió y cumplió lo pactado en las denigrantes negociaciones entre el terrorismo vasco-etarra, el socialismo y el nacionalismo secesionista de izquierda y derecha.

			La primera partidocracia nacionalsocialista nunca aceptó y aplicó la doctrina Parot con el rigor y la contundencia a través de los tribunales de justicia por el coste político y social que le hubiera supuesto y los segundos, la partidocracia del centrismo neoliberal socialdemócrata, porque desde que regresó al poder en la Legislatura 2011-2015, continuaría aplicando la misma política proterrorista de un traidor proceso de paz del socialista y nacionalista secesionista. 

			Sí, política proterrorista por más que ellos y el PSOE la denominen antiterrorista. Las dos partidocracias saben que las decisiones, que las sentencias de violaciones de los derechos humanos, dictadas por el llamado Tribunal Europeo de Derechos Humanos, no son vinculantes para ninguno de los estados que lo componen, pues así se indica en la normativa que lo rige. 

			Cada estado tiene la libertad de cumplir o no las sentencias internacionales de dicho tribunal. No es obligatorio, el ejemplo se ha dado en naciones europeas que no las han cumplido para defender sus decisiones políticas y de Estado, y no ha ocurrido nada. Además, el sistema judicial español no ha previsto un procedimiento concreto para la ejecución directa de las sentencias internacionales. Y, para mayor vergüenza para las dos partidocracias, España tiene otras sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos que llevan varios años sin cumplirse por los gobiernos de las dos partidocracias alternantes en los poderes del Estado. Porque las partidocracias en España son lo que son: partidocracias que nunca han querido ejercer el principio democrático y constitucional que es propio de las comunidades humanas moral, ética y jurídicamente equilibradas, el principio de la autoridad política cuyo fundamento es Dios47 y que nace de la misma naturaleza sociedad. La autoridad política en España nunca ha garantizado el bien común de la sociedad española en sus instituciones, según un orden moral o ético, para que todos los españoles cumplan con un orden jurídico, que es legítimo en tanto y en cuanto esté al servicio de progreso humano integral y no ideológico, que es lo que ha acontecido en España. 

			Como no se ha ejercido una autoridad política desde la justicia del bien común al pueblo español por la irresponsabilidad del mismo y por irresponsabilidad y culpabilidad de los representantes políticos que han elegido para que les gobierne, no ha sido el sujeto de la autoridad política, siendo como es, por derecho natural y constitucional, titular de la soberanía nacional y no de los consensos populistas o partidistas amañados por las obsesiones despóticas de poder de los partidos políticos, de las partidocracias que han desquiciado un remedo de democracia avanzada según la Constitución española de 1978.  

			Las víctimas del terrorismo, la sociedad española y el Estado de derecho dado por la traicionada, desmantelada, desde la Transición antiespañola, y falsificada Constitución española de 1978, vuelven a ser menospreciados en pro de los intereses políticos de las dos partidocracias alternantes en el poder junto a las depredadoras partidocracias de los nacionalismos secesionistas y terroristas. Entre ellos, pero encabezados por la bipartidocracia PSOE-PP, han contribuido a hundir en la indignidad y el expolio a España como Patria, Nación y Estado: el Gobierno del Partido Popular, cuando acató la sentencia contra la Doctrina Parot, se dispuso a cumplirla a toda prisa porque los terroristas vasco-etarras empezaron a ser excarcelados en menos de un mes por la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional y porque el Tribunal Supremo aceptó la sentencia. Con ellos, le siguieron los violadores, los psicópatas asesinos y los narcotraficantes con delitos de sangre, que, una vez sueltos, volverían a reincidir en los mismos delitos que cometieron.

			En el año 2014, también con la omisión calculada del Gobierno del PP, referente a la aplicación de la no vinculante decisión marco que el Consejo de Europa aprobó en el año 2008, los jueces de la Audiencia Nacional acordaron varias excarcelaciones: la del inductor del tercer atentado terrorista más sanguinario de ETA en la plaza República Dominicana en el año 1986, en Madrid, con doce guardias civiles asesinados y 78 víctimas civiles y guardias civiles, heridos de gravedad, y del más terrible atentado vasco-etarra terrorista de Hipercor de la Meridiana en 1987, en Barcelona, con 21 víctimas mortales y 45 heridos graves, Santiago Arróspide Sarasola, alias Santi Potro, y la de otro terrorista del grupo vasco-etarra secesionista de ETA al que también se le descontaron las penas por las que fueron condenados por el tiempo que estuvieron en prisión en Francia. El primero fue condenado a 3.122 años de cárcel por ser inductor de varios atentados terroristas. Ambos fueron recibidos en sus localidades de la etnolatría vasco-etarra secesionista como héroes, héroes del terrorismo totalitario del socialismo marxista-leninista.

			Estábamos ante una amnistía encubierta por la miseria inmoral de una degradada clase política que odia la libertad y la justicia en España, una clase política que protege a los asesinos terroristas y vilipendia la dignidad de las víctimas del terrorismo, como es el caso de PSOE/PSE-EE, que, además de no haber rechazado la sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos sobre la doctrina Parot, en las instituciones de la autocracia nacionalista vasco-etarra terrorista, ha llegado a pactos con las izquierdas independentistas o gobierna con ellas en los ayuntamientos vascos o navarros.

			Lo mismo que la partidocracia radical conservadora, secesionista y filo-etarra-terrorista del PNV, que junto al socialismo y el izquierdismo comunista, no ha condenado las aceleradas excarcelaciones de los terroristas, al contrario, las han justificado con los indignantes argumentarios de siempre a favor de los terroristas vasco-etarras. Además, han participado junto a los entramados, las asociaciones, un clero nacionalista antieclesial y los partidos leninistas-marxistas vasco-etarra terroristas en manifestaciones en defensa de una amnistía total para los asesinos terroristas, violadores de los derechos humanos en España, los cuales, para mayor ignominia, se han ufanados de haber triunfado sobre las víctimas del terrorismo nacionalista a causa de las laxitudes legalistas e inmorales de un fraudulento Estado de derecho y de una falsaria democracia, que han justificado las excarcelaciones y evasivas judiciales proterroristas, propiciadas por unos jueces, fiscales y magistrados sometidos al poder político de las partidocracias y los nacionalismos secesionistas y terroristas. 

			Así se confirmaría más tarde, entre mayo y junio del año 2019, cuando se levantó el secreto del sumario de las actas48 de la traicionera negociación política con la asesina banda terrorista de ETA, que comenzó en la legislatura presidida por el nefasto expresidente socialista, José Luis Rodríguez Zapatero. 

			Actas secretas elaboradas por los terroristas de ETA donde se especifican los encuentros de la misma a finales del año 2006, cuando hizo estallar una bomba en la T4 del Aeropuerto de Barajas (Madrid), que asesinó a dos personas. Además de la derogación de la doctrina Parot y de la liberación y acercamiento de los presos terroristas, se acordaba la paulatina entrega y anexión a la autocrática autonomía de Vascongadas, de la autocrática comunidad Foral de Navarra, con el apoyo, claro está, de las partidocracias pronacionalistas secesionistas del PSOE, del PSE y del PS) y PNV. Se formularía un Estatuto único que conformaría un parlamento común y una asamblea de municipalidades.

			En fin, lo de siempre, las concesiones y los pactos oscuros en las cloacas del estado al terrorismo nacionalista secesionista vasco-etarra, que ha llevado a que a sus representantes políticos se les permita entrar y financiarse de las instituciones municipales, autonómicas y nacionales, como el Parlamento Nacional, y ser reconocidas sus acciones de terror como justificadas, primero por parte de los politizados tribunales españoles y luego por los europeos, ¡lo nunca visto en cualquiera de las más acendradas democracias constitucionales de Occidente! ¡Y una afrenta inconmensurable para nuestra madre patria España!

			Sí, nuestra madre patria España, que, además de ser expoliada en su identidad histórica, poco a poco se nos muere sin que la mayoría del pueblo español reaccione para detener a quienes la están asesinando: el bipartidismo partidocrático-oligárquico y los nacionalismos secesionistas y terroristas. Las ideologías partidocráticas, desde el siglo xix, el liberalismo, el socialismo, el comunismo y los nacionalismos secesionistas y filoterroristas han impuesto políticas para desarraigar de l a sociedad española el amor a Dios, el amor a la familia mujer y varón, y el amor a la Patria, la han sometido a las leyes inicuas de los intereses oligárquicos de sus ideologías partidocráticas.

			El bipartidismo partidocrático y oligárquico fue el que entró en quiebra en las elecciones49 al Parlamento de la Unión Europea, que, tras decenios y decenios de pactos traiciones y componendas anticonstitucionales para favorecer a los nacionalismos secesionistas y terroristas, estos salieron ganando en los comicios europeos del 2014. 

			La alta abstención en estas elecciones fue de un 57 %, frente a una participación de un 43,11 %. Es el abstencionismo de la clase media, que castigó en España a la partidocracia del PP, partido en el gobierno de España, que fue ganador por escaso margen, con respecto a la partidocracia del PSOE, el cual también sufrió un duro golpe de su electorado porque sus votantes se fueron hacia la izquierda radical secesionista y terrorista, la del reaccionario y totalitario socialismo real soviético, con un nuevo partido leninista de ultraizquierda bolivariana, Podemos, y la llamada Izquierda Plural formada por los nacionalismos secesionistas, antiespañoles, antieuropeos y anticonstitucionales,  IU, ICV y EUiA, que se alzó como la tercera fuerza más votada con un 9,99 % , mientras el PP se alzó con el 26,03 % y el PSOE por detrás con un 23,04 %. 

			Las razones no solo fueron por las durísimas políticas económicas de austeridad y de incremento y subidas de impuestos directos o indirectos, la tremenda presión fiscal confiscatoria, para paliar la crisis económica de la enorme deuda pública y privada de España o la corrupción institucionalizada en las partidocracias y sus sinarquías, sino también las políticas consensuadas sobre el terrorismo vasco-etarra y los nacionalismos independentistas de las dos partidocracias alternadas en el poder del Estado Español, PP y PSOE, que han favorecido a los nacionalismos secesionistas y terroristas, encabezados por el secesionista ultraconservador PNV, el partido ultraconservador secesionista catalanista CiU y el de la ultraizquierda secesionista catalanista de ERC, que, como ya vimos, permitieron entrar en las instituciones democráticas y constitucionales a los partidos vascos-navarros terroristas y secesionistas. Mientras que por Europa emergieron las reaccionarias ideologías de la ultraderecha neofascista, xenófoba y antieuropea, por España subieron las partidocracias de los partidos antisistema, antiespañoles, antidemocráticos secesionistas y terroristas de las izquierdas nacionalistas con el auge y la consolidación de la ultraizquierdista catalanista ERC, que están en la misma posición hispanicida de expolio y destrucción de la identidad y la unidad histórica de España que las partidocracias de los nacionalismos secesionistas ultraconservadores del PNV o de la catalanista CiU.  
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			V

			Abdicación del rey Juan Carlos I y proclamación del rey Felipe VI: la monarquía continuista y el golpe de estado de guante blanco de los nacionalismos secesionistas y terroristas

			La abdicación de rey Juan Carlos I, hecha pública el 2 de junio de 2014, fue también aprovechada por las partidocracias de los nacionalismos expoliadores de España para ahondar más en sus tendenciosas querencias secesionistas y filoterroristas. 

			No asistieron a la tramitación de la ley de abdicación del rey Juan Carlos I para proclamar a Felipe VI como rey de España, el 18 de junio de 2014 en las Cortes, la extrema izquierda de los nacionalismos vasco-etarra terroristas de Amaiur y el republicanismo secesionista de la laicista coalición navarra formada por el ultranacionalismo de extrema derecha del PNV, más Atarrabia Taldea y la Asociación Zaballtzen, Geroa-Bai; a estos se unen la catalanista-separatista de ultraizquierda, ERC. Como siempre, pretenden la totalitaria ensoñación del siglo xx: un republicanismo revolucionario estalinista y bolchevique para la liquidación de la monarquía constitucional y parlamentaria del Reino de España, exigiendo un referéndum vinculante para imponer una república de estilo soviético o cubano chavista-bolivariano-maoísta, que como todo cuanto se les ha permitido realizar por sus pactos inconstitucionales con las dos partidocracias alternadas en el poder y las omisiones y dejaciones del juancarlismo va contra la Constitución española de 1978. 

			Su sucesor, el rey Felipe VI de Borbón (1968), en sus primeras manifestaciones públicas, luego, condescendería firmando decretos ley contrarios por el control gubernamental de la Corona, se manifestó dentro de los principios constitucionales al recordarles a los nacionalismos secesionistas y filoterroristas que España ha de mantenerse en la unidad histórica de sus diversidades regionales, que, desde los Reyes Católicos, Isabel y Fernando, la lograron y dieron lugar a la primera nación y estado de Europa y mantuvieron las dinastías de los Austrias y los Borbones.

			La Ley Orgánica de Abdicación a la Corona del rey Juan Carlos I la votaron el 11 de junio de 2014, 341 diputados: 299 votos a favor, diecinueve en contra y veintitrés abstenciones.

			Se aprobó por más del 85 % del Congreso con el «sí» del PP, el PSOE, UPyD, UPN y Foro Ciudadano. Aunque la mayoría de los diputados de la partidocracia del PSOE se mantuvieron fieles a la disciplina de partido, sigue aferrada a las ensoñaciones de imponer el republicanismo antidemocrático, laicista anticatólico, antimonárquico y antiespañol. El ejemplo fue el exalcalde de San Sebastián, proetarra republicano socialista separatista, que rompió la disciplina de voto y se abstuvo, mientras que otros parlamentarios socialistas prorepublicanos frentepopulistas optaron por no hacer acto de presencia y no dar la cara durante la votación. 

			Las demás abstenciones estaban anunciadas por los mismos expoliadores consentidos por el poder bipartidista alternante en España, los independentistas hispanicidas, vividores del saqueo insolidario de los Presupuestos Generales del Estado: el secesionista catalanista de Convergència i Unió, el secesionista vasco del Partido Nacionalista Vasco y el nacionalista de Coalición Canaria. 

			En tanto que los también previstos noes correspondieron a los radicales neomarxistoides, laicistas y secesionistas de la Izquierda Plural, ERC, BNG, Nueva Canaria, Compromís-Equo y Geroa Bai, y a buena porción  del Grupo Mixto. Paradójicamente votaron por la no abdicación del rey Juan Carlos I, aunque su propaganda mediático-política del reaccionario frente popular de la jacobino-bolchevique y guerracivilista de la II República Española (1931-1936) era hacer una votación para proclamar la eliminación de la monarquía parlamentaria dada por la Constitución española de 1978.

			Días más tarde, el 17 de junio de 2014, en el Senado, se aprueba con una mayoría absoluta con el 90 % de los votos la Ley Orgánica de Abdicación de su Majestad el rey Juan Carlos I con mayoría, la del PP y el apoyo del PSOE, del nacionalista proindependentista PSC, de Unión del Pueblo Navarro y Foro. Votaron en contra la extrema izquierda nacional y nacionalistas separatistas catalanes de IU, ICV y ERC. Mientras que el nacionalismo secesionista conservador del catalanista Convergència i Unió, el PNV y Coalición Canaria se inclinaron por la abstención y la extrema izquierda independentista vasco-etarra filoterrorista de Amaiur no participó en la votación. 

			Dos días después, el 19 de junio de 2014, se lleva a cabo la proclamación en el Congreso de los Diputados de Felipe VI, como rey de España y jefe del Estado. Fue el comienzo de una monarquía continuista y laicista de partidos, no una monarquía renovada como propagó el poder político mediático. Y no es una monarquía renovada y sí una monarquía de la bipartidocracia PP-PSOE, continuista y laicista, porque en el discurso de proclamación del rey Felipe VI en las Cortes Generales se repiten las mismas palabras que con su padre el rey Juan Carlos I. La monarquía, el rey y jefe de Estado no tiene potestad política, solo es una simple representación política, incapacitada para tomar decisiones trascendentales para el bien común de España. E incluso en el acto simbólico de proclamación, se nos aclara la deriva prolaicista, que no aconfesional, que la monarquía borbónica ha aceptado como peaje de control ideológico de las partidocracias del laicismo masónico anticatólico radical del neosocialismo y del laicismo masónico anticatólico relativista del neoliberalismo y los nacionalismos secesionistas y filoterroristas vasco-etarras y catalanistas. 

			Prueba de ello fue que en el día de la proclamación, 19 de junio de 2014, como rey Felipe VI, en el juramento de la Constitución española de 1978, aunque como majestad católica lamentablemente no lo hizo también sobre la Biblia o los Evangelios y el Crucifijo, fundamentó su discurso en la renovación, la transformación y la regeneración de la nación española y la monarquía parlamentaria en los valores éticos-morales, más bien masónicos laicistas y no cristianos católicos que tanto se han olvidado o distorsionado en España y Europa desde los siglos xviii, xix y xx. 

			Ellos han de estar en la Corona, pero también en las instituciones históricas de España. En el discurso no se mencionó ni una sola vez a Dios ni a la religión cristiana católica. En las naciones de constituciones democráticas de siglos como la de Estados Unidos y en la toma de posesión de sus cargos políticos representativos, se tiene en consideración el sentido transcendente de las personas, sean de la religión que sean.

			Entre los títulos hereditarios que tiene Felipe VI, el primero es el de «su católica majestad», concedido a los reyes de España —Isabel y Fernando, los Reyes Católicos, y sus sucesores— por el papa español Alejandro VI (1431-1503) en 1496, en la bula Si convenit. 

			Los reyes católicos de España, cuando se han proclamado reyes de España, lo han hecho con una santa misa solemne o Tedeum. No es propio de un príncipe cristiano católico, de un rey católico español, renunciar a una santa misa solemne o Tedeum tras la proclamación del rey Felipe VI como rey de España en las Cortes Generales. 

			Ello supone una renuncia a la conciencia e identidad de la Corona de España, a la historia inmensa de las dinastías habidas en España, desde el Reino visigodo, con quien era hereje arriano, luego convertido al catolicismo, el rey Recaredo (586-601) en el III Concilio de Toledo (589) y un menosprecio al pueblo español, que sigue siendo en este siglo xxi de una relativa y adormecida mayoría católica, aunque no le guste al laicismo radical de los neoprogreliberales socialdemócratas, ahora en el gobierno, de los neoprogresocialistas, de los neoprogrecomunistas y de los neoprogrenacionalismos secesionistas y filoterroristas. Estas retrógradas ideologías, que controlan a su antojo a la monarquía, son las mismas que desde los siglos xix y xx entran en España para desmembrarla y descristianizarla. 

			Como continuista del juancarlismo, el actual rey Felipe VI y la reina proizquierdista atea, Letizia, meses más tarde de su proclamación como reyes de España, dieron otra lamentable prueba de cómo han contribuido a la descristianización católica de la multisecular monarquía católica de España, primero, al liquidar de las invitaciones oficiales en la residencia oficial del Palacio Real el lema tradicional que estaba entre paréntesis en el encabezado: «Su Majestad el Rey (que Dios guarde)», o bien, «q. D. g.»). Y segundo, esta vez, otra muestra más contra la identidad y el honor de nuestro principal símbolo nacional, la bandera nacional de España. Además, en el Palacio de la Zarzuela, los reyes han reducido a la mínima expresión la tradicional ceremonia de izada y arriada por parte de la Guardia Real, así como del toque de oración que la acompaña. 

			La bandera nacional había sido trasladada para que se situara y ondeara de modo permanente en la fachada del Palacio de la Zarzuela. Solo cuatro veces al año, en cuatro fechas señaladas, la Guardia Real izará y arriará la bandera nacional de España: en la Pascua Militar, el 6 de enero; en la proclamación como Rey, el 19 de junio; en la Fiesta Nacional, el 12 de octubre, que para desvergüenza histórica de los políticos e intelectualoides apátridas antiespañoles no la llaman Día o Fiesta de la Hispanidad, y en el día de la Constitución española, 6 de diciembre.

			En la misma tendencia de desintegración oficial de nuestra conciencia e identidad histórica, está la conciencia e identidad cristiana católica cuando el rey Felipe VI decidió que en las ceremonias de Estado del Palacio de la Zarzuela, como la de los juramentos o promesas de los cargos públicos, que se han de realizar con la Biblia y el crucifijo, se haría solo a voluntad de los interesados, y no como se hacía antes, por defecto o de modo imperativo. El pretexto fue que era para que se cumpliese el punto uno del artículo 16 del Título I: De los derechos y deberes fundamentales: «1, Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la ley».

			Sin embargo, se oculta que la Constitución española de 1978 es aconfesional y no laicista. En el Título I: De los derechos y deberes fundamentales, en el Capítulo segundo, Derechos y libertades, en al artículo 16.3, se denota y connota la laicidad y aconfesionalidad, pero también se refiere explícitamente a la Iglesia católica, a la religión cristiana católica, que es, por historia milenaria, quien ha dado a España su identidad religiosa, espiritual, cultural, moral y sociológica:  «Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia católica y las demás confesiones». Si antes el juancarlismo borbónico laicista-relativista había renunciado a la histórica identidad de la monarquía católica y ahora lo hace el felipismo borbónico laicista-relativista, más valdría que si hubiera una verdadera reforma constitucional, se prescindiera de ella y se optara por un sistema político constitucional y democrático de carácter presidencialista, donde se haga presente el derecho humano a la mención a Dios y a la religión, a la libertad de conciencia y religiosa, que forman parte del sentido de la vida del ser humano. 

			La inquina de la Corona borbónica de Felipe VI al catolicismo se hizo una vez más patente cuando se negó a asistir y participar en el Centenario de la Consagración de España al Sagrado Corazón de Jesús en el año 2019, que su bisabuelo Alfonso XIII de Borbón (1886-1941) realizó en unas parecidas circunstancias históricas a las suyas, ya que también había una monarquía parlamentaria con un sistema político de partidos con libertad y con la presión del masónico liberalismo radical anticatólico para que no asistiera. 

			También su padre, el promiscuo adúltero rey Juan Carlos I, asistió en 1969 al cincuenta aniversario junto al dictador, jefe del Estado, Francisco Franco Bahamonde (1892-1975). Se celebró en el Santuario del Cerro de los Ángeles (Diócesis de Getafe), centro geográfico de la península ibérica, al sur de la capital del Estado español, Madrid. 

			No asistió a pesar de que hubo una petición popular de 16.812 cristianos católicos, que fue obviada por su S.M. Felipe VI con «un cordial saludo a todos los firmantes», como tampoco asistió ni participó el presidente de la Conferencia Episcopal Española, el cual, como el jefe del Estado, mostraron su cobardía institucional y eclesial, en el caso del presidente del episcopado español por no molestar a la partidocracia neonacional socialista comunista en el poder, al PSOE, y a las partidocracias del nacionalismo eclesiástico independentista vasco-navarro-etarra filoterrorista y catalanista. 

			Esta actitud de cobardía ha sido el comportamiento durante tantos años de democracia monárquico-parlamentaria constitucional fallida, lo mismo por parte de los ministros católicos dudosamente españoles, como de una inmensa mayoría de los que se afanan en denominarse católicos, pero que no han dado testimonio del compromiso evangélico con Cristo y con la doctrina social de su única y verdadera Iglesia, la Iglesia católica.

			En marzo del año 2019, la herética masonería, por medio de la Gran Asamblea de la Masonería española, concedió al rey Borbón Felipe VI, el más alto galardón, la medalla con distintivo rojo, de la Orden Masónica del Fundador. 

			Recordemos que la luciferina masonería, a principios del siglo xx, tentó al desleal y promilitarista Alfonso XIII de Borbón (1886-1941), su bisabuelo, para que renunciara a su cristianismo católico y se comprometiera con la masonería. Se negó a ello, lo cual le costaría luego caro, la abdicación y el destierro, con la confabulación de las ideologías partidocráticas de izquierdas y derechas junto a la masonería, entonces llegaría la cainita II República española (1931-36). 

			Y un poco más atrás, en el siglo xviii, el rey borbón regalista y absolutista proilustración, denominado el Prudente, Fernando VI (1713- 1759), por 1751, dictaminó un real decreto contra la luciferina secta anticatólica de la francmasonería, que ya antes la Iglesia católica había condenado y prohibido a todo católico bajo pena de excomunión, en concreto, con el papa Clemente XII (1652-1740) con la bula In eminenti en 1738 y en el mismo año de 1751, pero unos meses antes, con el papa Benedicto XIV (1675-1758) con la bula Providas romanorum.

			Las propuestas de aquel entonces de la herética masonería, que se estableció en España en 1738 con dos logias, una en la colonia británica de Gibraltar y otra en Madrid, se han cumplido en la ninguneada y descatolizada sociedad civil española, ya desde la aprobación de la traicionada y tergiversada Constitución española de 1978, que, según la Gran Logia de España, fue diseñada por la masonería internacional sin que la monarquía borbónica juancarlista y luego felipista lo hayan impedido, sino más bien consentido: adhesión a la masonería; decretar que en España hubiera un estado laicista anticatólico, que no laico, reformando la familia según la ideología de género para destruir a la familia cristiana católica con la entrada del divorcio exprés, y el control estatalista e intervencionista de la educación pública, contraria a la libertad de enseñanza, la libertad religiosa y la conciencia de las familias.

			El anterior rey Juan Carlos I, a pesar de estar presentes en la proclamación, pero con el desprecio de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas que han incentivado desde el siglo xix la violencia verbal y directa del terrorismo vasco etarra y catalanista, el PNV y CiU, mantuvo la defensa de la unidad en la diversidad y la identidad histórica de España, como única Nación y único Estado, aunque no la mencionó ni una sola vez como Patria de todos los españoles. 

			Los nacionalismos secesionistas se lamentaban que no hubiese incluido en el discurso el término desintegrador y guerracivilista que tantos desastres políticos, morales, sociales y económicos trajo en los siglos xix y xx en España y Europa: el plurinacionalismo.  

		

	
		
			VI

			Ruptura definitiva de la soberanía y de la unidad         e identidad histórica de España

			Así como el juancarlismo se reencarnó en el sucesor de la corona de la monarquía parlamentaria de España, el rey Borbón Felipe VI, de igual manera los nacionalismos secesionistas y filoterroristas prosiguen y se han lanzado a la ruptura definitiva de la soberanía y de la unidad histórica de España como Patria, Nación y Estado. 

			Quien lleva la batuta para realizar un golpe de estado de guante blanco o, lo que es lo mismo, un golpe de estado terrorista sedicioso de guante blanco son los partidos nacionalistas del catalanismo secesionista de izquierda y de derecha, CiU y ERC, con el consentimiento del proindependetista catalanista PSC y las ambigüedades interesadas del PSOE, que aunque diga no a la consulta en las urnas para votar la inconstitucional independencia de Cataluña de España, en cierto modo la apoya al postular unas modificaciones en la ambigua Constitución española de 1978 con el eufemismo de hacer un estado con un federalismo asimétrico, algo inexistente e inviable para lo que es el federalismo auténtico e histórico de algunas naciones de Europa o de América, en este continente, tenemos el único e incuestionable caso de Estados Unidos para el encaje singular de Cataluña. 

			De las singularidades históricas secesionistas tanto vasco-etarra terroristas como catalanistas, estamos más que escarmentados en España desde el siglo xix, durante el siglo xx y ahora en el siglo xxi. Las singularidades históricas son los insolidarios privilegios para lograr las competencias fiscales, económicas, políticas, financieras, administrativas y etnolingüístico- contraculturales, que les han concedido las partidocracias del bipartidismo neosocialista y neoliberal, PSOE-PP, para ellas mantenerse en poder a costa de desquiciamiento del Estado de derecho y el desmantelamiento de la Constitución española de 1978.

			Los partidos secesionistas en el poder —CiU, ERC, ICV-EUiA y CUP— han participado en ocultar sus corruptelas e incapacidades políticas para gobernar en Cataluña con el propagandístico derecho a decidir que va contra la demolición de la Constitución española de 1978, porque el último Estatuto de Autonomía de Cataluña, que el PSOE le propició a esta comunidad autocrática para mantenerse en el poder, se sembró de trampas legalistas para que propiciase lo que se llevó a cabo el 27 de septiembre de 2014: la firma de un ilegal decreto para la convocatoria de un referéndum soberanista el 9 de noviembre de 2014 con el fin de consultar a los catalanes sobre la independencia de Cataluña. Dicho referéndum se celebró contra la ley democrática y constitucional del Reino de España, pero con la dejadez y la complacencia de la partidocracia neoliberal del PP y la impasibilidad y complacencia del propiciador de un estatuto de autonomía inconstitucional por separatista de la partidocracia neosocialista del PSOE nacional y su marca catalanista independentista (PSC).

			Las sentencias, los recursos, los decretos o las disposiciones del Tribunal Constitucional y las dilaciones inoperantes de la Fiscalía General del Estado para impedir que se realizara el ilegal y secesionista referéndum del 9 de noviembre de 2014 han sido una pantomima más, de las tantas que se han utilizado por la bipartidocracia PP-PSOE, en los estamentos del poder del Estado español, para permitir a los nacionalismos secesionistas y filoterroristas vasco-etarra y catalanista, lo que les ha apetecido para luego llegar a pactos y componendas con la finalidad de repartirse el control del poder en el Gobierno nacional y en los autocrático-autonómicos y, de paso, romper la multisecular unidad histórica y territorial de España como Patria, Nación y Estado, un Estado de derecho en quiebra. Las elecciones municipales, autonómicas y nacionales estaban a la vuelta de la esquina en el año 2015.

			El ilegal y el inconstitucional referéndum soberanista y secesionista del 9 de noviembre de 2014, que se llevó a cabo por las partidocracias del nacionalismo unitario de la izquierda y la derecha del nacionalismo catalanista (CiU, ERC, ICV-EUiA y CUP), con el fin de consultar a los catalanes sobre la independencia de Cataluña, se celebró contra la ley democrática y constitucional del Reino de España; pero con los artilugios dilatorio-legalistas que son la prueba mayor de la dejadez y la complacencia del neoliberal y socialdemócrata Gobierno del PP y la impasibilidad y complacencia del propiciador de un estatuto de autonomía inconstitucional, por autocrático separatista, en el año 2006, el neosocialista y socialdemócrata PSOE, el nacional, junto a su marca catalanista independentista, PSC.

			Las sentencias, los recursos o las resoluciones del Tribunal Constitucional y las dilaciones inoperantes de los jueces y la Fiscalía General del Estado, más la cobarde inacción del Ejército, para impedir que se realizara el ilegal e inconstitucional, por secesionista, referéndum del 9 de noviembre de 2014 fueron una pantomima, una más de las muchas que se han utilizado por la bipartidocracia PP-PSOE en los estamentos del poder del Estado español para permitir a los nacionalismos secesionistas y filoterroristas vasco-etarra y catalanista, lo que se les ha apetecido para luego llegar a pactos y componendas para repartirse el control del poder en al Gobierno central de la Nación y en los microestados autocrático-autonómicos así como en los ayuntamientos y diputaciones. 

			Todo se realizó teniendo en cuenta las elecciones municipales, autonómicas y nacionales que estaban a la vuelta de la esquina en el año 2015; pero contra la soberanía nacional del pueblo español. Los inacabables casos de corrupción política y los incumplimientos de los programas electorales, muy propios de los dirigentes en la pantomima de democracia que nos han fabricado los políticos por España, auguraban negros resultados para el partido gobernante, el PP, y el partido en la oposición, el PSOE, también con un larguísimo historial delictivo de corrupciones y falsificaciones jurídico-constitucionales, como los nacionalismos secesionistas y filoterroristas y sus instrumentos mediático-políticos de mentiras serviles.

			Por mucho que se hablara y dispusiera de normas de transparencia contra la corrupciones políticas, las llamadas normativas legalistas parlamentarias por hacer y a medio realizar sobre la transparencia en la vida pública de los gobernantes, sindicalistas y empresarios adscritos el poder político, se meten en los cajones de las mentiras históricas en cuanto se acaban las elecciones, que vaticinaban el regreso de la ultraizquierda radical chavista-bolivariana antisemita, en un partido, Podemos, que representa al neocomunismo leninista del siglo xxi. 

			Un informe de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF) del año 2017 descubriría el latrocinante dato de que de los 30.000 millones de euros en subvenciones públicas, 14.000 millones eran opacos, de una tan opacidad nepotista que de ellos no se rendían cuentas, con lo que la publicidad de transparencia institucional quedada en entredicho, ya que la falta de la transparencia incumbía tanto a la administración central de Estado, como a las de las autocráticas administraciones de las autonomías y ayuntamientos.

			Esta forma de actuar de la clase partidocrática en España es impropia e inadmisible en las experimentadas y contrastadas democracias constitucionales de Europa, Norte América, Estados Unidos y Canadá. Y ello es así porque sus dirigentes han aborrecido siempre la moralidad constitucional y política, la responsabilidad ética y moral en la  gobernabilidad de España, a la que han traicionado y vendido con las corrupciones del poder político, con las no solo multimillonarias e institucionalizadas corrupciones monetarias robadas de los impuestos confiscatorios de los trabajadores españoles que van a parar a las arcas del Estado, sino también con las cuantiosas, traidoras y sediciosas corrupciones jurídicas y políticas de la ya nula Constitución española de 1978, a la que han arrojado a los vertederos de la historia de España. 

			Lo que aconteció con la inconstitucional e ilegal consulta del secesionismo expoliador del nacionalismo catalanista el 9-N de 2014 fue un golpe de estado sedicioso y una traición contra la unidad y la identidad histórica de España, contra la soberanía nacional del pueblo español. Sin embargo, la partidocracia neoliberal en el poder del PP por medio del Poder Ejecutivo, controlador de todos los poderes en la fracasada democracia en España, a través de la Fiscalía Superior de Cataluña, y tras la connivencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña con el gobierno de la Generalitat, solo presentó una querella contra el presidente de la Generalitat, malversador, prevaricador y usurpador de funciones, Artur Mas i Gavarró (1956), así como a una vicepresidenta de su Gobierno y a una consejera de Educación por la celebración de la consulta del 9-N.

			La querella fue elaborada por la Secretaría Técnica de la Fiscalía General del Estado porque en las ciudades situadas fuera del territorio nacional se hizo una consulta que se planificó, auspició y financió por el Gobierno de la Generalitat, con lo cual se pudieron cometer los delitos de desobediencia, de prevaricación, de malversación y de usurpación de funciones por parte de los tres querellados. Hechos delictivos que conllevan las penas máximas de hasta diez años de inhabilitación por prevaricación y de seis meses a un año de cárcel por usurpación. 

			En el documento, la Fiscalía pidió al Tribunal Superior de Justicia de Cataluña que admitiera a trámite la querella y ejecutase una serie de diligencias, como la de tomar declaración en calidad de imputados al presidente, Artur Mas i Gavarró, y a la vicepresidenta y consejera. Como era de esperar, el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña no admitió a trámite la querella. 

			La sediciosa consulta se podría haber evitado con el cumplimiento por parte del Gobierno del Partido Popular, del Ejecutivo, de lo que está prescrito en las leyes del Estado español,y de la incumplida, falseada y manipulada Constitución española de 1978.

			El Poder Ejecutivo, el Gobierno de la partidocracia del radicalismo neoliberal laicista socialdemócrata, pudo instar a que el fiscal general del Estado actuase para impedir la consulta del golpe de estado de guante blanco, del guante blanco propiciado por un Estatuto de Autonomía del año 2006 inconstitucional-autocrático, que se confabuló con la cooperación del PSOE en el anterior Gobierno y con una de las más nefastas legislaturas, junto a la posterior del Partido Popular, en la fracasada democracia monárquico-borbónica parlamentaria. 

			Se debió poner en práctica el artículo octavo del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, que dice: «El Gobierno podrá interesar del fiscal general del Estado que promueva ante los tribunales las actuaciones pertinentes en orden a la defensa del interés público».

			Y, por supuesto, no se acudió al nunca aplicado artículo 155 de la Constitución  española (1978):

			1. Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución u otras leyes le impongan, o actuare de forma que atente gravemente al interés general de España, el Gobierno, previo requerimiento al Presidente de la Comunidad Autónoma y, en el caso de no ser atendido, con la aprobación por mayoría absoluta del Senado, podrá adoptar las medidas necesarias para obligar a aquélla al cumplimiento forzoso de dichas obligaciones o para la protección del mencionado interés general.

			2. Para la ejecución de las medidas previstas en el apartado anterior, el Gobierno podrá dar instrucciones a todas las autoridades de las Comunidades Autónomas.

			De nuevo, como en los anteriores gobiernos de las dos partidocracias en el poder, no se defendió la Constitución española de 1978 de tantísimas agresiones a su integridad por parte de la bipartidocracia PSOE-PP y de sus correligionarios de poder, las partidocracias de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas. Una vez más las autoridades en el poder máximo de la Nación no cumplieron con lo que juraron o prometieron: guardar y hacer cumplir la Constitución española. No cumplieron con la Ley de leyes, pero sí con los intereses partidocráticos de poder, tan alejados del bien común de España. La traición y la sedición se obvió, se escamoteó, con lo cual, el golpe de estado de guante blanco del nacionalismo secesionista catalanista se dio de hecho y contra el Estado de derecho de España.

			Las dos partidocracias del bipartidismo PP-PSOE, más los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, urdieron una estrategia mediático-política y pseudo-jurídica para solapar con iniciativas judiciales inoperantes la ruptura del España como Patria, Nación y Estado.

		

	
		
			VII

			El caos pluripartidocrático tras las elecciones autonómicas y locales del año 2015

			Tras las elecciones autonómicas y las locales de los ayuntamientos del año 2015, la red mediático-política de España queda formada por un entramado de partidocracias caótico. El neoliberalismo socialdemócrata laicista del PP en el poder del Gobierno central, aunque ganó las municipales y autonómicas al ser el partido más votado (con el 27,03 %), lo hizo a costa de perder las mayorías absolutas que había conseguido en los anteriores comicios, tanto en los ayuntamientos como en las autonomías, seguido en segundo lugar del neosocialismo laicista anticatólico del PSOE con un 25, 03 %, que tampoco supuso recuperarse en intención de voto. En las autonomías en las que el PSOE fue el más votado fueron Canarias, Extremadura y Asturias. El PP perdió las mayorías absolutas en todas las comunidades autónomas menos en Ceuta y Melilla. 

			Las partidocracias novatas, pero de raíces ideológicas viejas, como el neocomunismo inmigracionista-laicista anticatólico y bolivariano-bolchevique de Podemos y del neoliberalismo de centro izquierda o derecha laicista socialdemócrata de Ciudadanos (C’s), aparecieron y serían decisivos sus pactos en una buena parte de los ayuntamientos y las autonomías. Las partidocracias de izquierdas laicistas, la comunista de Izquierda Unida y la neosocialista de UPyD, casi desparecieron del juego político.

			Las partidocracias del bipartidismo PSOE-PP sufrieron el desgaste de casi cuarenta años de poder en las instituciones nacionales, autonómicas y locales de los ayuntamientos. La bipartidocracia PSOE-PP fue contrarrestada con la aparición de las novatas pero ya viejas partidocracias emergentes, emergentes de las viejas ideologías, porque sus orígenes ideológicos son de los siglos xix y xx, los mismos orígenes históricos que la bipartidocracia PP-PSOE: la partidocracia del neocomunismo radical laicista anticatólico, pero filoislámico del retroprogresista y chavista boliviariano bolchevique proetarra vasco-terrorista de Podemos y sus marcas populistas de micropartidos anticonstitucionales, por otro lado, la partidocracia del neoliberalismo de centro izquierda y laicista anticristiano católico de Ciudadanos (C’s). Ambos se convirtieron en la tercera, el primero, y el segundo en la cuarta lista más votada, por lo tanto, en partidocracias bisagras o comodines para llevar a cabo pactos, que también se realizarán con las populistas izquierdas radicales y los nacionalismos secesionistas y vasco-terroristas, anticonstitucionales, en Vascongadas, Navarra, Cataluña y Galicia. 

			Los pactos se hicieron, sobre todo, con la partidocracia neosocialista laicista del PSOE y las izquierdas radicales y los nacionalismos secesionistas y proterroristas, e incluso con la partidocracia de centro izquierda o derecha neoliberal laicista socialdemócrata de Ciudadanos con el fin de arrinconar y aislar a la partidocracia de centro derecha-neoliberal laicista del PP.

			El neoliberalismo de centro derecha en deriva socialdemócrata laicista del Partido Popular, en los comicios municipales del año 2015, perdió 15 capitales de las 34 que tenía en las anteriores municipales (2011). Perdió la gobernabilidad en ellas por los pactos pluripartidocráticos que hizo el centro izquierda socialdemócrata laicista anticatólico del PSOE, habituales en su negra historia en España, con la ultraizquierda neocomunista de Podemos y los nacionalismos secesionistas y terroristas en Cataluña, Vascongadas, Navarra y Valencia.

			El PP se había buscado esta situación por una Legislatura de incumplimiento de las promesas electorales y por una terrorífica política fiscal de impuestos confiscatoria. Esto le llevó a perder los gobiernos municipales de las grandes capitales de Madrid, Barcelona, Valencia, Sevilla y Zaragoza, salvo Málaga. Aunque lo haría en minoría y con el apoyo del centro izquierda liberal laicista socialdemócrata de Ciudadanos (C’s). 

			En Madrid, Barcelona, Zaragoza, Valencia, Sevilla, Vitoria y Pamplona, gobernaron en los ayuntamientos las izquierdas neosocialistas y neocomunistas, junto a los nacionalistas secesionistas del ultraconservador filoterrorista, PNV y navarro-vasco-etarras secesionistas y terroristas de HB-Bildu en Navarra. Las partidocracias del PSOE, Podemos y Compromís, esta última partidocracia representante del nacionalismo independentista valenciano-catalanista). En Cataluña, el catalanista proindependentista PSC, la secesionista Esquerra Republicana de Cataluña y la también ultraizquierda independentista de Candidatura de Unidad Popular (CUP).

			El resultado de estas elecciones fue un caos, el caos de una pluripartidocracia sin mayorías absolutas y pactos de poder que dejaba a la nación española en una compleja situación sociopolítica, la dejaba en manos de los radicalismos izquierdistas y los nacionalismos separatistas y terroristas, antiespañoles y anticonstitucionales, como vino sucediendo durante los casi cuarenta años de fracasada democracia constitucional, monárquico-parlamentaria. 

			El resultado es la misma historia pasada que la izquierda, la ultraizquierda y los independentismos vasco-etarras terroristas y catalanistas siempre han querido recuperar repetir del siglo xx: la definitiva liquidación del sistema democrático constitucional monárquico parlamentario, que ellos han ido socavando con el beneplácito y las componendas para alcanzar y mantenerse el poder central del Estado de la bipartidocracia neoliberal del PP y del PSOE. 

			Las pluripartidocracias de extrema izquierda independenstista vasco-etarra terrorista y catalanista —Amaiur, ERC, la CUP e Iniciativa per Catalunya— y de extrema derecha nacionalista vasco-catalana independentista —CiU y PNV— con la colaboración del neocomunismo chavista-bolivariano bolchevique de la partidocracia de Podemos y los apaños poselectorales de poder de la partidocracia del PSOE, con la excusa de la crisis total y sus corrupciones de la que ellos también fueron protagonistas de primera fila, buscaron acabar de forma definitiva con lo que es la Constitución española de 1978 y sus instituciones más representativas, como la monarquía de identidad cristiano católica y también de la Iglesia cristiana católica, y, de paso, con la conciencia de la unidad y la identidad histórico-territorial de España con la engañosa pretensión de un antihistórico y anticonstitucional confederalismo asimétrico de las desigualdades y la desaparición de España, que es el primera nación y el primer Estado histórico nacido en Europa. 

			Situación caótica por el fracaso propiciado de la bipartidocracia PSOE-PP y los nacionalismos secesionistas vasco filoterroristas y catalanes; por los intereses, las corrupciones, los nepotismos, las políticas antifamilia y el desprecio de la dignidad de la vida humana del no nacido y de los enfermos terminales y ancianos; por el descomunal e insolidario, corrompido y despilfarrador estado de las autonomías autocráticas, que  llevó a España a una deuda pública total de casi del 144 % de PIB con un endeudamiento para las futuras generaciones de 1,52 billones de euros, a lo que se añadían casi cinco millones de parados (23 %), el 22,2 % de la población viviendo por debajo del umbral de la pobreza, con menos de 7.961 euros anuales, y 700.000 parados sin ninguna cobertura, sin ninguna ayuda por desempleo.

			Al igual que hizo la partidocracia neosocialismo laicista anticatólico del PSOE, se continuó con demolición de la clase media y degradación laboral de los trabajadores con los salarios más bajos e injustos despidos exprés de los mismos con un empleo temporal y en la precariedad, en contra de los contratos indefinidos y a tiempo completo. La salida de la crisis fue otra mentira del poder político en el Gobierno de la nación, gobernado por el PP, como fue la misma mentira de la negación de la crisis descomunal que trajo el PSOE en las anteriores legislaturas, en las que controló de forma despótica los poderes del Estado español. 

			En el año 2015, la deuda total de España, tras casi cuatro años en Legislatura de la partidocracia neoliberal del Partido Popular, había alcanzado unos 1.454.018 millones de euros, la mitad del PIB nacional; un déficit de la Seguridad Social que en el año 2011 era de 995.000 de euros, al final de la Legislatura era de unos 16.000 millones de euros; en relación al expolio de la Caja de Pensiones y excedentes de Mutuas de Accidentes, de los 79.000 millones en el año 2011 se pasó a 34.000 millones de euros al final del año 2015; 45.000 millones de euros fue el robo a la hucha de las pensiones.

			La bipartidocracia PP-PSOE han sido los primeros responsables del expolio económico y político de España junto a los nacionalismos filoterroristas y separatistas. Pero también hay que echar la mayor parte de las responsabilidades a la clase media, a la colaboración y a la autodestrucción de una aborregada clase media, que permitió la destrucción de la familia al consentir las aberraciones antropológicas de la neomarxista y neoliberal ideología de género; al permitir una educación sin libertad, laicista, anticatólica y de bajísimos niveles académicos; al permitir una terrorífica carga fiscal confiscatoria de impuestos directos e indirectos a la bipartidocracia PP-PSOE, y que con el caos de una pluripartidocracia de pactos con la mayoría de una izquierda radical neocomunista o nacionalista separatista-terrorista, o bien, de centro izquierda neoliberal laicista, se fue acentuando. No se produjo una regeneración y transformación constitucional, política, jurídica, moral, ética y de pensamiento democrático participativo, que antepusiera el bien común de España por encima de los privilegios de poder de las pluripartidocracias oportunistas e intervencionistas.

			Sin embargo, el caos más peligroso, que ya se vaticinaba, llegó con las elecciones autonómicas al parlamento de la autocrática Cataluña el 27 de septiembre de 2015. Como se esperaba, ganó el nacionalismo unitarista y secesionista de la derecha y la izquierda con Junts pel Sí (JxSÍ) que consiguió 62 escaños, con el 39,54 % de votos.

			Las partidocracias soberanistas anticonstitucionales del JxSí —Convergència Democràtica de Catalunya (CDC), Esquerra Republicana de Cataluña (ERC), Demócratas de Cataluña y Movimientos de Izquierdas— estuvieron falsificando las elecciones autonómicas, junto a la partidocracia del nacionalismo neocomunista ultra-radical proterrorista-batasuno, la CUP, la cual obtuvo diez escaños, con el 8,20 % de votos, al presentarlas por los medios de comunicación, por ellos controlados y subvencionados, como un referéndum plebiscitario, como un ilegal y anticonstitucional y fantasmagórico plebiscito de ruptura contra la conciencia de la unidad y la identidad histórica de España.

			En la misma dinámica independentista de dinamitar la estructura democrático constitucional de España, se situó otra partidocracia unitarista y neocomunista, el conglomerado de Catalunya Sí que es Pot —Iniciativa por Cataluña y los Verdes (ICV), Esquerra Unida y Alternativa (EUiA), Podemos y Equo—, que no logró los resultados electorales que esperaban, con once escaños y 8,94 % de votos.

			Estas elecciones autonómicas en Cataluña las ganaron los independentistas de las izquierdas antisistema y laicistas anticatólicas, que son la mayoría en el parlamento, las cuales se tragaron al minoritario independentismo de ultraderechas del CDC, que es el primer culpable de la deriva secesionista e inconstitucional. Fracaso, como su anterior socio de la partidocracia radical conservadora de Convergència i Unió (CiU), que no logró representación en el parlamento autocrático independentista de Cataluña. De igual forma, fracasó en Cataluña la bipartidocracia culpable del independentismo secesionista y terrorista, el neoliberal socialdemócrata laicista de centro derecha, PP, y el neosocialista laicista anticatólico PSOE. Por más que esta partidocracia concurriera con su tentáculo, el proindependentista PSC, junto a su partida nacional, tan solo consiguió dieciséis escaños y el 12,74 % de votos. El catalanista proindependentista PSC estuvo apoyando al independentismo catalanista y lo seguiría apoyando con las ambigüedades calculadas del inconstitucional derecho a decidir.

			Mayor fracaso sufrió la partidocracia la partidocracia neoliberal socialdemócrata de centro derecha, el Partido Popular, que solo obtuvo once escaños con el 8,50 % de los votos. Otro castigo electoral más por sus políticas erráticas y traidoras con respecto a los nacionalismos secesionistas y terroristas catalanista y vasco-etarra, y por esquilmar a la clase media con salvajes recortes e impuestos confiscatorios.

			A la fracasada bipartidocracia PP-PSOE —a cuyos partidos los medios de comunicación, afines y subvencionados por ellos, incorrectamente denominan constitucionalistas— les ganó en votos y escaños la novata partidocracia neoliberal de centro izquierda laicista (novata por no haber tenido responsabilidades en la gestión de la política nacional, autonómica y local), Ciudadanos (C’s), que alcanzó veinticinco escaños y el 17,93 % de votos, que será una partidocracia comodín según le convenga hacer pactos con la bipartidocracia PP-PSOE, PSOE-PP.

			Fue digno de encomio la responsabilidad cívica de los votantes de Cataluña, que lograron el récord de participación en las elecciones autonómicas con el 77,06 %. Sin embargo, el panorama socio-político de Cataluña quedó peligrosamente dividido. Los vencedores de las partidocracias unionistas separatistas de derecha e izquierda, Junts pel Sí (JxSí), aunque no alcanzaron el 50 % de los votos y no tuvieron la mayoría de los escaños en el parlamento, siguieron empeñados en la independencia de Cataluña. Continuó, pues, abierta la deriva hispanicida, antihistórica y anticonstitucional del independentismo catalanista con una mayoría de partidocracias izquierdistas, donde entraron los neocomunistas radicales, donde entraron los neocomunistas radicales de la CUP, para llevar a cabo la ruptura definitiva con España.

			Los resultados trajeron una situación caótica de inestabilidad social y política que impedía una convivencia justa y equitativa, y pusieron en sobre aviso a los mal llamados partidos constitucionalistas a que fueran de una vez ya verdaderos partidos constitucionales. A ellos se les unió la nueva partidocracia neoliberal de centro izquierda o derecha laicista socialdemócrata, Ciudadanos. Todos ellos, junto a todos los españoles de los cuatro puntos cardinales de España, les correspondía la responsabilidad histórica y moral de evitar la ruptura de la conciencia de la unidad y la identidad histórica de España. Porque, como se esperaba, nada más acabar las elecciones autonómicas de la autocracia independentista de Cataluña, las partidocracias del unionismo secesionistas, la del JxSí —Convergència Democràtica de Catalunya, Esquerra Republicana de Cataluña, Demócratas de Cataluña y Movimientos de Izquierdas—, y las partidocracias del tentáculo del PSOE, el proindependista catalanista PSC, el neocomunismo estalinista chavista bolivariano bolchevique de Podemos, más el nacionalismo neocomunista ultrarradical proterrorista-batasuno, la CUP, pactaron, votaron y registraron en la mesa del Parlamento autocrático catalanista una totalitaria, por inconstitucional, propuesta de resolución independentista, que vino a ser la consumación de lo que ya se venía masticando durante casi cuarenta años de contubernios, latrocinios de permisividad cómplice de la bipartidocracia PSOE-PP: un golpe de estado, una sedición, una rebelión y un estado de excepción. Decidieron romper de forma definitiva con la unidad histórico-territorial de España, proclamando, otra vez, como en tiempos de la guerracivilista II República (1931-1936), la distópica república catalana.

			La respuesta del Poder Ejecutivo, de la Fiscalía General del Estado, en especial el primero que es quien controla el Tribunal Constitucional, al Poder Judicial, fue, como siempre, responder con la cobarde y traidora ambigüedad política y más aún cuando se acercaban para diciembre del 2015 las elecciones generales, que se vieron determinadas por el monotema del nacionalismos secesionista catalán, que se debería haber cerrado para siempre, como también el nacionalismo vasco-etarra terrorista del PNV y de la caterva partidocrática de las izquierdistas independentistas en Vascongadas y Navarra. Como era de esperar, el controlado Pleno del Tribunal Constitucional consideró y acordó por unanimidad que no se podía suspender de forma cautelar el Pleno del Parlamento de la autocrática autonomía catalanista, atrapada por los nacionalismos secesionistas y terroristas de izquierdas y de derechas totalitarias.

			Se hizo otra farsa mediático-política, la convocatoria y reunión de la partidocracia de centro derecha socialdemócrata neoliberal en el Gobierno, el Partido Popular, con la partidocracia que más ha incentivado y pactado con los nacionalismos secesionistas y terroristas, la partidocracia neosocialista socialdemócrata laicista anticatólica del PSOE, obsesionado por un federalismo sin federalismo para sus tropelías históricas contra España; también con la neófita y virginal partidocracia neoliberal de centro izquierda o derecha laicista socialdemócrata, Ciudadanos(C’s), y, para colmo, con quien apoya la secesión de España, la también neófita y arribista partidocracia del neocomunismo estalinista chavista bolivariano bolchevique de Podemos, que también apoyaba al filoterrorismo estalinista-izquierdista en Vascongadas y Navarra. Ambas partidocracias sin representación en el Parlamento Nacional, pero endiosadas por la propaganda mediático-política proizquierdista y antiderechista. También se amplió la farsa política de reunirse con algunas partidocracias con representación parlamentaria y con algunos presidentes de algunas autocráticas autonomías, salvo con la que siempre se han puesto al lado del secesionismo contrario a la unidad y la identidad histórica de España, el nacionalismo vasco-etarra filoterrorista independentista, tanto de la partidocracia radical conservadora del PNV como de las restantes partidocracias izquierdistas totalitarias.

			Y tanta farsa de reuniones partidocráticas en el Palacio de la Moncloa para no hacer nada y decir vacuidades con el fin de no ejecutar la ley constitucional del nunca aplicado artículo 155 de la Constitución española (1978): 

			1. Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución u otras leyes le impongan, o actuare de forma que atente gravemente al interés general de España, el Gobierno, previo requerimiento al Presidente de la Comunidad Autónoma y, en el caso de no ser atendido, con la aprobación por mayoría absoluta del Senado, podrá adoptar las medidas necesarias para obligar a aquélla al cumplimiento forzoso de dichas obligaciones o para la protección del mencionado interés general.

			2. Para la ejecución de las medidas previstas en el apartado anterior, el Gobierno podrá dar instrucciones a todas las autoridades de las Comunidades Autónomas.

			Como tampoco el artículo 116.3, que aplica el estado de excepción en cualquier parte de España: 

			El estado de excepción será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros, previa autorización del Congreso de los Diputados. La autorización y proclamación del estado de excepción deberá determinar expresamente los efectos del mismo, el ámbito territorial a que se extiende y su duración, que no podrá exceder de treinta días, prorrogables por otro plazo igual, con los mismos requisitos. 

			El en el apartado 4 se establece: «El estado de sitio será declarado por la mayoría absoluta de Congreso de los diputados a propuesta exclusiva del Gobiernos. El congreso determinará su ámbito territorial, duración y condiciones. La diputación permanente del Congreso de los diputados está constitucionalmente legitimada para declarar los estados de excepción y de sitio».

			En el apartado 5 se señala: «Disuelto el Congreso o expirado su mandato, si se produjere algunas de las situaciones que dan lugar a dichos estados (alarma, excepción y sitio), las competencias del Congreso serán asumidas por su diputación permanente». 

			Por lo tanto, la única medida que se debería haber tomado era que la diputación permanente del Congreso hubiera aprobado la declaración del Gobierno del estado de excepción.  No se hizo por cobardía y omisión del Gobierno en funciones, ya que no se podía aplicar el artículo 155 debido a que, días antes, por los las elecciones generales, se habían disuelto las Cortes y más en concreto el Senado, que es quien hubiera podido aplicarlo. La diputación permanente nunca puede reemplazar al Senado cuando este se ha disuelto, solamente cuando está ausente. Esto lo sabían los independentistas del nacionalismo unitarista catalán y también el Ejecutivo, el Gobierno, que esperó a que llegase esta situación para no afrontar con legalidad del Estado de derecho la declaración de independencia de Cataluña, con la cual se hubiera anulado y derogado todos los acuerdos y resoluciones del autocrático Parlamento y de la Generalitat catalana contra la histórica unidad territorial y soberanía de España.

			Y como tampoco se aplicó el artículo 477 del Código Penal de España, que dice: «La provocación, la conspiración y la proposición para cometer rebelión serán castigadas, además de con la inhabilitación prevista en los artículos anteriores, con la pena de prisión inferior en uno o dos grados a la del delito correspondiente».

			Y ya no hablemos de la inacción del jefe del Estado, el rey Borbón Felipe VI, que, como su antecesor, el filoislámico, el adúltero contumaz, el presunto blanqueador de capitales, el rey Juan Carlos I, con quien en el año 2020 rompería la Casa Real cualquier lazo institucional, y el teatrillo de la renuncia a la herencia, teatrillo-paripé porque no tiene efectos jurídicos, sino fallece su padre. Él es el responsable de mantener la unidad histórica de España, tomando las medidas constitucionales que le permiten suspender una autonomía que rompa con la unidad histórico-territorial de España. Sobre la Corona, dice la Constitución española de 1978, artículo 56: «El rey es el Jefe del Estado, símbolo de su unidad y permanencia, arbitra y modera el funcionamiento regular de las instituciones, asume la más alta representación del Estado español en las relaciones internacionales, especialmente con las naciones de su comunidad histórica, y ejerce las funciones que le atribuyen expresamente la Constitución y las leyes». Y, como jefe del Estado que ostenta el mando supremo de las Fuerzas Armadas, ha de conocer que en el artículo 8 de la Constitución española se establece que la misión de las Fuerzas Armadas es «garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el ordenamiento constitucional».

			Las partidocracias de la fracasada democracia constitucional monárquico-parlamentaria se quedaron en solo proclamar la defensa de la Constitución española o la legitimidad del Estado de derecho y lo que en ella se determina y se fue deteriorando la unidad y la soberanía nacional, así como la igualdad entre todos los españoles.

			Fueron las mismas palabras tan usadas y vacías de contenido semántico sobre el verdadero Estado de derecho que tanto han utilizado la bipartidocracia PSOE-PP, que no frenaron el proceso de creación de un autocrático estado catalanista independiente que declaraba la independencia total del Estado Español y se proponía la creación de una Hacienda y una Seguridad Social propias.

			El nacionalismo unitarista del secesionismo catalanista decidió dar el golpe de estado civil el 9 de noviembre de 2015, ya que el parlamento de Cataluña aprobó la resolución independentista que propusieron Junst pel Sí con 62 escaños y la CUP con 10 escaños, frente a la votación en contra de los restantes partidos. Pretendieron con ello el inicio de la desconexión definitiva con el Estado español y dar lugar al estado de la fantasmagórica república catalana.

			El Presidente del Gobierno del PP respondió que no iba a consentir la ruptura de la unidad de España, del Estado de derecho, de la Constitución española (1978) y que emplearía todos los medios que el Estado de derecho tiene. En el mismo sentido se manifestó la otra partidocracia, la mayor responsable histórica de semejante golpe de estado civil, el PSOE.

			El Tribunal Constitucional admitió a trámite el recurso de inconstitucionalidad del Gobierno, suspendiendo la declaración de independencia de Cataluña, que fue aprobada en el autocrático Parlamento de Cataluña. Se comunicó la resolución a todos los altos cargos en funciones de la Generalitat de Cataluña con el aviso del Tribunal Constitucional de que se les suspenderían de sus funciones y serían penalmente perseguidos por desobediencia, si no acataban la resolución. 

			Vino la rápida sentencia al respecto del Tribunal Constitucional y, como era de esperar,  los golpistas sediciosos del independentismo catalanista de izquierda y derecha se negaron a desistir de la sublevación, de la insurrección y pretendían llevar a cabo el proceso de independencia y desobedecieron al Tribunal Constitucional. El Tribunal Constitucional declaró inconstitucional y nula, por completo, la resolución de desconexión y ruptura con la soberanía nacional y de la unidad histórica de España. 

		

	
		
			VIII

			Elecciones 2015: hacia la democracia del relativismo partidocrático ultraizquierdista

			España se consolidó en la desestabilización político-social con la inclinación suicida hacia la democracia del relativismo partidocrático ultraizquierdista tras el caótico y pronosticado resultado de las elecciones generales de 2015: 

			—Prosiguió la degradación del bipartidismo, a pesar de la victoria-fracaso sin mayoría absoluta de la partidocracia de centro derecha neoliberal socialdemócrata taimado laicista con el PP y sus 123 diputados (el 28,72 %), además, de la pérdida de más de tres millones de votos. Si gobernaba, sería en una minoría solitaria e ingobernable contra el bien común de España. Esto es lo que se buscó la partidocracia neoliberal socialdemócrata del Partido Popular por renunciar a los fundamentos ideológicos y a los principios morales y éticos de los partidos democráticos de derechas, ya que se rindió a las políticas contra la ley natural de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) y del cristianismo católico al asumir la ingeniería social de la ideología de género. Por otro lado, se había cebado en las clases medias con impuestos y recortes bestiales de carácter confiscatorio; no redujo la lacra social del paro a unas cifras dignas y razonables para los trabajadores; las políticas de Estado, en relación con los nacionalismos secesionistas vasco-etarra filoterrorista, y en especial con el catalanista, fueron de cobardía y entreguismo multimillonario, con lo cual, acrecentaron todavía más la prepotencia demagógica de los mismos contra España; no cambió el sistema educativo, por el contrario, lo maquilló con el fracasado y desprestigiado sistema educativo de la izquierda socialista y los nacionalismos independentistas y terroristas, y, para más ofensa, acentuó más el laicismo radical contra la enseñanza de la religión católica, a la que arrinconó y desprestigió más de lo que estaba, a pesar de que la mayoría de los padres y alumnos optaban voluntariamente por la misma, una mayoría que son de cristianos católicos, a los que ha ninguneó durante toda la Legislatura en todas las cuestiones relacionadas con los principios bioéticos que protegen a la dignidad integral de las personas, como la indignante ley del inicuo derecho al aborto; tampoco quiso cambiar el caciquil sistema electoral porque siempre había favorecido a la bipartidocracia PP-PSOE y a los nacionalismos secesionistas y filoterroristas.

			—El mantenimiento a flote de la partidocracia neosocialista socialdemócrata laicista anticatólica del PSOE, aunque con el peor resultado electoral de su historia con 90 diputados (el 22,01 %), podría pactar con los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, tal como sucedio en los ayuntamientos y autonomías con las izquierdas radicales chavistas-bolivarianas de la partidocracia ultrarradical neocomunista de Podemos para gobernar, porque estas lograron el asalto definitivo a las Cortes Generales con su totalitaria ideología comunista-socialista de los siglos xix y xx. La ultra partidocracia neocomunista de Podemos se atrincheró con las maquilladas marcas blancas de los varios grupos nacionalistas secesionistas y filoterroristas del neocomunismo jacobino masónico anticristiano católico de la ultraizquierda estalinista-bolivariana y antisemita, que fabricó Podemos. Con 69 diputados (el 20,47 %), más la izquierda radical secesionista catalanista de ERC-CATSI con 9 diputados (el 2,39 %), podrían pactar y gobernar a sus antojos con la partidocracia del PSOE. Podemos fue la primera fuerza partidocrática entre los volcanes aún activos de los nacionalismos secesionistas y terroristas, tanto en las autocráticas autonomías de Vascongadas, fantasmagóricamente autodenominada País Vasco, como en Cataluña.

			—El semifracaso de otra maquillada ideología de los siglos xix y xx, la partidocracia neoliberal de centro izquierda neoliberal laicista socialdemócrata, Ciudadanos (C’s), con 40 diputados (el 13,93 %), por sus interesados pactos políticos poselectorales en ayuntamientos y autonomías, tanto con la izquierda socialista del PSOE, como con la derecha neoliberal del PP.

			De este modo, se llegaría a la atomización de la democracia del relativismo partidocrático ultraizquierdista, donde sobrevendría una aún más desastrosa situación política, social, económica y contracultural de España al quedar en manos de la izquierda neosocialista del Partido Socialista Obrero Español y de las izquierdas ultrarradicales neocomunistas de Podemos y sus marcas blancas de los nacionalismos secesionistas y terroristas vasco-etarras y catalanistas.  

			La partidocracia del PSOE, como en los sangrientos tiempos de la nefasta y gerracivilista II República (1931-36), antiespañola y prosoviética, gozaba de otra oportunidad histórica para volver a repetir las consecuencias terribles para España y Europa, para ser el líder de la formación de otro frente populista junto a la ultraizquierda y los nacionalismos separatistas y filoterroristas.  

			Era el paso hacia los pactos de los consensos relativistas de la ultraizquierda para la liquidación definitiva de la Constitución española de 1978 y la desintegración de la conciencia histórica de la identidad y la unidad territorial de España, la cual se fracturará en un estado plurinacional, como se pretendía en la jacobino-masónica y anticatólica II República (1931-36). Y, tras la fractura, podría venir el hundimiento definitivo de España como Patria, Nación y Estado: la izquierda neosocialista y la ultraizquierda neocomunista, jacobino masónico y estalinista, más los nacionalismos secesionistas y terroristas habrían logrado, en el siglo xxi, su objetivo que comenzaron a maquinar en los siglos xix y xx, y que nos condujo a la Guerra Civil de 1936.

			Es lo que sucedió, como antes y después de las elecciones generales 2015, donde el PP no alcanzó la mayoría absoluta y el panorama parlamentario quedó en un caos sin mayorías claras. El Poder Ejecutivo, el Gobierno, se dedicó a las mismas dilaciones sin obligar a cumplir las leyes de un Estado de derecho y a seguir suministrado dinero del Fondo de Liquidez Autonómicos a través de los mecanismos de pago a proveedores para tapar la quiebra de las cuentas de la autocrática autonomía de Cataluña, y de paso alimentar más el independentismo unitarista de la ultraizquierda y la ultraderecha nacionalista secesionista. 

			El FLA sirvió para tapar desde el Gobierno central la desorbitante deuda a largo plazo, de 72.283 millones euros, que situaba a la Cataluña independentista en un bono basura que se acercaba a la quiebra, al impago, porque no era propicia para realizar inversiones satisfactorias, y que la colocaba a los niveles de naciones como Uganda o Nigeria. Y se requetefotografiaba la traición y cobardía del Gobierno de la partidocracia neoliberal socialdemócrata del Partido Popular (en funciones por la imposibilidad de formar pactos de gobernabilidad) al continuar financiando el secesionismo del nacionalismo unionista catalanista.

			La partidocracia gubernamental del PP, después de las elecciones generales y autonómicas de Cataluña y en un Gobierno de España en funciones, se mantuvo en la misma posición que las partidocracias responsables de la demolición y el expolio y latrocinio de España,  que no era más que la de buscar su propio beneficio político y no el bien común de España tras propiciar que los nacionalismos secesionistas de extrema izquierda y extrema derecha se pusieran de acuerdo para formar un gobierno autocrático autonómico, cuyo único proyecto era el proceso de independencia contra la unidad histórica y la soberanía nacional de España.

			En vista de que el partido más votado, el neoliberal  PP, no logró alcanzar una gran coalición con el PSOE, porque esta partidocracia se negó, fue esta quien el rey Felipe VI propuso para que formase gobierno, pactando con la también laicista anticatólica partidocracia neoliberal de centro izquierda o derecha socialdemócrata, la bisagra de Ciudadanos(C’s). 

			Entre febrero y marzo del año 2016, el PSOE no logró alcanzar la mayoría absoluta ni la suficiente para alcanzar la envestidura como presidente del Gobierno. Fue la primera investidura fracasada en la anodina y anquilosada democracia española. En dos votaciones parlamentarias, porque las partidocracias de los neocomunistas estalinistas-chavista-bolivarianos de Podemos (con los que gobernaba en algunas autonomías y ayuntamientos), de los nacionalismos secesionistas de izquierda y de derecha vasco-etarra y catalanistas y la partidocracia del centro neoliberal socialdemócrata del PP le negaron el apoyo en los debates y votaciones en el Congreso, debates y votaciones que mostraron la mediocre preparación parlamentaria y democrática constitucional de todas las partidocracias, esto quedó reflejado en las manifestaciones de discursos totalitarios y gestos obscenos, chulescos, barriobajeros, pero, sobre todo, violentos de las ultraizquierdas encabezadas por la partidocracia neocomunista de Podemos y los nacionalismos secesionistas y filoterroristas vasco-etarras y pantacatalanistas.

			Se llegó a una situación que no se había producido en la fracasada democracia monárquico-parlamentaria en España, donde la Constitución española, señala en su artículo 99.4, que «si efectuadas las citadas votaciones no se otorgase la confianza para la investidura, se tramitarán sucesivas propuestas en la forma prevista en los apartados anteriores». 

		

	
		
			IX

			Elecciones 2016: ¿Hacia un gran pacto PP-PSOE     de gobernabilidad?

			A principios de mayo de 2016 se disolvieron las Cortes Generales del Reino de España, se dio fin a una cínica e inútil legislatura de cinco meses, de la mano de un Gobierno de la partidocracia de centro neoliberal socialdemócrata laicista del PP en funciones, con los mismos gravísimos problemas de una crisis total y tras las fracasadas propuestas o, más bien, del cínico teatro de pactos y diálogos inviables de las demás partidocracias, también laicistas anticatólicas, de las izquierdas neosocialista y neocomunista y de la neoliberal de centro izquierda y de las partidocracias comparsas de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas. Se condenaba a los apáticos habitantes de las autocráticas autonomías a otras elecciones generales para finales de junio de 2016, comunidades autocráticas, que, desde que ideológicamente se empotraron en la Constitución española, allá por el año 1978, fueron renegando del sentido histórico y constitucional del Reino de España.

			Llegaron las elecciones generales en junio de 2016, una de las más bajas en participación de las elecciones anteriormente celebradas (con el 69,84 %), y el neoliberalismo de centro derecha socialdemócrata laicista del PP resultó ganador de las elecciones generales de 2016, con el 33,03 %, 137 escaños, pero lejos de la mayoría absoluta (176 escaños) para poder gobernar en solitario.

			Como segunda fuerza, pero que volvió a sacar los peores resultados en unas elecciones generales, quedó el neosocialismo de centro izquierda socialdemócrata laicista anticatólico, el PSOE, que obtuvo el 22,66 %, 85 escaños, cinco escaños menos que las elecciones de diciembre de 2015. Sus pactos con el neocomunismo ultraizquierdista anticatólico provocaron la pérdida de esos cinco escaños. 

			Como tercera fuerza quedó la coalición del neocomunismo inmigracionista de la ultraizquierda cristofóbica e hispanicida de Unidas Podemos con el 21,10 % de los votos, 71 escaños, que fracasó en sus aspiraciones radicales al quedarse con los mismos escaños que en las elecciones de diciembre de 2015, aunque siguió siendo la más votada con sus marcas populistas nacionalistas de ultraizquierda en Vascongadas y Cataluña, no así en la comunidad autónoma de Valencia.

			Y como cuarta fuerza quedó la partidocracia bisagra-comodín del neoliberalismo de centro izquierda reformista-laicista socialdemócrata de Cataluña, Ciudadanos, con el 13,05 % de los votos, 32 escaños, ocho escaños menos que en las anteriores elecciones generales de diciembre de 2016 por su pacto con la partidocracia del PSOE; pero que tenía la posibilidad, como lo hizo, de pactar con el partido ganador, la partidocracia neoliberal del Partido Popular, para permitir la gobernabilidad de España por su supuesta y no demostrada política en pro de la unidad de España, pero siempre que se contase con la abstención del Partido Socialista Obrero Español para permitirle asumir el Gobierno con pactos y acuerdos de gobernabilidad.

			La bipartidocracia PP-PSOE tomó un poco de aliento ante el avance de ciertas partidocracias como las del populismo neocomunista, el nacionalismo separatista y filoterrorista; pero tanto las partidocracias del PP como del PSOE debieron incentivar una democracia plural, participativa y representativa llevando a cabo un pacto de gobernabilidad PP-PSOE para evitar  el populismo de la ultraizquierda neocomunista laicista y los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, que, como los populismos ultraderechistas, han crecido en una Europa en crisis de identidad histórica y moral, económica y sociocultural. 

			Los votantes católicos, que abundan en ambas partidocracias, tenían una responsabilidad moral de permitir una estabilidad política y social que sacase a España del marasmo político y social, económico y cultural en la que se encontraba. Pero no fue así, como era habitual, ya que los políticos que se autodenominan católicos han sido traidores apóstatas de los principios fundamentales e irrenunciables de la doctrina social de la Iglesia católica y se han sometido a la idolatría de la neomarxista y neoliberal ideología de género que ha socavado la familia y el matrimonio mujer y hombre para favorecer el pansexualismo; han permitido y aprobado el gaymonio, el feminismo radical, el homosexualismo convulsivo, el aborto, la eutanasia y la experimentación genética contra la dignidad de la ley natural y de la ciencia al servicio del bien común.

			Y, en cuanto a los intereses políticos de España como identidad histórica, la partidocracia neoliberal socialdemócrata de centro derecha, también cristofóbica, el PP, ganadora de las elecciones, volvió por la senda del saqueo político-económico de España al pactar según sus intereses partidocráticos, como hacía la partidocracia neosocialista laicista anticatólica, el PSOE. 

			Para la formación de la Mesa del Congreso de los Diputados, pactaron con el nacionalismo secesionista y filoterrorista vasco, el ultraconservador PNV, que no tenía grupo de representación parlamentaria en la Cámara Alta, el Senado, y le cedió varios escaños; pero no se hizo lo mismo con el independentismo catalanista para la Cámara Baja, el Congreso y el Senado con la expartidocracia secesionista de derecha reaccionaria, Convergència Democràtica de Catalunya, transmutada en Partido Demócrata Catalán, para que tuviera grupo propio. ¿El motivo? La prepotencia de su deriva independentista, anticonstitucional; sin embargo, a la vez, también se pactó con otro partido nacionalista independentista canario, la bisagra-veleta de Coalición Canaria. 

			Otra vez los pactos para la gobernabilidad de España volvieron a estar atados a los intereses separatistas y pecuniarios de las partidocracias de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas. Por más que se justificasen que no había más remedio para hacer factible un nuevo gobierno y una nueva Legislatura, la doceava, y salir de la ingobernabilidad de un gobierno en funciones. 

			A los pocos días, los independentistas catalanistas de izquierdas y derecha, con mayoría en el parlamento de la autocracia Generalitat de Cataluña, se saltaron las prohibiciones de Tribunal Constitucional y aprobaron seguir con el golpe de estado, con la desconexión total de Cataluña de España, con el golpismo y su sedición contra la Patria, la Nación y el Estado de España. El precio de la rendición a los nacionalismos secesionistas y terroristas de la bipartidocracia PP-PSOE y PSOE-PP es que, desde el año 2012 hasta el año 2016, el Estado había dado a Cataluña el 30 % de la liquidez inyectada a las comunidades autónomas, alrededor de 58.000 millones de euros. Se saltaron y mofaron de la decisión del Tribunal Constitucional de finales del año 2016 de paralizar y suspender, por inconstitucional, la resolución que tomó el Parlamento autocrático catalano-secesionista de convocar en el año 2017 un referéndum de desconexión con el Estado español. 

			La sentencia del 13 de marzo de 2017 por inhabilitación pública del expresidente, Artur Mas de CIU, de la Generalitat de Cataluña, dada por el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, ha sido pacata y condescendiente con las acciones de prevaricaciones y corrupciones nepotistas inconstitucionales del nacionalismo secesionista de la autocracia de Cataluña. 

			Se le condenó por desobediencia al Tribunal Constitucional al celebrar el referéndum ilegal e inconstitucional a dos años de inhabilitación para cargos públicos y 40.000 euros de multa, pero no por las prevaricaciones y corrupciones administrativas nacionalistas, por una evidente intención de provocar un golpe de estado sedicioso. Todo el independentismo catalanista antiespañol y anticonstitucional reaccionó en contra y se ratificaron en la celebración de otro referéndum ilegal e inconstitucional por la independencia del microestado autárquico de Cataluña. Se dispusieron a seguir con la intención de dar un golpe de estado para proclamar la ilusa república de Cataluña, como aconteció en el año 1934 del siglo xx en la esquizofrénica II República española (1931-1936).

			De nuevo, otra sentencia blanda de los tribunales del Estado español volvió a poner en evidencia el mangoneo institucional de las partidocracias en el poder, cuyas corrupciones políticas y falsificación de la monarquía parlamentaria y constitucional han impedido el desarrollo de una democracia asentada y sin fisuras.

			Así transcurrió casi un año entero de un gobierno en funciones y disfuncional hasta que llegó el pacto de gobernabilidad entre las partidocracias alternantes en el poder. Del bipartidismo alternante en el poder del estado, se pasó al bipartidismo en coalición de las dos partidocracias mayoritarias, PP-PSOE.

			La neoliberal socialdemócrata de centro relativista y laicista, el PP, lograría formar gobierno el 29 del 10 de 2016 con una mayoría simple de 170 votos a favor, 111 en contra y 68 abstenciones, porque el partido neosocialista socialdemócrata de izquierda relativista y laicista anticatólico, el PSOE, en fractura y divisiones intestinas, al final se abstuvo para evitar unas terceras elecciones que lo hubieran hundido aún más en el Congreso y el Senado, cediendo y aumentando el protagonismo de la oposición parlamentaria al neocomunismo chavista-bolivariano-bolchevique y guerracivilista del populismo cristofóbico e hispanicida de Podemos y los nacionalismos secesionistas y terroristas.

			Sin embargo, los gravísimos problemas de España seguían todavía más acentuados: una descomunal deuda pública del 100,5 % del PIB, unos 1,1 billones de euros, desde 1909, la mayor habida; la quiebra del fondo de pensiones de la Seguridad Social; aunque hay un poco menos parados, la cifra aún es muy elevada e indignante, el 19, 8 %; se tenían y tendrían más impuestos confiscatorios para los asalariados de la clase media; el saqueo de las arcas de la Seguridad Social, que hacía inviable pagar las futuras pensiones si no se utilizaba otro forma de recaudar que serían más impuestos directos o indirectos; la educación prosigue su declive con el pacto de claudicación en favor de un sistema educativo laicista, laxista y mediocre del PSOE, para que siguiera controlado por las ideologías estatalista y autocrático-autonómicas de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas; la imposición inicua de leyes partidocráticas contrarias a la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1940), centradas en la neomarxista y neoliberal ideología de género contrarias el matrimonio y a la familia mujer y varón; la dictadura del relativismo laicista anticristiano católico de todas las ideologías partidocráticas de izquierdas y derechas, populistas y nacionalistas separatistas; el constante ataque y erosión de España como Patria, Nación y Estado de unidad histórica y soberanía constitucional indisoluble por los anacrónicos y reaccionarios nacionalismos secesionistas y filoterroristas y las ideologías  favorecedoras del caótico multiculturalismo de la ilegal inmigración, las partidocracias neocomunistas y el neosocialistas.

			El futuro que esperaba a España era un futuro imperfecto por incierto e inseguro en su ser existencial como una falsa democracia de políticos irresponsables y de españoles no comprometidos con su milenaria conciencia e identidad histórica cristiana católica ni con la España constitucional y democrática. 

			A ello contribuía la situación de crisis ideológica de la partidocracia del PSOE, que volvió a repetir las tendencias de sus orígenes, las tendencias destructivas de la conciencia e identidad de la unidad histórica y constitucional de España al pactar para permitir otro gobierno autonómico autocrático con los nacionalismos secesionistas y terroristas de la partidocracia radical conservadora del PNV, con el fin de permitir al microestado autocrático de Vascongadas, reivindicar la ensoñación etnolátrica de la independencia y la ruptura definitiva con España. 

			La marca blanca del neosocialismo en declive anticonstitucional en Vascongadas, la partidocracia del Partido Socialista de Euskadi (PSE-EE), como las otras marcas blancas partidocráticas de la misma tendencia nacionalista separatista y soberanista en el microestado autocrático de Cataluña, la partidocracia catalanista proindependentista del PSC, se aliaron con los nacionalismos secesionistas y terroristas para acabar con los cuarenta años de la Constitución española de 1978, pero, aún más grave, con la historia de España como Patria, Nación y Estado.  

			

		

	
		
			X

			El golpe de Estado del secesionismo catalanista         y la farsa del artículo 155 contra el mismo

			Lo que tenía que suceder, tras casi cuarenta años de cesiones competenciales a la comunidad autónoma de Cataluña por parte de las partidocracias neosocialista y neoliberal PP-PSOE, llegó a fines de agosto y principio de septiembre del año 2017: los partidos independentistas —Junts pel Sí, la CUP y ERC— presentaron, registraron, tramitaron y aprobaron en el Parlament la llamada «proposición de ley de transitoriedad jurídica y fundacional de la República», la inconstitucional ley del referéndum secesionista, un texto autocrático y sedicioso, una dictatorial ley, la golpista “ley de transitoriedad jurídica y fundacional de la república catalana” que se aplicaría después del ilegal y también sedicioso referéndum inconstitucional del 1 de octubre de 2017. 

			Dicha ley de transitoriedad apostaba por un estado autoritario ficticio que entre otras veleidades contemplaba la doble nacionalidad española y catalana para aquellos españoles y extranjeros con cinco años de residencia; a no pagar la vergonzosa deuda pública de 75.433 millones de euros, el 30 % del PIB del total que han adquirido las autocráticas comunidades, que el secesionismo de izquierda y derecha provocó; que el Estado español pagase las pensiones y los sueldos de los jubilados y funcionarios; el traspaso de poderes ordenado, que consistiría en la incautación de los bienes del Estado español, asumir a los funcionarios de la administración central para colocarlos en los departamentos de la ficticia república catalana; a expulsar de Cataluña al Ejército, las Fuerzas y los Cuerpos de Seguridad del Estado, como ya venía haciendo; la autoamnistía para los cuatro inhabilitados por el ilegal referéndum anterior, entre ellos el expresidente Artur Mas; constituir un nuevo poder judicial a partir del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña y los magistrados designados por el Parlament.

			Toda esta tropelía antijurídica era para proclamar a Cataluña como un estado soberano e independiente, pero realizándolo de forma negociada y pactada con las instituciones del Estado español, la Unión Europea y los organismos internacionales. Ante este golpe de estado, ante tan golpismo sedicioso contra la democracia y la seguridad jurídica, el Gobierno neoliberal del PP llevó a cabo la postura de consultar al Tribunal Constitucional para esconderse tras de él y no poner en práctica el artículo 155 de la Constitución española de 1978. Había que detener con firmeza, y no se hizo, las irracionalidades jurídicas anticonstitucionales de unas partidocracias nacionalistas de izquierdas y derechas, que han vivido fuera de la historia de España y de Europa.

			En septiembre, el desafío secesionista del nacionalismo catalanista entró en un proceso peligroso para la integridad del Estado de derecho. El Gobierno del Partido Popular se decidió a intervenir para neutralizar el anticonstitucional referéndum de 1 de octubre de 2017. 

			Se envió a la Guardia Civil y a la Policía Nacional para llevar a cabo las detenciones de unos catorce cargos responsables del golpe de Estado sedicioso separatista, pero dichas detenciones no fueron promovidas por el Gobierno neoliberal socialdemócrata de centro derecha, apocado, ni tampoco por la Fiscalía General del Estado, sino por la acusación popular, por una querella de un partido de derecha neoliberal conservador, calificado de ultraderechista, según la prensa mediático-política de la derecha neoliberal-monárquico borbónica, que no tenía representación ni en el Congreso ni en el Senado, VOX, y que también, para la izquierda socialista y la ultraizquierda y los nacionalismos secesionistas y terroristas, lo calificaban de ultraderecha; pero que comenzó a entrar en el entramado institucional en las elecciones autonómicas de 2018 en la siempre neosocialista y autocrática comunidad autónoma de Andalucía, con doce representantes en su parlamento. 

			En el nacionalismo secesionista catalanista, el golpe de estado y la sedición ya estaban más que preparados y organizados por las partidocracias nacionalistas totalitarias del ERC, JxSí, la CUP y PDeCAP, partidocracias de las ultraizquierdas anticapitalistas y la derecha separatista, a las que los gobiernos del Estado español, desde las primeras elecciones democráticas y los primeros y los posteriores gobiernos de izquierda y derecha, alimentaron y permitieron la aniquilación de la soberanía nacional y la unidad histórica de España, con mayoría o en minoría en los gobiernos centrales del Reino de España.

			A ello también contribuyó el clero nacionalista católico catalanista y no ayudó a clarificar el bien común que es la Patria, la Nación y el Estado la postura neutra de la Conferencia Episcopal Española tras el sedicioso golpe de estado, aunque fueron muchos obispos los que luego se mostraron de forma irrevocable contra el mismo. 

			No fue en esta última línea la voz de la Iglesia católica desde Roma, donde el papa Francisco, en contra de los papas anteriores, dio rienda suelta a sus manifestaciones políticas en la línea de la dictadura del relativismo de Nuevo Orden Mundial. Si bien se atuvo alguna que otra vez a señalar que los nacionalismos totalitarios son ilegales, antidemocráticos e inmorales, porque atentan contra de la doctrina social y los derechos humanos. Sin embargo, en mayo del año 2019, en vez de nombrar a un ministro de Dios y de la Iglesia católica universal para la diócesis de Tarragona, porque el anterior arzobispo renunció por edad y por algunos casos de pederastia clerical, nombró a un arzobispo defensor partidario del nacionalismo secesionista de la república supremacista hispanicida e hispanófoba de Cataluña, la cual apoya la mayoría del clero en Cataluña. 

			Mostraba así un apoyo implícito al nacionalismo totalitario del independentismo catalanista, que, durante la Guerra Civil de España (1936-1939), en la laicista anticatólica II República (1931-1939), causó en Cataluña de la mano de la izquierda radical de ERC, que también ahora estaba gobernando directa o indirectamente en esta autocrática autonomía en el siglo xxi, centenares y centenares de asesinatos de mártires católicos y miles de ellos en toda España, también con la colaboración terrorífica de la mano asesina del nacionalismo vasco y de las izquierdas socialista, anarquista y comunista. 

			Luego, la dictadura franquista, con su nacional catolicismo autoritario, falsificación de la dotrina social de la Iglesia Católica, cometería persecuciones y asesinatos de clérigos y laicos católicos nacionalistas durante la Guerra Civil y después de acabada.

			¿Pero por qué el clericalismo nacionalista y separatista catalán apoyaba la independencia de una fantasmagórica república catalana? Por la razón siguiente: el nacionalismo eclesiástico catalanista, también hispanicida, era y es protector y defensor del proceso secesionista de todas partidocracias de la izquierda y la ultraizquierda, y, de la derecha y la ultraderecha secesionistas, catalanistas porque estas y sus medios de comunicación, durante tres décadas, y ya antes, desde 1968, contribuyeron al ocultamiento de los casos de pederastia, de los abusos contra menores que tuvieron su epicentro infernal en la Abadía de Monserrat. 

			Los casos de pederastia cometidos por depredadores sexuales, varios monjes benedictinos homosexuales, fueron ocultados por el nacionalismo antieclesial hasta que las denuncias ante los tribunales los pusieron en evidencia. De este modo, el clericalismo secesionista estaba traicionando la doctrina social y moral de la Iglesia católica, fundada y fundamentada en el Evangelio de Jesucristo. 

			Este clericalismo  nacionalista antieclesial y las partidocracias separatistas escenificaron el proceso de independencia el 1 de octubre de 2017 al llevar a término la farsa-bufa y pucherazo secesionista del referéndum anticonstitucional (con un manipulado 90 % de síes), eso sí, con una ineficaz intervención del Estado por medio de la Policía Nacional y la Guardia Civil y la permisividad y el traicionero consentimiento de la policía autonómica, de los colegios electorales ilegales; pero que tuvo sus efectos mediático-políticos internacionales con la propaganda de los dirigentes y sus medios de comunicación secesionistas de que el Estado español impedía la libertad de expresión de la democracia de la nueva república catalanista socialista-comunista, de que habían represaliado a los votantes independentistas cuando las fuerzas policiales del Estado cumplían su deber de impedir el golpe de estado, que llevaron a cabo con la colaboración traidora de la policía autonómica y los medios de comunicación controlados por el gobierno secesionista de la Generalitat, con los que internacionalmente distorsionó la información contra el Estado español.

			El golpe de Estado, la sedición contra la democracia constitucional monárquico parlamentaria de la Constitución española de 1978, se había escenificado por la pasividad, la traición y la cobardía, tanto del neoliberalismo socialdemócrata de centro derecha en el Gobierno, el PP, con el apoyo del único partido neoliberal progresista de izquierda o derecha laicista que le permitía gobernar Ciudadanos, pero con el no respaldo y desprecio al Gobierno en funciones por su acción contra el Estado de derecho, que se había cometido en la autocrática autonomía catalanista, de un frente popular de la izquierda representado por la ambigüedad de incentivar al diálogo anticonstitucional con los golpistas, del neosocialismo del PSOE y sus siglas secesionistas en Cataluña (PSC). Estos iban aliados con el independentismo de toda la ultraizquierda del neocomunismo estalinista bolchevique y bolivariano neocomunista de Podemos y sus marcas nacionalistas en Cataluña, Valencia, Baleares, Canarias, Galicia y en la comunidad de Vascongadas, donde el protector del terrorismo vasco-etarra, el PNV, en el poder de su autocrática autonomía, también se subió al desprecio y al descrédito del Gobierno español en funciones, para también exigir un referéndum por la independencia de la tan privilegiada comunidad autocrática, como la autocrática autonomía de Navarra, por el expoliador e insolidario cupo de aportaciones millonarias sin control.

			La unidad histórica y territorial de España se había fracturado para regocijo del independentismo golpista y el fracaso cobarde por no tomar medidas de neutralización, del Gobierno neoliberal del PP, incapaz de aplicar la legalidad del Estado de derecho, la legalidad del ordenamiento constitucional contra la deslealtad a la Constitución española de 1978 del nacionalismo secesionista catalanista.

			El jefe del Estado, el rey Borbón Felipe VI, se mostró en esta ocasión leal defensor de la legalidad constitucional en su discurso monárquico-constitucional del 3 de octubre de 2017 a la nación española, la situación era peligrosa, porque estábamos en el preludio de una nueva guerra civil española. 

			La valentía equilibrada (pero interesada para conservar su monarquía laica casi laicista anticristiana católica) del discurso del jefe del Estado para reclamar y exigir el cumplimiento del Estado de derecho por parte de secesionismo catalanista fue lo que luego impulsó a toda la sociedad civil española, a todos los españoles, a llevar a cabo manifestaciones en favor de la unidad histórica, la libertad y la integridad constitucional de España por el golpe de estado y los delitos de sedición y rebelión ante la inacción cobarde del presidente del Gobierno en funciones, Mariano Rajoy Brey, que seguía negándose a aplicar el artículo 155 a los golpistas.

			La más multitudinaria de las manifestaciones, que contó con el apoyo presencial de los dirigentes del PP, Ciudadanos y algunos dirigentes del prosecesionista PSC, fue la del día 8 de octubre de 2017 en Barcelona, con españoles de todas las regiones de España junto a muchos catalanes que durante tantos años estuvieron en el silencio ante el terror mediático-político y social del totalitario independentismo. El secesionismo catalanista tuvo la respuesta social que debería haber sufrido desde sus inicios, a la que se añadió la respuesta económica y financiera de los grandes bancos y empresas con sede en Cataluña, que decidieron, como los registradores de la Propiedad, por la inseguridad jurídica, trasladar sus oficinas, sedes sociales y fiscales fuera de la autocrática comunidad nacionalista, a las comunidades de Valencia, Baleares, Madrid, Aragón…  

			Y llegó el día de la pantomima infame y del desprecio a la Patria, la Nación y al Estado constitucional con la proclamación de la república independiente del estado Cataluña, el 10 de octubre de 2017, que se suspendió a la eslovena (que había provocado una guerra civil y el descuartizamiento de Yugoslavia) para entablar un período de negociación con el Estado español y la Unión Europea (UE), contra el Estado de derecho, con el Gobierno del Partido Popular en funciones. 

			A día siguiente, en el Congreso de los diputados, el presidente del Gobierno rechazó la declaración unilateral de independencia de la República de Cataluña y cualquier tipo de mediación que las partidocracias secesionistas catalanistas habían anunciado y pospuesto con la condición de negociar la independencia con el Estado español. Se le remitió un requerimiento para que en el plazo de cinco días aclarase si declaró la independencia y ocho para regresar a la legalidad constitucional y se acabara con la ridícula y demagógica independencia de Cataluña por inconstitucional, antidemocrática y contra la unidad histórica y la soberanía de España. 

			Era el primer paso, pero con miedo al nacionalismo y a la oposición, y sin querer reconocer que el gobierno de la Generalitat catalanista había proclamado la independencia para aplicar, ya, el nunca aplicado artículo 155 de la Constitución española de 1978, porque el requerimiento se hizo de modo cobarde y ambiguo. 

			Contó con el apoyo de  la partidocracia neoliberal de Ciudadanos y, por supuesto, y en las condiciones de cobardía que actuaba el Ejecutivo, con el del PSOE, además de exigir la monserga y la condición de cambiar la Constitución española de 1978 en seis meses, que en la situación política precaria e ultraizquierdista en la que se encontraba el PSOE sería pretender un estado federal pronacionalista, es decir, sin federalismo constitucional. Esto sería centrarse en el artículo 2, donde se dice que «la Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española», la única Nación.

			Sin embargo, se cometió el tremendo error histórico de introducir la trampa semántica de las nacionalidades para contentar a los traidores de la misma, a los nacionalismos vasco-etarra filoterroristas y catalanista, que durante casi cuarenta años han gozado de todos los privilegios, violando los principios y valores constitucionales y democráticos.

			Llegó el día 21 de octubre de 2017 cuando algunos partidos no dejaron de ser de todo partidocracias para defender el orden constitucional, tantas veces relativizado, y llegó con la aplicación del artículo 155 de la Constitución española de 1978, con el apoyo del partido que apoyaba al Gobierno, la partidocracia socialdemócrata, comodín-bisagra, neoliberal de centro izquierda o derecha Ciudadanos y del partido mayoritario de la oposición, el Partido Socialista Obrero Español; pero, como siempre, con ambigüedades interesadas, porque exigía la no aplicación del artículo 155 si los golpistas secesionistas convocaban elecciones autonómicas.

			Por la «desobediencia rebelde, sistemática y consciente» del gobierno de la Generalitat catalanista contra las obligaciones que le indicaban las leyes constitucionales y autonómicas, y porque sus actuaciones atentaban gravemente contra el interés general de España, el Ejecutivo, en reunión de Consejo de Ministros, tramitó, para que las aprobara el Senado con mayoría de senadores del PP, una serie de disposiciones que no suspendía la autonomía en rebeldía de Cataluña, pero destituía el Gobierno golpista y rebelde de la Generalitat, cuyas funciones serían ejercidas por las autoridades y órganos determinadas por el Gobierno de la Nación; también controlaría el Parlamento autonómico por medio de órganos que designaría el Senado español para evitar que se tomaran disposiciones y medidas en contra de la Constitución española (1978) y el autocrático Estatuto de Autonomía de Cataluña. Su función sería de mera representación administrativa.

			El Gobierno se comprometía a tomar las competencias «necesarias» en asuntos económicos, financieros, tributarios y presupuestarios para así garantizar la prestación de los servicios públicos generales, «en beneficio del interés general, la estabilidad presupuestaria y la sostenibilidad financiera». Estas medidas tenían un plazo de seis meses, que luego, el 27 de octubre, se acortaron al día 21 de diciembre para la convocatoria de elecciones autonómicas y no inconstitucionales golpistas y sediciosas como pretendían las partidocracias ultranacionalistas en el Gobierno autocrático de Cataluña. 

			Las elecciones tampoco fueron la solución porque era propiciar la vuelta al poder de las partidocracias ultranacionalistas del independentismo antiespañol, anticonstitucional y antidemocrático.

			Estos avisos de nada sirvieron a los totalitarios supremacistas del secesionismo catalanista porque, al mediodía del día 27 de octubre, el ultranacionalismo radical de Junts pel Sí (JxSí) y la radical neocomunista CUP consumaron la proclamación de autodeterminación de la ilusa república independiente comunista de Cataluña. 

			El golpe de estado, el delito de sedición y rebelión se hizo en el autocrático parlamento catalanista contra el régimen monárquico constitucional del Reino de España con el apoyo de setenta votos en cobarde secreto, mientras que la oposición de las partidocracias neoliberales del PP, Ciudadanos y, con reparos, el tentáculo ambiguamente independentista-nacionalista catalanista del PSC se ausentaron de la votación como protesta. Supuso el fracaso del Estado de las Autonomías, que desde décadas y décadas anticonstitucionales, se fueron convirtiendo en microestados autocráticos por la perversión de la Constitución española de 1978 por parte de los gobiernos centrales que presidieron las partidocracias mayoritarias, las del Partido Socialista Española y el Partido Popular en connivencia con las autocráticas autonomías. Por la tarde, el Senado —con 214 votos a favor, 47 en contra y una abstención— dio paso al dictamen que autorizaba al Gobierno para la aplicación del artículo 155 de la Constitución española de 1978.

			Estuvieron a favor, el PP, PSOE, Ciudadanos, los navarros de UPN y el Foro Asturias, pero con la ausencia traidora y cobarde en la votación de dos senadores filoindependentistas del PSC. Y, en contra, votaron el radical neocomunista y laicista anticatólica y pronacionalismos secesionistas de Podemos y los vasco-etarra filoterroristas. catalanistas, nacionalistas, secesionistas y antiespañoles de izquierda y derecha de ERC, PDECat, PNV y Bildu.

			En el mismo día del golpe de estado del secesionismo catalanista, y tras varios consejos de ministros, el apocado y posibilista presidente del Gobierno del PP anunció la complicada aplicación del artículo 155 con las primeras medidas, arriba señaladas, que conllevaban la destitución de todo el gobierno catalán golpista, la disolución de su parlamento autocrático, el cierre de las embajadas catalanistas, la sustitución y cese de los mandos de la traidora policía autonómica y la convocatoria en 54 días de elecciones autonómicas para el 21 de diciembre de 2017.

			Elecciones dudosas, porque eran precipitadas y de augurios negativos, pero que fue una exigencia del partido liberal progresista de centro izquierda o derecha laicista socialdemócrata, C’s, pero también del PSOE, así como la de la no intervención de los medios de comunicación autonómicos secesionistas y golpistas para apoyarles en la aplicación del artículo 155. 

			Ello connotaba que dicho artículo en embrión desde los orígenes de la Constitución española de 1978 se aplicaba con limitaciones, es decir, consensuado entre las partidocracias a la carta de sus intereses políticos y no por el bien común de la soberanía y unidad histórica de España al consentir a las partidocracias nacionalistas secesionistas que participaran en las elecciones autonómicas del 21 de diciembre, cuando, como golpistas y sediciosos, deberían haberse ilegalizados por sus expolios históricos contra la dignidad del Estado de derecho, contra la dignidad de España como Patria, Nación y Estado, indisolubles, indivisibles. 

			España entró en una crisis de Estado, pero también social y económica, porque enseguida se vieron afectados los mercados financieros con repercusiones en la bolsa después de haber salido de una gravísima crisis económica por culpa de las partidocracias y los antidemocráticos nacionalismos expoliadores y anticonstitucionales. La crisis del golpe de estado trajo en Cataluña un impacto de 14.000 millones en el PIB y más desempleo.

			La economía no comenzó a dar visos de cierta estabilidad en los mercados bursátiles y en la bajada de la prima de riesgo y a desacelerar la sangría de empresas fuera de Cataluña hasta que no actuó el Poder Judicial, en la aplicación de las leyes del Estado de derecho, pero fue un mero espejismo porque las empresas siguieron cambiando su sede social, pero no su producción, de Cataluña, lo que aumentó el número de desempleados en ella. 

			La Audiencia Nacional admitió la querella que la Fiscalía General del Estado presentó contra el cobarde, traidor y estrafalario expresidente de la autocrática-secesionista Generalitat, el cual junto a otros exconsejeros se fugó a Bruselas (Bélgica): se les imputó los delitos de rebelión, sedición y malversación de caudales públicos y otros delitos anexos. El auto de la juez de la Audiencia Nacional dictó la prisión incondicional para el expresidente del gobierno autocrático y siete exconsejeros, pidió la orden de busca y captura del expresidente fugado y autoexiliado, así como de otros cuatro exmiembros del gobierno catalanista secesionista que se refugiaron en Bélgica. Ignoraron la citación judicial, no acudieron a declarar a la sede del tribunal. Se cursó la oportuna Orden Europea de Detención y Entrega (OEDE) a las autoridades de Bélgica.

			El Pleno del Tribunal Constitucional suspendió la totalitaria declaración unilateral de independencia de la ensoñada república de Cataluña. Y, por último, la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo entró en la investigación a seis querellados con la condición de aforados que eran miembros de la Diputación Permanente del Parlamento de Cataluña, ya que formaron parta del golpe contra el Estado de derecho.

			A medida que pasaban los días, llegó lo que ya sobrevendría, el artículo 155 se aplicaba de modo ambiguo pero calculado en favor de las partidocracias constitucionalistas en el Gobierno y en la oposición, pero, también, en favor de sus aliadas históricas, las partidocracias secesionistas. 

			Se comprobó que las consecuencias jurídico-penales nunca neutralizaron el sistema educativo-nacionalista, xenófobo-etnolátrico, que fue y era el principal control ideológico neonacionalista catalanista durante cuarenta años de inmersión-persecución lingüística en favor de la lengua catalana y contra la lengua española; otro tanto pasó con la no neutralización de los medios de comunicación, la radio y la televisión pública nacionalista, que prosiguió con la propaganda secesionista contra España y el Estado de derecho con el consentimiento y el recochineo del inepto Gobierno de la partidocracia neoliberal del PP de seguir subvencionándolos con dinero de todos los españoles; lo mismo aconteció con la convocatoria de huelgas políticas, ilegales, que se permitieron por parte del Gobierno central, ya que habiendo intervenido a la policía autonómica político-secesionista, a esta no se les ordenó impedir las actuaciones salvajes y violentas de los piquetes huelguista independentistas en el golpe de estado secesionista.

			Sin duda, la muestra más evidente de las componendas consensuadas de las partidocracias constitucionalistas y secesionistas fue que las consecuencias jurídico-penales del golpe de estado del nacionalismo soberanista secesionista catalán, de los responsables políticos golpistas, se redujeron a lo mínimo cuando llegaron a los tribunales de justicia, ya que estuvieron escaso tiempo en la cárcel: algunos renegaron de la declaración de independencia unilateral y pagaron una fianza con el dinero que robaron de los impuestos de todos los españoles, algunos pocos siguieron en prisión, sin embargo, ellos y otros golpistas volvieron a participar en los asuntos públicos de su autocrática y utópica república nacionalista catalana, como así fue en las pactadas y presurosas elecciones autonómicas del 21 de diciembre de 2017, de acuerdo con la aplicación del artículo 155 de la vilipendiada y manoseada Constitución española de 1978. 

			Un artículo sin aplicar como era debido porque la connatural vagancia e irresponsabilidad del presidente del gobierno, el apocado don Mariano Rajo Brey, lo dejó en un simulacro en favor de los golpistas, que nunca deberían haber participado en dichas elecciones.

			Las duodécimas elecciones autonómicas —pero, en este caso, excepcional e irresponsablemente convocadas con la fantoche aplicación del constitucional artículo 155 por el Gobierno central del Estado español— se celebraron el 21 de diciembre de 2017 con una participación elevada del 79,09 %, donde la partidocracia de centro derecha liberal retroprogresista obtuvo cuatro escaños, cuando en las anteriores, tuvieron siete; la partidocracia retro progre-laicista anticatólica del PSOE con su marca filo-independentista, el PSC, obtuvo diecisiete escaños; la más votada fue la partidocracia bisagra de neoliberal laicista de centro izquierda o derecha social-demócrata de Ciudadanos con 36 escaños. Sin embargo, volvieron a ganar y a tener la mayoría en cuanto a escaños en el parlamento autocrático catalanista, las partidocracias nacionalistas secesionistas del nacionalismo independentista de la ultraderecha nacionalista Junts per Catalunya (JxCat) con tres diputados (con su cobarde líder golpista huido y autoexiliado en Bruselas), las de las ultraizquierdas de Esquerra de Cataluña (ERC-CatSí) con 32 (con su líder golpista en la cárcel ) y las comunistas de la de fracasada marca partidocrática de CatComú-Podem con ocho y la CUP con cuatro.

			La partidocracia en el gobierno de España, el PP, se había quedado en el fracaso de no tener grupo propio en el parlamento autocrático catalanista, con sus cuatro diputados o escaños.

			Estas elecciones autonómicas precipitadas no sirvieron para cambiar la grave situación en la autocrática autonomía de Cataluña, al contrario, fue para acentuarla, y llevaron al estrepitoso fracaso al PP en el gobierno del Estado español por su ridícula y cobarde aplicación del artículo 155 de la ninguneada Constitución española de 1978, al no menos fracaso del PSOE con su marca proindependentista catalanista del PSC y del fracaso también del ultraizquierdismo de los comunistas de Podemos y su marca blanca catalanista. 

			Cataluña, tras cuarenta años de privilegios propiciados por las partidocracias constitucionalistas, que no constitucionales, el PP y el PSOE, que les permitieron todas las barbaridades anticonstitucionales y antidemocráticas, entre ellas: no cambiar la vetusta y caciquil ley electoral, la anacrónica Ley D´Hondt; el permitirles la inhumana, por xenófoba, ley de inmersión lingüística en favor del idioma catalán y contra la persecución de la lengua oficial del Estado, el español; el concederles medios de comunicación públicos pagados con los impuestos de los españoles, con los que han insertado el nacionalismo secesionista antiespañol, hispanicida, subvencionando y comprando medios de comunicación privados y asociaciones pronacionalistas; el haber recibido ayudas multimillonarias de los fondos del Estado para pagar una deuda pública descomunal catalana sin controlar sus gastos y despilfarros. En resumidas cuentas, las partidocracias responsables de esta situación, el PSOE y el PP, durante cuarenta años lo han consentido, ya que lo único que les interesaba era el poder por el poder, la fabricación de una dictadura nacionalista catalanista, xenófoba, etnolátrica, etnolingüística, antiespañola, anticatólica, filoislámica, anticonstitucional, antidemocrática y anticultural.

			La sociedad civil de Cataluña se mantuvo en la nefasta trayectoria de una sociedad fracturada, con una buena parte de ella arrastrada por los independentismos populistas y secesionistas de ultraizquierdas y ultraderechas, y con otra parte prisionera del secesionismo, pero más en la senda de seguir la Constitución española de 1978 y no romper con España al votar una partidocracia neoliberal de centro izquierda o derecha supuestamente seguidora de la Constitución española de Ciudadanos, nacida en Cataluña para contrarrestar el secular cáncer del independentismo catalanista y nacional, pero que con la caciquil y pronacionalista Ley D´Hondt no podía gobernar al tener la mayoría parlamentaria las partidocracias del unionismo secesionista y soberanista. Sin embardo, manifestaba ser una sociedad donde la democracia basada en los fundamentos constitucionales de la libertad y la dignidad en las instituciones autonómicas y estatales había fracasado y su fracaso repercutirá en una crisis social, económica, social, demográfica, moral y cultural, crisis, que seguiría afectando a la política nacional en toda España.

			Y así siguió la farsa partidocrática de la fraudulenta aplicación del artículo 155 de la Constitución española de 1978, porque el anticonstitucional proceso soberano-independentista de la autocrática autonomía de Cataluña prosiguió con su despotismo expoliador tras la formación de la mesa de su parlamento, donde el nuevo presidente del mismo decidió renombrar en el autoexilio en Bruselas como presidente de la Generalitat al expresidente responsable del delito de golpe de estado, sedición y corrupción. Se recurrió al Tribunal Constitucional, el cual dictaminó la resolución de que se prohíba la celebración de un pleno fraudulento para investir a Puigdemont por delegación o por vía telemática y condicionando la autorización judicial de la investidura presencial del candidato. Pero todo se pacta con tal que se destroce la verdad de lo que debería haber sido y no lo fue, ni lo es, una España con una monarquía constitucional democrática y representativa de la soberanía de la nación española y no una democracia partidocrática de la corrupción institucionalizada. Y ello fue así, porque, para que hubiese un gobierno autocrático secesionista en Cataluña y se acabara con la farsa del fantasmagórico artículo 115 de la Constitución española, el neoliberal capitalista PP, que no había logrado grupo propio en el Parlamento autocrático catalanista, traidoramente pactó con Esquerra Republicana la cesión de uno de sus diputados para que tuviese representación en dicha cámara. La ultraizquierda nacionalista secesionista de ERC y la ultraderecha secesionista de JxCat, la partidocracia del expresidente, autoexiliado-bufón, propusieron que fuera presidente de la Generalitat uno de los responsables y organizadores del golpe de Estado que estaba en prisión.

			Esta y otras operaciones (como la xenófoba y etnolátrica inmersión lingüística contra el idioma oficial de los española en sistema educativo nacionalista) de la partidocracia neoliberal del PP en el Gobierno de España eran la evidencia de que seguía cruzándose de brazos, que no actuaba con los plenos poderes del Estado de derecho cuando los debería haber ejercidos, ya que tras el golpe de estado de las partidocracias del secesionismo catalanista, las encuestas del Centro de Estudios de Opinión de la Generalitat indicaban que la independencia había bajado hasta 48,8 % puntos y el rechazo a la misma hasta 53,9 %.

			Las dos caras de una misma moneda falsa, la partidocracia del PP como la partidocracia del PSOE y su tentáculo pronacionalista en Cataluña, el PSC, seguían en una postura de cobardía y pactismo ocultista en una tolerancia cobarde con los enemigos de la unidad histórica y la soberanía de España y el constitucionalismo monárquico parlamentario, nunca plenamente desarrollado en España desde 1978.

			Las partidocracias secesionistas catalanistas siguieron en el golpismo de antes y después de las elecciones autocráticas catalanistas, porque Junts per Catalunya (JxCat), más ERC y la partidocracia neocomunista independentista de la laicista CUP alcanzaron un preacuerdo para preparar un nuevo montaje. Rechazaron la «destitución ilegal e ilegítima» del expresidente huido y autoexiliado como presidente de la Generalitat y avalaron el falsario, ilegal e inconstitucional «referéndum de autodeterminación» del 1 de octubre de 2017. Y, con la fraudulenta consigna de «la legalidad autonómica y la obediencia republicana», lo nombraron y elevaron a la absurda categoría simbólica de supremo líder de un «Consejo de la República» por él presidido. Un organismo en el exilio desde el que se determinarían los nombramientos y los ceses del ejecutivo autocrático catalanista.  

			El autoexiliado expresidente de la autocrática autonomía secesionista de Cataluña se trasladó de Bélgica a Alemania. España cursó una euroorden de detención, pero un tribunal regional alemán denegó la extradición con el pretexto de que no reconocía los delitos de sedición y rebelión del golpista expresidente cuando tales delitos sí que se contemplan en la legislación constitucional de Alemania. Esta situación peculiar en la Alemania del multiculturalismo relativista y economicista, del autoexiliado expresidente secesionista, fue contemplada por el gobierno de la partidocracia neoliberal en el poder, el PP, como un alivio más en el simulacro de las nulas consecuencias del artículo 155 de la Constitución española de 1978 al proceso del golpe de Estado independentista catalán. 

			Se buscaba dilatar los asuntos más graves para la estabilidad constitucional y democrática de España con un simulacro de intervenciones, de maniobras oscuras para alejar de la mente de los españoles los incontables casos de corrupción económico-política y, con el pretexto de haber salido ficticiamente de la crisis, prolongar hasta el final la Legislatura. 

			Para ello también contó con el apoyo del otro enemigo del Estado de derecho constitucional español, la partidocracia vasco-etarra del PNV, quien exigió la paralización del artículo 155 para aprobar y prorrogar los socialdemócratas Presupuestos Generales del Estado y que estos se prorrogaran hasta el final de la Legislatura, a cambio, como siempre, de destinar más dinero a la autocrática autonomía vasco-etarra en inversiones y en el anacrónico-foral bufo-cupo vasco-etarra filoterrorista insolidario; en el aumento de las pensiones en el 1,6 %, de quienes han cotizado siempre y del 3 % de las que mayoritariamente nunca han cotizado, tomando como base de actualización anual de las pensiones, el Índice de Precios de Consumo, y la razón era que en la autonomía de Vascongadas, el falso País Vasco, las pensiones eran más elevadas, pero también deficitarias como en el resto de España. Ello suponía llevarlas más a la quiebra, retrasar el factor de sostenibilidad y, en apoyo del nacionalismo secesionista catalanista, para dinamitar más la unidad histórico-territorial de España, la anulación de la falsaria aplicación del artículo 155 contra el golpismo secesionista catalanista, aunque ya estaba cocinando una triquiñuela político-jurídica para que se instalara otro gobierno nacionalista separatista catalanista e impedir unas nuevas elecciones autocrático-autonómicas.

			A ello se sumaban, unas vejatorias contrapartidas contra las víctimas del terrorismo antiespañol al favorecer más liberaciones y acercamientos a las cárceles vascas de los presos de la banda terrorista separatista de ETA (nacida en el diabólico vientre de la partidocracia secesionista antiespañola y anticonstitucional del PNV) y, en ilación con este destrozo de la unidad histórica y soberana de España, el desprecio a las víctimas del terrorismo vasco-etarra con una fantasmagórica pretensión de la autodisolución de la banda vasco-etarra terrorista marxista de ETA el 4 de mayo de 2018, así como seguir favoreciendo la traidora invasión y anexión política y etnolingüística de la autocrática Comunidad Foral de Navarra por el nacionalismo secesionista vasco-etarra terrorista de la partidocracia de extrema derecha secesionista del PNV y el apoyo de los herederos del terrorismo de ETA, la partidocracia de extrema izquierda neomarxista secesionista EH Bildu. Ensoñación en marcha para avanzar en la fundación de una mítica nación vasco-etarra soberana, Euskal Herria, que incluiría el falso País Vasco, la Comunidad autónomo autocrática de Navarra y los departamentos franceses de los Pirineos Atlánticos.

			De paso también se alimentaba al nacionalismo regionalista de la autocrática comunidad autónoma de las islas Canarias con pactos pecuniarios favorables a las partidocracias nacionalistas (Coalición Canaria y Nueva Canaria) con la condición de aprobar los Presupuestos Generales del Estado y también se retroalimentaba a los otros nacionalismos en las autocráticas comunidades autónomas de Valencia y Baleares, controladas por gobiernos de las partidocracias de izquierdas secesionistas y anticonstitucionales, donde contaban con el camaleónico y traidor apoyo de la partidocracia en declive, la partidocracia corrupto-laicista anticatólica socialdemócrata del PSOE, y la desidia traidora y cobarde de la también en desprestigio, la partidocracia neomarxista corrupto-laicista socialdemócrata neoliberal de derecha del PP. Estas autocracias nacionalistas marchaban por la misma trayectoria antiespañola e independentista para alcanzar de la mano del nacionalismo catalanista, la otra ensoñación mitológico-totalitaria de los llamados Països catalans, el falsario pancatalanismo de Países catalanes.

			Otra prueba más de la falsaria aplicación del artículo 155 contra el golpe de estado del secesionismo catalanista fue que la partidocracia en el gobierno de la vilipendiada España consintió no haber controlado el dinero público destinado a los gastos propios para la autocrática autonomía. Hubo malversación de los fondos públicos que se destinaron a la organización y financiación del referéndum ilegal, anticonstitucional. 

			El ministro de Hacienda negó dicha malversación, pero los informes de la Guardia Civil mostraron lo contrario: se habían malversado casi dos millones de euros. Se faltó a la verdad y se provocó un gravísimo perjuicio a la acusación penal contra los golpistas, a la vez, que se perjudicaba la efectividad de la euroorden de entrega a España por parte de la Alemania multieconómico-culturalista del autoexiliado y prófugo expresidente golpista, quien, desde Berlín, decidió colocar a una marioneta como su prolongación neurótica para ser presidente de la autocrática autonomía catalanista, quien, como él, era un golpista, un xenófobo, un racista, un hispanófobo del supremacismo totalitario de la etnolatría catalanista, el cual llevó a término una toma de posesión vejatoria, ya que se saltó al autocrático estatuto catalanista y, lo más grave, no juró el cargo acatando la Constitución española (1978), la despreció y humilló, como de igual manera hizo con la no presencia de la bandera española y el retrato del rey Borbón Felipe VI: otra vez más, se afrentó a la soberanía del pueblo español. 

			Para disimular, no hubo representación del gobierno de la partidocracia corrupto-laicista socialdemócrata en el poder del PP. Pero la mofa al Estado de derecho se volvió a repetir por parte del nuevo presidente de paja del anterior presidente autoexiliado de la autocrática autonomía catalanista, el también colaborador con el golpismo secesionista, un tal Joaquín, alias Quim, Torra i Pla (1962), cuando nombró a varios presos y fugados como consejeros del nuevo gobierno independentista.

			Y el traicionero clero nacionalista secesionista catalanista, como el vasco-etarra-navarro filoterrorista, olvidándose de los principios morales de la doctrina social de la Iglesia, por boca de una antievangélica Conferencia Episcopal Tarraconense, felicitó a quien contradice y persigue los principios del Evangelio de Cristo, un representante político que promovía el odio cainita contra los españoles en nombre de un nacionalismo radical, hispanófobo y racista, etnolátrico y violento, totalmente opuesto al nacionalismo responsable de las identidades históricas de las naciones, como Alemania, Francia, Inglaterra y, por supuesto, como debería ser y no lo era por las partidocracias España.

			La resucitación de anacrónicos nacionalismos secesionistas, populistas y filoterroristas de izquierdas y derechas, confabulados para destruir las identidades históricas de Europa y de España, coinciden en pretender la imposición totalitaria contra el Estado de derecho democrático y constitucional y contra el orden moral de un nacionalismo radical, que, como nos indica la doctrina social de la Iglesia católica, se sustenta en un nacionalismo inviable, inadmisible: «el sentimiento desmedido de orgullo nacional, con el subsiguiente desprecio hacia las demás naciones, o hacia una parte de ellas, es, indiscutiblemente, un obstáculo grave en la ordenación de las relaciones internacionales»50. Solo es viable y sostenible «un nacionalismo responsable que proporciona el impulso necesario a los pueblos en desarrollo para acceder a su identidad»51.

			El nacionalismo responsable de las naciones históricas como España debe mantener la identidad milenaria con el conjunto de las identidades de las diversas regiones que la han conformado en la historia. Lo contrario son los supremacistas nacionalismos secesionistas y terroristas, xenófobos racistas, inmigracionistas, etnolátricos y etnocentristas, populistas e iracundos, contrarios y falsificadores de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948), tergiversadores y malversadores de la Constitución española de 1978, que se han dedicado a impedir que España tuviera una democracia parlamentaria representativa. Estos nacionalismos buscan someter a las naciones de Europa como España, a un neocolonialismo supremacista esclavizador y destructor del bien común.

			El Catecismo de la Iglesia católica (1992)52 señala cómo debe ser el comportamiento, según el orden moral, de la autoridad política en sus disposiciones legislativas y gubernativas: «Si los dirigentes políticos proclamasen leyes injustas o tomasen medidas contrarias al orden moral, estas disposiciones no pueden obligar en conciencia». Y recoge lo que señalaba el papa san Juan XIII (1881-1963) en la encíclica Pacem in Terris (1963: 51): «En semejante situación, la propia autoridad se desmorona por completo y se origina una iniquidad espantosa». Y remata con lo que apuntaba el papa san Juan Pablo II (1920-2005) en la encíclica Centesimus Annus (1991: 44): «Es preferible que un poder esté equilibrado por otros poderes y otras esferas de competencia que lo mantengan en su justo límite. Es este el principio del “Estado de derecho” en el cual es soberana la ley y no la voluntad arbitraria de los hombres».

			La nota del clero nacionalista secesionista catalán, no representantes de Cristo y de su Iglesia católica, de encomendarlo a la Virgen de Monserrat para que lo iluminara en sus separatistas «decisiones de gobierno» y para «gobernar con justicia y firmeza buscando siempre el bien común de todos los catalanes y el diálogo con las otras instituciones del Estado» era una nota farisaica, propia de la hipocresía de un clero vendido al nacionalismo separatista, que se apartaba de la verdad, la justicia, la libertad, la equidad, la solidaridad, la moral y la ética, el derecho, la conciencia, la identidad y la unidad histórica de España y Europa: «Pero, a causa del pecado (cf Rm 1, 18-25), el politeísmo así como la idolatría de la nación y de su jefe son una amenaza constante de vuelta al paganismo»53.

			Paganismo totalitario-idolátrico nacionalista que destruye: «el principio de la Economía divina con las “naciones”, es decir, con los hombres agrupados “según sus países, cada uno según su lengua, y según sus clanes»54. El Pontificio Consejo “Justicia y Paz” matiza aún más: «En particular, es moralmente inaceptable cualquier teoría o comportamiento inspirados en el racismo y en la discriminación racial»55. 

			Para ello, el impresentable presidente-teledirigido, además de haber sido el candidato presentado por la partidocracia de la ultraderecha secesionista catalanista, JxCat, lo fue con el apoyo de la partidocracia de la extrema izquierda radical laicista-comunista secesionista de la CUP. La pasividad premeditada de la partidocracia en el gobierno de España, el neoliberal PP, vio un alivio, un escape casi definitivo para dejar de aplicar el falsariamente aplicado artículo 155 de la Constitución española (1978) y acabar la legislatura con la aprobación (apañada con el nacionalismo secesionista vasco-etarra filoterrorista del PNV) de los presupuestos generales del estado, acosta de su rendición a los nacionalismos vasco-etarra-navarro y catalanista, y la traición constitucional, moral, ética y jurídica al Estado de derecho, a España. 

			Se volvía a la nefasta y antidemocrática situación del independentismo golpista catalanista, pero a peor, porque la autocrática autonomía secesionista de Cataluña retrocedía a los años veinte, treinta y cuarenta del siglo xx cuando, en Europa y en España, imperaban los postulados racistas, xenófobos y guerracivilistas de los estados terroristas, de los totalitarismos nacionalistas del fascismo, el nazismo, el socialismo y el comunismo.

			XI

			Fin del Gobierno de la partidocracia del Partido Popular (PP) por la moción de censura de la partidocracia del Partido Socialista Obrero Español (PSOE)

			El 31 de mayo de 2018 llegó la primera moción de censura que triunfaba en la mediocre y fracasada democracia monárquico-parlamentaria del Reino de España, fragmentado por los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, y los intereses de las partidocracias. Vino de la mano maquinadora de la partidocracia neosocialista socialdemócrata corrupto-laicista que más ha controlado y distorsionado el Estado de derecho de la maltrecha Constitución española de 1978: el Partido Socialista Obrero Español. Pero también de la estructura oligárquica endogámica que ha funcionado en España desde 1978 dentro de las partidocracias, es decir, la negativa a dimitir o a ser sustituido por otro candidato de transición de su aparato oligárquico hasta haber convocado unas nuevas elecciones generales, de quien era hasta entonces el presidente neoliberal socialdemócrata del Gobierno español de la XII Legislatura, don Mariano Rajoy Brey. 

			No se hizo esto, que le fue propuesto por la ultraconservadora partidocracia separatista vasco-filoterrorista del PNV, porque el presidente don Mariano Rajoy Brey y las luchas intestinas en su partidocracia pensaban en sus propios intereses personales y no en el bien común de todos los españoles, los cuales tenían el derecho y el deber de que hubiera habido unas nuevas elecciones para elegir en las urnas su propio destino político y no la imposición por un golpe de estado mediático-político de una moción de censura que favorecía a quienes eran los enemigos de España con el consentimiento y el colaboracionismo ya habitual en la historia contemporánea de España, de la partidocracia neosocialista del PSOE. Con los peores resultados de la historia de su partidocracia en votos, sin haber ganado las últimas elecciones generales y con una minoría parlamentaria de 85 escaños en el Congreso de los Diputados, se alzó con la Presidencia, quien había pactado en algunos puntos políticos con el PP, al cual luego traicionó el taimado psicopático don Pedro Sánchez Pérez-Castejón (1972), el secretario general del PSOE, pero con el apoyo de veintidós partidocracias neopopulistas e inmigracionistas de extrema izquierda como los neocomunistas de Podemos, los neocomunistas del nacionalismo secesionista vasco-etarra terrorista Batasuna/Bildu y los golpistas neocomunistas secesionistas catalanes de ERC.

			Se había llegado a un pacto para formar un gobierno con diecisiete ministerios, con el feminismo radical neosocialistacomunista de marketing mediático-político socialdemócrata de apariencia europeísta con estabilidad fiscal y rigor presupuestario, pero sin crisis económica y para ganar las siguientes elecciones. 

			Todo se había maquinado antes con unos pactos soterrados para un golpe de estado por medio de una moción de censura legalista, pero sin el voto de unas elecciones generales, llegando al poder de la mano de un frente popular guerracivilista con la colaboración de las también partidocracias ultraderechistas independentistas: la del nacionalismo secesionista vasco-etarra, el PNV, que con gobiernos anteriores había pactado y saqueado las arcas de los españoles para luego también traicionar al PP, y de la partidocracia del secesionismo catalanista del golpe de estado, la partidocracia PDeCat.

			Quedó derrotada la partidocracia neoliberal socialdemócrata corrupto-laicista en el gobierno, el PP, a ello contribuyó la bisagra parlamentaria de la partidocracia neoliberal de centro izquierda-derecha socialdemócrata laicista, Ciudadanos, quien, al igual que las demás partidocracias encabezadas por el golpe efectista de la moción de censura del PSOE, se lanzaron a desalojarlo del poder por la sentencia no firme de otro de los más escandalosos casos de corrupción del PP, el caso Gürtel, sentencia judicial que se había elaborado para propiciar la moción de censura y desalojar del Gobierno a la partidocracia neoliberal del PP, donde jugó un papel clave la imparcialidad de un controvertido juez retroprogresista. La partidocracia comodín de Ciudadanos exigía elecciones anticipadas y abandonar su apoyo parlamentario al PP.

			De nada la sirvió a la partidocracia neoliberal en el poder del Estado español, al Partido Popular, sacar a España de una crisis económica producida por las anteriores políticas ruinosas y populistas del socialismo zapateril en el poder y colocar el crecimiento de la economía española en el 3 % para el año 2018, pero con una descomunal deuda pública del 97,5 % del PIB, contraída por las despilfarradoras y deficitarias autocráticas autonomías que contabilizaría 1,173.350 millones de euros y una preocupante tasa de paro del 15,4 %, de 3,5 millones con altísimas estadísticas de trabajo temporal no deseado y de desempleo de larga duración. 

			La política no es el materialismo economicista de las sociedades del bienestar utópico o distópico del individualismo neoliberal o del colectivismo neosocialista y neocomunista. 

			La dignidad integral de la sociedad española se fundamenta en las personas interrelacionadas que deben ejercer derechos y deberes con justicia, igualdad, libertad y verdad sin estar esclavizados a las tramas de los poderes político-ideológicos, que impiden el bien común con las corrupciones económicas y políticas, hijas de la posverdad del relativismo dictatorial.

			La obsesión economicista neoliberal, confiscatoria e intervencionista de la clase media española sirvió para salir de la crisis al Estado y a las élites financieras y bancarias, pero aplicó y no modificó las políticas intervencionistas y de imposición parlamentaria y jurídica, contrarias a la Constitución española de 1978 y a la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948), ya que llevó a cabo la ingeniería social y político-mediática, neomarxista y neoliberal, del Nuevo Orden Mundial con los vejatorios nuevos derechos de la discriminatoria ideología de género: la legalización y aceptación definitiva del mal llamado derecho al aborto o al suicidio asistido, este último malintencionadamente llamado eutanasia; la censura y persecución legalista contra los defensores de la dignidad y el derecho a la vida del embrión y el feto o de los ancianos en precariedad física, así como de los enfermos terminales.

			Tampoco la partidocracia del PP —como cobarde copiadora de las agendas globalistas sociológico-antihistóricas del retroprogresismo de neosocialistas y neocomunistas marxistoides y de los nacionalismos independentistas, decimonónicos— anularía o, como mínimo, debería haber modificado los pactos con los nacionalismos secesionistas y filoterroristas que rompían la solidaridad y la equidad en la utópica o distópica sociedad del bienestar con beneficios económicos, sociales, educativos y sanitarios para ellos, pero no con igualdad para todas las regiones de España; como tampoco eliminó la guerracivilista Ley de la Memoria Histórica de la partidocracia cainita, del PSOE, falsificadora de toda la historia española, antes, durante y después de la muerta, enterrada y desenterrada dictadura franquista (1939-1975): el siempre eterno cadáver del franquismo, necrófilo tótem, idolatrado por las partidocracias hispanófobo-laicistas de la izquierda y la ultraizquierda, y sus aliados los nacionalismos secesionistas y terroristas, pero también por la cobarde y traidora aquiescencia de las partidocracias neoliberales retroprogresistas de centro izquierda y centro derecha.
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			XII

			Gobierno de la dictadura marketing neonacional socialista comunista, chino-soviético-chavista-bolivariano, capitalista y frente populista e inmigracionista tras las elecciones generales 2019: el camarada rojo de la roja coronavirus COVID-19

			Cuando regresó al poder, uno de los primeros pasos calculados, ya pactados con el nacionalismos secesionista catalán, del gobierno neosociata-feminista del marketing mediático-político en funciones, heredero de la izquierda neonacionalsocialista populista zapateril del PSOE, fue hacer creer mediáticamente que había sido la anterior partidocracia gobernante la que había ejecutado el levantamiento del control de la supervisión de las cuentas de financiación a la autocrático-golpista Generalitat catalanista cuando fue realizado, antes de ser desalojado, por el anterior gobierno al haberse acabado la farsante aplicación del artículo 155 de la Constitución española, la traicionera partidocracia de centro-derecha neoliberal socialdemócrata del Partido Popular. 

			De este modo, el golpismo independentista catalanista volvía a tomar a su antojo la utilización del dinero de todos los españoles para proseguir financiando su proceso de independencia de una fantasiosa república independiente: se reabrieron las embajadas independentistas antiespañolas; se aprobaría una inconstitucional ley en favor de la glosolatría etnolingüística nacionalista contra la presencia educativa y administrativa de nuestra secular lengua española en las autocráticas autonomías, no solo de las vasco-navarro-etarra terroristas y catalanistas, invasoras etnolingüísticas de otras regiones, sino también de otras lenguas minoritarias como el valenciano e incluso dialectos como el bable asturiano, de escaso valor histórico cultural, que son cooficiales; se volvió a inyectar millonarias partidas para los medios de comunicación secesionistas como la hispanicida televisión autocrática catalana con el dinero público de los impuestos de todos los españoles, permitiendo su radio de acción a los míticos países del pancatalanismo secesionista de Aragón, Valencia y las islas Baleares.

			De igual forma, se relevó de los altos cargos de la policía autocrática a quienes no eran independentistas manifiestos; además, como estaba previsto, se dieron órdenes el Poder Judicial para el acercamiento a Cataluña y posterior liberación de los presos golpistas del secesionismo catalanista; y, como no iba a ser menos, se concedió a la partidocracia vasco-etarra secesionista del PNV el seguir acercando al imaginario País Vasco para luego soltar a los asesinos terroristas de la ETA presos y sin querer eliminar, cosa que tampoco hizo la partidocracia neoliberal de centro derecha del PP, las inicuas disposiciones de la doctrina Parot y la Vía Nanclares. Esta última también era un proyecto de reducciones de penas carcelarias, reinserción de los presos terroristas vasco-etarras para que abandonasen la violencia y pidiesen perdón a las víctimas del terrorismo independentista. De esta forma, la partidocracia neosocialista del PSOE en el poder por otro golpe de estado frentepopulista del izquierdismo y de los independentismos antiespañoles secesionistas, como antes la partidocracia neoliberal centro-derecha del PP, seguía insultado y mancillando la memoria y la dignidad de todas las víctimas provocadas por el leninismo-comunismo secesionista del terrorismo vasco-etarra.

			La demagogia histórica de la partidocracia del PSOE también llegó con el control de los poderes públicos y fácticos del Estado, como Radio Televisión Española. Este ente público lo puso en manos del ministerio sin cartera de la partidocracia radical-laicista anticatólica neocomunista de Podemos y los nacionalismos secesionistas y terroristas para el control ideológico-izquierdista de este medio, como un asalto inconstitucional al mismo, y así favorecer a otros medios de comunicación públicos y privados afines y privilegiados con prebendas públicas. 

			El secretario de esta partidocracia que tenía el ministerio M-18 sin cartera también se encargaría de ser el interlocutor entre el presidente ocupa del Gobierno neonacional socialista comunista-marquetiniano frente-populista e inmigracionista y los nacionalismos secesionistas y terroristas catalanista y vasco-etarra.

			Se volvía a su historial delictivo de distorsionar y traicionar la Constitución española de 1978 y repetir las populistas políticas del buenismo demagógico neonacional socialista comunista a costa del despilfarro del erario público y de impuestos confiscatorios como la utilización publicitaria de la inmigración ilegal de Europa del levante y el sur de Mediterráneo español con la apertura y acogida de las fronteras al tráfico de seres humanos en manos de las mafias de África y Asia, dándoles salarios de permanencia indefinida y la gratuidad de la sanidad pública universal para todos los inmigrantes ilegales, vinieran de donde vinieran.

			Falsariamente, se arrepintió y arrepentiría por interesados cálculos políticos electoralistas de la reforma laboral y de la financiación de las autocráticas autonomías, pero no de la propaganda marketing del aumento exacerbado del gasto público social con una mísera subida de las pensiones, el restablecimiento de la gratuidad de la sanidad universal, la supresión momentánea de los peajes de algunas autopistas: todo esto con más y más impuestos que afectarían a los trabajadores de la clase media del sector privado y pequeñas empresas, perjudicando a la creación de empleo y al crecimiento económico, la subida de impuestos a las empresas tecnológicas, a la banca y a las rentas altas.

			El gobierno de coalición-cohabitación neonacional socialista comunista ocupa, sometido y prisionero de la extrema izquierda y de los nacionalismos secesionistas y terroristas, mientras se cruzaba de brazos e inoperancia ante los insultos, desprecios y desplantes a la institución monárquica representada por Felipe VI por parte de la ultraizquierda neocomunistas y terrorista y no digamos del nacionalismo secesionista en Cataluña, a principios de julio de 2018, tuvo que impugnar ante el Tribunal Constitucional, lo que ya este había anulado con el anterior gobierno del PP: la vuelta a la vía unilateral, a la inconstitucional autodeterminación e independencia por las partidocracias del nacionalismo secesionista catalanista, que volvieron a proclamarla en el parlamento autocrático, recordando lo que hicieron en el año 2015, ya que aprobaron una moción golpista que proponía llevar a cabo «la firme voluntad de alcanzar y culminar la independencia de Cataluña», justificándolo con el referéndum pucherazo del 1 de octubre y los resultados favorables de las elecciones autonómicas del 21-D. Dicha moción fue anulada por el Tribunal Constitucional.

			Y, aún más, tras la decisión de un tribunal regional alemán de no reconocer el delito de rebelión del autoexiliado expresidente golpista, sino solo el delito de malversación, los nacionalistas secesionistas exigieron al ególatra, cínico y plagiario presidente ocupa del gobierno neonacioanal socialista comunista de España, que, tras permitir el traslado de los golpistas secesionistas de la prisión de Madrid a Cataluña, también llevara a cabo la desactivación del partido de derecha liberal conservador, el cual aún no tenía representación parlamentaria en las Cortes Generales del Congreso y el Senado, VOX, para que se anulase la acusación popular que sus representantes habían ejercido contra el golpe de estado catalanista y se presionara en el mismo sentido a la acusación pública de la Fiscalía del Tribunal Supremo. 

			Las históricas prácticas traicioneras del socialismo, fuera o dentro del poder, desde los orígenes marxistas del mismo, siempre han provocado nefastas consecuencias para España y Europa, ya que tras más de cuarenta años de democracia monárquico parlamentaria no representativa, llevó a cabo lo que nunca tuvo lugar en España, la independencia de los tres poderes del Estado de derecho ordenancista, ya que ha sido el poder ejecutivo quien siempre controló al legislativo y al judicial. Esto favoreció el crecimiento y la influencia decisiva de los nacionalismos secesionistas y terroristas.

			Con ellos fue manifiesta la convivencia y connivencia de la bipartidocracia PSOE-PP en el control de los poderes institucionales del Estado de derecho ordenancista, con estos máximos enemigos de la unidad y la soberanía histórica de España desde el siglo xix. A ellos se le concedieron privilegios contrarios el bien común de la solidaridad y la igualdad entre las demás regiones de España, que se convirtieron en autocráticas autonomías de primera (las nacionalistas independentistas y terroristas) y las demás, de segunda, tercera o cuarta categoría por un ordenamiento constitucional y de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948), consensuada, arbitraria y relativistamente utilizada por los intereses de las partidocracias. 

			De los cánceres secesionistas y terroristas del nacionalismo vasco-navarro-etarra terrorista y del catalanista, hispanófobos, surgieron las metástasis cancerígenas de otros nacionalismos aspirantes al secesionismo como el valenciano, el balear, el gallego. Y, con el gobierno ocupa laicista anticatólico del neonacional socialista comunista inmigracionista del PSOE, el de la comunidad autocrático-autonómica de Aragón, donde también gobernaba desde 2015 sin haber ganado las elecciones autonómicas, gracias a los votos que le cedieron la ultraizquierda neocomunista de Podemos e Izquierda Unida y los soberanistas separatistas de la partidocracia que propugnaba el derecho a decidir y la autodeterminación, la Chunta Aragonesista. Se promulgó y proclamó una ley anticonstitucional, que promovía la mentira antihistórica de todos los nacionalismos independentistas, que Aragón «ostenta una identidad y un espacio jurídico, político y cultural propios», muchísimos siglos antes que España.

			Antes, durante y después de los cien días de un desgobierno neonacional socialista comunista de frente populachero, guerracivilista retroactivo y del guerrasexualismo del feminismo radical supremacista, se manifestaron las contradicciones y ratificaciones, así como los vaticinios de un gobierno ocupa, no respaldado por las urnas sino por los nacionalismos secesionistas y terroristas y la ultraizquierda, que utilizaba para gobernar los decretazos ley, como lo hicieron los revolucionarios sanguinarios jacobinos, los soviéticos bolcheviques o las dictaduras de izquierda o derecha bananero-sudamericanas: 

			—En agosto de 2018, se sufrió la máxima tasa histórica de parados, que no se repetía desde el también gobierno neonacional socialista del expresidente laicista anticatólico de don José Luis Rodríguez Zapatero (legislaturas 2004-2011).

			—Como en la anterior partidocracia en poder, la neoliberal del PP, vino la pasividad consentida y, aún más y peor, la pasividad consentida y pactada con sus compinches de poder, los autócratas del secesionismo de Cataluña, que insistían con la violencia mediático-política, en reivindicar un referéndum para una inconstitucional autodeterminación de una ficticia república catalanista, xenófoba, hispanófoba, excluyente y racista.

			—Los reaccionarios ataques laicistas de socialistas y comunistas a la enseñanza concertada de mayoría cristiana católica y a la constitucional presencia de la asignatura de Religión católica en la enseñanza pública, impidiéndole que ampliara la demanda social de las familias, atentando contra la libertad de enseñanza protegida por la Constitución española (1978) y la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948), así como también la laicista secular y obsesiva intención de determinar cuáles son los bienes inmatriculados por la Iglesia católica para apropiarse de ellos, empleando y tergiversando la legislación de Estado para ejecutar «una desamortización encubierta» contra el Estado de derecho y el derecho a la propiedad privada de unos bienes patrimoniales de veinte siglos al servicio del bien común de todos los españoles.

			—El abuso de poder con costosísimos por innecesarios nombramientos nepotistas de innumerables asesores y cargos políticos para agradecer los servicios y apoyos prestados al presidente del gobierno. Algunos ministros dimitieron, uno por cuestiones no zanjadas debidamente con Hacienda al hacer sociedades patrimoniales interpuestas para eludir el pago de impuestos o tener información financiera privilegiada para sacar provecho monetario, pero otros no. Por esto y otras cuestiones de ética, como una ministra ultrafeminista, que coló un máster universitario sobre la neomarxista y neoliberal ideología de género, plagiado y regalado de forma nepotista, como tampoco lo hizo por la mediocre tesis doctoral sobre diplomacia y economía española el doctor presidente ocupa en el gobierno. Durante varios años prohibida su consulta, se puso en evidencia, por algunos apartados de plagio, ante lo cual, no dimitió, como así hubiera acontecido en cualquier nación democrática avanzada y consolidada sin políticos mediocres. 

			Como tampoco dimitió la fiscal y ministra de Justicia, enfangada en escándalos relacionados con las cloacas del Estado, cloacas policiales, judiciales y políticas, alimentadas por las dos partidocracias en el poder, PSOE-PP, a la cual se pedía su dimisión o sustitución porque un informe sobre la relación entre el Ejecutivo y la Fiscalía General del Estado de la Unión Europea indicaba que la labor de la Fiscalía tenía que ser «imparcial, objetiva y libre de cualquier influencia, en particular de naturaleza política».

			—Se acentuaba el acoso y control totalitario de los medios de comunicación no afines a las partidocracias de izquierdas, ultraizquierdas y los nacionalismos secesionistas y terroristas, intentando cambiar la Ley de Prensa para afianzarse en los poderes estatales coartando la libertad de información y expresión.

			—No faltó el intento fallido de anular la representatividad constitucional del Senado por medio de una ley sobre la violencia de género, para, y a través de ella, aprobar los Presupuestos Generales del Estado (PGE) con más gastos perniciosos para la deuda pública.

			—Sobrevino la necrófila exhumación del cadáver de quien fue vencedor de la Guerra Civil (1936-39), provocada por los asesinatos y golpes de estado del Frente Popular formado por socialistas, comunistas, anarquistas y el nacionalismo separatista, como el nacionalismo catalanista desde el comienzo de la nefanda II República (1931-6), el dictador Francisco Franco Bahamonde (1892-1975). Era otra tapadera marketiniana de la ineptitud para gobernar para todos los españoles, para ganar política y mediáticamente con la dictatorial y falsificadora Ley de memoria histórica zapateril, la Guerra Civil, y para silenciar el desplazamiento al mítico-autocrático País Vasco de los asesinos terroristas vasco-etarras, presos en las cárceles del Estado de las que nunca deberían haber salido, los cuales seguían practicando el terrorismo institucional hispanicida en su autocrático microestado de la mitológica Euskal Herria. A ello se añadía la permisividad en el año 2018, tanto con la partidocracia neoliberal de centro derecha del PP en el gobierno como el asalto al mismo por la partidocracia neonacional socialista comunista del PSOE al permitir 192 actos de enaltecimiento del terrorismo y humillación de las víctimas en Vascongadas y Navarra sin que interviniera la Fiscalía del Estado.

			—Odio y necrofilia al franquismo del frente populismo del neonacional socialismo comunista de la ultraizquierdista y los nacionalismos secesionistas y terroristas vasco-etarra y catalanistas; pero sumisión ante al islamismo, porque la fiscal ministra de Justicia viajó a Marruecos y, con la testa cubierta por el discriminador hiyab o pañuelo musulmán, rindió honores ante el mausoleo donde yacían los cadáveres de los dos últimos sátrapas-dictadores musulmanes de la dinastía alauita, Muhammad V (1909-1961) y su hijo heredero Hassan II (1929-1999), príncipe de los creyentes musulmanes por considerarse descendiente directo del fundador del islam, Mahoma (h. 570 d.C.). Y, como su heredero actual, Mohamed VI (1963), nunca han permitido la autodeterminación aprobada en 1991 por la ONU de el que fuera Sahara Occidental español y donde Marruecos ha llevado a término una genocida limpieza étnica de los saharauis que han buscado refugio en Argelia tras la entrega traidora, según los documentos desclasificados de la CIA, por parte del que aún no era rey de España, sino príncipe, y jefe de Estado en funciones al caer enfermo el dictador Francisco Franco, el borbón Juan Carlos I, que se decidió a colaborar con los Estados Unidos por sus intereses geoestratégicos de la Guerra Fría frente la dictadura imperialista comunista de la URSS y de esta forma lo apoyase a su llegada a la jefatura del Estado.

			El primero, Muhammad V, fue quien, al comienzo de la Guerra Civil española (1936), apoyó y ayudó con tropas al alzamiento del generalísimo Francisco Franco Bahamonde (1892-1975), alzamiento, que comenzó en Marruecos. Su intención era que la dictadura de Francisco Franco también le apoyara en lograr la independencia del protectorado francés de Marruecos que era una colonia de Francia, a la cual se negó al principio, pero luego sí lo reconoció como sultán de Marruecos en el exilio, cuando fue desterrado por Francia, y, más tarde, le cedió el protectorado español de Marruecos cuando logró que Francia les concediera la independencia y terminara la guerra civil entre marroquíes.

			—La no venta pacifista y luego venta más que pacifista de bombas láser de alta precisión y corbetas a la teocrática dictadura islámica de Arabia Saudita para emplearlas en la guerra contra el Yemen con el inmoral pretexto de evitar enviar al paro a los trabajadores de los astilleros navales de la empresa Navantia, situados en el perpetuo feudo posfranquista socialista de la autocrática comunidad autónoma de Andalucía, que, junto a la autocrática comunidad autónoma de Extremadura, también socialista, eran las regiones con más parados de España y Europa, y la primera, asaltada constantemente en sus costas por las mafias del narcotráfico y el inhumano tráfico de emigrantes desde África. El gobierno neonacional socialista comunista de un presidente ocupa en el poder argumentó, con descaro, que las bombas de precisión láser que se vendieron a la dictadura islámica de Arabia Saudita no se iban a equivocar matando a civiles yemeníes.

			Por estos avatares de política exterior inoperante, inexistente, salvo para hacer un viaje tras otro de marketing populista y electoral por medio planeta Tierra, llegó, mientras el presidente ocupa del Palacio de la Moncloa, una visita de sus colegas socialistas y comunistas de la dictadura violadora de los derechos humanos, Cuba. Mientras tanto, el prepotente enemigo histórico de España, Reino Unido, con el pretexto del brexit y la traidora colaboración de la Unión Europea, es decir, la ruptura económica, comercial y financiera definitiva del Reino Unido, logró que la colonia británica del peñón de Gibraltar se viera favorecida. 

			La ineptitud diplomática del gobierno neonacional socialista comunista no logró alcanzar unos acuerdos ni unas garantías jurídicas fiables sobre la afrenta histórica de trescientos años de la colonia-paraíso fiscal del blanqueo de dinero y otras mafias relacionadas con el narcotráfico y el contrabando. Como tampoco importaba poco que la Unión Europea reconociera o no, lo ya reconocido desde su invasión, que el peñón de Gibraltar es una colonia más del languidecido Imperio británico. Así lo reconoció el Tribunal de Justicia de la Unión Europea e innumerables resoluciones de la Asamblea General de la ONU.

			Y no acabó aquí la inoperante política exterior ultraizquierdista, en contra de lo que hacían la Unión Europea, Estados Unidos, Canadá y otras naciones hispanoamericanas sin narcodictaduras chavista-bolivarianas comunistas socialistas. Estas últimas estaban aliadas con los imperialismos político-económicos de la neocomunista Rusia y la capitalista-comunista China. El gobierno ocupa de España del neonacional socialismo comunista e inmigracionista se posicionó en la ambigüedad interesada, es decir, en lo que marcaban los intereses de su partidocracia y los de sus socios comunistas radicales que lo mantenían en el poder: estar aliados con la narcodictadura socialista-comunista chavista-bolivariana de Venezuela en manos del tirano Nicolás Maduro Moros (1962) y su partidocracia totalitario revolucionaria, el Partido Socialista Unido de Venezuela (PSUV). Se pedía unas nuevas elecciones democráticas y no controladas por el dictador porque Venezuela estaba en la miseria económica, social, moral y constitucional por la violación de los derechos humanos, de la que aspiraba sacar el presidente elegido de la Asamblea Nacional Venezolana, Juan Gerardo Guaidó (1983), perteneciente a la partidocracia de centro izquierda socialista progresista, Voluntad Popular (VP). 

			La jerarquía católica venezolana también se vio perseguida por el dictador bolivariano socialista de Nicolás Maduro Moros, pero no dudó en ayudar y ponerse junto al pueblo en hambruna, persecuciones, exilio y asesinatos. 

			Mientras en el Vaticano, el papa Francisco, Jorge Mario Bergoglio (1936), de consabida y explicitada tendencia izquierdista-peronista, marcó un distanciamiento neutral, equidistante, porque los dos líderes venezolanos, el socialdemócrata socialista y el dictador comunista socialista bolivariano revolucionario, eran de la misma tendencia. 

			Esta neutralidad izquierdista era dejar en el olvido la doctrina social de la Iglesia católica, que, desde el siglo xix con León XIII (1810-1903), cuando surgen las laicistas y totalitarias revoluciones masónicas del liberalismo capitalista y del socialismo y el comunismo colectivista, rechaza cualquier atentado contra la justicia y dignidad de las personas y las naciones, que luego llevaron a cabo el también terrorismo de estado con el nazismo y el fascismo, el socialismo y el comunismo soviético o chino.

			En esta cuestión como en otras, no se tuvo ningún reparo moral ni constitucional para la tiránica utilización mediático-política de la empresa pública del Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) con el fin de cocinar las encuestas sobre la intención de voto, según los intereses pluripartidocráticos del gobierno y sus socios del poder de la ultraizquierda bolchevique chavista-bolivariana y los nacionalismos secesionistas y terroristas, y así demoler demoscópicamente a las partidocracias neoliberales en la oposición, el PP y Ciudadanos. 

			No tardó en asomar sus garras la desaceleración a finales de 2018 de la economía española por razones obvias que se auguraban, debido a la situación de la gobernabilidad del Estado con una fragmentación parlamentaria, sin mayoría en las dos cámaras, y dependiente en el Congreso de los diputados del frente populismo de la ultraizquierda laicista anticatólica- neocomunista antisistema de Podemos y de los aliados secesionistas y terroristas vasco-etarras y del golpismo catalanista. 

			La deuda pública aumentaba a finales del año 2018 al 98 % del PIB, y tanto el Fondo Monetario Internacional como la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos advirtieron de la rebaja del crecimiento económico al 2,6 % que se estaba produciendo en España, señalándole la necesidad urgente de la subida del IVA, la eliminación de las deducciones y que la subida de los impuestos fiscales debía ser comedida para no impedir el crecimiento económico. A ello se uniría el incremento de la deuda pública, en 1.173.350 millones de euros, el 97,5 % del PIB, colocando a España en una de las naciones del mundo con más deuda pública, cuyo aumento no pararía.

			Esto se escenificaría con lo nunca visto en los más de cuarenta años de democracia fallida, que un gobierno neonacional socialista comunista firmase un pacto-programa electoral con el ultraizquierdismo de los neocomunistas de Podemos. Pacto-programa que llevaba el logotipo radical de esta partidocracia y el del Gobierno, para que en un futuro próximo se aprobaran unos PGE, ultraizquierdistas y secesionistas terroristas, como así sucedería. 

			Para ello, el líder ultraizquierdista —ejerciendo como negociador-vicepresidente de facto y con el consentimiento del presidente neonacionalsocialista radical laicista anticatólico en el gobierno de España, siendo conocedor de la reprobación anticonstitucional del parlamento autocrático de Cataluña de la institución monárquica— se reuniría con el líder golpista y sedicioso catalanista en la cárcel (que gozaba de despacho oficial y privilegios de la Generalitat), el líder de la neocomunista anticonstitucional y secesionista ERC, después se reuniría con el autoexiliado expresidente de Generalitat y con los también secesionistas vasco-etarras terroristas nacionalistas para que diesen vía libre a los presupuestos.

			Presupuestos generales, contrarios al alquiler de la vivienda al fijar un precio determinado del mismo, ampliado a cinco años; la subida del impuesto de sociedades del 15 % para agravar a las empresas y perjudicar el empleo; el IRPF, también supuesta y falsamente subido a las rentas más altas de 130.000 euros, que implicaría medidas confiscatorias, como siempre, contra la clase media, con la consiguiente fuga de capitales de las grandes empresas y fortunas; impuestos a las plataformas digitales, que repercutirían en los usuarios de internet de las mismas y no en ellas; el confiscatorio impuesto al diésel en los automóviles; la demagógica y engañifa subida de las pensiones a los más de nueve millones de pensionistas, según el IPC, cuando las reservas de los fondos de pensiones de la Seguridad Social los habían esquilmados y saqueados los alternos gobiernos de la bipartidocracia PP-PSEO-PSOE-PP; subida del salario mínimo interprofesional a 900 euros en el año 2019, en perjuicio de los trabajadores menos cualificados y de las empresas que se dedicarían a pagar en negro o en provocar despidos y se incentivaría la economía sumergida.

			En la misma línea confiscatoria intervencionista del totalitario estado ultraizquierdista PSOE-Podemos, la subida de los impuestos a los trabajadores autónomos al obligarles pagar según sus ganancias. En resumen, el 70 % de la subida de los impuestos afectaría a las rentas medias, bajas y a las medianas y pequeñas empresas (PYMES); sin embargo, no había remedios para el mantenimiento de la subida de los parados con elevadas tasas del paro juvenil y de larga duración (15,3 %), así como de los contratos temporales.

			Tampoco faltaría la totalitaria persecución laicista de las dos partidocracias, la del nacionalsocialismo y de la ultraizquierda de PSOE-Podemos, contra el derecho a la libertad y de conciencia de los creyentes cristianos católicos, nunca contra el islamismo, al contemplar en sus compromisos extrapresupuestarios la eliminación y reforma de los artículos del Código Penal que regulaban aquellos delitos ofensivos a los sentimientos religiosos, a los símbolos históricos, y las injurias a la Monarquía, o penalizaban el enaltecimiento del terrorismo. Algo que siempre han protegido la mayoría de las democracias constitucionales de América o de Europa, como también el derecho a la libertad de comunicación y expresión, que se quería controlar con la reforma de la por ellos llamada ley mordaza, la Ley de Seguridad Ciudadana, y, no faltaba tampoco, el control de todos los medios de comunicación privados y públicos.

			La secta luciferina anticristiana católica de la masonería les alentaría a ello, como también a las partidocracias neoliberales de centro izquierda o derecha laicista anticatólica de Ciudadanos y de centro derecha laicista anticatólica del PP, y a una nueva partidocracia de la populista derecha neoliberal conservadora, VOX, que aspiraba a entrar en las instituciones constitucionales, como el Congreso o el Senado, una excrecencia del Partido Popular, cuyos enemigos políticos y mediáticos calificaban de la ultraderecha fascista.

			Esta nueva partidocracia, aunque no se conoce que se sumara en el 2018 a expresar el «reconocimiento de la honorabilidad de los principios de la Masonería» y de sus ideales «profundamente democráticos»; sin embargo, se les acusaba de tener contacto con ella por medio de asociaciones, movimientos u organización civiles tapaderas de la secta masónica, que simulaban defender valores y principios cristianos católicos para engañar a los posibles e incautos y acobardados votantes pertenecientes a la Iglesia católica. 

			Y por supuesto, VOX, como las demás partidocracias tanto de izquierda, ultraizquierda como nacionalistas secesionistas y centro derecha neoliberal reformista y centro izquierda neoliberal progresista, no se atenía a los principios morales y sociales de la doctrina social de la Iglesia católica, los principios irrenunciables de la moral natural con sus valores espirituales y sociales del bien común.

			Al igual que todas las partidocracias de izquierdas y derechas habidas y por haber en la relativista y amoral España del siglo xxi, VOX, antes de las elecciones generales en abril del año 2019, como partidocracia de la derecha neoliberal conservadora populista, también se alineó con las más influyentes entidades internacionales del Nuevo Orden Mundial, el nomunacionalismo del transhumanismo y el posthumanismo programado desde la ONU, entidades financieras, bancarias e inmobiliarias, empresas, universidades, así como redes sociales de internet y medios de comunicación u organizaciones mafiosas de la masiva inmigración ilegal, todos ellos vinculados al principal promotor del mismo, el filantrópico sionista y protector de la totalitaria ideología de género, el ultraneoliberal, el filántropo-capitalista de izquierdas, el multimillonario húngaro-estadounidense George Soros (1930), que controlaba, además de ONG y fundaciones subvencionadas, a doce jueces izquierdistas y retroprogresistas del desestabilizador social y político de las democracias parlamentarias europeas, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, todos ellos procedentes de las excomunistas naciones balcánicas y bálticas. 

			Uno de los líderes de Nuevo Orden Mundial, el izquierdista usurero globalista del filantrocapitalismo, George Soros, ha sido un enemigo de las identidades históricas nacionales como España, la primera nación y primer estado de Europa. Ha maquinado financiera y económicamente para desestabilizarlas y someterlas a las totalitarias leyes de la ideología de género y a los intereses mercantilistas del Nuevo Orden Mundial, la estructura supranacional del multiculturalismo sin identidades históricas que lidera la ONU.

			Del encuentro de VOX en Londres con estas entidades globalistas, conocieron y supieron de VOX que esta no pretendía ser una partidocracia antisistema ni tampoco antieuropeísta, en nada opuesta a las mercantilistas reglas del juego globalista de las más influyentes organizaciones financieras, bancarias y económicas y de medios de comunicación y redes sociales de América y Europa.

			No solo VOX, sino que también las otras partidocracias neoliberales como la del centro reformista socialdemócrata del PP o la del centro izquierda-derecha veleta de Ciudadanos y, por supuesto, la pluripartidocracia del gobierno neonacional socialista comunista, también habían  mantenido agendas político-económicas con el ultraneoliberal capitalista y globalista totalitario del multiculturalismo sin identidades, George Soros, más en concreto con el presidente del gobierno de la partidocracia neosocialista del PSOE, así como con los grupos políticos y las asociaciones independentistas catalanas financiadas por él y con los autócratas presidentes del microestado secesionista de Cataluña para ayudarles a desestabilizar la unidad y la soberanía histórica y constitucional de España. Cataluña, otro experimento de las revoluciones de color de George Soros, que empiezan, como en Cataluña, con acciones no violentas y si no logran sus objetivos, con la violencia. 

			Con la violencia sistemática, como ocurrió en Estados Unidos, que aprovechándose de la detención y muerte por un policía de un ciudadano negro con antecedentes delictivos, el usurero filantrocapitalista George Soros donó 200 millones de dólares al movimiento revolucionario marxista, a los socialistas y comunistas de justicia racial negra Black Lives Matter Global Network Foundation para que sus violentos activistas del socialismo y comunismo racial anticapitalista, apoyados por el Partido Demócrata, provocaran la destitución o el derrocamiento del evangélico y antiabortista presidente de los Estados Unidos, Donald Trump (1946) del Partido Republicano.

			Para ello, no dudaron en realizar acciones de terrorismo urbano como asaltos a comercios, ataques a comisarías de policía, destrucciones iconoclastas xenófobas y racistas contra símbolos y estatuas, contra las iglesias sobre todo católicas, en definitiva, contra los valores cristianos católicos que constituyen, como en Europa, la histórica identidad hispana de América. Acciones de terrorismo urbano que también se extendieron por otras partes del planeta como Europa, azuzadas por la izquierda y la ultraizquierda.

			Al fin y el cabo, las partidocracias en el poder no hacían sino agradecer, sumisamente, el poder político, económico y financiero de la secta masónica, de la cual nacieron desde la sangrienta jacobina Revolución francesa anticatólica, pasando luego por las también sangrientas revoluciones liberales, socialistas y comunistas, y, desde finales del siglo xx, la totalitaria y antiley natural: la neomarxista y neoliberal ideología de género del pansexualismo, que promovió y promueve los falaces antiderechos del aborto provocado y de la eutanasia directa-provocada.

			Era tal la situación de decadencia política, moral y constitucional, provocada por las ideologías más nefastas en la historia contemporánea de España desde el siglo xix, la izquierda y las ultraizquierdas bolchevique chavista-bolivarianas, junto a los anacrónicos y reaccionarios nacionalismos secesionistas y terroristas, vasco-etarra y catalanistas, pero con más culpabilidad histórica la izquierda de la partidocracia del PSOE que las partidocracias neoliberales en la oposición parlamentaria, PP y Ciudadanos, que se unieron para reconvertirse de nuevo en partidocracias constitucionalistas cuando el 24 de octubre del año 2018 en el Congreso de los diputados acusaron al presidente del gobierno neonacional socialista comunista en funciones de ser cómplice del golpe de Estado por sus vejatorios y anticonstitucionales pactos y prebendas para mantenerse en el poder, como fuera, con los neocomunistas radicales de Podemos y los nacionalistas secesionistas catalanes y vasco-etarras terroristas. 

			El arco parlamentario quedaba, aparentemente, de nuevo bien definido entre las partidocracias constitucionalistas y las partidocracias anticonstitucionalistas, como antes había acontecido, pero con matices, cuando en la anterior Legislatura gobernaba la partidocracia neoliberal de centro derecha socialdemócrata, ahora reconvertida en neoliberal reformista, el PP, que contó con las partidocracias del neosocialismo PSOE y de la neoliberal de centro izquierda o derecha socialdemócrata retroprogresista de Ciudadanos para simular la aplicación, sin aplicarlo con todo la legitimidad jurídica constitucional, el artículo 155 de la Constitución española (1978), con el que no se neutralizó el golpe de Estado del nacionalismo secesionista catalanista por la cobardía moral y constitucional del anterior presidente del gobierno. 

			Todo, absolutamente todo, era pura apariencia y componendas políticas, porque, cuando se hubo de nombrar a los componentes del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ), se confeccionó un cambalache propio de las tiranías democráticas o democracias totalitarias político-mediáticas: salvo la partidocracia, veleta, neoliberal de centro izquierda o derecha de Ciudadanos, que se negó a participar, la partidocracia centro derecha neoliberal reformista del PP, que tenía mayoría en el mismo, pactó con las retroprogresistas partidocracias neonacional socialistas del PSOE y de la ultraizquierda neocomunista chavista-bolivariana bolchevique de Podemos, más las partidocracias independentistas, dársela a ellas para que colocaran al presidente y a jueces proclives a las mismas y al proceso judicial que se llevaría a cabo para inculpar por delito de sedición, y no de rebelión, a los golpistas del secesionismo catalán. 

			Sin embargo, este infame pacto de las partidocracias PSOE-PP para repartirse el control de los jueces se rompió cuando, con toda la dignidad, el juez que iba a ser nombrado presidente del CGPJ renunció al nombramiento pactado para proseguir como juez vocal.

			Las partidocracias constitucionalistas, que no constitucionales, se repartieron el control de los jueces del Consejo General del Poder Judicial en detrimento del bien común de la verdad de la justicia en España, falsificando los fundamentos del Estado de derecho dado por la Constitución española de 1978, constitución vaciada, desquiciada, consensuada para distorsionarla por todas las partidocracias y los nacionalismos partidocráticos, hispanófobos independentistas.

			Como tampoco se estaba haciendo con el gobierno neonacional socialista comunista de ultraizquierda, porque los magistrados de la Fiscalía y la Abogacía del Estado, y, sobre todo, el Tribunal Supremo denunciaron presiones directas del gobierno para que descartaran y maquillaran el delito de rebelión del golpismo secesionista catalán por el delito de sedición y malversación para así propiciar una rápida salida de prisión de los golpistas catalanes con la condición de apoyar los Presupuestos Generales del Estado. Denuncias que luego se concretaron en que la Abogacía del Estado por intromisión, presión e imposición demagógica del Ejecutivo, del Gobierno neonacional socialista comunista de ultraizquierda, eliminó el delito de rebelión para dejar solo los delitos de sedición y malversación de fondos públicos, con menos penas que el delito cometido por rebelión por el secesionista golpe de estado. Sin embargo, la Fiscalía diría lo contrario porque acusó de rebelión contra el orden constitucional a los golpistas secesionistas catalanes del alzamiento violento. Poco tardaría el intervencionismo indigno del Ejecutivo, del Gobierno, sobre la Abogacía del Estado cuando tomó la decisión de apartar al abogado que acusaba del delito de rebelión a los golpistas secesionistas catalanes. 

			Y en esta misma decisión intervencionista se mantuvo el Ejecutivo cuando estaba en funciones después de las elecciones generales en el mes de abril de 2019, excluyendo en el proceso del golpe de Estado del secesionismo catalán, el delito de rebelión, en contra de lo que argumentaba el informe jurídico que se presentó en el Tribunal Supremo por la Fiscalía.

			Es el inicuo estilo histórico de 140 años en España de la partidocracia del PSOE, la ultraizquierda bolchevique chavista-bolivariana de Podemos y sus aliados los nacionalismos secesionistas y terroristas distorsionar la legalidad y la constitucionalidad del Estado de derecho, dado por la Constitución española de 1978, un acto reiterado de prevaricación. 

			Era otra más desnaturalización de las instituciones del Estado de derecho, mancillándolas por el despótico intervencionismo del Poder Ejecutivo, de un presidente del gobierno, que antes de ser tal, reconoció el delito de rebelión de los golpistas y sediciosos secesionistas catalanes. Como no pudo llegar al control totalitario de las instituciones de Justicia, optó por otro atajo, por una salida política, inmoral, inconstitucional y antidemocrática: utilizar el indulto para soltar a los golpistas si estos fueran condenados y, de este modo, mantenerse en el poder con el apoyo del golpismo secesionista, la ultraizquierda neocomunista de Podemos y los nacionalismos vasco-etarra terroristas. Se mantenía y mantendría en el poder no con la constitucionalidad democrática de los votos mayoritarios de la sociedad civil, sino con la inconstitucionalidad de los escaños pactados a cambio de destrozar el sistema constitucional y monárquico parlamentario dado por la Constitución española de 1978.

			Más de lo mismo, abuso de poder, demolición lenta del Estado de derecho, en estado líquido de descomposición, cuando también se presionó para remover una sentencia del Tribunal Supremo que determinaba que el impuesto de actos jurídicos documentados, el impuesto que debían pagar los compradores de viviendas con hipotecas lo debía pagar la banca. Al poco tiempo, el Tribunal Supremo dijo lo contrario porque ese impuesto suponía que Hacienda tendría que pagar unos cinco mil millones de euros. 

			Ante semejante actuación degradante de la Justicia y del reiterado intervencionismo del Ejecutivo en la misma, este, para contentar al populismo de la ultraizquierda neocomunista de Podemos, que en la autocracia de la comunidad de Aragón, junto a los votos de las partidocracias neosocialistas del PSOE, de la baturra nacionalista separatista de la Chunta y la neocomunista de Izquierda Unida, habían subido en el año 2016 este impuesto con un tipo impositivo del 50 %, decretó la anulación de la última sentencia de Tribunal Supremo: sería la banca, el sector financiero, quien pagase el referido impuesto de las hipotecas, del cual se beneficiaban también todas las autonomías, cuya recaudación suponía en muchas autocráticas autonomías un abuso, como ocurría en la neosocialista y posfranquista Junta de Andalucía, donde era uno de los más altos. 

			Fuera el que fuera el resultado, de una forma u otra, serían los hipotecados los que seguirían pagando el impuesto, subiendo o bien los tipos de interés o bien las comisiones con otra consecuencia negativa más para la economía y más en concreto en las inversiones inmobiliarias. Y serían las autocráticas comunidades las más favorecidas, ya que las haciendas de las autocráticas comunidades ingresarían mucho más impuesto que con la anterior situación.

			Pero las consecuencias de esta demagógica política neonacional socialista comunista, llegaron con las elecciones a finales del año 2018 en la feudal y autocrática autonomía de Andalucía, donde la partidocracia neosocialista desde siempre en el poder el PSOE-A, a pesar de una participación de apenas del 59 %, y a pesar de ser la lista más votada con 33 escaños (27,95 %), y sin tener la posibilidad de pactar con el neocomunismo de ultraizquierda de Podemos e Izquierda Unida bajo la marca blanca de Andalucía adelante (AA), porque también no aumentó significativamente en escaños al alcanzar diecisiete (16,8 %), perdió el poder, ya que la mayoría parlamentaria se inclinó por las partidocracias de centro derecha neoliberal del PP con veintiséis escaños (20,75 %), de centro izquierda o derecha neoliberal retroprogresista laicista C’s con veintiún escaños (18,27 %) y de la nueva partidocracia neoliberal conservadora de derecha de VOX con doce escaños (10,97 %). 

			La sorpresa fue la irrupción de la partidocracia neoliberal conservadora de derecha, VOX, quien parecía representar el voto de castigo y hastío ante la deriva totalitaria en la política nacional del gobierno neonacional socialista comunista del Frente Popular encabezado por la partidocracia del PSOE y sus aliados anticonstitucionales ultraneocomunistas de Podemos y otros aliados de las radicales izquierdas y las derechas nacionalistas y secesionistas terroristas vasco-etarra y catalanistas. Recibió votos transversales de la protesta, del desencanto y la decepción de las partidocracias anquilosadas, ya que una mayoría procedían de la partidocracia neoliberal de centro derecha y de centro izquierda, pero también de las partidocracias de la izquierda y ultraizquierda. Además, la mitad de sus votantes eran femeninos. 

			VOX, en su programa electoral, se oponía a las autonomías y apostaba por una reforma constitucional para la supresión de ellas por haberse convertido en microestados autocráticos con casi todas las competencias administrativas del Estado. También por oponerse a la invasión de la inmigración ilegal y del islamismo fundamentalista terrorista, el cual también era combatido por la oposición iraní exiliada en Europa, la cual dio a VOX una financiación legal del 80 % para las elecciones europeas del año 2014, grupo islámico opositor a la teocracia terrorista de Irán.

			Por oponerse, con matizaciones partidocráticas, a la totalitaria ideología de género, fomentada por el feminismo radical tanto del neocomunismo y del neosocialismo como del neoliberalismo, que aplicaba un igualitarismo discriminatorio respecto a los hombres, a quien penalmente se criminalizaba frente a la mujer, y además atiborraba de subvenciones millonarias a las organizaciones feministas radicales de izquierdas y a los grupúsculos minoritarios pero influyentes de LGTBI y homosexuales.

			Por oponerse a la totalitaria e izquierdista Ley de Memoria Histórica ya que atentaba contra la verdad  histórica de España, pero, cuando la coalición del gobierno autocrático andaluz —que lo formaban las partidocracias neoliberales de centro izquierda o derecha socialdemócrata de Ciudadanos y de centro derecha neoliberal progresista reformista del PP— determinó continuar con la totalitaria memoria histórica neosocialista al obligar que en la educación secundaria y bachillerato se celebrase el Día de la memoria histórica y democrática para la misma, VOX no dijo nada, guardó silencio, como también lo hizo cuando aprobó los presupuestos de la autocrática comunidad autónoma de Andalucía bajo las mínimas exigencias. Hasta finales del año 2021, solo como estrategia electoralista, dejaría de apoyar los presupuestos por más que esgrimiera que el gobierno autocrática neoliberal del PP no había cumplido los acuerdos pactados para gobernar.

			VOX también decía oponerse a la instrucción ideológica estatalista izquierdista y nacionalista separatista de la educación y promover la libertad de enseñanza con la libre elección de las familias a través del cheque escolar, como en las naciones con democracias más consolidadas de Europa, incentivando una educación integral y la posibilidad de elegir entre la enseñanza privada, concertada y pública.

			De igual modo, abogaba por sustituir el inútil e instrumento de voto caciquil, el Plan de Empleo Rural (PER), luego llamado PAC (Política Agrícola Común) de la Unión Europea; así como por quitar a los pensionistas, reducir la fiscalidad del IRPF y complementar las arcas saqueadas de las pensiones de la Seguridad Social con planes de pensiones privados; también apostaba por eliminar impuestos confiscatorios como el de sucesiones y donaciones; por la eliminación del turismo sanitario del gratis total que perjudicaba a los contribuyentes; por una regulación de los medios de comunicación que no estuvieran en manos del poder mediático-político; por la protección integral de la familia que permita aumentar la demografía que es una de las más bajas del planeta, como segunda nación más envejecida tras de Japón. Y, cómo no, por denunciar un régimen de corrupción institucionalizada de casi cuarenta años de gobiernos socialistas y comunistas en Andalucía, que la abocó a ser una de las regiones con más paro de Europa, el 23 %, y la tercera comunidad con más deuda pública autonómica con 34.000 millones de euros; la segunda, era la autocrática neosocialista y comunista Valencia con 46.322 millones; y la primera, cómo no, la secesionista autocrática Cataluña con 78.759 millones. 

			Andalucía tenía más déficit público que otras regiones y la renta per cápita más baja de España, así con una gran presión fiscal de las más altas, era la que también seguía con más retraso económico, social y cultural por más que se habían empleado en ella multimillonarios fondos en euros para el desarrollo de las regiones más desfavorecidas de Europa, que fueron latrocinados por la telaraña del nepotismo institucionalizado con una administración paralela socialista de 24.000 cargos que formaban parte de los 270.000 empleados en empresas públicas deficitarias, fundaciones y consorcios de latrocinios, despilfarros, corruptelas políticas, sindicales y empresariales controladas y subvencionadas por el socialismo y el comunismo en Andalucía durante casi cuarenta años. 

			Esta administración paralela del caciquismo socialista y sindicalista de extrema izquierda de la UGT y CCOO suponía un agujero multimillonario que superaba al ya escandaloso de los ERE (Expedientes de Regulación de Empleo o Expedientes de Despidos Colectivos).

			La cuestión de gobernar con un pacto, las partidocracias del neoliberalismo de centro derecha y de centro izquierda con el apoyo de la derecha conservadora neoliberal populista de VOX, fue rechazada por las partidocracias de izquierda neosocialista y la ultraizquierda neocomunista e inmigracionista, que al día siguiente de las elecciones no admitieron que cuatrocientos mil votantes andaluces hubiesen dado sus votos a VOX, incitando por los medios de comunicación y las revueltas en las calles de algunas capitales al odio y a la violencia contra VOX, calificándolo de lo que no eran, de fascistas. Tampoco lo admitió el gobierno central frente populista e inmigracionista de la ultraizquierda y sus apoyos, las partidocracias anticonstitucionalistas secesionistas y terroristas vasco-navarro etarra y catalanistas, que acusarían a las partidocracias centro liberales progresistas y reformistas de C’s y del PP de ser antieuropeístas y anticonstitucionales por llevar a cabo pacto con quien ellos consideraban como ultrarradicales, ultraderechistas, la partidocracia neoliberal conservadora populista de derecha, VOX. Pero el pacto se fraguó en enero de 2019 entre las partidocracias neoliberales, pero con el rechazo de la partidocracia veleta o bisagra neoliberal de centro izquierda o derecha progresista, Ciudadanos (C’s), de no pactar con VOX y sí con la partidocracia del PP, y esta con el acuerdo de la populista partidocracia neoliberal conservadora de derecha de VOX de no asumir los postulados para derogar la totalitaria ley de violencia de género, ya que la misma había sido aprobada por consenso de todas las partidocracias el Parlamento nacional. 

			VOX se estaba convirtiendo en otra partidocracia más oportunista, en una muleta de la partidocracia neoliberal de centro derecha reformista del PP, de donde provenía.

			El prometido cambio en Andalucía debió ser un hecho histórico a escala nacional, ya que se terminaba con un régimen socialista estatalista, intervencionista del nepotismo y la corrupción de casi cuarenta años sin dejar el poder. Cosa que nunca aceptó, como históricamente así ha sido en España desde la II República (1931-36), la izquierda neosocialista aliada con la ultraizquierda neocomunista inmigracionista, ya que cuando en enero de 2019 se estaba llevando a cabo la toma de posesión del nuevo y único gobierno neoliberal en Andalucía de centro derecha reformista y de centro izquierda progresista, junto a una nueva partidocracia neoliberal conservadora aliada con el centro derecha reformista, pero no aceptada por el centro izquierda neoliberal progresista. El parlamento autonómico fue rodeado con manifestaciones convocadas por los perdedores de las elecciones. Representaban a alrededor de más de 2000 asociaciones, grupos, movimientos y organizaciones sindicalistas de izquierdas neosocialistas y neocomunistas, la inmensa mayoría de ellos eran del feminismo radical subvencionado con los impuestos de todos los españoles. 

			Sin embargo, tras cien días en el gobierno autocrático andaluz, el prometido cambio total no era factible por el complicado entramado nepotista y de corruptelas socialistas de cuarenta años. Una vez en el poder autocrático de la Junta de Andalucía, las partidocracias neoliberales capitalistas del centrismo polivalente y del conservadurismo neoliberal de la derecha populista de VOX se encontraron con la monstruosa burocracia amañada por la partidocracia neosocialista de la corrupción y el nepotismo institucionalizado. El PSOE había dejado un tremendo agujero de deuda pública de 7000 millones de euros. Se hicieron auditorías de más de 70 chiringuitos y otros más de 200 organismos, entidades que habían latrocinado al erario público: 6.000 millones de euros.

			Tardarían en cumplirse las promesas relativas a no bajar los impuestos, salvo el de donaciones y sucesiones, que lo eliminaron porque era muy complicado remodelar el entramado ideológico socialista en las instituciones y en los medios de comunicación públicos y en congelar y derogar la totalitaria y falsaria memoria histórica guerracivilista o sustituirla por otro emplasto antihistórico de la «memoria histórica de la concordia». 

			La izquierda y la ultraizquierda en la historia de España jamás han reconocido las barbaridades antidemocráticas que han cometido durante ciento cuarenta años. 

			Era, es y será la tendencia histórica en España de la izquierda, la ultraizquierda y los nacionalismos secesionistas y terroristas cuando ven perder el control demagógico del poder estatal. 

			Había ocurrido en tiempos de la II República española (1931-36) y había ocurrido varias veces en el sistema democrático de monarquía parlamentaria dada por la Constitución española de 1978, siendo la más trágica y demoledora contra el Estado de derecho, el golpe de estado mediático-político con los atentados terroristas del 11-M en el año 2004, que —tras unas elecciones generales con la nación en el síndrome de Estocolmo del islamismo terrorista y la guerra de Irak (2003-2005), la demagogia y mentiras mediático-políticas de la partidocracia neosocialista del PSOE— desalojó del poder a la partidocracia de centro derecha liberal reformista del PP.

			La deriva totalitaria del nacionalismo secesionista catalán alcanzó su culmen a finales del año 2018, cuando declaró e invocó la vía guerracivilista y revolucionaria de la república exyugoslava de Eslovenia, con la pasividad de la politizada y militarizada policía autonómica ante  las reiteradas y preparadas movilizaciones urbanas de los grupos radicales de la ultraizquierda secesionista, afines y consentidas por las partidocracias nacionalistas catalanas para provocar la desestabilización social y política en Cataluña con la revolución de color, el color amarillento de la muerte y de la sonrisa, la sonrisa sardónica y traidora. 

			La reacción del gobierno central de la ultraizquierda neonacionalsocialista y neocomunista fue solo una tímida y cobarde respuesta epistolar y mediática ante el autocrático gobierno catalanista, otro socio valedor y mantenedor por los escaños, en el poder del estado y la ignominiosa y vejatoria celebración a los pocos días con el pretexto de llevar a cabo la reunión del Consejo de Ministros, programada con anterioridad una cumbre bilateral, como si se tratara de dos estados, entre el presidente frente populista del neonacionalsocialismo y el neocomunismo radical inmigracionista, el presidente ocupa del gobierno de España, más alguno de sus ministros, y el racista y xenófobo antiespañol autodeclarado, el presidente del microestado estado autocrático o de la fantasmagórica y autoproclamada república independiente de Cataluña, más algunos de sus consejeros.

			La traidora y denigrante cumbre bilateral, aparte de abastecer de millonarias y entreguistas inversiones públicas al independentismo, trajo como pacto partidocrático, saltarse el Estado de derecho, saltarse la Constitución española de 1978, al establecer un traicionero diálogo contra la unidad y la soberanía de España bajo el eufemismo partidocrático-político de aplicar al inexistente y guerracivilista conflicto catalanista/español la seguridad jurídica, donde cabría el inconstitucional derecho a la autodeterminación por la república catalanista. 

			Este entreguismo y colaboracionismo con el golpismo secesionista catalanista alcanzó su paroxismo en febrero de 2019, cuando la traición, la humillación felona del gobierno neonacional socialista y la ultraizquierda neocomunista, no elegidos en unas elecciones prometidas en la moción de censura, pero escamoteadas, cedió a la rendición ante sus mantenedores en el poder en una serie de puntos rendición contra la Constitución española de 1978 y el Estado de derecho de nuestra democracia monárquico parlamentaria. 

			Con el pretexto falaz de que le aprobaran los Presupuestos Generales del Estado (PGE), ya que buscaba los apoyos para permanecer en el poder con sus colaboracionistas del secesionismo hispanicida catalanista, admitió, en los vejatorios puntos acordados de forma bilateral entre el Estado español y un gobierno autocrático autonómico independentista, la mediación de un relator internacional, eufemismo mediático político para engañar a la indiferente sociedad civil, que era admitir un mediador internacional para dar cobertura internacional a un conflicto interno golpista, anticonstitucional, porque se basaba en el inexistente derecho a la autodeterminación y al indulto de los golpistas, que, en el mismo mes de febrero, iban  a ser juzgados por los delitos de rebelión, malversación de fondos públicos y organización criminal. 

			La respuesta civilizada, constitucional y democrática en defensa de la multisecular unidad histórica de España como nación y en el bien común fue inmediata por parte de la sociedad civil española, secundada por las partidocracias constitucionalistas en la oposición, los neoliberales de centro derecha reformadora del PP, uno que, junto a la partidocracia neonacional socialista comunista del PSOE, era de los culpables del avance del nacionalismo secesionista en España. Le respaldó a la partidocracia del PP la veleta o comodín del neoliberalismo progresista de centro derecha o izquierda de Ciudadanos, más la derecha conservadora liberal populista del partido emergente sin representación en el Congreso de los Diputados, VOX, que fue quien llevó a cabo la acusación popular contra los golpistas secesionistas catalanes y convocaron una exitosa manifestación multitudinaria en Madrid para exigir lo prometido por el presidente okupa en el gobierno cuando ganó la moción de censura: elecciones generales. 

			A pesar de la mayoritaria y subvencionada propaganda política en las redes sociales y mediáticas privadas y partidocráticas nacionalistas y ultraizquierdistas contra el éxito de la manifestación en Madrid, los pactos colaboracionistas con el golpismo catalán se mantuvieron y teatralizaron, despreciando la protesta masiva de la sociedad civil española.

			La historia con la ultraizquierda socialista y comunista, más la nacionalista separatista confabulando contra España, volvía a repetirse como en la nefasta II República española (1932-36). Los mismos protagonistas con las mismas acciones que no supieron neutralizar, porque también habían sido condescendientes y pactaron con los nacionalistas vasco-etarra terrorista y catalanistas los anteriores gobiernos de centro derecha neoliberal reformista retroprogresista del Partido Popular.

			Esta tendencia a pactar con los extremos nacionalistas antiespañoles y anticonstitucionales se plasmó con todo el descaro democrático totalitario a través de las inversiones del Estado, previstas para el año 2019, que supuso una subida encubierta de la presión fiscal de los impuestos al 35, 3 % del PIB, la mayor desde el año 2007 con el crecimiento más alto del gasto público.

			Por otra parte, y como se estaba en año electoral de las municipales, autonómicas y europeas, se incrementó la inversión del Estado en las comunidades autónomas en más del 11 %, pero favoreciendo con más incremento de inversiones al independentismo catalanista con 2.251 millones de euros (el +18,5 % del total), es decir, con el 67 %. De igual modo, se continuó privilegiando al otro socio partidocrático, el nacionalismo secesionista vasco-etarra-navarro, al autocrático País Vasco (Vascongadas) con 397 millones de euros extras, un aumento del +18,1 % del total, más las remesas del cupo vasco-navarro, porque también la autocrática autonomía de Navarra recibió 108,5 millones de euros, más de lo recibido en el año anterior, un +92,2  %. 

			En cuanto a las demás autonomías, a las no independentistas y más despobladas y con menor renta, se las discriminó o se favoreció a algunas, pero no a todas, que tenían la misma partidocracia del gobierno neonacional socialista comunista, como Andalucía, con 2.132,77 millones de euros, el 44,39 %, y la autocrática Valencia, con un aumento de la inversión de un 60 %, 1.189,88 millones de euros. Y la que más aportaba a las arcas del Estado, la autocrática Madrid, con gobierno neoliberal, le tocó 1.249,25 millones de euros (el 0,1 %), pero sin 1.000 millones de euros menos. 

			Este proelectoralista y propagandístico gasto en inversión pública no se acoplaba a la situación de una economía nacional y supranacional en desaceleración, con menor crecimiento. La economía crecía al 2,9 % y pasaba en el 2019 al 2,4 % y el 2,5 %, lo que suponía 5000 millones menos de euros. La creación de empleo se rebajaba, como el juvenil, que pasaba de 115.000 del año anterior a 65.000.

			Nos encontrábamos ante el mayor gasto público de la historia de España y de su Seguridad Social, que andaba en quiebra con solo 5.000 millones en el fondo de pensiones y un paulatino aumento del paro. 

			Y, a mediados de febrero del año 2019, la minilegislatura de ocho meses y medio neonacional socialista comunista de extrema izquierda y del golpismo de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, la descabellada y propagandista inversión pública quedó frustrada cuando no lograron que se aprobaran los Presupuestos Generales del Estado en el Congreso de los diputados con los apoyos parlamentarios del independentismo secesionista catalán al no lograr imponer los veintiún puntos anticonstitucionales, demoledores de la unidad histórica de España al gobierno en funciones de España. 

			Ante esta situación de precariedad parlamentaria, la farsa de los pactos colaboracionistas con el golpismo catalán, la masiva reacción y manifestación protesta de la sociedad civil española por dichos pactos, las presiones internas de la partidocracia del PSOE, el presidente okupa en el gobierno convocó elecciones generales para finales del mes de abril del año 2019, contradiciéndose una vez más en su ególatra y cínica forma de gobernar, primero al prometer y no cumplir elecciones inmediatas tras llegar al poder con la moción de censura y por haber repetido luego, en varias ocasiones, que iba a agotar la Legislatura hasta su final, en el año 2020, prolongando los Presupuestos Generales del Estado del anterior gobierno de la partidocracia neoliberal de centro derecha reformista del PP. 

			Había utilizado tanto él como sus ministros y socios de apoyos parlamentarios de extrema izquierda y nacionalistas secesionistas y filoterroristas, además de la necrófila exhumación-profanación del cadáver del dictador Francisco Franco Bahamonde (1892-1975), las instituciones democráticas del Estado para su propio beneficio, para engordar su egolatría del poder por el poder, contrario el bien común de la justicia y la verdad constitucional y ético-moral. 

			Dejaba el poder, pero sin dilucidar cuáles serían los pactos preelectorales para las elecciones generales, municipales, autonómicas y europeas cuando las partidocracias en la oposición ya los tenían perfilados. Pero hasta que se realizaron las elecciones generales sin las Cortes Generales sin disolver, además de seguir con negociaciones ocultas y pactadas con los nacionalismos secesionistas vasco-etarra filoterroristas y, por supuesto, con el secesionismo golpista catalán, cuyos golpistas estaban siendo juzgados en un proceso judicial, continuó con los viajes de marketing guerracivilista, el guerrasexualismo del feminismo radical supremacista y los reales decretazos-leyes demagógicos y neopopulistas e inmigracionistas como arma administrativa y electoralista, que están limitados por el ordenamiento jurídico a situaciones extraordinarias, para su campaña electoral, con un suntuoso aumento del gasto público y un consiguiente incremento de la deuda pública, al no ser factible la generación de ingresos fiscales: real decretazo ley para prometer 30.000 puestos de empleo público, real decretazo ley para prometer 9.000 millones de euros para las administraciones autonómicas autocráticas…. 

			Y así un largo etcétera de reales decretazos ley a través del Boletín Oficial del Estado intervencionista, que sumaban entre 16 y 19.000 millones de euros a costa de los contribuyentes y que se endosarían al futuro gobierno que saliera de las elecciones generales. 

			El deterioro del saldo fiscal, de las cuentas públicas, al no haberse llevado a cabo medidas correctivas y al haberse revisado al alza los objetivos del déficit público, llevaría a que, para 2019 y 2020, dicho déficit provocaría un agujero en los presupuestos públicos de 37.300 millones de euros. La situación se agravó en menos de diez meses de gobierno ocupa por las irresponsabilidades fiscales y populistas, que elevaron el gasto público cuatro veces más que en el año 2018. 

			Todas las administraciones públicas siguieron aumentando la deuda pública, que, en abril de 2019, alcanzaría los 1.189.839 millones de euros, pero entre mayo y junio ya se incrementó en 1,21 billones de euros, el 99  % del PIB, cercano al récord histórico del 100 %, distanciándose del objetivo del 95,8 % que el gobierno se había marcado según el Programa de Estabilidad 2019-2022 que presentó a la Unión Europea. 

			En el segundo semestre, la deuda pública ya alcanzaría los 1,211 millones de euros, su nivel anual más alto de la historia, tampoco mejoraría en agosto porque la deuda pública creció 2,196 millones, situando el PIB en un 98 %, cerca del récord histórico de 1,211 de junio, ello llevaría a que en septiembre la deuda pública llegaría a alcanzar el nivel anual más alto con 1,211 millones de euros en el tercer trimestre con 1.207.755.000, situándose alrededor del 98 % del PIB. La deuda acumulada de la Seguridad Social ascendía a cincuenta mil millones de euros, poniendo en riesgo el pago futuro de las pensiones.

			Una de las causas de este panorama fue la desaceleración de la economía española que en el año 2018 fue del 2,6 %, en el 2019 del 2,2 % y para el año 2020 del 2 %. Esta se daba en todos los sectores, principalmente en la bajada del consumo y del empleo, porque el crecimiento de la productividad seguía estancado desde hacía más de treinta años con unos mercados muy rígidos no competitivos sin liberalizar. Otras causas fueron la disminución de la venta de viviendas y sus hipotecas; la baja en la venta de automóviles; un estancamiento en la compra de bienes y servicios; el brexit británico; la guerra comercial entre China y Estados Unidos con las subidas de los aranceles de este último, que implicaría aranceles del más del 25 % a las exportaciones españolas de la industria agroalimentaria. ¿Pero quién era también culpable? El intervencionismo subvencionado de la decadente y degenerada Unión Europea en todos los sectores con marcados sin liberar durante más de cincuenta años y el peligro de una recesión en la más potente de las economías europeas: Alemania.

			A ello se añadiría los datos de desempleados en el primer trimestre del mismo año 2019, según la Encuesta de Población Activa (EPA), cifrados en 49.000 parados más, que se concentraba en el sector privado y no en el público, que en el último año había generado más de 100.000 empleos. Era el peor registro desde el año 2013, que conllevaba una destrucción de 92.400 empleos. Aun así, en el mismo mes de abril, el paro bajó 91.581 trabajadores, bajando el número de parados en 3.163.566, como siempre, bajada circunstancial que coincide con los períodos de Navidad, Semana Santa o verano, propiciada por el sector servicios: el turismo.

			Los datos no eran ni tan funestos ni tan extraordinarios, pero matizando, porque el 80 % del empleo se creó en una economía en recesión con la partidocracia de centro derecha neoliberal socialdemócrata laicista del PP aún en el gobierno de España y solo el 20 % con la partidocracia neonacional socialista comunista del PSOE, más sus aliados de extrema izquierda y de los nacionalismos secesionistas y terroristas en el gobierno de casi diez meses, pero como empleo público arriba indicado.

			La autocrática comunidad autónoma donde más creció el empleo, con 15.000 nuevos empleados más, fue la de Andalucía, cosa que nunca ocurrió cuando la desgobernaba la partidocracia del PSOE, y lo hacía con un nuevo gobierno en coalición de las partidocracias neoliberales de centro izquierda y derecha del PP, de Ciudadanos y de la partidocracia neoliberal conservadora de derecha, VOX. Pero los datos de más paro del Eurostat de la Unión Europea indicaban que las cuatro regiones europeas, de entre diez, eran de España, Ceuta, Melilla, Extremadura y Andalucía. El motivo es el mismo desde la llegada de una democracia fracasada: retraso en el modelo productivo ya que no se ha incentivado el desarrollo industrial, tecnológico y de servicios de mercado, propiciadores de empleo de calidad y estabilidad. Se necesitaba, como siempre, más flexibilidad laboral y liberalización del mercado laboral, con más reformas que no hicieron las partidocracias de izquierda y derecha que más han gobernado en España.

			Los datos confirmaban la llegada de una desaceleración, tanto de la economía española como la internacional, por la destrucción de un 34 % más de empleo y porque se multiplicaba por tres el paro, que era del 14,7 %, es decir, de 3.163.566 millones de parados, con un aumento tanto del paro femenino como el juvenil y un crecimiento del sector de los autónomos cinco veces menos que en el año 2018. A pesar de que el número de parados bajó en 3.015.686 millones a mediados del año 2019, llegaba al límite la creación de empleo y la contratación indefinida seguía cayendo, en cambio, los contratos temporales aumentaron, sobre todo en obras y servicios. 

			España, en cuarenta años de democracia aparente, seguía sin resolver un paro históricamente crónico, el segundo más alto de Europa, aunque relativamente bajaba cuando llegaba al poder la partidocracia neoliberal del PP, pero supinamente subía cuando entraba la partidocracia neonacional socialista del PSOE en el poder, por sus políticas hiperintervencionistas y de subidas de impuestos socialdemócratas, demoledores para la clase media.

			En fin, era la campaña electoral más cara y descarada de la historia de un gobierno no elegido en las urnas, donde el Poder Ejecutivo persistía totalitariamente y pretendía proseguir por encima del Poder Legislativo y el Poder Judicial, tal como controlaba el Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) y la Junta Electoral Central. 

			Al CIS lo siguió utilizando de forma partidocratico-populista para continuar precocinando encuestas electorales delictivas, tramposas, con una intención de votos a su favor, que, en febrero de 2019, auguraba una mayoría absoluta de 194 escaños en el Congreso de los diputados a las partidocracias neonacional socialista y a la ultraizquierda, PSOE y Podemos, que, con la suma de las otras partidocracias de los nacionalismos secesionistas y terroristas, los cuales también lo habían llevado al poder, con lo que aseguraba una mayoría total de 218 escaños. 

			El control partidocrático de la Junta Electoral Central se manifestó en dos hechos antidemocráticos e anticonstitucionales. El primero, y más grave, fue permitir que el cabeza de lista por la partidocracia neocomunista independentista de ERC, golpista del secesionismo catalán, dentro de la cárcel, realizara un debate público electoralista por medio de internet, vía telemática, organizado por la controlada Agencia Catalana de Noticias y otro tanto fue permitido, también por vía telemática, con los otros golpistas, como los de la ultraderecha secesionista catalana de Junts per Catalunya (JxCat). El segundo fue impedir, con la excusa de que era contrario al principio de proporcionalidad, que participara en los debates públicos televisivos y radiofónicos a la populista partidocracia neoliberal conservadora de derecha VOX, ya con representatividad en el Senado por el buen resultado que obtuvo en las elecciones autonómicas de la autocrática comunidad de Andalucía. 

			En anteriores elecciones generales, partidocracias en la misma o en peor situación de representación institucional, como la ultraizquierda neocomunista inmigracionista, anticatólica y antisemita de Podemos, sí se les permitió entrar en los debates televisivos y radiofónicos. Otras dos muestras más, de tantas y tantas, del descrédito de la justicia en la que había caído la fallida democracia constitucional monárquico parlamentaria en España. 

			Otro tanto de la Justicia secuestrada por los intereses partidocráticos se hizo en las elecciones europeas en favor del golpismo secesionista catalanista, que, a pesar de que la Junta Electoral Central había excluido de la lista a la pluripartidocrática coalición del independentismo de extrema derecha, Lliures per Europa, por incumplir la ley electoral, ya que no eran residentes en sus localidades, sino prófugos, autoexiliados o encarcelados de la Justicia, los golpistas de  JxCat por el criterio del Tribunal Supremo que delegó en los juzgados de lo Contencioso Administrativo de Madrid pudieron concurrir a los comicios europeos. Pero la Junta Electoral Central actuó de modo coherente cuando no permitió que realizasen debates telemáticos, que se organizarían desde la teledirigida televisión pública catalana, tanto del líder golpista en la cárcel de la partidocrática neocomunista secesionista de ERC como también del golpista y expresidente de la Generalitat, el prófugo y autoexiliado en su mansión de lujo en Waterloo (Bruselas), cabeza de lista para ser eurodiputado por JxCat y líder de la radical partidocracia de derecha secesionista, PDeCAT. Aunque estos se autodefinían como humanistas de centro derecha europeísta e independentista catalán, los hechos anticonstitucionales demostraron su radicalidad secesionista hispanicida, además de su largo historial de corrupción, por lo que fue expulsado del grupo liberal ALDE, Grupo de Alianza de los Liberales y Demócratas por Europa del Parlamento Europeo.

			Las encuestas de los medios de comunicación mediático-político, en cambio, eran fluctuantes sin dar una clara victoria a uno u otro bloque de partidocracias, pero condenadas al olvido de la bipartidocracia tan dañina para el bien común de una democracia monárquico parlamentaria fracasada y abocadas a pactos diabólicos para la sociedad civil de España.

			Quien detenta el poder en todos los recovecos de las instituciones políticas del Estado, así como el favor y control de casi todos los medios de comunicación con la propaganda manida de la izquierda, la ultraizquierda y hasta de los nacionalismos secesionistas y terroristas, de azuzar el miedo a un imaginario y anacrónico fascismo de las tres derechas neoliberales que nunca hicieron un bloque, tiene siempre todas las ventajas, entre ellas las de ganar unas elecciones y más en una sociedad civil sin madurez política democrática, que sigue cayendo en las mismas trampas que le tienden las partidocracias, en especial las de izquierdas y las de los nacionalismos secesionistas y terroristas, para que no se traten los gravísimos problemas sin resolver en los que ha caído España desde 1978 hasta ahora, una España esclavizada dentro de la neoplatónica caverna mediático-política con las cadenas de las partidocracias, que, según ellas, se consideran y autoproclaman ser muy democráticas para su propio provecho, como ha sido obvio en España.

			Como ocurrió con las elecciones generales el 28 de abril de 2019, ganó la partidocracia neonacional socialista del PSOE, del federalismo fetichista asimétrico y del laicismo asimétrico anticatólico sin mayoría absoluta en el Congreso de los Diputados con 123 diputados (28,67 %); pero sí en el Senado, con 122 senadores (29,54 %). El desastre vaticinado por sus políticas traidoras y cobardes (seguidoras de las socialdemócratas socialistas y laicistas) a su electorado conservador de centro derecha fue el de la partidocracia en peligro de extinción del PP con 66 diputados (16,69 %), segunda tanto en el Congreso como en el Senado con 56 senadores (19.31 %); la tercera partidocracia, pero en ascenso robando votantes al PP, fue la neoliberal progresista de centro derecha o izquierda laicista anticatólica, Ciudadanos con 57 diputados (15,86 %) en el Congreso, pero no en el Senado, que fue quinto, con cuatro senadores (14,95 %); la cuarta partidocracia en votos, pero con muchos menos que en la anteriores elecciones, fue la neocomunista ultrarradical filoislámica, pero laicista anticatólica de Unidas Podemos con 42 diputados (14,31 %), y la quinta partidocracia, con un extraordinario resultado pero que aspiraba a mucho más por ser sus primeras elecciones generales, fue la neoliberal conservadora de derecha populista, VOX, con veinticuatro diputados (10,26 %). Lo negativo siguió siendo el ascenso, provocado por las políticas nefandas y traidoras durante muchos decenios en el poder de las partidocracias neonacionalsocialista y neoliberal, del nacionalismo secesionista tanto vasco-etarra-terrorista como catalanista, hispanicidas irredentos, porque la golpista partidocracia laicista anticatólica radical de izquierda secesionista catalana de ERC aumentó en quince diputados en el Congreso (3,89 %) y once senadores en el Senado. De la misma ideología izquierdista secesionista catalana, la coalición En Comú Podem obtuvo siete diputados en el Congreso (2,33 %), mientras que la partidocracia de derecha radical laicista secesionista vasca del PNV, seis diputados (1,51 %) y nueve senadores(1,67 %). La ultraizquierda laicista anticatólica vasco-etarra terrorista de Bildu consiguió cuatro diputados (0,99 %) y uno en el Senado (0,91).  

			Al igual que en las elecciones autonómicas de la autocrática Valencia del mismo año 2019, el gobierno autocrático del bloque de partidocracias de izquierdas y ultraizquierdas del pancatanalismo etnolingüístico de la persecución del idioma constitucional, nuestro español, fue también encabezado por la franquicia de la partidocracia neonacional socialista del PSOE, el PSPV. Con una participación del electorado más alta (75,75 %), que en otras elecciones, pero sin alcanzar el 78,83 % de las elecciones constituyentes de 1977, una mayoría desnortada y amoral, hedonista y materialista-relativista, descatolizada y desespañolizada, se decidió en la XIII Legislatura por un gobierno de más gastos sociales y más impuestos denigrantes para una tambaleante clase media, como se reveló al día siguiente, cuando señaló en el Programa de Estabilidad 2019-2022, que remitió al Ejecutivo de Bruselas, con una subida de los impuestos en 26.000 millones de euros más hasta el año 2022 por medio de una presión fiscal del 37,3 % en cuatro años.

			Mientras la partidocracia neonacional socialista comunista más votada en el poder del Estado español esperaba con su marketing maquiavélico, sin mayoría absoluta, pactar para poder gobernar y obtener resultados también favorables en las elecciones autonómicas, municipales y europeas a finales de mayo de 2019, se produjo la detención, en Francia, en una operación conjunta de la Dirección General de Seguridad Interior francesa (DGSI) y la Guardia Civil del sanguinario jefe de la banda vasco-etarra terrorista, ETA. 

			Fue diputado vasco por la partidocracia de extrema izquierda secesionista de Euskal Herritarrok, la otra marca de Herri Batasuna, y el autocrático Parlamento vasco procesionista lo nombró, para despreciar aún más a las víctimas de sus asesinatos terroristas, presidente de la comisión de derechos humanos. Llevaba casi diecisiete años huido y oculto, pero su localización sí que era conocida por los últimos gobiernos alternativos de las partidocracias del PSOE y del PP, era conocida y permitida, para, según declaraciones de algunos responsables políticos socialistas, hacer posible las negociaciones y el diálogo con el fin de que la banda terrorista dejase las armas y pasase, como así luego aconteció, a la acción política con partidocracias vasco-etarras terroristas en las instituciones, propiciando entramados políticos secesionistas en los gobiernos municipales, autonómicos y estatal. 

			La detención, sospechosa y con claras intencionalidades políticas para ser utilizada para pactos inmorales e inconstitucionales de poder, fue calificada por un expresidente de la partidocracia neonacional socialista en la autocrática autonomía de Vascongadas con el elogio, miserable, de «héroe de la retirada» de la banda terrorista ETA. Un «héroe de la retirada», un asesino terrorista, detenido por el operativo de la Guardia Civil denominado Infancia robada, porque además de los asesinatos terroristas cometidos contra mujeres, civiles, militares, policías y guardias civiles, también asesinó a niños. Esta detención se enmarcaba dentro de las zahúrdas del poder político neonacional socialista comunista con la extrema izquierda neocomunista y los nacionalismos secesionistas y terroristas vasco-etarra y catalanistas para dar a entender a la maleable y amoral sociedad civil en España que la partidocracia suprema del PSOE no pretendía seguir gobernando con ellos como socios, como así lo hizo tras la moción de censura con la que se apoderó del poder del Estado. 

			La estrategia del marketing para ingenuos y maleados sin identidad ni conciencia histórica española, nombró a un no elegido senador por la partidocracia socialista pronacionalista catalana, el PSC, líder de la misma, para que simulara que lo vetaba, en el autocrático Parlamento de Cataluña como candidato a presidente del Senado. La partidocracia de ultraizquierda secesionista catalanista de ERC, que tenía a sus golpistas en prisión y en juicio por el sedicioso golpe de Estado, cedía a nombrar a otro catalán del PSC, senador, como presidente del Senado, el cual se caracterizaba por una más que declarada tendencia independentista y un trasnochado federalismo para aspirar a una España de nación de naciones sin centralismo pero troceada en pseudonaciones. 

			En la misma línea pronacionalista hispanicida y de la misma partidocracia, fue perfilada como la presidenta del Congreso de los diputados a una catalana condescendiente con el nacionalismo secesionista.

			Y ambos cargos de los de máxima responsabilidad y representatividad en las instituciones del Estado español, el Congreso de los Diputados y el Senado, pronto mostraron la tendenciosa estrategia de la XIII Legislatura en favor del nacionalismo secesionista catalán cuando la presidenta del Congreso se extralimitó hasta la prevaricación, para más tarde corregir su determinación de no suspender a los diputados electos golpistas de las hispanicidas partidocracias radicales secesionistas catalanas de la ultraderechista JxCat y de la ultraizquerdista de ERC, que prometieron, sin acatar la Constitución española de 1978, por la libertad de los presos, el retorno de los exiliados (autoexiliados prófugos) y por la republica catalana (fantasmagórica).  

			Sin embargo, sería la Mesa del Congreso quien posteriormente suspendería a los golpistas diputados catalanistas presos por un informe de los letrados, que solicitó la presidenta del Congreso con el apoyo de la inmigracionista partidocracia ulraizquierdista de Unidas Podemos (UP), esta, cuando supo la suspensión, se opuso a ella.

			A ellos se les unieron también en el mismo desprecio por el Estado de derecho constitucional, la partidocracias radical comunista secesionista vasco-etarra terrorista de EH Bildu, que prometieron por imperativo legal «establecer la república vasca» (de igual modo, fantasmagórica), y la también partidocracia ulraizquierdista, que gobernaría en coalición con la partidocracia neonacional socialista populista e inmigracionista del PSOE en el poder del Estado, Unidas Podemos, que juraría «por la democracia y los derechos sociales» (democracia dictatorial comunista socialista, se entiende).

			Y, para completar la tendencia neonacional socialista comunista en favor del independentismo golpista catalán, el presidente del Senado de igual modo manifestó a los medios de comunicación que «una sentencia absolutoria en el juicio del 1 de octubre de los golpistas catalanes en prisión podría reconciliar todo». De esta forma, se estaban dando instrucciones de presión el Tribunal Supremo para que siguiera esta indicación con el fin de indultar y soltar a los golpistas catalanes.

			Los resultados del 26 de mayo de 2019 de las elecciones municipales, autonómicas y las europeas siguieron dando mayoría a relativa a la partidocracia neonacional socialista populista e inmigracionista del PSOE, relativa porque en los municipios y autonomías debieron hacer pactos y porque, en las municipales, la partidocracia neoliberal de centro derecha reformista del PP salvó el desastre obtenido en las elecciones generales al lograr el poder en las ciudades y pueblos con un 85,9 %, eso sí, contando con el apoyo, sobre todo, de la partidocracia bisagra naranja de Ciudadanos, neoliberal de centro izquierda o derecha progresista socialdemócrata, y también de la partidocracia populista muleta verde, la neoliberal de derecha conservadora de VOX. 

			Estos resultados municipales no se dieron en las autocráticas autonomías secesionistas tanto de Cataluña como de Vascongadas (utópico País Vasco) y la foral vasco-etarra Navarra, donde dominaron los nacionalismos hispanófobos anticonstitucionales con el apoyo, en muchos de ellos, como el ayuntamiento de Barcelona, de la partidocracia neonacional socialsta en el poder en funciones, el PSOE. 

			Recordad, como demostración de la falta de democracia constitucional, que, en la autocrática comunidad de Cataluña, en el 43 % de sus municipios no pudieron presentar listas electorales las partidocracias constitucionalistas, porque en ellos las partidocracias de los nacionalismos secesionistas radicales de izquierda y derecha son las que han impuesto la dictadura del nacionalismo secesionista. Como en la autocrática autonomía separatista de Vascongadas (imaginario País Vasco) y la parte vasco-etarra filoterrorista de Navarra.

			Las partidocracias neoliberales de centro derecha reformista del PP y de centro izquierda o derecha neoliberal progresista socialdemócrata de la veleta naranja de Ciudadanos lograron, con el apoyo de la muleta verde de la partidocracia neoliberal conservadora de derecha populista VOX —la cual traicionaría a su electorado al renunciar a las demagógicas leyes LGTBI de la totalitaria ideología de género—, las dos joyas de la Corona española: la alcaldía y la autocrática autonomía de la comunidad de Madrid. 

			El ayuntamiento de Pamplona también se fue a las manos del poder formado por la coalición Navarra Suma de las partidocracias neoliberales del PP y Ciudadanos, más la partidocracia navarro foral de centro derecha reformista y social, Unión del Pueblo Navarra (UPN), que no tardaría en subirse el secesionismo vasco-navarro filoetarra-terrorista. 

			El designio electoral municipal fue otro en la capital española catalana de Barcelona, cuyo ayuntamiento continuó en manos del neocomunismo radical separatista de Barcelona en manos de Común (BComú), el cual fue propiciado con el apoyo de la partidocracia neonacional socialista proindependentista del PSC y la traidora cooperación de la partidocracia neoliberal de centro izquierda o derecha, la veleta naranja de Ciudadanos, en manos del ex primer ministro socialista y laicista anticatólico francés, el gabacho, el masón Manuel Valls Galfetti (1962), bajo la marca-plataforma de Barcelona por el Cambio (BCN Canvi). 

			De esta manera, la bisagra-veleta-comodín naranja de Ciudadanos mostraba su interés por el poder por el poder y no por el bien común de la integridad histórica de la unidad y la soberanía constitucional y democrática de España al entregarlo a quien tanto aparentaba odiar, al nacionalismo separatista supremacista catalán. Quiso rectificar al día siguiente, pero la escenificación de lo que había apoyado era ya irremediable, por más que rompiera con el traidor laicista masón gabacho y formara un grupo propio en el ayuntamiento de Barcelona.

			Y no fue solo este comportamiento traicionero de sus fatuos idealismos patrioteros partidocráticos, porque de igual forma actuaría, pero en sentido de entregar al filoislamismo marroquí el microestado autocrático de la Ciudad Autónoma de Melilla, que estuvo y podría haber seguido en manos de la partidocracia neoliberal de centro derecha reformista del PP con los votos de la muleta verde de VOX. 

			No fue así porque la veleta o bisagra de Ciudadanos, con un solo diputado, más los de la partidocracia neonacional socialista en el poder en funciones del PSOE, también filoislámico, más los de la partidocracia islámica de Coalición por Melilla (CpM), lograría la presidencia.

			Así de nefastas fueron la mayoría de los pactos poselectorales de la partidocracia veleta neoliberal de centro izquierda o derecha de Ciudadanos con la partidocracia neoliberal de centro derecha reformista del PP y las demás partidocracias constitucionalistas como la del neonacional socialismo del PSOE.

			Ciudadanos, en buena parte, fracasó porque no pudo superar en votos municipales, autonómicos y europeos a su rival para liderar la oposición a la partidocracia neonacional socialista del PSOE en el Gobierno, ya que el PP pudo solventar, con cierta holgura, los nefastos resultados electorales en las elecciones generales de la XIII Legislatura, pero contando con los apoyos interesados y necesarios de Ciudadanos o de VOX.

			Los nacionalismos secesionistas vasco-etarra filoterroristas y catalanistas siguieron acaparando la mayoría de los municipios. En el resultado de las elecciones autonómicas, la distribución fue distinta porque dominó el frente populismo de la partidocracia en el poder, la neonacional socialista del PSOE, en coaliciones mayoritarias con las partidocracias de la extrema izquierda neocomunista inmigracionista-populista de Unidas Podemos y los nacionalismos del secesionismo vasco-etarra filoterroristas y catalanista. 

			Por el mismo sendero caminaron las autocráticas comunidades de Canarias, Valencia, Baleares, Aragón, la Rioja o Navarra. En las coaliciones con la ultraizquierda neocomunista, la partidocracia del PSOE llegaría a controlar más de 40.000 millones de euros en presupuestos autonómicos. En otras, las menos, realizó pactos o coaliciones con la veleta naranja de la partidocracia neoliberal de centro izquierda o derecha socialdemócrata progresista de Ciudadanos, como fue en la autocrática comunidad de Castilla y la Mancha o en la de Cantabria, con una partidocracia bisagra regionalista, el Partido Regionalista de Cantabria. 

			En otras, como en la autocrática Junta de Extremadura, gobernaría en solitario con mayoría absoluta. No logró gobernar en la autocrática comunidad de Castilla y León porque las partidocracias neoliberales de Ciudadanos y el PP alcanzaron mayoría, siendo esta última la que la presidiría, como también lograría la gobernabilidad de la autocrática comunidad autónoma de la Región de Murcia, pero con el apoyo necesario de la partidocracia neoliberal conservadora de derecha de VOX, que, en contra de lo que había venido pregonando como propaganda electoralista, para que fuera factible el gobierno de los neoliberales retroprogresistas, renunció la exigencia de retirar una de las biológicamente contranaturales y denigrantes leyes de la neomarxista y neoliberal masónica ideología de género, las del colectivo LGTBI. Como antes en las autocráticas autonomías de Andalucía y Murcia, en Madrid también VOX volvió a traicionar a sus votantes con tal de alcanzar unas migajas de poder.

			En la autocrática comunidad foral de Navarra, donde la coalición del bloque de centro derecha y neoliberal del PP, Ciudadanos y UPN, Navarra Suma, sacó mayoría para poder gobernar con partidos constitucionalistas, la partidocracia en el poder, el PSOE, para lograr mantenerse en el poder central del troceado Estado español. Pactó con las partidocracias anticonstitucionales hispanicidas: las neocomunistas provasco-navarro etarras filoterroristas de EH Bildu, Podemos e Izquierda-EzKerra; el caballo de Troya para la anexión de Navarra al imaginario País Vasco Francés, Geroa Bai, fabricado por la partidocracia conservadora radical nacionalista laicista anticatólico del hegemónico PNV, ejecutor del panvasquismo supremacista.

			Antes de pedir la investidura para gobernar, la partidocracia neonacional socialista populista e inmigracionista del PSOE, en funciones del Gobierno estatal, empleó todas las plataformas digitales —especialmente todos los medios de comunicación públicos y una gran mayoría de los privados de su ideología (el 85 %)— para blanquear el historial asesino terrorista y separatista de las partidocracias de extrema izquierda vasco-navarro etarra terrorista y de la ultraderecha separatista vasco proetarra filoterrorista para presentarlos como partidocracias legales y legítimas por haber sido elegidas en las urnas, pero con el historial asesino del terrorismo del odio y de la sangre hispanicida de los años setenta y ochenta del siglo xx. 

			De este modo, se intentaba lavar el cerebro a una inmensa mayoría de la población española, anodina y conformista para que vieran como normal lo que era inmoral, anticonstitucional y más propio de regímenes democráticos totalitarios, donde, una vez más, se acribilló con balazos políticos partidocráticos de la izquierda, la ultraizquierda y sus aliados nacionalistas secesionistas la dignidad de todas las víctimas del terrorismo de la ultraizquierda vasco-etarra filoterrorista. 

			La propaganda del blanqueamiento vomitivo del terrorismo vasco-etarra secesionista y sus aliados se presentó como legítima por nuestra vilipendiada España. Ello ha sido propio de la mentira de las demagogias políticas partidocráticas: hacernos parecer que la injusticia es justa sin serlo, porque jamás puede ser así. El mayor crimen contra la Patria, la Nación y el Estado es la injusticia institucionalizada por el acaparamiento totalitario del poder a través de las partidocracias y sus medios de comunicación públicos y privados serviles, que dominan en un 85 % las partidocracias de la izquierda y la ultraizquierda reaccionarias progresistas, más sus aliadas de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas.

			Otro tanto se llevó a cabo con los golpistas catalanes en prisión y a punto de recibir el dictamen de los jueces del Supremo para su condena, se les blanqueó políticamente y, para propiciar un indulto o una pronta salida de prisión, se les envió a la cárcel en la autocrática Cataluña, que había recibido todas las competencias de prisiones por el entreguismo traicionero partidocrático del bipartidismo alternativo en el poder central de España, las partidocracias del PSOE y la neoliberal centrista de derecha reformista y socialdemócrata del PP.

			La partidocracia de la ultraizquierda neocomunista populista de Unidas Podemos sufrió una contundente derrota electoral, un fracaso en las municipales, autonómicas y europeas. Esta derrota de esta partidocracia —que formó el bloque de la ultraizquierda y los nacionalismos secesionistas y filoterroristas tras la moción de censura que alzó en el poder a la partidocracia neonacional socialista del PSOE— supuso el fin de querer ver un bloque de la derecha neoliberal y otro de la panfletaria y falsa ultraizquierda fascista, que emplearía el bloque de la ultraizquierda y los nacionalismos secesionistas y filoterroristas para ganar las elecciones generales de la XIII Legislatura, refiriéndose a las partidocracias neoliberales de centro derecha reformista del PP, de la centro derecha o izquierda neoliberal de Ciudadanos y de la neoliberal conservadora de derecha populista, VOX, como de tripartito de ultraderecha, fascistas.

			Los bloques desaparecieron para dar entrada a los pactos de coaliciones, ello fue por la desorientada voluntad popular de los votantes de toda España para que, hipotéticamente, se pusieran de acuerdo las partidocracias con el fin de realizar políticas pluralistas sin una partidocracia hegemónica o bipartidocrática, que hasta entonces solo buscaban el interés partidocrático y no el bien común de España. Sin embargo, el resultado sería el mismo. 

			En el Parlamento Europeo, con una participación relativamente más alta que en las anteriores del 2014 (42,61 %) del 50, 66 %, la coalición socialdemócrata conservadora perdió la mayoría absoluta después de cuarenta años. Se acababa el bipartidismo, se terminaba con la partidocracia en el poder de la derecha neoliberal e izquierdista, que abocaron a los europeos a un estado del bienestar de la socialdemocracia, un megaestado europeo intervencionista autoritario de corrupciones institucionalizadas, del populismo, del filoislamismo, del laicismo masónico anticristiano católico, del capitalismo salvaje financiero y bancario, de los paraísos fiscales, de la totalitaria ideología de género, y todo ello permitido por la inhibición y las irresponsabilidades de los europeos.

			Las partidocracias más votadas fueron las del Partido Popular Europeo (PPE) con 182 escaños (24,23 %), seguida de la partidocracia de la Alianza de los Socialistas y Demócratas europeos (S&D) con 154 escaños (20,51 %), la tercera fue la partidocracia neoliberal conservadora de Renew Europe (Renovar Europa) con 108 escaños (14,38 %). Se precisaría de los apoyos de las partidocracias de ecologistas de los Verdes y neoliberales para poder gobernar. 

			Las partidocracias neoliberales europeas, entre los que se encontraban la española de centro derecha o izquierda neoliberal socialdemócrata de Ciudadanos, al igual que este en España, actuaron como bisagras, ya que alcanzaron la tercera posición de las partidocracias más votadas, superando a las partidocracias del Grupo de Conservadores y Reformistas Europeos (CRE). Los neomasónicos neoliberales de centro izquierda o derecha europeístas unionistas del economicismo y la ideología de género se convirtieron en la bisagra fundamental para aliarse con las partidocracias socialistas para arrebatar el control del poder europeísta a la partidocracia neoliberal de centro derecha del Partido Popular Europeo.

			En España, la partidocracia más votada fue el PSOE con veinte diputados, un 32,18 %; la del PP con doce diputados, un 20,35 %, y Ciudadanos con siete, un 12,3 %.

			Las partidocracias que formaron el Grupo de Conservadores y Reformistas Europeos en el Parlamento de Europa permitieron que formara parte del mismo la populista partidocracia neoliberal conservadora de derecha de España, VOX, combinándose con las partidocracias de los nacionalista flamencos de la Nueva Alianza Flamenca (N-VA), que daban apoyo a la partidocracia de extrema derecha nacionalista catalana, JxCat, del golpista expresidente catalanista autoexiliado en Bélgica, y la partidocracia de Polonia el Partido Ley y Justicia (PiS). Las partidocracias que eran partidarias de las identidades y soberanías nacionales, radicales y euroescépticas aumentaron su presencia, como fueron la neopagana ultraderecha del Frente Nacional de Marine Le Pen con veintidós escaños, con un 23,34 %; la derecha conservadora neocatólica de la Liga Norte de Matteo Salvini que ganó en Italia, con veintiocho escaños, con el 34,26 %; la partidocracia nacionalista conservadora del Fidesz-Unión Cívica Húngara ganó en Hungría, con trece escaños, con un 52,56 %, y en la misma línea conservadora nacionalista neocatólica ganó en Polonia la partidocracia Ley y Justicia (PiS), con veintiséis escaños, con un 45,38 %. 

			Estas tres últimas partidocracias —la italiana, la húngara y la polaca—, respaldadas por un votante católico, se oponían al globalismo multiculturalista de la esclavizante inmigración salvaje, financiero y mercantilista del filoislamismo, del laicismo masónico anticatólico, del aborto, de la eutanasia, de la destrucción de la familia mujer-hombre, que forman parte de la agenda del Nuevo Orden Mundial promovido desde la ONU e incluso, y de modo inadmisible, también respaldado, salvo en las cuestiones del derecho a la vida y a la familia tradicional por el clericalismo posmodernista neoizquierdoso del papa Francisco, que apoyaba la misma tendencia relativista del Nuevo Orden Mundial de la ecototalitaria Agenda 2030 para el Objetivo del Desarrollo Sostenible, el nomunacionalismo transhumanista y posthumanista de la ONU, contrario ya no solo a las conciencias e identidades históricas cristianas católicas de Europa y de otras naciones de planeta Tierra, sino de la misma doctrina social de la Iglesia católica.

			En España, tras varias sesiones de investiduras fracasadas, la partidocracia neonacional socialista populista e inmigracionista del PSOE en funciones de Gobierno fue incapaz en las dos primeras de ponerse de acuerdo o de formar un gobierno de coalición con las otras partidocracias del Frente Popular, sobre todo con la ultraizquierda neocomunista estalinista chavista-bolivariana filoislámica de la inmigracionista Unidas Podemos, más los apoyos de las partidocracias secesionistas y terroristas vasco-navarro etarra y golpistas catalanas, de consecuencias terribles para España y que, como priorizaron sus intereses destructivos de España, no la apoyaron, sobre todo, la que más escaños tenía para hacerlo, Unidas Podemos, o bien, que la partidocracia del PSOE en funciones hubiese ofrecido unos pactos de gobernabilidad con las partidocracia neoliberales de centro derecha reformista, el PP, o al de centro izquierda o derecha progresista socialdemócrata, la veleta de Ciudadanos, con el fin de permitir una Legislatura, la

			urios de las partidocracias. 

			No fue así por la actitud ególatra y prepotente del representante máximo del partido más votado, pero sin mayoría absoluta en el Congreso de los Diputados, el PSOE, una actitud de superioridad despótica que ejerce esta partidocracia extraña y extranjera a nuestra identidad histórica desde su aparición por España a finales del siglo xix y durante todo el siglo xx. 

			La culpa de no haber podido llegar a un pacto y haber gobernado a su antojo se la echó el prepotente presidente en funciones a las demás partidocracias y, además, exigió a los españoles que, en las próximas elecciones, se votase mayoritariamente a su partidocracia. Contó para ello con el control propagandístico de la inmensa masa de medios de comunicación de una dictadura mediático-política, la dictadura marketiniana retroprogresista.

			Tras la frustrada investidura en septiembre de 2019 y después de la misma, como preparación de las elecciones en noviembre, el Gobierno en funciones —pero en función de la propaganda retroprogre y de marketing populachero, de la dictadura marketiniana retroprogresista— presentó nada más y nada menos que 370 medidas retroprogesistas, pero sin presentarla a debate en las cámaras del Congreso y el Senado, las instituciones de la máxima representación del Estado, sino de forma mitinera. 

			Todas ellas obviaban la desaceleración económica, industrial y del turismo, así como el aumento del desempleo y una acentuada bajada en la afiliación a la Seguridad Social, que no se conocía desde el año 2008 con otro nefasto gobierno nacionalsocialista zapateril anticatólico de la partidocracia del PSOE y que destruyó tres millones de puestos de trabajo. 

			En el año 2019 hubo un 40 % menos de creación de empleo que en el año anterior, con 286 empleos destruyéndose cada hora por el mes de agosto de 2019. Y las denigrantes cifras reales de parados y no las políticamente camufladas por las demagógicas llamadas situaciones reguladas eran de 3.536.074 millones de parados. De paso, la deuda pública se elevó con este gobierno en funciones en nada más y nada menos que en 30.000 millones de euros en un año. El 70 % de la deuda pública española estaba controlada por los inversores extranjeros y el Banco Central Europeo (BCE). 

			Tampoco faltó, en la propaganda electoral para las elecciones de noviembre de 2019, la patológica obsesión necrófaga de las partidocracias izquierdistas y ultraizquierdistas y sus aliados  (las partidocracias secesionistas terroristas vasco-navarro etarras y catalanistas) de exhumar el indefenso cadáver del dictador Francisco Franco, que los venció en la guerra civil española (1936-1939), la cual ellos propiciaron porque no reconocieron a la catastrófica II República burguesa capitalista y querían reemplazarla por la dictadura del proletariado soviético leninista, que hubiese exterminado y perseguido a la Santa y Única Iglesia católica, cuyas apocadas y sumisas autoridades eclesiales en España (teledirigidas por las del proizquierdoso peronista, socialista y comunista Estado bergolionano del Vaticano) consistieron la profana exhumación del cadáver del dictador y, peor aún, del templo sagrado, sacrosanto, donde estaba enterrado.

			Según los acuerdos entre la Santa Sede y el Estado español, tendría que haber sido el prior de la Orden benedictina quien tendría que haber permitido el desenterramiento. Antes y durante la exhumación-profanación, fue vejatorio que tanto la Basílica como todo el Valle de los Caídos fueran cerrados y secuestrados por las fuerzas de seguridad, mandadas por la partidocracia neonacional socialista comunista en el poder. 

			Alejada del derecho divino de ejercer, con independencia del poder político y económico, la autoridad y potestad episcopal dada por Cristo, la pusilanimidad de las jerarquías de la santa Iglesia católica, tanto en España, pero, sobre todo, en el micro estado del Vaticano, cuya papal cabeza visible bergogliana no condenaba, sino que exoneraba y bendecía las dictaduras violadoras de los derechos humanos, tanto teocrático islámicas como de extrema izquierda (caso de China y otras naciones de Hispanoamérica como en Nicaragua,

			 Bolivia, Venezuela o Chile con persecuciones y asedios de templos, encarcelamientos, asesinatos, profanaciones y quemas de iglesias por la extrema izquierda socialista y comunista), permitieron una necrófila imposición jurídico-política del laicismo radical neonacional socialista comunista masónico, con lo que este demostraba que podía utilizar, cuando la apeteciera, su poder social y político contra la Iglesia católica, tal y como ya se venía aconteciendo desde el siglo xix. 

			La profanación-exhumación del dictador Francisco Franco fue el preludio de otras cercanas y futuras profanaciones y exhumaciones de miles de fosas, siempre en favor del neopopulismo de la izquierda y la ultraizquierda, que demagógicamente arrinconaba las fosas comunes provocadas por los asesinatos sin juicio de socialistas, comunistas, nacionalistas vascos y catalanes, anarquistas y sindicalistas, como los más de 5.000 asesinados en las matanzas de Aravaca, Torrejón de Ardoz y Paracuellos del Jarama (Madrid).

			El antiposfranquismo ha sido una mina de diamantes inagotables de votos para ellos y los nacionalismos secesionistas y filoterroristas durante más de cuarenta años. Han contado con la colaboración sumisa de la inmensa mayoría de la sociedad civil que les han votado en España, donde dormitan muchos falsos católicos cobardes, una mayoría sociológica en disminución y apenas practicante, encantada por vivir en situación de paro crónico, corrupciones, nepotismos, laicismo anticatólico, crisis económica, crisis demográfica suicida por el aborto, la eutanasia, la antifamilia natural de la totalitaria ideología de género, en resumen, un galopante declive cultural y una inmoralidad anticonstitucional contra la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948). 

			En el demencial cerebro gris de la Memoria Histórica Democrática totalitaria del neonacional socialismo comunista marquetiniano estalinista masónico, también estaba la futura demolición de la inmensa y pacífica Cruz, así como la basílica de la Santa Cruz del Valle de los Caídos (San Lorenzo del Escorial: Madrid), donde se levanta, cómo no, lo que el dictador Francisco Franco llevó a término: la demolición del régimen de la Transición de 1978 y la restauración de la monarquía. Derribar la Cruz Salvadora para sustituirla por un monolito masónico luciferino.

			El Tribunal Supremo dictó sentencia por unanimidad, controlada desde el poder, para su exhumación-profanación con una gran propaganda mediático-política y electoral, que vino como anillo al dedo para ocultar la resucitación del terrorismo secesionista en Cataluña al detenerse a un grupo terrorista de la partidocracia de la ultraizquierda comunista secesionista de los Comités de Defensa de la República (CDR), que preparaban atentados contra organismos oficiales del Estado español. El independentismo mediático-político y las partidocracias que lo retroalimentaban negaron la evidencia de lo que las fuerzas de seguridad del Estado habían más que demostrado, repitiendo por sus mayoritarias terminales político-mediáticas que era todo un montaje. 

			Uno de los terroristas detenidos por la investigación de la operación Judas, en la declaración judicial, declaró que el xenófobo hispanicida racista presidente de la Generalitat, un tal Joaquín, Quim, Torra i Pla (1962) de la partidocracia radical separatista catalana Juns per Catalunya, sabía y se había prestado a colaborar con los terroristas camisas pardas del separatismo catalán, en el sentido de que les facilitaría la entrada y ocupación de la cámara del Parlamento autocrático en el día de la celebración del 1-0 para volver de nuevo a proclamar la independencia de la fantasmagórica república catalana. 

			Los terroristas catalanes de ultraizquierda independentista de los CDR también contaron con el plan, urdido por el totalitario instrumento de telecomunicaciones secesionista, el Centro de Seguridad de Información de Cataluña (Cesicat), para el asalto y ocupación del parlamento catalán con el objetivo de subvertir el orden constitucional. 

			Ni que decir tiene suponer que el gobierno neonacional socialista comunista marquetiniano en funciones se lo tomó con indiferencia y recriminó la acción de los jueces y las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado con la finalidad de no molestar a los separatistas catalanes, que venían siendo sus aliados para mantenerse en el poder y que consideraron la detención de los terroristas como una farsa y una afrenta contra ellos y su imaginaria república independentista catalana. 

			Por ello, en el parlamento autocrático catalanista, aprobó una serie de resoluciones totalitarias de insurrección que seguirá insistiendo en la desobediencia al Estado de derecho constitucional para alcanzar la inconstitucional autodeterminación; la expulsión de la Guardia Civil; la amnistía de los golpistas en prisión, pendientes de la sentencia final, y el apoyo a los terroristas que planeaban atentados con fines independentistas.

			Ante tal situación de un nuevo golpe de Estado, el gobierno neonacional socialista comunista marquetiniano en funciones se limitó llevar ante los tribunales de justicia las totalitarias resoluciones de un autocrático parlamento secesionista cuando debería haber actuado con la aplicación legítima y constitucional del artículo 155 de la Constitución española de 1978. Actuaba de forma cobarde y traidora contra España, como lo había hecho ya la anterior partidocracia neoliberal reformista socialdemócrata de centro derecha en el poder, el PP. Pero, de igual modo, taimado y de oportunismo electoralista, el camaleónico presidente en funciones de la partidocracia neonacional socialista comunista en un mitin de treinta minutos se emborrachó repitiendo 34 veces la palabra España, la España cuya identidad histórica, tantas y tantas veces, su partidocracia ha traicionado y falsificado durante más de 140 años.

			Cuando el prepotente y ególatra presidente tiempo atrás se había negado a aplicar el artículo 155, amenazó a los independentistas ante otro golpe de estado secesionista, que, antepondría y aplicaría antes la Ley de Seguridad Ciudadana y luego, la del artículo 155. Sin embargo, continuaba con el diálogo y las componendas políticas que él mismo había venido realizando y mantenía en Cataluña, Vascongadas y Navarra con pactos de gobernabilidad, con todos los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, vasco-etarra navarro y catalanistas. 

			Había que aparentar y mentir, para ello, era preciso cambiar el discurso en clave nacional española arrancar votos y votantes en los partidos de la oposición y convertirse en el adalid que aplicaría sin miramientos el artículo 155 y la Ley de Seguridad Ciudadana. Pero todo lo anterior quedaba como una mentira marketiniana cocinada tanto por los medios de comunicación privados siervos y subvencionados, en su mayoría, como los controlados públicos, porque la otra parte de los medios de comunicación libres del cuarto poder, indicaron que había sospechas más que fundadas para confirmar que se había producido una filtración del sumario sobre los terroristas secesionistas catalanes, los CDR, por parte del responsable máximo del Ministerios del Interior. 

			Impedir que la investigación de la operación Judas de los terroristas catalanes implicara a altos cargos y organizaciones del independentismo catalán. 

			Se confirmaría esta actitud cuando, a finales del año 2019, la Audiencia Nacional —por presiones del gobierno en funciones pero con pactos hechos con los golpistas y sediciosos del nacionalismo catalanista para lograr la ansiada investidura como presidente del gobierno del profanador-exhumador guerracivilista y plagiario, don Pedro Sánchez Pérez-Castejón (1972)— fue soltando poco a poco a los terroristas de los Comité de Defensa de la República (CDR) y, de paso, llevar a cabo purgas en mandos de la Policía Judicial de la Guardia Civil por los informes elaborados sobre los terroristas del secesionismo catalán y sus conexiones con los políticos independentistas, informes que estaban bajo secreto judicial.

			Los demás partidos de la oposición también empezaron su campaña electoral con el cansino y deprimente nacionalismo catalán hispanicida e inconstitucional: la partidocracia de centro derecha neoliberal progresista y reformista del PP señaló que la primera medida a aplicar, antes del artículo 155 de la Constitución española, era la de la estalinista bolivariana y chavista Ley de Seguridad Ciudadana; la partidocracia de centro izquierda progresista socialdemócrata, Ciudadanos, se inclinó por lo que no resultaría, una moción de censura al presidente de la Generalitat del parlamento catalán, no solo derribada por las partidocracias secesionistas catalanas, sino también por el tentáculo pactista de la partidocracia neonacional socialista en el poder central, la partidocracia proindependentista del PSC; y la partidocracia de la derecha neoliberal conservadora, VOX, presentó ante los tribunales una querella por el delito de rebelión al secesionista presidente xenófobo hispanicida racista de Cataluña por su relación con los terroristas de extrema izquierda catalanes. Ninguna partidocracia se decidió por lo que hace ya tiempo, desde el golpe de estado catalán secesionista se venía imponiendo, la suspensión constitucional de una autocrática autonomía que nunca se había atenido a las leyes del Estado de derecho español.

			Y así lo volvió a confirmar para los anales negros de nuestra historia de España cuando, a principios del mes de octubre del año 2019, llegó la filtración de la sentencia histórica del desprestigiado Tribunal Supremo, que, por unanimidad controlada, condenó a los golpistas secesionistas catalanes por el delito de sedición y malversación, que ya el Poder Ejecutivo de la partidocracia neonacional socialista comunista en funciones del gobierno de la Nación, el PSOE, a través de la Abogacía del Estado, había postulado y que suponía, según el artículo 544 del Código Penal, penas inferiores a los delitos comprendidos en el delito de rebelión: entre diez y quince años de prisión e inhabilitación para el desempeño de un cargo público. 

			De acuerdo con el referido artículo, en los delitos contra el orden público se indica que son «reos de sedición los que, sin estar comprendidos en el delito de rebelión, se alcen pública y tumultuariamente para impedir, por la fuerza o fuera de las vías legales, la aplicación de las Leyes o a cualquier autoridad, corporación oficial o funcionario público, el legítimo ejercicio de sus funciones o el cumplimiento de sus acuerdos, o de las resoluciones administrativas o judiciales».

			Por el contrario, la Fiscalía había solicitado y mantenido la aplicación del delito de rebelión, porque de acuerdo con los hechos ocurridos, cuando se declaró la independencia por parte de las partidocracias independentistas catalanas, se estaba cometiendo «un delito contra la Constitución como superestructura del Estado». Según el artículo 472: 

			Son reos del delito de rebelión los que se alzaren violenta y públicamente para cualquiera de los fines siguientes:

			1.º Derogar, suspender o modificar total o parcialmente la Constitución.

			2.º Destituir o despojar en todo o en parte de sus prerrogativas y facultades al Rey o a la Reina, al Regente o miembros de la Regencia, u obligarles a ejecutar un acto contrario a su voluntad.

			3.º Impedir la libre celebración de elecciones para cargos públicos.

			4.º Disolver las Cortes Generales, el Congreso de los Diputados, el Senado o cualquier Asamblea Legislativa de una Comunidad Autónoma, impedir que se reúnan, deliberen o resuelvan, arrancarles alguna resolución o sustraerles alguna de sus atribuciones o competencias.

			5.º Declarar la independencia de una parte del territorio nacional.

			6.º Sustituir por otro el Gobierno de la Nación o el Consejo de Gobierno de una Comunidad Autónoma, o usar o ejercer por sí o despojar al Gobierno o Consejo de Gobierno de una Comunidad Autónoma, o a cualquiera de sus miembros de sus facultades, o impedirles o coartarles su libre ejercicio, u obligar a cualquiera de ellos a ejecutar actos contrarios a su voluntad.

			7.º Sustraer cualquier clase de fuerza armada a la obediencia del Gobierno.

			El Tribunal Supremo escamoteó el delito de rebelión, aduciendo que el proceso de proclamación de la independencia fue una ensoñación, un engaño, pues los dirigentes golpistas no perseguían la independencia real en el otoño de 2017, sino obligar a un inconstitucional referéndum de autodeterminación al entonces gobierno de la partidocracia de centro derecha neoliberal socialdemócrata progresista y reformista del PP. Sin embargo, durante el juicio del proceso al golpe de Estado independentista catalán, los testimonios y los interrogatorios de las Fuerzas de Seguridad del Estado, de los policías, de los guardias civiles y la policía autonómica de los mozos de escuadra constataron que tuvo lugar la violencia necesaria para que se produjera la desconexión de la autonomía catalana de la unidad territorial del Estado español

			. 

			En el artículo 473 del Código Penal se castiga con entre veinticinco y treinta induzcan a cometer el delito de rebelión y los jefes principales de esta, así como el esgrimir armas o si ha habido combate:

			1.	Los que, induciendo a los rebeldes, hayan promovido o sostengan la rebelión, y los jefes principales de esta, serán castigados con la pena de prisión de quince a veinticinco años e inhabilitación absoluta por el mismo tiempo; los que ejerzan un mando subalterno, con la de prisión de diez a quince años e inhabilitación absoluta de diez a quince años, y los meros participantes, con la de prisión de cinco a diez años e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de seis a diez años.

			2.	Si se han esgrimido armas, o si ha habido combate entre la fuerza de su mando y los sectores leales a la autoridad legítima, o la rebelión hubiese causado estragos en propiedades de titularidad pública o privada, cortado las comunicaciones telegráficas, telefónicas, por ondas, ferroviarias o de otra clase, ejercido violencias graves contra las personas, exigido contribuciones o distraído los caudales públicos de su legítima inversión, las penas de prisión serán, respectivamente, de veinticinco a treinta años para los primeros, de quince a veinticinco años para los segundos y de diez a quince años para los últimos.

			Hubo por parte de los dirigentes secesionistas catalanes y sus medios de comunicación subvencionados inducción al delito de rebelión y las armas fueron tanto la violenta propaganda mediático-política como la ejercida con acciones y actos de odio con agresiones e insultos en la calle contra las Fuerzas de Seguridad del Estado. 

			La sentencia por sedición fue planificada dentro de las marañas del Ejecutivo de la neonacional socialista comunista en funciones de gobierno con vistas a los resultados de las elecciones cercanas del mes de noviembre de 2019, por si seguían necesitando el denigrante apoyo de las partidocracias secesionistas y terroristas anticonstitucionales y antimonárquicas. Estaría ya también pactado el indulto de los golpistas o la pronta excarcelación de los mismos con el traslado a las cárceles con competencias cedidas a la autocrática comunidad autónoma de Cataluña. Es lo que pensaba realizar el presidente dictador racista hispanicida secesionista catalán tras la celebración de las elecciones del 10 de noviembre de 2019.

			Tras la falsaria y sediciosa sentencia en favor del secesionismo catalanista, la violencia se multiplicó hasta límites que se preveía, pero que el gobierno neonacional socialista comunista en el poder no quiso atajar ni antes ni durante ni después de la sentencia por sedición, ya que las elecciones generales estaban a la vuelta de la esquina. Con el mensaje miserable de la moderación que fortalecía la cobardía y traición del Ejecutivo, maniató a las Fuerzas de Seguridad, neutralizado a la Guardia Civil, que no actuó, y negando a la Policía Nacional el uso legítimo y democrático de la violencia democrática al prohibirles que no respondieran a las terroristas agresiones de los manifestantes y al negarles los medios necesarios para defender la seguridad ciudadana y su propia integridad física. 

			Más de doscientos policías fueron heridos y tres de ellos de gravedad por las armas utilizadas contra las fuerzas de seguridad: bolas de acero lanzadas con tirachinas y de plomo disparadas con CO2, líquidos inflamables mezclas de aceite mineral de automoción y gasolina, adoquines, palos, barras de metal y hasta incluso motosierras.

			Proclamada por los líderes autocrátricos secesionistas tiempos atrás, la mitológica república independiente de Cataluña, con una deuda pública de cien mil millones de euros que no pagaban ni pagarían, ellos ya habían planificado hacerla efectiva en las calles de todas las ciudades con las revolucionarias protestas y manifestaciones pacifistas de terrorismo urbano anticonstitucionales.

			Así, con la revolución del color amarillento y las sonrisas sardónicas secesionistas, sobrevinieron días y noches de terrorismo urbano, contra el Estado de derecho constitucional, contra la paz ciudadana y el orden público, de la guerrilla revolucionaria que estaba ya planeada por los líderes y medios de comunicación secesionistas, pero con el protagonismo de acción directa de los grupos independentistas tanto vasco-etarras terroristas como catalanistas y radicales antisistema europeos. Se organizaron por las redes digitales a través del totalitario dominio del denominado «tsunami democrático» y se desplegaron por todas las ciudades, pero en especial en Barcelona: cortes de carreteras y calles; colapsos del aeropuerto y estaciones de trenes; huelga general ilegal; barricadas incendiarias en las calles; quemas de contenedores y coches; asaltos a los comercios, bancos y cajeros.

			Las respuestas de las partidocracias fueron las que siguen y las esperadas: la neonacional socialista comunista del PSOE como gobierno en funciones relativas, relativas porque siguió invocando el mensaje mediático-político de la moderación sumisa que fortalecía la cobardía y la traición al Estado de derecho constitucional ante el golpismo violento catalanista; en cuanto a las partidocracias de la oposición, la neoliberal de centro derecha reformistas progresista del PP y la de centro izquierda socialdemócrata progresista del Ciudadanos coincidieron en la misma respuesta, con tibieza, sin convicción, dijeron que había que aplicar la Ley de Seguridad Ciudadana y el artículo 155 de la Constitución española de 1978; frente a estas partidocracias, la de la derecha neoliberal conservadora populista, VOX, comunicó que recurría la sentencia de sedición por considerar que lo más apropiado, jurídicamente, hubiera sido la de rebelión.

			Las partidocracias en las que se sustentaba el gobierno neonacional socialista comunista en funciones —las partidocracias de extrema derecha y extrema izquierda nacionalista separatista, junto a sus aliados, la partidocracia con representación nacional en las dos Cámaras, la neocomunista radical inmigracionista de Unidas Podemos— coincidieron en que la sentencia era injusta y desproporcionada, por lo tanto, exigían indultos o amnistía para los golpistas catalanes. Y, para seguir en la reincidencia anticonstitucional, en la Cámara autocrática catalana seguían apostando e invocando por el fatuo derecho a una inconstitucional autodeterminación de una imaginaria república catalana, desafiando, de nuevo, las advertencias del Tribunal Constitucional.

			No obstante, falta dos instituciones históricas, secularmente históricas, que no estuvieron a la altura de una circunstancia gravísima y peligrosa para la unidad histórica y la soberanía nacional de España. La primera fue la monarquía borbónica, y más en concreto, el rey Felipe VI, que, como jefe del Estado, estuvo ausente y en silencio, escondiéndose, en el Principado de Asturias, de su responsabilidad tras el teatrillo de la entrega de unos propagandísticos Premios Princesa de Asturias, cosa que no hizo cuando realizó un discurso monárquico-constitucional ante el golpe de estado secesionista, el 3 de octubre de 2017. La otra institución secular, la más secular de la historia de España, que le ha dado su identidad histórica, la Iglesia católica, en sus jerarquías, la respuesta fue de atenerse y acatar la sentencia judicial, cosa que se debe hacer, pero como excusa para no parar los pies a quienes pisoteaban la doctrina social de la Iglesia católica, al nacionalismo eclesiástico separatista de Cataluña. 

			Los clérigos del secesionismo eclesiástico reincidieron en el subterfugio de la necesidad del diálogo entre los golpistas secesionistas de una república catalana imaginaria y el Estado español para llegar a una sumisa negociación que no conduciría sino a la claudicación. Demostraba la jerarquía secesionista clerical catalanista estar sometida a los intereses inconstitucionales de las partidocracias separatistas al poder temporal político, tan contrario y enemigo de la autoridad apostólica, de la potestad eclesiástica, que ellos han olvidado. 

			Las garras clericales del nacionalismo secesionista también alcanzaron a la cúpula de la máxima autoridad eclesial de España, la Conferencia Episcopal Española (CEE), ya que confabularon para que se nombrara como presidente de la misma en el año 2020, a quien fue uno de los mediadores entre el anterior gobierno en el poder de la partidocracia neoliberal de centro derecha socialdemócrata del PP y los golpistas secesionistas catalanes, al proindependentista cardenal arzobispo de Barcelona. Este colaboró de esta forma con el pluripartidocrático gobierno neonacional socialista comunista en el poder para controlar a la Iglesia católica o, mejor dicho, para colaborar con la llamada social izquierdoso-progresista, inmigracionista y ecológico integral medioambientalista y del relativismo religioso, la Iglesia del papa Francisco Bergoglio, tan alejada de la cristocéntrica Verdad evangelizadora de la doctrina social de la Iglesia católica.

			La autoridad eclesiástica es de derecho divino dado por Cristo y su función es espiritual, sobrenatural y pastoral, pero no de connivencia, sino más bien de distanciamiento razonable y crítico del poder político, que es de derecho positivista y cambia según las circunstancias de los tiempos. 

			El golpismo secesionista catalán seguía con su violencia verbal y de terrorismo urbano en las desprestigiadas instituciones secesionistas y en las calles catalanas. Los avisos evidentes de una desaceleración económica nacional e internacional se trataron de solapar con la mediático-política farsa macabra de la profanación-exhumación del dictador autoritario Francisco Franco. 

			La dictadura marquetiniano neonacional socialista comunista en funciones de gobierno, según sus pretensiones de aferramiento al poder por el poder, estaba teledirigida por un falso doctor en economía y exhumador-profanador jacobino de tumbas guerracivilistas, que, junto a sus ministros en funciones de propaganda perpetua, obviaban y presumían, falseándolos, los datos del trimestre último de la Encuesta de Población Activa (EPA), que resultaron ser los peores registros de empleo en siete años, con un total de 19,9 millones de empleados, pero con una cifra de paro inadmisible, a la altura de Polonia o Grecia, del 13,9 %. 

			En los últimos meses de 2019, el número de parados, según el Ministerio de Trabajo, era de 3.177.659, un número más bajo que en octubre de 2008 pero con una subida de 29.153 parados en el año 2019, que no se conocía desde el año 2012, siendo Andalucía y Cataluña donde más se incrementó. En noviembre, el número de parados se situaba en 3.198.184 y la afiliación a la Seguridad Social se reducía a un -0,27 % (53.114 personas menos), un dato negativo que no se registraba desde el año 2013, que, sobre todo, afectaba al sector servicio y a la agricultura. 

			La economía sumergida aumentaba por la destrucción de empleo y la patraña política de un salario mínimo desproporcionado e inasumible para las pequeñas y medianas empresas, incapaces de subir más la productividad. Ante estos datos preocupantes, el gobierno neonacional socialista comunista en funciones los minimizaba y escamoteaba. Las consecuencias no tardarían en mostrar la nefasta imposición de la subida del salario mínimo en el año 2019 al provocar más destrucción de empleo, más parados, que en 2021 era de entre 100.000 y 180.000 empleos perdidos.

			Para más vergüenza nacional, las partidocracias y sus políticos mediocres ocultaban la gran estafa piramidal de las pensiones que venían cometiendo desde hace décadas y décadas: la Seguridad Social, desde el año 2011, llevaba acumulado un déficit de cien mil millones de euros, lo que ponía en peligro el sistema de las pensiones. 

			Con una tasa de natalidad bajo mínimos y una inmigración no regulada ni con formación profesional, las intervencionistas partidocracias en el poder central no habían incentivado políticas públicas y privadas para realizar planes de empleo con vistas al cobro de pensiones al estilo de Reino Unido u otras naciones de Europa con aportaciones voluntarias de ahorro mensuales en las empresas.

			Aunque el Ejecutivo reconocía que estábamos en desaceleración económica, la minimizaba y ridiculizaba con eufemismos estúpidos, tales como que la economía estaba en situación de enfriamiento o maduración del ciclo, como las frutas y verduras en los campos o en las cámaras frigoríficas de conservación. 

			Sin embargo, las cifras negativas se encontraban en los datos estadísticos, que indicaban que la desaceleración económica estaba ya produciendo una débil creación de empleo, sobre todo en el sector privado, no en el sector público, que era inflado por las políticas nepotistas del gobierno.

			La destrucción de empleo, que se resentía de la exagerada elevación del salario mínimo a 900 euros, luego incrementado a 950, no se registraba en tales proporciones desde el año 2013. Fueron alrededor de 60.000 empleos menos en el año 2019, que repercutiría en el servicio doméstico, la agricultura y el comercio. Con una tasa de empleo de 0,9 %, el neonacional socialista comunista gobierno en funciones de propaganda perenne estaba creando 3,4 veces menos empleo que con las anteriores políticas de sus enemigos en la oposición, cuando gobernaban con ajustadas y confiscatorias políticas socialdemócratas, calificadas de terrorismo fiscal contra la clase media, la partidocracia neoliberal de centro derecha reformista progresista del Partido Popular.

			El crecimiento económico se inclinaba a la baja en un 1,9 % y para el 2020 en un 1,5 %, el déficit para el este mismo año no sería del 1,3 %, sino del 1,20 %. Los gastos públicos eran superiores a los ingresos por recaudación. Ello provocaba la destrucción de empleo como sucedía ya en el sector inmobiliario y de la construcción y en la compra y venta de la vivienda. Tanto la obra nueva como las obras de rehabilitación de viviendas estaban en descenso. 

			El impacto de la nueva ley hipotecaria neonaciaonal, socialista, neocomunista e  inmigracionista frenaba la concesión de créditos hipotecarios con una caída del 30 %. Tampoco se quedaba atrás la destrucción del tejido empresarial, sobre todo el de la industria y los servicios, que —desde que gobernaba la partidocracia neonacional socialista y sus aliados de extrema izquierda neocomunista y los nacionalismos secesionistas y terroristas de extrema izquierda y derecha— estaba perjudicando más a las pequeñas y medianas empresas (PYMES) y microempresas que  a las grandes empresas, con unas 15.000 empresas afectadas. 

			En las industrias como la automotriz, la química, la papelera o la metalúrgica, la demanda de energía eléctrica se desplomaba entre un 1,8 % y 2,8 % durante el año 2019, ya estaba bajando a los niveles de una recesión económica, de crisis económica como la sufrida anteriormente.

			Para contrarrestar estas constataciones económicas nacionales e internacionales, el gobierno neonacional socialista comunista en funciones perpetuas de metaverso marketing, maquillador de la realidad socioeconómica y política, volvió a recurrir al controlado Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS), quien hizo una manipulación de las intenciones de votos en favor de la partidocracia en el poder central del Estado, el PSOE, al darles una intención o estimación de votos demoscópica y político-medi

			ca por encima de las demás partidocracias del tinglado político, contando con ello con la colaboración subvencionada y servil, el 85 %, tanto de los medios de comunicación públicos como de la inmensa mayoría de los privados. 

			Estas encuestas demoscópicas se realizaron antes de las manifestaciones violentas con terrorismo urbano en Cataluña y las salvajes huelgas ilegales en las calles y universidades catalanas por la sentencia de sedición contra el golpismo secesionista catalán, y antes de la exhumación-profanación del cadáver del dictador autoritario Francisco Franco. 

			A pesar de que el barómetro del CIS daba una caída de un 34,2 % en intención de voto, cuando el mes anterior era de un 32,2 %, le continuaban dando la mayoría simple a la partidocracia neonacional socialista en el poder (PSOE), que, para gobernar, debería formar un bloque que necesitaría de los apoyos de las partidocracias de las ultraizquierdas inmigracionista de Unidas Podemos y de las nacionalistas y secesionistas catalanas y vasco-navarro etarra filoterroristas, más las de las ultraderechas secesionistas vasca y catalana; o bien se vaticinaba otro bloque, imposible, con una coalición de las partidocracias neoliberal socialdemócrata centro progresista de Ciudadanos, de la neoliberal de centro derecha reformista del PP y la neoliberal conservadora de derecha de VOX. 

			Ante este dictatorial intervencionismo del CIS y de los medios de comunicación en favor de la partidocracia gobernante, la Junta Electoral Central (JEC), por primera vez en los años simulacro de democracia avanzada, apercibió y abrió expediente al falso doctor presidente en funciones de gobierno y a la ministra de portavoz gubernamental por la utilización electoral de la exhumación-profanación del cadáver del dictador autoritario Francisco Franco al emplear el portal de la web de la Moncloa para su difusión y regodeo, y al presentar al presidente en funciones como candidato. 

			Se había vulnerado el principio de neutralidad de la Ley Electoral, cosa que ya es tendencia hist

			irrefrenable en la izquierda y la ultraizquierda y en los nacionalismos secesionistas en España. Se saltó la ley y se hizo caso omiso, porque a los pocos días realizó lo mismo con una entrevista electoralista en el medio público controlado por las izquierdas, Radio Nacional de España (RNE).

			Por fin llegaron, tras las tres anteriores, las cuartas, las elecciones generales del 10 de noviembre del año 2019, para fustigar todavía más el cansancio de la población votante española, la cual ha permitido, con su falta de racionalidad constitucional democrática responsable, que, desde el año 2015, las partidocracias en el Gobierno central del Estado español hayan estado con un 40 % en funciones sin tomar y resolver los preocupantes y crónicos problemas.

			Con una participación del 69,87  %, 3,5 puntos inferior a las celebradas en el mes de abril del mismo año, como se esperaba, gan

			 las elecciones generales, en el Congreso de los Diputados, la partidocracia neonacional socialista del PSOE con 120 escaños (28 %), tres menos que en las anteriores, insuficiente para lograr mayoría absoluta, y se abocaba a hacer pactos en peores condiciones que meses atrás con un gobierno en funciones. En el Senado, perdió la mayoría absoluta al quedarse con 92 (30,87 %) senadores frente a los 123 anteriores, el Senado era clave para la aplicación de un factible artículo 155 de la Constitución española de 1978. 

			En el segundo puesto, recuperando votantes con respecto a las anteriores elecciones, la partidocracia neoliberal de centro derecha reformista progresista del PP con 89 (20,82 %) escaños, veintidós más que en las anteriores, y en el Senado también se recuperó con 84 (27,09 %) senadores. La tercera fuerza política con un

			 sorprendente ascenso político y social fue la partidocracia neoliberal conservadora de derecha populista, VOX, que alcanzaría 52  escaños (15,9 %), veintiocho más que en las anteriores, en el Senado solo dos senadores (5,12 %). La cuarta partidocracia fue la ultrarradical neocomunista de Unidas Podemos

			, con 35 escaños (12,84 %), siete menos que en las anteriores. La quinta partidocracia fue la de los golpistas de la neocomunista de extrema izquierda separatista catalana de ERC con trece escaños (3,61 %), dos menos que en las anteriores, en el Senado con once senadores (4,79 %). La sexta partidocracia, que aspiraba a liderar la oposición, fue la veleta neoliberal de centro izquierda o derecha progresista laicista de Ciudadanos con diez escaños (6,79 %), 47 escaños menos que en las anteriores, un rotundo fracaso. Tras la debacle, su

			 por no haber llevado con firmeza su compromiso político inicial con España, al no haber gestionado su condición de partidocracia veleta o comodín; sin embargo, no bajaron los otros nacionalismos de las hispanicidas y etnolátricas partidocracias radicales como la partidocracia de extrema derecha secesionista catalanista de JxCat, la séptima con ocho escaños (2,19 %), uno más que en las anteriores elecciones, en el Senado obtuvieron tres senadores (2,66 %). Luego, los nacionalistas separatistas de Vascongadas, la de extrema derecha del PNV con seis escaños (1,57 %), uno más que en las anteriores, en el Senado obtuvieron nueve senadores (1,82 %) y la de la extrema izquierda vasco-etarra filoterrorista de Euskal Herria Bildu (EH Bildu) acabaron con cinco escaños (1,15 %), uno más que en las anteriores, en el Senado, un senador (1,34 %).

			Además de estas más relevantes partidocracias, otras nuevas aparecieron, regionales o secesionistas, aumentando más la barahúnda de partidocracias: la marca blanca neocomunista ultrarradical de Más País, escindida de la rama principal neocomunista ultrarradical de Unidas Podemos, más Equo y Compromís, con tres escaños en el Congreso; la también ultrarradical neocomunista separatista catalana de la CUP-PR, con dos escaños; de igual tendencia, la ultrarradical separatista neocomunista del Bloque Nacionalista Gallego, BNG, con un escaño y las partidocracias regionalistas: la coalición regionalista conservadora con la derecha de Unión del Pueblo Navarro mas las partidocracias neoliberales de centro izquierda y derecha de Ciudadanos y del PP, (NA+), con dos escaños y tres en el Senado (0,49 %); la bisagra independentista de izquierdistas y conservadores de Coalición Canaria y Nueva Canarias, CCa-PNC-NC, con dos escaños; la Agrupación Socialista Gomera (ASG), partidocracia neosocialista de centro izquierda, lograría solo un escaño pero en el Senado (0,01 %); la bisagra conservadora de Cantabria, PRC, con un escaño y el batiburrillo de varias ideologías para la España interior despoblada, la debutante partidocracia regionalista de Teruel Existe, con un escaño, y dos senadores (0,9 %).

			La situación parlamentaria quedaba peor que después la de las anteriores elecciones, donde la partidocracia con mayor responsabilidad de gobierno rechazó llevar a cabo pactos de gobernabilidad con las partidocracias más factibles que no pusieran en peligro la democracia monárquico parlamentaria del Reino de España, las neoliberales del PP y de Ciudadanos. 

			Fue, por encima de todo, un fracaso de la partidocracia en funciones de gobierno y menos de las otras, incluida la más peligrosa por sus inclinaciones hacia las partidocracias secesionistas y filoterroristas, vascas y catalanas, con las que también había pactado el PSOE: la de la extrema izquierda chavista-bolivariana estalinista de Unidas Podemos.

			Lo que se auguraba y llegaría fue una situación política complicadísima con más bloqueo a la vez que mayor prepotencia del líder de la pluripartidocracia neonacional socialista comunista frente populista e inmigracionista, el doctor fraude y exhumador-profanador guerracivilista, don Pedro Sánchez Pérez-Castejón (1972), que, antes de las elecciones, ya había pergeñado un gobierno retroprogresista de coalición-cohabitación con la partidocracia ultrarradical necomunista chavista-bolivariana de Unidas Podemos, entregándole competencias gubernamentales en ministerios y secretarías de Estado. 

			Se formaba una quimera, pero vieja partidocracia: la neonacional socialista comunista, la extrema izquierda socialista y comunista. Por primera vez en la democracia constitucional de la decaída monarquía parlamentaria del Reino de España, y como había sucedido en la nefasta II República española (1931-1936), socialistas y comunistas se confabulaban para desgobernar España. 

			La reacción de los mercados financieros fue la bajada de la bolsa en 1,5 % y la subida de la prima de riesgo en 85 puntos. La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) señalaba que España tendría un crecimiento económico por debajo del 2 % para el año 2019 y empeoraría para los años 2020-2021 en 1,6 %. Esto también perjudicaría al paro, a la deuda y al déficit público. La deuda pública se situaba como la mayor de Europa. Eran ya síntomas claros de un fin de ciclo económico que se agravaría en el año 2020 con la llegada de la pandemia del coronavirus chino socialista-comunista COVID-19 (Coronavirus Disease 2019). 

			Ya a finales de año, por diciembre, el descenso del paro trajo un dato anual negativo que no se registraba desde el año 2012, cuando el desempleo tuvo la cifra de 426.000 personas paradas. En el año 2019, el desempleo, que seguía bajando desde el año 2013 como en los años posteriores, bajó en 38.692 desempleados (1,2 %). Al acabar el año 2019, el número de parados fue de 3.191.900 (13,78 %) y el número de empleados era de un total de 19.966.900. Esta última cifra era las más alta en los últimos once años, lo cual denotaba que se había venido creando empleo durante seis años consecutivos. Sin embargo, el mercado laboral registraba datos negativos desde que se comenzó la recuperación económica.

			Semejante coalición-cohabitación neonacional socialsta comunista, antisistema, anticonstitucional del Reino de España, no neutralizó, como cabía esperar de las izquierdas o los nacionalismos secesionistas, golpistas y filoterroristas, implicados en corrupciones, el mayor caso de corrupción institucional de la democracia fracasada de España, un expolio y latrocinio de corrupciones, malversaciones, comisiones, subvenciones, prevaricaciones, de fiestorras en prostíbulos y cocaína valoradas, con más 855 millones de euros: los ERE (Expedientes de Regulación de Empleo o Expedientes de Despidos Colectivos) en la autocrática-autonomía socialista de Andalucía, cuya sentencia se aplazó, intencionadamente, para después de las elecciones generales del 10 de noviembre con el fin de que no perjudicara en votos a la pluripartidocracia neonacional socialista comunista de un gobierno en funciones, que, hasta las últimas elecciones autonómicas, se había abastecido y dopado de los votos subvencionados de Andalucía para mantenerse en el poder autocrático autonómico y en los gobiernos nacionales durante varias legislaturas nacionales.

			Este caso de los ERES y sus fondos de reptiles, que comprende un período que va del año 2001 al 2010, solo era un hilo de la tela de araña de los muchos hilos que fue tejiendo en Andalucía desde 1982 la partidocracia neonacional socialista del PSOE. 

			Es el mayor caso de corrupción de la fracasada democracia constitucional monárquica parlamentaria de España y de Europa, con la cual, además de con toda la trama de corrupción andaluza, la partidocracia neonacional socialista del PSOE se financió durante decenios y decenios y, gobernando en funciones en el año 2019, el presidente de la  dictadura  marketiniana neonacional socialista comunista capitalista se tomó la venganza, penalizando fiscalmente, a través de Hacienda, a la autocrática autonomía andaluza que tenía un gobierno de la partidocracia de centro derecha neoliberal reformista del PP, apoyado por la partidocracia de centro izquierda neoliberal progresista, la bisagra venida a menos de Ciudadanos, y la populista partidocracia en alza de derecha conservadora, VOX. 

			La deuda contraída por la partidocracia neosocialista andaluza durante casi cuarenta años la tendría que haber pagado el nuevo gobierno autocrático de la Junta de Andalucía, pero se le impedía acudir a los mercados para obtener financiación y tampoco se le permitía adherirse al Fondo de Liquidez Autonómica, si no realizaba un plan de ajustes, de recortes. 

			El Ejecutivo neonacional socialista comunista en funciones no aplicó la misma medida a las autocráticas autonomías de Murcia con un déficit del 1,2 % del PIB o a la autocrática comunidad de Valencia, la cual tenía el déficit mayor de las administraciones, con un 1,4 %, o con  la autocrática comunidad de Cataluña, gobernada por golpistas, con un -0,21 %, con los cuales tenía pactos traidores de gobernabilidad.

			El déficit de la Junta de Andalucía tenía una desviación del PIB del 0,5 %; pero, en conjunto, España tenía un déficit estructural del 3 %, el más alto de la eurozona. A finales del año 2019 y principios del 2020, la economía española había entrado en desaceleración. El Fondo Monetario Internacional rebajaba en dos décimas las previsiones de crecimiento económico para España, un 1,6 % entre el 2020 y 2021, en la misma línea que las economías avanzadas, pero, mientras estas tenían una cierta aceleración económica, España estaba lejos ya del crecimiento de los años anteriores. 

			El gobierno retroprogresista de la partidocracia en coalición-cohabitación neonacional socialista comunista negaba la evidencia: el objetivo previsto para el año 2019 del 1,3 % se disparó en un 3 % del PIB, déficit total provocado por todas las administraciones públicas, poniendo a España en el precipicio de ser intervenida.

			En los casi mil millones de euros robados a los trabajadores en paro de una de las autocráticas autonomías con más desempleados de España y Europa, eran responsables dos expresidentes, que fueron ministros y presidentes nacionales de su partidocracia neosocialista, una exministra, altos excargos y sindicalistas de extrema izquierda, más sus tramas empresariales. Si la partidocracia neoliberal de centro derecha progresista reformista del PP fue desalojada del poder por casos de corrupción, como el caso de más de 120 millones de euros de la trama Gürtel en las autocráticas autonomías de Madrid y Valencia, con la contribución de la propaganda mediático política de la izquierda y la ultraizquierda y nacionalistas secesionistas, no ocurriría lo mismo con el caso de los ERE de Andalucía y sus fondos de reptiles, y la trama de una tela de araña hipercorrupta y nepotista: la izquierda neonacional socialista y la ultraizquierda neocomunista y sus aliados los nacionalismos secesionistas, golpistas y filoterroristas, más los oportunistas regionalismos bisagras, no tuvieron inconveniente en permitir una nueva Legislatura, la XIV, con un gobierno de coalición neonacional socialista comunista, anclado en el retroprogresismo reaccionario, que entregaba a España al caos. 

			Con ya todo más que pactado, llegó un traidor viento de la Unión Europea, que al estar dominada por las mismas partidocracias que en España, desde el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE), el 19 de diciembre de 2019, dictó que los golpistas y sediciosos del independentismo catalán, unos en la cárcel y otros autoexiliados, tenían inmunidad parlamentaria en el Europarlamento y, por lo tanto, el Tribunal Supremo de España debía solicitarla al Parlamento de Estrasburgo, quien no tardaría en quitarle la condición de eurodiputado cuando el Tribunal Supremo así lo dispuso en una resolución, que no los reconocía como eurodiputados. 

			Recordad que la partidocracia neonacional socialista comunista en el poder central, gobernando en funciones, ya había pactado antes de la ansiada investidura con el líder de la neocomunista separatista partidocracia catalanista de ERC, que había sido condenado por sedición, corrupción y malversación, mientras que el autoexiliado y prófugo expresidente de la autocrática autonomía catalanista, de la partidocracia de la ultraderecha catalana secesionista de JxCat, también lograba entrar en el parlamento europeo. Con semejante doctrina europartidocrática, otra vez más, se intentó burlar el Estado de derecho constitucional español al respaldar a los nacionalismos secesionistas y terroristas en España y Europa, y a hacer inviable cualquier euroorden de cualquier nación, así como la imposibilidad de lograr la unidad judicial y seguridad interna de la Unión Europea. 

			Con razón se largaron los británicos de la economicista y relativista Unión Europea, aplicando el Brexit. No sería hasta marzo del año 2121 que el Parlamento Europeo aprobaría por mayoría quitar la inmunidad. Entre las partidocracias que votaron a favor, la del PSOE y el PP; en contra, las partidocracias nacionalistas populistas de extrema derecha de Francia, Bélgica e Italia y la de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas de vasco-etarra y catalanistas, acompañados de los neocomunistas ultrarradicales de Unidas Podemos, socios de mantenimiento en el poder del gobierno neonacional socialista comunista al PSOE.

			La resolución de la Junta Electoral Central a principios del año 2020 indicaba que tanto el racista hispanicida y colaboracionista del golpe de estado, el presidente de la autocrática y secesionista Generalitat catalana de la partidocracia de la ultraderecha separatista burguesa de JxCat, como el golpista y sedicioso líder de la partidocracia separatista de la ultraizquierda burguesa de ERC en prisión no podían ser ni diputado de la Generalitat ni eurodiputado por más que el Tribunal de la Unión Europea le hubiera concedido la inmunidad al golpista, pero con la condición de lo que dispusiera el Tribunal Supremo de España, que pronto actuaría en el mismo sentido que la Junta Electoral Central y también después la Junta Electoral Provincial de Barcelona. 

			Al primero, un tal Joaquín, alias Quim, Torra i Pla, el Tribunal Supremo le negó ser diputado del parlamento autocrático secesionista por su desobediencia al colocar propaganda independentista de los lazos amarillos en tiempo de elecciones y, por lo tanto, estaba inhabilitado para seguir como presidente de la Generalitat, cosa esta también inviable porque el reglamento autocrático del parlamento catalanista sí lo permitía y tampoco se acató la retirada del acta, del escaño de diputado. 

			Este parlamento autocrático secesionista se volvió a envolver en la bandera de la desobediencia y el desacato a las sentencias judiciales de los tribunales del Estado español hasta que a finales de enero del año 2020 la mesa del parlamento autocrático catalanista no tuvo más remedio que acatar la inhabilitación de los tribunales constitucionales como diputado del parlamento y, más tarde, como presidente de la Generalitat a finales de septiembre de 2020.

			El secesionista presidente catalán, a finales de septiembre de 2020, se convertiría en el segundo presidente de la autocrática autonomía catalana en ser inhabilitado por el Tribunal Supremo, el cual confirmó la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña. 

			El presidente xenófobo, racista, anticonstitucional y supremacista hispanicida fue condenado a año y medio de inhabilitación para el desempeño de cualquier cargo público electivo y funciones de gobierno, más una multa de 30.000 euros, por desobediencia a la Junta Electoral Central al no retirar los infamantes lazos amarillos independentistas del Palacio de la Generalitat en tiempo de elecciones. Ni que decir cabe que no obedecería a tal inhabilitación, porque a los pocos días estaba lanzando las reiteradas e insultantes diatribas contra el Estado de derecho y la Monarquía de España en el autocrático parlamento catalán.

			Ante esta situación, y rompiendo con la partidocracia del golpista en la cárcel de la extrema izquierda catalanista de ERC, el presidente xenófobo y racista hispanicida de la partidocracia de extrema derecha de JxCat convocó nuevas elecciones autonómicas. 

			La coalición-cohabitación pluripartidocrática formada por el gobierno central de España, el neonacional socialista comunista y su socio golpista que lo mantenía el poder, la partidocracia radical comunista separatista catalana de la ERC, preparaban el asalto al poder de la autocrática comunidad autónoma de Cataluña con la formación de un tripartito radical pluripartidocrático socialista y comunista de PSC (=PSOE+Podemos+ERC) para la elecciones que se celebrarían en febrero de 2021.

			La respuesta de una y otra partidocracia fue de rebelión y desobediencia con el apoyo incondicional del tentáculo proseparatista de la partidocracia neonacionalsocialista comunista soviética-bolivariana-chavista en el poder del Estado español, el Partido Socialista de Cataluña, y las ultraneocomunistas secesionistas catalanas. 

			La partidocracia de ultraderecha separatista anticonstitucional no aceptó la resolución de la Junta Electoral Central. Lo mismo hizo la partidocracia de la ultraizquierda secesionista, pero que no dudó en abstenerse para permitir la obsesiva, ansiada y patológica investidura del presidente neonacional socialista comunista chavista bolivariano de la partidocracia del PSOE. Esta, de nuevo y como venía haciendo desde hace 140 años por y contra España, había denigrado a otra institución constitucional del Estado español porque se apartaba de su control: la Junta Electoral Central. La consideraba irrelevante y deslegitimizada por haber dado una resolución que se oponía a los intereses rupturistas de las partidocracias secesionistas y neocomunistas, y también a los intereses para alcanzar la ansiada investidura.

			Antes de la disposición jurídica de la Junta Electoral Central, a finales del año 2019, fue el dictamen, pergeñado y controlado por el Poder Ejecutivo en funciones de la institución de la Abogacía del Estado, quien, en contra de la Fiscalía General del Estado, pidió al Tribunal Supremo la excarcelación del líder golpista, sedicioso y malversador de la partidocracia de extrema izquierda nacionalista separatista ERC para que recogiera su acta de diputado en el Parlamento Europeo. 

			El texto contó primero con la revisión y aceptación previa de los golpistas catalanistas —que, ya de paso, para que se abstuvieran y permitieran la obsesiva investidura del futuro presidente marquetiniano neonacional socialista comunista soviético-chino-chavista bolivariano— lograron realizar una consulta, que era un referéndum encubierto para que solo los catalanes se pronunciaran sobre la inconstitucional independencia, la inconstitucional autodeterminación, burlando la soberanía del pueblo español, que es quien debería decidir. De paso, otra imposición más se tendría que realizar la reforma del Código Penal para rebajar las penas de cárcel por el delito de sedición y propiciar una pronta excarcelación de los golpistas catalanes en forma de amnistía encubierta, distorsionando las leyes del Estado de derecho.

			Así se forjaba y actuaba de facto una dictadura marketing neonacional socialista comunista, en la que no se dudaría en propiciar lo de siempre a los nacionalismos secesionistas: dinero y privilegios de financiación a corto y largo plazo con una fiscalidad e inversiones exclusivas. 

			Así, el nacionalismo independentista catalán como el vasco-etarra filoterrorista seguirían manteniéndose en el poder siempre a costa del desprecio, la insolidaridad y la discriminación social, política, cultural y económico-financiera de las demás regiones de España.

			La inconstitucionalmente inmoral investidura para la Legislatura XIV del candidato  marquetiniano de la pluripartidocracia neonacional socialista comunista chino-soviética-chavista bolivariana y capitalista supuso el tan ansiado gran salto al máximo poder del presidente Pedro Sánchez Pérez-Castejón (1972), quien, sin principios ni convicciones democrático- constitucionales y morales, pasaría de estar en funciones a la ansiolítica investidura para continuar en el poder con la colaboración determinante de la partidocracia neocomunista separatista de la burguesía catalanista de ERC, golpista, sediciosa, malversadora y corrupta, pero también con las otras partidocracias de la nepotista y corrupta de extrema izquierda neocomunista filoislámica chavista bolivariana anticatólica de Unidas Podemos y también la de ultraizquierda separatista vasco-navarro etarra filoterrorista de Bildu, más la también secesionista de la extrema derecha corrupta vasco proetarra del Partido Nacionalista Vasco y de la otra también corrupta y racista de extrema derecha secesionista de la burguesía catalanista de Junts per Catalunya. Pero también contaría con el apoyo interesado de minoritarias partidocráticas, aprendices del independentismo presupuestario insolidario, las partidocracias regionalistas de izquierda, ultraizquierda y derecha. 

			La partidocracia de extrema derecha corrupta vasco proetarra del PNV, como era lógico, apoyó la investidura de un gobierno de coalición neonacional socialista comunista chino-soviético-chavista-bolivariano retroprogresista y del frente popular guerracivilista, a cambio de las misma condiciones que las partidocracias secesionistas golpista catalanistas: un nuevo estatuto autocrático separatista hacia la autodeterminación, hacia la independencia con privilegios económicos con el pretexto de la identidad territorial propia vasco-navarra, que conllevaba la imposición e invasión etnolingüística vasco-etarra filoterrorista y luego de la anexión de la autocrática comunidad de Navarra, que empezaría por obtener muchas más competencias administrativas exclusivistas de autocrática gobernabilidad, como la cesión de las competencias de las cárceles y la gestión de edificios estatales de la Seguridad Social, rompiendo la igualdad interterritorial de la caja única de todos los españoles que la sostienen o la expulsión de las fuerzas de seguridad como la Guardia Civil, que es la calculada liquidación de la presencia del Estado español en regiones históricas que han conformado y son la esencia de la soberanía y la unidad histórica de España como Patria, Nación y Estado. 

			Como tampoco faltó para insultar y seguir denigrando aún más la dignidad de las víctimas del terrorismo vasco-etarra, la liberación de asesinos terroristas con delitos de sangre y odio que nunca se arrepentían ni cumplían íntegras las condenas. Aún había 376 asesinatos de los cincuenta años de terror de la banda terrorista secesionista vasco-etarra ETA, sin resolver. ETA había vencido al Estado de derecho en la fraudulenta democracia antiespañola porque sus descendientes y protectores filoterroristas estaban en las estructuras de las instituciones nacionales, municipales y autocrático-autonómicas.

			Comenzó una nueva Legislatura a principios del año 2020 con 167 votos a favor, 165 en contra y dieciocho abstenciones. Era, en  más de cuarenta años de democracia fallida, el primer gobierno retroprogresista de coalición-cohabitación frente populista e inmigracionista dispuesto a la aniquilación del régimen dado por la manoseada y tergiversada Constitución española de 1978, régimen fracasado gracias a la colaboración de las partidocracias neosocialistas, neocomunistas, neoliberales y neonacionalistas independentistas y terroristas, y a la pasividad reiterada de la inoperante monarquía borbónica, tanto del rey Juan Carlos I como de su heredero en funciones según los dictámenes del poder partidocrático de turno, el rey Felipe VI.

			Cuatro vicepresidencias y dieciocho ministerios, más otros cargos, se sumarían luego, implícitos en ellos, al primer gobierno de cohabitación-coalición en más de cuarenta años de democracia fraudulenta. El gobierno neonacional socialista comunista capitalista se convertía en el que más ministerios utilizaba con intereses partidocráticos y, por tanto, con muchos más sueldos despilfarradores, que eran un intento de contrarrestar, sin conseguirlo, porque colaboraba con él, al neocomunismo bolchevique chavista bolivariano soviético de la partidocracia de la ultraizquierda neocomunista y antisemita de Unidas Podemos, que era otro gobierno dentro del propio gobierno de cohabitación-coalición, al concederle carteras y ministerios controlables por la partidocracia neonacional socialista del PSOE. Pero, de igual manera, entrábamos ya de lleno en una dictadura marketing neonacional socialista comunista y el cúmulo burocratizado de tantos ministerios respondía a una ingeniería totalitaria de entretener y controlar a la sociedad civil con problemas y dilemas que se centrarían en la imposición estatalista de la dictadura mediático-política de la ideología de género del ultrafeminismo radical para obviar y ocultar las gravísimas cuestiones relacionadas con las violaciones sistemáticas de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas del Estado de derecho, de la Constitución española de 1978 y del derecho natural de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948).

			Entre los nombramientos con vistas al control omnímodo del Poder Judicial por parte del gobierno neonacional socialista comunista chino-soviético chavista bolivariano capitalista, fue el de la nueva Fiscal General de Estado, anteriormente ministra de Justicia y diputada, la cual no dimitió cuando era ministra de Justicia, ya que se le acusó de estar enfangada en escándalos relacionados con las cloacas del Estado, cloacas policiales, judiciales y políticas. 

			Fue nombrada para tan alto cargo y, enseguida, avalada por la mayoría de los siempre politizados fiscales del Consejo General del Poder Judicial con toda la inmoralidad y desfachatez que ello implicaba, porque su función sería neutralizar, exonerar, desjudicializar y politizar, tanto desde la Fiscalía General del Estado, como desde el ministerio de Justicia. Eran las consecuencias del juicio del proceso por el golpe de Estado del independentismo catalanista, como exigencia del socio fundamental que propició la nueva Legislatura del gobierno pluripartidocrático neonacional socialista comunista en el poder del Estado y, de paso, también para solapar las cloacas izquierdistas del Estado y las cloacas de la izquierda y la ultraizquierda de la partidocracia de Unidas Podemos, ya con responsabilidades ministeriales en el gobierno de España y en las narcodictaduras socialistas y comunistas de Venezuela y de Bolivia, así como con el totalitario régimen islámico de Irán que había financiado a Unidas Podemos a través de un canal de televisión filoislámico en España. 

			Las narcodictaduras chavistas bolivarianas socialistas y comunistas habían sido asesoradas, primero por la partidocracia neonacional socialista del PSOE y también por la partidocracia de ultraizquierda de Unidas Podemos, recibiendo cuantiosas cantidades de dinero con las que supuestamente se financiaron de forma ilegal.

			No se hicieron esperar las sanciones económicas a España de parte de Estados Unidos por los apoyos económicos, los contactos y los encubrimientos a políticos por parte del gobierno neonacional socialista comunista en el poder a la narcodictadura de Venezuela, de las que fueron víctimas las empresas y empresarios españoles en Venezuela y en Estados Unidos. Sanciones que se especificaron en draconianos aranceles a los productos agroalimentarios. Ante esta perspectiva negra para empresarios y productores españoles, la pluripartipartidocracia neonacional socialista comunista en el gobierno de España temerariamente amenazó a Estados Unidos con la retirada de las bases militares norteamericanas en España.

			A principios del mes de febrero del año 2020, como estaba establecido, la apertura solemne de la XIV Legislatura del gobierno de la neonacional socialista comunista pluripartidocracia la realizó el rey Felipe VI, que, como se esperaba, fue ninguneado y menospreciado por las ausencias o presencias de los diputados de las partidocracias de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas vasco-etarras y catalanistas, mantenedores del gobierno neonacional socialista comunista, junto con la partidocracia de extrema izquierda neocomunista de Unidas Podemos, cuya mayoría de diputados presentes no aplaudieron, pero sí aplaudieron, a lo fariseo, a quienes formaban parte del gobierno neonacional socialista comunista. Todos ellos participaron en la farsa bufa de aplaudir o no el discurso de su majestad y jefe del Estado, el rey Felipe VI, a pesar de su repudio de la institución constitucional de la Monarquía del Reino de España. 

			Ninguna democracia constitucional participativa y representativamente justa admitiría el desprecio y ataques constantes a una institución histórica constitucional, como es la Monarquía española, por parte de partidocracias anticonstitucionales, antimonárquicas, antiespañolas e hispanófobas como eran las que estaban en el Congreso, sede del poder legislativo de la monarquía parlamentaria, y con la inoperancia y el silencio cobarde para defenderla del metaverso presidente del gobierno neonacional socialista comunista, investido por dichas partidocracias que deberían estar prohibidas por ley y en la Constitución española de 1978.

			Antes de que, por el mes de marzo del año 2020, llegase el terror sanitario y económico del cisne negro del también socialista y comunista chino coronavirus (COVID-19), llegó por España, por Europa del Sur, un amoral, inconstitucional, antidemocrático, antimonárquico y laicista anticatólico gobierno neonacional socialista comunista chino-soviético-bolivariano frentepopulista e inmigracionista, propiciado con la abstención pactada con los hispanicidas y cristofóbicos nacionalismos secesionistas, destructores golpistas del sistema político dado con la Constitución española de 1978. 

			En ninguna democracia constitucional de Occidente, ha sucedido semejante bestialismo antijurídico contra lo que ha venido siendo la base de la justicia y la libertad: las democracias parlamentarias representativas y participativas en Occidente.  

			Se asentaba más aún en el poder, la dictadura marketiniana, que, como en cualquiera otra dictadura en la historia de la humanidad, iba contra la verdad de todo sistema constitucional democrático participativo y representativo, porque la verdad constitucional democrática participativa había sido separada de la razón constitucional democrática participativa, la razón constitucional del Estado de derecho y de los principios éticos y morales constitucionales.

			España ha sido incapaz de construirla, y se ha convertido en una democracia fallida y fracasada, una democracia consolidada en el fracaso constitucional y democrático. 

			Gran parte de culpa la ha tenido la sociedad civil que, irresponsablemente, se ha inhibido, se ha desespañolizado y descatolizado al renunciar a identificarse con su historia multisecular como Patria, Nación y Estado, aplicando los principios y valores de lo que ha de ser una democracia constitucional parlamentaria participativa y representativa, donde se ha de dar una separación jurídica, moral y ética de los tres poderes de todo Estado de derecho. Ya la dictadura autoritaria franquista había logrado inhibir políticamente a la sociedad y de ella han aprendido las partidocracias y los nacionalismos secesionistas y filoterroristas desde que empezó el sistema democrático constitucional español de monarquía parlamentaria del Reino de España en el año 1978.

			Como la Dictadura franquista, las partidocracias, sin duda, han puesto todos sus desprecios ideológicos contra España, con el control y el intervencionismo social, político mediático, educativo y un economicismo insolidario, sí, las partidocracias hispanicidas y cristofóbicas, las relevantes como el neosocialismo y el neoliberalismo, tantas décadas alternándose en el poder, y las partidocracias decisivas para permitirles llegar al poder o permanecer en el mismo, las de la extrema izquierda neocomunista laicista anticatólica, confabulada con las neocomunistas radicales separatistas vasco-navarro etarra terroristas, más las catalanistas, y las de la extrema derecha independentista, tanto vasca como catalanista.  

			Pero, para ese gobierno neonacional socialista comunista, llegaría una prueba histórica de la que solo tienen capacidad de afrontar los grandes líderes políticos que no hay en España, como tampoco en la economicista y relativista Unión Europea, y fue la catastrófica pandemia global del socialista y comunista chino coronavirus COVID-19, originada en la atea dictadura tecnototalitaria de la neosocialista y neocomunista República Popular China, que, como los no dilucidados atentados del terrorismo islámico del 11 de marzo del

			se extendió a toda velocidad letal por España en este mes tan negro para nuestra historia con un gobierno distinto de aquel neoliberal del PP, que fue desalojado con un golpe de estado político-mediático con los engaños y las mentiras históricas de la izquierda, la ultraizquierda y los nacionalismos secesionistas y filoterroristas. 

			El gobierno neonacional socialista comunista conocía y ocultó la pandemia. Ya estaba avisado desde enero de 2020 para que se tomaran medidas sanitarias y de control de viajeros internacionales. Pero nada, se cometió la barbarie de permitir la celebración del Día Internacional de la Mujer el día 8 de marzo, con 77 manifestaciones multitudinarias del feminismo ultrarradical izquierdista por toda España, en el caso de Madrid, donde la pandemia de coronavirus fue de las primeras y más trágicas, con 150.000 participantes. 

			El gobierno no hizo caso a las advertencias de los expertos en biología y medicina sobre el peligro sanitario de no tomar medidas anticipadas, sabiendo lo que ya había sucedido en la tecnototalitaria China y luego en la vecina Italia. Privó la propaganda ultraizquierdista feminista del populismo irresponsable a sabiendas del peligro para la salud pública del chino coronavirus COVID-19. El gobierno neonacional socialista comunista tenía un informe técnico del Centro de Coordinación de Alertas y Emergencias Sanitarias (CCES), dirigido por el ministro de Sanidad, informe con la fecha del 10 de febrero de 2020 que se fundamentaba en los datos comunicados por la dictadura atea totalitaria de la República Popular China.

			Otra prueba de que el gobierno neonacional socialista comunista conocía la situación crítica de la pandemia chino coronavirus COVID-19, la cual estaba ya instalada en España, fue que, también, entre los días 5 y 7 de marzo de 2020, mantuvo varias reuniones con la her

			 luterana de los evangélicos, que habían previsto la celebración de un congreso en Madrid con la asistencia de miles de adeptos, para convencerlos de que no la llevaran a cabo porque tenían datos de unos informes de que era un peligro por la presencia activa de la pandemia. Se hubieran evitado la muerte de más de 20.000 personas si se hubiera impedido la manifestación ultrafeminista en Madrid.

			La nefasta gestión de principio a fin de la pandemia del cisne negro del chino coronavirus COVID-19 del gobierno neonacional socialismo comunista mostró su incapacidad para solventar una gravísima crisis, retardando afrontarla tarde

			, con un Real Decreto que declaraba el  estado de alarma (14-3-2020), que era la entrada a una crisis económica, financiera, social y laboral de gran envergadura y la confirmación de una dictadura marketing, porque el inconstitucional decreto de estado de alarma, que fue un encubierto estado de excepción o de sitio, tomó la dictatorial medida socialista y comunista de confiscar, limitar y controlar el derecho a la propiedad privada y a la libertad, como la libertad de prensa y religiosa, que son sagradas en todo Estado de derecho y, de paso, cerrar el Parlamento y aprobar más indultos encubiertos a sus socios de gobiernos, los secesionistas golpistas catalanes. 

			El artículo 13 del decreto de estado de alarma (de excepción o sitio) lo daba a entender. El mismo que deberían haber denunciado las partidocracias neoliberales en la oposición y no lo hicieron:

			Medidas para el aseguramiento del suministro de bienes y servicios necesarios para la protección de la salud pública, el Ministro de Sanidad podrá:

			C)Practicar requisas temporales de todo tipo de bienes e imponer prestaciones personales obligatorias en aquellos casos en que resulte necesario para la adecuada protección de la salud pública, en el contexto de la crisis sanitaria.

			El Real Decreto del 14 de marzo de 2020 sobre el estado de alarma (estado de excepción o sitio), decreto de confinamiento (encarcelamiento domiciliario), era anticonstitucional, como así lo determinó el Tribunal Constitucional en una sentencia del 14 de julio de 2021, atendiendo a un recurso interpuesto por la partidocracia neoliberal de derecha populista de VOX. La respuesta del Ejecutivo fue la de declarar la guerra con amenazas directas al Tribunal Constitucional por la sentencia contraria a los intereses espurios del gobierno neonacional socialista comunista.

			El histórico laicismo ultrarradical anticatólico del irresponsable gobierno neonacional socialista comunista aprovechó la ocasión para violar el derecho a la libertad religiosa, enviando a los policías a cerrar, por la fuerza, iglesias católicas donde se celebraban actos de culto, pero no se atrevieron a ejecutar lo mismo para detener los desplazamientos por varios sitios geográficos de España de los musulmanes con el fin de realizar los preparativos del mes de Ramadán ni tampoco se atrevieron a entrar en las mezquitas para comprobar si estaban haciendo actos de culto o permitirlos en la calle cuando se estaban celebrando. Además, los musulmanes son una minoría del 4 % de la población en España, frente a la mayoría del 67,4 % de cristianos católicos, que, a finales del 2020, seguían bajando en un 58,6 %, de los cuales solo eran verdaderos católicos practicantes el 13,4 %. 

			Ni cuando se aminoraron las restricciones de la pandemia, se acabó con la persecución a la libertad religiosa y de culto, disimulada con visitas, durante la pandemia, al Vaticano para mantener encuentros con el papa de su misma tendencia ideológica56, tanto del presidente del gobierno como de otros cargos ministeriales femeninos. Era la propaganda marketiniana de dos ideologías, socialistas y comunistas, enemigas históricas de la Iglesia católica, partidarias de la derogación del tratado de derecho internacional, realizado siguiendo la Constitución española de 1978, el Acuerdo Internacional entre el Estado Español y la Santa Sede (1979).

			Se permitieron los actos religiosos en el interior con limitaciones, si no superaban un tercio del aforo, pero estaban prohibidos al aire libre. 

			En cambio, no se prohibía ir a terrazas, bares o restaurantes o ir de turismo con diez amigos, o bien ir a espectáculos o a los conciertos con un aforo de doscientas personas.

			Se cometió un acto ilegal y un abuso de poder porque en el Real Decreto 463/2020 del 14 de marzo lo indicaba bien claro: «Artículo 11. Medidas de contención en relación con los lugares de culto. La asistencia a los lugares de culto (…) se condiciona a la adopción de medidas organizativas consistentes en evitar aglomeraciones de personas (…) de tal manera que se garantice a los asistentes la posibilidad de respetar la distancia entre ellos de, al menos, un metro

			.

			En el Código Penal, se recogen los delitos por la violación del derecho a la libertad religiosa: el delito de prevaricación (art. 404); el delito de prohibición de culto (art. 522) y el delito de interrupción de culto (art. 523).

			Las partidocracias de la oposición, las neoliberales de centro derecha y de centro izquierda, PP y Ciudadanos, como laicistas, consintieron o callaron esta violación contra el derecho a la libertad religiosa de los católicos, pero también, la partidocracia que aparentaba defender a los católicos en su programa electoral, la neoliberal conservadora de derecha populista, VOX, guardó silencio: «Quien calla, otorga».

			Con respecto a esta violación de un derecho constitucional fundamental por parte de quienes gobernaban, y los que no, las autoridades eclesiales relevantes, los obispos y cardenales españoles, mantuvieron una actitud de condescendencia, porque secundaron, aumentaron y hasta corrigieron la tendencia cristofóbica laicista del gobierno neonacional socialista comunista al no mantener abierto los sacramentos fundamentales para la salvación: la eucaristía y la penitencia.  

			Se lavaron las manos eximiendo a los católicos de la celebración de dichos sacramentos y la celebración litúrgica de la santa misa. Dicho sea de paso, en Alemania, sospechosamente, al contrario, los obispos y cardenales católicos y también los pastores protestantes manifestaron su oposición ante la prohibición y violación anticonstitucional del derecho a la libertad religiosa, que ejecutó el gobierno comandado por la canciller luterana Ángela Merkel (1954), perteneciente a una partidocracia neoliberal de centro conservadora que se califica como Unión Cristianodemócrata y cuyo fundador fue el primer canciller de la República Federal Alemana, el católico Konrad Adenauer(1876-1967). 

			Y se debe recalcar lo de sospechosamente al contrario porque el clero alemán pensaba más en no perder las crematística aportaciones de los alemanes católicos a los clérigos sinodales germanos y estos, al debilitado y malversado  entraba en la deriva cismática de la dudosa ya iglesia católica alemana, pues estaba apartándose de la tradición y la revelación católica al pretender hacer protestantes los sacramentos como el del matrimonio, la eucaristía o el orden sacerdotal y, además, como los protestantes, caer en las redes de la totalitaria ideología de género del Nuevo Orden Mundial en cuestiones como la homosexualidad, el transexualismo, el aborto o la eutanasia.

			El decreto gubernamental no dejaba sin determinar un paquete de medidas más amplio, porque la bolsa, el IBEX-35, se hundió con un récord histórico del 14 % y con una deuda pública del 100 %. El mes de marzo de 2020 fue el peor de la historia de la bolsa.

			El paquete demagógico de medidas económicas se hizo de forma irresponsable a corto plazo. Eran insuficientes, ambiguas y supuestas, todo lo contrario que las medidas tomadas por otras naciones de Europa, como Francia y Alemania, o Estados Unidos, cuyos estados tomaron la responsabilidad total de afrontar los costes de la crisis del cisne negro del chino coronavirus COVID-19, otro virus pandémico del Nuevo Orden Mundial, el nomunacionalismo transhumanista y poshumanista de la ONU.

			Los máximos responsables políticos de estas naciones ante esta gravísima crisis se dirigieron a ellas sin ambages, mientras que el presidente del gobierno neonacional socialista comunista se dirigió a sí mismo, a su partidocracia y a la sumisión a las partidocracias que conforman su gobierno y lo mantienen en el poder, la ultrarradical neocomunista y las secesionistas golpistas catalanes y vasco-etarra filoterroristas, enemigos todos ellos de la Constitución española de 1978, enemigos de la dignidad histórica y del bien común de España.

			La dictadura marketing del gobierno neonacional socialista comunista lanzó un hipotético plan de medidas económicas, una estafa de doscientos mil millones de euros (20 % del PIB), ya que la mitad sería en créditos avalados por el Estado y otra buena porción como prórroga, de los cuales ciento diecisiete mil millones no se indicaba cómo saldrían de las arcas públicas y el resto, ochenta y tres mil millones, deberían pagarlo los recursos de los sectores privados como la banca y las compañías eléctricas, telefónicas...

			Las supuestas medidas sociales, económicas, laborales, sanitarias y de desempleo eran del socialismo y comunismo populistas e inmigracionistas y atacaban a los sectores de las empresas privadas. Sin bajadas de impuestos y aranceles para que aquellos sectores productivos más necesitados como las PYMES o los autónomos a los que se les negaba la suspensión de la cuota por inactividad económica. Y sin tomar medidas en el impuesto sobre la renta de las personas físicas (IRPF), el impuesto sobre el valor añadido (IVA) y las cotizaciones.

			Como señalaba, entre marzo y abril de 2020, el Instituto Nacional de Estadística, según los datos del IPC, se estaba ya en la bajada de los precios a causa de la excesiva oferta sobre la demanda, es decir, la deflación, el aviso de la recesión y depresión económica y un aumento desorbitante de parados. El INE confirmaría que, en el primer trimestre del año 2020, la economía estaba en caída libre con histórico 5,2 % del PIB; el hundimiento del consumo en los hogares en un 6,6 %; se continuaba con un elevado e inasumible gasto público; la inversión estaba a ras de suelo; la caída del empleo era del 5 %. El panorama que se avecinaba era el de la recesión.

			¿De dónde se iba a sacar el dinero presupuestado ficticiamente cuando se tenía tantísimo déficit público, una deuda pública del 95 %, y una economía en proceso de recesión? ¿De dónde se iba a sacar sin medidas fiscales para el control del bestial gasto público, que se llevaban a cabo en las diecisiete administraciones de los microestados autocráticos, despilfarradores o esquilmadores como los secesionistas catalanistas y vasco-etarra filoterroristas? 

			El fondo de contingencia ante la crisis del coronavirus COVID-19 destinado a las diecisiete administraciones autocráticas era insuficiente. Antes de esta crisis pandémica se les había negado el pago del impuesto del IVA porque se pretendía destinarlo para repartirlo y contentar a sus socios de gobierno: las partidocracias secesionistas catalanistas y vasco-etarra filoterroristas. Pronto se comprobaría que de los doscientos mil millones de euros solo se aplicarían, y a medias, catorce mil millones de euros.

			Para afrontar el simulacro de la estafa de los doscientos mil millones de euros y paliar la crisis del cisne negro del chino coronavirus COVID-19, la dictadura marketing neonacional socialista comunista  trat

			 de  justificar las  medidas intervencionistas a través de ruedas de prensa con preguntas y respuestas controladas, censuradas y vetadas por sus colaboradores de gobierno a los medios generalistas independientes y con plomizos e insulsos discursos leídos por la televisión y radio estatal del ególatra y grogui presidente de gobierno con el fin de tapar su inoperancia y falta de prevención y organización, además de echarle la culpa a las naciones de la Unión Europea, que tenían superávit y sus cuentas

			 saneadas y preparadas para situaciones de crisis, que no fueran solidarias destinando el dinero suficiente para solventar la crisis del coronavirus COVID-19 de España o Italia 

			Las naciones solventes como Alemania, Países Bajos o Austria habían sido rigurosas con sus cuentas públicas y no estaban dispuestas, sin condiciones, a regalar, sino a prestar un fondo de ayudas a las que se habían dedicado al despilfarro y a las corruptelas gubernamentales como España, cuyas partidocracias habían gobernado no gestionando el bien común, sino sus intereses electorales para mantenerse en el poder. 

			Las naciones más endeudas con el cisne negro del chino coronavirus COVID-19 pidieron un instrumento de deuda común por medio de eurobonos, eurocoronabonos; mutualizar la deuda con la obtención de fondos de mercado. Las naciones solventes —Alemania, Holanda o Países Bajos o Austria— tampoco admitían llegar a una deuda común, ya que ello perjudicaría a los intereses de sus bonos en los mercados financieros internacionales y también el miedo de sus dirigentes partidocráticos a perder los apoyos de sus electores.

			No obstante, existía otro mecanismo para sobreponerse a la crisis del coronavirus COVID-19 con fondos más que suficientes y era el Mecanismo Europeo de Estabilidad (MEDE) con 450.000 millones de euros para ayudar a las naciones de la eurozona en plena crisis. El Eurogrupo llegaría a un acuerdo pactado por Alemania, Francia, Países Bajos, Italia y España que consistía en que se aportaba 540.000 millones de euros en préstamos y un fondo de recuperación tras superarse la emergencia sanitaria, que se desglosaban en 240.000 millones de emergencia sanitaria del MEDE en líneas de créditos; 200.000 millones del Banco Europeo de Inversiones (BEI) en préstamos para las empresas;, y un fondo contra el desempleo de 100.000 millones, los ERTE o subsidio de paro, de la Comisión Europea a disposición de los gobiernos de la Unión Europea.

			Medio billón de euros como créditos, no como donaciones ni subvenciones, para que se tomasen medidas económicas responsables y justificables por las consecuencias debidas a la recesión económica. Se pondrían más tarde las condiciones, la reducción del peso de las pensiones y la reforma y flexibilización del mercado laboral. 

			Créditos que habrán de pagarse con intereses con la subida de impuestos que reduciría la libertad de todos, de todos los esclavos tributarios del estado de las partidocracias, que son quienes nos llevan a una sociedad deudora como la española, y con una economía sumergida, que —entre 1992 con el 28,04 % del PIB y el 2019 con un 22,01 %— suponía unos 240.000 millones de euros en negro que no formarían parte de los ingresos tributarios. Cada año, España perdía el 4,65 % del Producto Interior Bruto, unos 50.000 millones de euros.

			El acuerdo del Eurogrupo dijo no a la emisión de eurobonos o coronabonos de deuda pública conjunta porque supondría menos soberanía y máxima disciplina fiscal para España o Italia, que no iban a aceptar tales medidas. Dijeron no a la deuda pública conjunta Alemania, Holanda, Austria y Finlandia; pero más tarde se mutualizaría la deuda, una deuda conjunta de todas las veintisiete naciones de la decadente y degenerada Unión Europea.

			Todas estas medidas tenían que ofrecer resultados, hacer un uso correcto del dinero y evitar los gastos superfluos porque no se financiaban. Esto último habían sido las políticas populistas del intervencionismo, las subvenciones y de la inmigración ilegal de las partidocracias en España, que era un estado intervencionista que imponía muchísimos más impuestos que en Alemania, Suecia, Francia o Italia, a las empresas.  

			El fondo adicional que más tarde vino de la Unión Europea de 750.000 millones de euros para la recuperación económica y social de reformas estructurales e inversiones se haría para beneficiar a Italia, Francia y España, pero con condiciones. De los 750.000 millones de fondo global de rescate, 390.000 millones de euros eran para subvenciones a fondo perdido, mientras que 360.000 millones fueron en préstamos, en créditos a devolver. Francia, Italia y España recibieron más de la mitad de las subvenciones a fondo perdido.

			España obtuvo 140.000 mil millones de euros del fondo de recuperación europeo, de los cuales 72.700 millones de euros eran para ayudas directas, más de 67.300 millones de euros en préstamos a devolver antes de 2059, lo que suponía 4.600 millones menos en subvenciones. Sin embargo, de ese montante, 6.000 millones España tendría que aportar a los Presupuesto de la Unión Europea. Los 140.000 mil millones de euros eran para seis años y con planes de recuperación económica.

			Por otro lado, el gobierno neonacional socialista comunista aprobó los recortes de la Política Agraria Común (PAC), que supondría que alrededor de 5.000 millones de euros no recibiría la agricultura española. Pero la situación económica española lo que necesitaría eran 80.000 mil millones de euros más para salir del agujero. Los fondos eran con las condiciones que exigía la Unión Europea: la reducción del gasto público despilfarrador en España, revisión de las pensiones retrasando la edad de jubilación, despido libre, impuestos laborales reducidos y salarios justos, y, sin derogar la reforma laboral del anterior gobierno neoliberal de la partidocracia del PP, búsqueda del pleno empleo y los subsidios por desempleo deberían de estar en función de una presentación de servicios públicos.

			El dinero destinado a España tendría que servir para llevar término lo anterior dicho, para reindustrializar España y no para políticas demagógicas de escudo social que empleasen el dinero para comprar votos cautivos del neonacional socialismo comunista o para premiar a sus socios que los mantenían en el poder, los nacionalismos secesionistas y filoterroristas de los microestados autocráticos de las Comunidades Autónomas de Vascongadas y Cataluña.

			La Unión Europea avisaba a España que no se permitiría el despilfarro del dinero procedente de los impuestos de los contribuyentes europeos, ya que se paralizarían los fondos. Cada nación tendría que remitir a la Comisión Europea los planes de gasto que tendrían que aprobarse por mayoría cualificada. Los fondos estaban condicionados para que tuvieran un buen destino, es decir, a inversiones, saneamiento de las cuentas públicas, reformas en política de gasto público para evitar que fuera desbocado e improductivo y la no derogación de la reforma laboral. 

			Planes de reformas y de ajustes que, para la Unión Europea, se tendrían que aplicar al caótico Estado de las autonomías, pero este había degenerado en una autárquica estructura de microestados de diecisiete comunidades autonómicas. Habrá unidad de mercado al fragmentarlo, impidiendo que las empresas operasen libremente por toda España, porque las reglamentaciones eran dispares e impedían la movilidad laboral y comercial entre las regiones que hacían levantar barreras como las etnolingüísticas de los nacionalismos secesionistas e impedía la unificación de un sistema nacional de asistencia al desempleo.

			En unos meses de verano donde España estaba a la cabeza de los rebrotes de la pandemia, para ocultarla, la factoría propagandística de la marketiniana dictadura neonacional socialista comunista presentó en el Congreso de los Diputados y por sus más del 85 % de medios de comunicación y redes sociales públicos y privados controlados y serviles, como el gran triunfador en la negociación del fondo de reconstrucción por el COVID-19 al ególatra y prepotente presidente del gobierno cuando las condiciones de los fondos rebajaban el triunfalismo porque eran fondos destinados a un rescate de España.

			España recibiría 140.000 mil millones de euros, de los cuales 72.700 millones eran a fondo perdido, pero lo restante se tendría que devolver esta ayuda-socorro con más aportaciones a la Unión Europea con la renuncia a futuros fondos, reformas estructurales como la transición digital y energética y sanear las finanzas públicas, la reducción del gasto público, todo ello supervisado por la Unión Europea y con una subida de impuestos para los gobernados españoles.

			A los 750.000 millones de euros, el Banco Central Europeo sumó 600.000 millones más para la compra de deuda pública y empresarial, o sea, para subvencionar a las partidocracias y gestores incompetentes, una forma de fabricar dinero que conlleva la devaluación de le economía, del precio de las cosas, a una deuda pública que pagarían los contribuyentes.

			Como era de esperar, la puesta en marcha de las medidas sanitarias del estado de alarma (de excepción), los socios del gobierno en el poder, las partidocracias secesionistas, la vasco-etarra filoterrorista, se hizo con una aceptación a regañadientes y la negativa rotunda a aceptarlas fue la de sus otros socios golpistas que mantenían al gobierno en el poder del estado español, los secesionistas catalanas. Pero ambos nacionalismos secesionistas hispanicidas y anticonstitucionales no permitieron la presencia del Ejército en sus autocráticos microestados como estaba previsto por el decreto del estado de alarma. 

			El gobierno neonacional socialista comunista no envió hasta más tarde el Ejército, más en concreto a Barcelona, aunque seguían con la negativa, el desprecio y la ira de los secesionistas.

			Con la pandemia desbocada, al día siguiente, 17 de marzo de 2020, que la Unión Europea (UE) decidiera cerrar, por primera vez en la historia de la Unión Europea, durante un mes, las fronteras exteriores de Europa por tierra, mar y aire con la intención de seguir degradando más a la institución de la monarquía, se anunció la comparecencia televisiva de la institución de la Monarquía. Era otra estratagema del gobierno para amortiguar la incapacidad del mismo para afrontarla a su tiempo cuando ya estaba extendiéndose varios meses atrás, a finales del año 2019 en la tecnototalitaria China y luego en Italia. 

			Como también fue manifiesta la ocultación, la incapacidad y los avisos interesados para favorecer el comercio comunista capitalista de China, avisos tardíos, por febrero de 2020, de la lacaya dictatura tecnototalitaria China. La corrupta Organización Mundial de la Salud (OMS) no actuó, por estar controlada por la dictadura China, para que se tomasen medidas de prevención o aislamiento del lugar de origen de la pandemia: la ciudad de Wuhan de la socialista y comunista capitalista China. ¿Virus de dudoso origen natural? ¿Proveniente de un animal?: 

			l murciélago? O más bien, ¿virus de seguro diseño para la guerra biológica procedente de una fuga de un laboratorio chino de Wuhan sin condiciones de seguridad y con el conocimiento, la financiación y la colaboración de investigadores de Estados Unidos? Es lo más seguro, 

			pero lo sabremos algún día? La atea dictadura socialista comunista China, la OMS, junto a la dictadura global del Nuevo Orden Mundial, han procurado y procurarán ocultarlo, ¿pero hasta cuándo?

			Hasta el 11 de marzo de 2020 no anunció la situación de emergencia sanitaria mundial por la pandemia del chino coronavirus-COVID-19. La vecina nación de la dictadura China, la isla de Taiwan, aunque no formaba parte de la OMS, sin embargo, a través de la ONU, advirtió en diciembre de 2019 del peligro de la pandemia que se propagaba desde la dictadura comunista China. Taiwán obtuvo un éxito reconocido por su prevención y minimización de la pandemia. De igual modo, Japón había denunciado la situación de pandemia que venía de la comunista y socialista dictadura de China. 

			Ante esta situación del control totalitario del Nuevo Orden Mundial, del que forma parte la OMS y el control de esta por la tecnototalitaria dictadura China, Estados Unidos lo denunció, amenaz y cumplió que no seguiría con la financiación del 20 % de su presupuesto a la OMS, a la denuncia de este la secundaron Francia y Reino Unido, que acusaron a la dictadura socialista comunista de China de agresión, beligerancia y chapucería en la gestión oscura del coronavirus COVID-19. 

			El gobierno neonacional socialista comunista-capitalista chino-soviético-chavista al mando de una pandémica España hizo lo contrario: disculpar, exonerar, proteger o alabar a sus camaradas de ideología y echarles las culpas al chino aquel que se comió un murciélago contaminado

			Sus camaradas globalistas, que persiguieron, encarcelaron y condenaron a la muerte a quienes en la tecnototalitaria China, denunciaron desde el principio al letal coronavirus COVID-19 de Wuhan.

			El Ejecutivo, con el presidente como máximo responsable, tampoco cumplió El informe del Centro Europeo para el Control y Prevención de Enfermedades —que días antes del gran aquelarre ultrafeminista del Día Internacional de la Mujer y contando ya con 580 infectados por el COVID-19— desaconsejaba las concentraciones en masa y la cancelación de actos multitudinarios que pudieran provocar el contagio de pandemias o epidemias.

			Se hizo aparecer al rey Felipe VI, tras varias semanas desaparecido, por un silencio impuesto y amordazado por el antimonárquico gobierno de coalición-cohabitación y cuando se había difundido por los medios de comunicación (después del decreto de alarma de estado) que el rey Felipe VI había decido repudiar a su padre, el rey Juan Carlos I, e impedirle cualquier vínculo institucional con la Casa Real, a la vez que renunciaba a la herencia paterna, renuncia más bien de honorabilidad hipócrita porque las herencias no tienen efectos jurídicos hasta el fallecimiento. 

			No se haría esperar mucho para que la Fiscalía del Tribunal Supremo, controlada por el Ejecutivo neonacional socialista comunista, abriera una investigación por los cobros de comisiones y el blanqueo de capitales del rey Juan Carlos I para agradar a sus socios en el poder (los comunistas y nacionalistas secesionistas y filoterroristas), ocultar la nefasta y caótica gestión sanitaria y económica del camarada rojo chino coronavirus COVID-19, así como las pactadas rebajas penales de algunos golpistas del secesionismo catalán y, de paso, hundir y degradar aún más a la institución histórica de la Monarquía española para acabar con la Constitución española de 1978 e imponer la III República. El hijo del rey, Felipe VI, mientras tanto, no actuaba cono jefe del Estado para defenderse de quienes buscaban hacerlo desaparecer. Le faltaba el coraje que el rey Juan Carlo I demostró en ocasiones históricas cruciales cuando ejercía como rey y jefe de Estado de España. Su actitud pasiva era aprovechada por los enemigos de la institución histórica de identidad católica, la Monarquía española: socialistas, comunistas y los aliados de estos, los nacionalismos secesionistas y filoterroristas vasco-etarras y catalanistas. Todos ellos, con sus políticas partidocráticas anticonstitucionales e hispanicidas, colaboraban para propiciar la desaparición de la monarquía parlamentaria constitucional. 

			La partidocracia en coalición-cohabitación en el gobierno neonacional socialista comunista, la extrema izquierda de Unidas Podemos, para ocultar a la opinión pública sus escandalosas cloacas políticas y partidocráticas, así como el blanqueo de dinero con las narcodictaduras neosocialistas y neocomunistas de Iberoamérica y su financiación irregular. Y cuando la realidad por la que atravesaba España por la pandemia era de una gravísima crisis económica, sanitaria, social-política, demográfica suicida, cultural, así como de libertades fundamentales, propuso a principios de julio de 2020, que el rey Felipe VI abdicara y se convocase un referéndum, anticonstitucional, para que se decidiera sobre la Monarquía española. 

			Entre las cuestiones a dilucidar por las que se abismaba España, precisamente no era la Monarquía constitucional, ya que esta, a pesar de los escándalos privados y públicos del rey Juan Carlos I, seguía siendo bien vista positivamente por la mayoría de los españoles, mientras que un residual 0,5 % consideraba que constituía un problema. En un supuesto referéndum, el 53,2 % de los españoles, a finales del año 2020, votaría en defensa de la Monarquía, mientras que un 40,8 % en contra y a favor de una utópica tercera república. Un 6 % no se decantaba por una u otra, o sin respuesta. Por agosto de 2020, el 54,8 % de los españoles eran partidarios de la Monarquía constitucional frente al 38,5 % que aspiraba por una populista III república neosocialista y neocomunista junto a los nacionalismos secesionistas y filoterroristas.

			Tras esta pretensión anticonstitucional de la dictadura marketiniana, aliada con las mismas intenciones antimonárquicas de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, estaba el ansia de poder del prepotente y ególatra presidente del gobierno neonacional socialista comunista: la pretensión de liquidar la Monarquía española constitucional y alcanzar la jefatura del Estado que corresponde al rey del Reino de España. 

			Un primer paso importante lograría el gobierno neonacional socialista comunista para intentar la instauración la III República: el rey Juan Carlos I, el día 3 de agosto de 2020, comunicaba en una carta enviada a su hijo el rey Felipe VI que se marchaba, se autoexiliaba de España a los Emiratos Árabes Unidos tras los escándalos por presunta corrupción y, sobre todo, por las constantes presiones del gobierno neonacional socialista comunista y sus socios los nacionalismos secesionistas y filoterroristas para que abandonara la casa real y, de paso, arremeter contra la democracia parlamentaria constitucional del Reino de España. 

			Con el rey Juan Carlos I, fuera de España, el paso siguiente sería ir a una III República utópica del caos plurinacional tras la destitución o abdicación del rey Felipe VI, jefe del Estado, el cual se había comportado cobardemente al no proteger el honor y la presunción de inocencia de su padre, por estar sometido a los métodos antimonárquicos e inconstitucionales de la izquierda y la ultraizquierda en el poder y sus aliados los nacionalismos secesionistas y filoterroristas. 

			Hacia finales de octubre de 2020, la Fiscalía del Tribunal Supremo archivaría la investigación de los posibles delitos fiscales y blanqueo de capitales imputados al rey Juan Carlos I, posibles delitos que estaban blindados por la inviolabilidad que tenía como jefe del Estado. 

			No obstante, la Fiscalía del Tribunal Supremo, controlada por el gobierno neonacional socialista comunista, a principios de noviembre de 2020, no tardaría en volver a arremeter contra la Monarquía, contra el rey Juan Carlos I, al asumir una investigación sobre él y la familia real por presunto blanqueo y uso de tarjetas de crédito opacas, delitos cometidos después de la abdicación del rey Juan Carlos I, con lo cual la inviolabilidad como jefe del Estado no tenía validez jurídica en estos casos.  

			A finales de diciembre de 2020, el rey Felipe VI volvió a doblegarse ante las maniobras antimonárquicas e inconstitucionales del gobierno neonacional socialista comunista para que más implícita que explícitamente condenara de la situación inmoral y fiscal de su padre el rey Juan Carlos I en el tradicional discurso del día 24 de diciembre, en la Nochebuena del nacimiento de Jesucristo, Dios y Hombre verdadero. 

			El rey Felipe VI, según se rumoreaba por algunos medios de comunicación promonárquicos, no cayó en la trampa-exigencia tendida por el gobierno de la dictadura marketing pluripartidocrática, que los medios de comunicación y redes sociales roturaban como gobierno Frankenstein, la trampa-exigencia de una nueva ley de la Corona, que era otra estrategia para acorralar aún más hasta el aniquilamiento al jefe del Estado, a la histórica institución multisecular de la Monarquía cristiana católica del Reino de España, avalada por la Constitución española de 1978 para dar paso a una quimérica tercera república neonacional socialista comunista. 

			El gobierno frente populista del neonacional socialismo comunismo trataba de que el rey Felipe VI renegara y traicionase a su padre, que, con más aciertos que desaciertos, trajo la democracia constitucional a España.

			No opinaba de igual forma el pueblo español, porque el retroprogresista y amoral rey Felipe VI, en el tradicional discurso de Navidad, batió el récord que tenía su padre Juan Carlos I, que, en el año 1993, alcanzó una audiencia de 10,2 millones de espectadores al alcanzar los 10,8 millones, un 71 % de cuota de pantalla televisiva. Sin embargo, controlados y preparados por el gobierno, en los discursos navideños de los años 2021 y 2022 ocurrió lo esperado de una Monarquía borbónica descatolizada sin influencia en la vida social y política, esclava sumisa de las partidocracias en el poder: en el año 2021 bajaría a una cuota de pantalla de 2,8 millones menos, con 7,9 millones de espectadores y, en el año 2022, la audiencia de telespectadores también descendía a 6,7 millones, 1,2 millones menos que en año anterior.

			En este discurso por la Navidad descristianizada, como en los posteriores, fijado por el gobierno frente populista, se sabía en lo que se iba a centrar: las terribles consecuencias de la pandemia para España. Como ya era habitual en sus manifestaciones regias, no mostró el valor y la firmeza para afrontar una regeneración de la Corona desde los principios de los valores morales de la doctrina social de la Iglesia católica, como tampoco desde los principios de los valores éticos, que nada tienen que ver con los contravalores de los espurios principios y valores democráticos de las ideologías partidocráticas, los cuales se han impuesto a través de innumerables leyes parlamentarias, durante más de cuarenta años en España. 

			Son la moral y la ética quienes con sus principios de valores las que construyen y sustentan la verdadera política en las democracias constitucionales y no los ideologizados y relativistas principios y valores democráticos comunistas, socialistas, fascistas, nazis, liberales capitalistas o de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, que tantísimo promueven los del Nuevo Orden Mundial como las Naciones Unidas (ONU), el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional, la Unión Europea, la Organización Mundial de la Salud, el Club Bilderberg o la estadounidense Fundación Rockefeller y los globalistas medios de censura y control ideológico de las redes sociales del oligopolio de la plutocracia ultraizquierdista orwelliana o cártel del GAFAT en internet, formada por el portal Google, las redes sociales de Facebook y Twitter, y los servicios tecnológicos comerciales de venta y compra, de empresas como Amazon o Apple. 

			No faltó otra estratagema de la dictadura marketiniana del gobierno neonacional socialista comunista: soltar definitivamente —tal como estaba pactado para alcanzar y mantenerse en el poder central del Estado— una suelta constitucionalmente inmoral de nueve golpistas secesionistas del nacionalismo catalán con penas de presión. Aunque más tarde la Fiscalía Provincial de Barcelona lograría la suspensión del tercer grado que se les aplicó y tuvieron que volver a prisión. Una actuación justa, de las raras en los tribunales de la Justicia española. Sin embargo, el gobierno neonacional socialista comunista, tarde o temprano, ayudaría a estos golpistas que les mantenían en el poder con un indulto. A la vez, se irían acercando a la autocrática autonomía de Vascongadas varios asesinos terroristas, de acuerdo con lo pactado con los nacionalismos secesionistas de extrema derecha y de extrema derecha vasco-etarra filoterroristas, aliados también de poder del gobierno neonacional socialista comunista.

			El día 19 de marzo de 2020, con un breve discurso preparado y escrito por el gobierno neonacional socialista comunista, el retroprogresista y acatólico rey Felipe VI, se centró en la catastrófica situación de crisis nacional: «España es un gran país, un gran pueblo que no se rinde ante las dificultades»; prioridad ante «una crisis nueva sin precedentes»; «que pone a prueba los valores de nuestra sociedad»; «que amenaza nuestro bienestar». Dio la condolencia a los familiares de las víctimas por el coronavirus, así como la gratitud a todos los profesionales de la Sanidad; pidió un ejemplo de responsabilidad y solidaridad con el fin de superar las diferencias y estar unidos «para resistir y aguantar»; alentó a un esfuerzo colectivo, organizándose por el bien común de todos, en una crisis temporal, que se superará con la colaboración de todos para recuperar la normalidad; «este virus no nos vencerá, al contrario, nos va a hacer más fuertes como sociedad».

			A la misma hora de este discurso del jefe del Estado de España, los socios del gobierno neonacional socialista comunista (los nacionalismos secesionistas catalanistas y vasco-etarra filoterroristas) llevaron a cabo lo ya anunciado en el mismo día. En el Congreso de los Diputados (ante la silenciosa pasividad cobarde del metaverso presidente del gobierno), por medio del representante de la partidocracia ultraizquierdista secesionista catalanista de ERC otra gran cacerolada nocturna y vil desde los balcones contra la institución democrática y constitucional del Reino de España: la Monarquía. 

			Se hizo esta ignominiosa afrenta aprovechando la convocatoria nacional que se venía realizando al anochecer para que los españoles de bien rindieran un homenaje a los servicios sanitarios; farmacéuticos; de transportes; de alimentación; empresas; grandes almacenes; multinacionales españolas; bancos; voluntarios de parroquias, cofradías o hermandades, monasterios; conventos e instituciones caritativas de la Iglesia católica; residencias de ancianos católicas o civiles; hoteles; así como a todas las Fuerzas Armadas y de Seguridad y capellanes de hospitales. Se rindió homenaje con aplausos, campanas y el himno nacional, este en casi todas partes menos en los microestados autocráticos independentistas de Cataluña y Vascongadas (distópico País Vasco).

			Esta ignominiosa afrenta fue también respaldada y ejecutada por los otros socios gubernamentales, la partidocracia radical neocomunista de Unidas Podemos. Esta colaboraba con las partidocracias secesionistas anticonstitucionales e hispanicidas, para seguir deteriorando a la Monarquía española; pero lo más indignante fue que atentaron contra la dignidad de las víctimas y contagiados por la pandemia del también comunista y socialista chino coronavirus COVID-19. 

			No dudaron en seguir con el ocultamiento, el secuestro y la utilización pluripartidocrática de la institución histórica de la Monarquía en manos del gobierno neonacional socialista comunista, como fue en el primer día del inicio de los diez días de luto nacional por los miles y miles de fallecidos por la pandemia del COVID-19, donde la presencia y las palabras de condolencia de la Monarquía en el Palacio Real fue minimizada, arrinconada en los medios de comunicación públicos. 

			Y menos aún desaprovecharía el gobierno neonacional socialista comunista volver a pasear a la Monarquía telemáticamente por medio de la tradicional videoconferencia con las unidades militares fuera y dentro de España. Eso sí, con la colaboración inestimable y sumisa del rey Felipe VI, en el 30 de mayo de 2020, el Día de las Fuerzas Armadas, pero sin parada militar por la suspensión del desfile. En el discurso que le escribieron con las mismas consignas marketinianas gubernamentales que el anterior, dado en la cúspide pandémica del rojo chino coronavirus COVID-19, dijo: «estamos superando la crisis sanitaria más importante de nuestra historia reciente y aún quedan por superar tiempos difíciles, tiempos que nuevamente nos ponen a prueba. Pero somos un gran país que encara siempre de frente las dificultades, por importantes o graves que sean, y las sabe vencer».

			Habría que advertir a su majestad, el rey Felipe VI, y también a toda la mediocre clase política, que España no es un país, sino Patria, Nación y Estado con una historia milenaria, que no tienen los que se calificaban como países. Y lo que no era cierto —por lo que venía sucediendo en España durante ya más de cuarenta años por culpa de las traiciones y corruptelas de las partidocracias y de una Monarquía apocada y sin respuestas históricas para el bien común de España— asegurar que estaba «orgulloso de la profunda identificación del pueblo español con sus Fuerzas Armadas que, en esta situación, las ha sentido como suyas y a su lado más que nunca».

			Loable fue la actitud del rey Felipe VI y su familia real al aceptar la asistencia al funeral por los fallecidos en la pandemia del coronavirus COVID-19, el día 6 de julio de 2020. La santa misa en memoria de los difuntos estuvo presidida por el arzobispo de Madrid en la catedral de Santa María de la Almudena, junto a una buena parte de los obispos de España, a la que también asistieron otras confesiones religiosas. 

			De forma intencionada, y como otro desprecio más de tantos a las víctimas de la pandemia, el prepotente y mentiroso compulsivo presidente neonacional socialista comunista del gobierno, junto a su colega y camarada vicepresidente neocomunista radical bolivariano chavista, ambos laicistas anticatólicos y filoislámicos, no acudieron a las exequias por los miles y miles de fallecidos, los cuales, en su mayoría eran cristianos católicos, como así es la mayor parte de la sociedad española; pero solo a afectos estadísticos sociológicos porque, en cuanto al compromiso y presencia en la vida pública, dicha mayoría, durante más de cuarenta años, ha estado apoyando con sus votos a partidocracias laicistas anticatólicas, permitiéndoles que aprobasen leyes contra el matrimonio mujer y hombre como las del gaymonio; el aborto libre; la eutanasia encubierta o directa; la ley del divorcio exprés; leyes contra el derecho a la libertad de enseñanza, de conciencia y de libertad religiosa y culto. Es decir, se han permitido las totalitarias leyes de la ideología de género, promovida por el nomunacionalismo transhumanista y posthumanista del Nuevo Orden Mundial, promovido por la ONU.

			El 16 de julio de 2020,  día de la multisecular advocación mariana de marineros y marinos, Nuestra Señora de la Virgen del Carmen, Madre de Dios y de su única, santa y verdadera Iglesia católica, Estrella de los Mares, guía y salvación de las almas, en una España de histórica identidad cristiana católica perseguida y en el olvido social desde el siglo xviii hasta hoy por las masónicas revoluciones ilustradas, liberales, socialistas y comunistas. Aconteció el marquetiniano funeral de Estado, que fue un funeral laicista masónico, el funeral preparado por el gobierno neonacional socialista comunista para tapar y justificar su inoperancia, fracaso y mentiras ante la crisis sanitaria, social y económica del camarada rojo coronavirus chino COVID-19. Presidido por el rey Felipe VI en el patio de la Armería del Palacio Real, con la presencia de familiares de los fallecidos, representantes de los sectores laborales más implicados en la pandemia, la asistencia de las autoridades en el gobierno, la asistencia de autoridades extranjeras, de las autoridades religiosas y de las diecisiete autocráticas comunidades autónomas, se rindió un histórico homenaje cívico de protocolo laicista masónico y sincretismo relativista pagano de la secta herética de la nueva era: un minuto de silencio consensuado; un desfile de personalidades con asépticas rosas blancas que depositaban alrededor de un elevado círculo marmóreo, esotérico, en cuyo centro estaba un pebetero de gélidas llamas fúnebres paganizantes;  versos sin Dios y de solas esperanzas mundanas del poema «Silencio» del poeta y ensayista mexicano Octavio Paz Lozano (1914-1998); música del norteamericano Samuel Barber (1910-1981), compañero sentimental del compositor y libretista, el ítalo-estadounidense Gian Carlo Menotti (1911-2007), con el dramático Adagio for strings (Óp. 11) para cuerdas, y la canción espiritual basada en un poema del germano poeta petrarquista del siglo xvii Paul Flemming (1609-1640) Geistliches Lied (Óp. 30) del también compositor alemán Johannes Brahms (1833-1897) del siglo xix. 

			No podía faltar el discurso, como todos los del rey, impersonal y similar a los anteriores por la pandemia, porque fue elaborado por los asesores gubernamentales para camuflar la peor gestión de la crisis sanitaria de la pandemia de entre todos los gobiernos de Europa, con más de 58.000 fallecidos, por esas fechas, y la mayoría ancianos, alrededor de unos 37.000. 

			Algunas frases leídas del rey: 

			 

			(…) reconocer, ensalzar a miles de ciudadanos cuyas conductas han sido el mejor ejemplo de los valores cívicos y morales de nuestra sociedad y la mejor razón para nuestra esperanza colectiva”. Y: “este acto no puede reparar el dolor de muchas familias por no haber podido estar a su lado en sus últimas horas; ni mucho menos atenuar la tristeza por su ausencia; pero sí hacer justicia a su vida, a su contribución a nuestra sociedad, a su memoria.

			Acabó el rey el discurso, leído: «la responsabilidad, la fuerza moral, la determinación frente a la adversidad y el espíritu de superación del pueblo español nos muestran el camino a seguir para afrontar y vencer las dificultades». Y añadió: «España ha demostrado su mejor espíritu».

			¿A qué espíritu se refería su majestad? Sin duda, el herético espíritu gnóstico antievangélico, propio del politeísmo y el pragmatismo masónico-laicista de las sociedades del paganismo relativista en el que han vuelto a caer las decadentes sociedades dominadas por el Nuevo Orden Mundial.

			Nada más distante y contrario al máximo y beatísimo Espíritu que históricamente ha sido de España, el de la trinidad beatísima de Dios Padre, Dios Hijo y Dios Espíritu Santo. Este es el misterio que nos transmite la veneración de la Madre de Dios, de Jesucristo, en la advocación de Nuestra Señora del Carmen, ella, como Puerta del Cielo, habrá acogido a los fallecidos por la pandemia en la gracia de Dios recibida por la caridad y fe trinitaria para participar en la eterna alabanza y gloria de Dios.

			El mismo montaje de logia masónica de los illuminati y cientificistas tuvo el segundo homenaje a las víctimas de la pandemia, el 15 de julio de 2021, donde el rey Felipe VI volvió a oficiar como maestre de la Gran Cruz del Mérito Civil, cruz cristiana católica, que algún día no muy lejano el laicismo radical anticristiano católico reemplazará por el triángulo masónico del ojo deísta del gran hermano, del gran arquitecto del universo del Nuevo Orden Mundial,  junto a sus armas de poder, el compás y la escuadra cientificista del luciferino arquitecto, donde el primer instrumento traza el círculo del universo filantrópico antifraternal cristiano católico y el segundo, las tres dimensiones que cuadran las líneas a seguir del esclavizante poder masónico en la tierra.

			El mismo montaje masónico y adoración propagandística al gobierno continuaría en el año 2022 y, también, con el silencio cobarde de una Iglesia católica en crisis por temerosa y sumisa ante los poderes mundanos. El rey Felipe VI, con esta sumisión al gobierno neonacional socialista comunista, que lo había llevado a un protocolo masónico laicista, luciferino y pagano en el homenaje de desprecio hacia las víctimas del coronavirus COVID-19, se distanciaba más de lo que estaba de los cristianos católicos, porque no lo consideraban digno representante de la histórica Monarquía católica de España, a la que venía traicionando desde que tomó posesión de la Jefatura del Estado.

			Tampoco dudó el gobierno neonacional socialista comunista y sus aliados los nacionalismos secesionistas, golpistas y filoterroristas, ante la nefasta gestión y politización partidocrática de la pandemia, con miles y miles de muertos, en seguir controlando y atacando al Poder Judicial, a la Guardia Civil y a la Policía Nacional, así como a la oposición de las partidocracias neoliberales, la de centro derecha reformista progresista laicista del PP —a la que se acusaba de preparar un golpe de Estado— y a la de derecha populista conservadora de VOX, porque actuaban de acuerdo con la Constitución española (1978) y el Estado de derecho dado por ella y no se rendían junto a algunos medios de comunicación independientes, a las tropelías del gobierno y sus aliados golpistas y filoterroristas por la terrorífica gestión de la pandemia china del COVID-19. 

			Los partidos políticos y la propaganda mediático-política los acusaban de que ponían en peligro a la democracia, claro, a su democracia totalitaria de la dictadura marketiniana neonacional socialista comunista, puesta en evidencia con sus intromisiones en la división de los tres poderes del Estado, con las purgas en la Guardia Civil por no desvelar al gobierno informes secretos de la Justicia y en el control del 85 % de los medios de comunicación, incluidas las redes sociales de internet.

			A medida que la pandemia se cobraba miles de víctimas y afectados, los aplausos vespertinos de las ciudades y pueblos de España iban amainando en su entusiasmo y hasta se sustituyeron por protestas de caceroladas y manifestaciones contra la gestión sanitaria y económica y social irresponsable y reaccionaria del Ejecutivo neonacional socialista comunista, que se negaba a reconocer su fracaso y a promulgar luto nacional ante la evidencia de la tragedia por la que atravesaba España, por lo que más tarde tuvo que cambiar de esta actitud vil e inmoral.

			El neonacional socialismo comunismo en el poder con sus socios del nacionalismo separatista y filoterrorista volvieron a demostrar lo que en la historia de España han sido y son: unas partidocracias que han vivido y viven de separar y enfrentar a los españoles, menospreciando y odiando a las ideologías de la oposición, las cuales le ofrecieron su total apoyo en el Congreso de los Diputados para afrontar esta imprevista y letal pandemia, tanto en el inicio como en la segunda prórroga del estado de alarma. 

			En esta última no tuvo el apoyo de los socios que permitieron y sostenían al gobierno neonacional socialista comunista, las partidocracias nacionalistas del secesionismo tanto catalanista como vasco-etarra filoterrorista. La segunda prolongación del inconstitucional estado de alarma se aprobó con mayoría gracias a la oposición y para denigración de las víctimas y afectados de la epidemia del coronavirus-COVID-19. Los votantes de los microestados autocráticos de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas deberían tomar conciencia que han estado retroalimentando a las bestias inhumanas de las partidocracias de las democracias totalitarias del independentismo xenófobo, racista e hispanicida.

			Las medidas económicas del caótico gobierno neonacional socialista comunista se iban complicando con los decretos, como fue el de la reducción de actividades empresariales e industriales no esenciales para la economía, pero sin especificarlas. Otra prueba más de las improvisaciones e informaciones falsas en un gobierno dominado por las tesis impuestas por el neocomunismo bolivariano chavista de la radical partidocracia de Unidas Podemos, pero ya sin el apoyo de sus socios de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas vasco-etarras y catalanista, ya que no contaron con ellos a la hora de la toma de las medidas económicas.

			El inconstitucional estado de alarma era más bien un estado de excepción encubierto, ya que se estaban tomando medidas que atentaban contra la violación de los derechos y las libertades fundamentales de la carta magna, como la libertad de empresa o la propiedad privada, el derecho de reunión y manifestación, la libertad de empresa, la libertad de culto o la libre circulación. El abuso poder del gobierno neonacional socialista comunista encarceló a 47 millones de habitantes en sus domicilios con unas medidas anticonstitucionales. 

			Sin consultar la opinión de las partidocracias neoliberales de la oposición, las nuevas medidas económicas eran intervencionistas y recaudatorias contra el sector privado, contra las empresas privadas que son las que generan siempre empleo. El PIB caía en picado, el déficit era del 2,7 % porque ya venía de las medidas populistas del despilfarro del gasto público en el año 2019. Un gasto público populista superficial y sin control del mismo.

			Las actividades económicas más afectadas eran el turismo, la restauración, el ocio, el sector de servicios, la construcción —las más importantes para España—, el comercio minorista, las pequeñas y medianas empresas (PYMES), estas, el 85 % de las empresas en España. 

			Se paralizaban las actividades esenciales, pero no así los impuestos a las empresas. El Estado estaba a punto de entrar en quiebra porque la recaudación tributaria por Sociedades, IVA e IRPF era catastrófica y auguraba una crisis de liquidez. 

			El gobierno neonacional socialista comunista era de los gobiernos de la Unión Europea el que menos ayudas proporcionaba a las empresas para la superación de la crisis sanitaria y económica del chino coronavirus COVID-19. No les aplazó ni bajó los impuestos.

			Y las cifras de parados por el cisne negro del coronavirus chino COVID-19 en España se acercarían a más de cuatro millones de parados y más de 122.000 empresas destruidas. La mayor recesión de la historia de España estaba asomando sus garras y esta auguraba lo peor, la depresión económica.

			Con un sistema de sanidad en colapso, se descubría la mentira que durante más de cuarenta años se vino repitiendo por el poder político de que era el mejor sistema sanitario del mundo. La falta de prevención y un caos de descoordinación en las diecisiete autocráticas autonomías lo dejaría en evidencia. Otro tanto sucedía con la insolidaridad de las naciones de la Unión Europea, la descoordinación. El mejor sistema de sanidad del planeta no lo era, ni lo fue, por las políticas economicistas más depredadoras de las partidocracias de izquierdas y los nacionalismos secesionistas, y de la menos depredadora, pero también con su parte de responsabilidad, la derecha de centro neoliberal socialdemócrata reformista. 

			Con los datos públicos del Ministerio de Sanidad sobre las aportaciones a la sanidad de las diecisiete autocráticas comunidades entre el 2008 y el 2017, la partidocracia neoliberal laicista de centro derecha reformista del PP fue la que más medios y recursos sanitarios, con recortes o sin ellos, gestionó cuando gobernaba; mientras que la partidocracia laicista anticatólica del neosocialismo socialdemócrata del PSOE y las partidocracias de los nacionalismos secesionistas redujeron las aportaciones y ocultaron los recortes en sanidad, por más que sus potentes, pero serviles y subvencionados medios políticos de comunicación y propaganda dijeran lo contrario y acusaran a los neoliberales conservadores de ser los únicos culpables de la nefasta situación de la sanidad ante una pandemia que superaba todas las expectativas. 

			El gobierno neonacional socialista comunista no tardó mucho en agradecerles los servicios prestados a él pagando quince millones de euros a las televisiones, a la prensa y radios privadas afines a su ideología pluripartidocrática, mientras que no recibieron nada las televisiones, las radios y prensa privadas independientes, por la misma causa: la caída en picado de los ingresos por publicidad.

			La pandemia, a medida que fue siendo más criminal, se mostró también como pandemia eutanásica, ya que la falta de previsiones político-sanitarias y el colapso de la sanidad condenaba a la muerte a los ancianos y enfermos crónicos en los hospitales y públicos y privados, y en las residencias públicas o privadas, que eran de competencias estatales y de las administraciones autonómicas, y cuya medida fue la propia de los eugenésicos totalitarismos materialistas: el abandono administrativo sanitario y dedicarse al envío de medicamentos para la sedación eutanásica de los ancianos enfermos por el rojo coronavirus chino o por una enfermedad crónica grave. 

			Al mismo tiempo, el gobierno neonacional socialista comunista estaba patológicamente obsesionado por el trámite de la agenda inhumana de la inconstitucional Ley Orgánica Reguladora de la Eutanasia en el Congreso de los Diputados, que aprobaría sin debate ante una sociedad civil despreciada y controlada por su indolencia y amoralidad. Se tramitaría despóticamente en las Cortes, luego su aprobación por mayoría absoluta, el 18 de marzo de 2021, con 202 votos a favor y en contra, 141. Se opusieron las partidocracias neoliberales del PP y de VOX, y las regionalistas conservadoras de Unión del Pueblo Navarro y Foro de Asturias, y dos abstenciones de la minoría regionalista Teruel Existe y de la partidocracia del centro-extrema derecha del nacionalismo secesionista catalán, Convergència Democràtica de Catalunya. La apoyó una mayoría de neosocialistas, neocomunistas, neoliberales de la partidocracia de Ciudadanos y de los nacionalismos secesionistas, golpistas y filoterroristas, con la tercera oleada de la pandemia, tras rechazar la alternativa más humanitaria y digna con el derecho natural a vivir y a no ser asesinado por imposiciones de ideologías totalitarias, una ley fundamentada en los cuidados paliativos.  

			Ni que decir tiene que su majestad y alteza real, el acatólico rey Felipe VI —como tiempos atrás, su padre, el adúltero y avariento rey, Juan Carlos I, quien firmó la ley del aborto—, ante la ley de la eutanasia, firmó la ley, lavándose las manos como hizo Poncio Pilato cuando condenó a la muerte en la cruz a nuestro señor Jesucristo. Cualquier seglar o laico, cristiano católico, esté donde esté, tenga la responsabilidad que tenga, ha de ser consecuente con los fundamentos morales y doctrinales de la doctrina social de la Iglesia católica y el principal de ellos es defender el sagrado y natural derecho a la vida y a la dignidad de las personas. En estos casos, tanto el rey Felipe VI, como anteriormente su padre, el rey Juan Carlos I, debieron ejercer el derecho humano y constitucional a la objeción de conciencia. Además, como herederos de la multisecular Monarquía católica, olvida que la misma se fundamenta en la legitimidad y la Verdad, no en relativismo de la legalidad política. Como ejemplo histórico, tenemos la Dinastía de los Trastámara con los Reyes Católicos, Isabel I de Castilla (1451-1504) y Fernando V de Castilla y II de Aragón (1452-1516). 

			Es inconstitucional la Ley Orgánica Reguladora de la Eutanasia, porque atenta contra el derecho a la vida, tal y como se especifica en el artículo 15 de la Constitución española (1978). El Estado tiene la obligación de velar y proteger el derecho a la vida. A ello se añade el agravante de que la ley no se ha sometido a los cauces legales para su aprobación ni se llevado al debate público, como tampoco se ha requerido la opinión del Consejo General del Poder Judicial. Por tanto, es una ley incompatible no solo con la Constitución española (1978), sino también con la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Es una ley que pisotea el principio de proporcionalidad jurídica, ya que no garantiza un sistema adecuado de cuidados paliativos accesible para todas las personas, una ley, en definitiva, que condena a la muerte a los pacientes terminales.

			El Comité de Bioética de España, en octubre y diciembre de 2020, se opondría a esta pretensión totalitaria iniciada en el siglo xx en la Alemania del nazismo, que ya estaba impuesta en tres de los estados de Europa, con España sería el cuarto y el s

			 del mundo. Propia de las dictaduras relativistas de las democracias deshumanizadas, es inadmisible reconocer a la eutanasia y al suicidio asistido como un derecho, porque solo hay un derecho a la vida: no a ser matado por las leyes asesinas en manos de los estados utilitaristas que solo buscan la rentabilidad en el ahorro de las pensiones, las ayudas a las personas dependientes y en el gasto sanitario después de haber logrado la explotación social y económica de las personas cuando están sanas. Se les elimina con el falso y totalitario derecho al asesinato legalizado de la eutanasia cuando son ancianos o enfermos terminales con demencias o enfermedades mentales:

			Legalizar la eutanasia y/o auxilio al suicidio supone iniciar un camino de desvalor de la protección de la vida humana cuyas fronteras son harto difíciles de prever, como la experiencia de nuestro entorno nos muestra. Por otro lado, la eutanasia y/o auxilio al suicidio no son signos de progreso sino un retroceso de la civilización, ya que en un contexto en que el valor de la vida humana con frecuencia se condiciona a criterios de utilidad social, interés económico, responsabilidades familiares y cargas o gasto público, la legalización de la muerte temprana agregaría un nuevo conjunto de problemas57.

			Nuestros ancianos, nuestros abuelos —en el más criminal de los abandonos por la sociedad del bienestar materialista y hedonista de las partidocracias gerontofóbicas de la eutanasia, que, cuando la pandemia, apuntaba a más de 30.000 fallecidos—, habr

			 20.000, datos ocultados por el gobierno neonacional socialista comunista, sin tener en cuenta, intencionadamente, los certificados médicos de defunción, que fuentes funerarias y de las residencias más tarde darían una cifra de más de 37.000 fallecidos. 

			Lo que sí iba a tener muy en cuenta la dictadura marketiniana de la pluripartidocracia neonacional socialista comunista en el gobierno, con el poder absoluto del Estado, es que se ahorrarían pagar unas 40.000 pensiones por los ancianos fallecidos, que a finales del año 2020 y principios del 2021, según los datos estadísticos del Instituto Nacional de Estadística, eran 80.000 jubilados pensionistas fallecidos y no, según los datos del gobierno, 56.208. En el año 2020, causaron la baja de 517.924 pensiones, un 14,3 % más que en el año 2019, siendo la nómina mensual de las pensiones contributivas de unos 10.087.70 millones de euros.

			Esta situación inadmisible acontecía en la segunda nación, tras Japón, con más población envejecida por las políticas hedonistas antivida del aborto, pero también en otras naciones demoníacamente eutanásicas y abortistas como las utilitaristas Holanda, Países Bajos y Bélgica, que decidieron no atender a las personas más vulnerables y afectadas por enfermedades crónica o terminales. 

			Ellos, los más golpeados por el COVID-19, ya habían dejado de ser productivos para un sistema neosocialista, neocomunista y neoliberal prioritariamente economicistas y únicamente los adultos y jóvenes eran priorizados porque serían el recurso de mano de obra productiva para salir del agujero negro de la crisis pospandemia y mantener a las ideologías partidocráticas y a sus estructuras económico-políticas y mediáticas en el poder, que, para ser más explotadoras, en vista de que la gran mayoría de los fallecidos por el COVID-19 eran personas ancianas modificaron e incrementaron el impuesto sobre sucesiones y donaciones para esquilmar el patrimonio de las familias.

			Las negligencias y los errores constantes en las recomendaciones sanitarias confundían y atemorizaban a la población. Tarde o temprano, si en España se hubiera construido un sistema democrático constitucional sólido, los responsables políticos del neonacional socialismo comunista deberían pasarle factura en las elecciones, porque su estrategia dictatorial marquetianiana fue la del guerracivilismo frente populista e inmigracionista, que aprovechaba el inconstitucional estado de alarma que era de estado de excepción y de sitio para destruir el sistema monárquico constitucional parlamentario democrático dado a los españoles en la Constitución española de 1978.

			Algo imposible que suceda en España, porque la Justicia independiente nunca ha existido y los responsables políticos jamás pagarán judicialmente ante los tribunales por omisión del deber de socorro, prevaricación, homicidios, lesiones por imprudencia, por responsabilidad patrimonial, y el derecho a indemnización por lesión en los bienes y derechos, debido a la nefasta gestión de la crisis sanitaria, económica y social del socialista-comunista-rojo-chino coronavirus COVID-2019.

			La caótica gestión sanitaria, económica, social y de comunicación objetiva tuvo su repercusión en la opinión pública de Europa y España. La mayoría de los gobernantes europeos fueron valorados positivamente en la anticipación y gestión del cisne negro del rojo-chino coronavirus-COVID-19, menos los gobernantes de Francia y España. Aunque el presidente francés pidió perdón por los errores cometidos, el gobierno neonacional socialista comunista en España, nada de nada, presumía de haber sido el primero en todo.

			No faltaría otra maniobra del neonacional socialismo comunismo en el poder para quitarse de encima responsabilidades contraídas en la ineficaz gestión de la crisis del coronavirus COVID-19, como fue la de sacarse del baúl de los recuerdos unos imposibles, anacrónicos e inimitables Pactos de la Moncloa que se realizaron con casi todas las partidocracias de aquel entonces y la Monarquía para salir de una profunda crisis económica debida a una gran inflación, en 1977, antes de la aprobación de la Constitución española en 1978, y que fue la desaparición de la derecha en el poder para alzarse con él durante más de diez años de insolvencias, paro, corrupción y terrorismo secesionista vasco-etarra a la partidocracia del neosocialismo del PSOE.

			El falaz recurso de los Pactos de la Moncloa fue un pretexto más marquetiniano para echar la culpa a la oposición de que no querían participar y quitarse de encima las gravísimas responsabilidades que en el gobierno neonacional socialista comunista no asumieron ni antes de la pandemia, que ya estaba prevista y anunciada, ni durante la criminal expansión de la  misma por la incompetencia y negligencia en la toma de medidas, también en el aporte del material sanitario y más aún cuando en España había industrias privadas suficientes para proveerlo. Sin embargo, el gobierno no acudió a ellas antes, sino a las extranjeras y a estas ya con retraso y suministros de material deficientes o tardíos. 

			Todo resultó tan falaz y fraudulento que, en vista que nos les dio el resultado publicitario previsto, lo cambiaron por otra maniobra marketiniana, pero esta vez con limitaciones por parte de la partidocracia de centro neoliberal mayoritaria en la oposición, el PP, para que las negociaciones fueran dirigidas desde el Congreso de los diputados y no desde el Palacio de la Moncloa, en una Mesa de Comisión de reconstrucción nacional, social y económica, la cual, como era de esperar, se convirtió en una comisión de destrucción de las partidocracias contrarias, las de la oposición de los neoliberales de centro derecha reformista progresista y laicista anticatólica del PP y de derecha conservadora de VOX, a las que culpaba de la crisis sanitaria, económica y social por la pandemia del coronavirus COVID-19, y, lo más grave, la insinuación estalinista chavista-bolivariana del vicepresidente del gobierno neonacional socialista comunista de que buscaban un golpe de estado para derrocar el gobierno de la dictadura marketing.

			Tras varios años de acusarles de fascistas, se pasaron a golpistas para distraer a la opinión pública del desastroso y caótico fracaso del gobierno en la gestión y las gravísimas consecuencias de la pandemia, como los miles y miles de fallecidos por la caótica situación de la sanidad; el déficit histórico previsible de más de 38.000 millones de euros de la Seguridad Social por falta de cotizantes, a la que se le hubo de inyectar un préstamo de unos 30.500 millones de euros, lo que ya auguraba el recorte en las pensiones; la derogación radical de la reforma laboral que la Unión Europea no admitía; la crisis económica que ello conllevaría como el aumento inmoral de parados por la quiebra de empresas o la deslocalización de las empresas e industrias multinacionales extrajeras como la automovilística nipona de Nissan en Barcelona (Cataluña) o la multinacional norteamericana del aluminio en Galicia. Razones de rentabilidad económica motivaron la huida de estas y otras multinacionales por la inseguridad jurídica y política, la subida de impuestos o altos costes laborales.

			La Mesa Comisión de reconstrucción nacional, además de una farsa, sería un lamentable enfrentamiento de insultos y descalificaciones entre las partidocracias, en vez de ponerse a solucionar la dramática situación en la que se encontraba España.

			Otro recurso del populismo del marquetiniano gobierno neonacional socialista comunista fue la propaganda de la aprobación de una renta vital mínima pagada con deuda pública para los colectivos más desfavorecidos por el cisne negro del coronavirus chino socialista y comunista. Se hizo deprisa, pero con toda la propaganda de la dictadura marketing que eran los medios de comunicación público-estatales, más los privados serviles y untados con subvenciones políticas, otra de las tantísimas subvenciones públicas, cuya cuantía se elevaba a 122 millones anuales. 

			Con un decreto ley, fue aprobado por unanimidad en el Congreso hasta por las sumisas partidocracias neoliberales de centro izquierda y derecha, la líder de la oposición del PP y la bisagra-comodín-veleta-felpudo de Ciudadanos, con un sí, y la derecha neoliberal conservadora de Vox, con una abstención, que es como si la hubiera apoyado y que indicaba un abandono de su ideario neoliberal de defender la creación de empleo y no incentivar las rentas básicas de la vagancia y la pasividad, que, además, se olvidaba ante la recesión, la defensa de la reindustrialización con empresas públicas y privadas no subvencionadas, que diesen puestos de trabajo. El gobierno neonacional socialista comunista no tenía ningún proyecto para la creación de empresas públicas ni ayudar a las empresas privadas, como tampoco para producir infraestructuras. La Mesa Comisión de reconstrucción nacional fue una farsa de la inoperancia neonacional socialista comunista que fue incapaz de presentar soluciones socioeconómicas.

			El objetivo era una subvención entre 462 y 1.010 euros, que no debería sumarse a la renta vital autonómica ya existente de unos 450 euros para comprar futuros votantes porque el informe no se había preparado ni estudiado con las normas y condiciones para ver cómo se distribuiría el dinero de ayuda en una renta vital o Ingreso Mínimo Vital, que supondría un descabellado coste financiero para las arcas públicas, pues superaría el 20 % del PIB y traería unos efectos catastróficos en el mercado laboral, porque quien tendría que pagarla con su trabajo e impuestos sería la clase media, a los que no se preocuparían de buscar empleo porque en Europa las rentas mínimas estaban asociadas a que se aceptase un empleo, si no era así, se acababa, o bien solo se concedía a quienes pudieran demostrar que eran capaces de contribuir con algo a la sociedad, como las familias con hijos o con personas ancianas dependientes. El IMV incentivaba el mercado negro de trabajo y aumentaba aún más el efecto llamada a la inmigración.

			No tiempo más atrás también fue propaganda dictatorial marketiniana el anuncio de una ayuda estatal a las empleadas del hogar, que, con la subida demagógica del salario mínimo a 950 euros, se vieron en al paro o en la economía sumergida, que no se concedió.

			En apoyo de la dictadura marketiniana para seguir ocultando las criminales responsabilidades de la nefasta gestión de la crisis sanitaria del coronavirus cuando ascendía a más de unos mal contados 18.000 fallecidos a mediados de abril de 2020, no pudo faltar la totalitaria manipulación de un organismo estatal, el Centro de Investigaciones Sociológicas, con una falsa y amañada encuesta sobre la intención de voto, que resultó de un 31 % a favor del gobierno neonacional socialista comunista en el poder. 

			Otro tanto hizo el CIS, que —por mayo, desmentido después en junio, julio, agosto y septiembre del 2020, con más de 53.000 fallecidos, y no los maquillados y congelados 27.136, luego 28.500 fallecidos y otras cifras maquilladas, oficiales— seguía dando por victorioso a la partidocracia en el poder, la neonacional socialista comunista del PSOE, y perdedores a las partidocracias neoliberales de centro derecha progresista y reformista del PP y de la derecha conservadora neoliberal populista de VOX. Concedía un ascenso o descenso electoral moderado a sus aliados neocomunistas y secesionistas filoterroristas, en los apoyos a los dictadores decretos de prórroga del estado de excepción que no de alarma, entre los que se había alineado la partidocracia neoliberal de centro izquierda o derecha, la veleta-bisagra, el comodín-felpudo de Ciudadanos, reconvertido en socio del gobierno neonacional socialista comunista, cuyo presidente mentiroso compulsivo presumía en el Congreso de haber salvado 450.000 personas de su camarada y aliado rojo coronavirus chino COVID-19, pero que ni él y otros miembros del gobierno fueron a visitar los hospitales públicos o las residencias de ancianos, como tampoco llevó a cabo las medidas sanitarias de control que había que realizarse acabado el inconstitucional estado de alarma (estado de concentración) para evitar rebrotes con todas las fronteras reabiertas al turismo internacional.

			Los sondeos de encuestas de medios independientes tampoco diferían mucho en las intenciones de votos, por lo que la terrible gestión de la crisis sanitaria y económica por la pandemia del coronavirus COVID-19 no había afectado el gobierno neonacional socialista comunista cuando no se había vencido en España ni en otros sitios de Europa, y, además, se continuaba sin tomar medidas preventivas porque se estaban produciendo rebrotes del virus y las perspectivas económicas eran negativas, contrarias a como se encontraba antes de la pandemia.

			Con ello, en las próximas convocatorias electorales podría seguir gobernando, lo cual suponía que la nefasta gestión de la criminal pandemia de coronavirus COVID-19 no le había afectado, al contrario. 

			Para adornar más las mentiras del control totalitario de la crisis sanitaria, entre las preguntas de la encuesta precocinada en la pandemia estaban algunas que incitaban a que el gobierno neonacional socialista comunista podía ejercer a la censura para gestionar la pandemia, porque debería ser la única fuente de información oficial, como en las dictaduras totalitarias. Esto atentaba contra el derecho a la libertad de expresión, de prensa, de información de la Constitución española de 1978 y de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948).

			Tras la suspensión del estado de alarma (estado de excepción), a mediados de julio de 2020, otra maquinada encuesta de intención del voto por parte del marquetiniano y dictatorial barómetro del Centro de Investigaciones Sociológicas daba la victoria de nuevo a la partidocracia neonacional socialista del PSOE con un 32,1 %, once puntos por encima de la partidocracia neoliberal de centro derecha reformista y progresista, líder de la oposición, el PP, aunque se reforzaba en 1,2 % en intención de votos con un 21,2 %; bajaba al quinto puesto la bisagra-veleta-comodín-felpudo de la partidocracia neoliberal de centro derecha o izquierda progresista de Ciudadanos, y la populista partidocracia neoliberal de derecha, VOX, también bajaba como cuarta fuerza. 

			Quince días después, la dictadura marketing volvió a moldear los resultados en favor del gobierno neonacional socialista comunista por medio de la herramienta del barómetro de intención de voto del Centro de Investigaciones Sociológicas, dando, un mes sí y otro también, de nuevo la victoria a la partidocracia neonacional socialista del PSOE con un 34,4 %, un 31,5 %, un 30,8 %, un 26,8 % y un 27 % de intención de voto, trece puntos más que sus enemigos acobardados de la partidocracia neoliberal de centro derecha reformista progresista del PP, con un 21,2 %/ 18,1 %, 18,9 %, 24,1 %, 23,6 %, vapuleado en este barómetro y otros posteriores independientes o cocinados porque estaba siendo acribillado por los ejércitos mediático-políticos al servicio del neonacional socialismo comunismo con el Watergate de su partidocracia, la operación Kitchen, una trama de espionaje para ocultar la ilegal e inmoral financiación y corrupción de varios cargos políticos peperos cuando era presidente del gobierno don Mariano Rajo Brey, y por su actitud contraria a la moción de censura que presentaría VOX en octubre de 2020, o la oposición a los Presupuestos Generales del Estado, que tenía ya bien atados el gobierno neonacional socialista comunista con sus socios preferentes y prepotentes de poder, los nacionalismos secesionistas y filoterroristas.

			Le seguían en intención de voto favorable la partidocracia del neocomunismo radical chavista bolivariano de Unidas Podemos, subiendo o bajando un poco con 12,6 %, 11,7 %, 11,3 %, 11,4 % y de la partidocracia neoliberal de centro derecha de VOX, con un 11,6 %,11,7 %, 12,5 %, 15,2 %, 15,6 %, subiendo en octubre por su moción de censura; mientras, seguía en declive o subiendo la partidocracia neoliberal de centro izquierda o derecha progresista, la veleta-bisagra-comodín-felpudo de Ciudadanos con un 8,7 %,/10,6 %, 8,8 %, 6,3 %.  

			Y ello, a pesar de fracaso en las elecciones autocráticas de Vascongadas y Galicia tanto del PSOE como de Unidas Podemos y de los rebrotes sin control del cisne negro coronavirus COVID-19, desde el inicio o al repunte en septiembre de 2020 de la misma hasta noviembre con el estado de alarma (estado de excepción) y toque de queda por seis meses, ante los cuales el gobierno central se cruzaba de brazos al dejarlo a las competencias de las diecisiete autocráticas autonomías, lo cual estaba provocando una crisis sin precedentes en la industria del turismo (14,6 % del PIB) con pérdidas catastróficas de gravísimas consecuencias económicas, sociales y laborales. 

			El CIS de gobierno neonacional socialista comunista tenía bien controlada a la oposición por medio del poder dictatorial y del control de los medios de comunicación públicos y privados con un inconstitucional estado de alarma, más toque de queda. El resultado de la intención del voto, según el barómetro del poder, en noviembre de 2020, continuaba igual: la partidocracia neosocialista del PSOE seguía en lo alto con el apoyo de un 30,4 %, aventajando a la partidocracia líder de la oposición en 11,8 puntos; la partidocracia neoliberal de centro derecha reformista progre socialdemócrata del PP, la segunda, bajaba ligeramente con un 18, 6 % ; la populista partidocracia neoliberal de la derecha conservadora, VOX, le seguía, subiendo tras la fracasada moción de censura con un 13,2 % ; la partidocracia neocomunista ultrarradical chavista-bolivariana de Unidas Podemos continuaba a la baja con un 11,4 %, y, por último, la partidocracia neoliberal de izquierda o derecha progresista, la bisagra-veleta-comodín-felpudo de Ciudadanos con la intención de voto de un 9,5 %, también subía, como premio del barómetro cocinado, por sus negociaciones sumisas con el gobierno neonacional socialista comunista.

			Los resultados cocinados en intención de voto daban continuidad en el poder a la pluripartidocracia del neonacional socialista comunista, porque las demás partidocracias, socios de poder, tanto las de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, vasco-navarro etarra terroristas o catalanistas, como las regionalistas en minoría, continuaban con la misma ruta de intención de voto favorable en sus autocráticos territorios.

			Para colmo, y tras el hundimiento de la partidocracia de extrema izquierda, la neocomunista y antisemita de Unidas Podemos, de la coalición-cohabitación del gobierno neonacional socialista comunista, las elecciones autonómicas celebradas el 12 de julio de 2020 en las comunidades autocráticas de Galicia, y la llamada por el imaginario independentista, País Vasco o Euskadi, que es la histórica Vascongadas, el CIS le daba un aumento en intención de voto del 12,1 %, luego del 12,6 %. 

			En Galicia, volvió a ganar por mayoría absoluta la partidocracia neoliberal neopagana progresista de centro derecha del PP, sin embargo, en Vascongadas, aliada con la neoliberal de centro izquierda o derecha de Ciudadanos, se quedaba en una escueta presencia en su autocrático parlamento, como la populista partidocracia neoliberal de derecha, VOX, que no obtuvo ningún escaño en Galicia. En Vascongadas, volvió a ganar sin mayoría la partidocracia de la ultraderecha secesionista del PNV, que pactaría con su socio en el Parlamento Nacional, la tercera fuerza la partidocracia neosocialista del PSOE, siendo la segunda fuerza más votada la extrema izquierda secesionista terrorista de EH Bildu, como en Galicia, que fue la segunda fuerza política, la partidocracia de extrema izquierda maoísta independentista del Bloque Nacionalista Gallego. 

			Los nacionalismos secesionistas y filoterroristas hispanicidas fueron los que más botín anticonstitucional obtuvieron en las elecciones de los dos microestados autocráticos de Galicia y Vascongadas. Tuvieron como aliados propiciatorios al camarada rojo chino del coronavirus COVID-19 y al gobierno central neonacional socialista comunista, con los que tenían pactos de gobernabilidad y que era el peor gobierno de Europa que había gestionado la crisis de la pandemia.

			Para agosto de 2020, la intención de voto no variaba mucho con la partidocracia neoliberal progresista retro progre social demócrata de centro derecha del PP con un ligero repunte, debido a que el gobierno neonacional socialista comunista actuaba con la misma pasividad marketiniana ante la segunda oleada de la pandemia; pero, aun así seguía siendo su principal representante la partidocracia neonacionalsocialista del PSOE, la más votada, pero menos su socio en coalición-cohabitación, los neocomunistas radicales anticapitalistas enriquecidos de Unidas Podemos, por sus corruptelas y cloacas internas y externas, y controversias como aliado en el gobierno de la partidocracia del PSOE; la partidocracia neoliberal conservadora de derecha, VOX, que había postulado una moción de censura, se debilitaba; no así, pero subiendo poco, la partidocracia bisagra-veleta-comodín-felpudo de centro izquierda o derecha neoliberal progresista laicista de Ciudadanos, rendida al gobierno neonacional socialista comunista; las partidocracias de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas vasco-etarra y catalanistas se mantenían igual.

			Tampoco faltaría el recurso de la dictadura marketiniana a las redes sociales internautas en Facebook o Twitter, como si no tuviera ya suficiente con las radios, televisiones o la prensa estatales o privadas bajo su control, el 85 %. Tejieron una burda trama marketiniana de centenares de perfiles falsos de cuentas en redes sociales, comprados con el perfil del Ministerio de Sanidad con el fin de favorecer, blanquear y viralizar la negligente gestión sanitaria de la pandemia coronavirus china COVID-19. 

			Ante semejante truculencia política denunciada, el Ministerio de Sanidad saltó a contrarrestarla objetando sin demostrarlo: «Nuestra cuenta oficial de Facebook es víctima de actividad fraudulenta por parte de diversas cuentas aparentemente falsas que generan interacciones masivas en publicaciones concretas». Esta propaganda de la dictadura marketing también se ejecutó con una actividad masiva en una red de miles de cuentas para apoyar al presidente del gobierno y a su vicepresidente neorradical comunista chavista-bolivariano en la negligente gestión sanitaria del rojo coronavirus, que dieron muestra del culto idolátrico a la personalidad del que tenemos tantísimos ejemplos en la historia.

			Este es el manual del Nuevo Orden Mundial, propio de las Naciones Unidas (ONU), empleado por el Ministerio de la Verdad o de la comisión de la verdad, de la verdad totalitaria que impone la persecución, la encarcelación, la censura y el control policial de los medios de comunicación y redes sociales para impedir el derecho a la libertad de información y de expresión sobre la gestión sanitaria caótica y catastrófica de la roja pandemia china.

			La maquinaria político-mediática de la dictadura marketing no paraba y, a pesar de que la epidemia ascendía, no a un maquillado número de 23.000, sino más de 30.000 fallecidos, a finales de marzo, actuaría de nuevo para minusvalorar esta tragedia y varios problemas graves. Entre mayo y junio de 2020, daba el falso dato de que no había ya más fallecidos por la pandemia cuando con datos reales de otras fuentes fiables los fallecidos eran más de 44.000 y con seguridad seguían falleciendo más personas según los datos de las autocráticas comunidades autónomas. 

			Datos fiables, como los de los informes del Sistema de Monitorización de Mortalidad Diaria (Sistema MOMO) del Instituto Carlos III dependiente del Ministerio de Ciencia o el Instituto Nacional de Estadística entre marzo y mayo (INE), elevaban a 44.000 fallecidos entre el 9 de marzo y el 10 de mayo, más los datos fiables y contrastados de las funerarias y no los 27.000 falsarios, oficiales. La apática y manipulable sociedad civil en España se tragaba la trágica estafa de miles y miles de muertos intencionadamente mal contados por el gobierno neonacional socialista comunista, algo que no sucedió en ninguna nación de Europa.

			Se continuaría con el escamoteo de la realidad de la crisis por la pandemia. Como era que la Encuesta de la Población Activa, daba unos resultados del paro en primer trimestre del año 2020 de 285.000 empleos perdidos; pero sin dar las cifras reales de los parados por la crisis del cisne negro del chino coronavirus, que, contando los ERTE, en el mes de abril de 2020, por el cierre de miles de empresas eran ya 3.386.785 personas, más otros empleos como los autónomos y los parados de antes ascendería a más de 3.483.203 personas. La suma total, catastrófica, ocultada y maquillada por el gobierno neonacional socialista comunista era más de 7.000.000 millones de personas sin trabajo. Los ocupados, según datos de la Seguridad Social, por entonces en España ascendían a 18.396.362. La afiliación a la Seguridad Social había descendido en 947.896 personas.

			Por el mes de mayo de 2020, la situación no sería mejor: el número de parados aumentaba en 3.857.776, sin contar los otros tres millones por los ERTE, ya que el aumento del paro fue de 26.573 desempleados, el mayor ascenso con un 0,69 % de la serie histórica, motivado por la crisis económica, sanitaria, social y política del chino COVID-19, la cifra más alta desde el año 2016.  

			El turismo en caída por el cierre de fronteras y el desplome de las exportaciones sin liquidez en las empresas y sin reabrirse por completo la economía para salvaguardar el tejido productivo auguraban un futuro con una depresión de repercusiones sociales conflictivas por la cuantiosa pérdida de empleo. 

			Por el mes de junio de 2020, el paro continuó subiendo en 5.102 parados y casi, con los mismos números que en mayo, 3.862.883 millones de desempleados, el peor mes desde el año 2008. La Seguridad Social había perdido 893.360 afiliados, con lo que lo que las cotizaciones sociales no eran suficientes para el pago de las pensiones, mientras que las prestaciones por desempleo eran de 6.000.000.

			El dato relativamente positivo fue el aumento de la actividad laboral por la mitigación de la pandemia con 187.000 afiliados a la Seguridad Social. No obstante, el balance final de la Seguridad Social era negativo, pues, desde el inicio de la pandemia se habían perdido 760.000 afiliados. Para el año 2020, la catastrófica deuda de la Seguridad Social sería de 85.000 millones de euros, que equivalía a 9.700 euros por pensionista.

			Tampoco faltaría que los efectos de la roja pandemia del COVID-19, desde febrero a abril de 2020, también alcanzaba al valor bursátil de los bancos en España, que valían 61.144 millones menos de euros en capitalización bursátil. Se habían hundido en un 48 %, porque los inversores salieron en estampida del mercado europeo.

			A finales de julio de 2020, la Encuesta de Población Activa señalaba que el número de empleos perdidos en el segundo trimestre era de 1.074.000 (-5,46 %), el máximo retroceso de la serie histórica desde 1976 y los registros negativos de la crisis de 2008. La tasa de paro se situaba en el 15,33  %. De este modo, el número de parados era de 3.368.000, mientras que el número de ocupados era de 18.607.200 personas. En estos datos, no estaban incluidos los trabajadores afectados por los Expedientes de Regulación temporal de Empleo por suspensión de contrato;  pero la desastrosa y caótica gestión económico-sanitaria aumentaría entre agosto y septiembre el número de desempleados a un total de 3.776.485, más de 700.000 parados desde hacía un año. Ello suponía un incremento del paro en un 22,62 % interanual, el peor desde el año 2009.

			En este segundo trimestre, a principios de octubre de 2020, la deuda pública se disparaba al 110 % del PIB, alcanzando casi 1,3 billones de euros; por otro lado, el déficit público de todas las administraciones del comatoso Estado español alcanzaba el 6,5 % del PIB y la del Estado el 5,4 %. De acuerdos con estos datos, cuando se estaba padeciendo una segunda oleada del cisne negro del coronavirus, España, según el FMI, era la que tenía la peor situación no solo sanitaria, social y política, sino también el peor panorama económico de las naciones desarrolladas.

			Con lo que lo que la cifra real de parados sería de más de 4,7 millones y el total de personas empleadas sería de 13.901.000 personas, pero la tasa de inactividad bajó en el segundo trimestre en el 55,54 %, la más baja desde el año 2003. España seguía siendo la nación segunda de la Unión Europea, después de Grecia (16 %), con la mayor tasa de parados.

			A ello se sumaba el enorme gasto en pensiones, que —entre las contributivas, las no contributivas y las prestaciones pasivas— suponía un gasto público del 40 % el PIB. 

			En el primer semestre del año, el déficit público también se disparaba a un 4,36 % del PIB (48.767 millones) debido a la crisis de la pandemia COVID-19, que trajo una escasa recaudación y un aumento del gasto público, que para finales de año alcanzaría el 10,34 % del PIB.  La desastrosa marketiniana gestión sanitaria, económica, política y social del cisne negro del coronavirus trajo un hundimiento del PIB en -18,5 %, luego un -17.8 % en el segundo trimestre y una contracción del 22,1 %, después del -21,5 % interanual, la peor recesión del planeta, el dato más negativo de la historia que abocaba a la recesión técnica de España. El PIB de la Unión Europea también sufriría un desplome histórico del -12,1 %. En Europa, Reino Unido, también sufría una caída del PIB en -20,4 %.

			España era la nación más perjudicada de la eurozona en el hundimiento del PIB, peor que Hungría (-14,5 %), Portugal (-14,1 %), Bélgica (-12,2 %), Italia (-12,4 %) o Francia (-13,8 %). Las economías de la Unión Europea que sufrían menos el impacto de la pandemia eran Finlandia (-3,2 %), Lituania (-5,1 %), Dinamarca (-7,4 %), Países Bajos (8,5 %) y Alemania (-10,1 %). 

			La caída de la economía en Europa era del -15 %, mientras que la de Estados Unidos era del 9,5 %, en tanto que la dictadura socialista comunista de China tenía un crecimiento del 11,5 %. En el conjunto de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), la caída del PIB fue del -9,8 %, la máxima registrada en la historia.

			España, por septiembre de 2020, con el repunte de la segunda oleada, volvía a batir el récord de las naciones con más rebrotes del coronavirus COVID-19, cuyo foco, expandido por el resto de Europa, era España por la falta de control epidemiológico en las medidas de seguridad (mascarillas y distancia social) y de vigilancia en las entradas y salidas de los turistas sin exigencia de la prueba diagnóstica de Reacción en Cadena de Polimerasa (PCR). 

			Era la novena nación del mundo con más fallecidos de coronavirus COVID-19, no los maquillados 30.000 oficiales, sino más de 53.700, y la tercera por millón de habitantes (640), de las primeras de la Unión Europea. 

			Se estaba en la segunda oleada de la pandemia, y llegaba la tercera. Superaba a naciones con mucha más población como Brasil, con 621 muertos por millón de habitantes; a USA, con 600 o a México, con 550.

			Entre agosto y septiembre, se alcanzaba a 593.000 contagiados desde que se inició la pandemia. La inoperancia del gobierno neonacional socialista comunista volvía por sus fueros, ya que no supo aprovechar las buenas perspectivas sanitarias de tres meses de confinamiento (encarcelamiento) de la población para contener o aminorar la pandemia. España, a principios de enero con la llegada en el centro peninsular de la borrasca más intempestiva y catastrófica del siglo xxi, Filomena, seguía en el tercer puesto con 1.511 en cuanto a número de fallecidos por millón de habitantes, superando a naciones como Italia con 1.272, Reino Unido con 1.136 o Estados Unidos con 1.114. Estaba por detrás de San Marino con 1.882 y Bélgica con 1.711.

			Un gran porcentaje de las actividades económicas se estaban paralizando. Se había hundido el consumo a un histórico 21,2 %, la inversión cayó al 26,8 %, las exportaciones a un desplome del 33,1 % y las exportaciones a un retroceso del 38,6 %.

			Cuando los rebrotes de la pandemia seguían aumentando en contagios, a ello se sumaba la masiva inmigración ilegal en pateras por las islas Canarias, las costas del Levante y sobre todo del Sur, por Andalucía, y la entrada a través de los aeropuertos sin ningún control sanitario para detectar casos de coronavirus por parte del máximo responsable de la política migratoria: el gobierno neonacional socialista comunista.

			El gobierno del buenismo inmigracionista del nomunacionalismo del Nuevo Orden Mundial se empezó a inhibir de la llegada masiva de la inmigración ilegal por el sur de España, por Andalucía; pero de manera imparable por las islas Canarias, que, entre los meses de agosto y diciembre de 2020, con la segunda oleada del coronavirus COVID-19 de más de 1.500.000 contagiados, se vio desbordada por miles y miles de avalanchas de la inmigración ilegal, la mayoría de marroquíes, impulsadas por las mafias del tráfico de personas y permitidas por el enemigo histórico de España, la dictatorial teocracia islámica de Marruecos, con la colaboración de las partidocracias inmigracionistas del neonacional socialismo comunismo en el poder, en especial por las que más conexiones tenían con Marruecos, además del PSOE y UP.

			No se hizo ningún control ante las denuncias de las organizaciones no gubernamentales y los sindicatos, así como la policía, de que no se daban las condiciones humanitarias adecuadas. Ni el gobierno neonacional socialista comunista como tampoco la decadente y degenerada Unión Europea dieron soluciones a una situación de crisis humanitaria crítica. La solución fue la de atiborrar a las autocráticas comunidades con gobiernos neoliberales contrarios al gobierno central, Andalucía o Madrid, de inmigrantes a los que enviaba sin consultarles y luego soltaba, sin más, por las ciudades. El reparto sin más confirmaba la colaboración del gobierno neonacional socialista comunista en incentivar a las mafias para ofrecer sus servicios a los inmigrantes que quisieran entrar en España y Europa. Continuaría la inmigración ilegal en el mes de mayo con los mismos protagonistas y, como incentivador, el enemigo histórico de España, el vecino Marruecos. 

			Esta vez se aferró a que el nefasto gobierno neonacional socialista comunista se inventó el pretexto de la hospitalización en un hospital de Logroño (La Rioja) del secretario del Frente Polisario del Sahara Occidental por motivos humanitarios, ya que estaba contagiado de gravedad por el coronavirus. Entró en España con pasaporte falso. Se debió sopesar lo que supondría con el enemigo histórico de España, el sátrapa de rey de Marruecos, y más aún cuando el líder de Frente Polisario por la independencia del Sahara Occidental tenía un historial delictivo relacionado con asesinato, lesiones, terrorismo, detención ilegal, torturas, violaciones… En fin, delitos de lesa humanidad. Argelia y la banda del Frente Polisario tendieron una trampa al gobierno neonacional socialista comunista de España para, de ese modo, aumentar aún más el conflicto entre España y Marruecos y el de la independencia del Sahara Occidental.

			La táctica habitual de la tiranía teocrática islámica de Marruecos —como la de otras tiranías teocrática islámicas del Mediterráneo como Turquía— contra España, contra Europa, fue la que venía empleando desde la invasión del Sahara Occidental en noviembre de 1975. 

			Por aquel entonces, el sultán Hassan II movilizó a 35.000 marroquíes civiles acompañados de 25.000 militares para invadir y ocupar de modo ilegal el Sahara Occidental con la Marcha Verde, aprovechándose del estado de agonía del generalísimo Francisco Franco Bahamonde y la situación de inestabilidad política en la que quedaba España. Ahora, en el siglo xxi, era su heredero en el trono, el sátrapa Mohamed VI, quien continuaba empeñado en apropiarse de las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, que nunca pertenecieron a Marruecos. 

			En mayo de 2021, la táctica fue la misma: una invasión planeada por la playa y el paso fronterizo sin control para alrededor de 10.000 súbditos-soldados invasores sin mascarillas, a quienes se les permitió entrar para que robaran, saquearan y asaltaran la ciudad de Ceuta en estado de excepción. Entre ellos había unos 2.000 menores, que, de acuerdo con las leyes internacionales, no se devolvieron y tuvo que hacerse cargo de ellos España. 

			Las pateras, con la invasión de inmigrantes ilegales e irregulares, se extendieron luego a las costas de sur de Andalucía, enviadas por la tiranía marroquí, ahora, protegida y armada por el imperialismo de la decadente y degenerada democracia neoliberal capitalista de Estados Unidos, quien con el anterior expresidente Donald Trump y ratificado por el sucesor, el taimado católico, Joseph Robinette Biden (1942); pero, contra el derecho internacional de la ONU, había reconocido a Marruecos la soberanía sobre el Sahara Occidental, la excolonia española. 

			Para los Estados Unidos, Marruecos era un aliado preferente para el control geográfico y estratégico militar, no solo del norte de África, sino de todo este continente y de Oriente Medio, repletos de terroristas islámicos en estados corruptos y en constantes guerras civiles. La diplomacia del gobierno neonacional socialista comunista seguía fracasando cuando demostraba desprecio o irrelevancia a grandes potencias, como Estados Unidos. 

			El gobierno neonacional socialista comunista se mostraba siempre complaciente con la tiranía de Marruecos, concediéndoles millonarias ayudas económicas y de material de cooperación policial contra la inmigración ilegal, el tráfico de inmigrantes y la trata de personas; mientras que las Fuerzas de Seguridad de España, con escasos medios, las tenía abandonadas. En esta situación límite, continuó con más millonarias ayudas y con la evasiva cobarde de llamar crisis inmigratoria a una invasión, aunque no tuvo más remedio que enviar al Ejército como apoyo y control junto a la Policía Nacional y la Guardia Civil, que se veían impotentes ante la avalancha. Por su parte la Unión Europea, estaba en lo mismo de siempre, en la inoperancia para defender la frontera sur de la Unión Europea. La crisis inmigratoria e invasión marroquí se unía a la sanitaria, social, económica, cultural, moral, ética, institucional, política y constitucional.

			Para el ocultamiento sociológico del terrible desplome económico, que no se conocía desde la guerra civil española (1936-1939), la dictadura marketiniana ya había previsto la preparación y divulgación mediática, por los instrumentos de comunicación públicos y privados serviles de la XXI Conferencia de presidentes autonómicos con los diecisiete microestados autocráticos, que consistió en decirles e imponerles que el reparto de los 140.000 mil millones de euros, cedidos con condiciones por la Unión Europea de los fondos de reconstrucción para la recuperación de la actividad económica española, serían, según los criterios del prepotente y soberbio presidente del gobierno neonacional socialista comunista, para sus aliados y afines políticos, aquellos que lo mantenían en el poder.

			Los fondos para las reformas estructurales y la reconstrucción económica de los 140.000 mil millones de euros, al final, en enero de 2021, serían gestionados únicamente por el gobierno neonacional socialista comunista, que, en el Congreso de los Diputados, sacó adelante el Real Decreto Ley con la colaboración de quien menos se prestaría a ello, pero que lo fue porque se abstuvo, para sorpresa y cabreo de sus votantes: la partidocracia a la que tildaba de fascista, de ultraderecha, la partidocracia de la derecha conservadora neoliberal, VOX. 

			VOX cometió el tremendo error de sostener a un gobierno que lo despreciaba, un gobierno que solo había gestionado la pandemia con ayudas de un mísero 1,3 %, cuatro veces menos en los planes de estímulos que las demás naciones de la Unión Europea habían realizado. El motivo crucial de ello era que España tenía una descomunal deuda pública del casi del 100 % del Producto Interior Bruto, la cual seguiría en aumento o decreciendo bajo mínimos. Entre ellos, los aliados-socios de mantenerlo en el poder central del Estado tendrían prioridad y privilegios, es decir, los nacionalismos secesionistas vasco-etarra filoterroristas y catalanistas y los microestados autocráticos afines a su ideología. 

			Es lo que sucedería en enero de 2022. El gobierno neonacional socialista comunista, al margen de reparto de los fondos del Plan de Recuperación, Transformación y Resilencia de la Unión Europea, daría una subvención directa, que era un reparto arbitrario ideológico, de nueve millones de euros a las autocráticas comunidades autónomas afines o sustentadoras en el poder al gobierno: Vascongadas (distópico País Vasco), Navarra, Comunidad Valenciana y Extremadura. Semejante arbitrariedad, propia del caciquismo marquetiniano socialista y comunista para mantener los apoyos en los escaños parlamentarios y los votos cautivos y subvencionados, sería recurrida ante el Tribunal Supremo por la autocrática comunidad más perseguida por el gobierno neonacional socialista comunista: Madrid.

			El primer privilegiado fue el gobierno vasco etarra-filoterrorista, cuyo presidente hizo la pantomima pactada con el gobierno de no asistir para luego, a última hora, hacerlo porque ya había pactado el poder endeudar su autocrático microestado independentista de Vascongadas más que el resto: déficit del 2,6 % y una deuda pública del 15,9 % para el año 2020, es decir, 1.700 millones extras por año; mientras que el otro privilegiado, el presidente del autocrático microestado independentista de Cataluña, que no asistió pero que, como socio debería también apoyar la futura aprobación de los Presupuestos Generales del Estado, se le concedió 3.000 millones extras al año como ayudas directas de los fondos de reconstrucción de la Unión Europea y un déficit del 1 %. El resto de los microestados autocráticos debería limitarse a un déficit del 0,2 %. Una vez más la falsificada y constitucional solidaridad nacional se aplicó según intereses partidocráticos de poder.

			Las ideologías políticas —que llevan desde el siglo xix dilapidando la historia artística, literaria, científica y espiritual de indiscutible identidad cristiana católica— se reunían en el escenario milenario del Monasterio de Yuso, en San Millán de la Cogolla, para celebrar la XXI Conferencia de presidentes autonómicos. 

			Neosocialistas y neocomunistas, más los neoliberales y los nacionalismos secesionistas e hispanicidas utilizaron el patrimonio histórico cristiano católico para sus vanaglorias de fondos monetarios que la normativa de la Unión Europea impedía repartirse según las disposiciones del gobierno neonacional socialista comunista, mientras que todas sus políticas habían estado desarrollando un laicismo radical anticatólico, dejando a España sin recursos morales, éticos, culturales y espirituales al ser sustituidos por los contravalores de la totalitaria ideología de género del Nuevo Orden Mundial de la ONU, del nomunacionalismo global transhumanista y poshumanista, que invade todos los espacios de la vida pública y hasta la vida privada.

			La celebración de la XXI Conferencia de presidentes autonómicos, que contó con la invitación del presidente del gobierno al rey Felipe VI, fue el 31 de julio de 2020 en el Monasterio de Yuso de San Millán de la Cogolla (La Rioja), que, junto al de Suso, son patrimonio de la humanidad. Aquí fue, más de mil años atrás, donde los monjes cristianos católicos mantuvieron y extendieron la fe en Cristo y su única y santa Iglesia católica cuando Hispania aún estaba invadida por el herético y anticristiano islamismo; pero, del norte hacia el sur, los reinos cristianos se encontraban en el proceso de reconquistar Hispania. Para ello, en el escritorio emilianense, durante los siglos x y xi, los monjes emplearon conscientemente la lengua romance, el dialecto navarro-aragonés, de lo que luego sería el castellano o español, como se constata en las glosas emilianenses y también en las glosas silenses del Monasterio de Santo Domingo de Silos (Burgos), ambas, relacionadas y vinculadas. Las emilianenses presentan dos glosas en vasco y un extenso párrafo en romance. Unas y otras son anotaciones de los monjes escribas, a unas homilías y un penitencial latino58. 

			En San Millán de la Cogolla, el crecimiento del tesoro lingüístico y literario de la lengua española se mantuvo y enriqueció en el siglo xiii y, para la historia de la lengua y literatura española, allí encontramos al primer poeta de España, el máximo exponente del mester de clerecía, el clérigo secular de la comunidad monástica de San Millán, Gonzalo de Berceo (¿1195?-¿1253-1260?), artífice del lenguaje culto poético impregnado con la espiritualidad cristiana católica, que evangelizó al pueblo transmitiendo la renovación de la doctrina y de la disciplina eclesiástica, así como la cultura religiosa latina católica, tal y como se recomendaba en el IV Concilio General de Letrán (1215).

			Concilio ecuménico, que fue celebrado bajo los auspicios de uno de los dos más importantes pontificados de la Edad Media, primero el de san Gregorio VII (1020 o 1025 -1085) y luego el de Inocencio III (1160 o 1216), que también impulsó la cuarta cruzada contra el invasor islam de los Santos Lugares, pero los cruzados se desviaron de su objetivo principal para centrarse en la toma de Constantinopla y fundar un Imperio latino. 

			Inocencio III alentó la cruzada en los reinos de España en la reconquista contra los almohades hasta conocer el inicio del declive del invasor islam con su derrota en la batalla de las Navas de Tolosa (1212) de la mano del rey de Castilla Alfonso VIII el Noble o de las Navas (1155-1214). 

			En el Concilio Ecuménico de Letrán o Concilio General de Letrán (1215), se determinó que era «intolerable la intervención de los laicos en asuntos espirituales», pero también «la de los clérigos en los temporales59». No obstante, Inocencio III60, que supo armonizar la vida ascética con la doctrina teológica, como gran estadista, mantuvo la dignidad de la autoridad pontificia como poder espiritual supremo para hacer realidad una respublica christiana, en la cual «los poderes laicos estarían al servicio de la causa cristiana61». El emperador y los reyes, guiados por el Romano Pontífice, buscarían el bien común de la religión católica, según la moral del evangelio de Jesucristo.

			Con estos antecedentes históricos, intolerable e inadmisible, fue la escenificación de la farsa política de la XXI Conferencia de presidentes autonómicos, que se montó para la exaltación idolátrica de la personalidad ególatra del anticatólico ateo presidente del gobierno neonacional socialista comunista, cuyo fin era el ocultamiento de su fracasada gestión de la gravísima crisis económica, sanitaria, social y cultural; crisis demográfica suicida y de secularización radical cristofóbica, provocada ya antes con sus políticas intervencionistas, pero agravadas con la pandemia del coronavirus COVID-19; cuyo fin era el desprecio a la institución histórica de la Monarquía cristiana católica al dejar en segundo plano decorativo al rey Felipe VI, jefe del Estado, y anteponer el poder absolutista de su imagen intervencionista como metaverso presidente del gobierno. Por último, pero no más relevante, querían ocultar lo históricamente evidentísimo: el desprecio y la persecución del laicismo radical anticatólico de la mano del neosocialismo y del neocomunismo, ambos filoislámicos, que ostentaba e imponía desde el poder ejecutivo a la Iglesia católica, por más que se reuniera, para disimular lo no disimulable en el milenario Monasterio de Yuso de San Millán de la Cogolla.

			Como se venía haciendo desde la pandemia, el desmantelamiento de la Constitución española de 1978 se acentuó con la segunda y más alta oleada de las naciones de Europa y del planeta del camarada rojo chino-soviético-chavista-bolivariano COVID-19.

			No cesaba el desprecio y ninguneo a la institución histórica y constitucional de la Monarquía cuando, a finales de septiembre de 2020, el gobierno neonacional socialista comunista utilizando dictatorialmente el Poder Ejecutivo contra la Corona y, como control del Poder Judicial, vetó al jefe del Estado Felipe VI en el acto protocolario de la entrega de despachos a los nuevos jueces que se hizo en la sede de la Escuela de Barcelona. Antes había anunciado que el Ministerio de Justicia hacía viable los indultos para luego darles la amnistía a sus socios de poder, los golpistas del secesionismo catalán. 

			Era otra forma de controlar al Poder Judicial desde el Poder Ejecutivo, a tal desfachatez dictatorial se llegaba que hasta los doce de los veinte vocales del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) serían nombrados por el Ejecutivo, doce vocales, más tres jueces, quince, del retroprogresismo soviético-reaccionario de las izquierdas y de los nacionalismos secesionistas. Otra rastrera maniobra anticonstitucional para neutralizar todas las querellas que se iban a presentar contra la violación de los derechos y libertades fundamentales de la terrorífica gestión sanitaria y económica del COVID-19, así como de los casos de corrupción y nepotismo de los socios neocomunistas de la partidocracia UP del gobierno neonacional socialista comunista. 

			Esta reforma rápida —además de ser avalada por los socios de poder, los nacionalismos secesionistas, golpistas y filoterroristas— había sido exigida a la partidocracia neosocialista del PSOE por la partidocracia radical neocomunista y antisemita de UP para el control completo de jueces y fiscales. Tendría que ser la Comisión Europea de la Unión Europea la que le obligaría al gobierno a retirar la iniciativa parlamentaria de la inconstitucional reforma de los jueces que compondrían el Consejo General del Poder Judicial con la determinación de realizar una reforma del mismo pero acorde con el derecho europeo.

			Y, para acabar con lo que nunca había empezado en la fallida democracia monárquico parlamentaria del Reino de España, la independencia del poder judicial, el 24 de noviembre de 2020, cuando se batía el récord de 537 fallecidos en la segunda ola de la pandemia, el frentepopulista e inmigracionista Consejo de Ministros anunciaba la reaccionaria nueva Ley de Enjuiciamiento Criminal (LEC), en la que el Ministerio Fiscal se convertía en juez instructor. Serían los fiscales los instructores de las causas sin que el juez las pudiera tutelar y dictar la última decisión. El fiscal, que debía defender solo al Estado, se convertía en vigilante y controlador del juez, que es el que siempre deber amparar al individuo. De nuevo, la Fiscalía, en manos del Poder Ejecutivo del gobierno neonacional socialista comunista, asumía todo el poder, con lo cual la independencia del poder judicial en España no existía, si es que alguna vez existió.

			Pronto llegaría la noticia a la Unión Europea de la ley de reforma exprés chino-soviético-bolivariana-chavista del gobierno neonacional socialista comunista en España, que era incluso más peligrosa para el equilibrio del Estado de derecho que lo sucedido en otros dos miembros de gobiernos conservadores de la UE, Polonia y Hungría, que habían hecho reformas para el control del Poder Judicial, del control total desde el Poder Ejecutivo o del Parlamento, cuando la lógica jurídica es que la mayoría de los jueces del Poder Judicial ha de ser elegida por sus propios compañeros. 

			La Comisión Europea amagaba, pero no actuaba, que de haber sido así España podría no haber recibido los 140.000 mil millones de euros de los fondos destinados para la recuperación económica provocada por la crisis del cisne negro del COVID-19. Del peligro que representaba tal intervencionismo para la independencia del Poder Judicial, también lo manifestaron la mayoría de asociaciones de jueces y fiscales en España, y la mayoritaria Asociación de Jueces Europeos.

			En cuanto el gobierno neonacional socialista comunista se percató de la preocupación en la Comunidad Europea por la ley de reforma exprés del Poder Judicial, pareció retroceder; sin embargo, no renunciaba a la misma y puso la condición de que la partidocracia mayoritaria en la oposición, la neoliberal de centro derecha reformista y progresista con tics socialdemócratas del PP, entrase en una negociación para llegar a un acuerdo, como así luego sucedió, sobre la composición del Consejo General del Poder Judicial, donde la mayoría de jueces fueran sumisos al gobierno neonacional socialista comunista. 

			Un veto rastrero, y como precio y sumisión a las partidocracias de los secesionismos vasco-etarra filoterrorista y catalanista, que lo mantenían en el poder, vengadoras y debeladoras, como el gobierno neonacional socialista comunista, de la Monarquía española, de la que se mofaban y a la que buscaban eliminar del Estado de derecho constitucional y, de paso, a todo lo que trajo el régimen democrático consensuado del 78 para dar paso a un régimen totalitario marquetiniano de una antidemocrática república plurinacional, tal y como aconteció en la nefasta II República y que dio lugar a la cainita Guerra Civil (1936-39), provocada por las pretensiones dictatoriales y los actos violentos y criminales de las izquierdas y los nacionalismos secesionistas.

			Otro problemón, ocultado con la propaganda marketiniana, vino de otra falsificación en la gestión negra del rojo coronavirus. La taimada Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) desterraba al gobierno de España al puesto número diecisiete entre las naciones que gestionaban la crisis sanitaria del chino coronavirus, cuando antes le había dado el octavo, porque había recibido datos que contaban de modo equivocado los test de anticuerpos rápidos y las PCR (Reacción en Cadena de la Polimerasa). 

			Se habían falsificado los datos. La nefasta gestión sanitaria y económica de la pandemia auguraba, según la OCDE, que España sería de las naciones de Europa que lo pasaría peor en la recuperación económica y social. La crisis por la pandemia del COVID19 afectaría a España hasta el año electoral de 2023.

			Para minimizar u ocultar los hechos anteriores —con atraso pero a imitación de lo que estaban realizando otras naciones que habían tomado medidas preventivas y con medios apropiados en la gestión del COVID-19, las cuales habían decidido un paulatino y cauteloso distanciamiento de la pandemia, como Portugal o Alemania— se inventaron y pisotearon la lengua española con el palabro-herramienta «desescalada», con el cual presumieron o, para matizar, el ególatra, amoral, prepotente y mentiroso compulsivo presidente del gobierno presumiría de ser los primeros de Europa en llevar a cabo un confuso, asimétrico y caótico Plan de desescalada gradual según las características de cada territorio de España, pero bajo el control y la coordinación del gobierno neonacional socialista comunista. 

			El laberíntico plan más bien respondía a sacar cuanta antes del encarcelamiento domiciliario a 47 millones de personas, porque no se había ni mitigado ni vencido a la pandemia y se entraba en una crisis económica terrible. Se hacía sin contar con las recomendaciones de los expertos y sin la consulta a las autocráticas comunidades autónomas que gestionaban mejor la crisis, ya que lo que priorizaba era quitarse de encima la presión social de una sociedad civil confinada, secuestrada pero cabreada por la trágica situación sanitaria y la catastrófica situación social y económica. 

			Ni que recordar cabe que el metaverso presidente del gobierno neonacional socialista comunista tampoco llamó a consulta previa sobre el anormal plan para que lo conociese y le diese respaldo a la oposición formada por las partidocracias neoliberales del PP y Ciudadanos, cuyo comportamiento ante las actuaciones prepotentes e irresponsables del gobierno neonacional socialista comunista seguía siendo pacato y de rendición pasiva. Un gobierno de la reaccionaria y totalitaria nueva normalidad del tiránico Nuevo Orden Mundial, que era un estado de excepción camuflado de estado de alarma, había entrado en la liquidación del sistema de división de poderes constitucionales al atacar al Poder Judicial de forma sistemática.

			Jamás —a pesar de ser la primera de las naciones con más contagiados y más fallecidos del mundo, según la población, por millón de habitantes en el mundo, y también con más sanitarios infectados en el mundo por falta de medidas de protección y medios— el gobierno neonacional socialista comunista hizo autocrítica de sus errores y contradicciones ante una población, que, entre las de Occidente, era a quien se le había impuesto el mayor confinamiento, el más esclavizante arresto domiciliario, la gran reclusión, más propio de un estado de excepción o sitio, cuando lo más lógico, para no violar los derechos fundamentales, hubiera sido, como se hizo en otras naciones de Europa —Holanda o Países Bajos, cuyas cifras de fallecidos por el chino coronavirus COVID-19 no eran lo catastróficas de España o Italia— decidirse por un razonable confinamiento inteligente, es decir, cada holandés decidía con responsabilidad si salía o no de casa.

			Como se evidenció en el Congreso de los Diputados cuando, para la aprobación de la segunda prórroga del inconstitucional estado de alarma, el prepotente, amoral, cínico, soberbio y mentiroso compulsivo presidente metaverso del gobierno no reconoció sus improvisaciones por no haber tomado medidas sanitarias a tiempo como otras naciones, tal la vecina nación hermana de Portugal, Alemania o Grecia. Al contrario, presumió de haber sido el primer dirigente europeo en haber tomado las medidas necesarias, en todo, desde el principio. Falso. En lo único que fue el primero fue en confinar en sus casas a la población, precisamente porque no se habían ejecutado las medidas de prevención y aplicación a su debido tiempo y se dedicaba a mentir dando estadísticas nunca reales del número de muertos, contagiados y rehabilitados por la pandemia roja china de Wuhan. Las cifras de los datos oficiales no se correspondían con la trágica realidad diaria que el Ministerio de Sanidad debía controlar, a pesar de que los recibía de las autocráticas comunidades autónomas, las cifras no cuadraban.

			Entre las ineptitudes que perpetró el gobierno neonacional socialista comunista chino-soviético-chavista-bolivariano, estuvo la de no acudir a su tiempo a los científicos e investigadores de las universidades españolas que estaban preparados en sus laboratorios para realizar diagnósticos de PCR (Proteína C Reactiva). El Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades se perdió en una burocracia que impidió una respuesta rápida y ajustada a las circunstancias del COVID-19 para realizar los análisis PCR con las máquinas preparadas en los laboratorios. 

			Para más improperios, se dedicaron a la confiscación forzosa de los centros y empresas privados que tenían análisis de PCR para el diagnóstico de sus empleados porque era tal su ineficacia que no supo suministrar a la población las necesarias PCR, los test rápidos masivos y las imprescindibles mascarillas para combatir la pandemia.

			Organizaciones de científicos españoles mostraron en un manifiesto los obstáculos a los científicos y técnicos, habiendo en España trescientos laboratorios y 1.900 investigadores públicos, reprochando al gobierno neonacional socialista comunista no contar con ellos y no actuar a tiempo, salvo las administraciones autonómicas, que se prestaron a acudir a ellos para la prevención y la toma de medidas, acordes con las circunstancias de la crisis del COVID-19.

			Por el Día del Amor Fraterno, el Jueves Santo, en una España descatolizada por el servilismo y la sumisión a las ideologías partidocráticas laicistas anticatólicas y en una situación de emergencia nacional, con  más de quince mil muertos por el criminal coronavirus, a tal extremo de vileza llegó no solo el comportamiento de los ideólogos parlamentarios neocomunistas y neosocialistas, sino el del presidente del gobierno neonacional socialista comunista en el Congreso el 9 de abril de 2020.

			El metaverso presidente —tras atacar, insultar, menoscabar y culpar de la crisis a la oposición neoliberal, y en especial a la partidocracia con más escaños en el Parlamento, la neoliberal de centro derecha reformista y laicista del PP— le pedía a este mismo partido unidad en el apoyo incondicional a las medidas de la segunda prórroga, lo cual hizo, como también tuvo el respaldo de la partidocracia secesionista vasca del PNV, las partidocracias regionalistas y la neoliberal de la izquierda progresista, en declive electoral, de C’s; pero con los votos en contra de la extrema izquierda secesionista catalanista de la CUP y de la derecha conservadora neoliberal de VOX. Sin embargo, se dieron las abstenciones de las partidocracias, socios de su gobierno, de las extremas izquierdas secesionistas, la catalanista de ERC y la vasco-etarra filoterrorista de Bildu. 

			La tercera prórroga, más de estado de excepción o sitio que estado de alarma, también contó con la dura crítica y el apoyo de las partidocracias neoliberales del PP y de Ciudadanos, menos de la neoliberal conservadora de derecha de VOX. Contó con la abstención de la mayoría de las partidocracias secesionistas que respaldaron la investidura del gobierno neonacional socialista comunista, pero con críticas por los bandazos y la inoperancia que el gobierno neonacional socialista comunista no reconocía, al contrario. 

			Con la cuarta prórroga para el Decreto del estado de alarma (estado de excepción y sitio), otro tanto de lo mismo, propaganda marketiniana para encubrir el fracaso de la gestión de la crisis sanitaria, cultural, social y económica, y de secularización radical anticatólica, en la pandemia del chino coronvirus, que, a mitad de mayo de 2020, se cobraba más de 45.000 fallecidos y no los 27.563 fallecidos oficiales, superando con creces a la situación de las demás naciones de Europa. 

			España tenía mucho más infectados y muertos por la pandemia del COVID-19 que las cinco naciones con más tránsito turístico del planeta: Estados Unidos, Italia, Reino Unido y Francia. Por más que una y otra vez, el gobierno neonacional socialista comunista lo negara: España, la segunda nación en el número de visitantes recibidos, era la primera en todo; España era el epicentro global de la pandemia del chino coronavirus COVID-19.

			La cuarta prórroga fue aprobada con casi cien votos menos que en la anterior por 178 votos a favor, siendo apoyada por la veleta partidocracia neoliberal retroprogresista de izquierda o derecha, Ciudadanos, que en declive político apoyaría la nueva prórroga a cambio de concesiones políticas de pactos de gobernabilidad con la pluripartidocracia neonacional socialista comunista en el poder, el PSOE, más la ultrarradical neocomunista de UP, para atacar a la partidocracia neoliberal laicista de centro derecha progresista y reformista del PP, poniéndole una moción de censura a su presidenta que gobernaba la autocrática Comunidad de Madrid, con el apoyo de Ciudadanos.  

			El connatural estilo histórico inmoral de hacer política del socialismo y el comunismo era aprovechar cualquier situación trágica para culpar al enemigo de ella, siendo también ellos o responsables directos o corresponsables para eliminarlo.

			De igual modo, contó con el respaldo de la partidocracia radical conservadora independentista vasto filo-etarra del PNV, a cambio de gestionar en su territorio de Vascongadas con más competencias la pandemia, ya que tenía a la vista sus elecciones autonómicas para que se acabase el mando único y omnímodo del gobierno neonacional socialista comunista, que,estaba gobernando como en un estado totalitario.

			Contó con el apoyo-abstención de la partidocracia neoliberal progresista reformista de centro derecha laicista del PP, líder de la oposición, que si hubiera tenido honradez constitucional, debería haber votado no, ya que fue atacada y despreciada en el Congreso por los representantes del gobierno neonacional socialista comunista antes de la votación definitiva. La populista partidocracia neoliberal conservadora de derecha, VOX, se mantuvo en el no, y, con la amenaza de una moción de censura y la convocación de manifestaciones, al mismo tiempo que denunciaba que el Ministerio de Sanidad, había vulnerado la Ley de Transparencia y de la Salud Pública, ya que difundía que había formado un Comité de expertos para desescalada, formado por quince técnicos anónimos, la mayoría funcionarios (anónimos hasta que se desvelaron sus identidades a finales de 2020), más el ministro de Sanidad. Fue este el único que gestionó la desescalada al estilo de los represivos y totalitarios comités comunistas y socialista chino-soviéticos, cuyos componentes permanecerían en la ficción o en el anonimato para gestionar a su antojo qué territorios saldrían o no de la pandemia y que actuaría poniendo trabas para que salieran más tarde de la pandemia aquellas autocráticas autonomías que estaban gobernadas por las partidocracias de la oposición, la del PP o de VOX, y de este modo favorecer a las de sus socios que los mantenían en el poder: las secesionistas y filoterroristas vasco-etarra o catalanistas.

			Variedad de votos hubo en el bloque de partidocracias regionalistas, neocomunistas radicales, secesionistas y filoterroristas. Algunos socios suyos de investidura o de gobierno, encabezados por la ultraizquierdista de UP, votaron sí; pero la separatista catalana de ERC votaría no por tener a la vista las elecciones autonómicas en Cataluña. Las partidocracias secesionistas comunistas —con votos a favor o abstención o con el sí— mostraron su rechazo por haber pactado con la veleta de la partidocracia neoliberal de izquierda o derecha de Ciudadanos.

			De nuevo, el gobierno neonacional socialista comunista, de una forma u otra, se había salido con las suyas, porque continuaría gobernando de modo despótico con el pretexto de otra prórroga más. Lo único positivo de esta prórroga fue que, por fin, se decidió decretar el luto oficial y un acto de homenaje a los miles de fallecidos.

			La quinta prórroga, según el palabro «desescalada», el Plan de desescalada gradual, del 20 mayo de 2020, con otro dictatorial decreto de estado de excepción, que no de alarma, corrió por los mismos caminos demagógicos que los anteriores; pero con un mayor agravamiento de la situación constitucional, política, social, sanitaria, económica: se haría de forma caótica para favorecer a unos territorios, los secesionistas vasco-etarra terroristas y catalanistas, sin cumplir las condiciones sanitarias y perjudicar a otros por decisiones políticas y no técnico sanitarias, los contrarios en ideología partidocrática, como eran las regiones del PP o VOX, en las cuales sí se cumplían las mejoras sanitarias del COVID-19 para cambiar y salir de las dictatoriales y caóticas fases de desconfinamiento (encarcelamiento).

			Contó con el apoyo de la mayoría de las partidocracias socias del gobierno neonacional socialista comunista, empezando con el socio de coalición-cohabitación de la ultrarradical neocomunista chavista-bolivariana de UP; con el sí de la ultraderecha del nacionalismo secesionista vasco-etarra filoterrorista del PNV, a cambio de seguir haciendo lo que le apeteciera en la crisis y, como a la autocrática comunidad de Navarra del también insolidario cupo foral privilegiado, permitirles poder endeudarse cuanto quisieran, mientras que las demás autonomías autocráticas no. La partidocracia de la ultraizquierda filoterrorista vasco-etarra de EH Bildu la apoyó con una abstención innecesaria porque ya tenía apoyos suficientes, pero fue pactada antes con el psicópata del poder, el trilero presidente del gobierno, a cambio de la barbaridad social y económica de la derogación íntegra de la Ley de Reforma Laboral, la cual bajó el paro en un 33 %, mientras que con el gobierno neonacional socialista comunista se había disparado al 21 %. Era también otra estrategia electoral para poder hacer pactos en las autocráticas autonomías del nacionalismo secesionista vasco-navarro etarras filoterroristas.

			Ley de Reforma Laboral que llevó a cabo la partidocracia neoliberal laicista de centro derecha reformista del PP, la cual, como la populista partidocracia neoliberal conservadora de derecha de VOX, votó no a la quinta prórroga, como la partidocracia socia del gobierno neonacional socialista comunista del nacionalismo secesionista y golpista catalana de ERC. En esta negativa también se subió el otro socio del gobierno, la partidocracia radical comunista secesionista valenciana de Compromis. Por otro lado, contó con los apoyos de partidocracias regionalistas e independentistas de diverso pelaje ideológico, pero más izquierdistas que de derechas, y el indispensable de la veleta-bisagra o el comodín-felpudo de la partidocracia neoliberal de centro izquierda o derecha progresista laicista de Ciudadanos.

			La sexta prórroga para otro decreto de estado de alarma/excepción, del 3 de junio de 2020, fue apoyada con más que holgada mayoría, ya pactada con sus aliados o socios de poder e investidura, empezando por los neocomunistas radicales en el gobierno neonacional socialista comunista de Unidas Podemos; la partidocracia de ultraizquierda comunista animalista de Más País-Equo; más el nacionalismo secesionista de la ultraderecha vasco-navarra del panvasquismo supremacista del PNV; los regionalistas veletas de izquierda Coalición Canaria-Nueva Canarias y Teruel Existe; la regionalista veleta de derecha del Partido Regionalista de Cantabria y no pudo faltar, una vez más, el apoyo servil del felpudo-veleta-bisagra de la partidocracia neoliberal de centro izquierda o derecha laicista retroprogresista de Ciudadanos, ya socio descarado del gobierno. Aunque se abstuvieron, pero con un acuerdo con el gobierno para que lo apoyasen, fueron las partidocracias del nacionalismo secesionista y golpista catalán de la ultraizquierda de ERC, la nacionalista secesionista vasco-etarra filoterrorista de Bildu y la de la ultraizquierda separatista gallega del Bloque Nacionalista Gallego. Votaron no la partidocracia mayoritaria en la oposición de centro derecha neoliberal reformista y laicista del PP y sus socios electorales regionalistas navarros de UPN; la otra partidocracia regionalista del Foro Asturias; por supuesto, el no constante de la partidocracia neoliberal conservadora de derecha, VOX; las partidocracias del nacionalismo secesionista catalán de la ultraderecha de Junts pel Sí y de la ultraizquierda de la CUP); también votó no la partidocracia secesionista valenciana de la ultraizquierda de Compromís.

			La sesión parlamentaria en el Congreso de los diputados para la el visto bueno, pactado, de acabar con la última no alarma de estado, sino de excepción, transcurrió como las anteriores: con un discurso prepotente y veleidoso del mentiroso compulsivo presidente del gobierno neonacional socialista comunista. El nunca estado de alarma, sino de excepción, acabaría a fines de junio para ser sustituido por otro caótico decreto totalitario de restricciones sanitarias. Totalitario, porque se mantenía la prohibición hasta el 21 de junio de circulación y movilidad territorial, así que se seguía violando este derecho fundamental, que se trató de camuflar con dejar vía libre a las autocráticas comunidades autónomas para que determinasen por sí mismas el proceso de salida sanitaria y económica del caos asimétrico de las fases de la pandemia de la dictadura marketing de la nueva normalidad neonacional socialista comunista del Nuevo Orden Mundial

			El metaverso presidente del gobierno, el camarada rojo de la pandemia COVID-19, la utilizó de nuevo contra la oposición, como siempre, mintiendo, al decir que ya no había muertos cuando no era así, en el día anterior, 2 de junio, acontecieron 34 muertes. Ocultando las cifras reales que daban institucionales estatales, la cuales indicaban el récord mundial de 48.000 personas fallecidas, y no las 27.000 oficiales. Desde la tribuna del Congreso, la mentira la enfatizó el presidente del gobierno con un infamante feminista, fascista, nazi, socialista y comunista: «¡Viva el 8 de marzo!». Según su mentira institucionalizada, las manifestaciones ultrafeministas de la izquierda por toda España, en el 8 de marzo, por el Día Internacional de la Mujer, fueron un éxito, una maravilla, ya que se celebró en medio planeta. 

			Otra falsedad, pues se tendría que haber suspendido como hizo Italia antes, el 2 de marzo, porque, junto a España, encabezaba las naciones de Europa con la pandemia en su más alto nivel. Además, también Alemania suspendió las manifestaciones. 

			Tras estas mentiras parlamentarias que evidenciaban un fracaso en la gestión sanitaria y económica de la pandemia y en las purgas de mandos llevadas a cabo en la Guardia Civil y en la Policía Nacional por no filtrar informes judiciales sobre las negligencias gubernamentales en la evitación de la pandemia antes del aquelarre del feminismo radical izquierdista del 8 de marzo y con un intento tras otro de controlar al Poder Judicial por no someterse a los dictámenes gubernamentales. Para ocultarlos, vinieron otras difamaciones en bocas del presidente y de algunos de sus ministros, como la de acusar a las partidocracias neoliberales del Partido Popular y de VOX de ser la ultraderecha, fascistas y golpistas en colaboración con ciertos sectores de la Guardia Civil, del Ejército y de los jueces.

			Ellos, el gobierno neonacional socialista comunista de la dictadura marketing chino soviética-chavista-bolivariana, que llegaron y se mantenían en el poder con sus socios testaferros: los golpistas del secesionismo catalanista de la partidocracia radical comunista separatista de ERC, más los apoyos de las partidocracias de la ultraderecha y de la ultraizquierda secesionista vasco-navarro etarra filoterroristas del PNV y la proetarra filoterrorista ultraizquierdista vasca de EH Bildu.

			La ficticia salida del estado de alarma (estado de excepción) y encarcelamiento colectivista llegó el 25 de junio de 2020, cuando en el Congreso de los diputados se aprobó con mayoría absoluta el decreto poscovid, la eufemística nueva normalidad de la dictadura global relativista del Nuevo Orden Mundial, con el apoyo de las partidocracias neoliberales: la vilipendiada y ninguneada, líder de la oposición, centro derecha laicista del PP y la de centro izquierda o derecha socialdemócrata progresista, la veleta-bisagra-comodín-felpudo de Ciudadanos; también con el apoyo de las partidocracia radical neocomunista en coalición-cohabitación con el gobierno neonacional socialista comunista, encabezada por la partidocracia neosocialista del PSOE; de igual manera, con el apoyo del nacionalismo secesionista de la partidocracia de ultraderecha vasco filoterrorista-etarra del PNV. No obstante, se encontraron con la negativa de las partidocracias secesionistas catalanas, la de la ultraizquierda de ERC y de la ultraderecha de Junts per Catalunya, acompañadas de la partidocracia radical neocomunista del secesionismo etarra filoterrorista de EH Bildu, y, cómo no, prosiguió sin apoyar el gobierno neonacional socialista comunista la populista partidocracia neoliberal conservadora de derecha de VOX.

			Se aprobaría como proyecto de ley, pero en unas circunstancias sanitarias y socioeconómicas en crisis: sin una vacuna ni con un tratamiento para combatir el coronavirus, que estaba dando lugar a rebrotes no solo en España, sino también en Europa y América, y hasta en la tecnototalitaria dictadura socialista comunista de China. El caos en la gestión sanitaria y económica continuaría con la aparición de rebrotes del COVID-19, rebrotes tratados de diecisiete formas dispares y confusas por los diecisiete microestados de las autocráticas comunidades autónomas y la inoperancia del gobierno neonacional socialista comunista, que maquiavélicamente no participaba en una toma de decisiones que coordinase el nuevo caos de los rebrotes de la pandemia por toda España.

			Con medios y herramientas, con expertos y técnicos sanitarios, las decisiones que tomaron fueron tardías, desastrosas, caóticas y demagógicas. No solo en la situación más trágica, la sanitaria, con miles de fallecidos, sino también en la situación económica, porque no se tomaron las medidas adecuadas para tramitar ayudas a los las más afectados como eran las PYMES, pequeñas y medianas empresas; el comercio y las tiendas de proximidad, que tenían un millón de empleados que se abocaban al paro.

			El estado de excepción, encubierto por el estado de alarma, no tenía garantías constitucionales adecuadas, ya que se decretaron normas que nada tenían que ver con la sanitaria pandemia del coronavirus porque limitaban derechos y libertades.

			La crisis sanitaria del COVID-19 anunciaba una recesión o, peor, una depresión económica que afectaría al 50 % del PIB, con una prima de riesgo desorbitada. Ya entre enero y marzo de 2020, el Producto Interior Bruto cayó en un 5,2 %, que solo era superado por Francia con un 5,8 %, En el total de la eurozona, el PIB caería en un 3.8 %. La deuda pública española se disparaba al 109 % del PIB. La deuda pública de las administraciones autocráticas del Estado, en el primer trimestre, alcanzó el récord histórico de 1,2 billones de euros, que equivalía al 98,9 % del PIB.

			Se auguraba el aumento del número de personas que dependerían del dinero estatal, alrededor de 21.000.000. Desglosados, serían, entre los empleados públicos, los pensionistas, las bajas por enfermedad y las ayudas por el desempleo, un total de 19.924.007. A estos se añadiría 1.000.000 de personas que percibirían la demagógica y populista socialista-comunista renta mínima vital o Ingreso Mínimo Vital (IMV) permanente para las familias. Se suponía una hipotética extrema pobreza por el COVID-19, la cual era más bien de pobreza relativa, que costaría las arcas del estado más de 4.400 millones de euros anuales; pero que debería haber incluido un mecanismo para el incentivo del empleo con más exigencias, porque, tal y como se estableció, incitaba a no trabajar o a complementar el Ingreso Mínimo Vital en el mercado negro de trabajo. Se arrojaba la responsabilidad de aplicarlo a una endeudada Seguridad Social, en vez de estar sujeto al control de Hacienda. El IMV sería un caos burocrático y de ineficacia que repercutiría en escasos demandantes, además, no se había tenido en cuenta que eran incompatibles con otras ayudas económicas como las destinadas a las familias con hijos. Ello conllevaba que lo que quedaría de la economía productiva serían las aportaciones de los sectores privados de producción con el empleo intacto, que se cifraba en 10.711.030 millones de trabajadores.

			En el primer trimestre del año 2020, vendría el inicio del caos económico con una caída histórica del 4,1 % del PIB anual. Las medidas de confinamiento (reclusión) por el cisne negro del coronavirus afectaron gravemente en el gasto de los hogares que se hundió en un 7,5 %; en la inversión empresarial, un 3,5 %; en la vivienda, un 9,6 %; en las exportaciones e importaciones, ambas, un 8,4 %; mientras tanto, el gasto de las administraciones públicas aumentó en un 1,8 %. 

			A ello se sumaba el aumento de la pobreza severa en España, que, desde la crisis del 2008 y la provocada por el COVID-19, era de 4,3 millones de personas, de las cuales el 40 % tenía treinta años de edad y solo el 16 % del total tenía alguna ayuda de las administraciones públicas, según el informe El paisaje del abandono: la pobreza severa en Europa, que fue realizado por la Red Europea de Lucha contra la Pobreza y la Exclusión Social (EAPN-ES).

			En definitiva, la economía española había caído en un 5,2 % y un 4,1 % interanual, y, para el total del año, según los pronósticos del Fondo Monetario Internacional (FMI), la caída sería del 8 % del PIB, y, según Funcas, del 7 %. El previsto del déficit público era del 2,8 %.

			En el mes de junio de 2020, con la crisis provocada por el cisne negro de la pandemia china del coronavirus, el FMI preveía que España tendría para el año 2020 la mayor caída del Producto Interior Bruto del 12,8 %, un déficit del 13,9 % y una deuda del 12,4 % entre las naciones desarrolladas, junto a Italia y Francia. La deuda pública en España suponía el 115,5 % del PIB. La deuda pública mundial alcanzaría el 100 % del PIB. 

			Seguiría en aumento la situación porque varios meses después, por octubre del 2020, el FMI volvía a señalar a la España desgobernada por el gobierno neonacional socialista comunista como la que presentaba las peores expectativas, la última, en la recuperación de las economías más desarrolladas. Su deuda y déficit lo demostraban, la deuda pública bruta se elevaría al 123 % durante cinco años y el déficit en el año 2020 llegaría al 114,1 % del Producto Interior Bruto. 

			Las consecuencias de esta situación venían de atrás con el mismo gobierno, pero se agravarían por la catastrófica gestión sanitaria, económica, social y política del COVID-19, debido al aumento del gasto público de las administraciones estatales y autonómicas, y por la disminución de los ingresos del Estado en la recaudación tributaria. Un desplome económico histórico de la riqueza nacional que amenazaba con la recesión, algo que no se conocía desde el primer tercio del siglo xx.

			Estos datos de la situación letal de la macroeconomía en España fueron minimizados y tergiversados porque la dictadura marketiniana del gobierno neonacional socialista comunista se negaba al reconocimiento de la catastrófica realidad económica, de las peores de la Unión Europea, que se encaminaba a una factible recesión, como tampoco reconoció la trágica realidad sanitaria gestionada caóticamente. 

			Para el 2020, sus minimizados datos, publicitados a través del 85 % de sus controlados medios de comunicación y redes antisociales, anunciaban una recesión superior al 10 % del PIB, un paro del 20 %, un descenso del consumo privado del 8,8 %, el desplome de la inversión del 25,5 %, las exportaciones e importaciones bajarían entre un 27 % y un 31 %, mientras, por el contrario, el consumo público, y a pesar de la ruina económica, según el oráculo neonacional socialista comunista del omnímodo Palacio Presidencial de la Moncloa, se vaticinaba que aumentaría en un 2,5 %.

			A medida que transcurrían los meses, el tratar de ocultar las dramáticas circunstancias socioeconómicas por parte de las mentiras del gobierno neonacional socialista comunista y sus apabullantes medios de comunicación públicos y privados no era efectivo, ya que era desmentido por las evidencias y estadísticas pasadas y presentes. Se transmitió la trampa de que el paro había bajado en 89.849 personas en uno de los meses que siempre fue, como agosto, de cuantiosas remesas de dinero para todos los sectores, pero sobre todo el turismo, cuya caída en su actividad supondría alrededor de 100.000 mil millones de euros (-98.753 mil millones). 

			La deuda pública de las Administraciones Públicas del Estado seguía en aumento y se perfilaba en un máximo histórico de 1,28 billones de euros, es decir, entre el 115 %  y el 120 % del Producto Interior Bruto en el año 2020. Estábamos en camino del colapso, de la recesión económica hacia el colapso económico por la suspensión de pagos. 

			Entre septiembre y noviembre de 2020, el aumento de la deuda de las Administraciones Públicas del Estado llegaba al previsto del 114,5 % del PIB, con el máximo histórico en subida de 1,31 billones de euros, aumento debido al incremento del endeudamiento del Estado y de la Seguridad Social, como una consecuencia de un mayor gasto en las ayudas a las empresas y de los ERTE, todo ello a causa de la crisis del cisne negro del COVID-19. 

			El Banco Central Europeo compró 120.000 millones de euros de deuda pública española, que suponía le emisión neta de España en el año 2020. Se estaba entrando en una gravísima burbuja de deuda pública. 

			En el mes de julio y agosto de 2020, desde el año de la gran recesión, 2009, no fue así, porque el número de parados tuvo un incremento interanual del 25,29 % (761.701 personas), elevándose el número de parados a 3.773.034 personas, en agosto, 3.802.814, más del 40 % eran personas jóvenes, colocándose España con la mayor tasa de parados de la eurozona. De igual modo, la afiliación a la maltrecha Seguridad Social tuvo una disminución de 747.656 personas, también el dato interanual. 

			En un año se habían perdido 527.851 afiliados, a pesar de que hubiera tenido una ligera subida del +0,04 %. El total de afiliados era de 18.792.336.

			El déficit de todas las administraciones públicas se elevaba a 75.417 millones de euros, el 6,82 % del Producto Interior Bruto y el déficit del Estado, en octubre de 2020, se situaba en 57.736 millones de euros, el 5,22 % del PIB, diez veces mayor que el del año anterior 2019. Estos datos negativos eran consecuencia del estado de alarma y las medidas económicas que se llevaron a cabo para combatir la pandemia.

			España se encontraba en una profunda crisis económica que afectaba a la destrucción del tejido productivo por la falta de liquidez y no se estaba propiciando reabrir la economía como estaba exigiendo la Unión Europea que se hiciera.

			Los indicadores tanto sanitarios como económicos daban como resultado que el gobierno neonacional socialista comunista colocaba a España como la peor nación de la Unión Europea y, en la gestión sanitaria, social y económica del coronavirus, se situaba a la cola de la recuperación que ya estaban experimentando las naciones más desarrollas de la treintena de naciones de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo (OCDE). 

			El gobierno neonacional socialista comunista ni salvaba la salud pública de la población ni la marketiniana recuperación económica en forma de V de todos los sectores, en especial, el más relevante, la industria del turismo, con una caída de 35 millones de turistas, lo cual se convertía en otras de tantas mentiras y quimeras.

			En el segundo semestre de 2020, las más golpeadas por las desastrosas medidas económicas del gobierno eran las empresas, lo cual repercutiría en la recaudación fiscal de Hacienda, pues el impuesto de sociedades se desplomaba en un 70,9 %. En el IRPF, se perdía un 13 % de ingresos y en impuestos especiales, un 28,9 %.

			A ello se sumaba la drástica reducción de las inversiones extranjeras, las cuales ya se venían produciendo con las mismas políticas irresponsables desde el año 2019. Disminuían las inyecciones de capital extranjero aún más en el año 2020 por la catastrófica gestión sanitaria y económica de la pandemia por el gobierno neonacional socialista comunista. 

			Los inversores huían de las subidas impositivas del intervencionismo estatalista, que provocaba una constante descapitalización de la economía española. Como consecuencia, en el primer semestre del año 2020, se había producido una fuga de capitales de 49.000 mil millones de euros, según datos del Banco de España.

			Para camuflar el fracaso en la gestión sanitaria, económica, social y política, la dictadura marketing neonacional socialista comunista recurriría a sus mentiras mediático-políticas habituales, como fue el asedio-confinamiento de la autocrática comunidad autónoma de Madrid, entre septiembre y octubre de 2020, cuando la segunda oleada de la pandemia golpeaba no solo a Madrid, sino a otras autocráticas comunidades, incluso con más virulencia, como la autocrática autonomía de la foral Navarra, a la que no se confinó y delimitó sus actividades porque estaba gobernada por un gobierno neonacional socialista comunista. Otro tanto se hizo con los intocables microestados independentistas, socios del poder central, vasco-etarra filoterroristas y catalanistas. Sin embargo, no se atrevieron con la autocrática autonomía de la Junta de Andalucía, que también estaba en la cresta de la segunda oleada de la pandemia, gobernada por la partidocracia neoliberal de centro de derecha progresista-reformista neoliberal del PP, en coalición con las otras partidocracias neoliberales de centro derecha, VOX, y de centro izquierda o derecha, Ciudadanos. 

			En cambio, Madrid, gobernada por una coalición de las partidocracias neoliberales liderada por el PP, con los apoyos de VOX y de Ciudadanos, había que asfixiarlo para propiciar luego una moción de censura o elecciones anticipadas para intentar arrebatarles el poder.

			El prepotente presidente del gobierno neonacional socialista comunista actuaría como en todas dictaduras, en este caso la psicopática dictadura marketiniana, al decretar, avanzado octubre de 2020, el estado de alarma (estado de excepción totalitario) en la autocrática comunidad de Madrid cuando el tribunal Superior de Justicia de dicha comunidad había avalado las medidas adoptadas para reducir la pandemia del coronavirus. Medidas sanitarias cuyos datos demostraban que los contagios y hospitalizaciones estaban bajando, por ello, no se debía haber aplicado la tiránica disposición política con datos epidemiológicos anteriores, cuya incidencia, a mediados de octubre de 2020, era inferior a doscientos casos por cada 100.000 habitantes.

			Cuando más volvía a golpear el COVID-19, con más de 900.000 contagiados, y con más de 58.800 fallecidos, reales, según los datos reales del INE, y no los ficticios oficiales del gobierno de 32.929, a mediados de octubre, el 12 de octubre, vino la multisecular festividad del Día la Hispanidad, fiesta católica bajo la advocación y amparo de Nuestra Señora la Virgen María del Pilar, patrona de España. Fue en la ciudad hispanorromana de Cesaraugusta (Zaragoza), donde tuvo su primera aparición corporal al apóstol Santiago el Mayor y a sus ochos discípulos en el año 40 d. C., para que no desesperasen en la evangelización de las poblaciones paganas celtíberas de la provincia romana de la Hispania, Tarraconensis. Aquí comenzó la evangelización de España y, siglos más tarde, la de toda la Hispanidad, cuyas naciones también tienen como patrona a la Virgen del Pilar. 

			Una festividad consagrada a no olvidar el gran acontecimiento histórico más relevante de la historia, porque fue el principio de la globalización de las relaciones internacionales, gracias al descubrimiento de América en 1492 por Cristóbal Colón (1451-1506), avalado por la reina Isabel la Católica, Isabel I de Castilla(1451-1504), tras del cual, por imperativo de la reina y de la Iglesia católica, todos los amerindios del nuevo continente, América, fueron evangelizados y debían formar parte de España como personas libres con los mismos derechos y deberes, según la ley natural y moral del derecho de gentes, dado por derecho divino.

			Este hecho histórico, inigualable, se ha solapado en el mismo día con el de Fiesta Nacional de España, decretada en 1892, por la conmemoración del cuarto centenario del descubrimiento de América. 

			El Día de la Hispanidad englobaba y engloba a todos los territorios geográfico-políticos de lo que fue nuestro Siglo de Oro del Imperio español, pero el día de la Fiesta Nacional de España se ha convertido en un subterfugio utilizado por las partidocracias de la izquierda neosocialista y la ultraizquierda neocomunista, más los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, para mostrarse y actuar como hispanicidas, cristofóbicos y anticonstitucionales por estar en contra de la democracia monárquico parlamentaria del Reino de España y por menospreciar con sus ideologías a las Fuerzas Armadas, entre ellas, a la benemérita Guardia Civil, que también tiene como patrona a la Virgen del Pilar, a quien deben las virtudes cristianas católicas del honor, la honradez, la fidelidad, la lealtad, la constancia, el valor, el vigor, la valentía, la gloria y el servicio, hasta dar la noble sangre por la paz, la ley, el orden y la seguridad del bien común, por el amor a la Madre Patria y a la Nación de España.

			Cuando por toda Europa y el planeta, pero sobre todo por España con más de un millón de contagiados, la segunda oleada de la pandemia estaba cada vez más en un alza peligrosa y caótica, los días 21 y 22 de octubre de 2020, llegó la ya anunciada moción de censura propuesta por la partidocracia neoliberal de centro derecha conservadora, VOX. 

			Esta moción de censura, con una prevista derrota con 298 votos en contra y solo los 52 votos a favor de los diputados de VOX, no serviría para nada, sino solo para enaltecer más el prepotente intervencionismo y protagonismo estatalista hispanófobo e hispanicida del gobierno neonacional socialista comunista y sus aliados y mantenedores en el poder, las partidocracias de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas.  

			A la partidocracia de VOX solo le serviría para alcanzar un efímero protagonismo político-mediático ante su electorado o futuros votantes. Aunque puso en evidencia las acciones totalitarias del gobierno neonacional socialista comunista, sin embargo, no hizo una crítica histórica razonable de la Unión Europea, que, aunque haya servido hasta ahora como conexión intereconómica ente las naciones que la conforman, ha olvidado que Europa es mucho más que economía e ideología de género dictatorial, ya que tiene una identidad cristiana católica de origen y fundamento a la que ha renunciado y despreciado, también le faltó la presentación de un programa económico y de sanidad. 

			Para la partidocracia neoliberal de centro derecha reformista y progresista socialdemócrata descristianizada del PP, le sirvió para tomar distancias de VOX ante su postura negativa anti Unión Europea; pero, además, para que no la asimilasen a VOX por ser esta la partidocracia considerada e insultada por la izquierda, la ultraizquierda y los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, como la ultraderecha fascista. Pero también siguió mostrando su incapacidad para presentar una propuesta y una respuesta adecuadas a la inoperancia, prepotencia y despropósitos del gobierno neonacional socialista comunista ante la gravísima situación por la que pasaba la sociedad civil española debida a la pandemia del COVID-19. 

			La partidocracia del PP anunciaba la definitiva ruptura con VOX, a cambio de que se le reconociera, como así hicieron, sus enemigos políticos del gobierno neonacional socialista comunista, como la única oposición a en el Congreso. Por el no a VOX, por su sometimiento y pactos por los casos de corrupción y reparto de jueces, el gobierno neonacional socialista anunciaba una paralización de la reforma del Consejo General del Poder Judicial, ya que estaba dispuesto a una negociación con la partidocracia del PP para pactar una renovación de los jueces.

			En cuanto al gobierno de la dictadura marketing neonacional socialista comunista, que fue el triunfador de la moción de censura, tanto la partidocracia neosocialista del PSOE como su coalición-cohabitación de la partidocracia del comunismo ultrarradical bolivariano-chavista de Unidas Podemos y sus aliados los nacionalismos secesionistas y filoterroristas siguieron con el obsesivo y reaccionario discurso del guerracivilismo frente populista del pasado siglo xx.

			Mientras las partidocracias se entretenían en estas y otras cuestiones de poder por el poder, el empobrecimiento de la población era cada vez más crónico por el aumento del paro y porque las ayudas públicas que nunca llegaban o se acababan. Las organizaciones no gubernamentales de beneficencia, junto a la institución histórica de la Iglesia católica, Cáritas, siempre al lado de los más pobres, necesitados y marginados de la sociedad del bienestar materialista, denunciaban que ya no tenían suficientes alimentos para atender a las colas del hambre que iban en un aumento desolador. 

			Del 10 % de la pobreza de la sociedad civil, era culpable directa la administración neonacional socialista comunista por su lentitud en la nefasta gestión burocrática de las ayudas y subvenciones. La crisis económica se encaminaba hacia una explosión social de miseria y delincuencia ante la cual el gobierno neonacional socialista comunista se cruzaba de brazos. 

			En resumidas cuentas, la moción por de censura presentada por el líder de VOX desbarró por inútiles discursos demagógicos de todas las ideologías partidocráticas, que nos demostraban la mediocridad, la incapacidad, la carencia de responsabilidad ética y democrática para resolver la gravísima crisis sanitaria, social, económica, cultural, demográfica suicida, moral y constitucional, que vino a hacerse crónica con la irrupción de la pandemia del COVID-19 después de más de cuarenta años de fallida democracia constitucional de la monarquía parlamentaria del Reino de España. 

			De esta moción de censura saldría una intención de voto distinta de las cocinadas por el gobierno, cuando fueron realizadas a través de encuestas demoscópicas privadas. Por primera vez, desde las últimas elecciones generales del año 2019, el imposible bloque de la derecha formado por las partidocracias neoliberales del PP, VOX y de la supeditada al gobierno, Ciudadanos: el PP, con 24,5 % (entre 107 y 111 escaños) superaría en escaños a la partidocracia neosocialista del PSOE, que obtendría el 25 % (entre 105 y 109 escaños); VOX se situaba en un 16,6 % (entre 56 y 60 escaños), Ciudadanos, en un 7,8 % (entre 13 y 16 escaños); la partidocracia radical neocomunista de Unidas Podemos, en un 10,3 % (entre 25 y 27 escaños).

			Otros datos de otras encuestas realizadas, no más tarde, daba a la partidocracia neoliberal de centro derecha reformista progresista-socialdemócrata del PP, una bajada en escaños y votos con un 23,2 %, entre 97- 98 escaños; volvería a ganar las elecciones la partidocracia neosocialista radicalizada del PSOE con el 26,8 %, 112-113 diputados. Los neocomunistas ultrarradicales inmigracionistas de Unidas Podemos estarían en cuarto lugar con el 11,5 %, 29-30 diputados; en tanto que la partidocracia neoliberal de centro izquierda bisagra-veleta-comodín-felpudo de Ciudadanos subía un poco, con un 7,2 %, entre 10 u 11 diputados; mientras que la partidocracia neoliberal conservadora de derecha, VOX, se ubicaba en tercer lugar subiendo con un 15,9 %, entre 55-56 diputados. El imposible bloque de la derecha, aunque sumara 167 diputados, tampoco alcanzaría la mayoría que era de 175 escaños para gobernar y seguiría gobernando la dictadura marketing neonacional socialista comunista.

			Por noviembre y diciembre de 2020, otras encuestas demoscópicas vaticinaban un hipotético pero irrealizable bloque de centro neoliberal formado por las partidocracias del PP, con un 23,5 % de votos (104-107 diputados), VOX, con un 17,2 % (56-60 diputados) y Ciudadanos, con un 8,9 % en votos (15-17 diputados), que darían un 49,6 % en intención de votos, superior al de las partidocracias neonacional socialista comunista en el poder, el PSOE, con un 26,3 % (103-106 diputados) y Unidas Podemos, con 9,8 % (23-26 diputados), que obtendrían un 33,4 % en intención de votos. La suma de las partidocracias neoliberales de PP, VOX y C’s daba el resultado de 175 diputados, la mayoría justa para el Congreso.

			Seguía siendo la partidocracia del PSOE la más votada con un 26,3 % y, además, continuaría en el poder con el apoyo de sus socios: las partidocracias de los nacionalismos independentistas y filoterroristas y los neocomunistas ultrarradicales de Unidas Podemos. 

			Por diciembre de 2020, la misma intención de voto y similares conclusiones mostraban otras encuestas demoscópicas y las del Centro de Investigaciones Sociológicas: la partidocracia neosocialista inmigracionista y cristofóbica mejoraba y sacaba un porcentaje de voto del 28 %, con 123 escaños; el CSI, casi lo mismo, 29,9 %; la partidocracia neoliberal de centro derecha reformista socialdemócrata del PP también mejoraba al obtener un porcentaje de voto del 25,6 %, con 110 escaños, para el CSI, 19,2 %; se mantendría en tercer lugar VOX, aunque bajaba en intención de voto con un 13,1 %, 41 escaños, para el CSI, en cambio, subía al 14 %; se hundía, para favorecer a sus socios de coalición y cohabitación neosocialistas, la partidocracia ultrarradical neocomunista, inmigracionista y cristofóbica de Unidas Podemos, con un porcentaje de voto del 9,5 %, veinte diputados, para el CSI el 10,5 %; y la partidocracia neoliberal de izquierda o derecha, la felpudo-comodín-veleta-bisagra de Ciudadanos, tenía un porcentaje de voto del 7,1 %, con once diputados, para el CSI, subía en un 10,5 %. 

			La intención de voto, con o sin los datos cocinados por el CSI a favor del gobierno neonacional socialista comunista, favorecían al PSOE y lo mantenía en el poder con los mismo apoyos extremistas y anticonstitucionales de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, más los neocomunistas radicales chavistas bolivarianos de Unidas Podemos. 

			Al resultado tendencioso del Centro de Investigaciones Sociológicas (CSI), respondería a finales de diciembre de 2020 otra encuesta demoscópica que daba una hipotética mayoría a las partidocracias neoliberales, aunque la partidocracia neonacional socialista del PSOE en el poder subía un poco y seguía siendo la más votada con el 24 % de los votos, entre 104 y 107  escaños. Era seguida de la partidocracia neoliberal de centro derecha socialdemócrata reformista del PP, que bajaba un poco, con el 22,9 % de los votos, entre 99 y 103 escaños; la tercera, subiendo un poco, sería la neoliberal de derecha conservadora de VOX, con el 17,4 % en intención de votos y 63 escaños; le seguía, en bajada, la partidocracia ultrarradical neocomunista de Unidas Podemos, con el 10,4 % de votos y entre 26 y 27 escaños; en quinto lugar, de igual modo en bajada, la partidocracia neoliberal de izquierda o derecha, la bisagra-veleta-comodín de Ciudadanos, con 8,2  % de votos y quince escaños. 

			La suma total de los neoliberales de PP, VOX y C’s daría para alcanzar una mayoría de entre 171 y 181 escaños. Por primera vez, la población daba algunos síntomas de no aceptar más las veleidades y prepotencia del gobierno neonacional socialista comunista y sus aliados los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, como la aprobación de los Presupuestos Generales del Estado con pactos inmorales e inconstitucionales con los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, los cuales manifestaron en el Congreso de los Diputados y fuera de él que aprobaban los Presupuestos por la sinrazón de lo que nunca habían escondido: para romper, destruir, destrozar y acabar con el sistema constitucional democrático dado por la Constitución española de 1978.

			El Real Decreto del 25 de octubre de 2020, aprobado por el Consejo de Ministros, aplicaba el obligatorio, pero inconstitucional estado de alarma de seis meses, ya que toda prórroga debería ser de quince días. Prórroga de estado de excepción con un toque de queda desde las once de la noche hasta las seis de la madrugada hasta el 9 de noviembre, que llegaría hasta el 9 de mayo 2021. Un estado de alarma con toque de queda nocturno, que era otro confinamiento con restricciones de movilidad nocturnas. 

			Se vino a confirmar la trágica situación de crisis total que sufría España, en especial sanitaria y económicamente, esta con catastrófica repercusión en el sector de la hostelería, del ocio nocturno, del turismo, sin olvidarnos de las empresas de aerolíneas y aeropuertos. El gobierno neonacional socialista comunista del Nuevo Orden Mundial —un ejemplo es el confinamiento (estado de excepción) de la primera oleada de la pandemia— fue contra las libertades, además, no hubo dimisiones gubernamentales. Se quitó de encima las responsabilidades de estado al delegar las competencias a las diecisiete autocráticas autonomías para dictar confinamientos totales o parciales. En los diecisiete microestados, quienes actuarían como era habitual, según sus incompetencias, sin soluciones pragmáticas para la sociedad civil, que, también, una buena parte de ella había actuado con una gran irresponsabilidad, inmoral e incívica a la hora de poner en práctica las medidas sanitarias de prevención de los contagios por la pandemia. 

			Otros tantos meses, seis, sin tomar responsabilidades de Estado, como una de las más prioritarias la de haber realizado reformas vitales en la salud pública para estar preparado ante lo peor que se avecinaba como la elaboración y aprobación de una ley orgánica de Sanidad, como hay en la mayoría de Europa, para evitar disposiciones dictatoriales por decretos estatalistas de estados de alarma. Era la forma de gobernar para sí mismo del traidor político, prepotente obseso del poder por el poder, el metaverso presidente del gobierno, porque lo que en realidad pretendía era lo mismo que en el anterior estado de alarma (estado de excepción), control autoritario de todos los poderes, control democrático totalitario del Parlamento y el Poder Judicial, con decretazos leyes y disposiciones legislativas unipersonales, situación esta propia de las dictaduras, propia de la nueva realidad de la dictadura marketing neonacional socialista comunista, que volvía a pisotear la carta magna, la Constitución española de 1978, que en el artículo 116.2 concreta:  

			El estado de alarma será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros por un plazo máximo de quince días, dando cuenta al Congreso de los Diputados, reunido inmediatamente al efecto y sin cuya autorización no podrá ser prorrogado dicho plazo. El decreto determinará el ámbito territorial a que se extienden los efectos de la declaración.

			Llegaría la aprobación del nuevo estado de alarma con toque de queda nocturno cuando el pico de la pandemia estaba imparable con cientos de fallecimientos diarios, 51.375 fallecidos desde marzo, según la maquillada cifra oficial del gobierno, pero que eran más de 60.000 con más de 1.185.678 de contagios. 

			Llegaba cuando en la vecina Francia el islamismo terrorista yihadista volvía a asesinar en la catedral de Niza con un cuchillo a tres cristianos católicos y heridos a varios más, como lo había realizado días atrás con la decapitación en París de un profesor de Geografía e Historia en secundaria por mostrar las viñetas caricaturas de Mahoma en una de sus clases. El alcalde de Niza, en vez de ordenar cerrar las mezquitas, cerró las iglesias como sumisión y rendición al islamismo. No se quedó atrás el obispo de Niza, que determinó también no abrir las iglesias.

			Esto y otras cosas contra los derechos humanos pasaban en la excatólica Francia, en la jacobina, laicista-anticatólica y masónica república francesa, donde se habían suspendido los actos litúrgicos con el pretexto del avance del COVID-19, que conllevaba la supresión del sacramento de la eucaristía, de la Santa Misa. 

			No solo en Francia, también en la cada vez menos católica Irlanda o Gales, donde los sacerdotes que se atrevieran a oficiar la eucaristía podían acabar en la cárcel y otro tanto de lo mismo en otras naciones también como Argentina, México, Perú… Ante esta supresión contra la libertad religiosa de culto, los obispos y cardenales, también por la descatolizada España, protestaban pero no desobedecían al poder político, que sí permitía, sin controles claros, tener abiertos restaurantes, comercios, supermercado, bares, estancos, centros de educación…

			Con la presencia y luego cobarde huida de la Cámara de representación de la voluntad popular, en el Congreso de los Diputados, el prepotente y tiránico presidente del gobierno neonacional socialista comunista se ausentó del debate y aprobación de la infinita prórroga del estado de excepción con toque de queda nocturno para dejarlo en manos del Ministro de Sanidad. Semejante vil comportamiento, hasta ese día 29 de octubre de 2020, jamás se había producido en la monarquía parlamentaria del Reino de España ni en cualquier otra democracia constitucional de Europa.

			La prórroga del nuevo estado de alarma (estado de excepción) con toque de queda nocturno se aprobaría con una holgada mayoría de 194 votos a favor por parte de los socios y mantenedores en el poder omnímodo al gobierno neonacional socialista comunista, entre ellos las partidocracias de los neocomunistas radicales y de los nacionalismos secesionistas vasco-etarras filoterroristas, las catalanistas del golpe de Estado, y, junto a estas, la partidocracia bisagra-veleta-comodín-felpudo de los neoliberales de centro izquierda o derecha progresista de Ciudadanos. Se abstuvieron 99 diputados de las partidocracias neoliberales o regionalistas, encabezadas por la neoliberal de centro derecha reformista de sí misma, el PP, y les acompañó la nacionalista secesionista vasco-etarra filoterrorista de los ultracomunistas de EH Bildu. La abstención más cobarde fue la de la partidocracia del PP, cuyo líder en claudicación mostró un discurso muy crítico de desaprobación de la nueva prórroga del estado de alarma para luego abstenerse, que venía a ser lo mismo que apoyarla. 

			El no rotundo de 53 votos en contra fue de la populista partidocracia de la derecha conservadora de VOX y de la partidocracia regionalista de Foro de Asturias. VOX decidió llevar la inconstitucional nueva prórroga de estado de alarma (estado de excepción) con toque de queda nocturno al Tribunal Constitucional.

			A los pocos días, entre el 31 de octubre y el 2 de noviembre de 2020, el estallido social por las restricciones de otra prórroga de estado de alarma más toque de queda nocturno trajo la violencia urbana por todos los puntos cardinales de España, en una España descatolizada, que, por la dictadura del relativismo laicista neocomunista, neosocialista y neoliberal, había olvidado la sacralidad de las festividades de Todos los Santos (1 de noviembre) y del día 2 de los Fieles Difuntos, en buena medida, desterrados de la conciencia colectiva cristiana católica sobre el sentido de la vida y la muerte con y hacia Dios. 

			Días de consagración y culto por los difuntos y santos, desterrados y perseguidos por la invasión y adoración herético-satánica, importada de Estados Unidos, del macabro, cadavérico, espiritista, zombi, sacrílego, demoníaco, profanador, ocultista, comercial-mercantilista aquelarre violento y terrorífico del Halloween neopagano. 

			Después de los toques de queda nocturnos, por los cuatro puntos cardinales de España, el satanismo de Halloween se confabuló con la psicosis colectiva social del negacionismo violento del coronavirus y la nefasta gestión totalitaria gubernamental. Se produjo un estallido de manifestaciones nocturnas, disturbios, altercados, asaltos y saqueos de negocios, bancos y establecimientos comerciales que acababan con enfrentamientos contra la policía de vandálicos jóvenes de grupos radicales antisistema.

			La respuesta de la anodina y mediocre clase política fue la esperada: culparse unas a otras para quitarse responsabilidades y la toma de decisiones coherentes. Las partidocracias de la coalición-cohabitación del gobierno neonacional socialista comunista culparon de todo ello a lo que ellos llamaban extrema derecha, fascista y neonazi, a la partidocracia neoliberal conservadora de derecha, VOX, y esta a ellos de ser los incendiarios, destacar que quien llevaba la voz acusadora era la extrema izquierda neocomunista de Unidas Podemos.

			Ya no fue sorpresa, tras la moción de censura, que se sumara a ellos, culpando también a VOX, la partidocracia neoliberal de centro derecha reformista socialdemócrata descristianizada del PP. Lo mismo sucedía con los nacionalismos secesionistas y filoterroristas vasco-etarra y catalanistas, que señalaban a VOX como el incitador de los estallidos urbanos violentos en las ciudades cuando aún la policía no tenía indicios al respecto. El gobierno neonacional socialista comunista no había hecho nada a través del Ministerio del Interior para neutralizar la preocupante proliferación de actos violentos y vandálicos.

			Como en el primer estado de alarma, en el despótico segundo, con seis meses y toque de queda nocturno, el gobierno neonacional socialista comunista, con el Parlamento clausurado, prohibidas las manifestaciones y una sociedad civil desarbolada, sin moral ni capacidad de reacción, llegó otro ataque a los derechos humanos y al Estado de derecho de la Constitución española (1978). 

			No contento con el control totalitario, desde el Poder Ejecutivo, de las instituciones constitucionales y democráticas del Estado de derecho, tales como el Poder Judicial y el Poder Legislativo, tocaba ahora el control total de todos los medios de comunicación, privados o públicos, según el Nuevo Orden Mundial de la ONU, por medio de un Ministerio de la Verdad orwelliano, por medio de un «procedimiento de actuación contra la desinformación62», aprobado por el Consejo de Seguridad Nacional, una comisión de la posverdad en manos de un comisario del poder político, en manos del gobierno neonacional socialista comunista, para, según el Comité de Situación, apoyado en una Célula de Coordinación de lucha contra la desinformación, ejecutar una lucha contra las campañas mediático-políticas de la desinformación, que era la de imponer la censura y el control del derecho fundamental de la libertad de prensa, opinión, expresión e información veraces, y, de paso, perseguir y eliminar a las partidocracias de derecha y ultraderecha, que, según el gobierno neonacional socialista comunista, basaban sus discursos en la mentira. 

			En la mentira institucionalizada, el gobierno y sus socios de poder, antes y durante la pandemia del COVID-19, demostraron ser unos expertos inigualables. 

			Los órganos y organismos que conformaba el Consejo de Seguridad Nacional para el control totalitario del derecho a la libertad de expresión, opinión, información y comunicación, además de uno ya referido arriba, se estructuraban en el Consejo de Seguridad Nacional, el Comité de Situación, la Secretaría de Estado de Comunicación, la Comisión Permanente contra la desinformación, las autoridades públicas competentes, el sector privado y la sociedad civil. 

			En este control propio de las dictaduras, propio de la dictadura marketing neonacional socialista comunista, no podía faltar la máxima «Autoridades públicas competentes» en la lucha institucional contra la desinformación: Secretaría de Estado de Comunicación, Presidencia del Gobierno (DSN), Centro Nacional de Inteligencia, gabinetes de comunicación de Ministerios y otros organismos relevantes. 

			Todo ello chocaba contra el Plan de Acción para la Democracia Europea, que instaba a los estados a la protección del derecho a la libertad de información y comunicación, de expresión y opinión, y al debate plural político en los medios y plataformas digitales de la sociedad civil. De ahí que la Comisión Europea volviera a advertir que vigilaba la aplicación de este totalitario mecanismo de control gubernamental sobre la libertad de expresión y comunicación, aprobado durante la pandemia y sin pasar por el Parlamento.

			Como acompañante al terror del Ministerio de la Verdad, el gobierno neonacional socialista comunista se empeñó en la aplicación de otro terror, una ley que provocaba terror fiscal, y que tiempo atrás el Tribunal Supremo había advertido que, con tal ley, se cometía una arbitrariedad por la inseguridad jurídica y la incertidumbre social, debido a la imprecisión de las normas jurídicas. La ley del terror fiscal permitía la persecución de Hacienda, del Fisco, a los contribuyentes en sus domicilios sin previo aviso para, según él, evitar la destrucción de pruebas, pero que era una indefensión para las personas y empresas.

			La farsa de la  moción; la despótica prórroga de seis meses del estado de alarma con toque de queda; más la aprobación de los desorbitados Presupuestos Generales del Estado; el control de todos los medios de comunicación, información y opinión a través del orwelliano Ministerio  de la Verdad; el terror fiscal; más otros despropósitos gubernamentales de tinte marquetiniano, como el recuerdo de la profanación-exhumación del cadáver inofensivo del dictador Francisco Franco, a quien necrofílicamente se debía haber exhumado desde la llegada de la democracia, todo ello servía para continuar la nefasta gestión sanitaria, económica, política y social provocada antes y con la llegada de la camarada roja chino-soviética-chavista-bolivariana coronavirus. 

			La gravedad de la segunda oleada de la pandemia traía también las dramáticas cifras de parados en el tercer trimestre, que, según datos publicados por Instituto Nacional de Estadística de la Encuesta de Población Activa, el número de parados se había incrementado en 355.000, subiendo el número de parados totales a 3.722.990 desempleados, el más elevado desde el primer trimestre del año 2012, con una tasa del 16,26 %, un punto más que en el anterior trimestre; pero que se debería contar los que se encontraban en los ERTE de las empresas, con lo que la tasa era del 21 %. 

			Entre octubre y noviembre, volvería a aumentar el número de los parados, subiendo al total de 3.851.312, sin contar los que estaban sin trabajar en los ERTE, 746.900, cuyos gastos en prestaciones alcanzaban los doce mil millones de euros. Datos que se acumulaban en negativo para la población civil, a pesar del demagógico triunfalismo estatalista de que la Seguridad Social, había sumado 113.974 nuevos afiliados cuando durante todo el año se habían perdido 439.628. En noviembre de 2020, los afiliados a la Seguridad Social superaban los 19.059.094 cotizantes. Estos datos estaban dopados por la situación de crisis provocada por el coronavirus.

			Esta situación nada le importaba al nepotismo del gobierno neonacional socialista comunista, como tampoco el aumento de la segunda oleada de la pandemia, ya que seguía aumentando en gasto y personal debido a los asesores y otros múltiples cargos, así como también por subirse el sueldo. Además, seguía falsificando las cifras reales de los fallecidos por la pandemia, que, entre noviembre y diciembre de 2020, eran de 80.000 según los servicios funerarios y el Instituto Nacional de Estadística, frente a las cifras oficiales camufladas de 47.344. Los contagiados seguían subiendo sin parar cuando asomaba la tercera oleada de la pandemia a finales de año. En tanto que el Instituto Nacional de la Seguridad Social, daba el dato estadístico de alrededor de 70.000 pensionistas de bajas por fallecimiento.   

			Hacia el tercer trimestre de 2020, cabía esperar que reiniciase un poco la actividad económica tras varios meses paradas por el confinamiento del estado de excepción, que no de alarma, ya que el Producto Interior Bruto presentaba un crecimiento del 16,7 %  oficial, no real, signo de una efímera recuperación económica que se tendría que frenar en el cuarto trimestre de 2020 debido a la grave subida y otro golpe duro a la economía, la segunda oleada del cisne negro del coronavirus. Además, el PIB de este tercer trimestre no contabilizaba las estadísticas negativas del último mes del trimestre, septiembre, cuando empezaba el incremento de la segunda oleada de la pandemia. La caída de la economía caminaba con un déficit de 250.000 millones de euros, una situación de quiebra como la que sufrió Grecia en el año 2010, también con un gobierno comunista.

			El gobierno de la dictadura marketing neonacional socialista comunista lo divulgó y vendió como el inicio de la recuperación económica, cuando la realidad micro y macroeconómica en España mostraba una caída interanual del PIB de toda la serie histórica con un -8,7 %, que venía a duplicar el peor dato registrado en la anterior crisis de 2009, con un -4 % en su tercer trimestre. La caída del PIB de España era el mayor de las economías desarrolladas.

			La recuperación era muy lenta, como así lo indicaba la inversión porque caía un -12,8 %, entre ella la de las familias, que en viviendas caía un -15,2 % o el de las empresas, que en maquinaría caía un 10 %; el gasto en el consumo de la demanda doméstica decaía en 10,4 %; las importaciones por más que crecieran en un 28,4 %, sin embargo, presentaban un -15,7 % interanual, mientras que las exportaciones crecían en una tasa interanual del 34,3 %; lo único positivo, pero que era un síntoma del despilfarro de dinero público, era que el gasto público seguía creciendo a un 3,7 % como también que se salvaba una parte de empleo porque aún se mantenía, pero que se pensaba liquidar, la reforma laboral del año 2012 y la aplicación de métodos de conservación de los puestos de trabajo, como los ERTE.

			Los sectores económicos fundamentales para la economía continuaban en crisis y, sin perspectivas de mejoras por la ineficacia e incapacidad política, también lo hacían el comercio, el transporte, la construcción, la hostelería y el turismo, así como todas aquellas actividades profesionales relacionadas con la ciencia y la tecnología. En el caso de turismo, sector vital de la producción económica de España, la indolencia y desfachatez del gobierno neonacional socialista comunista sobrepasaba lo inimaginable, ya que no quiso pedir un fondo de ayudas que la Unión Europea tenía destinado para los estados que lo solicitaran y empleasen.

			La aprobación de los Presupuestos Generales del Estado para el año 2021 se produjo cuando todo el planeta Tierra conocía la triunfalista noticia, en noviembre de 2020, de que la farmacéutica estadounidense Pfizer y la biotecnológica alemana BioNTech, descubridora de la misma, habían logrado la primera vacuna, que en más de un supuesto 90 % podía ser efectiva y segura contra el COVID-19, que, por estas fechas alcanzaba, en su segunda oleada, el máximo nivel en contagios y muertes. En el mundo, se calculaban 54.000.000 de contagiados y más de un 1.300.00 muertos; en España, más de 1.458.591 de contagios y 40.000 fallecidos, según las falsas estadísticas del gobierno del Frente Popular neonacional socialista comunista, pero que las reales superaban los 69.000.

			Una vacuna, sospechosamente, ética y moralmente aceptable, ya que se anunciaba que se había desarrollado sin el empleo de células de tejidos de fetos abortados. Es lo que se publicitaba, pero cabían ciertas dudas, entre ellas de peso moral y ético: Pfizer tenía un historial de denuncias y procesos judiciales porque estaba inmersa en innumerables corrupciones, con prácticas delictivas basadas en el espionaje industrial, en cohechos y sobornos a médicos para que comercializaran en el mercado y a precios desorbitados algunos de sus medicamentos más perniciosos que beneficiosos. Tanto Pfizer como BioNTech estaban al servicio del multimillonario filantrocapitalista, el transhumanista neomalthusiano al servicio, pero para su beneficio propio, del globalismo o nomunaciolanismo del Nuevo Orden Mundial, el norteamericano Bill Gates (1955), como el también transhumanista maltusiano, el húngaro judío, George Soros (1930), ambos entre los filantrocapitalistas globalistas de las élites del aborto, de la eutanasia o la inmigración salvaje y descontrolada; del antiecológico control transgénico y biotecnocrático de las fuentes de alimentación; del catastrofista cambio climático y difusores de la totalitaria ideología de género, neoliberal y neomarxista. 

			No se podía obviar el intervencionismo totalitario global de la dictadura socialista y comunista de la República Popular China en la utilización de las inoculaciones experimentales de las falsas vacunas contra pandemia para su beneficio, ya que tenía alrededor de 123 infiltrados en las poderosas multinacionales farmacéuticas de Pfizer y AstraZeneca, los cuales trabajaban como empleados al servicio del Partido Comunista Chino (PCCH). 

			De igual modo, otro ejército de empleados comunistas chinos estaba diseminado por todo el planeta en otras muchas corporaciones multinacionales, en empresas, en bancos, en los servicios diplomáticos o en las instituciones de carácter académico. El objetivo de la tecno-totalitaria dictadura China era lograr el dominio del planeta en la economía, en el poderío militar y armamentístico y en las tecnologías, para imponer el capitalismo de estado colectivista de carácter comunista y socialista bajo el control del partido único marxista-leninista-maoísta.

			No tardarían en aparecer más inoculaciones, que no vacunas, experimentales, con la misma peligrosa nanobiotecnología transhumanista de ARN mensajero en la carrera crematista de las farmacéuticas por vencer al COVID-19, como la de otra compañía estadounidense, Moderna, que aseguraba una efectividad, ficticia, del 94,5 %, o la rusa Sputnik, con una eficacia, todavía más ficticia, superior al 93,5 %, o la inglesa de la Universidad de Oxford en colaboración con la farmacéutica AstraZeneca que anunciaba resultados seguros para incluso las personas mayores sanas, que luego no fueron tan seguros ni tan eficaces contra las variantes de la pandemia por las consecuencias sanitarias negativas que provocaron graves secuelas irreversibles y muertes, tanto en personas sanas como enfermas, igual que las restantes ficticias vacunas sintéticas, inoculaciones experimentales, que no fueron tan eficaces para neutralizar y erradicar la pandémica del COVID-19.

			Tampoco tardaría apenas nada la dictatorial maquinaría marketiniana del gobierno, utilizando la propagandística efigie prepotente del presidente neonacional socialista comunista en el anuncio triunfalista de autoproclamarse el primero en un protocolo de vacunaciones masivas cuando ya otras naciones habían previsto, mucho antes, los protocolos de una vacunación contra la pandemia como Alemania, Reino Unido o Bélgica. 

			La opinión pública mayoritaria no estaba dispuesta a tragarse más mentiras progrefuturistas de los neonacional socialistas comunistas. Como tampoco parecía soportar más la propaganda mediático política; la publicidad de la dictadura marketiniana con la llegada de la vacuna, que, en otras naciones, como Estados Unidos o Gran Bretaña, ya se habían programado y puesto en marcha con la parte de la población más vulnerable y necesaria para combatir la pandemia, como los ancianos, sus cuidadores en las residencias y los sanitarios. Las partidas de la vacuna que llegaban eran enviadas y financiadas por la Unión Europea; sin embargo, la dictadura marketing se las adjudicó a ella misma, además de que, previamente, las había retenido a las autocráticas comunidades autonómicas. 

			Por la propaganda que montaron, con la exclusividad para los medios de comunicación del Estado, las partidas no se habían embalado con la bandera nacional de España, sino con el triunfalista e institucional logos de «Gobierno de España», que más bien era gobierno neonacional socialista comunista. Esta semejante barrabasada propagandística no se cometió en ninguno de los demás gobiernos de la Unión Europea.

			Chapuceramente imitando a esas naciones, eligió a una anciana de 96 años y a una auxiliar sanitaria de una residencia de uno de los microestados autocráticos autonómicos de la misma ideología neonaciaonal socialista comunista, Castilla-La Mancha, para comenzar las vacunaciones. 

			La dictadura marketing neonacional socialista comunista, en las residencias, dejó morir a más de 70.000 ancianos sin atención sanitaria ni espiritual y ahora utilizaba a los ancianos como publicidad política, como cobayas para empezar la vacunación, que no se había planificado. Para cuando llegó la tercera oleada de la pandemia, se evidenció la ineficacia sanidad gubernamental y de las autocráticas autonomías de los diecisiete microestados caóticos, pero favoreciendo en su distribución y cuantía de las falsas vacunas, más bien, inoculaciones experimentales, a la autocrática comunidad independentista de Cataluña, en campaña electoral y con las partidocracias secesionistas que sostenían el gobierno neonacional socialista comunista. 

			La propaganda de la dictadura marketiniana pluripartidocrática seguía funcionando desde el caos de la improvisación para distribuir racionalmente la vacuna por España y también lo hacía  cuando otra mutación del COVID-19 asomaba con letalidad por España, se cifraron 50.000 fallecidos oficiales, más que por Europa, a finales de diciembre 2020 y enero de 2021. El gobierno neonacional socialista comunista mentía de nuevo con los datos de los fallecidos, además tenía la desfachatez de proclamar que la vacuna en España sería el principio del fin, de la pandemia, la cual ellos nunca habían gestionado con los criterios de la verdad objetiva, sino con el cercenamiento de las libertades y los derechos fundamentales de los españoles.

			Los Presupuestos Generales del Estado se aprobaron el 3 de diciembre de 2020, con 188 votos a favor, 0 abstenciones y 154 en contra. Aprobación mayoritaria respaldada con los apoyos previstos de las ultraizquierdistas partidocracias de los nacionalismos secesionistas, golpistas y filoterroristas, anticonstitucionales y detonadoras del Estado de derecho; la coalición-cohabitación de las partidocracias del PSOE y Unidas Podemos, junto al contubernio de las partidocracias del gobierno, catalogado por la prensa como gobierno Frankenstein: la secesionista de ultraizquierda catalanista de ERC; la secesionista de ultraderecha vasca del PNV; la secesionista de ultraizquierda etarra filoterrorista de Bildu; la partidocracia secesionista golpista del Partido Demócrata Europeo Catalán; los comunistas radicales de Más País, Compromís y Nueva Canarias, junto al conservador paniaguado Partido Regionalista de Cantabria y el ambiguo regionalista paniaguado partidillo de Teruel Existe. 

			Rechazaron los presupuestos las neoliberales del PP, VOX y Ciudadanos y las nacionalistas secesionistas catalanes de la ultraderecha de Junts per Catalunya, la ultraizquierdista de CUP y la galleguista separatista del Bloque Nacionalista Gallego, más las regionalistas como la canaria independentista de Coalición Canaria, la navarra de Unión del Pueblo Navarro y la asturiana del Foro Asturias.

			Como estaba más que previsto, y más que pactado con sus socios de apoyos parlamentarios y de gobernabilidad neonacional socialista comunista, la aprobación se hacía con cesiones contra el bien común de los españoles y la destrozada Constitución española de 1978, porque las partidas presupuestarias favorecían a todos los latrocinios de los socios del gobierno: los nacionalismos secesionistas y filoterroristas de extrema izquierda y derecha, vasco-navarro y catalanistas. 

			El colmo de los latrocinios de España fue la cesión a la partidocracia ultrarradical comunista secesionista y golpista de ERC para castigar a la autocrática Comunidad de Madrid —con un gobierno neoliberal de centro en coalición, pero gobernado por la partidocracia mayoritaria en la oposición del Congreso, el PP— con una reforma fiscal que le subía los impuestos de patrimonio y sucesiones para castigar todavía mucho más a las rentas bajas y medias en las bonificaciones fiscales. 

			Una imposición tributaria que pretendía liquidar la libertad fiscal de las autonomías no independentistas, mientras estas podían seguir robando a los españoles con sus paraísos fiscales privilegiados de los foros y el cupo de los autocráticos microestados secesionistas vasco-navarro etarra filoterroristas, Vascongadas —maliciosamente rotulada como País Vasco— y Navarra, o con destinar más prebendas presupuestaria, como venía sucediendo, al autocrático microestado secesionista de Cataluña. Esta recibiría en inversiones y transferencias del Estado una inversión de 2.339 millones de euros. 

			Por estas disposiciones contra la solidaridad, la libertad y la igualdad económica de los españoles, proseguía la decadente y degenerada democracia en España cuando en Europa no existía el impuesto de patrimonio, mientras que los impuestos de Sucesiones y Donaciones en pocas naciones europeas se mantenían vigentes.

			Sin embargo, no eran ya solo las nepotistas e insolidarias partidas en dinero público en favor de ellos, sino también a cambio, otra vez más, de la vejación y humillación de todas las víctimas del terrorismo vasco-etarra, ya que el gobierno neonacional socialista comunista volvía a enviar a los centros penitenciarios del microestado autocrático autonómico de Vascongadas, mal llamado País Vasco, a los asesinos terroristas con delitos de sangre, que más pronto que tarde estarían fuera de la cárcel. 

			No solo las prebendas pactadas de los presupuestos, sino, de igual modo, como se venía produciendo desde hace más de cuarenta años con la permisión traidora de tanto de la partidocracia neonacional socialista del PSOE como de la partidocracia neoliberal de centro derecha reformista de sí misma, el PP, por medio de la retroprogre y reaccionaria ley de educación neonacional socialista comunista, la inconstitucional liquidación definitiva, en todas las regiones de España, del idioma español como lengua vehicular y, más en concreto, donde era ya un hecho, en los microestados autocráticos secesionistas de Vascongadas, Navarra y Cataluña, pero también en los otros microestados autocráticos que también venían imponiendo la inmersión lingüística etnolátrica contra lo dispuesto en la Constitución española de 1978, como en Galicia, gobernada por la partidocracia neoliberal de centro derecha reformista, el PP, que impuso la xenófoba red de dinamización lingüística contra el español. Y en otras con otros gobiernos autocráticos neonacionales socialistas comunistas, como la Comunidad Valenciana o las islas Baleares.

			Hasta todas las administraciones del Estado llegaría la exigencia de asesinar al idioma constitucional del español. La inconstitucional ley del holocausto etnolingüístico buscaba el holocausto de la histórica de la lengua española, transmisora de la historia, de la cultura, del pensamiento, de la literatura, del arte y de la religión cristiana católica.

			El gobierno neonacional socialista comunnista hacía y deshacía, mentía y volvía a mentir a su antojo, porque había conseguido la impunidad por medio de la inmunidad del rebaño en que habían convertido a la sociedad civil en España. Una sociedad civil anodina, amorfa, sin identidad histórica, sin principios éticos y morales, sin sentido de lo que deber ser una democracia plural participativa y representativa, una sociedad civil impropia para ser españoles responsables en el siglo xxi.

			Se buscó tapar esta situación tremenda para la sociedad civil y sus medios de producción en caída con la mayor propaganda marketiniana mediático-política, los Presupuestos Generales del Estado del año 2021.

			Unos Presupuestos Generales que, de partida, la Unión Europea consideraba inflados, es decir, desorbitados, hipotéticos y dependientes de los miles millones de la Unión Europea para la recuperación económica, presupuestos que anunciaban el mayor gasto público de la desquiciada historia democrático constitucional de España, 456.000 mil millones de euros para hacer viable la recuperación económica después de la pandemia y que conllevaba la subida, y no bajada, como así sucedía en la mayoría de las naciones de Europa, de los impuestos directos e indirectos. 

			Impuestos terroríficos, fiscales y confiscatorios que, más pronto que tarde, afectarían a los de siempre, al 84 % de las rentas media y baja, a la clase media, ya en precario, mientras que solo al 16 % de la recaudación fiscal afectaría de las rentas altas o empresas grandes: subidas de impuestos, como el IRPF a las rentas superiores de 200.000 euros, también a la fiscalidad ecologeta-verde, al impuesto de patrimonio y al de sociedades

			En suma, era el intervencionismo estatal contra la propiedad privada, que en Europa ya había mostrado su fracaso, con la imposición de un límite en el precio del alquiler de la vivienda, y otro hachazo más al ahorro de la clase media al imponer la reducción de las desgravaciones fiscales a los planes de pensiones privados.

			Una buena parte de los Presupuestos Generales del Estado sería en gasto social. El 53,7 % del total sería destinado al aumento del sueldo de los funcionarios y de las pensiones mínimas no contributivas; un aumento del presupuesto de la casa real en un 6,9 %; el Consejo de Estado en un 15 %; el Congreso de los Diputados y el Senado en un 11,7 % y un 7,8 %; el Defensor del Pueblo en un 17,8 %; el trilero de encuestas demoscópicas cocinadas, el CIS obtendría un 13 %; también al aumento presupuestario alcanzaba a la Ley de dependencia y del subsidio del Ingreso Mínimo Vital; sin que faltase tampoco, las ayudas para el acceso a la vivienda y al control demagógico del ente público, la entelequia politizada progubernamental, de Radio Televisión Española (RTVE), con un 25 %.

			Por el contrario, se daba un aumento insuficiente a los sectores que más padecían la crisis económica del COVID-19, el comercio, el turismo y la pequeñas y medianas empresas (PYMES).  No faltaba el indispensable aumento a los organismos culturales politizados, como no podía faltar el aumento del gasto en la transmisión de la totalitaria ideología de género del feminismo radical, que era el fantasmagórico ministerio de igualdad. 

			Estos utópicos y marquetinianos Presupuestos Generales del Estado lo que anunciaban era que repercutirían gravemente en el paro, en las inversiones, en un menor crecimiento de la economía y, como estaba previsto, más, mucho más aumento del déficit público, como apuntaría la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, que, en el cuarto trimestre, a finales del año 2020, colocaba a España con la mayor recesión económica de los 46 estados del analizados, detrás de Argentina con una caída del Producto Interior Bruto del 12,9 %. 

			La neonacional socialista comunista antiespaña alcanzaba un déficit máximo de Europa con una contracción del -11,6 % del PIB. Semejante situación conllevaba una deuda pública del 117,3 % del Producto Interior Bruto, que aumentaría al 120 % en año 2021 y en 2022 al 122,4 %, que era el mayor déficit de la eurozona. El PIB en 2020 se elevaba al 120 % porque la Comisión Europea advirtió a España de que ello se debía a que se tenía que incluir en las cuentas públicas del Estado la gestión de los activos tóxicos financieros de la banca, gestión que se encomendó en el año 2012 a la Sociedad de Gestión de Activos Procedentes de la Reestructuración Bancaria (la SAREB), la cual, luego en el año 2022, sería controlada por el gobierno al cambiar su régimen jurídico y de gobernabilidad con el fin de llevar a cabo repartos subsidiados, pero pagados por los contribuyentes, de las viviendas que se entregarían a grupúsculos sociales supuestamente vulnerables.

			Tanto la renta nacional bruta como la renta nacional disponible aumentaron un 16,6 % y un 17,1 %, no obstante, habían retrocedido con respecto al año 2019, en un 7,8 %. Como señalaba el Instituto Nacional de Estadística, el Producto Interior Bruto caería en el tercer trimestre en un 9 % interanual y la renta nacional bruta bajaba a un 7,8 %, a pesar de que, en el tercer trimestre de 2020, el PIB crecería un 16,4 %. 

			La deuda pública del año 2020 del conjunto de las administraciones sería al final del 10,97 % del PIB, incluyendo los gastos del banco malo o tóxico, arriba señalado (SAREB), dicha cifra se colocaba como la segunda más alta de la historia, el más elevado desde el año 2009 con un 11,3 %. Déficit a causa del mayor gasto público y la caída de los ingresos, a la menor recaudación fiscal por el hundimiento de miles de pequeñas y medianas empresas. 

			La Seguridad Social rozaba la quiebra con un déficit de 30.000 mil millones de euros, a pesar de que el Estado le había inyectado unos 20.000 millones de euros, con lo cual hubiera sido mayor el déficit.

			El Banco de España informaba que el saldo de la deuda pública del conjunto de las Administraciones públicas, en el ejercicio del año 2020, se cerraba con 1,35 billones de euros, el 120 % del Producto Interior Bruto. La deuda se estaba despilfarrando en el desbocado gasto público del gobierno neonacional socialista comunista en lugar de derivarla a la inversión. Deuda pública que, al año siguiente, 2021, seguiría batiendo récords con 1,40 billones de euros y el 125,3  % del PIB, de acuerdo con los datos del Banco de España.

			Con una deuda pública no conocida desde la guerra de Cuba (1895-1898), el futuro económico y financiero de España se condenaba a varias décadas de contención en los presupuestos, consistente en un incremento de los ingresos y una contención en el gasto público para que bajase la deuda. España continuaba en los últimos puestos del mundo en la gestión de la crisis económica y sanitaria provocada por la pandemia. La recuperación de la economía se asomaba a la incertidumbre. 

			El hundimiento de la economía en España se confirmaba con el hundimiento de la recaudación del Estado, que en el cuarto trimestre del 2020 presentaba una caída del 12,5 %, la cual equivalía a un desplome anual del 10 %. Una caída muy superior a la reflejada en los hiperbólicos e irreales Presupuestos Generales del Estado. La máxima caída en la recaudación fiscal de los once últimos años, porque, como mucho, la recaudación fiscal del año 2020 alcanzaría los 164.630 mil millones de euros y no los imaginarios ingresos inventados e irrealizables por el gobierno neonacional socialista comunista de 196.537 mil millones de euros.

			La economía antiespañola se había hundido en el consumo y, en cuanto a los beneficios de las empresas, lo cual afectaba especialmente al descenso de la recaudación en el impuesto de sociedades con un 36 %. De igual modo descendía en un 12,6 % la recaudación por el IVA, afectado por la bajada en el consumo y en las restricciones provocadas por la pandemia, también a la menor contribución al Estado, un 12,3 % menos que en el año 2019, por los impuestos de los hidrocarburos y la electricidad.

			El hundimiento de la economía española, a finales del año 2020, con la tercera oleada del coronavirus por la mutación británica del COVID-19, provocaba la desastrosa destrucción anual de más de un millón de empleos, contando a los trabajadores en suspensión de empleo o reducción horaria laboral, que estaban en ERTE, unos 782.915, más los parados, 724.532 (+22,9 %). Este último, el mayor repunte registrado desde el año 2009 en plena crisis financiera y económica, afectó a 800.000 personas y aumentaba la tasa interanual en 527.900 personas en paro. Los parados oficiales dados por el Ministerio de Trabajo y Economía Social eran de 3.888.137, pero los reales serían alrededor de 4.502.715, con una tasa real del 19,52 % y no del 16, 13 %. La afiliación a la Seguridad Social también sufría un menor aumento en cotizantes, que se situaban en 19.048.433, descenso no conocido desde el año 2012.

			Los hogares cuyos componentes estaban en paro aumentaban hasta 1.197.000 personas. La economía española entraba en una fase de estancamiento por el empeoramiento de la inmensa mayoría de los sectores productivos. Se notaban los efectos negativos de la gestión del gobierno, junto a la inseguridad jurídica.

			La caída del PIB era del 11 %, la mayor caída desde la guerra civil en España, en tanto que la media de las naciones en Europa era entre el 3 y el 5 %. El Instituto Nacional de Estadística indicaba que el PIB del año 2020 había alcanzado 1.119.976 millones de euros, un 11 % menos que el año anterior 2019. La economía española solo creció un 2 %. El déficit de todas las administraciones públicas se situaba en 87.603 millones de euros por noviembre de 2020.   

			La crisis que ya despuntaba antes de la pandemia, pero que se agravaría por el gobierno neonacional socialista comunista, había impedido y paralizado las imprescindibles y necesarias reformas del mercado laboral y de los sectores de producción; afectaba a miles de empresas, a los del sector servicios, así como a la agricultura, la ganadería, la pesca, la construcción, la industria.

			Como a sus socios había que convencerlos para la aprobación tanto del tiránico estado de alarma-toque de queda interminable como de los Presupuestos Generales del Estado y, de igual manera, prepararlos para las próximas elecciones en la autocrática comunidad de Cataluña, a finales de octubre de 2020, un juez de Barcelona, con la investigación de la Guardia Civil, dio a la luz pública la detención de empresarios independentistas catalanes que formaron un gobierno separatista en la sombra de alta traición a España, los cuales habían financiado el movimiento mediático-político independentista denominado Tsunami Democràtic, tras el cual estaban vinculadas las partidocracias secesionistas catalanas que mantenían en el poder al actual gobierno central de España.

			La estructura político-propagandística del movimiento Tsunami Democràtic estaba financiada por empresarios relacionados con las partidocracias secesionistas y golpistas de la ultraderecha independentista de Junts per Catalunya y la ultraizquierda de ERC para provocar manifestaciones, altercados y terrorismo urbano por las calles catalanas, además, el asalto y bloqueo del aeropuerto de Barcelona tras el ilegal e inconstitucional referéndum del 1 de octubre de 2017. 

			Los detenidos —acusados por los delitos de blanqueo de capitales, tráfico de influencias, cohecho, malversación de caudales y prevaricación— aseguraban que la democracia totalitaria de la Federación de Rusia del presidente, excomunista-soviético, Vladimir Putin (1952), había ofrecido 10.000 militares y apoyo mediático e informático al expresidente, golpista, fugado y autoexiliado en Bélgica, un tal Carles Puigdemont i Casamajó (1962), adscrito a las partidocracias de derechas separatistas de Convergència Democràtica de Catalunya, Convergència i Unió y Junts per Catalunya, y que fue presidente (2016-17) de la autocrática Generalitat con el apoyo de la partidocracia ultracomunista independentista de la CUP. 

			La imperialista dictadura de la Federación de Rusia, según los detenidos, les había prometido el pago de la descomunal deuda pública catalana y propiciar un sistema de criptomonedas, deuda que nunca serán capaces de liquidar por sí mismos, para convertirlos en una Suiza, a cambio de desestabilizar a la Unión Europea con el logro de la ruptura de la unidad y soberanía histórica de España. La invasión y guerra de la Federación de Rusia en febrero del año 2022 destaparía la colaboración con los golpistas del secesionismo catalán.

			A finales del año 2020, llegaría la apoteosis propagandística de la dictadura marketing en la figura del metaverso presidente del gobierno —figura de la prepotencia, la soberbia, la vanagloria y el triunfalismo pusilánime—, que endosó a la acobardada sociedad civil un ególatra balance en el informe Cumpliendo, diseñado por unos expertos, según la propaganda oficial, independientes, pero dependientes del entramado ideológico del nepotismo del gobierno neonacional socialista comunista.

			El informe balance, balanceado a favor, del Cumpliendo, del cumplo y miento, cumplo con mi gobernabilidad neonacional socialista comunista y miento por sistema según los acuerdos con los que desgobierna España: sus compinches los ultrarradicales neocomunistas y los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, enemigos declarados de la democracia monárquico parlamentaria del Reino de España. La figura marketiniana del presidente del gobierno reveló que tenían en marcha 1238 compromisos de Legislatura, algunos cumplidos, otros en marcha imparable, porque saldrían victoriosamente impuestos bajo el estado de excepción por medio de los dictadores decretos leyes del Boletín Oficial del Estado.

			El balance informe, idílico, distópico, falsario, fue acompañado de varios anuncios marquetinianos: la trampa diseñada de liquidación de la monarquía constitucional con una ley de renovación de la Corona y, además, el superanuncio del aumento en los presupuestos de veintiocho millones de euros de las partidas destinadas a la publicidad institucional en favor del gobierno, que eran más de cien millones de euros, en favor de del gobierno que las repartiría en los medios de comunicación afines a sus intereses de poder. Tampoco faltó otra noticia prevista y pactada con los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, más en concreto, con el nacionalismo independentista catalán, la intención de indultar a los catalanes golpistas y malversadores de fondos públicos, tan necesarios para mantenerse en el poder en la Legislatura que corría y a perpetuidad en las venideras.
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			XIII

			Año 2021: la continua gestión caótica del gobierno de la dictadura marketing neonacional socialista comunista contra la crisis total del coronavirus COVID-19

			Según los datos de la Organización Mundial de la Salud, la pandemia en el año 2020, había provocado en todo el mundo 1,8 millones de muertes, casi lo mismo que el Sida (VIH) con 1,7 millones de fallecidos. Al final del año 2023, los gobiernos globalistas del Nuevo Orden Mundial ocultarían los datos en coalición con la OMS. Sin embargo, en el año 2020, los que provocaron más muertes fueron el cáncer con 8,7 millones y las enfermedades cardíacas 17,9 millones. 

			Aunque la que provocó más millones de muertes fue el recurso al método del genocidio ocultado por las sociedades de las degeneradas democracias, las dictatoriales democracias relativistas del hedonismo del bienestar materialista y consumista, el asesinato del sanguinario y violento aborto quirúrgico provocado o el fármaco-químico con la escalofriante cifra, no publicitada, de más 73 millones de personas muertas, en todo el mundo en el año 2021. Aumentaría aún más este genocidio de seres humanos indefensos si tuviéramos que añadir las cifras ocultadas de los asesinados por la eutanasia activa y el suicidio asistido, que es igual que decir inducido, facilitado.

			Por España, con más de 100.000 abortos anuales, se adentraba entre enero y febrero de 2021, según los datos del Instituto de Salud Carlos III y del Sistema de Monitorización de Mortalidad Diaria (Sistema MoMo), en los más de 81.608 muertos por la pandemia, la tasa más alta del planeta Tierra y no los 63.704 fallecidos oficiales del Ministerio de Sanidad.  

			Así acabó el terrible y ruinoso año 2020 y, por culpa de la pandemia del COVID-19 y la terrible y ruinosa gestión de la misma por el gobierno neonacional socialista comunista, el año 2021 empezaba con más de dos millones de contagiados, con más de 1800 contagiados por cada 100.000 habitantes, debido a la británica mutación más agresiva del coronavirus, que penetraba por la colonia británica del peñón de Gibraltar, se extendía por el sur, por Andalucía, y de aquí por el resto de España. Se convertía España como la líder internacional en relación al número diario de contagios, superando a naciones que tenían mucho menos, como Israel con 757 contagios diarios o Portugal con 657, la segunda de Unión Europea, que pronto se situaría la primera, seguida de España.

			Entrado el año 2121, entre enero y febrero, la situación de Portugal se agravó tanto que el gobierno portugués tuvo que cerrar las fronteras con España y pedir ayuda sanitaria a esta y a la Unión Europea por la peligrosa saturación hospitalaria. De las diez regiones de la Unión Europea con más pandemia, cinco correspondían a España, a los microestados autocráticos de la Comunidad Valenciana, la Región de Murcia, Castilla y León, Castilla la Mancha y la Rioja.

			Por España, en la multisecular histórica nación de España, la institucionalización de la mentira para ocultar la realidad de la pandemia era inconcebible en otras naciones de democracias asentadas. Estaba en manos de un gobierno neonacional socialista comunista, fiel falsificador y traidor a la Constitución española de 1978, y no digamos de la unidad, soberanía e identidad histórica de España. Nada nuevo en el historial hispanófobo y de cristofobia de las retroprogresistas partidocracias neosocialistas, neocomunistas y las de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, reaccionarios hispanicidas desde el siglo xix hasta el siglo xxi.

			Comenzaba el nuevo año 2021, como en los años anteriores, antes de la llegada de la pandemia, con el gobierno de coalición-cohabitación neonacional socialista comunista, empeñándose en la machacona publicidad marketiniana, esta vez, con la publicidad de la prometeica vacuna, que no sería el principio del fin de la pandemia porque esta redoblaba en la tercera ola los ataques mortíferos por todo el planeta, por toda España. 

			En enero de 2021, entre los desastres meteorológicos provocados por la borrasca Filomena en el centro peninsular y los embates del COVID-19, se morían más de quinientas personas diarias y las unidades de cuidados intensivos, las UCI de los hospitales, se estaban saturando en todas los diecisiete microestados de las autárquicas autonomías, con especial incidencia en la Comunidad de Valencia con una ocupación de camas del 48 %; seguida de la Rioja, con un 45 %; Cataluña, con el 42 %; menos, pero en subida, las islas Baleares con el 41 % y Madrid, con el 35,12 %. En las demás comunidades, la ocupación de camas hospitalarias se acercaba o estaba ya en el 40 %. Las cifras de contagiados y en las UCI se incrementaban, ante ello, algunas comunidades autónomas pedían el confinamiento domiciliario por el nivel 4 de alerta máxima con medidas excepcionales. Las personas contagiadas, desde que se iniciara la pandemia, ascendían a más de 2.252.164, alcanzando en la primera quincena de enero la cifra de 40.197 contagios diarios en enero de 2021. 

			El gobierno neonacional socialista comunista, por el contrario, publicitaba que la incidencia de la tercera oleada del COVID-19 con nuevas variantes, como la británica, sería mínima. Estaba obsesionado con que se celebrasen a mediados de febrero las elecciones autonómicas en la autocrática e independentista comunidad de Cataluña porque la propaganda marketiniana de las encuestas daban como favorita a la partidocracia neonacional socialista del PSOE y a sus socios en poder central del Estado, los golpistas del independentismo, para formar el tercer tripartito independentista catalán, anticonstitucional, antidemocrático. 

			Para favorecer el voto en este sentido, los golpistas salieron de la cárcel de lujo y privilegios para llevar a cabo la campaña electoral de sus partidocracias independentistas. El gobierno neonacional socialista comunista colaboraría en ello al ordenar a la Fiscal

			Generalitat de Cataluña, que tenía las competencias carcelarias. Junto a los golpistas catalanes en campaña electoral anticonstitucional, el gobierno central también continuaba soltando a los terroristas etarras con delitos de sangre para complacer al nacionalismo de extrema derecha y de extrema izquierda vasco-navarro-etarra filoterrorista, y de este modo mantenerse en el poder.

			A finales de enero de 2021, no se tardaría e ejecutar la sustitución del ministro de Sanidad para que este se presentara por las siglas de la partidocracia neonacional socialista del filoindependentista PSC como candidato a presidente de la Generalitat en las elecciones autonómicas del año 2021 de la autocrática comunidad de Cataluña. Se marchaba del Ministerio de Sanidad sin rendir cuentas de la catastrófica y nefasta gestión sanitaria de la pandemia, la peor gestión sanitaria llevada a cabo por un ministro de la Unión Europea, que ni gestionó ni permitió gestionar la pandemia a las diecisiete administraciones de las comunidades autónomas. Se marchaba cuando la pandemia registraba la cifra de más de 828 contagios diarios por 100.000 habitantes, y seguiría en ascenso. Los muertos superaban a los que fallecieron en la primera ola del cisne negro del COVID-19: la nueva normalidad de la dictadura marketiniana era la nueva mortalidad por la inoperancia gubernamental. 

			A pesar de ello, el candidato a la Generalitat de Cataluña no resultó castigado en las elecciones celebradas a mediados de febrero porque la partidocracia neosocialista del PSC lograría un buen resultado, que resultaba propicio para llegar a un pacto de gobernabilidad, a semejanza con el gobierno central neonacional socialista comunista.

			Con una victoria de la abstención del 46 %, por el miedo al contagio del coronavirus COVID-19, que fue propiciatoria para que ganase, como siempre, el independentismo del nacionalismo hispanófobo anticonstitucional, tanto de la ultraizquierda como de la ultraderecha  catalanistas, los resultados dieron como la partidocracia más votada, con una victoria simbólica y no real, al neosocialismo filonacionalista del PSC con 33 escaños, seguida, también con 33 escaños, de la golpista y secesionista partidocracia del izquierdismo radical de ERC.

			Tras estos dos, la otra partidocracia golpista, que se autodenominaba de centro conservadora neoliberal, pero que, por los hechos políticos, era de ultraderecha, secesionista, Junts per Catalunya con 32 escaños. No faltaría la llegada de un zarpazo electoral, porque hasta esas elecciones nunca habían participado, de la mano de la populista partidocracia neoliberal de  derecha conservadora, VOX, con once escaños, que sobrepasaba a las otras partidocracias neoliberales que se hundieron en estas elecciones por sus políticas de rendición al nacionalismo secesionista catalanista y el desprecio a VOX. La neoliberal de centro izquierda o derecha progresista laicista, en proceso de desaparición, del felpudo-comodín-bisagra-veleta de Ciudadanos solo consiguió seis pobres escaños, cuando en las anteriores elecciones alcanzó 36, y la neoliberal de centro derecha neoliberal socialdemócrata reformista progresista del PP obtuvo tan solo tres miserables escaños, síntoma de sus políticas erráticas. Las otras partidocracias separatistas de izquierdas, como la de los neocomunistas radicales de la secesionista CUP, nueve escaños, los de la Ec-Podem, tentáculo del neocomunismo filoseparatista de la partidocracia neocomunista radical de Unidas Podemos, ocho escaños.

			Se conformaron varios bloques, arriba ya perfilados. Los independentistas anticonstitucionales con 74 escaños, ERC+JuntsxCat+CUP, por un lado, y, por el otro, también con 74 escaños, PSC+ERC+ECP. Además, el bloque constitucionalista con 20 escaños de VOX+C’s+PP.  

			Hasta mayo de 2021, para evitar repetir nuevas elecciones, las partidocracias golpistas del republicanismo independentista catalán de ERC+JuntsxCat no se decidieron a pactar para gobernar la autocrática autonomía de Cataluña con el obsesivo objetivo de continuar con la ruptura constitucional de España en beneficio del independentismo y con el consentimiento, indiscutible, del gobierno neonacional socialista comunista de coalición-cohabitación del Estado español, que lideraba la partidocracia neonacional socialista del PSOE.

			Volvieron a ganar los independentistas catalanes y volvieron a perder las partidocracias que se decían defensoras del constitucionalismo, sin embargo, quien seguía perdiendo era el sistema constitucional de la monarquía parlamentaria del Reino de España. Las partidocracias del hipotético bloque de la derecha tendrían que reaccionar para ponerse de acuerdo en un proyecto político alternativo a la dictadura neonacional socialista comunista que aspiraba a continuar siempre en el poder, a costa de cambiar la conciencia y la identidad histórica y constitucional de España.

			Ante la inoperancia y las mentiras, ante la falta de medidas responsables, unas y otras camufladas por la grandilocuente propaganda de la dictadura marketing, los diecisiete microestados autocráticos de las comunidades autónomas recomendaban a los ciudadanos que se autoconfinasen porque se estaba alcanzando la saturación en los hospitales con 591 fallecidos diarios y al gobierno neonacional socialista comunista se le pedía que se les permitiera adelantar el toque de queda. 

			La autocrática comunidad que encabezaba todos los registros negativos más graves de la pandemia era la Comunidad de Valencia, debido a la negligente actuación de otro gobierno autocrático formado por los neosocialistas y los neocomunistas ultrarradicales. A finales de enero, tenía 1.459 casos de contagios por 100.000 habitantes, las UCI, al 63  %, y el número de fallecidos a la semana era de 417 personas. 

			Las demás comunidades autónomas tampoco se libraban de la situación más grave de la epidemia con 893,91 % contagiados por cada 100.000 habitantes en toda España, como Extremadura, Andalucía, Murcia, Cataluña, Galicia…

			Los epidemiólogos coincidían en que la pandemia era una pandemia crónica y, para ello, recomendaban que se tomaran medidas restrictivas coherentes, las cuales seguían afectando a casi todos los sectores productivos, en especial al de la hostelería. Se aconseja la reducción de los miembros en las reuniones familiares; se realizar confinamientos perimetrales de municipios, ciudades, provincias y regiones; y se avisó al gobierno del aceleramiento y reparto equitativo de las inoculaciones experimentales de las falsas vacunas, pues la farsa totalitaria de la vacunación estaba siendo irregular por la falta de las dosis necesarias, dosis que las compañías farmacéuticas tramitaban según los intereses económicos propios a las naciones que más pagaban. 

			La UE era la responsable de exigir a las compañías farmacéuticas que cumplieran con los contratos de abastecimiento de las totalitarias inoculaciones experimentales de las falsas vacunas, sin embargo, fue la Comisión Europea quien hizo los contratos tardíos para pagar menos a las compañías farmacéuticas y estas distribuyeron las inoculaciones experimentales a las naciones que antes hicieron los contratos. El retraso y el caos en las comunidades autónomas en la imposición dictatorial de la vacunación era el mismo que en toda Europa.

			La miseria inmoral de las partidocracias en el poder se mostraba en que era antes la prioridad del poder político de la dictadura marketing que la salud de toda la población española, asediada, inmovilizada por el miedo a la tragedia que la golpeaba en la tercera ola de la mutación británica de la pandemia del COVID-19. Los miles y miles de muertos no importaban para la dictadura marketiniana ni para sus socios de poder del secesionismo catalanista y vasco-navarro-filoterrorista, que los negaban u ocultaban en los medios de comunicación públicos y privados, y en las enmarañadas redes sociales. Como, de igual manera, ocultaban la realidad sociológica por la que atravesaba la nación española, la trágica, la dramática realidad social de las colas del hambre de españoles y extranjeros en todas las comunidades autocráticas, siendo las de máxima gravedad la situación de Navarra y de las islas Baleares. 

			Personas sin trabajo, sin ayudas; personas con o sin familias, con niños, jóvenes, adultos, ancianos, que la única institución que les prestaba ayuda de todo tipo (pero sobre todo alimentaria) era la vilipendiada y odiada por las partidocracias de la izquierda o la ultraizquierda y la ignominia de las partidocracias neoliberales Iglesia cristiana católica, que no olvidaba ejercer el evangelio de la caridad de Cristo con los más necesitados. Ella abrió y sostuvo a los comederos sociales en las parroquias, en los conventos, como el de las Hijas de la Caridad de san Vicente Paúl de Friburgo, a Cottolengo. De igual modo, ante la inoperancia del gobierno neonacional socialista comunista, organizaciones no gubernamentales prestaron su solidaridad a través de los bancos de alimentos, como la Cruz Roja. 

			La dictadura marketiniana ocultaba, camuflaba, las colas del hambre, igual que los datos reales sobre la trágica y caótica situación epidemiológica. No hacía absolutamente nada para resolver la emergencia social y, en ello, hay que decirlo y denunciarlo, colaboraban la inmensa mayoría de los medios de comunicación y redes antisociales de internet, públicos o privados, bien subvencionados y controlados por el poder a quien se sometían y servían. Escasos eran los medios de comunicación y redes sociales de internet que, con independencia, mostraban y denunciaban la penosa situación sanitaria, social y económica.

			La inoperancia del gobierno neonacional socialista comunista seguía ocultándose o derivando las responsabilidades a las diecisiete autárquicas comunidades autónomas, o bien culpabilizaban a aquellas donde no gobernaban las partidocracias neonacionales socialistas comunistas y sí los gobiernos de las partidocracias neoliberales. El caos con la llegada de la tercera ola de la pandemia conllevaba a la descoordinación y hasta el enfrentamiento entre las tomas de decisiones del gobierno neonacional socialista comunista y los diecisiete autocráticos microestados de las comunidades autónomas. Descoordinación por querer adelantar el toque de queda o mantenerlo, también descoordinación en el reparto y en la aplicación sanitaria de las inoculaciones experimentales de unas inexistentes vacunas contra la pandemia.

			Similar estrategia de acoso y derribo, con la excusa del inconstitucional estado de alarma, se efectuó en las ciudades y pueblos de las regiones del centro de España, en situación catastrófica al ser castigadas por la borrasca Filomena; en todos los sectores económicos como la agricultura, la ganadería, el comercio, los supermercados, el transporte, los hospitales, las autopistas, autovías y carreteras, contando solo la población con la ayuda de la Guardia Civil, la Policía Nacional, las Fuerzas Armadas de tierra, mar y aire, y de la Unidad Militar de Emergencias (UME).

			La ola de frío polar de la borrasca se extendería de modo específico en el centro de España y en menor medida por las demás regiones, la cual provocaría la elevación del consumo eléctrico por las calefacciones. El bajón de las temperaturas por la borrasca Filomena había provocado un mayor consumo eléctrico que no fue paliado por la baja energía que producían las energías renovables tanto fotovoltaica como eólica, y las tecnologías para garantizar el consumo eléctrico eran caras. Se recurrió a las energías hidráulica, del carbón, la nuclear y, sobre todo, a la del gas con el precio más elevado de Europa.

			Esto fue aprovechado por el gobierno neonacional socialista comunista para subir el IVA en la tarifa del recibo de la luz a un máximo del 23 %, cuando en otras naciones mediterránea de la Unión Europea lo situaban mucho más bajo, entre un 5 % y 6 %, lo que suponía un ingreso para el gobierno de más de 2.000 millones de euros. Para junio de 2021, el gobierno neonacional socialista comunista aumentaría más la tarifa eléctrica al 44 % y la seguiría incrementando en los meses sucesivos.

			La mentira marketiniana del gobierno neonacional socialista comunista fue alegar que era la Unión Europea quien había fijado el precio, cuando la Unión Europea daba vía libre a los estados para establecerlo. La draconiana subida en el precio del recibo de la luz afectaba al 40 % de los hogares españoles y, por supuesto, a todas las industrias y empresas, lo que ocasionaría que sus productos subieran de precio. Se favorecía al timo ecoverde de la burbuja especulativa de las energías renovables y se castigaba a la industria de la energía nuclear e hidroeléctrica, que no contaminaba con emisiones de dióxido de carbono CO2.

			Entre la acción inoperante ante la pandemia en ascenso y la catástrofe provocada por la borrasca Filomena, el gravísimo problema de la inmigración ilegal apenas salía a luz pública, salvo en medios y redes sociales de comunicación independientes. España ha sido y es, con el consentimiento de los diversos gobiernos partidocráticos y de la Unión Europea, un coladero de inmigrantes ilegales, utilizado por las mafias de la inmigración y el terrorismo yihadista islámico.

			La inmigración en el archipiélago de la autocrática comunidad autónoma de las islas Canarias se agravaba en enero de 2021. Los 7.000 inmigrantes ilegales infiltrados por el enemigo histórico de España, la dictadura teocrática del Reino de Marruecos, por imposición del gobierno neonacional socialista comunista, fueron alojados en hoteles turísticos. No tardarían en llegar incidencias como robos, agresiones, destrozos en los hoteles, amenazas, ataques a las fuerzas de seguridad y a la población canaria. Entre enero y septiembre de 2021, el número de inmigrantes ilegales alcanzaba a más de 13.000 y, en el total nacional, 28.729 sin papeles. Tanto el gobierno neonacional socialista comunista, que se cruzaba de brazos, como las subvencionadas organizaciones no gubernamentales, las ONG, de modo especial, la de la Cruz Roja, que se mostraban radicalmente inmigracionistas, ocultaban y amparaban una gravísima situación social, económica y política. 

			No tuvieron la misma suerte los primeros 10.000 habitantes canarios de la isla de La Palma cuando a mediados de septiembre de 2021 sufrió la erupción del volcán de la Cumbre Vieja, que fueron alojados de forma provisional en pabellones deportivos y en un acuartelamiento, mal atendidos, mientras que los inmigrantes ilegales estaban alojados en hoteles de lujo, en los que el gobierno neonacional socialista comunista se gastaba 300.000 euros diarios. Y aún habría más indignación, pues cuando, a finales de año, las cuantiosas pérdidas que sufrieron los habitantes de la isla de La Palma ascendieron a más de mil millones de euros, el gobierno central y el de la autocrática comunidad autónoma de Canarias, este último regalaría a los terroristas del Frente Polisario 670.000 mil euros con el subterfugio de ayudas a los refugiados saharauis en la provincia de Tinduf (Argelia) y el gobierno central había destinado veintitrés millones de euros para, se supone, ayudar a los campamentos de refugiados saharauis, ayudas que dudosamente llegaban a sus destinatarios.

			Propio de la estrategia de la dictadura marketiniana, como en todas las dictaduras pasadas y presentes, era distraer la atención de la sociedad civil con propuestas ideológicas totalitarias como la de la reestructuración, la reconstrucción, la reeducación, la reorganización, la reordenación, en definitiva, el revisionismo del retroprogresismo reaccionario, consistente en aplicar a la colección permanente del Museo Nacional del Prado, la totalitaria neomarxista y neoliberal ideología de Nuevo Orden Mundial, para, según el gobierno neonacional socialista comunista, hacer el Museo Nacional del Prado más inclusivo, o sea, más exclusivo y uniforme a la censura de lo políticamente correcto de la dictatorial ideología de género. 

			¿Qué supondría semejante bestialidad política para España, para nuestra madre patria España, la cual está implícita y explícita en el Museo Nacional del Prado, que es uno de los patrimonios históricos más importante de la historia de la humanidad? Sin duda alguna, lo que vienen añorando y deseando desde los siglos xviii al xxi las ideologías del progresismo revisionista, seguir con la destrucción del bien común que constituye nuestra identidad y nuestra conciencia histórica en la cultura, en el patrimonio, en el pensamiento y en el fundamento espiritual más relevante: la religiosidad cristiana católica.  

			Recordemos que similares comportamientos ideológicos políticos se han dado en los regímenes tiránicos y terroríficos de la historia de la humanidad, como los que fueron en el siglo xx el nazismo, el estalinismo y el maoísmo. 

			En el sostenimiento de la dictadura marketing neonacional socialista comunista, la propaganda se mantuvo impasible en el CIS cuando, en enero de 2021, como meses atrás, daba como eterno vencedor en todas las datos del barómetro a la partidocracia del PSOE, el cual, a pesar de la caótica gestión sanitaria, económica, social, política y cultural, seguía subiendo en estimación de votos con un 30,7 %; la partidocracia en la oposición, la neoliberal de centro derecha reformado en socialdemócrata, el PP, apenas subía u 1,3 %, estacionándose en un 23,5 % de estimación de voto; la seguía la otra partidocracia neoliberal conservador de derecha, VOX, que bajaba también en un 13 %; más bajaba la otra partidocracia neoliberal de izquierda o derecha, la bisagra-veleta-comodín-felpudo de Ciudadanos, con un 9,3 %; la partidocracia de la ultraizquierda neocomunista de Unidas Podemos, de igual modo, bajaba a un 10,7 %. 

			Sumados los bloques, el bloque neoliberal (PP+VOX+C’s) tendría un 43,4 % de estimación de voto favorable con el aporte de la partidocracia regionalista de centro derecha Navarra Suma y, para el bloque de izquierda y ultraizquierda (PSOE+UP), la intención de voto total era del 42,9 %, contando con el apoyo de la minoritaria partidocracia neocomunista radial de Más País. Sobra apuntar que seguirían gobernando los mismos porque el apoyo de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas no les iba a faltar al bloque del gobierno frente populista neonacional socialista comunista.  

			A finales de febrero de 2021, cuando parecía disminuir los contagios y las muertes de las personas por el coronavirus, las encuestas fabricadas por el CIS continuaban con la misma propaganda progubernamental de seguir dando como primera fuerza nacional a la partidocracia responsable del poder central de coalición-cohabitación, el PSOE, y menoscabando a las partidocracias en la oposición como la mayoritaria del PP. Más aún, tras la victoria pírrica, que, sin embargo, no le proporcionaba el poder a la partidocracia neosocialista en la autocrática autonomía proindependentista de Cataluña. Ni tan siquiera le afectaba el terrorismo urbano que se había producido con la condena y encarcelación por delitos de odio y enaltecimiento del terrorismo de un cantante rapero del neocomunismo radical. Desde el gobierno neonacional socialista comunista, la partidocracia de la coalición-cohabitación del neocomunismo ultrarradical UP protegía al cantante rapero bajo la falsa propaganda del derecho a la libertad de expresión, la cual, penalmente, tiene sus límites legales y constitucionales, que fueron sobrepasados por las actuaciones delictivas y las manifestaciones violentas, como la reincidencia en el enaltecimiento del terrorismo, el delito de odio, de amenazas y obstrucción a la justicia. 

			Algo impensable en una democracia constitucional asentada, pero algo propio de una democracia fallida, de un Estado de derecho en quiebra. Desde el mismísimo gobierno neonacional socialista comunista se protegía al cantante rapero, desde el mismo gobierno se llamaba, por medio de sus representantes, a través las redes sociales y medios de comunicación, a los grupos antisistemas de la guerrilla urbana ultraizquierdista, a provocar disturbios, roturas de escaparates, asaltos a comercios y bancos, a la destrucción y quema del inmobiliario urbano, barricadas y enfrentamiento contra las fuerzas de seguridad, a las que, para colmo de los colmos, se les acusaba de represoras cuando repelían y contenían los ataques de los antisistema anclados en el reaccionario y anacrónico eslogan de antifascistas.

			Las manifestaciones violentas de las guerrillas urbanas antisistema de extrema izquierda y del nacionalismo secesionista y filoterrorista— donde fueron agredidos y heridos varios policías, que no fueron condenadas por el gobierno neonacional socialista comunista— comenzaron y se reiteraron, primero. Estas eran incentivadas por el independentismo de extrema izquierda y extrema derecha catalanista en Cataluña, sobre todo, en Barcelona, Lérida, Gerona, Tarragona; luego en Madrid, Valencia, Guadalajara, Bilbao, Pamplona, Granada, Vigo, en cambio, en Andalucía fueron mínimas, simbólicas. 

			El terror, el pánico social, se extendía por media España y se convirtió en otro aliado camarada del gobierno neonacional socialista comunista, junto al terror por la pandemia del COVID-19, ambos eran utilizados en el estado de alarma, como un proceso revolucionario para mantenerse en el poder contra las libertades. La dictadura marketiniana de las partidocracias en el poder se asentaba tras ir demoliendo las instituciones constitucionales y democráticas del vilipendiado Reino de España.

			Mientras el terrorismo urbano continuaba en la autocrática comunidad de Cataluña, respaldado por las partidocracias independentistas y con la colaboración de la pasividad del gobierno central, la tercera ola de la pandemia remitía levemente en contagios pero no en enfermos crónicos en UCI, no así la crisis social y económica, que venía con los escalofriantes datos de más de cuatro millones de parados oficiales, 4.008.789, cifra que no se conocía desde el año 2013, pero que en realidad se acercaba a los casi seis millones si se tenían en cuenta los 900.000 afiliados a algún expediente de regulación temporal (ERTE), más los muchos autónomos que habían cerrado los negocios. 

			Por marzo de 2021, tras un año del cisne negro del coronavirus, los datos del mercado laboral daban escasos visos de recuperación, ya hubo una escasa mejoría en el número de personas que habían sido empleadas, 59.149; sin embargo, se contabilizaban 401.328 parados más, a los que se debía añadir 743.628 personas reguladas de forma temporal en ERTE y los 469.320 autónomos que cobraban las prestaciones de la Seguridad Social. El total de personas sin empleo no ascendía a 3.949.640, sino a más de cinco millones.

			El paro real colocaba a España a la cabeza de las naciones de la Unión Europea con un 16 % y un 40 % en el paro juvenil, que rondaba los 660.000 jóvenes sin empleo. Las demás naciones de la Unión Europea que pasaban y habían pasado la misma situación de crisis provocada por el COVID-19 estaban saliendo de la crisis con crecimientos económicos, en España, por la inoperancia gestión del gobierno neonacional socialista comunista, no era así.

			El número de afiliados registrados en la Seguridad Social era de 18.920.902 afiliados tras una subida de 70.000 cotizantes en el mes anterior, febrero de 2021, pero en una relación comparativa con la misma fecha del año anterior de 2020 suponía la lamentable cifra de 329.327 de personas menos ocupadas.

			El Fondo Monetario Internacional señalaba una mejoría en la recuperación de la economía española para el año 2021 del 6,4 %. Sin embargo, indicaba que ello no suponía una recuperación económica en la eurozona, donde España estaba y estaría a la cola del nivel de recuperación, a pesar de que otras naciones tuvieran un crecimiento menor, como eran Francia con un 5,8 %, Alemania con un 3,6 % o Italia con un 4,2 %. El gobierno neonacional socialista comunista con su dictatorial propaganda marketiniana presumía del 6,4 % cuando los Presupuestos Generales del Estado los había elaborado con la distópica estimación de un crecimiento económico del 9,8 % para el año 2021.

			Las consecuencias la seguían pagando la mayoría de la clase media, de la cual salían las colas del hambre camufladas por la dictadura del COVID-19. La dictadura del marketing del gobierno neonacional socialista comunista con el control despótico que tenían de casi todos los medios de comunicación, públicos y privados, aumentaba las colas del hambre y las de las oficinas de empleo para el cobro de alguna prestación.

			Las colas del hambre se formaban para los comedores de beneficencia, que, en su mayoría, pertenecían a la Iglesia católica, tan vilipendiada y perseguida por el laicismo radical de las partidocracias, sobre todo, las de izquierda y ultraizquierda, socialistas y comunistas, incluidas también las partidocracias independentistas de Vascongadas y Cataluña, laicistas anticatólicas.

			La terrible situación de precariedad laboral y la falta de ayudas sociales y económicas eran fruto de la nula gestión del gobierno, por su incapacidad y nula voluntad de gestión, por sus medidas despóticas que provocaban restricciones en la actividad económica y productiva, de manera especial, en el turismo, la hostelería y el ocio. No tenían ayudas directas como hacían otros gobiernos de la Unión Europea a la espera de que se transmitieran los fondos europeos de ayuda para la recuperación y reactivación económica y paliar la grave situación sanitaria y social. Y, cuando llegaron los fondos, fueron un caos en la gestión de los mismos.   

			Como había que ocultar el terrorismo urbano de sus socios de poder, los populistas radicales del neocomunismo y los nacionalismos secesionistas y filoterroristas; como había que ocultar también la tremenda crisis sanitaria, económica, cultural, demográfica suicida, social y laboral, había que preparar otro acto mediático político, propio de la dictadura marketiniana, como fue que, a principios de marzo de 2021, se realizó en Madrid la farsa tiránica de un homenaje a las víctimas del terrorismo vasco-etarra, que, en realidad, fue una continuación más del blanqueamiento del mismo, porque el gobierno neonacional socialista comunista se apoyaba para mantenerse en el poder, en otros socios anticonstitucionales como eran la partidocracia neocomunista vasco-etarra de EH Bildu, los herederos del terrorismo vasco-etarra. 

			Los anteriores presidentes del gobierno rechazaron asistir y participar del simbólico pero siniestro e indignante homenaje a las víctimas del terrorismo de ETA y de los Grupos de Resistencia Antifascista Primero de Octubre (GRAPO), también de extrema izquierda, marxista-leninista con atentados y secuestros. 

			La farsa tiránica consistió en el aplastamiento de las armas incautadas por las Fuerzas y Grupos de Seguridad del Estado a los terroristas y no como falsamente afirmó en el panfletario discurso del acto macabro el metaverso presidente del gobierno neonacional socialista comunista de aplastar con una apisonadora las armas que los terroristas habían entregado. Armas de la banda vasco-etarra terrorista de ETA, que ya años atrás habían sido autorizadas para que fueran destruidas. La apisonadora no fue sino el apisonamiento, otra vez más de tantas y tantas veces de la dignidad de las víctimas del terrorismo y de sus familiares. 

			Para aplastar todavía más a las víctimas, entre ellas las de policías, guardias civiles y personajes políticos, se descartó la bandera nacional y el himno nacional. Se les negó a ellos y a todas las víctimas un homenaje de honor y dignidad de España como la Patria, la Nación y el Estado de derecho constitucional.

			Comenzó la tendenciosa aplicación de los fondos europeos de recuperación económica en manos exclusivas del gobierno neonacional socialista comunista con las ayudas públicas directas de siete mil millones de un plan de ayudas de once mil millones de euros a las empresas del turismo, la hostelería y el comercio cuando miles de ellas habían ya desaparecido por la pasividad y abandono del gobierno central, ayudas directas tardías y mal gestionadas a las pequeñas y medianas empresas y autónomos, especialmente de las comunidades autocráticas de Canarias y las islas Baleares. Otros negocios, tiendas, pequeños y medianos comerciantes, alrededor de 200.000, eran miserablemente olvidados y excluidos de las ayudas directas. A quienes no olvidaba y regalaba con ayudas multimillonarias eran a las empresas de aerolíneas afines a su ideología, como a la neocomunista-socialista y bolivariana-chavista compañía de aerolínea, Plus Ultra, a la que se le regalaron 53 millones de euros cuando operaba con escasos pasajeros y escasas operaciones en los aeropuertos de España.

			Eran las ayudas devengadas de los fondos europeos de recuperación y reactivación económica, a principios del marzo del año 2021, cuando el cisne negro del coronavirus remitía en contagios, pero continuaba el fallecimiento de personas y el hundimiento de la economía. La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) situaba a la economía española en el año anterior de 2020 como la peor y más castigada de todas las naciones de la Unión Europea con una previsible caída del PIB del 11,6 %, que situaba al Estado que más se hundía de la OCDE, solo superada por Argentina con una caída del PIB del 12,9 %. Para ocultar todo ello, la estrategia marketiniana del gobierno neonacional socialista comunista proseguiría con las mismas acciones despóticas con las que desgobernaban al Estado español, como fue buscar la desestabilización política y social para hacerse con el poder en aquellas autocráticas comunidades en manos de las partidocracias neoliberales, encabezadas por la del Partido Popular. 

			Por el mes de abril de 2021 —cuando la cifra de fallecidos por la pandemia en el mundo se acercaba a los tres millones, mientras España rondaba los 97.075 no oficiales, cifra recortada por el gobierno— el objetivo prioritario era el mismo que el del inicio de la Legislatura: la autocrática Comunidad de Madrid, gobernada por la partidocracia del PP en coalición con la neoliberal de centro izquierda o derecha, la bisagra-veleta-comodín-felpudo de Ciudadanos, y la conservadora de derecha populista de VOX. Contra ella se había maquinado un moción de censura liderada por las partidocracias de izquierda, el PSOE y la ultraizquierda neocomunista de Más Madrid, más, la colaboración traidora de la neoliberal de centro izquierda, Ciudadanos. Antes de que se presentara la moción de censura al gobierno autocrático autonómica de la Comunidad de Madrid, su presidenta presentaba un decreto con la convocatoria de elecciones autonómicas anticipadas para mayo del año 2021.

			El decreto de nuevas elecciones en la autocrática Comunidad de Madrid fue motivado porque, anteriormente, las partidocracias de la izquierda y la ultraizquierda, PSOE y Unidas Podemos, más la taimada neoliberal de centro izquierda de Ciudadanos, habían dado lugar a un moción de censura para desalojar al gobierno de la autocrática Comunidad de Murcia, regido por la partidocracia del PP, pero con los apoyos de la partidocracia de centro izquierda neoliberal de Ciudadanos y de la de derecha conservadora de VOX. 

			La  peregrina excusa para el apoyo de la moción de censura, patrocinada por la partidocracia neosocialista del PSOE en el gobierno central, junto a la partidocracia neoliberal de centro izquierda, Ciudadanos, se centraba en casos de corrupción política que no se habían aún dilucidados por los tribunales y la inmoral gestión de la vacunación contra la pandemia, donde algunos dirigentes políticos y familiares se habían vacunados sin corresponderles el turno establecido para las vacunaciones; así como, también, la no aceptación de exigir el pin parental contra la totalitaria ideología de género, que mantenía VOX. No prosperaría la moción de censura porque tres diputados de Ciudadanos se retractaron y decidieron seguir apoyando la gobernabilidad de la Regimen de Murcia, donde seguiría gobernando la partidocracia neoliberal de centro derecha en reconstrucción progresista socialdemócrata laicista, el PP.

			Por la misma trayectoria se perfilaba otra la moción censura, que también fracasaría, para desalojar del poder a la partidocracia neoliberal de centro derecha reformista del PP, que gobernaba en la autocrática autonomía de Castilla y León con el apoyo de la partidocracia neoliberal de centro izquierda en decadencia, Ciudadanos. Las presentaban las partidocracias del gobierno en coalición-cohabitación neonacional socialista comunista, el PSOE y la neocomunista radical chavista-bolivariana de Unidas Podemos.

			La gravísima situación sociopolítica del Reino de España estaba para que las ideologías políticas dejaran de estar obsesionadas por alcanzar el poder, fuera como fuera, y colaboraran por el bien común de la sociedad civil, en abandono. Esta tenía que padecer la estrategia antidemocrática del gobierno neonacional socialista comunista de acaparar todo el poder del Estado para controlarlo y la incapacidad para unirse, debido al recelo y al complejo de inferioridad, del erróneamente denominado, por ser inexistente, del bloque de centro derecha, ya que estaba supeditado a acuerdos circunstanciales precarios de gobernabilidad en municipios, ciudades, ayuntamientos, diputaciones y comunidades autónomas. 

			Al gobierno neonacional socialista comunista y a sus socios que lo mantenían en el poder, los anticonstitucionales e hispanófobos nacionalismos secesionistas de extrema derecha y extrema izquierda, les resultaba favorable la falta de acción conjunta en el inexistente bloque de centro derecha, formado por las partidocracias neoliberales, la del centro derecha reformista, reconvertido a socialdemócrata, PP, más la neoliberal de centro izquierda o derecha, bisagra-veleta-comodín-felpudo de la desprestigiada partidocracia de Ciudadanos, junto a la populista partidocracia de la derecha conservadora de VOX.

			Para continuar camuflando la gravísima situación social y política, y no digamos la del gravísimo desastre laboral, económico y sanitario con la pandemia en el proceso de la cuarta ola draconiana, la maquinaria marketiniana del gobierno neonacional socialista comunista, a principios de marzo de 2021, desde el presidencial Palacio de la Moncloa, montó un mitin retransmitido de una inesperada comparecencia bolivariano-chavista a través del ente público televisivo para anunciar que el 70 % de la población estaría forzosamente vacunada en agosto, cuando las totalitarias inoculaciones de las falsas vacunas no se estaban distribuyendo a su tiempo por culpa de la caótica gestión de la Unión Europea y de las más caóticas del gobierno de España, que, en cambio, coincidían en participar en un experimento global totalitario transhumanista, como las demás élites de las democracias progresistas controladas por el poder globalista del Nuevo Orden Mundial. De paso, con ínfulas de triunfalismo prepotente, anunciaba el fin del estado de alarma y el confinamiento para principios de mayo, a la vez que arremetía, ya en campaña electoral autonómica, contra la gestión de la pandemia de la autocrática Comunidad de Madrid, gobernada por sus enemigos históricos: las partidocracias neoliberales, dirigidas por la del PP. Sobre los numerosos e indignantes escándalos judiciales del Ministerio del Interior, nada de nada, silencio y escurrir el bulto.

			La vacunación de la población se retrasaba cuando la cuarta ola del coronavirus remitía a finales de abril de 2021, mientras que se encrespaba el ambiente político nacional de la mano de la dictadura marketiniana durante la campaña electoral por arrebatar la codiciada autocrática comunidad de Madrid. 

			Los componentes del gobierno neonacional socialista comunista, a los que habría que recalificar como inmoralmente superiores, se presentaban como los únicos demócratas (siempre han ocultado decir el adjetivo que los califica como demócratas socialistas y comunistas), se ofuscaron en enarbolar el guerracivilismo de 140 años con las herrumbrosas y anodinas descalificaciones de fascismo o de ultraderecha a las partidocracias neoliberales del PP y no digamos de la neoliberal conservadora de VOX, a la que se apedreaba en los mítines, a la que se quería imponer el totalitario cordón sanitario para hacerlo desaparecer de las instituciones a las que había llegado democrática y constitucionalmente. 

			Siguiendo sus antiguas estrategias históricas, aprovecharon el envío de cartas con amenazas de muerte durante la campaña electoral, primero, las que llegaron a las partidocracias en el poder del PSOE y de la ultraizquierda chavista-bolivariana leninista de Unidas Podemos, luego, como efecto dominó, debido a la propaganda marketiniana guerracivilista, las amenazas que también llegaron a la de su oponente, la partidocracia del PP. Esta gobernaba, seguiría gobernando, junto con VOX, según los sondeos demoscópicos independientes de intención de voto, no así, según los sondeos amañados por el controlado y despilfarrador del dinero público, el CIS, que había dado la victoria al bloque de las partidocracias guerracivilistas encabezadas por el PSOE y sus aliados y mantenedores del gobierno neonacional socialista comunista, Unidas Podemos, más la otra marca de la ultraizquierda neocomunista, Más Madrid. 

			Con una muy alta participación del 76,25 %, los resultados electorales del 4 de mayo de 2021 confirmaron la victoria de la partidocracia neoliberal de centro derecha reformista socialdemócrata retroprogresista del PP con la mayoría de 65 diputados (44,73 %), pero sin la mayoría absoluta de 68 escaños, seguida de las partidocracias, empatadas a veinticuatro diputados, Más Madrid (16,97 %) y el PSOE (16,85 %); la cuarta, la que era indispensable para que gobernase el PP, la partidocracia neoliberal conservadora de VOX con 13 diputados (9,13 %), que se mantuvo, y la quinta, la derrotada, la otra marca de la partidocracia ultrarradical neocomunista de Unidas Podemos-IU con diez diputados (7,21 %). 

			Como se esperaba, se quedó fuera de la asamblea autocrática de la Comunidad de Madrid Ciudadanos, la partidocracia neoliberal de centro izquierda o derecha retroprogresista, el felpudo-comodín-bisagra-veleta, en proceso de desaparición. 

			La derrota del Frente Popular neonacional socialista comunista, por un momento, detuvo la anacrónica política del guerracivilismo y el enfrentamiento, aunque continuaba vivo en el poder central de España y en otras comunidades autocráticas, este no cejaba en los descalificativos anacrónicos del nacismo, el fascismo o la ultraderecha a las partidocracias neoliberales triunfadoras.

			El fracaso del gobierno neonacional socialista comunista en las elecciones autonómicas del 4-M comenzó a tener sus efectos sociológicos en las independientes encuestas demoscópicas de intención de voto. Las partidocracias neoliberales, menos Ciudadanos, subían. El PP superaba al PSOE con entre 109-111 escaños, el 26,9 % de votos, frente a los 106-108 escaños y el 26,1 % de votos; VOX subía entre 59-61 escaños, el 17,1 % de votos; la partidocracia neoliberal de centro izquierda o derecha, el felpudo-comodín-veleta-bisagra de Ciudadanos bajaba, obtendría entre uno y dos escaños, el 2,8 % de votos; mientras que las ultraizquierdas neocomunistas de Unidas Podemos entre veintitrés y veinticinco escaños, y el 9,9  % de votos, se mantenía, en tanto que subía su camarada Más País con entre cinco y siete escaños y el 3,7 % de intención de votos. 

			A pesar de la subida de las partidocracias neoliberales de derecha, el PP y VOX, solo suponía rozar la mayoría absoluta de 176 escaños con 172, quedaba invalidada porque el panorama político parlamentario continuaría igual con la suma de las partidocracias del PSOE, más las de los socios que lo mantenían en el poder, los neocomunistas radicales, más los nacionalismos secesionistas y filoterroristas herederos de la banda terrorista de ETA.  

			A mediados de mayo, cuando parecía remitir la mortandad por la pandemia y se avanzaba en el proceso de la pantomima de la vacunación (inoculación), las intenciones de voto cambiaban de sentido en favor de las partidocracias neoliberales del PP y de VOX. Las encuestas daban ya una mayoría absoluta de 182 escaños en el caso que ambas se decidieran formar gobierno. Según las encuestas demoscópicas de intención de votos, la partidocracia del PP tendría el 30,7 % de votos, con 133 escaños, mientras que la partidocracia de VOX tendría el 15,7 % de votos y 49 diputados.

			Con más de 100.000 muertos de la dictadura global del COVID-19 orwelliano, por fin había llegado el 9 de mayo de 2021, el decreto del levantamiento del ilegal, inconstitucional y totalitario estado de alarma, pero con la inhibición de la dictadura marketing neonacional socialista comunista para tomar medidas estatales sanitarias para toda España, que debería haber tomado. Era su responsabilidad médico-política y no dejarlo al albur de los jueces. Ello traería un caos jurídico porque los tribunales de justicia de cada una de las autocráticas comunidades legislarían a su antojo: unas manteniendo las limitaciones del estado de alarma, otras rechazándolas o con restricciones para el toque de queda y los horarios de cierre y apertura.

			Mientras tanto, los problemas reales se continuaban camuflando, como la crisis económica y laboral del cisne negro de coronavirus, que, en el primer trimestre, se mostraba con más destrucción de empleo, 137.500; un incremento del paro con 343.000 parados más, para bajar en 356.536 parados menos en el segundo trimestre, estableciéndose en 3.416.498 sin contar a las personas en suspensión temporal de empleo, los ERTE, que eran 331.486. Había 800.000 empleos menos que en los dos años anteriores.

			La cifra real de los parados seguía en la trayectoria de rozar los 6.000.000. En cuanto al número de parados, España seguía en el penúltimo lugar con un lamentable 21,7 %. Un dato relativamente favorable era que se incrementaba el número de afiliados a la Seguridad Social con un máximo histórico de 19.591.728.

			El PIB interanual, que había caído en un 4,3 % en el segundo semestre del 2021, empezaba a duras penas a recuperarse con un ficticio 2,8 % de crecimiento debido a una escasa reactivación de la actividad económica, motivada por el fin del inconstitucional confinamiento y a la  pantomima de la vacunación masiva, que trajo la disminución de número de fallecimientos por la pandemia en su variante India de la quinta ola, aunque no en la disminución de contagiados, porque, como indicaba el Centro Europeo para Prevención y Control de Enfermedades de la Unión Europea, mientras que las demás naciones habían pasado por períodos de reposo contra la pandemia, España era la nación que nunca quiso controlarla, pues siempre estuvo a la cabeza en cuanto a la elevada incidencia de la misma en contagios y fallecidos. A mediados del año 2021, eran más de 130.000 personas muertas.

			Esta y otras muchas más era una de las razones por la cual el crecimiento del PIB fue mayor en naciones de la eurozona, como Portugal con un 4,9 %, Austria con un 4,3 % o Letonia con un 3,7 %.

			La deuda pública de las administraciones del Estado había seguido subiendo en el segundo semestre hasta alcanzar el 122,1 % del Producto Interior Bruto, sobrepasando el objetivo previsto del 119,5 % en el Plan de Estabilidad, porque no se recortaba el descomunal gasto público, no había suficientes ingresos y el tinglado de las subvenciones nepotistas continuaba. La deuda pública de todas las administraciones del Estado bajaría un poco en julio de 2021 al 121 % del PIB, por encima de la previsto del gobierno del 119,5 %, lo que suponía 1,41 billones de euros, un pequeño descenso del 6 % con respecto al mes anterior. Fuera como fuera, la deuda pública continuaba en aumento en relación con el año anterior. En agosto del segundo trimestre de 2021, volvería a subir la deuda pública con otro aumento histórico de 1,42 billones de euros, el 122,8 % del PIB. La deuda pública había batido

			. Habría que haberse remontado 140 años atrás para comprobar que no se conocía algo similar, exactamente, desde 1881, cuando se sobrepasó el 149 % del PIB. España entraba en la senda del déficit público estructural más alto de la Unión Europea.

			Los hogares donde todos los familiares estaban sin trabajo eran de 1.226.200. La Seguridad Social tenía un déficit de 140.000 mil millones de euros. El total de ocupados en el segundo trimestre, aunque mejoraba, se calculaba en 19.671.700. Para remate, los hogares además de las subidas de los impuestos del gas y los carburantes, también sufrían otra subida en la tarifa de la luz eléctrica, el más alto en el mes de abril de la historia y en los siguientes meses, debido al encarecimiento de los derechos por licencias de emisión de CO2. 

			El gobierno neonacional socialista comunista continuaba con las falsarias políticas de las energías renovables y sostenibles con el desprecio por la energía nuclear propia para seguir abasteciéndose de la energía nuclear más cara de la vecina nación de Francia.  

			Esta situación negativa socioeconómica se reflejaba en el riesgo de pobreza, en la exclusión social y en el de la carencia material crónica que era el 26,4 % de la población española, según los datos del Instituto Nacional de Estadística, mientras que el año anterior de 2020 era del 23,3 %. La pandemia estaba dejando a muchas personas en el más absoluto de los abandonos materiales y económicos, más empobrecidas. La salida de la misma era con más pobreza extrema para 3,3 millones de la población civil residente en España.

			La propaganda ideológica de la dictadura marketing neonacional socialista comunista estaba contra el mercado libre, la propiedad privada, la libertad empresarial, el mercado laboral y todo lo que fuera la iniciativa de la economía privada. Sin embargo, la propaganda partidocrática neonacional socialista comunista no cesaba en su utilización para camuflar, solapar o evadir los verdaderos problemas del presente. 

			Es lo que volvió a ejecutar con el estudio-panfleto-político España 2050. Fundamentos y propuestas para una Estrategia de Largo Plazo, que se presentó con toda la parafernalia marketiniana en unas circunstancias históricas gravísimas para España, como era, además de la crisis total de la pandemia, que parecía remitir a mediados de mayo, otra nueva invasión de nuestro territorio histórico soberano nacional de la plaza norteafricana de Ceuta, una invasión de diez mil derechos humanos, la democracia decadente de Estados Unidos, cuando Marruecos los viola por sistema. 

			El evasivo estudio-panfleto-político era más propaganda para perpetuarse en el poder, ocultar la crisis del cisne negro del coronavirus y esconder la bestial subida de impuestos de todo tipo que estaba llevando a cabo y que irían a más. La España 2050 se presentaba con la rimbombancia de ser otra nueva transición, la vieja añagaza del poder para permanecer transitando para siempre en las estructuras del poder del Estado durante los próximos treinta años. En esa imaginaria España, no se hacía referencia a cómo resolver los constantes ataques al Estado de derecho del Reino de España, a la Constitución española de 1978, de los hispanicidas nacionalismos secesionistas y filoterroristas catalanes y vascos, de cuyos apoyos parlamentarios se dependía para mantenerse vivo en el gobierno neonacional socialista comunista. Se desparramaba en un sinfín de objetivos, pero sin constatar las medidas a los mismos, como era el objetivo de mejora de la producción con menos horas de jornada laboral pero con unos niveles de paro terribles, sin oportunidades para la juventud y los no jóvenes, porque a mediados del año 2021, España estaba a la cola en número de parados de las naciones de la Unión Europea con 6.000.000, el 21,5 %, cuando otras naciones que salían de la crisis estaban entre el 3 % y el 10 %. 

			Los objetivos sin medidas ocultaban el objetivo principal que ya se estaba cumpliendo: el aumento de la presión fiscal hasta el 43 % del Producto Interior Bruto por la prepotente disposición de un estado hiperintervencionista que abogaba por la prohibición de no comer los jugosos y nutritivos chuletones de ganado de siempre para sustituirlos por los bodrios de las venenosas carnes sintéticas y transgénicas fabricadas por las empresas biotecnológicas del filantrocapitalista multimillonario norteamericano, Bill Gates. 

			En una España hundida en la indigencia moral, política, económica, cultural, sanitaria y social, a la dictadura marketing tampoco la iba a faltar para la futurible España 2050 del más allá, un proyecto espacial, la NASA española, la Agencia Espacial Española, donde los independentistas hispanófobos también tendrían sus NASAS independentistas para extender sus ensoñaciones hiperespaciales por los espacios de las galaxias siderales.

			Con el fin de aprovechar la maniobra propagandística de la imaginaria España 2050, la dictadura marketiniana se lanzó a finales de mayo de 2021 y se confirmó en junio a dar complacencia a los socios anticonstitucionales y mantenedores en los laureles del poder al gobierno neonacional socialista comunista, como era la propiciación de concederles lo pactado a los doce golpistas del secesionismo catalán: los indultos, un referéndum por la independencia pactado, la amnistía, la autodeterminación, la vuelta de los autoexiliados golpistas tras la rebaja liquidación del delito de sedición y otro inconstitucional estatuto de autonomía contra la unidad y la soberanía históricas de España, donde se reconocería a las autocráticas autonomías de Cataluña y Vascongadas (País Vasco) como naciones, en resumen, el destrozo definitivo del Estado de derecho de la Constitución española de 1978, una vez más en la historia de España. Traición e infamia, ejecutadas directamente por la partidocracia del PSOE. La historia, dentro de no mucho, juzgará tanta afrenta, tanta vileza, tanta ignominia, tanto desprecio a España como Patria, Nación y Estado multisecular.

			El Ejecutivo hace caso omiso al dictamen de los tribunales del Poder Judicial, el Ministerio Fiscal y el Tribunal Supremo. Este último se opuso a cualquier indulto ateniéndose a que no se había vulnerado el principio de proporcionalidad de las penas a los golpistas catalanes del independista referéndum pucherazo del 1 de octubre del año 2017, los cuales, además, no mostraron arrepentimiento por los delitos de sedición, de malversación de caudales públicos y desobediencia, como tampoco había razones de justicia, equidad y utilidad pública para concederles el derecho de gracia. 

			Los golpistas y el nuevo pero inmutable gobierno secesionista y autocrático de la Generalitat de Cataluña despreciaron el dictamen del Tribunal Supremo y exigían al gobierno neonacional socialista comunista, al que sostenía en el poder central, la amnistía y la inconstitucional e inexistente autodeterminación de un fantasmagórico microestado autocrático, hispanicida, xenófobo y racista. 

			En la misma y lamentable línea y contra el bien común de la doctrina social de la Iglesia católica, la autodenominada Conferencia Episcopal Tarraconense, nunca reconocida como tal por la Santa Sede, la secesionista Conferencia Episcopal Tarraconense, tufo del anacrónico y herético nacionalismo eclesiástico anticatólico, se manifestó a favor de los indultos, falsificando la moral cristiana católica sobre el sentido del perdón y de la misericordia, que no se dan a los pecadores contumaces porque no han manifestado contrición y arrepentimiento por haber violado la ley de Dios y las leyes del Estado de derecho de la Constitución española de 1978.

			Los obispos del nacionalismo secesionista catalán sin dejar tampoco atrás la misma farisaica actitud de los obispos de la Conferencia Episcopal Española, desde la dictadura franquista, pasando por la Transición y durante los más de cuarenta años de democracia degradada, deberían haberse dedicado a evangelizar con el derecho divino de la palabra de Dios y no ha confabularse con el poder político del secesionismo anticristiano católico. Los frutos han sido diabólicos porque Cataluña, junto a la autocrática Vascongadas, encabeza la descatolización de la sociedad civil en España. 

			Ni que decir tiene que el gobierno neonacional socialista comunista accedió a darles los indultos con tal de seguir y perpetuarse en el poder, aliándose con los que rompían la soberanía y la histórica unidad de España, aliándose con los que destrozaban el Estado de derecho del Reino de España.  

			El descaro dictatorial llegaba hasta la presión y la intromisión en otra institución jurídica, como la del Tribunal de Cuentas, que había abierto una investigación con las evidencias de que los sediciosos golpistas catalanes indultados debían devolver o pagar con su patrimonio alrededor de diez millones de euros por el uso del dinero hurtado de los fondos del Estado para utilizarlos en el proceso de independencia. 

			Los indultos, según la prepotente actitud del gobierno neonacional socialista comunista, también deberían conllevar la condonación de la malversación traidora y descarada de los golpistas catalanes, los cuales se comportaban como siempre en la historia, dentro y fuera de España. Cuando la corona de Aragón dominaba en la Edad Media en buena parte del Mediterráneo, los funcionarios catalanes eran conocidos por su avaricia y codicia, y para ello no dudaban en participar y provocar revueltas y guerras civiles en las feudalistas repúblicas italianas, que controlaban, y se enriquecían con el comercio por el Mediterráneo y Oriente Medio. 

			El inmenso ingenio poético cristiano católico del italiano Dante Alighieri (1265-1321) —en otro tesoro de la literatura universal, en su obra de título original, Comedia, más tarde denominada por su compatriota, Giovanni Boccaccio (1313-1375), Divina Comedia— alude a ellos, a los catalanes funcionarios o mercaderes cuando condena a eternas penas en los cantos trágicos y tremendos de los infiernos a los personajes avaros y codiciosos, traidores y sanguinarios, tanto de la curia antievangélica como de los linajes de las familias de los nobles, banqueros y mercaderes. 

			De estas revueltas y guerras civiles, los funcionarios y mercaderes catalanes de la corona de Aragón, que desestabilizaban y ensangrentaban a los reinos feudales de Italia, como fueron las cainitas guerras civiles entre güelfos y gibelinos, sacaron pecuniarios beneficios. 

			En nuestra historia de España, las muestras de semejantes tropelías contra el bien común de la gobernabilidad de nuestra nación española, de los políticos o funcionarios catalanes han sido y son incontables, como también las de otros políticos de todas las ideologías. 

			Los politicastros del autocrático ejecutivo del gobierno catalanista secesionista dieron ejemplo histórico de ello al aprobar un decreto ley donde, con el dinero de los todos los contribuyentes, se creaba un fondo complementario de riesgo de diez millones de euros con el fin de avalar las fianzas que estipulaba el Tribunal de Cuentas para los malversadores golpistas catalanes, con lo cual se robaba por partida doble a los contribuyentes. Un aval tan encubridor y prevaricador como las malversaciones del golpismo secesionista llevadas a cabo.

			No tardaría una parte minoritaria de la sociedad civil en responder en contra de los infames e ilegales indultos con manifestaciones públicas, contando con el apoyo, interesado, de las partidocracias de la oposición. Fueron inútiles, la utilidad de la amistad cívica y de la concordia para la connivencia en el poder con los golpistas se imponía sobre lo jurídico y constitucional, sobre la plena legalidad y la absoluta constitucionalidad, una vez más, y los indultos tuvieron lugar con la firma de aprobación del jefe del Estado, el rey Felipe VI. Con la Constitución española (1978), pudo haberse negado a firmar, pues en el Título II. De la Corona, en artículo 62, se indica que Corresponde al Rey: i) Ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá autorizar indultos generales.

			Pudo el rey Felipe VI haberse negado, no lo hizo, con lo cual fue otro triunfo del secesionismo hispanófobo anticonstitucional contra el Estado de derecho, contra la unidad y soberanía histórica de la Nación española; fue otro golpe de las partidocracias en coalición-cohabitación del gobierno neonacional socialista comunista contra el vapuleado régimen constitucional de 1978 y, por supuesto, fue otra afrenta más contra la monarquía borbónica, la cual, desde que entró en la historia de España, en ocasiones transcendentales, se ha comportado de forma taimada contra la identidad histórica de España y de la monarquía católica de España. 

			El discurso que el 3 octubre de 2017 el rey Felipe VI dirigió a los españoles contra los golpistas del secesionismo catalán, luego indultados, se quedaba en papel mojado, en palabras huecas. La monarquía borbónica de Felipe VI se había quedado en una monarquía sin influencia, sin utilidad social y política, en unas circunstancias históricas vitales para la supervivencia de España como Patria, Nación y Estado. Aunque esta situación de inanidad ya se venía gestando con el anterior rey, su padre, Juan Carlos I.

			Para ocultar a la opinión pública la afrenta histórica anticonstitucional de los indultos contra el Estado español, en el mismo mes de junio de 2021, la dictadura neonacional socialista comunista utilizó su arma mediático-política preferida, el marketing, con propuestas gubernamentales como la supuesta bajada del IVA al 10 % en el recibo de la electricidad. Mentira manifiesta, ya que la luz había subido un 42 % en un año y, a finales de año, volvería a subir más los impuestos sobre la electricidad y el gas. El gas, con más de 309 euros el megavatio hora, suponía una subida de la luz de un 516,3 %, en relación con el año anterior. Dicha subida beneficiaba al gobierno y no tanto a las compañías eléctricas. Otra estratagema fue engatusar a la anodina y controlada sociedad civil con permitir quitarse las mascarillas en la vía pública, salvo en las aglomeraciones y sitios cerrados o permitir la asistencia de los aficionados al pan y circo en los estadios de fútbol, baloncesto y otros deportes cuando la pandemia parecía estar en niveles moderados por las pantomimas de las vacunaciones, pero no vencida ni desterrada, porque a finales de junio y principios de julio algunas autocráticas comunidades, como las de Cataluña, Asturias, Cantabria, la Rioja, Castilla y León, Comunidad de Madrid, Comunidad de Valencia, Navarra o Canarias, el nivel de incidencia de alerta estaba subiendo en contagios a niveles peligrosos. En algunas islas como Tenerife y en el resto del mundo, las variantes del virus como la de la India eran muy contagiosas y el número de fallecidos en el planeta estaba ya en cuatro millones de personas. 

			Francia y Alemania aconsejaban no viajar a España y Portugal porque la incidencia se disparaba en España, con 644 casos de incidencia acumulada por cada cien mil en el mes de julio, en zona de alto riesgo, sobre todo entre los más jóvenes, debido a que el gobierno había relajado las medidas sanitarias y los controles en las fronteras y aeropuertos. Lo contario establecería Reino Unido, que daba vía libre a la llegada de los turistas de las islas a España. La campaña turística estaba en una situación precaria.

			No tardaría en hacer aparición la quinta ola de la pandemia de la variante Delta (India), la quinta ola de los jóvenes, pero que les afectaba menos que a los adultos y más aún a los ancianos, ocultada y descuidada en su control por la tiránica soberbia del metaverso presidente del gobierno neonacional socialista comunista, que lanzó la propaganda marketiniana de que se podía ya quitarse las mascarillas antivirus. 

			Con la quinta ola del cisne negro del COVID-19, retornaron los caóticos y tiránicos toques de queda de un estado policial, como en Cataluña con más de mil casos de incidencia acumulada, que se había demostrado que no sirvieron para nada más que para encarcelar en las casas, meter miedo a la población y hundir todavía más la economía. Trampa del miedo de la dictadura global COVID-19, a la que las personas en manifestaciones de protestas por el derecho a la libertad, en Europa, Italia, Francia y en otras partes del globo terráqueo, como Australia, no estaban dispuestas a seguir, al exigirles un certificado sanitario digital para moverse dentro y fuera de las naciones.

			Por julio de 2021, el número de contagiados desde el inicio de la pandemia alcanzaba la cifra de más de cuatro millones y los hospitales, ante los rebrotes de la pandemia y el aumento de los contagios, avisaban de un factible colapso. Los datos de las cifras oficiales de contagiados, de ingresos y de las altas en los hospitales, así como de los fallecidos, continuaban siendo falsificados por el gobierno. Las repercusiones sobre una de las principales fuentes de ingresos, el sector turístico, supusieron el coste de alrededor de 20.400 millones de euros, con lo cual la ansiada recuperación turística y económica se estancaba.

			También evitó el Ejecutivo explicar por qué se había ocultado que la Unión Europea había concedido ocho mil millones menos de los fondos asignados a España para la recuperación y reactivación de la economía. La explicación empírica era la inepta gestión del gobierno neonacional socialista comunista de la COVID-19 o virus PCCh del Partido Comunista Chino.

			No cesaban las tropelías del gobierno, además de los indultos de los sediciosos golpistas catalanes; las subidas de impuestos como el de la electricidad; la situación de paro crónico del 21,5 %, que se ocultaba con falsas interpretaciones; la falsaria remodelación, a dos años para acabar la Legislatura, de un nuevo pero mismo gobierno de ministros neosocialistas y neocomunistas; la de ejecutar una intervencionista y saqueadora reforma de la Ley de Seguridad Nacional para ir hacia un estado de excepción o de sitio con leyes proyectadas para la eliminación del  régimen constitucional de 1978 y controlar dictatorialmente a la nación española al estilo chino maoísta, estalinista, cubano, bolivariano, chavista o hitleriano;  a ello se añadía el retraso de la edad de jubilación, más el recorte de las pensiones, a más años cotizados, menos pensión; no faltaba la crisis de la inmigración ilegal en Canarias, Ceuta y Melilla o la nefasta gestión económica y sanitaria. Todo esto se empezaría a reflejar en las encuestas demoscópicas de intención de votos a principios de julio de 2021, donde el gobierno neonacional socialista comunista perdía más escaños, tanto era así que la partidocracia del PSOE alcanzaría 96 escaños y la unión de las partidocracias neoliberales de centro derecha tendría la mayoría de 185 escaños: la partidocracia del PP con 134 escaños, más su aliada Navarra Suma con dos y la de VOX con 49 escaños.

			En cambio, en otros sondeos de intención de voto, las partidocracias neoliberales rozaban la mayoría, encabezadas por la del PP con un 29,4 % y 130 escaños mientras se estabilizaba o bajaba, tras remodelar el gobierno, la partidocracia neonacional socialista radicalizada del PSOE con un 25,9 % y 103 escaños. 

			En agosto de 2021, continuaba la tendencia de la mayoría absoluta, entre 175-179, de las partidocracias neoliberales del Partido Popular, entre 129-131 escaños, y de VOX, con 46-48 escaños. El cambio de caras ministeriales en el gobierno neonacional socialista comunista no favorecía su valoración en las encuestas de intención de votos.

			Ahora, eso sí, el progubernamental Centro de Investigaciones Sociológicas, continuaba con encuestas demoscópicas contrarias a las privadas, dando la victoria a la partidocracia neonacional socialista del PSOE con un 28,6 % de votos, frente a la bajada del 23,4 % de la partidocracia neoliberal de centro derecha reformista del Partido Popular, con lo cual seguiría en el poder con los apoyos de los neocomunistas ultrarradicales y los nacionalismos hispanicidas y filoterroristas de los secesionismos vascos y catalanes.  

			Estos datos y las demagógicas actuaciones políticas, asumidos por una indolente y moralmente degradada sociedad civil, no afectaron mucho a la dictadura marketiniana como tampoco la aprobación de las inicuas leyes anticonstitucionales contra el derecho a la vida reconocido en la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, como la de la eutanasia y el suicidio asistido o la de la aberrante, por antibiológica, ley de autodeterminación transgénero, que, en otras naciones, las cuales décadas atrás la impusieron en sus parlamentos, había mostrado peligrosas aplicaciones de terapias forzosas que atentaban contra la dignidad integral de la persona y la integridad antropológica de las familias.

			La dictadura marketing neonacional socialista comunista seguía implacable en las aplicaciones de sus radicales políticas internas y en la inoperante política internacional, en este caso, además de consentir las provocaciones históricas de la dictadura teocrática del Reino de Marruecos, la de seguir amparando las dictaduras socialistas y comunistas de corte chavista-bolivariano en la Latinoamérica, como aconteció en julio y noviembre de 2021 con la dictadura socialista y comunista de Cuba. Esta no dudó en emplear los represivos métodos soviéticos en la respuesta revolucionaria totalitaria contra las manifestaciones pacíficas de miles los cubanos por la libertad, la patria y la vida. Muchos fueron los cubanos perseguidos, desaparecidos, encarcelados o asesinados.

			Por España, la respuesta del gobierno neonacional socialista comunista en el poder fue la contraria de las partidocracias en la oposición: confabularse con sus dictadores camaradas socialistas y comunistas cubanos, ya que se negaron a condenar y a no calificar a la Cuba castrista como una dictadura de sesenta años que continuaba violando los derechos humanos. El gobierno neonacional socialista comunista, en canallescas declaraciones del metaverso presidente del mismo, achacaba la culpa de la terrible situación del pueblo cubano a la pandemia que había espantado la única fuente de dinero: el turismo. La dictadura marketiniana se aliaba con la cubana, como también lo había hecho con otras narcodictaduras terroristas socialistas y comunistas iberoamericanas de Venezuela, Nicaragua, Bolivia, Colombia, Chile, Perú, México, etc. 

			No dudaban los Estados Unidos en incluir al gobierno neonacional socialista comunista, hispanófobo, como aliado de las narcodictaduras terroristas del leninismo-maoísmo y del neoindigenismo racista de los chavistas-castristas, los cuales han sembrado el odio de la falsaria leyenda negra contra España, en toda Iberoamérica, despreciando el tesoro del legado cultural de siete mil años de griegos, romanos y cristianos católicos, que les propició la monarquía católica de España y que los salvaron de la esclavitud y los sacrificios de seres humanos de las primitivas poblaciones precolombinas idólatras antropófagas e imperialistas como los mayas, aztecas o incas.

			La Unión Europea, el Parlamento Europeo, tardó en llamar dictadura a Cuba, hasta septiembre de 2021, con la aprobación de una resolución condenatoria de las represiones y violencia contra los derechos humanos, que fue apoyada por una mayoría de eurodiputados pero que contó con los votos contrarios de las partidocracias de izquierda y ultraizquierda. Debería haber hecho lo mismo con la dictadura socialista, comunista y atea de China, otra violadora de los derechos humanos, no lo hacían porque les importaba más las relaciones y dependencias económicas.

			Muchos fueron los cubanos por la libertad, la vida y la patria que salieron en las manifestaciones con la imagen de la patrona de la tradicional cristiana católica nación de Cuba, la Virgen de la Caridad del Cobre. 

			La Iglesia cristiana católica, como en la dictatorial y atea China, fue siempre perseguida por el régimen cubano. El Vaticano, el pontífice Francisco, de tendencia populista socialista, comunista peronista, guardó silencio y, cuando comunicó algo, fue en la misma posición que los obispos cubanos ante las criminales represalias del socialismo y el comunismo castrista contra los cubanos, que violaban los derechos humanos: esconderse tras el recurso al diálogo del consenso dictatorial con regímenes totalitarios de izquierdas sin condenar las violaciones de los derechos humanos en Cuba, China, Venezuela, Bolivia, México, Chile, Colombia, Perú o Nicaragua.

			Los obispos de la Conferencia de Obispos Católicos de Cuba se mostraron tibios, equidistantes, miedosos de manifestar una condena firme desde la doctrina social de la Iglesia católica por las indignidades sistemáticas cometidas contra los derechos inalienables del pueblo cubano. Les faltó, como al papa Francisco, la denuncia profética y les pudo el miedo, la cobardía y la traición ante los poderes mundanos, en este caso, ante los crímenes de las dictaduras socialistas y comunistas. 

			El abandono y la no condena de la dictadura comunista cubana quedaría confirmada en unas declaraciones en una entrevista periodística el 11 de julio de 2022 por los canales de televisión de Noticias Univisión y Televisa cuando al papa Francisco manifestaba, aunque lo negara, su tendencia izquierdista al decir que con el exdictador Raúl Modesto Castro Ruz (1931) tenía una relación humana ¿Una relación humana con quien había demostrado su inhumanidad con el pueblo hispano cubano?

			Si en toda Latinoamérica, si en Cuba, la situación era preocupante desde que gobernaban los dictadores del castrismo, del chavismo, del socialismo y del comunismo, no menos preocupante era y será la situación en más de la mitad de África y no digamos en Asia con las dictaduras teocráticas terroristas islámicas, a las cuales tanto la Unión Europea como Estados Unidos estaban sometidos por intereses geoestratégicos y económicos energéticos, pues tenían y tienen las materias primas, los recursos naturales de los hidrocarburos bajo el control tiránico de los talibanes, ayatolas, magnates, reyezuelos y jeques corruptos. 

			El gobierno neonacional socialista comunista en España volvió a mostrar su ineficacia y nimiedad en la política diplomática internacional cuando en agosto de 2021, Estados Unidos y la Unión Europea, junto con la OTAN, tras veinte años de ineficaz, inoperante y decepcionante presencia en Afganistán con más de 2,26 billones de dólares despilfarrados en corruptelas y con miles de víctimas, 131.200 incluidas las de la oposición talibán, civiles y militares, por lo que incumbía a España, con 102 muertos y 3.500 millones de euros despilfarrados, decidieron salir huyendo para entregar Afganistán a los terroristas del yihadismo islámico, los talibanes, y, con el reconocimiento del nuevo emirato talibán por parte de dos potencias con ínfulas imperialistas enemigas del decadente imperialismo económico-militar de Estados Unidos, la dictadura neosocialista y neocomunista de la Federación de Rusia y la dictadura atea del neocomunitarismo capitalista global de la República Popular China. 

			Tanto una como otra buscaban el control geoestratégico militar y comercial, y el acaparamiento de las materias primas como los hidrocarburos o los yacimientos minerales de oro, plata o litio de Afganistán. De igual manera, una y otra luchaban contra al islam en sus territorios desde el siglo xix, la Federación de Rusia contra los terroristas chechenos islámicos sunita- wahabíes y la República Popular China contra una minoría musulmana sunita de la región occidental, Sinkiang, la etnia de los uigures, acusados de terrorismo y radicalismo religioso. Millares de ellos han sido encarcelados en campos de concentración-reeducación.

			Al menos los impresentables líderes políticos de Estados Unidos y la Unión Europea dieron la cara en las comparecencias mediáticas ante la opinión pública, a pesar de la rendición en desbanda caótica de los ejércitos sin honor ni valor, que pusieron en peligro la vida de sus compatriotas y colaboradores afganos por no haber planificado una logística de evacuación. 

			No faltaría la propaganda de la dictadura marketiniana del metaverso presidente del gobierno neonacional socialista comunista para, primero, señalar a Estados Unidos como el culpable del fracaso de la tragedia de Afganistán y él, como siempre, a salvo para ponerse dos ficticias medallas, una la de un gran, que fue un gran fracaso, y, otra, la del «orgullo de país» por la misión cumplida sin honor ni valor, que fue la de huir como cobardes en la caótica evacuación de refugiados y colaboradores de Afganistán. Propaganda marketiniana a través de una mayoría de medios de comunicación bajo su control y sin dar cuentas donde debía haberlo hecho, en el Congreso de los Diputados, además, con la colaboración de la inoperante, acomplejada e incapacidad crítica de la partidocracia mayoritaria en la oposición, la neoliberal de centro derecha reformista del PP, que incluso lo aplaudía. De este modo, se trataba de ocultar el escandaloso subidón del tarifazo en el recibo la electricidad, que conllevaba una subida en los precios del consumo, a la vez que ocultaba los letales zarpazos de la pandemia, que, en agosto de 2021, había provocado 2.000 personas fallecidas. Por septiembre, el total de contagiados era de 4.918.526 y, desde que se había iniciado, ya eran más de 130.000 y no los falsarios 84.548 oficiales del gobierno. Además, se continuaba sin resolver el descontrol de la inmigración ilegal invasora por las islas Canarias, Ceuta, Melilla y toda la costa de Andalucía.

			Afganistán fue otro histórico fracaso de otra victoria del terrorismo fundamentalista islámico y una humillación más a las decadentes y depravadas democracias occidentales, sumisas al islam y a las dictaduras de izquierdas como China o las de Hispanoamérica, pero eso sí, perseguidoras y debeladoras de la identidad histórica de América, de Europa o de Oceanía: el cristianismo y, cristianismo católico y todo el legado cultural grecorromano, azuzando, contra ambos, lo que más odian y nunca aceptarán las dictaduras teocráticas islámicas, la promiscua ideología de género totalitaria que va ligada con la deshumanización de la dignidad de la persona, tanto del transhumanismo y como del poshumanismo del Nuevo Orden Mundial, promovido por la ONU.

			Sin embargo, el ególatra y metaverso presidente del gobierno neonacional socialista comunista en España no apareció para dar explicaciones. Guardaba silencio en el retiro de lujo de verano en la isla de Lanzarote, retiro de lujo pagado con los impuestos de los españoles, muchos de los cuales no podían pagar el elevadísimo coste del tarifazo recibo de la luz. Mientras, todos los días seguían falleciendo más de 190 personas por la pandemia entre julio y agosto. 

			Una mayoría de españoles no tragaba más la mentira de que España era la primera nación en alcanzar el 70 % de la vacunación para lograr la imposible y falaz inmunidad de grupo, porque la gestión del gobierno neonacional socialista comunista continuaba siendo caótica y especuladora con la salud de los españoles. Ni con el 99 % ni tampoco con el 100 % se lograría la propagandística inmunidad de grupo porque el virus era imprevisible e incontrolable.

			En septiembre de 2021, se prorrogaba al 90 % la población vacunada cuando el virus tomaba otras variantes como la colombiana y la sudafricana, y en muchas naciones de Europa se implementaba la pandemia junto al virus de la gripe o en naciones como Israel, donde a pesar de imponer una tercera inoculación obligatoria, esta resultaba ineficaz. Los fallecidos por la pandemia seguían aumentando en España y los datos reales el gobierno neonacional socialista comunista se ocultaban. Entre agosto y septiembre, en algunas semanas, su número era de alrededor de 532 fallecidos. El Ministerio de Sanidad daba la cifra de 84.000 fallecidos cuando la realidad epidemiológica rondaba más de 100.000.

			Si se continuaba falsificando los datos reales de la crisis del cisne negro del coronavirus COVID-19, otra tanto se hacía con la crisis económica, social y laboral. Entre agosto y septiembre, las cifras del paro bajaron en 76.113 (-2,28 %) trabajadores más con empleo, pero no se podía utilizar como un triunfo del gobierno marquetiniano de una recuperación económica ficticia porque se habían destruido en agosto del año 2021 118.004 empleos. Los niveles del mercado laboral, a finales de septiembre, eran negativos con respecto a los habidos antes de la pandemia. No se habían recuperado porque el número de parados seguía con cifras elevadas, 3.257.802, superando los 3,24 millones en el mes de febrero de 2021, que, con referencia al año 2019, suponían 178.091 parados más.

			La endémica y crónica situación en la tasa de paro continuaba situando a España a la cola de las naciones de la Unión Europea, con más parados: la primera con el 14, 6 %, Grecia estaba en un 13,2 % e Italia en un 9,3 %. El total de desempleados en la Unión Europea era de 14.469.000 millones.

			Un dato positivo a finales de septiembre de 2021 fue la subida de las cotizaciones a la Seguridad Social con una cifra superior a la de antes de la pandemia, 19.559.689 ocupados.

			El gobierno neonacional socialista comunista continuaba con la propagandística marketiniana en el maquillaje de los datos al no incluir como parados en septiembre de 2021 a 239.230 personas en ERTE, como tampoco a otras 226.436 que se encontraban cobrando una prestación por cese de actividad económica. El total sería que 465.666 personas se ocultaban en las estadísticas de afiliación y paro sin trabajar ni cobrar una renta pública.

			Para camuflar estos datos sociales y económicos negativos, la dictadura marketing recurriría en septiembre de 2021 a otra subida, a 965 euros, del salario mínimo interprofesional, que no había dado mejorado el empleo y que venía a agravar aún más la situación de pobreza de los trabajadores sin empleo fijo o con empleo a tiempo parcial y a las pequeñas y medianas empresas, al no contratar a por el aumento de los impuestos laborales confiscatorios.

			A mediados de octubre de 2021, bajaba la presión hospitalaria de la pandemia, con cincuenta casos de incidencia acumulada, lo que suponía entrar fuera de riesgo. Era el tiempo propicio para aprovechar mediáticamente la aprobación, en octubre de 2021, del anteproyecto de ley de los nuevos e irreales PGE de 2022. Estos se escenificaron como el mayor de los mayores gastos públicos del Estado de la historia, 196.142 millones de euros, los más caros, hechos para hacer de España, un país más productivo, competitivo y sostenible, como era de esperar de la propaganda marketiniana gubernamental con previsiones hiperbólicas cuando la recuperación económica y productiva por los efectos del cisne negro de la pandemia no era tan acelerada por más que los ingresos en la recaudación de impuestos en Hacienda y la ayuda de los fondos europeos ayudasen a un crecimiento estimadopara el despilfarro y asegurarse votos perpetuos. 

			Todos los impuestos, todos los tributos del Estado, como el IRF, el de sociedades y el IVA se incrementaban con el objetivo confiscatorio de llenar las arcas de la Hacienda del Estado. Hubo un aumento de impuestos en las bases de cotización a 3.310.615 millones de trabajadores autónomos; hubo un drástico castigo al ahorro en la reducción a 1.500 euros en las aportaciones a los planes individuales de pensiones, que afectaba a 8,5 millones de personas, con el consiguiente hundimiento en las aportaciones a los planes de pensiones; hubo una subida del 15 % del impuesto de sociedades, que suponía otro castigo a las empresas; también se fustigaba a los grandes y pequeños propietarios de viviendas en los alquileres y en el aumento del catastro de los inmuebles urbanos y rústicos; también hubo aumentos confiscatorios y tiránicos, propios de regímenes dictatoriales, en impuestos como el impuesto de transmisiones patrimoniales, el de sucesiones o el de donaciones.

			No podía faltar que en dichos presupuestos se introdujeran subvenciones populistas de captación de votos cercanos o futuros, como fue el falso bono del alquiler de la vivienda para jóvenes con trabajos de ingresos bajos, cuyo contrato de alquiler fuera menos de novecientos euros; el bono-térmico, temporal, de noventa euros, un engaño electoral más de complicada tramitación burocrática; otro bono para el consumo cultural de cuatrocientos euros para los jóvenes mayores de dieciocho años de edad, para que lo gastasen, menos en corridas de toros, en libros, videojuegos o tal vez, como en la laicista masónica atea república de Francia, en mangas japoneses. Incentivos para políticas populistas que ocultaban los verdaderos problemas sociales y laborales, como los más de 3.257.802 de parados, más del 40 % de personas jóvenes o el aumento de la pobreza con 2.000.000 millones de personas en pobreza severa y el ingreso mínimo vital, aprobado, que no llegaba al 97 % de las personas que lo habían solicitado.

			Como también recurriría a los medios públicos y privados de comunicación para otro objetivo histórico a demoler la corona, la monarquía de orígenes e identidad cristiana católica, con el manido asunto de los casos de corrupción del rey Juan Carlos I, casa real, la corona, se utilizaba como arma política a la Agencia Tributaria, a Hacienda, para que fiscalizase las cuentas de la misma, así como a la Fiscalía del Tribunal Supremo, la cual aún no había dado por cerradas las investigaciones contra el rey Juan Carlos I. 

			No les quedaba más remedio que atenerse a las evidencias sobre las cuentas del rey Juan Carlos I cuando en octubre de 2021 la Fiscalía General del Estado determinó archivar todas las investigaciones por la prescripción de los delios y otras consideraciones. Y, a finales del año 2021, la Fiscalía suiza daría por cerrada la causa por la presunta corrupción de 65 millones de euros que el rey Juan Carlos I donó a una de sus examantes cortesanas y que él, antes, había recibido de la teocracia islámica de Arabia Saudí, como comisión por la construcción del tren de alta de velocidad hacia La Meca. 

			Y, en febrero de 2022, la Fiscalía Anticorrupción también archivaría el caso relacionado con un fondo de diez millones de euros de una concentración de donaciones que se remontaban a la década de 1950 en el paraíso fiscal británico de la isla de Jersey, de los cuales el rey Juan Carlos I nunca tuvo la condición de beneficiario. En marzo de 2022, la Fiscalía del Tribunal Supremo archivaría todas las diligencias judiciales contra el rey Juan Carlos I relacionadas con su patrimonio en el extranjero y por la prescripción de los delitos. Se negó a fijar su residencia en España y continuaría en la que le había propiciado la dictadura teocrática islámica de los Emiratos Árabes Unidos, desde su exilio, en Abu Dabi, para facilitar el ejercicio de las funciones de su hijo, el rey Felipe VI. Solo haría visitas temporales a España hasta que se decidiera a volver.

			Como las frecuentes encuestas de medios demoscópicos privados indicaban un futuro electoral negativo por la nefasta gestión política, social, económica, educativo, cultural, territorial, judicial, diplomática, internacional, laboral y sanitaria del gobierno neonacional socialista comunista, había que continuar atacando con todas las armas a su disposición, como era una inmensa mayoría de los medios de comunicación públicos y privados subvencionados a la oposición, a las partidocracias neoliberales del PP y, de manera especial, a la conservadora populista de VOX. A las dos se les seguía insultado como la ultraderecha o fascista, más en concreto a VOX. Históricamente, tanto la izquierda como su aliada la ultraizquierda política o sindicalista han utilizado esta estrategia totalitaria contra sus oponentes cuando veían peligrar ser desalojados de los poderes del estado. 

			El gobierno neonacional socialista comunista y sus aliados del independentismo secesionista y filoterrorista pusieron en marcha sus armas político-mediáticas para acusar con insinuaciones, intimidaciones, manifestaciones o ataques directos de ser, en especial la populista partidocracia neoliberal de derecha VOX, el culpable de los discursos que incitaban a los delitos de odio que sucedían. Cuando eran ellos los propagadores de los discursos de odio, acusaciones infundadas, informes inventados, falsas agresiones, falsas denuncias, falsas pruebas, violencia e intimidación verbal sin nunca presentar dimisiones de ministros, como el ministro del Interior. Delitos de odio como la homofobia o sexuales, que venían siendo habituales en la moralmente decrépita sociedad civil, gobernase quien gobernase.

			Para lograr sus objetivos desde el poder, necesitaba controlarlo en todas sus instituciones, es el caso del Poder Judicial, con el que se buscaba criminalizar a VOX sin pruebas por incitación a la violencia, a los delitos de odio. Se alentaba a actuar contra él, empleando la violencia verbal o física, con ataques, agresiones y amenazas de muerte a sus representantes para ilegalizarlos. 

			Por el contrario, el gobierno neonacional socialista comunista y sus aliados los nacionalismos separatistas y filoterroristas, unos y otros hispanicidas y cristofóbicos, continuaban con las denigrantes y pactadas excarcelaciones de los terroristas del independentismo vasco-etarra, con delitos de sangre, a quienes se les hacían homenajes de recibimiento político-social como héroes, héroes del terrorismo secesionista, héroes violadores del derecho a la vida y a la libertad. De igual modo, guardaban silencio y ocultaban las amenazas, agresiones, insultos a las fuerzas de seguridad en las autocráticas autonomías independentistas, así como los abusos a menores tutelados en los centros dependientes de algunas administraciones autonómicas donde gobernaban la izquierda y la ultraizquierda, como era el caso de las autocráticas autonomías de las islas Baleares y de la Comunidad Valenciana.

			La quinta ola del coronavirus se acercaba a su final a mediados de septiembre y octubre de 2021 con una incidencia, en la mayoría de las autocráticas comunidades autónomas, salvo en las de Ceuta (con 225,6) y Vascongadas (con 154,9), de 50-100 casos por cada 100.000 habitantes; pero se continuaba con la multiplicación de los desahucios y con las más altas tarifas en el precio de la luz, entre 172 y 280 euros por megavatio, lo cual provocaba en el mercado mayorista la consiguiente subida en la compra de automóviles, el gas, los carburantes, las frutas, etc. 

			Los contagios por la pandemia, entrado octubre de 2021, en España, bajaban considerablemente, pero volvían a subir por noviembre, pero muchos más por Europa por la relajación en las medidas anticovid y una vacunación desigual. España tenía una incidencia de 67 casos. 

			En cambio, las medidas intervencionistas del gobierno neonacional socialista comunista, confiscando 2.600 millones de euros a las empresas eléctricas, empeoraba la situación social y económica en vez de mejorarlas, ya que el precio de la luz no iba a bajar, seguiría subiendo y subiendo para que la Hacienda pública obtuviese unos relativos buenos datos en la recaudación de impuestos por la razón principal de una dudosa recuperación en la actividad económica por el incremento del turismo nacional, pero no del turismo internacional. En el sector turístico, en el año 2021, se perderían más de 150.000 mil millones de euros. La economía estaba drogada con subvenciones estatales que aumentaban la deuda pública en más del 120 %. 

			El Instituto Nacional de Estadística rebajaba las cifras de crecimiento económico en el segundo trimestre de 2021, en el 1,1 % y no del 2,8 %, que mostraba que el crecimiento económico no era tan alto como preconizaba el poder gubernamental. La economía se estancaba. Con todo esto, a pesar de la propaganda gubernamental de las buenas perspectivas en la mejora de la economía y del consumo, que había caído como la inversión, la inflación en agosto 2021 estaba en una tasa anual del 3,3 %, la más elevada en nueve años. España, después de Grecia, era la segunda nación del mundo donde la deuda pública y privada habían crecido más, un 274,5 % del PIB, y el número de personas en el paro no mejoraba.

			Ante esta situación caótica, la dictadura marketing neonacional socialista comunista reaccionaba igual que siempre: con la propaganda político-mediática en el uso de los instrumentos en manos del poder como era el Centro de Investigaciones Sociológica, que volvía a remar a favor del gobierno frente a las encuestas demoscópicas privadas. Este daba a la partidocracia neosocialista en el poder, el PSOE, el triunfo en cuanto a las intenciones de voto, con un 29,6 %, nueve puntos por encima de su enemigo político, la partidocracia centro neoliberal progresista-reformista del PP, la cual caía con un 20,5 %; seguida de la tercera partidocracia neoliberal conservadora de VOX, con 13,8 %; en cuarto lugar, la partidocracia de los neocomunistas ultrarradicales de UP y, en último lugar, pero subiendo un poco, la partidocracia neoliberal laicista de centro izquierda progresista en declive, C’s con un 6,5 %.

			Las frecuentes y recurridas encuestas de sondeos de intención de voto continuarían mes tras mes, como las de septiembre y octubre de 2021, donde daban la mayoría para gobernar de 175 escaños a las partidocracias neoliberales del PP con 26,8 % y 115 escaños, más votado, pero que precisaría de los votos de VOX, con el 16,8 %, y 58 escaños; Navarra Suma, más los de la coalición en Navarra de PP-UPN-C’s. 

			A finales del año 2021, los sondeos del barómetro del CIS, como de costumbre, barría a favor de la partidocracia gobernante del PSOE, dándole una estimación de votos superior a la oposición, del 28,5 %, frente a la partidocracia neoliberal del Partido Popular a la que daba un 22,1 %, favoreciendo, además, a las izquierdas con veinte puntos de diferencia. 

			Los sondeos de empresas demoscópicas privadas y los controlados por el poder fueron, hasta los dos meses últimos del año 2021, una contienda similar sobre quién era o sería la partidocracia más votada. En diciembre de 2021, el CIS continuaba con sus estimaciones de voto a favor del nefasto gobierno neonacional socialista comunista, con una intención de voto para la partidocracia del PSOE del 28 % y, para la partidocracias neoliberales del PP, una décima menos que el anterior barómetro, con el 20,8 %, mientras que subía tres décimas VOX con el 14,6 %. Por el contrario, la neoliberal partidocracia veleta-comodín-bisagra-felpudo de Ciudadanos, en declive, bajaba y se quedaba en un 5,9 %. La partidocracia del neocomunismo radical de Unidas Podemos, socio-camarada del gobierno, apenas subía una escuálida décima, 13,7 %.

			La suma de los bloques partidocráticos, por un lado, la izquierda, la ultraizquierda y los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, y, por otro lado, las derechas neoliberales de centro derecha, centro izquierda y conservadora, conducía un empate técnico.

			Al contrario, los sondeos de empresas privadas vaticinaban una bajada en intención de voto del 25,1 % a la partidocracia del PSOE, 99 escaños, y a sus camaradas de coalición-cohabitación de gobierno, la neocomunista radical de Unidas Podemos, un 9,8 %, 24 escaños; mientras que subían las partidocracias neoliberales, al PP, un 28,5 %, 122 escaños; a VOX, un 17,1 %, 56 escaños; la partidocracia neoliberal Ciudadanos bajaba a un 2,5 %, un escaño. 

			La izquierda y ultraizquierda de PSOE+UP+Más País, con un escaño, sumaban 126 escaños. El centro derecha e izquierda neoliberal, más la derecha neoliberal conservadora de VOX, junto a las regionalistas partidocracias conservadoras de Coalición Canaria, con dos escaños, y Navarra Suma sumaban mayoría absoluta con 183 escaños. Bastaría la coalición de las partidocracias neoliberales del PP y de VOX para gobernar con una mayoría de 178 escaños.

			La nefasta bipartidocracia de alternancia en el poder del Estado volvió a asomar sus garras cuando, en octubre de 2021, el gobierno neonacional socialista comunista, con el PSOE a la cabeza, y la partidocracia centro derecha neoliberal, retroprogresista y reformadora socialdemócrata, el PP, pactaron la renovación de los organismos constitucionales para repartirse cuotas de poder partidocráticos con la consiguiente degradación de la inexistente independencia del Poder Judicial.

			Las dos partidocracias del añorado e inútil bipartidismo pactarían la renovación del Tribunal de Cuentas, la Agencia de Protección de Datos, el Defensor del Pueblo, el Tribunal Constitucional (donde aún había una mayoría de magistrados conservadores). Sin embargo, no pactaron la renovación del Consejo General del Poder Judicial, donde no hubo acuerdo, pero que obedecía a una estrategia política de control del mismo según los intereses de las partidocracias. Las maquinaciones históricas del socialismo y del comunismo pronto asomaron sus garras demagógicas cuando la partidocracia en el gobierno de coalición-cohabitación, la del PSOE, nombraría como presidente de Tribunal de Cuentas a una feminista radical, que inmediatamente comenzaría una purga ideológica de setenta jefes del Tribunal de Cuentas como venganza contra las partidocracias neoliberales del PP y de VOX porque habían neutralizado, en parte, las totalitarias políticas de la ideología de género en el gobierno de coalición de la autocrática comunidad autónoma de Andalucía, junto a la también neoliberal de Ciudadanos. El escándalo del Tribunal de Cuentas continuaría a finales de febrero de 2022, cuando determinó desactivar la causa golpista catalana del 1-O al admitir los avales de 5,4 millones de euros de la autocrática comunidad de Cataluña para evitar los embargos de los secesionistas catalanes, que habían llevado a cabo un referéndum ilegal y acciones políticas exteriores. 

			Estas fueron las consecuencias, las represalias a las que se tuvo que atener el PP por ceder y caer en las emboscadas de la izquierda socialista y comunista. Consecuencias, de igual modo inevitables, para todos los españoles, porque otra institución era vaciada de la verdad jurídica y constitucional, como se haría realidad, ya que el gobierno neonacional socialista comunista controlaría y ejecutaría los fondos de recuperación económica asignados por la Unión Europea para proyectos de digitalización y descarbonización de los sectores de producción por medio del Tribunal de Cuentas cuando tendrían que haber sido gestionados por técnicos experimentados y cualificados, de los que carecía España, debido a la nefasta formación en un sistema educativo ideologizado por las partidocracias.

			No resultaba extraño que España, entre 180 naciones, según los datos de Trasparencia Internacional sobre corrupción, empeoraba en el año 2021 al situarse en el puesto 34, cuando el año anterior estaba en el 32, peor que Portugal, Lituania, Catar o Corea del Sur, aunque un poco mejor que la corrupción de Polonia, Italia o Israel. Lideraban con menos corrupción, empatados, Dinamarca, Finlandia y Nueva Zelanda. Y los últimos con mayor corrupción: Venezuela, Sudán del Sur, Siria y Somalia. Y en relación con los veintisiete estados de la Unión Europea, ocupaba el escalafón catorce.

			Como tampoco se pactó la nueva Ley de Seguridad Ciudadana porque el gobierno de coalición-cohabitación neonacional socialista comunista estaba en la derogación de la Ley de Seguridad Ciudadana del anterior gobierno en el poder, el de la partidocracia neoliberal del PP. Una ley intencionadamente demonizada por la izquierda neosocialista, la ultraizquierda neocomunista y las extremas derechas e izquierdas filoterroristas de las partidocracias nacionalistas vasco-navarro y catalanas, a la que tildaron como ley mordaza. 

			El objetivo era reemplazarla por una ley contra el orden y la seguridad del pueblo español, ya que se desautorizaba a las fuerzas policiales al dejarlas indefensas a la hora de ejercer sus funciones de autoridad pública del Estado frente a las agresiones, manifestaciones o detenciones de los terroristas urbanos. Ante una posible pérdida del poder en las futuras elecciones, era una ley ejecutada según los intereses de poder del gobierno neonacional socialista comunista y de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas porque les serviría como una eficaz arma desestabilizadora contra un gobierno que se pudiera conformar con las partidocracias neoliberales. 

			En el año 2023, año electoral, no se ejecutaría la reforma de la Ley de Seguridad Ciudadana porque se opusieron los socios del nacionalismo de la ultraderecha y la ultraizquierda vasco-etarra filoterroristas, de los socios neocomunistas separatistas catalanes de ERC y del socio neocomunista de gobierno de coalición-cohabitación de UP, ya que pedían reformas radicales.

			En el tercer trimestre, por octubre y noviembre de 2021, España contabilizaba 87.832 fallecidos por la pandemia, según datos oficiales, pero que se acercaban a 20.000. Con la aparición de una nueva variante, la delta plus —a diferencia de otras naciones como Reino Unido, Alemania, Rusia, Francia, Eslovaquia o Polonia— España era la nación de Europa que tenía una incidencia ligeramente moderada, de riesgo medio, entre 46-53 casos por 100.000 habitantes, pero que aumentaba lentamente. Adentrados ya en noviembre, iba subiendo la incidencia acumulada a 132 casos por 100.000 habitantes y los contagios por la pandemia se situaban en 5.096.538. Seguiría en aumento, elevado, en autocráticas comunidades como la de Vascongadas, el mal llamado País Vasco, que llegaba a la emergencia sanitaria, con una incidencia de más de quinientos casos por 100.000 habitantes, cuando entre noviembre y diciembre de 2021, estaba apareciendo otra variante de la pandemia, la sudafricana micron, que ponía en evidencia el imposible control de la misma y la imposible inmunidad de la población, la imposible inmunidad de grupo, con o sin la falsa vacuna. 

			Aun así, frente a otras naciones europeas de tasas elevadas de contagios, España contaba con el 79,2 % de la población en la pauta completa de la supuesta vacuna contra el COVID-19 y una mortalidad debida al virus del 70 %. El panorama epidemiológico parecía controlarse, pero aún había cuatro millones de personas negacionistas sin vacunarse por considerar las falsas vacunas como inoculaciones de riesgo para la salud, a pesar de que los contagios aumentaban. 

			Este número elevado y la amenaza de otra variante de la pandemia llevaría a que los tribunales de justicia de las comunidades autocráticas exigieran el certificado obligatorio de vacunación para acceder a las residencias de ancianos, a los gimnasios, a los restaurantes, a los bares, a los locales de ocio nocturno, a las actividades relacionadas con la restauración y la hostelería o musicales, a las ferias comerciales, a las convenciones o a los congresos.

			En muchas naciones de la Unión Europea como Austria, Reino Unido, Bélgica, Países Bajos o la nación vecina de Portugal, la variante ómicron había entrado, como también por España, cuyo gobierno volvía tomar tarde las mismas medidas que las demás naciones de Europa ya llevaron a cabo y, después de dos años, sin haber realizado una ley sanitaria de pandemia. Una actitud negligente desde el principio de la pandemia. Los gobiernos de las naciones de Europa afectadas por la nueva variante determinaron que se cerraban los vuelos a Sudáfrica; se tomaban medidas preventivas de confinamiento, como en Portugal, otro confinamiento, o medidas restrictivas, que amenazaban con la paralización o ralentización de las actividades económicas.

			Las consecuencias de la pandemia se ensañaron aún más con la población en España porque el año 2020, desde que se tenían datos fiables, 1906, subió el número de suicidios con 3.941 personas. El más elevado de la historia, según los datos del Instituto Nacional de Estadística, 8,27 suicidios por cada 100.000 habitantes en una población de 47,3 millones. Era ya la primera causa de muerte externa, la primera por causa no natural.

			España, en el año 2020, detrás de Estados Unidos, con 1,6 años, era la segunda nación con la máxima caída en la esperanza de vida, con 1,5 años, entre las naciones de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos. En la primera ola de la pandemia COVID-19, la mortalidad creció un 18 %. Un índice de mortalidad altísimo. Otras naciones de Europa también sufrieron graves retrocesos, como Polonia, que perdería 1,3 años, o Italia y Bélgica, que perderían 1,2 años. 

			Entre septiembre y octubre de 2021, en cambio, al tener España un 78,8 % de la población con la pauta completa de la vacunación, a diferencia de Inglaterra, Alemania o Francia, donde el número de fallecidos y de hospitalizaciones había disminuido significativamente al estar los contagios en riesgo medio.

			Sin embargo, continuarían los números rojos, maquillados de rimbombante recuperación económica por la dictadura marketiniana, en el tercer trimestre del año 2021. En octubre, el número de parados bajaba muy poco a la ridícula cifra de 734 empleados, quedándose en 3.257.068, España era de las primeras naciones de la Unión Europea con mayor número personas en desempleo, por más que se encomiara que se trataba de la mayor bajada histórica desde el año 1975 en este mes y por más que el número de personas cotizantes, afiliadas a la Seguridad Social, fuera de 19.662.163. Además, se ocultaban las personas que todavía continuaban amarradas a los ERTE, que eran 190.718. Los hogares en los que sus componentes activos estaban sin ingresos de trabajo se mantenía en 1.122.100. 

			Mientras en naciones de la Unión Europea, el PIB subía como Francia con un 7 %, en España, el PIB interanual mostraba un escueto crecimiento de la economía del 5 % y no del pretencioso 6,5 % previsto por el gobierno. En el cuarto trimestre del año 2021, aparentaba una mejora en el empleo según la Encuesta de Población Activa, que fue aprovechada por la propaganda marketiniana del gobierno como un triunfo, igual que siempre.

			Se habían generado 840.700 puestos de trabajo, un 43,3 % que representaba la mayor tasa de empleo que no se registraba desde el año 2005, pero con menos horas trabajadas y mayor, pero precario empleo público, donde siete de cada diez empleos eran temporales. 

			El año 2021 acababa con un total de casi 20,18 millones de ocupados, el máximo nivel en trece años. La causa principal era la legislación aún vigente de la reforma laboral de la partidocracia neoliberal del PP, que continuaba mejorando el mercado de empleo, pero sin que se solucionaran los problemas endémicos de la economía española: trabajo precario, aumento de las bajas laborales, los trabajadores en ERTE, la muy baja productividad, pésima cualificación en el empleo y la desindustrialización, como lo más grave de la economía. El número de personas que salían del paro era de 615.900, la mayor reducción anual desde el año 2015.

			Sin embargo, España seguía a la cabeza de la Unión Europea en cuanto al número de parados, 3,1 millones, un preocupante e indignante 13,33 %, por más que la cifra de empleados fuese más elevada entre las mujeres, 479.600, menos que entre los varones, 361.100, o que hubiera aumentado más en el sector privado, con 744.000, que, en el sector público, 96.000.

			La ficticia recuperación económica se colocaba a los niveles de antes de la pandemia y estaba lastrada por una crónica temporalidad laboral. El gobierno seguía perdiendo el tiempo y engañando con propuestas de la reforma, derogación o no derogación, aprobación o no aprobación de la ley laboral que el año 2012 había aprobado la partidocracia neoliberal del Partido Popular en el gobierno anterior. 

			La Unión Europea no era partidaria de la reforma laboral por los cauces intervencionistas del gobierno, exigía seguridad jurídica y sin estar controlados los convenios laborales por los subvencionados sindicatos de izquierdas comunistas y socialistas, afines al gobierno neonacional socialista comunista, para poder recibir los fondos de recuperación económica por la pandemia de la Unión Europea, que ascendían a 12.000 millones de euros. 

			A finales de diciembre de 2021, se maquillaría propagandísticamente una nueva reforma sin cambios relevantes, en la cual el gobierno nacionalsocialista comunista y sus sindicatos de ultraizquierda neosocialistas y neocomunistas impusieron sus caprichos ideológicos ante los cuales la Confederación Española de Organizaciones Empresariales también daría su brazo a torcer, a pesar de tener en contra muchos sectores empresariales de las pequeñas y medianas empresas, así como una buena parte de los trabajadores autónomos. 

			Se llegaría a un consenso con el gobierno y sus filiales sindicales serviles para una reforma laboral ficticia porque las empresas podrían tomar las medidas de trabajo que ya tenían como la jornada laboral, los despidos colectivos o la movilidad, por tanto, se mantenía la seguridad jurídica y la libertad empresarial y se contribuía a la añagaza de la paz y del manoseado diálogo social. Sin embargo, en esta maquillada Ley de Reforma Laboral, los trabajadores y empresas salían perjudicados sin rebajas de las cuotas sociales, sin contrato único indefinido, sin salarios dignos, eso sí, con una limitación de la temporalidad. El convenio sectorial, en manos de los hipersubvencionados sindicatos ultraizquierdistas, prevalecía sobre el convenio de empresa. 

			El 3 de febrero de 2022, la Reforma Laboral, pseudoreformada, con muchísimos menos apoyos que partidarios, sería aprobada de forma chapucera con un pucherazo a lo venezolano-chavista-bolivariano, democráticamente impresentable, con más apoyos de las partidocracias de derecha y centro, neoliberal, nacionalistas y regionalistas (un voto polémico, porque fue un dudoso error, no admitido a corrección, de un diputado del PP, de C’s, PDeCAT, de Coalición Canaria, de Nueva Canaria, del Partido Regionalista de Cantabria y de Teruel Existe), que de las izquierdas y ultraizquierdas anticonstitucionalistas (PSOE, Unidas Podemos, Compromís y Más País): 175 síes, 174 noes. No contaron con el apoyo de las partidocracias anticonstitucionales de los nacionalismos secesionistas, golpistas y filoterroristas, que propiciaron la investidura y mantenían en el poder al gobierno neonacional socialista comunista, para poder alargar hasta el final de la legislatura. 

			La partidocracia neoliberal del partido conservador de derecha, VOX, emprendería las vías judiciales para una aclaración de lo acontecido. Lo mismo, después de haber hecho el ridículo con uno de sus diputados votando por un más que un dudoso error (un error pactado con el gobierno), se proponía la partidocracia neoliberal del PP recurrir, ante la Mesa del Congreso y el Tribual Constitucional, la votación porque la presidenta del Congreso, al parecer, prevaricó al no admitir la corrección del voto equivocado. Se presentó el diputado en el Congreso para corregirlo, no siéndole permitido que se verificase y rectificase por la separatista catalana, presidenta del Congreso, cuando en el reglamento del Congreso sí se contempla la corrección. Como siempre, la partidocracia del PSOE se saldría con la suya porque las iniciativas legales de las partidocracias neoliberales de la oposición no prosperarían.

			La situación económica empeoraba, como así lo indicaba la Comisión Europea, que recortaba el crecimiento al 4,6 % del PIB de España, muy distante del fantasioso 6,5 % previsto por el gobierno neonacional socialista comunista para el año 2021 y del 6,3 % al 5,5 % para el año 2022, relegando al puesto diecisiete en la economía de la eurozona. Para más descalabros, el IPC, a finales del año 2021, se precipitaba al 6,7 %, motivado por las escandalosas y recaudatorias subidas en los precios de la electricidad, el gas natural, los alimentos, los carburantes y lubricantes. Era la máxima subida en veintinueve años, desde 1992, cuando con otro gobierno socialista se disparó al 6,5 %. Una desbocada inflación que, junto a la más preocupante, la inflación subyacente del 2,1 %, provocaría un mayor encarecimiento de la energía, los alimentos y el transporte y conllevaba pérdidas en los salarios y en el poder adquisitivo de las pensiones, las cuales no se incrementaban ya según el IPC y se quedaban en un escaso 2,5 %.

			La pobreza de la sociedad civil aumentaba en 3,32 millones de personas con pobreza severa, con pobreza extrema provocada por el cisne negro de la pandemia COVID-19, que suponía un aumento del 4,7 % en el año 2019, al 7 % en el año 2020, con un crecimiento de 3.000 personas cada día. Solo Grecia, Rumanía o Bulgaria tenían tasas superiores entre el 15 % y el 20 % de la población en pobreza extrema, mientras que las naciones nórdicas y otras europeas como Austria, República Checa, Polonia o Países Bajos tenían tasas inferiores al 3 %.

			En el planeta tierra, con más de 7.000 millones de habitantes, había entre 703 y 729 millones de personas en la pobreza, según datos del Banco Mundial, que no era solo a causa de la crisis sanitaria del cisne negro del COVID-19, sino que también se debía a las consecuencias, no tanto achacables al catastrofismo del utilitarista cambio climático, sino sobre todo a los conflictos y a la crisis económica y social. A ello se añadía que más de ochocientos millones de personas pasaban hambre cuando con los sistemas de producción y alimentación se podría alimentar a más de doce mil millones de personas según la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura.

			A todo esto se trataba de camuflar con la grandilocuente propaganda mediático-política de la dictadura marketing, como, de igual modo, se solapaba la nulidad diplomática en la política de asuntos exteriores, que afectaba al abastecimiento de la energía, como fue el fracaso para gestionar que la islámica y militarista República Democrática y Popular de Argelia asegurara continuar suministrado gas natural a través de gaseoducto que pasaba por territorio de la dictadura teocrática del Reino de Marruecos, debido a la disputas entre ambas dictaduras. El suministro del gas natural peligraba porque tampoco se habían realizado contratos con los muy solicitados buques metaneros que transportaban gas natural a España.

			El gobierno neonacional socialista comunista, por su política antinorteamericana, al ser aliado de las dictaduras socialistas y comunistas de Iberoamérica, se vio arrinconado por el decadente imperio de Estados Unidos cuando, en septiembre de 2021, se reunió con treinta naciones para afrontar los peligros de los ciberataques de la imperialista dictadura neosocialista y neocomunista de la República Popular China, así como de la dictadura de la Federación de Rusia y el terrorismo islámico. Estados Unidos también había decidido retirar, abandonar, la base militar de Morón de la Frontera (Sevilla) para trasladarse a Italia. La dictadura marketing del gobierno neonacional socialista comunista continuaba con la inoperante política de defensa nacional y geoestratégica.

			La gestión de las cuentas del Estado presentaba una situación preocupante cuando, en el tercer trimestre del año 2021, España se situaba en el cuarto lugar de las veintisiete naciones de la Unión Europea con la deuda pública elevada, la cuarta, del 121,8 %; siendo la primera, Grecia, con el 200,7 %; seguida de Italia, con el 155,3 %, y, por último, Portugal, con el 130,5 %. Pero, en relación con el mismo trimestre del año 2020, ostentaba el máximo aumento interanual de deuda pública con el +7,8 %; siendo la segunda: Hungría, con el +6,5 %; luego, Malta, con el +5,7 %; Austria, con el 5,6 %, y, por último, Rumanía, con el +5,5 %.

			En otoño y el invierno del año 2021, proseguía la variante pandémica ómicron disparada y se entraba en una preocupante crisis social y económica con una deuda de 1,43 billones de euros, una deuda pública de las Administraciones Públicas que suponía el 121,8 % del PIB, lejos de la previsión gubernamental del 119,5 %. Datos posteriores del Banco de España situaban la reducción de la deuda pública del año 2021, en un 118,7 %, del PIB, que continuaba siendo peligrosamente elevada.

			El panorama político, social y económico se presentaba caliente porque la sociedad civil estaba aletargada y prisionera de las políticas dictatoriales contrarias a la legalidad constitucional del Estado de derecho, que se aplicaron y se continuaron aplicando antes, durante y con la pandemia en incidencia relativamente moderada en España. Se empezó a manifestar en todos los sectores de producción y de los funcionarios públicos, como las menospreciadas y maniatadas fuerzas policiales por la Ley de Seguridad Ciudadana; en los funcionarios de prisiones y de la sanidad pública; en los trabajadores del transporte, en los del metal, el turismo, la agricultura, la ganadería, la pesca o las peluquerías. A ello se sumaban, la subida de los años y las cotizaciones para las pensiones futuras y la reforma laboral contra el empleo y las empresas. España se había hiperencarecido por los draconianos e intervencionistas impuestos a las tarifas de la luz eléctrica, del gas, de los combustibles o de las autovías.

			A finales del año 2021, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos ponía de manifiesto la lenta marcha de la economía que negaba el gobierno neonacional socialista comunista al indicar que, para el año 2021, el crecimiento del PIB sería del 4,5 % y, para el año 2022, del 5,5 %, mientras que las previsiones truculentas del gobierno eran del 6,5 % para el año 2021 y del 7 % para el año 2022. El Banco Nacional de España también rebajaba el crecimiento económico del PIB para el año 2021, en 4,5 %; en 5,4 % para 2022; en 3,9 % para 2023 y en 1,8 % para 2024. 

			De igual manera, se posicionaba el informe de Fondo Monetario Internacional, que situaba el crecimiento económico del PIB de España a la baja, en un 4,9 % para el año 2021 y en un 5,8 % para el año 2022 mientras las fantasiosas cifras del gobierno situaban el PIB en un 6,5 % para el año 2021 y un 7 % para el año 2022. El informe del FMI sobre la negativa situación económica de España indicaba que la pandemia había provocado y seguiría provocando situaciones adversas al crecimiento económico y, además, advertía, una vez, al gobierno de España que a ello también contribuía la elevadísima deuda pública, que había que arreglar con menos gasto público despilfarrador y la elevación de los ingresos.

			Por su parte, el Instituto Nacional de Estadística, con datos posteriores, señalaba que el PIB nacional del año 2021 era de 1,43 billones de euros, con un déficit público de todas las administraciones públicas del 6,9 %, 1,5 puntos menos, ya que el gobierno había previsto que fuera del 8,4 %, unos 18.000 millones mejor, sin embargo, la deuda pública del PIB se cerraba en el año 2021 con un alto 118,4 %.

			Esta situación negativa, como en otras ocasiones, el gobierno, con la pobreza energética en aumento, la trataba de camuflar por medio de la propaganda marketiniana de los mensuales datos medianamente positivos en la bajada del número de parados o en el aumento de cotizantes a la Seguridad Social, buena parte de ello debido al empleo público y menos al sector privado, siendo el de la hostelería quien aportaba el mayor número de empleados.

			A final del año 2021, en el mes de diciembre, desde el año 2016, no se reducía tanto el número de desempleados en 782.232 (-20,1 %) personas. También se bajaba en cuanto a los trabajadores en situación de ERTE, en 102.548. La creación de empleo favorecería que la Seguridad Social batiera el récord histórico de 19.824.911 afiliados, aumento no conocido desde el año 2005. Sin embargo, el número de parados continuaba situando a España en el doble del que había en la Unión Europea con 3.105.905 y, de igual modo, en lo relativo a la elevada tasa de temporalidad laboral.

			Con un gobierno incapaz de gestionar los fondos de la Unión Europa para la recuperación económica, España se distanciaba de la recuperación económica que ya estaba en marcha en otras naciones de la Unión Europea. No había recuperación económica, no se creaba empleo y no habría recuperación a los niveles antes de la crisis de la pandemia hasta el primer semestre del año 2023, donde el crecimiento sería del 3,84 % del PIB, siendo la última nación de la Unión Europea en salir de la crisis.  

			La involución social y económica también se mostraba en la caída en la riqueza de la renta per cápita por la pérdida de poder adquisitivo en el año 2020, que, según la media de la Unión Europea, situaba a España con un 86 %, por detrás de naciones que antes se situaban más bajo como Malta (97 %) Chipre (87 %), Lituania (87 %) o República Checa (94 %). Por el contrario, los máximos niveles en el poder adquisitivo de compra lo ostentaban Luxemburgo (266 %), Irlanda (211 %), Dinamarca (136 %), Suecia y Países Bajos (133 %), Austria (124 %), Alemania (121 %), Bélgica (117  %), Finlandia (115 %) y Francia (103 %). La pérdida de poder adquisitivo en España se debía a más de treinta años de políticas económicas inoperantes y equivocadas de las partidocracias gobernantes. España había sido una de las naciones más ricas de Europa en renta per c

			Para contrarrestar lo evidente, el gobierno volvería a recurrir a la dictatorial propaganda marketiniana al utilizar con triunfalismos, frente a las negras y peligrosas cifras económicas anteriormente referidas, la idílica mejora mensual, en el mes de noviembre de 2021, de las provisionales cifras de empleo y desempleo. 

			Desde noviembre del año 2008, no se computaba unos mejores datos en el aumento del número de trabajadores, que suponía situar en 3.182.687 personas en desempleo, pero con el truco ya utilizado antes de no computar a los trabajadores en situación de desempleo que estaban acogidos a algún ERTE, que eran 125.632, a los que había que añadir 106.180 trabajadores autónomos que estaban cobrando una prestación por la pandemia. España, en diciembre de 2021, continuaba siendo la primera en número de parados de las veintisiete naciones de la Unión Europea con el 13, %; Grecia tenía el 12,7 %; Italia, el 9 %; Francia, el 7,4 % y, las que menos, República Checa con el 2,1 %, Polonia con el 2,9 % o Alemania con el 3,2 %. España duplicaba a las naciones de la eurozona, cuya tasa de paro conjunta era del 7 %. En el conjunto de las naciones de la Unión Europea, la tasa total era del 6,4 %. El paro estructural, el paro habitual de España, nunca se ha solucionado por las políticas partidocráticas en los gobiernos, como tampoco por la sociedad civil, en buena medida, indolente y apática.

			Un total de 74.381 personas, en noviembre, había abandonado el paro y había ocurrido en todos los sectores de la actividad económica. La Seguridad Social alcanzaba los 19.520.546 cotizantes. Sin embargo, era la administración pública del Estado, desde que se iniciara la pandemia, la que había producido más empleo que la iniciativa privada, ya que desde el año 2020, cuatro de cada cinco nuevos empleos pertenecían al empleo público estatal. En diciembre de 2021, crecería el empleo en 840.700 personas, el máximo incremento desde el año 2005, y el más alto desde el año 2008 en cuanto al número de empleados y de cotizantes con 20,18 millones.

			Entre diciembre de 2021 y enero de 2022, la pandemia aumentaba en 5.645.095 con la variante ómicron, continuaba la sexta ola al aumentar los contagios por Europa. En la mayoría de las regiones de España, se daban más 1500 casos de incidencia por cada 100.000 habitantes con riesgo muy elevado, sin embargo, en relación con el año anterior, los enfermos por COVID-19, que, ocupaban las camas en las unidades de cuidados intensivos de los hospitales, no eran preocupantes. Avanzado el mes de diciembre de 2021, la OMS recomendaba a las naciones que sus habitantes evitasen las reuniones de grupos en las celebraciones de la Navidad porque el riesgo de contagios era muy elevado, aunque la baja tasa de fallecidos no era la misma que al inicio de la crisis sanitaria de la pandemia a causa de las vacunas, que, en el caso de España, estaba casi en el 90 % de la población.

			El progenitor de la mentira ilícita institucionalizada para su propio provecho, para engaño y daño a la sociedad española, el prepotente metaverso presidente del gobierno neonacional socialista comunista, como venía ejecutando, desde y durante la pandemia, se inhibía y dejaba las medidas restrictivas en manos de las autocráticas comunidades autónomas. Así lo llevaría a término la autocrática comunidad de Cataluña, donde la pandémica variante ómicron estaba empezando a saturar centros de salud y hospitales con las unidades de cuidados intensivos al 30 %, pero que no fue impedimento para que el hispanófobo gobierno secesionista convocara y participara en una multitudinaria manifestación en favor de seguir liquidando el derecho constitucional a la presencia del idioma español en los centros educativos de Cataluña. 

			Otras comunidades, como la autocrática comunidad de Madrid, propusieron medidas más laxas, no restrictivas, para no paralizar las actividades económicas y no asfixiar a las empresas, como así había sucedido y ocurría en la autocrática comunidad secesionista de Cataluña, donde las pérdidas en el sector de la hostelería, por la pandemia, ya eran de 7.000 millones de euros. Mientras tanto, el gobierno neonacional socialista comunista se cruzaba de brazos con la política pasiva de la cojonuda cogobernanza al continuar echándoles a las autocráticas comunidades autónomas todas las responsabilidades en la gestión sanitaria de la pandemia cuando sus presupuestos para sanidad estaban al cero. 

			De nuevo, las contradicciones para ponerse de acuerdo resurgirían entre los diecisiete microestados autocráticos del llamado Estado de las autonomías en el Reino de España, donde el gobierno, de la cojonuda cogobernanza, también volvía a cruzarse de brazos y a maquillar su ineficacia con la propaganda marketiniana al incidir en lo ya estipulado: el uso obligatorio de las mascarillas en el exterior, guardando distancia de seguridad. 

			Bajo las órdenes de la dictadura global de la COVID-19, las autocráticas comunidades y el gobierno de la cojonuda cogobernanza llegarían a tomar medidas obligatorias para toda la población: mascarillas obligatorias en exteriores y vacunación obligatoria, pero que ya estaba antes determinada; contra el derecho de movilidad, cuarentenas y encierros para los contagiados, menos para los que tuvieran las dosis completas de vacunación. A partir de febrero de 2022, exigencia del certificado verde digital COVID-19 de la Comisión Europea con duración de nueve meses a partir de haber recibido la última vacuna. Las medidas, desde el inicio de la pandemia, continuaban siendo insuficientes por no la nula gestión sanitaria, pero, a pesar de los numerosos contagios, la letalidad era baja.

			Acaba otro negro año de la COVID con la variante ómicron batiendo tasas de casos de contagios, con las unidades de cuidados intensivos con riesgo elevado de ocupación en trece comunidades autocráticas, siendo las más saturadas, Cataluña, Madrid, Vascongadas y Aragón.  

		

	
		
			XIV

			Año 2022: dos cisnes negros: la crisis por la pandemia y la crisis por la guerra de Rusia contra Ucrania

			Por el mes de  enero de 2022, la pandemia global alcanzaba los 2,29 millones de contagios al día, más de trescientos millones y más de 5,5 millones de fallecidos desde el inicio, mientras que España era la nación de Europa con mayor incidencia,

			 3.000 casos por 100.000 habitantes con la variante ómicron del COVID-19, con más ocupación de las camas de las unidades de cuidados intensivos; más ingresados en los hospitales desde inicio de la pandemia, alcanzando la cifra de 9 millones de contagiados, y un goteo constante de fallecidos, que algunas semanas llegaba a más de 500. 

			Las estadísticas reales de fallecidos continuaban ocultándose, pero con los datos propiciados por el Sistema de Monitorización de la Mortalidad se denunciaba que, a finales del año de 2021, ya habían fallecidos 130.000, mientras que el gobierno solo reconocía 90.000.  

			A mitad de enero de 2022, en algunas de las autocráticas comunidades se batían los récords, como Cataluña, Vascongadas, Aragón o Navarra, con unos contagios que eran entre 6.000 y 7.000 casos por cada 100.000 habitantes, la media nacional era de 3.127 casos. Hubo 179.125 positivos y 125 fallecimientos en el día 12 de enero, además los trámites de bajas y altas laborales estaban colapsando la atención primaria sanitaria por los numerosos contagios, aunque los ingresos hospitalarios en las unidades de cuidados intensivos eran menos que en las anteriores fases de la pandemia. 

			Avanzaba enero, la sexta ola, hasta el día 18 no comenzaría a bajar la curva de incidencia en 3.306 casos por cada 100.000 habitantes. La mitad de España se encontraba en niveles de riesgo muy alto, alrededor de veintiséis provincias. A principios de febrero y durante marzo, se aminoraba la presión hospitalaria de la pandemia a un 14,52 %, lo mismo que en las unidades de cuidados intensivos, en un 21,71 %. 

			Por el mes de abril, desde que se iniciara la pandemia, según los datos de la administración sanitaria pública, ascendían a 102.747 personas fallecidas. Los contagiados, en abril, eran de 11.578.653. No obstante, cuando la curva de la sexta ola de la pandemia bajaba, esta seguía siendo una amenaza global porque había una nueva mutación, resultado de la combinación de la variante ómicron original y la subvariante ómicron silenciosa, la nueva variante XE, con gran capacidad de propagación. El gobierno daba por acabada la crisis sanitaria, pero no se había realizado una auditoría independiente sobre la gestión sanitaria de la pandemia.

			Ante esta situación, al igual que hizo con las mascarillas, tardíamente, el gobierno no liberalizó la venta de test antígenos para que se pudieran comprar a un precio razonable en cualquier lugar, cosa que no sucedía en Europa, donde incluso gobiernos como el del Reino Unido entregaba gratis los test de antígenos. Solo se hizo igual en la autocrática Comunidad de Madrid, que, desde el inicio de la variante pandémica de ómicron, había comprado los test de antígenos a un precio más barato, 3,5 %, subvencionados, gratuitos para los contribuyentes madrileños. El intervencionista gobierno, tras varias semanas permitiendo venderse a precios especulativos, entre seis y doce euros, los puso a un precio más bajo, 2,94 euros, pero un poco más caro que en el resto de Unión Europea, donde el precio era 2,10 euros (como el caso de Portugal o Alemania, Francia) y, además, prohibiendo que los supermercados pudieran venderlos, algo permitido en las demás naciones de Europa.

			La sexta ola de la pandemia se enfrentaba con un déficit de 29.354 profesionales, despedidos por los recortes de la sanidad pública del gobierno neonacional socialista comunista, que dejaba sin fondos a los autocráticos gobiernos regionales para afrontar los gastos de la pandemia. 

			En una situación de crisis ocultada, acabaría el año 2021 y empezaba el año 2022, con el debilitamiento del sector empresarial, que con 24.407 millones de euros en créditos refinanciados, tenían dificultades para financiarse debido a las condiciones negativas de los préstamos de los bancos, bancos que auguraban una crisis. Además, sufrían una mayor presión fiscal recaudatoria, del 31,9 %, mucho más que la media de la Unión Europea, que era del 25 %.

			La reforma de las pensiones futuras se preveían insostenibles para las arcas del estado porque se había realizado buscando el rédito electoral, buscando asegurar el voto de los 9,9 millones de pensionistas. En cuanto a la revalorización de las pensiones contributivas, para el año 2022, sería del 2,5  %, insuficiente, y falsaria, y no según el promedio interanual del IPC, que en el año 2021 fue el 5,5 % del Índice de Precios de Consumo.

			Los impuestos directos e indirectos subían más para más recaudar el Estado, con el consiguiente aumento del gasto público. Esto también afectaba a los hogares como se comprobaba en las ejecuciones hipotecarias de la vivienda habitual con un aumento del 22 % anual y en relación con el año 2019 suponía un 123 %. De ahí que muchas familias, las más vulnerables, se hubieran quedado sin la vivienda habitual.

			Para más seguir humillando a las víctimas del terrorismo, los asesinos terroristas vasco-etarras seguían siendo soltados y homenajeados, ya iban por los trecientos, y, además, colocados en puestos políticos como el asesino que fue el último jefe de la banda armada terrorista, que sería fichado por la partidocracia neocomunista filoterrorista secesionista, Sortu-Bildu. Unos tras otro se irían vilmente sacando de prisión sin reparos morales ni dignidad, como el caso de otro dirigente vasco-etarra terrorista condenado por 39 asesinatos y con más de 4.700 años de penas de cárcel.

			La banda terrorista armada vasco-etarra nunca ha sido derrotada, sino blanqueada y usada como punto de apoyo de llegada al poder a las instituciones del Estado. Esta siempre ha buscado derribar dichas instituciones, antes con las pistolas, bombas los secuestros y asesinatos, y, luego, desde dentro de ellas, con la connivencia de las partidocracias socialistas, comunistas y de los nacionalismos secesionistas y la omisión al cruzarse de brazos de la partidocracia neoliberal del Partido Popular. 

			Sus dirigentes y colaboradores terroristas, durante cincuenta años, han cometido delitos de lesa humanidad contra una buena parte de la población española, tanto en Vascongadas como en otras regiones de España. A los asesinos terroristas se los soltaba, blanqueaba y recibían ayudas laborales y económicas con los impuestos de los españoles, en cambio, se perseguía, se criminalizaba a los grupos y personas próvidas que pacíficamente informaban a las madres, rezaban y se manifestaban contra los asesinatos premeditados ante los abortorios.

			Mientras el gobierno neonacional socialista comunista lanzaba la continua propaganda marketiniana triunfalista de que la economía, con y a pesar de la crisis sanitaria, social y económica del cisne negro coronavirus COVID-19, que según ellos estaba en una excelente recuperación cuando la situación manifestaba todo lo contrario. La economía española era la peor de las economías de la OCDE. 

			Nos encontrábamos con un PIB del -6,6 % y una renta per cápita del -6.3 %, lo que nos situaba en el puesto número veintitrés, con la más pésima gestión económica de las veintitrés economías analizadas por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos. Desde el inicio de la pandemia hasta el año 2021, el Ejecutivo no cesaba en las concesiones nepotistas al independentismo secesionista-golpista de Cataluña. 

			Para mantenerse en el poder, no tuvieron reparo en que, en el año 2021, la autocrática comunidad autónoma de la Generalitat de Cataluña, con una desorbitada deuda pública catalana del más del 80 %, que asumía el Estado, robara 38.400 millones de euros, el 40 % de la financiación extraordinaria que se destinaba a todas demás autocráticas autonomías, frente al también vergonzante y claudicante 31 % del anterior gobierno en manos de la partidocracia neoliberal de centro derecha retroprogre-reformista laicista del PP.

			Una y otra partidocracias gobernantes lo hicieron para mantenerse en el poder y, en el caso de la pluripartidocracia en coalición-cohabitación del gobierno neonacional socialista comunista, para además de no soltar el poder intervencionista estatal, también para someterse y complacer los desmanes anticonstitucionales y antidemocráticos de las partidocracias secesionistas vasco-etarra filoterrorista y catalanista, como era el de pretender imponer la trampa insolidaria de la armonización fiscal para todas las autocráticas autonomías, que consistía en subir los impuestos y obligar a los contribuyentes a sufrir una doble tributación, ya que se eliminarían las bonificaciones a los impuestos de donaciones, sucesiones y patrimonio, que se habían suprimido en la mayoría de las autocráticas autonomías gobernadas por la partidocracia neoliberal del PP y, de manera patológicamente obsesiva, en la autocrática Comunidad de Madrid. Esta estaba padeciendo continuos ataques y castigos fiscales cuando era, por encima de todas, la que más aportaba en la financiación de los servicios, hasta el punto que rozaba el triple en aportaciones a la autocrática comunidad secesionista de Cataluña y no digamos a otras, como la también gobernada por partidocracias de la ultraizquierda filoseparatista-catalanistas, la autocrática comunidad de las islas Baleares, a la cual superaba en trece veces más en las aportaciones de financiación.

			Se había iniciado el año 2022 con una inflación, según el IPC, del 6 %, por las subidas de los precios debido a la electricidad, que no se recordaba desde el año 1992, el año de los onerosos fastos de los Juegos Olímpicos de Barcelona y de la Exposición Universal de Sevilla. 

			A ello, se añadía la tasa de desempleo de 13,33 %, lo cual provocaba efectos negativos en los estamentos sociolaborales dependientes de las rentas del trabajo. Sumadas esas dos variables, la de inflación más la de los parados, España se acercaba con un 19,33 % al peligroso índice de miseria del 20 %63, que ya en sí superaba al índice de miseria de naciones de la Unión Europea como Letonia, Estonia o Grecia y se acercaba a la mayor miseria que padecían naciones como Turquía, Argentina, Brasil o Sudáfrica. La inflación conducía a un más empobrecimiento de la sociedad española, ya que las rentas del trabajo no aumentaban al mismo tiempo que la inflación, lo cual podría producir la temida estanflación como consecuencia de la suma de un estancamiento económico,

			En enero de 2022, la Comisión Europea, con las negativas de Austria, Luxemburgo, Dinamarca y España, pero Alemania solo para la energía nuclear, proponía incluir como fuentes de energías sostenibles verdes, hasta el año 2045, a la nuclear y a la del gas natural, como forma de propiciar la transición ecológica hacia el predominio de las fuentes de energías renovables, la solar, la eólica y las de biomasa y los biocombustibles. En febrero, la Comisión Europea daría la aprobación del reglamento sobre la Taxonomía Verde tanto de la energía del gas natural como de la nuclear. Aprobación confirmada luego por el Parlamento de la Unión Europea y rechazada por la retroprogresía reaccionaria ecocolega neosocialista y neocomunista gobernante en España.

			El gobierno de España, como ecocolega de los subvencionados activistas del ecologismo y del medioambiente, se negó a ello, sosteniendo las catastróficas acusaciones y previsiones, erróneas y fracasadas, de los años setenta, ochenta y noventa del siglo xx sobre el calentamiento global, el efecto invernadero o el cambio climático por las emisiones de CO2,  procedentes de las fuentes de energía de los combustibles fósiles y el rechazo, con la falacia de la peligrosidad, de otra fuente de energía barata y limpia, que no tiene emisiones directas de CO2, la energía nuclear. 

			Algunas gobiernos, como el de España, donde la energía eléctrica era la más cara de Europa, junto a Alemania, se mantenían anclados en el anacrónico ecologismo ideológico verde-marxistoide, socialista-comunista del pasado siglo xx al defender la absurda taxonomía verde, el arma eco-revolucionaria clave para combatir y derrotar las emisiones de CO2 sin haberlo conseguido porque hubiera sido la ruina y el fracaso del bienestar material de las sociedades occidentales posindustriales, que nunca habrían llegado a la era de la digitalización, de la cibernética y de la informática, y de los medios de transporte seguros y globales, sin el empleo universal de la hasta el siglo xxi, la mejor tecnología energética de todos los tiempos64. 

			Ello había conllevado que el desarrollo de los combustibles fósiles había traído repercusiones positivas sobre el medio ambiente, nunca antes conocidas65. La energía obtenida de ellos nos da la capacidad para el mejoramiento del medio ambiente, así como para la mitigación y la supresión de los efectos negativos de los residuos sobre el mismo66. La catastrófica propaganda ecologista de la descarbonización de la economía para alcanzar la distopía ecológica de una neutralidad climática para el año 2050 ya fue un fracaso en las tres últimas décadas del siglo XX.

			Desde el siglo xx hasta ahora, han fracasado las falacias acientíficas mal intencionadas y los vaticinios catastrofistas de climatólogos, científicos, ecologistas o medioambientalistas, comprados y elevados a honores académicos por el poder político para sus fines de control social y acribillar con impuestos verdes a las poblaciones, con el terror del cambio climático, del calentamiento global o del efecto invernadero por las emisiones de CO2.

			 han sido un rotundo fracaso porque se han venido desarrollando tecnologías anticontaminación que neutralizan, minimizan, revierten67 y reciclan los peligros y los efectos colaterales tóxicos de los residuos contaminantes para el medio ambiente y para la salud y la seguridad de las personas. Esto es aplicable a todas las fuentes de energía porque todas utilizan materiales de todo tipo y provocan residuos, incluidas, las energías renovables.

			Por ello, no resultaba nada nuevo que la Comisión Europea recomendara el uso de la energía nuclear y del gas natural porque, con asesoramiento y conocimiento científico y tecnológico, era consciente de ello y más aún cuando las naciones de la Unión Europea, y no digamos España, dependían por completo de las fuentes de las energías indispensables, fiables, eficientes, abundantes y económicas68, como la hidroeléctrica, pero prioritariamente, de la energía de los hidrocarburos o combustibles fósiles (petróleo, gas natural, carbón) y apenas de la

			 la energía de las fuentes renovables (solar, eólica o de biomasa), las cuales están condicionadas a los caprichos intermitentes de la luz solar para producir energía solar y eólica, cuando la luz llega y calienta la tierra o a las capas de la atmósfera, y en cuanto a la energía de biomasa, animal o vegetal, es la menos productora de las energías renovables, de igual modo, insuficiente y nada rentable por los grandiosos e insostenibles recursos que se necesitarían emplear de la agricultura, la ganadería, los bosques o los cultivos.

			Tampoco podía faltar, que, en un año de elecciones autonómicas, el CIS, que en el año 2021, con 8,2 millones de euros, había batido todos los récords históricos en el malgasto de dinero público, volviera a lo de siempre: resultados de encuestas pergeñadas a favor del gobierno neonacional socialista comunista, frente a las encuestas privadas, que daban mayoría al bloque de las partidocracias neoliberales de derecha. 

			De este modo, a mediados de enero de 2022, el barómetro del CIS daba como ganador en unas hipotéticas elecciones generales a la partidocracia del PSOE con el 28,5 %, por encima, con siete puntos, de la partidocracia neoliberal del PP, al que le otorgaba un 21,5 % en intención de voto; seguido, sin subir, pero manteniéndose, de la partidocracia neoliberal de la derecha conservadora de VOX con el 14,7 %; como cuarta fuerza, la ultrarradical neocomunista en coalición-cohabitación gubernamental, UP, con el 13,1 %, en bajada, por sus majaderías vegano-ecologetas anticárnicas y transhumanistas contra la maltrecha y acosada agricultura y ganadería española y de las barbaridades legalistas antipatriarcales machistas de la totalitaria ideología de género, que rompe la igualdad constitucional entre la mujer y el varón; se hundía todavía más la partidocracia de centro izquierda o derecha progresista socialdemócrata, la veleta-bisagra-comodín-felpudo de Ciudadanos con el 4 % en intención de voto. 

			Como en anteriores cocinados barómetros progubernamentales, seguiría ganando el bloque de izquierda e ultraizquierda de las partidocracias del PSOE, UP y Más Madrid, con el 43,4 % de intención de voto, con lo cual, y con el apoyo de las partidocracias de las autocráticas comunidades de los secesionismos nacionalistas vasco-etarra filoterroristas y las del golpismo catalanista, volvería al poder del gobierno central porque el hipotético bloque de la derecha formado por las partidocracias neoliberales del PP, VOX y Ciudadanos alcanzaría el 42,7 %.

			Ante tantas incapacidades del gobierno en coalición-cohabitación neonacional socialista comunista y las inmorales excarcelaciones de los criminales en serie de los terroristas vasco-etarra secesionistas, tenía que ponerse en marcha la propaganda marqueteniana con otro asunto que formaba parte de la negra historia del socialismo, del comunismo y de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, el odio y los ataques a la institución milenaria que constituye la esencia de la conciencia y la identidad histórica de España, la Iglesia católica. 

			Para ello, no dudaron en recurrir a lo que ya venía haciéndose en otras latitudes laicistas y masónicas anticatólicas, en la mayor parte de América, por Europa, más en concreto, en Alemania, para desprestigiar la honorabilidad del santo padre, el papa Emérito, Benedicto XVI, o en la Francia laicista y francmasónica. 

			En Francia se había llevado a cabo una investigación de una comisión independiente sobre los abusos por pederastia, desde el año 1950, por parte de sacerdotes o religiosos o seglares, en el informe de la Comisión independiente sobre los abusos sexuales en la Iglesia (CIASE), dirigido por el exvicepresidente  del Consejo de Estado de Francia, Jean Marc-Sauvé (1949), que exageraba y no contrastaba los casos, realizados con una metodología sin rigor científico, jurídico, teológico o filosófico por defectuosa y llena de contradicciones, sesgada y parcial, teledirigida por una ideología laicista anticatólica. Según ocho relevantes miembros de la Academia Católica Francesa, tras estudiar el informe, indicaban que no eran los exagerados 330.000 casos, sino entre 4.832 y 27.808 víctimas.

			El gobierno —liderado por las partidocracia del PSOE, la radical neocomunista de UP, más sus aliados de poder, la secesionista golpista catalana de ERC y la ultraizquierdista secesionista vasco-etarra filoterrorista de Bildu, tanto unas como otras, con un historial sanguinario guerracivilista en la nefasta II República, desde 1931 hasta el final de la Guerra Civil en 1939, historial repleto de violaciones de monjas y mujeres, de asesinatos terribles y crueles de sacerdotes y seglares de toda condición social y económica— se obcecaron, al contrario que las partidocracias de la oposición parlamentaria, en que debería solo investigarse la pederastia en la Iglesia católica y no todos los casos ocurridos en la sociedad española como eran los abusos cometidos en las autocráticas comunidades de Valencia, de las islas Baleares o de Madrid, donde se habían producido abusos a menores y usados en redes de prostitución, estando en los centros tutelados por las respectivas administraciones. Por supuesto, también obviaron la investigación y denuncia parlamentaria de los 60.000 abusos a menores cometidos, durante diez años, por una red de pedofilia donde estaban involucrados 3.300 funcionarios de la ONU. Según el informe sobre abusos sexuales a menores en España, del mes de noviembre de 2021 de Save the Children69, casi la mitad de ellos, el 49,5 %, se producía en el ámbito de la familia. 

			Por otro lado, según los datos estadísticos de los años 2008-2019 de la investigación sobre abusos sexuales a menores en España de la Fundación ANAR70, los abusos de sacerdotes y religiosos eran mínimos, el 0,2 % del total, comparados con los que se producen en otros ámbitos como el de la familia, en el caso de los padres, el 23,3 %, y donde el padre biológico, en el 32 % de los casos, era el agresor prioritario. La mayoría de las víctimas solían ser mujeres, el 78,3 %, dentro de este porcentaje, el 59,1 % correspondía a adolescentes entre trece y dieciocho

			La Fiscalía General del Estado había ordenado a los diecisiete fiscales superiores de toda España que remitieran los procedimientos penales de los casos de abusos a menores. Las laicistas anticatólicas partidocracias, en el poder Ejecutivo y el poder Judicial, proponían una comisión de investigación, que luego pasaría al Congreso y no a los tribunales de Justicia, que era donde, exclusivamente, se tendrían que enjuiciar todos los casos de pederastia, que ya la Iglesia católica había puesto en conocimiento de la Justicia. Investigaciones que serían lideradas por el Defensor del Pueblo. Con la ley de Dios, con la justicia divina de la Sagrada Escritura, los casos de pederastia ocurridos dentro de la Iglesia católica, fuera o en España, nunca debieron ser encubiertos tras haber sido denunciados y, después de las sentencias de la Justicia ordinaria, apartar a los pederastas, sacerdotes o seglares, definitivamente, fuera de la institución eclesial.

			Con estas habituales maniobras de distracción, trataban de ocultar gravísimos escándalos, como los relacionados con el Ministerios del Interior, el más principal e inmoral, las excarcelaciones de los asesinos terroristas vasco-etarras que se ampliarían más durante toda la legislatura. 

			En febrero de 2022, la Guardia Civil, daba a conocer en el informe, aportado a la Audiencia Nacional (2021), de contactos frecuentes en el marco de la operación Kabat. En el informe para desarticular la red encubierta de los homenajes a los terroristas excarcelados, la Guardia Civil hacía referencia a un protocolo elaborado por los terroristas para el encubrimiento de los homenajes, para su ocultación a los medios de comunicación y evitar denuncias judiciales. La suelta de los nunca arrepentidos terroristas de las cárceles se haría de forma constante y pactada con el gobierno a través del responsable del Ministerio del Interior, cárceles donde estaban siendo tratados de forma especial.

			En los mensajes intercambiados en las conversaciones privadas, se ponía de manifiesto los contactos entre el gobierno y las conexiones con una comisión a favor de los presos, una estructura organizada de la criminal banda terrorista de ETA para tratar y tramitar los encarcelamientos y excarcelaciones de los terroristas, dándoles un trato preferente desde el año 2018.  Varios eran los responsables de los contactos, mensajes y conversaciones. Uno de ellos, el secretario general de Instituciones Penitenciarias, nombrado por el juez-ministro responsable del Ministerio del Interior, un diputado de la partitodracia filoterrorista, ultracomunista y secesionista, EH Bildu, partidocracia que sostenía en el poder al gobierno neonacional socialista comunista, y un exconsejero vasco de Justicia. Entre los contactos con los criminales elementos terroristas, se encontraba el asesino que, en 1995, intentó llevar a cabo el magnicidio del rey Juan Carlos I.

			La aquiescencia del gobierno se vería plasmada cuando, a mitad de febrero del 2022, la partidocracia neoliberal de centro derecha progresista-reformista del PP presentaba una iniciativa parlamentaria en el Congreso de los Diputados para prohibir los indignantes homenajes públicos y los beneficios penitenciaros dopados a los terroristas excarcelados. Como en otras ocasiones, por quinta vez, votarían en contra el gobierno, junto a las partidocracias socios de poder, la neocomunista y la neoconservadora, radicales, del nacionalismo secesionista filoetarra-terrorista, EH Bildu, y la del PNV.

			El desprecio, la ignominia, a las cientos y cientos de víctimas de niños, mujeres, hombres, jueces, políticos, policías, militares y guardias civiles volvía a repetirse. En una sociedad civil, moralmente sana, no se hubiera permitido semejante desprecio por la dignidad de la vida y la memoria de las personas asesinadas por el terrorismo vasco-etarra, que no había sido derrotado, sino que había logrado su objetivo: inocularse dentro de las instituciones del Estado de derecho democrático y constitucional para aniquilarlas con la colaboración de las partidocracias que han acaparado el poder central de la nación española en una democracia involutiva, no avanzada, defectuosa, anquilosada en la inmoralidad.

			Como siempre, el CIS se inventaría una encuesta de intención de voto, donde daba por ganador a la partidocracia del PSOE para las nuevas elecciones autonómicas, elecciones anticipadas para febrero de 2022, en la autocrática comunidad de Castilla y León, gobernada por la partidocracia del PP con los apoyos de la partidocracia neoliberal de centro izquierda o derecha en vías de extinción Ciudadanos. Se equivocaría y no reconocería otro fracaso de unas encuestas de intención de voto, amañadas por el gobierno. 

			Este gobierno autocrático, como otros, había vulnerado varios derechos fundamentales de la Constitución española (1978) de los castellanoleoneses, como el de la libertad religiosa, por el que fue condenado por el Tribunal Supremo, y el derecho a la vida, en vez de haberse atenido al deber de neutralidad de las administraciones públicas: limitación de los aforos en los templos, con la pandemia, al igual que prohibir las procesiones; la promoción de la eutanasia, así como votar a favor del falso derecho al aborto; la aplicación, experimentalmente, de la totalitaria ideología de género al llevar un protocolo de transgénero en los centros educativos sin la aprobación de los padres y la imposición de la bandera LGTBI, contradiciendo lo que determinaba el Tribunal Supremo. 

			La propaganda marketiniana del gobierno central volvería a hacer campaña electoral con el anuncio de otra subida del salario mínimo interprofesional de 1.000 euros, que fue pactado sin contar con todos los agentes sociales entre el gobierno y los dos sindicatos subvencionados de la ultraizquierda, inconstitucionalmente subvencionados desde que se permitió tal privilegio cuando era presidente Leopoldo Calvo Sotelo con el gobierno (1980-1981) de la partidocracia de la Transición, el partido de Unión de Centro Democrático. 

			Fue rechazado por la Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE) y la Confederación Española de la Pequeña y Mediana Empresa (CEPYME) porque, como en las anteriores subidas, seguiría perjudicando la incentivación del empleo y a las medianas y pequeñas empresas, aumentado la economía sumergida. La razón estaba en que, por España, se pagaban muchos impuestos, que habrían que bajarse, como las cuotas sociales, porque se cobraba poco salario. Esto permitiría subir el salario mínimo interprofesional, que era

			 Eslovenia (1.110 euros), Francia (1.555 euros), Alemania (1610 euros), Bélgica (1626 euros) o Países Bajos (1.685 euros). La media de la Unión Europea se situaba en 1.002 euros. 

			A lo anterior, desde el Consejo de Ministros, se sumaba otra arma electoralista que vulneraba, como se había hecho en las elecciones generales del 2019, la Ley Orgánica del Régimen Electoral General (LOREG) al anunciarse una partida de fondos de 1.000 millones de euros del Proyecto Estratégico para la Recuperación y Transformación Económica (PERTE), cuya finalidad futurible sería la modernización e reindustrialización de las regiones de la España rural como la de Castilla y León, despoblada por el abandono de los gobiernos tanto del PSOE como del Partido Popular en todos los sectores productivos.

			Con una abstención alta del 40 % y una participación del 63,44 %, a mediados de febrero del año 2022, se celebraron las elecciones autonómicas en Castilla y León. Fueron ganadas por la partidocracia de centro derecha progresista-reformista laicista del PP, pero que fue un fracaso, porque esperaban una mayoría absoluta y se quedaron con una mayoría simple, abocada a pactos. 

			Quedaría multifragmentado un parlamento, que era de 81 escaños, siendo la mayoría suficiente para gobernar con 41: 31 para la del PP; 28 para la de otro fracaso más en elecciones autonómicas, el PSOE; la partidocracia neoliberal conservadora de derecha VOX de 1 en las anteriores elecciones obtuvo trece, partidocracia calificada como populista y de extrema derecha por las partidocracias de la izquierda y extrema izquierda, socialista y comunista; se hundió más aún la partidocracia de centro izquierda o derecha neoliberal progresista laicista de Ciudadanos, en las anteriores, con doce, se quedó con un escaño; un escaño, otro fracaso, también obtuvo la partitocracia neocomunista de extrema izquierda de Unidas Podemos; a estas dos partidocracias igualaban o superaban en escaños, siete, las provinciano-regionalistas con aspiraciones a un nacionalismo autocrátrico-autonómico de la España vaciada (despoblada) como Soria ¡Ya! (SY) con tres escaños, Unión del Pueblo Leonés (UPL) con tres y Por Ávila (XAV) con un escaño.

			Solo con la populista partidocracia neoliberal conservadora de derecha VOX fue factible hacer un gobierno de coalición con mayoría suficiente parlamentaria, bajo las condiciones de esta, que eran las de formar parte del gobierno y comenzar a tener, por primera vez, responsabilidades de gestión política en la administración de un gobierno autonómico para dejar de ser la muleta verde de la partidocracia neoliberal ganadora de las elecciones, el PP, la cual tenía ya que quitarse de encima el miedo atávico a la izquierda neosocialista, que siempre la ha despreciado e insultado de derecha, ultraderecha, franquista o fascista. También las partidocracias de izquierda y extrema izquierda, encabezadas por la del PSOE, más sus socios y aliados de las partidocracias de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, no dudaron en volver a lanzar sus anacrónicos y reaccionarios insultos guerracivilistas contra la partidocracia neoliberal de centro derecha reformista-progresista del PP por formar un gobierno autonómico con la populista partidocracia neoliberal conservadora de derecha VOX. 

			Sin embargo, VOX comenzaba a actuar en los 32 pactos programáticos de legislatura con el autocrático gobierno de Castilla y León presidido por el PP, como en Andalucía, traicionando a sus votantes, ya que matizaba, posponía, relegaba, a uno de los pilares en su programa y consignas para llegar a las instituciones, la completa eliminación de la totalitaria ideología de género. En cambio, lograba un compromiso para la derogación de la falsaria y guerracivilista Ley de Memoria Democrática impuesta por la partidocracia del PSOE y las partidocracias de extrema izquierda y de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas. Por el contrario, volvía a traicionar a sus votantes al pactar con la partidocracia del PP puestos de poder de manifiesto nepotismo a costa del despilfarro del gasto público.

			No resultó la sumisión a la supremacía inmoral de la izquierda que les chuleaba, insultaba y despreciaba para que hubiera renunciado a un pacto de coalición con VOX, a ello ayudó la autodestrucción por la descomposición interna de la partidocracia del PP a causa de la guerra intestina entre los grupos mafiosos de poder que lo conformaban y que los llevaría a una situación de desconfianza y descrédito político ante los votantes de centroderecha y de la sociedad civil. Una guerra intestina, prediseñada por el gobierno neonacional socialista comunista del gobierno en connivencia con el sector de la partidocracia neoliberal, que pretendía eliminar al otro sector enemigo de pactos de rendición con el gobierno y que sería reemplazado con la elección de un nuevo presidente del PP.

			Como resultado de la guerra intestina por el control del poder de la partidocracia del PP, que llevó a la dimisión y sustitución de su presidente, las encuestas demoscópicas de intención de votos entre febrero y marzo del año 2022, maquilladas por el progubernamental CIS, le daban un ligero repunte de un 23,8 %, lo mismo que a la partidocracia neoliberal conservadora de derecha de VOX, con un 16,3 %, pero que continuaba dando la victoria electoral a la partidocracia del PSOE con una intención de voto del 31,5 %. No obstante, retrocedía al socio del gobierno, la partidocracia radical neocomunista de UP, con un 11,8 %, mientras que la partidocracia neoliberal de centro izquierda o derecha en declive Ciudadanos bajaba a un 3,2 %. 

			El CIS, como siempre, descaradamente, comunicaba a la opinión pública que, pasara lo que pasara en la vida política de la maltrecha sociedad española, al marquetiniano presidente del gobierno neonacional socialista comunista y a su partido no le afectaba en nada su desastrosa gobernabilidad a la hora de gestionar los problemas propios de España y de la Unión Europea. 

			Aunque el CIS, en mayo de 2022, situaba a los partidos de la oposición con más escaños para gobernar con mayoría absoluta, mientras que con la izquierda, la ultraizquierda en declive y los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, la partidocracia del PSOE podría llegar a gobernar tras las siguientes elecciones generales, alcanzando de nuevo el poder del estado la partidocracia neosocialista de estrategia masónico laicista anticatólica junto a los aliados de la ultraizquierda neocomunista y los nacionalismos secesionistas del golpismo catalán y el filoterrorismo vasco-etarra.

			La diplomacia en asuntos internacionales del gobierno había sido nefasta, sobre todo, con las veleidades históricas contra España de la dictadura teocrática del Reino de Marruecos, que, para colmo, se dedicaba al espionaje del gobierno con el programa cibernético israelí de Pegasus, que los servicios de seguridad del Estado fueron incapaces de neutralizar. Espionaje, que afectó al presidente del gobierno y que fue utilizado por Marruecos como chantaje para lograr sus objetivos contra la nación española.

			Estaba perdida hasta que se quiso reactivar en enero del año 2022 cuando estalló la crisis política, económica y militar con la invasión y guerra contra Ucrania, una de las exrepúblicas pertenecientes a la genocida dictadura marxista leninista y estalinista de la extinta, pero añorada por el neocomunismo soviético, Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, que la Federación de Rusia, presidida por el dictador Vladimir Putin, amenazaba con invadir y recuperar, contando con el apoyo del patriarca de la nacionalista y cismática Iglesia ortodoxa de Moscú, que pretendía recuperar la unidad de los cristianos ortodoxos rusos, rota, cuando en el año 2019 se independizó del patriarcado moscovita, del cual dependía desde el siglo xvii la Iglesia cristiana ortodoxa de Ucrania. 

			La actitud antievangélica de que no se puede permitir que prevalezcan las fuerzas del mal que siempre han luchado contra la unidad de Rusia y la Iglesia rusa del patriarca de Moscú y de Toda Rusia, Kirill (1946), incitaba a la Federación de Rusia a una guerra fratricida entre los creyentes de las separadas iglesias cristianas ortodoxas de Ucrania y Rusia, y, de paso, también contra los cristianos católicos ucranianos de la Iglesia greco-católica de los ritos griego y latino. De bien poco sirvió la valiente disposición a la mediación diplomática de la Iglesia católica, cuando el papa Francisco se desplazó en persona a la embajada rusa en la Santa Sede.

			En Ucrania, desde hacía ocho años, ya había una guerra civil, no difundida, que había provocado más de 14.000 muertos entre ucranianos y rusos. El 30 % de la población era rusa. Desde 2014, la Federación Rusa se había anexionado varias regiones de Ucrania, algunas se proclamaron repúblicas populares de Donetsk y Lugansk, afines a la Federación de Rusia. A estos territorios, incluido el controlado por Ucrania, les reconocería la independencia en febrero de 2022. No tardaría en sumarse a la crisis de Ucrania, la dictadura bioterrorista de la República Popular China, apoyando con el silencio y consentimiento delas pretensiones rusas y con la compra de las materias primas de combustibles fósiles, como también hizo la India.

			España, como componente de la Organización del Atlántico Norte (OTAN), realizaba las maniobras militares conjuntas, habituales, en la zona del mar Negro, con aviones de caza, la fragata Blas de Lezo y el cazaminas Meteoro. La histórica carencia de una política de defensa militar y geoestratégica de la Unión Europea, de Europa, la hacía depender de las estrategias dubitativas de los Estados Unidos en la crisis político-militar de Ucrania. 

			Estados Unidos actuaría con ambigüedades cobardes, al igual que en la crisis de la península de Crimea en el año 2014, territorio que dependía de Ucrania, que fue invadida y luego anexionada por Rusia, debido a la pusilanimidad del expresidente Barack Obama (1961), como luego pasaría con el abandono de Afganistán en el año 2021, siendo ya el presidente, Joseph Robinette Biden Jr. (1942). Estados Unidos volvía a tomar un errático mando frente a la Federación de Rusia en una guerra de propaganda y contrapropaganda: amenazas de sanciones económicas, ciberguerra, estrategia política y militar, y del control de las materias primas y las finanzas internacionales.

			El 24 de enero de 2022, Estados Unidos llevaría a cabo una urgente videoconferencia con los presidentes de Europa y la Unión Europea de Alemania, Francia, Italia, Polonia y Reino Unido, más el presidente del Consejo Europeo y el secretario general de la OTAN, y dejaba fuera, como luego en posteriores reuniones, al presidente del gobierno de España, que volvía a ser minusvalorado por Estados Unidos por más que la prepotente propaganda gubernamental comunicara que «Nunca hubo una relación tan extraordinaria entre España Estados Unidos. Además, en relación con la crisis de Ucrania: «Sánchez lidera» y «Somos coautores de las decisiones sobre Ucrania».

			La política exterior siempre es asunto de la Presidencia del Gobierno, sin embargo, ante la situación de amenaza de la Federación de Rusia, los socios de coalición-cohabitación del gobierno neonacional socialista comunista, la ultraizquierda neocomunista de UP, esgrimieron un tendencioso no a la guerra, tendencioso pacifismo porque no rechazaban las pretensiones imperialistas del presidente de la Federación Rusa, el paranoico Vladimir Putin, sino la reacción culpable de la OTAN, Estados Unidos y la Unión Europea. El metaverso presidente del gobierno de la partidocracia del PSOE, tras haber dicho no a las 24 horas, daría marcha atrás y determinaría el envío de material bélico limitado para apoyar al ejército de Ucrania, como iban a hacer los gobiernos de Europa, pero más por la presión de la opinión pública europea y de la española, contraria a la invasión de Ucrania, de los socios políticos de la Unión Europea y los aliados de la OTAN.

			Las partidocracias neoliberales de centro derecha del PP, la neoliberal de derecha conservadora de VOX y la de centro derecha o izquierda de Ciudadanos apoyaron la decisión del presidente del gobierno.

			El ultraneocomunista socio necesario e indispensable para seguir en el poder a la partidocracia del PSOE era partidario de Vladimir Putin, como también, sus otros socios, las partidocracias neocomunistas ultrarradicales de los nacionalismos secesionistas vasco-etarra filoterroristas y del nacionalismo secesionista gallego. Estaban en la misma posición que la ultraderecha europea, que sostuvo un silencio condescendiente y cómplice con Vladimir Putin.

			Sin embargo, no se opusieron los otros socios sustentadores del gobierno, las partidocracias de izquierda y derechas del nacionalismo secesionista catalán golpista y del nacionalismo de la ultraderecha separatista vasca o de la ultraizquierda comunista valenciana.  

			Tampoco faltaría el apoyo solapado al neoimperialismo soviético de Vladimir Putin del llamado Grupo de Puebla, formado por las narcodictaduras de los populismos comunistas y socialistas iberoamericanos en colaboración con el neosocialismo y el neocomunismo hispanicida, del cual formaba parte el nefasto expresidente de un gobierno neosocialista de España, José Luis Rodríguez Zapatero. Además de pretender la desaparición de la OTAN, además de reclamar que se retirasen las sanciones a la Federación Rusa, manifestaron una falsa condena a la invasión y la guerra de Ucrania de sus camaradas rojos rusos, que estaban muy presentes en la política y en la economía de las dictaduras hispanoamericanas.

			La claudicante Unión Europea estaba maniatada porque dependía, un 47 %, de la energía del gas natural que procedía de la Federación de Rusia y Ucrania, además del trigo, de materias primas como la de los metales necesarios para la industria como el paladio, el neón o el titanio. Por su parte, Ucrania era el granero de Europa y, más en concreto, España importaba el 42,2 % de los cereales como el maíz, la cebada, el centeno, el trigo y la semilla de girasol. De igual modo, el gas y el petróleo de Ucrania Europa los necesitaba para la producción de fertilizantes y abonos. El coste de la independencia energética en relación con Rusia para la Unión Europea supondría unos 210.000 millones de euros. Durante décadas y décadas, los cínicos e insensatos eurócratas de la Unión Europea, de acuerdo con los dictámenes del globalismo transhumanista y masónico del Nuevo Orden Mundial de la ONU, se habían dedicado al economicismo globalista; a imponer las totalitarias leyes de la ideología de género, contra la familia natural de la mujer y el varón; a llevar al suicidio demográfico de Europa, con las leyes genocidas del aborto o de la eutanasia; a perseguir con la dictadura del relativismo consensuado, la conciencia e identidad histórica de Europa, los valores cristianos católicos, solo defendidos por Polonia y Hungría, que fueron amenazadas y sancionadas por la descristianizada Unión Europea; a favorecer el multiculturalismo de la inmigración caótica de mayoría filoislámica, desintegrador de la milenaria civilización cristiana y  grecorromana; así como a la imposición de las demagógicas propagandas del ecologismo verde catastrofista del cambio climático, del calentamiento global, para favorecer las aún no desarrolladas energías renovables, entregadas y subvencionadas a los grupos ecologistas, enemigos de la energía más asequible, económica, suficiente y desarrollada procedente de las emisiones de CO2 de los combustibles fósiles, de la energía térmica del carbón natural, de la energía nuclear o de la energía hidroeléctrica.

			La invasión y la guerra, provocadas por el paranoico reactivador del totalitario neosocialismo y neocomunismo imperialista soviético Vladimir Putin, aconteció el 24 de febrero de 2022 con el pretexto demagógico de la desmilitarización y desnazificación de Ucrania y la amenaza a la OTAN y a Estados Unidos de responder, como potencia nuclear y armas de última  generación, con «consecuencias más grandes de lo que ninguno de ustedes ha visto jamás en la historia» por sus apoyos «a los nacionalistas y extremistas de Ucrania», «la intimidación y el genocidio del régimen de Kiev, contra civiles, incluidos ciudadanos de la Federación Rusa».. 

			Las amenazas bélicas con «graves repercusiones militares y políticas» del dictador Vladimir Putin llegaban más allá de Ucrania y alcanzarían a Finlandia y Suecia, si estas naciones se atrevían a ingresar en la OTAN, como lo había pretendido Ucrania.

			La decadente y desmilitarizada Unión Europea se limitaría a reaccionar con masivas e inoperantes medidas de sanciones económicas, propaganda y cobardía, como los timoratos Estados Unidos y la OTAN, y otro tanto haría la inoperante Organización de las Naciones Unidas (ONU) con invocaciones al derecho internacional, a la Declaración Internacional de los Derechos Humanos (1948), que tanto han sido tergiversados, falsificados e incumplidos por la propia ONU, sustituyéndolos por los falsos nuevos derechos neomalthusianos, como los derechos reproductivos de la totalitaria ideología de género del Nuevo Orden Mundial. 

			La OTAN, Estados Unidos y los gobiernos de la Unión Europea cambiaron a una estrategia de ayuda armamentística y de protección a los ucranianos como defensa de los intereses ideológicos, pero, sobre todo, por el control de las materias primas de Ucrania porque las masivas  e inoperantes sanciones económicas, financieras, tecnológicas, políticas y diplomáticas no servirían para nada ni a corto, medio o largo plazo porque eran de ineficaces efectos económicos, político y estratégico militar, ya que la imperialista dictadura neosocialista y neocomunista de la Federación de Rusia controlaba el suministro de los recursos energéticos del gas, del petróleo y de otras materias primas, además, contaba con el apoyo de las oligarquías rusas del neocomunismo y el neosocialismo capitalista y con la ayuda aliada de la segunda, ya primera potencia mundial económica, militar y geoestratégica de la también imperialista dictadura neosocialista y neocomunista-capitalista de la República Popular China. 

			A la guerra armamentística, se añadía la guerra económica y energética, que igualmente afectaría tanto a la Unión Europea como a la economía global.

			Tras seis meses de la invasión y guerra de la Federación de Rusia de Ucrania, esta llevaba la ventaja en cuanto a la guerra y en cuanto a las repercusiones económicas, que, para Rusia, suponía un beneficio mensual de 14.000 millones de euros por la venta y control del gas y otras materias energéticas a las naciones de la Unión Europea, las cuales dependían del abastecimiento de Rusia y pagaban por ello, a pesar de su oposición y combate contra Rusia. A Rusia le servía para continuar haciendo negocio multimillonario y para mantener el gasto armamentístico que le suponía la invasión y guerra contra Ucrania.

			A la crisis por el cisne negro de la pandemia, se unía la crisis de otro cisne, el de la guerra de Ucrania, que provocar una subida de la inflación y lo peor, la posible estanflación y recesión por el aumento del precio de las materias primas indispensable del gas natural y el petróleo, de los combustibles, de la energía, de los suministros, del transporte y la bajada de los mercados bursátiles. La estanflación consiste en un crecimiento económico en declive y una inflación  en aumento. Muestra de ello fue que el IPC, en España, por febrero, llegaba al 7,6 %, algo que no se conocía desde los años ochenta del siglo xx. 

			En la eurozona se alcanzaría el máximo histórico de inflación interanual del 5,8 %. En España, con la más alta elevación de la tasa interanual, por el mes de febrero de 2022, el crecimiento económico era menor y la sociedad española sufría la mayor pérdida de poder adquisitivo en los sueldos de los asalariados. La inflación subyacente en los bienes y servicios se disparaba al 3 %, como un reflejo de que la inflación afectaba a todos los sectores de la economía española, a causa, sobre todo, de las subidas de los alimentos, las bebidas no alcohólicas, los carburantes y la energía eléctrica.

			Como siempre, para el gobierno neonacional socialista comunista, en la economía española no había ningún problema, y, como hizo con la nefasta y negligente gestión de la pandemia, echaba la culpa a la invasión y guerra de Rusia contra Ucrania como la responsable de la inflación, de la crisis económica galopante por las continuas subidas y el precio de la energía, que oscilaban entre los quinientos y setecientos euros el megavatio hora en el consumo de la electricidad sin dejar atrás las otras subidas de los carburantes, con el consiguiente encarecimiento de los precios del consumo. 

			El gobierno no era partidario de bajar los impuestos, con o sin el permiso de la Unión Europea, como ocurrió con el precio de las mascarillas anticovid. No se atreve a reducir el precio de la gasolina y el gasóleo, a reducir el IVA en donde más se necesitaba y donde se llevaba la mitad de los impuestos, como eran los hidrocarburos o la energía eléctrica. Lo haría, con dilaciones y engaños, de forma temporal, de modo transitorio, enrocado en su obsesión por recaudar. Solo en la recaudación por hidrocarburos, anualmente, suponía 12.000 millones de euros. Este afán recaudatorio no se daba en la Unión Europea, como en Francia, Alemania, Suecia, Irlanda, Portugal, Rumanía, Italia, Inglaterra, Bélgica o Polonia, que, con el cisne negro de la crisis económica por la pandemia y con el cisne negro de la crisis económica por la guerra de Rusia contra Ucrania, habían bajado o congelado los impuestos de la energía, de los carburantes; habían reducido o suprimido el IVA o rebajado la carga fiscal de los trabajadores.

			No tardaron en utilizar la propaganda marketiniana para sus intereses con el fin de minimizar la gravedad de la crisis económica-energética, las manifestaciones y los paros, como fue la de vender como un triunfo del ególatra presidente del gobierno que la Unión Europea había permitido que Portugal y España fueran una excepcionalidad para la limitación o bajada de los precios de la energía. Una limosna de la Comisión Europea, nada novedosa, porque Portugal y no España, como otras naciones de la UE, había tomado ya las medidas sobre la crisis energética, además, se tenían que ejecutar con la condición de que deberían ser revisadas y avaladas por el Consejo Europeo para evitar que alterasen el mercado de la energía. 

			Las naciones del norte de la Unión Europea, pero en especial Alemania, se negaron a intervenir los precios de la energía y a imponer un tope al del gas. Las partidocracias en España nunca han permitido que se europeizara al impedir que la nación española tuviera una relevancia, política y económica, convirtiéndola en un problema para la UE y para la sociedad civil.

			La táctica habitual de la propaganda de la dictadura marketing, del peor gobierno habido en la fracasada democracia en España, para camuflar su inoperancia ante la crisis económica y energética, fue la de primero publicitar mediáticamente su inexistencia y luego utilizar el decretazo ley gubernamental para imponer medidas confiscatorias antes que exponerlo en el Congreso de los Diputados. En el decretazo ley del eufemístico, tramposo, nada efectivo e insuficiente porque consistía en subvenciones y subidas de impuestos, el Plan de Choque de Respuesta a la Guerra, se anunciaban grandes medidas energéticas con el montante de 16.000 millones de euros como movilización extraordinaria de recursos públicos, desglosados en 6.000 millones de euros de ayudas directas y bajadas de impuestos, y en 10.000 millones de euros del Instituto de Crédito Oficial (ICO) para los préstamos que concediesen las entidades bancarias. 

			Estas medidas eran temporales, por unos meses, intervencionistas en todos los sectores, ambiguas y de gestión complicada, porque no se bajaba el IVA a los hidrocarburos como tampoco los impuestos; el precio de la luz eléctrica y del gas no se concretaban, no se aclaraban, porque dependía de la supervisión del Consejo Europeo; se atentaba contra la libertad del mercado laboral al prohibir que las empresas hicieran despidos cuando la tasa de desempleo del 13,65 % en primer trimestre del año 2022 continuaba situando a España como la primera nación de la Unión Europea, de Europa y de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos con más parados (3.174.700), por mucho que el gobierno blanquera que con la reforma laboral habían aumentado los contratos indefinidos, pero fijos discontinuos, cuando lo que había aumentado eran en un millón de hogares con todos sus componentes familiares en el paro y los ingresos confiscatorios en más de 54.749 millones de euros por los ingresos tributarios de Hacienda, superando los 45.530 millones de euros recaudados por la despótica presión fiscal en los impuestos de los contribuyentes en el año pandémico del 2021. 

			Desde mayo de 2022, España, por más que la propaganda marketiniana gubernamental maquillara haber bajado el número de parados en 2.922.991 personas y, en julio, el número de ocupados en una economía sobrecalentada, subía a 20,5 millones. Sin embargo, se falsificaban los datos, porque el Instituto Nacional de Estadística denunciaba que algunos trabajadores fijos discontinuos para trabajos temporales o estacionales, el gobierno neonacional socialista comunista nos los consideraba en la categoría de parados, cuando sí lo eran. Los datos del Eurostat demostraban que seguía encabezando las cifras de más parados de la Unión Europea con el 13,3 %. Detrás iban Grecia, con el 12,7 %, e Italia, con el 8,4 %, mientras que las naciones con menos parados eran República Checa, con el 2,4 %, Alemania y Polonia, con el 3 %.

			En resumen, con un aumento en el IPC, que traía un repunte de la inflación, por exceso del gasto público, en el mes de marzo de 2022, del 9,8 %, con subidas mensuales del 3 %, el más alto nivel desde el año 1985, más la inflación subyacente del 3,4 % y en mayo del 4,9 %, el gobierno, intervencionista y confiscatorio, no estaba dispuesto a renunciar a seguir recaudando y recaudando, como antes, durante, después de la pandemia en retroceso y con el pretexto, luego, de la invasión y guerra de la Federación de Rusia contra Ucrania.

			El primer trimestre del año 2022 manifestaba el fracaso económico y de empleo del gobierno neonacional socialista comunista con el mantenimiento de una inflación alta, en marzo del 9,8 % y en abril, menos, pero alta, del 8,4 %, que provocaba una destrucción de 100.000 puestos de trabajo, con 100.000 personas aún acogidas en los Expedientes de Regulación Temporal de Empleo, y una bajada de los salarios reales del más del 6 % no conocida desde el año 2012 cuando España estuvo cerca de la quiebra y que fue del 1,5 %. 

			La economía venía deteriorándose antes, durante y después de una pandemia, causando muertes en mayo de 2022 y con 12.238.073 contagios desde su inicio y luego con la invasión y guerra de la Federación de Rusia contra Ucrania. 

			El estancamiento de la economía mostraba en el crecimiento trimestral del PIB un 0,3 % por la caída del consumo de los hogares, por debajo de la media de las naciones de la Unión Europea, que era del 0,4 %. Se complicaban las eufóricas previsiones gubernamentales de un crecimiento del PIB en un 7 % al rebajarlo en un 4,3 %, pero que, para los economistas, se situaba entre un 3,7 % y un 3,9 %. Esto no ocurría con la mayoría de las economías de la eurozona, que se estaban recuperando a los niveles de antes de la pandemia. La economía española no, por la inflación y la desorbitada escalada de los precios y de la energía. El ruinoso e inepto gobierno le echaba la culpa al dictador imperialista soviético de Vladimir Putin por la invasión y guerra de Ucrania.

			En el primer semestre, en junio del año 2022, la deuda pública de las administraciones públicas del Estado batía un nuevo récord histórico al aumentar en un 116,8 % del PIB, lo que suponía 1,475 billones de euros, un 3,6 % más que en el año anterior, 2021. La deuda pública continuaba en aumento, una deuda pública cuyo mayoritario endeudamiento procedía del Estado despilfarrador y no tanto de las autocráticas comunidades autónomas, los ayuntamientos o la Seguridad Social. Las cuentas del Estado no estaban saneadas, sino saqueadas.

			La inflación se encaminaba al 10 %, el Fondo Monetario Internacional estimaba que la deuda pública continuaría por encima del 114 % del PIB hasta el año 2027 y con el déficit estancado en el 3,9 %.

			La inflación, la desaceleración económica colocaba a España en el primer lugar del índice de miseria de las naciones desarrolladas con una puntuación de 19,83, seguida de Grecia con dieciséis puntos e Italia con doce puntos. En cuanto a las autocráticas comunidades autónomas, encabezaban el índice de miseria Andalucía con 25,98 puntos, Extremadura con 25,15 puntos y Canarias con 23,81 puntos.

			Menos en las demás naciones de Europa, salvo por España, motivado por la situación de gravísima crisis económico-energética, aparecieron de nuevo por el mes de marzo de 2022 huelgas y paros en los sectores de la agricultura, la pesca, la caza, la ganadería y en el transporte de mercancías, que afectaría a la industria, a la hostelería, al turismo, a las empresas, a los comercios y a los supermercados. 

			Ante la huelga del transporte, el gobierno neonacional socialista comunista se mostró contundente y represivo con la movilización de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado para neutralizar a los piquetes informativos en las legislaturas gobernadas por la partidocracia neoliberal del PP. La izquierda neosocialista y la ultraizquierda neocomunista, junto a sus sindicatos subvencionados por el Estado, consideraban sus propias manifestaciones violentas como democráticas. De ahí que, cuando llegaron al poder, el gobierno despenalizó en las Cortes las actuaciones coactivas de los piquetes informativos, que en estas huelgas del mes de marzo contra las políticas de impuestos confiscatorios no se mostraron como sistemáticas actuaciones violentas. 

			Los sindicatos de izquierda y ultraizquierda subvencionados por el Estado, sin apenas afiliados, como los sindicatos estatales en tiempos de la dictadura franquista, apoyaban al gobierno neonacional socialista comunista, en tanto que este se inventaba otra coartada de las suyas para culpabilizar a lo que ellos llamaban ultraderecha, a la populista partidocracia neoliberal conservadora de derecha VOX, que le hacía el juego, según el gobierno, al dictador camarada ruso socialista y comunista de Vladimir Putin, de la huelga de transportistas y de las acciones coactivas de los piquetes.

			Ante esta situación de una economía de guerra, el gobierno seguía a la suyo, fuera de la realidad, proponiendo el III Plan Estratégico de Igualdad Efectiva entre Mujeres y Hombres para 2022-2025 del Ministerio de Igualdad, presupuestado en nada más y nada menos que en 21.319 millones de euros para continuar imponiendo las políticas ultrafeministas de la totalitaria ideología de género. 

			Miles y miles de millones de euros de dinero público, sin ninguna memoria económica para justificarlos, se repartirían entre las asociaciones y agrupaciones afines, en vez de destinarlos a paliar la gravísima situación social, económica y de desempleo por la que atravesaban los españoles. Una inversión histórica que superaba a los recursos económicos que debían recibir otros ministerios más necesitados e imprescindibles como el Ministerio de Justicia o el Ministerio de Defensa. Mientras, Hacienda recaudaba más y más, no se bajaban los impuestos de la energía.

			Llegaban nuevas elecciones autonómicas con negros pronósticos para asentarse en el poder nacional, para ello, el gobierno recurrir a su habitual estratégica de la tinta de calamar para ocultar a la opinión pública nacional los gravísimos problemas por las que atraviesa la fracasada democracia de España con una crisis sanitaria, económica, política, energética, social, de sequía crónica, territorial, demográfica suicida, laboral, de inmigración ilegal, cultural o internacional como la de Ucrania o Marruecos. 

			Marruecos volvería a agredir a España con otra invasión de inmigrantes ilegales cuando, a principios de marzo de 2022, tuvo lugar otro asalto por la inservible valla fronteriza de Melilla con Marruecos, de más de 3.500 inmigrantes ilegales, que se enfrentaron y golpearon con toda clase de medios violentos como garfios y piedras a las vendidas fuerzas de Seguridad de la Guardia Civil y la Policía, abandonadas y sin reforzar ni rearmar por las partidocracias antiespañolas que formaban el gobierno. 

			Otro tanto ocurriría meses después, en junio de 2022, cuando de nuevo el enemigo histórico del Reino de España, la dictadura teocrática del Reino de Marruecos, volvía a enviar más oleadas de inmigrantes ilegales hacia las islas Canarias y, sobre todo, a las hispanoafricanas ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, esta última recibiría una avalancha de alrededor de dos mil inmigrantes ilegales, que asaltaron la valla fronteriza con el resultado terrorífico de 37 muertos por parte de la policía marroquí, al otro lado de la frontera. Ante tal violación de los derechos humanos fundamentales, el presidente del gobierno, en lugar de condenar y lamentar la barbarie cometida por Marruecos, consideró las muertes y el asalto fronterizo como un incidente bien resuelto, tanto por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado de España como de la gendarmería marroquí, a la vez que culpaba de la tragedia a las mafias traficantes de seres humanos.

			Las autocráticas ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, que siempre han sido el objetivo a invadir de la dictadura teocrática del Reino de Marruecos, han estado abandonadas por las partidocracias que han gobernado en España, la primera y más responsable, la del PSOE. Desde que este comenzó a acceder al poder, con el demagogo expresidente socialista de varios gobiernos en España, Felipe González Márquez, que, antes de llegar al poder, renegaba de la entrada en la OTAN, y, una vez en el poder, favoreció el ingreso en la misma en 1982, pero dejando fuera del paraguas protector de la OTAN a las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla. 

			La OTAN —como el decadente imperio norteamericano de Estados Unidos y el imperialismo difuminado del histórico enemigo de España, el Reino Unido— nunca favorecerán la situación geopolítica de España, al contrario, la hundirán si la ocasión se presenta, bien, por el sur del Mediterráneo, con la invasión de Marruecos de Ceuta, Melilla, las islas Canarias y Andalucía o con el destrozo de la soberanía y unidad histórico-territorial interna de España, propiciado por los nacionalismos secesionistas y terroristas vasco-navarro-etarra y catalanistas en colaboración con las partidocracias del neosocialismo, del neocomunismo y del neoliberalismo.

			El 18 de marzo de 2022, la partidocracia del PSOE, en una carta al rey dictador teocrático islámico del Reino de Marruecos, del trilero presidente del gobierno, neonacional socialista comunista, se rendía al apoyar, tras 46 años después de lo contrario, la autodeterminación del Sahara Occidental como una provincia autónoma bajo la soberanía de Marruecos, en contra la resolución de la ONU, que en 1991 determinaba la celebración de un referéndum de autodeterminación para que los saharauis decidieran entre la independencia o la integración en Marruecos. Ni la ONU ni la Unión Africana nunca han reconocido la soberanía de Marruecos sobre el Sahara Occidental y, en cuanto a la Unión Europea, después de haberse opuesto, se sumó a las pretensiones de Marruecos y apoyó la cobardía del gobierno de España. 

			El felón presidente del gobierno y su partido, el PSOE, se doblegaban a las exigencias de los Estados Unidos, incluso de Alemania, Francia o Israel, por razones geoestratégicas para evitar la expansión del terrorismo islámico yihadista por la zona del Sahel y el Magreb, y evitar que controlasen las materias primas, los recursos energéticos y pesqueros, que también apetecían Estados Unidos y Canadá y, por supuesto, la Unión Europea, que, tras la invasión y guerra de la Federación de Rusia contra Ucrania, se había puesto en peligro su cobarde dependencia energética de más de cincuenta años. 

			Esta decisión era contraria a los intereses de Argelia y Mauritania, contraria también a su socio de gobierno en coalición-cohabitación, la partidocracia neocomunista radical de UP, partidaria de la independencia del Sahara Occidental, pero que se cruzaría de brazos y no rompería con los privilegios del poder que tenían en la coalición-cohabitación gubernamental neonacional socialista comunista.

			Se ponía en riesgo el suministro o el encarecimiento del 40 % del gas natural a España, que procedía de la islámica y militarista República Argelina Democrática y Popular, la cual calificaría semejante tropelía y cobardía como una segunda traición histórica a los saharauis después de los Acuerdos de Madrid71 el 14 de noviembre de 1975, nunca admitidos por la ONU, que se realizaron cuando estaba como presidente del gobierno español Carlos Arias Navarro y, en funciones interinas del Estado, el príncipe, luego rey, Juan Carlos I, porque el dictador Francisco Franco había caído enfermo. 

			Bajo las exigencias de Estados Unidos, se llevó a término el abandono de la colonia del Sahara Occidental por parte de Estado español, dejándolos en manos de Mauritania y Marruecos. 

			En el punto tercero de la Declaración de principios entre España, Marruecos y Mauritania sobre el Sahara Occidental de los Acuerdos de Madrid, se indicaba lo que luego no se cumpliría: 

			Será respetada la opinión de la población saharaui, expresada a través de la Yemáa». Una especie de asamblea conformada por jefes de tribu que realizó el franquismo para administrar el territorio.

			Marruecos y Mauritania se repartieron y disputaron el territorio saharaui hasta 1991, cuando se terminó la guerra y Mauritania lo dejaba en manos de Marruecos, pero con la condición de celebrar lo determinado por la ONU, un referéndum de autodeterminación, cosa que no hizo ni realizará, ya que la mayoría de los habitantes del Sahara Occidental son ya marroquíes. La Justicia española, más tarde, juzgaría a Marruecos por genocidio en la que fue la 53 provincia de España hasta 1976, el Sahara Occidental.

			El desquiciado gobierno presidido por Partido Socialista Obrero Español realizaba el pago y rendía pleitesía a la teocracia dictatorial de Marruecos para cerrar la crisis diplomática por haber acogido y hospitalizado por el coronavirus en abril de 2021, sin saberlo Marruecos, al líder y secretario del Frente Polisario del Sahara Occidental.

			A la afrenta de haber difundido el sultán islámico de Marruecos la filtración de la vil carta del impresentable presidente del gobierno, se añadía la prepotencia de no haber consultado antes al Congreso de los Diputados, y lo más seguro que ni tampoco al jefe del Estado, el rey Felipe VI, que, como en otras ocasiones vitales para España, estaba ausente, sin capacidad para actuar, mudo, inhibido, sujeto a las veleidades del gobierno, que informaría a posteriori al Congreso y luego este, el 7 de abril de 2022, votaría en contra de la entrega del Sahara Occidental por parte del presidente del gobierno y de su partidocracia, el PSOE, con 168 votos, para que se mantuviera la resolución de la ONU. Hubo 61 abstenciones y 118 votos a favor de la prepotente postura presidencialista y la de su PSOE, pero, sin el apoyo de sus socios de gobierno y de sus aliados parlamentarios neocomunistas radicales y los nacionalismos secesionistas y filoterroristas.

			Al igual que en otras más de sus actuaciones despóticas, la dictadura marketing neonacional socialista comunista utilizó otro pretexto, el de que hacía tal cesión y rendición a Marruecos para evitar la masiva inmigración ilegal por las islas Canarias, Ceuta y Melilla para, de esta forma, proteger a estas históricas ciudades del Reino de España, ciudades históricas abandonadas por las partidocracias hispanófobas del socialismo, el comunismo y el liberalismo, y que, en la política exterior del PSOE, a corto o largo plazo, se consideraban que alguna vez se entregarían a Marruecos y, de paso, las islas Canarias e incluso Andalucía.

			Con el pretexto de la crisis económica acentuada aún más con la invasión y la guerra de la dictadura neocomunista y neosocialista de la Federación de Rusia contra Ucrania, tuvo lugar la aprobación en el Congreso de los Diputados, el 28 de abril de 2022, del proyecto de ley por vía de urgencia del Decreto de medidas económicas anticrisis. Se aprobó en otra de las muchas contradicciones habidas con el gobierno de coalición-cohabitación, con 176 votos a favor, una abstención y 172 en contra, pero gracias al apoyo fundamental de la partidocracia radical neocomunista del nacionalismo vasco-etarra secesionista filoterrorista de HB Bildu, así como de las otras partidocracias neocomunistas, regionalistas y de los nacionalismos secesionistas vasco, catalanista y galleguista. 

			Se aprobó, como pago y sumisión, por haber espiado a los nacionalistas y golpistas catalanes el Centro Nacional de Inteligencia, para cambiar las reglas y así introducir en la Comisión de Secretos Oficiales del Congreso de los Diputados a todos los enemigos de la Constitución española de 1978, los nacionalismos secesionistas, golpistas y filoterroristas, vascos y catalanes. Votarían en contra la partidocracia socia del poder del gobierno, la del nacionalismo secesionista y golpista de ERC, por el espionaje contra los independentistas, junto a las partidocracias neoliberales del PP, VOX y Ciudadanos. La primera trató de pactar con el gobierno con la propuesta de la bajada de los impuestos como el IVA. El gobierno consideró una victoria del frente populismo guerracivilista dirigido por los nacionalismos secesionistas y filoterroristas contra la denostada derecha neoliberal y contra la Constitución española de 1978.

			Escándalos tras escándalos, el escándalo del espionaje con el programa cibernético israelí del Pegasus fue utilizado por la propaganda de la dictadura marketing neonacional socialista comunista para hacerse el propio gobierno de coalición-cohabitación tripartita la víctima, también, como sus socios parlamentarios golpistas del nacionalismo secesionista catalán, del espionaje del CNI y de los servicios secretos de la dictadura teocrática islámica de Marruecos. 

			Para satisfacer las exigencias de sus socios de poder, los neocomunistas radicales de coalición-cohabitación en el gobierno, más los nacionalistas golpistas catalanes, y mantenerse en el poder gracias a sus apoyos parlamentarios, el prepotente presidente del gobierno, por medio de una patética ministra del Ministerio de Defensa, destituiría y reemplazaría a la directora responsable del CNI por haber cumplido con su deber: llevar a cabo investigaciones, con orden judicial, que afectaban a la seguridad del Estado. Otra afrenta más, de las incontables, perpetradas por el gobierno, contra el Estado de derecho en España.

			La deconstrucción de la Constitución española de 1978 seguía su proceso de la mano de las partidocracias, encabezadas por el PSOE y las de los nacionalismos secesionistas del golpismo catalanista y del filoterrorismo vasco-etarra-navarro.

			La inoperante política internacional volvió a hacerse presente en junio de 2022 con la respuesta de la islámica y militarista República Democrática y Popular de Argelia, rompiendo relaciones diplomáticas y el Tratado de Amistad, Buena Vecindad y Cooperación, por la entrega del gobierno del Sahara Occidental a la dictadura teocrática islámica del Reino de Marruecos. 

			Se encarecía y se amenazaba con cortar el suministro del gas argelino y, además, Argelia  interrumpía el intercambio comercial de servicios y productos; las exportaciones y las operaciones bancarias y financieras; además, enviaba remesas de inmigrantes ilegales en pateras hacia las Islas Baleares, el Levante, lo mismo que Marruecos, que continuaba enviando más pateras de inmigrantes ilegales procedentes del Sahara a las islas Canarias y la costa de Andalucía, y más y más mafias de narcotraficantes del cannabis (hachís o marihuana) del que el Reino de Marruecos es una primera potencia productora, y que utiliza, al igual que la emigración masiva ilegal, como armas de desestabilización económica y social de las decadentes sociedades de la Unión Europea, que han perdido la identidad y la conciencia moral e histórica de lo que fue la civilización de Occidente, grecorromana y judeocristiana católica.

			Ante la grave crisis energética, el gobierno no tuvo otro remedio que buscar el suministro del gas en los Estados Unidos, que se convirtió en el primer suministrador del gas más caro, el gas licuado (con un 35,3 %-29,6 %), el doble de caro que el gas natural porque se extrae mediante la técnica de la fractura hidráulica, luego se transporta en buques metaneros; en segundo lugar, meses más tarde el tercero, por la traición del Sahara Occidental, Argelia (con un 25,3 %, luego un 21,6 %), con el gas natural que llegaba por el gaseoducto; el tercer suministrador (con un 14,6 %) estaba la nación del África occidental, la república federal de Nigeria, en profunda crisis política, económica, social, en guerra, miseria y hambruna, asolada por el terrorismo islámico de Boko Haram, que, junto a la tribu musulmana de los fulani, pastores y comerciantes nómadas de ganado y a la que pertenecían la mayoría del gobierno nigeriano, no cesaban en la persecución y el exterminio de los creyentes cristianos (cerca de 60.000 asesinados), ante lo cual, el gobierno de Estados Unidos, así como la inmensa mayoría de los gobiernos de la Unión Europea, caso de España, se callaban y consentían, salvo el gobierno de la nación de Hungría. Para mayor descaro e hipocresía, el gobierno neonacional socialista comunista de España y los gobiernos de la Unión Europea seguían financiado con miles y miles de millones de euros la invasión y guerra de Ucrania con la compra de hidrocarburos a la Federación de Rusia. Esta, a pesar de sus amenazas de cortar el suministro, ocupaba el cuarto puesto, para más tarde, pasar a ser el segundo con un 24,4 % de cuota, después del primero, Estados Unidos, como suministrador del gas natural licuado de España (con un 52 %), por más que no cesaba en la invasión y guerra contra Ucrania y era un aliado estratégico de Argelia. Gas ruso que se compraba a precio más bajo y que la dictadura marketiniana utilizaría para hacer negocio al venderlo a las naciones del norte de Europa a través del gaseoducto de los Pirineos que conecta España con Francia.

			Por el mes de junio de 2022, la información sobre la pandemia era escasa. La propagación de la misma aún no estaba controlada. Los datos oficiales elevaban el número de contagios desde el comienzo de la pandemia a 12.563.399 y, también, según los dudosos datos oficiales, 107.482 personas habrían fallecidos desde que se inició de la pandemia. Otros datos apuntaban a un mayor número de personas fallecidas, ya que no se tenían en cuenta los fallecidos por los efectos secundarios letales de la pantomima de la vacunación. Solo se daban dudosos datos a partir de las pruebas diagnósticas positivas. Camuflar los reales datos estadísticos sobre las repercusiones letales del coronavirus en España formaba parte de la política marketing del gobierno. ¿Algún día lo sabremos? ¿Algún día también podremos conocer las advertencias del Banco Central Europeo de que se avecinaba otro rescate económico y financiero para España?

			El Banco Central Europeo, por junio del año 2022, anunciaba el rescate extraoficial de España, como también de otros acompañantes gobiernos despilfarradores de las cuentas y devoradores de impuestos confiscatorios, Italia, Portugal, Grecia y la mismísima Francia.  

			El gobierno negaba, ocultaba y presumía de que la economía marchaba de maravilla, al igual que años atrás, por el año 2012, hacía y decía el gobierno que presidía don Mariano Rajoy Brey de la partidocracia neoliberal de centro derecha socialdemócrata del PP, que negaba el rescate directo de 100.000 millones para rescatar al sector bancario y al saneamiento del sector financiero con las consiguientes obligaciones y condiciones macroeconómicas que se concretaría en los recortes que se harían a través de medidas fiscales confiscatorias a los contribuyentes españoles con el fin de corregir el excesivo déficit público.

			Con ese deprimente panorama, camuflado por una dictadura marketing, se movieron las elecciones autonómicas, que volvieron a reaparecer por anticipado, el 19 de junio de 2022, en otro de los diecisiete microestados autocráticos del Estado de las autonomías, la Junta de Andalucía. Se hicieron convocando a los votantes en clave nacional como respuesta a la nefasta política de un gobierno en descomposición, incapaz de enderezar la nación española al borde de la quiebra, como evidenciaba la deuda pública de todas las administraciones, que continuaba desbocada, batiendo el récord histórico en el primer trimestre del año 2022 con 1,453 billones de euros y, en mayo, 1,456, correspondiendo el endeudamiento mayor a las autocráticas comunidades con más población: Cataluña, 83.722 millones de euros; Comunidad Valenciana, 53.049 millones de euros; la Junta de Andalucía, 35.865 millones de euros; la Comunidad de Madrid, 34.831 millones de euros. En segundo trimestre, la deuda del conjunto de las administraciones públicas alcanzaba el máximo histórico de 1,475 billones de euros, que, sobre el PIB, suponía el 116,1 %, unos 1,3 puntos menos porcentuales que en el primer trimestre que fue el 117,4 % del PIB. Tan desbocado estaba el endeudamiento público irresponsable por prebendas, gastos superfluos o subvenciones, más la inseguridad jurídica, que los fondos de inversión salían huyendo de la bolsa española.

			Con una participación del 58,36 %, donde la abstención resaltaba, la mayoría de los votantes andaluces se decantaron, por segunda vez, por la partidocracia neoliberal del PP, que había realizado una relativa buena gestión económica con los apoyos de las partidocracias neoliberales de VOX y de Ciudadanos. 

			Andalucía, en manos de la laicista anticatólica partidocracia del PSOE, fue durante casi cuarenta años el feudo de la corrupción, el nepotismo, la desindustrialización y la incultura. Contaba con la mayor tasa de desempleo de España y era una de las regiones más pobres de Europa. Los 102.000 millones de euros recibidos de la Unión Europea durante más de cuarenta años no fueron utilizados para el desarrollo y la transformación de la región andaluza. Tampoco había mejorado durante los casi cuatro años bajo el gobierno neoliberal de la partidocracia del PP en coalición con las partidocracias de C’s y Vox, ya que, en la región andaluza, en el año 2021, se empeoraba mucho más que en otras regiones de España en las tasas de pobreza creciendo en un año del 4,8 %, con un riesgo de pobreza y exclusión social y baja intensidad en el empleo del 38,7 %, frente al 27,8 % nacional. En la renta per cápita caía el doble, un 1,18 %, de 25.909 a 25.601 euros, en el conjunto de España, también bajaba del 30.690 a 30.522: el 0,44 %. 

			Alcanzaron de nuevo el poder los neoliberales del centro reformismo progresista socialdemócrata del PP con un triunfo histórico al lograr una mayoría absoluta de 58 escaños (43,13 %), que no renunciaban a seguir las radicales políticas de ingeniería social retroprogresistas de la totalitaria ideología de género del promiscuo género fluido; el mantenimiento de la hispanófoba y guerracivilista memoria histórica socialista, junto al mantenimiento y la ocultación del nacionalismo secesionista de la idílica república islámica socialista de Andalucía, invento del converso al islam como Ahmad Infante, el anarco-ácrata federalista filoislámico, Blas Infante Pérez de Vargas (1885-1936)72, otro más de los falsarios e impostados padres de las patrias hispanicidas, padre de una patria andaluza musulmana y anticristiana católica; la asunción insostenible del ecologismo demagógico del catastrofista cambio climático del Nuevo Orden Mundial con los globalistas y milenaristas objetivos de desarrollo sostenible de la tecnocrática Agenda 2030 o la persecución laicista de la libertad religiosa y de conciencia, la destrucción o arrinconamiento de los símbolos cristianos católicos, como las cruces. La misma línea retroprogresista de la partidocracia del PSOE, que se hundía al obtener su peor resultado en las elecciones autonómicas de Andalucía, con treinta escaños (24,09 %).

			El tercer lugar lo ocuparía la partidocracia, más nacionalista que cristiana católica, neoliberal conservadora de derecha populista de VOX, que, por más que aumentara en dos escaños los resultados, con catorce escaños (13,46 %), se estancaba y no alcanzó sus expectativas de haber sacado más votos para condicionar las políticas del partido ganador, el PP, que de no haber sacado mayoría absoluta hubiera tenido que pactar de nuevo con VOX para la conformación del poder del nuevo gobierno autonómico.

			Como se vaticinaba, a causa de las erráticas políticas nacionales de sus dirigentes políticos, llegó el total hundimiento de la partidocracia neoliberal progresista de izquierda o derecha, la felpudo-comodín-bisagra-veleta de Ciudadanos, ya que no obtuvo ningún escaño cuando en la anterior cita electoral había alcanzado los veintiún escaños.

			Exactamente igual que la partidocracia del PSOE, obsesionados con el desgastado insulto del fascismo y de la extrema derecha contra los enemigos políticos de las derechas neoliberales, fracasaron y se estrellaron también las enfrentadas partidocracias neocomunistas anticatólicas, que se habían dividido en la partidocracia coalición neocomunista de extrema izquierda feminista y ecologista, Por Andalucía, con cinco escaños (7,68 %) y en otra partidocracia de coalición neocomunista de extrema izquierda feminista, ecologista y del fracasado nacionalismo blasinfantiano filoislámico, Adelante Andalucía, con dos escaños (3,29 %).

			A la vista de los resultados ideológicos en las elecciones autonómicas andaluzas, el bipartidismo parecía anunciar su regreso a la política española. Ante otro revés contundente en otras elecciones autonómicas, el gobierno marketiniano respondió con la Ley de Memoria Democrática, la ley del gerracivilismo del Frente Popular, para proseguir con la falsificación de la historia de la nefasta II República y la guerra civil española (1936-1939); para proseguir viviendo del cuento del franquismo; para proseguir con la falsificación y el blanqueamiento de los crímenes del terrorismo vasco-navarro-etarra estalinista; para proseguir con la falsificación y denigración de la transición democrática; para perseguir, arrinconar, atacar, derribar, humillar y despreciar al idioma oficial y constitucional del español en nombre de las subvencionadas y minoritarias e hispanófobas lenguas o minúsculas variedades dialectales de los nacionalismos y los regionalismos secesionistas: las catalana, vasca, gallega, aragonesa, occitana y asturiana, todas ellas de ínfima o limitada influencia cultural frente a la universal lengua de cultura, el español.

			Y, por supuesto, a los pocos días de otro varapalo electoral, volvería a reactivar la propaganda marketing de las rebajas fiscales a las familias, como fue el ficticio decreto de rebajar el IVA de la luz del 10 % al 5 % después de meses y meses, y los que vendrían, de haber recaudado ingentes miles de millones de euros de los contribuyentes, la inmensa mayoría, españoles con escasos recursos y españoles trabajadores de la clase media. Además de los tremendos recargos fiscales confiscatorios a las compañías eléctricas y de hidrocarburos, la luz eléctrica, como la energía de los combustibles fósiles, seguiría subiendo y subiendo por la imparable crisis y la inepta gestión del facistol gobierno neonacional socialista comunista. 

			En junio de 2022, el gobierno marketiniano anunciaba otro gasto público de 9.000 millones de euros con otro decretazo ley con falsas medidas anticrisis y contra la inflación galopante, entre ellas, además de la rebaja del IVA de la luz del 10 % al 5 % y reducir veinte céntimos el litro de gasolina, se añadieron otros subsidios como poner un límite a la bombona de butano o el de los abonos al transporte público del Estado, de las autonomías y de los ayuntamientos, entre un 30 % y un 50 %, y otro bono-voto-cheque de un solo y único pago de doscientos euros, no mensuales, para cuatro millones de personas con rentas de ingresos mínimos de 14.000 euros anuales y, además, una revalorización del 15 %, sesenta euros más al mes, a las pensiones de invalidez y de las no contributivas a los pensionistas que jamás quisieron cotizar y cobrar a costa de los que cotizaron. Otra medida populista neosocialistacomunista fue la de un impuestazo a las empresas eléctricas y petroleras para recortarles los beneficios extraordinarios por sus ingresos, pero que luego pagarían los contribuyentes subiendo más los impuestos a la energía eléctrica y de los hidrocarburos.

			Por otro lado, como de la invasión y guerra de Ucrania por la Federación de Rusia necesitaba más propaganda, determinó que de los 125.000 refugiados ucranianos más de 40.000 recibirían una subvención de cuatrocientos euros y cien euros más para las familias a cargo con menores de edad. No tardaría mucho en abandonar a las familias ucranianas, muchas de ellas optaron por regresar por la falta de recursos y ayudas económicas, de redes familiares de acogida y la saturación de los servicios municipales y centros de asilo y refugio.

			Los datos del Instituto Nacional de Estadística mostraban que la inflación se desbocaba en junio como la más alta desde 1985, un 10,2 % en el índice de Precios de Consumo, y, aún peor, que la inflación subyacente era la más alta en los treinta últimos años del 5,5 %. 

			En julio de 2022, continuaban subiendo el IPC, rondando en un 10,8 %-10,7 %, y la inflación subyacente en un 6,1 %, la más alta desde el año 1993. 

			En el asfixiante mes de agosto, con la más alta subida en el precio de la energía eléctrica de 476,39 euros el megavatio hora (MWh), la inflación seguía igual por más que la propaganda marketing del gobierno se ufanara de que había mejorado, debido a los carburantes, al quedarse en unas décimas menos, en un 10,5 % del IPC. Pero con una inflación subyacente en aumento del 6,4 %, la más elevada desde enero de 1993.

			España, en agosto de 2022, además de ser la que tenían la mayor tasa de parados, el 12,6 %, era una de las naciones de la eurozona con más inflación interanual, mientras que Alemania tenía un 8,8 %, Italia un 9 %, Portugal un 9,4 %, Irlanda un 8,9 %; en cambio, la economía de Francia mejoraba con una reducción del 6.5 %. La inflación interanual más alta la tenía Estonia con un 25,2 %, Lituania con un 21 % y Letonia con un 20,8 %.

			La inflación de la eurozona batía otro récord histórico en agosto de 2022 con una inflación interanual del 9,1 %, al igual que la inflación subyacente que había subido a un 4,3 %. En tanto que en la Unión Europea, la inflación interanual se incrementaba con un 10,1 %.

			En España, se demostraba la ineficacia y los desaciertos del gobierno para frenar los precios, que también en julio de 2022 habían subido el doble que otras naciones como Alemania (8,5 %), Italia (8,4 %) o Portugal (9,4 %).

			La inflación interanual se debía a las altísimas subidas en los precios de los combustibles, los alimentos, la energía, los alimentos, la electricidad, las bebidas alcohólicas o el tabaco.

			A pesar de ello, el gobierno volvía a negar lo evidente y no reparaba en las subvenciones, en los despilfarros de subvenciones, que deberían haberse realizado con recortes en el descomunal gasto público y no, como se hizo, a través de un nuevo aumento la deuda pública, en julio, de 1,486 billones de euros, con lo cual se aumentaba la inflación, que corría el riesgo de encaminarse hacia la recesión y, de paso, se condenaba a empobrecer aún más a la población y amenazaba el fin del idílico estado del bienestar materialista y consumista.

			La inflación ya estaba presente antes de la invasión y guerra de Ucrania por parte de la Federación de Rusia. De la elevada inflación se aprovechó la dictadura marketiniana para recaudar y recaudar a mansalva, mientras que se hundía el poder adquisitivo de los españoles. Ello permitía en julio del año 2022 que las arcas del Estado aumentasen por medio de los impuestos de recaudación de impuestos como el IVA y el IRPF en 22.283 millones de euros, extras, más que los ingresados por las mismas fechas en el año 2021. El gasto público no cesaba de crecer y crecer a costa del aumento del empobrecimiento de la población. Tanto era el despilfarro que se sustentaba en unas continuas recaudaciones de impuestos, que el gobierno dispararía el mayor gasto público de la historia en 198.221 millones de euros para el año 2023 con el pretexto demagógico y populista de afrontar la crisis financiera provocada por la invasión y guerra de Rusia contra Ucrania cuando su objetivo único era mantenerse en el poder, fuera como fuera.

			Inseguridad jurídica, inseguridad laboral, inseguridad en los mercados y asalto político-mediático a las grandes empresas para trocearlas o controlarlas, como la multinacional estratégica tecnológica INDRA, que entre otras las múltiples funciones se dedicaba a las telecomunicaciones y a los servicios públicos, como la seguridad y la defensa nacional o el control y recuento de los votos en las elecciones. Controlarla suponía para las próximas elecciones generales, una posibilidad de manipular los resultados y, de este modo, continuar en el poder, como hacían las narcodictaduras terroristas castro-chavista-bolivarianas en Latinoamérica o, como se supone que hicieron, en las últimas elecciones presidenciales de Estados Unidos, los izquierdistas del Partido Demócrata para derrocar del poder a los conservadores del Partido Republicano. 

			Entre el mes de junio y julio del año 2022, con 12.973.615 de contagios desde el inicio de la pandemia, las urgencias sanitarias de toda España se hallaban saturadas por los numerosos ingresos hospitalarios de la séptima u octava olas de los sublinajes B.4 y B.5 de la variante ómicron del coronavirus, lo cual era obviado por la dictadura marketing, porque continuaba ocupada en otros asuntos, como el de la falsaria Cumbre de la OTAN ya prevista años atrás en Madrid, cuyo acuerdo principal fue dar entrada a nuevos aliados, Suecia y Finlandia, ante las amenazas globales geoestratégicas y energéticas tanto de la Rusia invasora y en guerra contra Ucrania, como de la potencia política, económica y militar de la dictadura comunista China. 

			Rearme y reinicio de otra guerra fría, rearme como negocio para la industria armamentística del neoliberalismo globalista de Estados Unidos, que, además, se convertía en el mayor suministrador de recursos energéticos para, en ambos casos, hacer negocios multimillonarios al tener bajo su control a las naciones de la Unión Europea.

			Las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla siguieron en la misma posición de desprotección geoestrátegica del Tratado Atlántico por mucho que la propaganda internacional y nacional del gobierno marketing difundiera que la Cumbre de la OTAN había resultado en gran éxito.

			A la vez, también era una paranoica obsesión o, para ser precisos, la paranoica obcecación del metaverso presidente del feminismo plus en el gobierno por el control total de todos los poderes mediático-políticos, de todas las instituciones del Estado. 

			Desde el Poder Ejecutivo, se había asaltado y controlado a la Fiscalía General del Estado; ya se controlaba al Centro de Investigaciones Sociológicas y al Tribunal de Cuentas; se preparaba hacer lo mismo con el Instituto Nacional de Estadística para el control de los datos estadísticos sobre el Índice de Precios de Consumo y del Producto Interior Bruto, y con otras instituciones; se trataba de imponer una mayoría de jueces progresistas neosocialistas y neocomunistas en el Consejo General del Poder Judicial y en el Tribunal Constitucional para controlarlos y perpetuarse en el poder junto a los nacionalismos secesionistas y filoterroristas vasco-etarra y catalanistas. 

			La apoteosis del gobierno llegó con el panfletario discurso del metaverso presidente del mismo sobre el debate sobre el estado de la nación el día 12 de julio de 2022. La propaganda gubernamental del intervencionismo estatal retroprogresista lanzó unas subidas extraordinarias fiscales de impuestos de carácter temporal de 7.000 millones de euros a los beneficios de las grandes empresas de la energía (eléctricas, gasistas y petroleras) y de las entidades bancarias con el fin de continuar recaudando más y más, pero que quienes al final lo pagarían con sus cuentas, depósitos, hipotecas, ahorros, planes de pensiones, el recibo de la luz y el gas sería la clase trabajadora, la vapuleada clase media con todo tipo de impuestos, toda la población española. 

			Las consecuencias no tardaron en aparecer a las pocas horas, en el mismo día. Las medidas confiscatorias provocaban un hundimiento en las cotizaciones de la bolsa con una pérdida de 5.312 millones de euros en los cinco bancos del Ibex. 

			La economía no remontaría, pero la partidocracia del PSOE en el gobierno neonacional socialista comunista esperaba remontar en las próximas elecciones generales para seguir gobernando con las partidocracias ultrarradicales del neocomunismo y de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas al cambiar de enemigo estratégico marketiniano, que ahora no sería la ultraderecha de la populista partidocracia neoliberal conservadora de derecha VOX, sino las grandes empresas, los empresarios explotadores, las grandes entidades financieras de los bancos y los mercados, culpables, de la crisis total, de la inflación.

			El triunfalista y populista intervencionismo estatal de la pluripartidocracia, en coalición-cohabitación, abarcó todo los ámbitos de la vida pública y privada, todos los sectores de la producción privada y pública en una educación estatalista del laicismo radical anticatólico, hipercontrolada, sin calidad ni excelencia cultural y profesional; en un ecologismo reaccionario antinuclear de la demagógica transición ecológica contra el inexistente catastrofismo medioambiental del confiscatorio cambio climático o el calentamiento global; en un paneuropeísmo economicista y decadente a costa de esquilmar la nefasta gestión de los multimillonarios fondos de las ayudas dadas por la Unión Europea, que había provocado el hundimiento y la desaparición de miles de pequeñas y medianas empresas; en un despilfarro de gasto público en subvenciones y en la aún no desarrollada industria verde de las energías renovables, costosas por su escaso avance tecnológico y aportación a la producción, almacenamiento y al consumo de energía.

			Triunfalismo populista de una democracia totalitaria en manos de unos traidores salvapatrias que han ido a por todas como controladores de todas las instituciones del Estado de derecho, que se ufanaban de haber combatido la inflación en caída libre o el paro mayor de la Unión Europea; que presumían de haber vencido o controlado la crisis sanitaria y económico-social provocada antes, durante, después de la pandemia, así como antes y durante de la invasión y guerra de Ucrania, provocada por la dictadura neosocialista y neocomunista Federación de Rusia, a la cual el gobierno le seguía y le seguiría comprando gas natural; que proclamaban haber solventado, con ayudas que nunca llegaban a los perjudicados, las catástrofes meteorológicas de las borrascas con inundaciones, las catástrofes medioambientales de los insaciables incendios forestales o de la catástrofe natural del volcán de Cumbre Vieja en Canarias. Catástrofes sobrevenidas en muchos de los diecisiete microestados autocráticos, del desarticulado y desvencijado Estado de las autonomías, agobiadas por la inmigración ilegal e irregular del multiculturalismo globalista, descuartizadas por la antihistórica Ley de Memoria Democrática que ampara al terrorismo vasco-navarro-etarra y liquida la Transición para favorecer a los nacionalismos secesionistas vasco-navarro-etarra filoterrorista y catalanista, hispanicidas contumaces, destructores de la conciencia, la identidad y la soberanía histórica de la primera nación nacida en Europa, España.

			Al patético triunfalismo populista no le faltó el encumbramiento dictatorial de las leyes inicuas contra la dignidad y la libertad de las personas amparadas por la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948), derechos humanos de la ley y la moral natural, que han sido liquidados por los fraudulentos principios y contravalores ideológicos del Nuevo Orden Mundial de las Naciones Unidas, algo propio de los democracias totalitarias del terrorismo de estado como el fascismo o el nazismo; como el neosocialismo, el neocomunismo o el neoliberalismo. 

			Es lo que han sido las leyes parlamentarias contra el derecho a la vida, tanto las referidas a los falsos derechos al aborto, a la eutanasia, a la manipulación genética para destruir embriones humanos como las falsas leyes de la totalitaria ideología de género del transhumanismo y el posthumanismo, que dinamitan el bien común de la familia mujer, varón e hijos, fundamento histórico antropológico del progreso y el desarrollo integral de las sociedades civilizadas.

			Antes y después del triunfalista y populista debate sobre el Estado de la nación española, antes y después de una remodelación-marketing del gobierno, las encuestas demoscópicas de intención de voto, más en concreto a finales de julio de 2022 y meses siguientes, deban como ganador a la partidocracia neoliberal de centro reformista progresista del PP, entre 138-140 (32,2 %) escaños, a 36 de la mayoría absoluta, pero que podría gobernar, aunque estuviera en horas bajas, con los 43-45 (14,4 %) escaños de la partidocracias neoliberal populista de derecha conservadora VOX; la izquierda, encabezada con la partidocracia neosocialista del PSOE, con 93-5 (24,5 %) diputados y sus aliados de coalición-cohabitación en el gobierno junto a los nacionalismos secesionistas y filoterroristas estaban en la baja, como la partidocracia de los ultra-neocomunistas de Unidas Podemos, con entre veintitrés y veinticinco escaños (9,7 %).

			Para contrarrestar esta situación desfavorable en intención del voto electoral, el gobierno neonacional socialista comunista puso de nuevo en marcha la dictatorial propaganda marquetiniana, anunciando y aprobando una nueva cifra de récord histórico en la elaboración de los Presupuestos Generales del Estado al situar el techo de gasto para el año electoral de 2023 en la despilfarradora cifra de más de 266.719 millones de euros en gasto social, cuando la inflación se encontraba en el 2022 por encima del 9 % del PIB. Pero el gasto total se situaba en la macrocifra final de 583.543 millones de euros, la mayor de la historia. 

			Las pensiones de los jubilados (8,5 %), el sueldo de los funcionarios (2,5 %) y la desorbitada deuda pública, con máximos históricos —que en agosto de 2023 era de 1,491 y en septiembre de 1,504 billones de euros— se comían la mitad de los Presupuestos Generales del Estado. Camino de la amenazante recesión, España, en el segundo trimestre, era, en la Unión Europea, la segunda nación con más déficit estructural del 4,3 % del PIB y la cuarta con más deuda pública con el 116,1 %. Superaban a España Grecia con una deuda del 182,1 % del PIB, Italia con un 150,2 % y Portugal con un 123,4 %. El gobierno neonacional socialista había aumentado la deuda pública española en 300.000 millones de euros, que conllevaba más y más impuestos a la vez que se gestionaba de forma nefasta el oscuro reparto de los fondos para la recuperación económica regalados por el Banco Central Europeo.

			Frente a las previsiones económicas irreales del gobierno, la previsión del Banco de España era del 5,6 % en el año 2023 y del 1,9 % para el 2024. El PIB no crecería el 2,1 % en el año 2023, sino que bajaría al 1,4 %. De igual manera, el Fondo Monetario Internacional tumbaba las previsiones económicas del gobierno, en un crecimiento del PIB del 1,2 %. La inflación, aunque se hubiera moderado en septiembre del 2022 por las medidas temporales para el abaratamiento de la electricidad, los carburantes y el transporte, con un IPC del 8,9 %, seguía siendo grave, como la inflación subyacente del 6,2 %. Los alimentos y bebidas alcohólicas alcanzaron la subida histórica del 14,4 % en la variación anual, la más elevada desde el año 1994.

			La economía se estancaba por la crisis inflacionista y de la energía, la cual provocaba la disminución de la riqueza de las familias, mientras que aumentaba en octubre de 2022 en 41.864 millones de euros extras la recaudación fiscal del Estado. Los engañosos presupuestos de más gasto en justicia social para la protección de las clases medias y trabajadoras y colectivos más vulnerables más bien suponían un auténtico despilfarro antisocial y un atentado contra la prosperidad económica de los españoles, un endeudamiento para varias generaciones. No le importaba al gobierno en el poder, que, para mayor descaro y desvergüenza, frente al no aumento en los salarios de la clase media, se subiría los sueldos del presidente y los ministros en un 4 %, más que la subida fijada para los funcionarios. De igual modo, se aprobaría en el Congreso una subida de los sueldos de los diputados del 3,5 %. Sin embargo, el gobierno, antimonárquico, congelaba la aportación presupuestaria para la casa real. 

			La distribución de las partidas de gastos de los Presupuestos Generales del Estado se hicieron favoreciendo las partidocracias que sustentaban en el poder al gobierno neonacional socialista comunista. Como siempre, las más favorecidas fueron las de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas. Sin reparos, se favorecieron las inversiones a las autocráticas autonomías en manos de las partidocracias secesionistas vasco-navarro-etarra filoterroristas, sustentadoras parlamentarias del gobierno.

			La más agraciada del nacionalismo independentista fue la autocrática autonomía secesionista de Cataluña con una inversión de gasto superior a todas las demás autocráticas comunidades autónomas, que recibiría 2.508 millones de euros, el 17,2 % del total presupuestado, mientras que la de Madrid, la tercera en inversión real, recibiría menos, 1.305 millones de euros, el 9,7 % del total de inversiones. La autocrática autonomía de la Junta de Andalucía era la segunda con más gasto presupuestario asignado, con 2.318 millones de euros, que tendrían que haber sido más al ser la región con mayor extensión territorial y mayor población. La distribución a las demás autocráticas comunidades autónomas se hizo favoreciendo en aumento del gasto de inversión a las que eran de la misma línea ideológica del gobierno, como fue el caso de la autocrática comunidad de Valencia, que fue la cuarta más beneficiada con 1.269 millones de euros. Se dieron menos inversiones en las gobernadas por las partidocracias neoliberales como eran Murcia con 481 millones de euros y Castilla y León con 955 millones.

			Ello suponía el aumento de la presión fiscal, de los impuestos, más impuestos a la energía y a las grandes fortunas. La partidocracia neoliberal en la oposición del PP respondería con la contrapropaganda de bajar los impuestos y quitar o limitar varios impuestos confiscatorios que ellos también mantuvieron cuando gobernaban: el impuesto de sucesiones y donaciones y el impuesto de transmisiones patrimoniales.

			Tampoco podía faltar otras cifras récord históricas en julio y agosto de 2022, en el mes con más parados desde hacía veintiún años (en julio, 2.883.812; en octubre, 2.914.892, el 12,68 %), datos laborales del gobierno, falseados, porque el dato real de paro efectivo era en octubre de 3,35 millones de parados, ya que se ocultaba casi medio millón de desempleados reales y solo subía el empleo público con 3,5 millones de funcionarios y mucho menos el sector privado, paralizado, pero que era quien sostenía con diecisiete millones de salarios al sector público estatal; también, eran menos los cotizantes a la Seguridad Social (en julio, 20.111.143, aunque en octubre aumentaría a 20.283.786). La contratación indefinida a tiempo completo estaba a la baja, los temporales eran del 54,25 % y más del 62,17 % de la contratación indefinida carecía de una jornada completa de trabajo: trabajo precario. Las distorsionadas cifras de parados del gobierno por medio de la propaganda marketing del instrumento político de las oficinas del Servicio Público de Empleo Estatal continuaron en noviembre falsificando las estadísticas de otros medios independientes sobre el empleo y los parados al inventarse la también indignante cifra de 2.881.380 (12,5 %) de personas sin trabajo cuando la creación del mismo se estancaba. 

			Otro tanto ocurriría con las cifras de parados en diciembre de 2022. La propaganda gubernamental daba la falsa cifra de 2.837.653 parados, menos parados por el aumento del empleo, pero se ocultaban 483.262 de los no ocupados, de los que estaban en cursos formación, de los parados de disposición limitada y los que estaban en los ERTE, con lo que la cifra real de parados rondaba los 3.320.915. Ello sin sumar la trampa de los falsos empleados discontinuos, que ocultaba una bolsa del alrededor de otro medio millón más de parados.

			En octubre, noviembre y diciembre, el IPC continuaba mostrando una inflación anual moderada del 7,3 %, luego del 6,8 % y del 5,8 % por la relativa bajada del precio de la energía; pero no impedía el constante encarecimiento de los alimentos y bebidas no alcohólicas, en muchos productos superiores al 20 %. Sin embargo, el índice general relativo a los alimentos no elaborados ni a los productos energéticos, es decir, la elevada inflación subyacente se mantenía en el 6,2 %, luego subía al 6,3 % y al 6,9 %, en la eurozona el máximo histórico era del 5 % y la tasa anual de la inflación era del 10,1 % y en toda la Unión Europea era del 11,1 %. La inflación continuaba enriqueciendo la recaudación del fisco en manos del gobierno neonacional socialista comunista con 27.913 millones de euros, mucho más que en el año 2021.

			Estos datos demostraban la desaceleración de la economía en España, se acercaba la tan temida recesión. A ello se añadía que el Banco Central Europa encarecía el precio del dinero en un 2,25 %, al subir el tipo de interés al 0,75 %, el nivel más alto desde 2009, a la vez que asfixiaba al sector privado negándole los créditos y priorizaba reinvertir en títulos de deuda pública. 

			Para contrarrestar esta situación, el gobierno llevó a cabo el aumento en un 4,6 % de las pensiones, 10.845 millones de euros. Para el año 2023, supuestamente, las actualizaba de acuerdo con el Índice de Precios de Consumo con 19.888 millones de euros, revalorizándolas con la mayor subida en la historia de las pensiones en un 8,5 %. Subida ficticia, propagandística, tramposa y un saqueo confiscatorio, porque no actualizaron el IRPF de acuerdo con la inflación real del IPC y tributarían, pagarían a la Hacienda estatal, según el IRPF. El sistema de pensiones se encaminaba hacia la quiebra por cada vez más jubilados y menos cotizantes, a causa de la baja natalidad, el envejecimiento de la población española y una mayor esperanza de vida. Los pensionistas eran, en 2021, 8.990.596, un caladero de votos que había que seguir explotando con la propaganda de la revaloración de las pensiones.

			Tras trece años, llegó ratificación de la sentencia del Tribunal Supremo sobre el mayor caso de corrupción en España y Europa, en una España desquiciada por el simulacro de más de cuarenta años democracia descompuesta, y en nada española, protagonizada por la partidocracia neosocialista del PSOE. Era el escándalo o caso de los ERE (Expediente de Regulación de Empleo) (2009-2022), llevado a cabo por varios gobiernos socialistas en la Junta de Andalucía. 

			El Tribunal Supremo daba el fallo de diecinueve condenas de altos cargos socialistas por los delitos de malversación y prevaricación de más de 680 millones de euros de fondos públicos del denominado fondo de reptiles, que estaban destinados a las prejubilaciones, a las ayudas de empresas en crisis y a parados. Entre los condenados se encontraban dos expresidentes en varios gobiernos de la Junta de Andalucía, que también fueron antes ministros en varios gobiernos socialistas de la nación.

			No tardaría mucho en reaccionar el gobierno contra la sentencia del mayor escándalo de corrupción de la partidocracia socialista, empleando su habitual táctica de panfletaria guerra marketiniana para diluirlo de la anodina y anestesiada opinión pública y aplicando, más tarde, la rebaja de penas por el delito de malversación.

			Para ello, con las temperaturas estivales de julio y agosto en elevadísima canícula y catastróficos incendios intencionados, la sequía galopante, más los precios de la energía y los precios del consumo desorbitados, utilizaría la batalla mediática y política con las marketinianas medidas de un plan de ahorro energético hasta noviembre de 2023, no avaladas por un riguroso estudio. El plan de ahorro energético con las mayores restricciones de Europa.

			Unas medidas de recorte energético incongruentes, inapropiadas, inconstitucionales e impuestas por otro chapucero real decretazo ley sin consultar con el Congreso de los Diputados ni con las administraciones autocráticas de las diecisiete autonomías, como tampoco con los sectores productivos. El Real Decreto Ley, el decretazo repleto de medidas tramposas, fue aprobado el 25 de agosto de 2022 en el Congreso de los Diputados con el apoyo de sus socios y grupos parlamentarios que mantenían en el poder al gobierno. Decretazos a golpes de emergencias, que, como con la pandemia, eran imposiciones dictatoriales que socavaban aún más la decadente democracia en España a imitación del globalista y totalitario Nuevo Orden Mundial.

			Las medidas de ahorro y recorte energético se mostraban inviables y ruinosas. Un plan de ahorro energético, sin pies ni cabeza, que estaba en contradicción con el plan de ahorro de la energía de la Comisión Europea, la cual aconsejaba medidas coherentes, no desproporcionadas, acordes con las circunstancias y las posibilidades de cada nación. Las comunidades gobernadas por la partidocracia neoliberal del PP recurrirían la imposición del decreto ley sobre el ahorro energético.

			Las nefastas políticas de las partidocracias socialdemócratas, de las izquierdas y las ultraizquierdas de Europa, ecoverdes, inmigracionistas y de la totalitaria ideología de género con los falsos derechos al aborto o a la eutanasia empezaron a no ser aceptadas por los europeos, como se vio en las elecciones habidas en Francia, Suecia o Italia, donde las partidocracias de las neoliberales derechas conservadoras fueron ganando terreno en los estados. 

			Con el desprecio y el odio de las partidocracias de izquierdas, socialdemócratas, verdes y la ultraizquierda neocomunista de Europa, a finales de septiembre del año 2022, en Italia, con una mayoría holgada (44 %) y una baja participación del 64 %, ganarían las elecciones generales la coalición de partidocracias de tendencia neoliberal de centro derecha conservadora populista, que dieciséis años atrás habían ya gobernado. En estas elecciones, la partidocracia neoliberal de centro derecha conservadora populista más votada fue la de Hermanos de Italia de Giorgia Meloni (1977), que formaría gobierno con las otras conocidas de La Liga de Matteo Salvini (1973) y Forza Italia del varias veces primer ministro de Italia, Silvio Berlusconi (1936). Con mayorías absolutas tanto en el Senado, con 112 escaños, y en el Congreso con 235. Se convertía en la primera mujer en presidir Italia. En el Parlamento Europeo, ya era la presidente de las partidocracias populistas de los grupos conservadores y republicanos, donde también estaban integrados el partido Ley y Justicia de Polonia y el español de VOX.

			Habían fracasado las políticas tecnocráticas y populistas de la coalición de centro izquierda, socialdemócratas y católicos populares. La coalición de centro derecha neoliberal conservadora estaba en contra de la inmigración ilegal; pero defendía de forma ambigua a la familia natural, mujer y varón, porque no estaba dispuesta a derogar la ley del aborto, como tampoco las leyes LGTBI ni el gaymonio ni otros principios no negociables, fundamentos de la ley natural y divina de la evangélica doctrina social de la Iglesia católica; era partidaria de equilibrar el gasto público y de la reducción de los impuestos y enemiga de la excesiva burocracia administrativa y de las políticas de endeudamiento público. Italia, la tercera economía de la Unión Europea, en el año 2022, tenía una peligrosa deuda de todas las administraciones públicas del 150 % del PIB.

			España había sido endeuda para varias generaciones y estás generaciones también sufrirían por los vilipendios del gobierno neonacional socialista comunista para mantenerse en poder a perpetuidad al liquidar el delito de sedición del artículo 544 del Código Penal para favorecer los golpes de estado y las sediciones de los nacionalismos secesionistas catalanes y vasco filoterrorista. Y, en el futuro, podría llegar también la derogación del artículo 155 de la Constitución española (1978).

			Las reincidentes inconstitucionalidades históricas de la partidocracia del PSOE, en coalición y cohabitación gubernamental con los neocomunistas ultraizquierdistas de Unidas Podemos, buscaban asegurarse el ignominioso apoyo parlamentario del nacionalismo secesionista y golpista catalán, doblegándose ante el mismo, con la desaparición del Código Penal del delito de sedición, utilizando el dictatorial subterfugio jurídico de considerarlo en relación a «los desórdenes públicos agravados», que conllevaba las penas mínimas carcelarias de tres a cinco años. 

			No faltó la dictatorial propaganda marketing de que el delito de sedición se homologaba con los de otras naciones de la Unión Europea. No se homologaba, se reformaba haciéndolo desaparecer porque el delito por sedición en las naciones de la Unión Europea, como Alemania o Italia, las penas de inhabilitación y cárcel oscilaban entre diez y treinta años, e incluso la cadena perpetua, pues se consideraba un delito de alta traición a la seguridad e integridad de los estados.

			Con las elecciones generales a la vista en el año 2023, se trataba de reducir a nada las penas de los golpistas catalanes, que, o bien se encontraban en prisión privilegiadas con todos los lujos, o en la Unión Europea, en el autoexilio, también con todos los lujos y las prebendas. Los golpistas del nacionalismo catalán secesionista podrían salir y regresar para participar en las elecciones porque se les había concedido una amnistía encubierta con la eliminación de delito de sedición junto a la delincuente rebaja penal por el delito de malversación, además, se les blindaba para convocar cualquier referéndum por la independencia o realizar otro golpe de estado sin ninguna consecuencia penal. 

			Se había perpetrado otra humillación más a la dignidad y la identidad histórica de España, se había perpetrado otra alta traición más al Estado de derecho y a la ambigua Constitución española de 1978, teledirigida por la partidocracia hispanófoba de siempre, con más de 140 años de guerracivilismo frentepopulista, el PSOE. 

			Como de igual modo, se cometía otro atentado contra la dignidad de las víctimas por violación con la ultrarradical feminista ley del «Solo sí  es sí», una aplicación aberrante de la totalitaria ideología de género, que permitía la reducción de las penas a los violadores o pederastas por agresiones sexuales y que fue aprobada en el Congreso por el gobierno con los apoyos parlamentarios de los socios que lo sustentaban en el poder, las partidocracias independentistas de izquierdas y derechas vasco-etarra filoterroristas y catalanistas.

			A finales del año 2023, con el asalto al Poder Judicial, reformando, sin consultar, el Código Penal, las leyes del Consejo General del Poder Judicial y del Tribunal Constitucional, con el intervencionismo gubernamental en todos los poderes claves del Estado de derecho, se avanzaba hacia un golpe de estado de guante blanco, socavando el Estado de derecho de las instituciones constitucionales de la mano de la dictadura marketing del gobierno con sus aliados los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, y respaldado por los cuantiosos medios de comunicación a su servicio. Golpe de estado de guante blanco contra la democracia que el gobierno neonacional socilista comunista negaba y, como era propio de las tropelías históricas guerracivilistas en España de la partidocracia del PSOE, este acusaba, en el Congreso de los Diputados, tanto a los jueces como a la oposición liderada por la partidocracia neoliberal del PP de ser ellos los golpistas. 

			La demolición de los tres poderes del Estado de derecho, de la Constitución española, de la monarquía parlamentaria del régimen de 1978 se ejecutaba con la democracia totalitaria de la mayoría parlamentaria anticonstitucional de la dictadura marketing, una totalitaria democracia que podría prevalecer si no lo impedía la responsabilidad moral de los españoles que quisieran sentirse como tales por el bien común de España. Lo que parecía haber sido un primer paso de evitar lo inevitable, lo daría los jueces del Tribunal Constitucional al paralizar las recusaciones con seis votos del bloque conservador frente a los cinco progresistas. Al paralizar el asalto, la reforma exprés del Consejo General del Poder Judicial y del Tribunal Constitucional se frenó al indicarle al gobierno que se tiene que legislar según la Constitución española de 1978 y no con las votaciones asamblearias de una mayoría parlamentaria anticonstitucional, que llevaba a un proceso revolucionario desde el Poder Ejecutivo. Pero el gobierno desacataría al TC al seguir con la demagógica y ficticia acusación de amparar el golpismo. Y, aún más, la renovación del Tribunal Constitucional se realizaría a finales del año 2022 en favor del progresismo de izquierdas. El asalto del gobierno neonacional socialista comunista al tribunal de garantía constitucional se materializó con una mayoría de siete jueces progresistas de izquierdas frente a la minoría de cuatro jueces conservadores o de derechas. Era un aviso para realizar la misma operación de controlar la Justicia que preparaba con la renovación del Consejo General del Poder Judicial, saltándose lo que prescribe la Constitución española de 1978.
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			Año 2023: año electoralista hacia el poder                 por el poder de las partidocracias

			La no programada gestión de los fondos de la Unión Europea por la crisis económica de la pandemia empezó a ejecutarse a finales del año 2022, pero la mayor parte de la caótica gestión de los 140.000 millones de euros para la recuperación económica se utilizaría como instrumento de propaganda electoral marquetiniana antes y durante de las elecciones municipales, autonómicas y las generales del año 2023. 

			El cisne negro seguía ensombreciendo la economía española por más que se tomaran a finales del año 2022, unas ineficaces y falsas medidas anticrisis de carácter temporal que no paliaban la situación, como la rebaja del IVA en algunos alimentos, salvo para los más necesitados en el consumo, como eran la carne y el pescado, y sin solucionar el caótico alquiler de la vivienda, lo que provocaba que la inflación subyacente interanual, entre finales del año anterior y a principios del año 2023, continuara subiendo al 7 %, en la eurozona era del 5,2 % por más que el IPC interanual se mantuviera moderado en un 5,7 %, mientras que en la eurozona era del 9,2 %. Y Seguiría subiendo.

			La propaganda marketing del gobierno ocultaba la realidad que dejaba el acabado el último trimestre del año 2022 y heredaba el inicio del año 2023: el lento avance del PIB del 2 %, que provocaba un agujero de más de 20.000 millones de euros. La economía española en el año 2022 creció lo mismo que el año anterior, en un 5,5 %, calculado de forma engañosa, que la propaganda gubernamental consideraba que había evitado la tan temida recesión. 

			Sin embargo, en el crecimiento económico, en la actividad productiva y en el empleo, se debilitaron. Se había alcanzado una moderada recuperación en el segundo trimestre del año 2022, donde se creció en el 7,8 % para luego ir bajando hasta el 2,7 % en el tercer trimestre. El debilitamiento de la economía en el año 2022 la dejaba a los niveles previos a la pandemia. No reconocía esta situación de incertidumbre la dictatorial propaganda marketing del gobierno, que se ufanaba de haber logrado un crecimiento económico por encima de un 4,4 % de lo previsto en los Presupuestos Generales del Estado del año 2022.

			Continuaba el deterioro del mercado laboral, que se trataba de ocultar con la propaganda de haber superado los más de 20.463.900 millones de ocupados. Las verdaderas cifras del empleo camuflaban datos como los de más de 170.000 empleos inactivos de los ERTE, así como los contratos de los falsos fijos discontinuos. La creación de empleo había perdido fuerza en el sector privado, mientras que dos de cada tres empleos eran del sector público. Los parados a finales del año 2022 aumentaron situándose en 3.024.000, con la preocupante tasa del 12,87 %, doblando la tasa europea que era del 6,5 %. Las contrataciones labores se habían reducido en un 30 % menos que el año 2021, como también el número de las empresas inscritas en la Seguridad Social y el aumento de los costes laborales, lo cual afectaba a la producción y a la generación de más empleo. 

			Con el índice de Precios de Consumo volviendo a subir la inflación en un 5,8 % y aún más subiendo la inflación subyacente en un 7,5 %, comenzaba el año 2023, igual que acababa el anterior: con el aumento en los precios de los alimentos y los carburantes, a pesar de la rebaja del IVA en los primeros y, por el final, de la bonificación a los segundos. Como también, el gasto público desaforado aumentaba cada vez más, a la vez que se acribillaba a los contribuyentes con más impuestos que hacían crecer y crecer la recaudación del Estado en cifras desorbitadas. Más impuestos y más subvenciones en busca del voto cautivo, con vista a las elecciones del año 2023. 

			La política monetaria hacía cada vez más costosa la financiación de la deuda pública que, a finales del año anterior y a principios del año 2023, continuaba aumentando en más de 1,502 billones de euros, el 113,1 % del PIB, lo mismo que la deuda de la Seguridad Social que tenía un déficit histórico de 106.176 millones de euros y que se financiaba con la deuda pública porque los recursos de la hucha de las pensiones o fondos de reservas estaban casi liquidados y con ellos no se podían pagar las prestaciones sociales como las pensiones o el desempleo.

			La irresponsabilidad del gobierno continuaba sin acometer un riguroso plan fiscal para reducir la deuda al límite fiscal del 60 %, como aconsejaba la Unión Europea. España era la cuarta nación con más deuda pública tras Grecia (178,2 %), Italia (147,3 %) y Portugal (120,1 %) del PIB. La inflación anual del IPC se aceleraba en enero al 5,9  % y más la subyacente, en el 7,5 %, como también la desaparición en enero de 17.764 empresas de los sectores de la agricultura, la ganadería, el comercio y la hostelería, los más perjudicados. Se aventuraban recortes en los derechos sociales adquiridos por una crisis de la deuda pública, fuera quien fuera los que estuviesen en el gobierno tras las elecciones generales.

			Precisamente, eran las elecciones municipales, autonómicas y generales las que llevaron a la partidocracia del PSOE del gobierno de coalición-cohabitación neonacional socialista comunista a rectificar para, dudosamente, cambiar la aberrante e indignante Ley de Libertad Sexual, la ley del solo es sí es sí, por la alarma social que habían provocado las cuantiosas rebajas de penas y las consecuentes excarcelaciones por delitos de violación y abusos sexuales. En marzo de 2023, se tramitó en el Congreso de los Diputados la proposición socialista de modificar la Ley de Libertad Sexual. Fue votada por una mayoría de 231 votos a favor, pero sin los votos de sus socios de coalición-cohabitación de la ultraizquierda de Unidas Podemos.

			Por un tiempo, la ley siguió igual por la presión de la otra coalición gubernamental de la ultraizquierda, la partidocracia neocomunista de UP, impulsora de la ley, pero ley colegiada por todo el gobierno, que insistió en que se oponía a cualquier modificación por estrategia política electoral y por no dejar las prebendas y privilegios del poder, a la vez, que acusaba a los jueces de conservadores y patriarcales por aplicar rebajas de las penas por abusos sexuales, violación o pederastia.

			La demagogia dictatorial marketing de la partidocracia del PSOE en gobierno de coalición-cohabitación, en contra de sus socios neocomunistas radicales en el poder, trataría de neutralizar la alarma social de la indignante ley del libre consentimiento de la mujer porque electoralmente le era perjudicial. Se llevó a cabo la tramitación urgente y aprobación de la reforma de la ley del solo es sí es sí entre marzo y abril con el apoyo del partido mayoritario de la oposición, los neoliberales del PP.

			Antes también se aprobaron, regularizar, en febrero de 2023, otras leyes inicuas como la ley de un anterior gobierno socialista del falso e inmoral derecho al aborto, ley Aído (2010), aborto sin el consentimiento paterno para los menores de edad, que atentaba contra la dignidad de la vida en el seno materno, cuyo recurso de inconstitucionalidad llevaba paralizado trece años, porque lo había consentido la también abortista partidocracia neoliberal reformista progresista socialdemócrata de centro de derecha, el PP, cuando gobernó y que acataría en esta última disposición de otra ley ideológica socialista contra el primer derecho del ser humano, el derecho a la vida, la vida como don de Dios. 

			El Tribunal Constitucional, ya con mayoría de izquierda progresista, había avalado la inicua ley del aborto socialista del año 2010 como constitucional, contradiciendo a la Constitución española de 1978 e incurriéndose en un presunto delito de prevaricación por parte del presidente del Tribunal Constitucional al no abstenerse en la deliberación de la ley del aborto y al no permitir la abstención de una de las magistradas; otra ley inhumana aberrante como fue la ley trans LGTBI, que, en otras naciones, se le estaba poniendo límites por las consecuencias negativas que producía en las personas que se sometían a las peligrosas terapias para el cambio de sexo promiscuo según la ideología de género cuando las ONU tenía claro que solo existe dos sexos biológicos, masculino y femenino; la también aberrante ley de protección, derechos y bienestar de los animales, promotora del bestialismo de la zoofilia y del irracional transhumanismo de los derechos de los animales, mientras que se desprecia y deshumaniza el derecho a la vida del ser humano nasciturus.

			La ingeniería social ideológica de progresismo ideológico reaccionario se había impuesto contra las libertades fundamentales por medio del control de las instituciones del Estado de derecho, especialmente con el control político del Tribunal Constitucional. 

			Las partidocracias del socialismo, el comunismo, y las del secesionismo vasco-navarro etarra filoterroristas y del catalanismo golpista avanzaban en la destrucción del régimen dado por la Constitución española de 1978.

			El único tribunal que de momento se escapaba del control ideológico del gobierno, del Poder Ejecutivo, era el Tribunal Supremo, el cual, a mediados de febrero del año 2023, en un auto, revisaba la sentencia del golpe de Estado llevado a término por el nacionalismo secesionista catalán en el año 2017 al considerar, por unanimidad, que el ilegal e inconstitucional proceso golpista en Cataluña, después de la chapucera reforma jurídica en favor de los golpistas que sustentaban al gobierno en el poder a cambio de la derogación del delito de sedición, se estimaba que era incompatible, no encajaba con el nuevo e ideológico delito por desórdenes agravados. La chapucera reforma jurídica del delito de sedición, que se supone entraba en el nuevo delito de desórdenes públicos, según el auto del Tribunal Supremo, conllevaba a dejar en la impunidad cualquier proceso sedicioso que no se acompañase con actos de violencia o intimidación. 

			La eliminación del delito de sedición del Código Penal era otro atentado más contra la estabilidad jurídica y constitucional del Estado de derecho en España en beneficio de los nacionalismos secesionistas anticonstitucionales, pero contra la paz pública, contra el orden público y contra la autoridad del Estado.

			También rechazaba el Tribunal Supremo que los golpistas catalanes condenados por el delito de malversación de caudales públicos no tenían que ser beneficiados, no tenían que ser privilegiados, ya que en la malversación de los caudales públicos, utilizados para un referéndum ilegal e inconstitucional, sí hubo ánimo de lucro, aunque no hubiera habido un afán, una intención de enriquecimiento, pero hicieron una actividad delictiva. Con la rebaja del delito de malversación se penalizaba más a los ciudadanos que a los cargos públicos.

			Con otro escándalo mediático, el caso Mediador de corrupción, droga y prostitución, otro más de los innumerables casos de la histórica corrupción política de la partidocracia del PSOE, en marzo, vino la estrafalaria moción de censura presentada a finales de febrero de 2023 por la partidocracia populista neoliberal conservadora de derecha, VOX, que fracasaría. Fracasó por estrafalaria, absurda, porque dicha partidocracia había entrado en las estructuras del poder municipal, autonómico y nacional, entre otras cosas, defendiendo la unidad y soberanía histórica de España frente a los nacionalismos secesionistas y filoterroristas. Pero se contradijo con la elección del candidato para la moción de censura, un nonagenario economista y excomunista del Partido Comunista de España. Dicho candidato, tras el golpe de estado del proceso secesionista catalán, se mostró partidario de reconocer a Cataluña como «nación catalana» en un nuevo estatuto autonómico con el fin de apaciguar al independentismo y también se mostró críticamente contrario a las medidas políticas fundamentales de VOX. El candidato expuso su propio programa de gobernabilidad en lugar de presentar un programa de gobernabilidad fundamentado en la economía neoliberal conservadora de VOX, que diese además propuestas sociales, éticas y morales contrarias a las socialdemócratas de las partidocracias tanto de izquierdas como la del PSOE y como las neoliberales progresistas reformistas del PP.  

			Fuesen quienes fuesen los vencedores en las elecciones municipales, autonómicas y, en las más importante, las elecciones generales del año 2023, todo quedaba preparado para que, desde el Tribunal Constitucional, las leyes inicuas, inconstitucionales, ideologizadas por las izquierdas y los nacionalismos secesionistas fueran avaladas e instrumentalizadas contra el verdadero Estado de derecho.

		

	
		
			CONCLUSIÓN

			De la fallida democracia monárquico parlamentaria constitucional a las partidocracias y nacionalismos liberticidas de la dictadura marketing neonacional socialista comunista

			La crisis de los dos cisnes negros, la económico sanitaria y la económico-energética por la guerra e invasión de la Federación de Rusia contra Ucrania fueron los instrumentos políticos y sociales de los que se sirvió el gobierno para imponer una dictadura marketing. 

			La intervencionista y nepotista dictadura marketiniana —prisionera por las gestiones nefastas de la crisis sanitaria y económica del coronavirus y de la crisis económico-energética por la guerra e invasión de la dictadura neosoviética socialista comunista de la Federación de Rusia— se había conformado con los pactos más ultrarradicales de la cohabitación-coalición del gobierno formado por la pluripartidocracia neonacional socialista comunista y sus aliados los nacionalismos separatistas y filoterroristas de extrema izquierda y derecha, vasco y catalán, que salieron reforzados en los procesos electorales autocrático-autonómicos y de la sumisión, explotación y latrocinio de un gobierno presidido por el PSOE y sus camaradas neocomunistas ultrarradicales. 

			Se trataba de llevar a cabo la demolición consensuada de la Constitución española (1978) y, de este modo, llegar a la imposición de un sistema intervencionista totalitario, que comenzaría por el control ideológico de la educación y de las instituciones políticas y civiles al imponer la totalitaria ideología de género supremacista del Nuevo Orden Mundial de la ONU, que viola los derechos fundamentales de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) y los principios innegociables73 de la doctrina social de la Iglesia católica y del derecho natural, como son:

			—El derecho a la vida desde su concepción hasta la muerte natural o con enfermedad natural, el derecho a la libertad religiosa y de conciencia, el derecho a la libertad de enseñanza para los padres y sus hijos, el derecho a la protección de la familia natural mujer y hombre. En definitiva, la búsqueda integral del bien común.

			—La imposición dictatorial de asignaturas obligatorias relativas a la totalitaria ideología de género del supremacismo posthumano a niños, adolescentes y jóvenes. La Educación para la Ciudadanía seguiría, pero con la nomenclatura de Educación en valores cívicos y éticos, y tampoco podía faltar otra materia transversal o no sobre feminismos y leyes trans-LGTBI de la totalitaria ideología de género.  

			—Persecución del derecho de las familias a la libertad de enseñanza al restringirle o coartarles el poder elegir centros concertados, en su mayoría de ideario cristiano católico, y ataque a la educación especial.

			Y, como ha sucedido durante todas las legislaturas desde 1978, sobre todo con las partidocracias socialistas, comunistas, nacionalistas secesionistas y, cómo no, las partidocracias neoliberales, la degradación de la materia de Religión sin alternativa a la misma para que algún día desaparezca del monopolio ideológico exclusivo de las partidocracias estatalistas, la desaparición de la Filosofía y de la amputación y tergiversación de la cronología de la Historia y de la Lengua y Literatura Española en la educación secundaria y bachillerato; así como la persecución y discriminación del derecho y el deber a la libertad de enseñanza de la lengua española en todas las autocráticas comunidades autónomas, en especial en las de las autocráticas autonomías independentistas vasco-etarra terroristas y catalanistas, sin olvidarnos las del nacionalismos gallego, valenciano o balear, que inconstitucionalmente han liquidado el idioma español o castellano como lengua vehicular en la educación y la administración con la totalitaria imposición etnolátrica de la inversión lingüística cuando es constitucionalmente oficial para toda España.

			—La aprobación de la inconstitucional Ley Orgánica Reguladora de la Eutanasia (LORE) para eliminar legalmente a las personas más vulnerables en situaciones graves o terminales y llenar las cuentas bancarias de los grupos mediático-políticos de presión proeutanasia para, de este modo, imponer el genocida falso derecho a la eutanasia, que no es un derecho, no es un derecho fundamental autónomo porque no consta en la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) ni consta en la secularizada y relativista Constitución española (1978), que en el artículo 15 señala que «Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral» ni en la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea (2007), la cual, en varios artículos, se refiere a la dignidad humana y el derecho a la vida, artículos 1 y 2, del Título I sobre la Dignidad. Además, esta ley no reconoce el derecho fundamental a la libertad, a la objeción de conciencia para los profesionales sanitarios y farmacéuticos, vulnerando el artículo 10 sobre «La libertad de pensamiento, de conciencia y religión» de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea, también el artículo 30 de la Constitución española (1978) y en el artículo 18 de Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948). Esta eutanasia será legal, pero sin la legitimidad de la sociedad civil y, por supuesto, inmoral y antidemocrática, porque propicia el recorte del gasto sanitario, impidiendo el cuidado de las personas más vulnerables con el consiguiente ahorro para las recaudatorias arcas del estado eutanásico al no propiciar las humanitarias unidades sanitarias de cuidados paliativos. El derecho natural a la vida es intrínseco a la libertad personal y de la sociedad, no es propiedad totalitaria del poder del estado y de las ideologías que lo controlan. La vida humana es el don sobrenatural más preciado que Dios nos ha dado al crear al ser humano para protegerlo como bien común de la humanidad.

			—La ampliación e imposición dictatorial de la partidocrática neonacional socialista comunista, laicista, hispanicida y guerracivilista Ley de Memoria Histórica, que se prolongaba en otra lexía totalitaria laicista anticatólica de la Ley de Memoria Democrática, con el fin de que se permitiera el derribo y la desaparición de las cruces y símbolos religiosos católicos de España, incluyendo el Valle de los Caídos, así como la persecución y denostación sociopolítica de las ideas y principios que no fueran de los neosocialistas, los neocomunistas, los nacionalismos secesionistas y filoterroristas, como también de la dictatorial ideología de género supremacista. Mientras, no se cumplía la resolución del Parlamento Europeo de la eliminación de los totalitarios y sanguinarios monumentos y símbolos dedicados a personajes del comunismo y el socialismo de los espacios públicos de Europa. Una ley que atentaba también contra los derechos a la libertad de expresión y de reunión, cuyos actos contrarios a la memoria democrática no se atenía a lo que indicaba y exigía el Parlamento Europeo en el año 2019: «una cultura común de memoria histórica que rechace los crímenes de los regímenes fascistas y estalinistas, y de otros regímenes totalitarios y autoritarios del pasado».

			—Cuando aumentaba el número de estados norteamericanos que restringían o prohibían las prácticas abortivas a partir de la sentencia contra la imposición legal del falso derecho al aborto de la ley Roe contra Wade de 1973, que fue anulada por la Corte Suprema de Estados Unidos por ser inconstitucional, en España, se llevaba a término la ampliación de la ley del aborto para permitir que se incluyeran a las menores de edad que deseen abortar sin el conocimiento de sus padres. Era seguir imponiendo el genocida falso derecho al aborto y, además, no facilitar a las mujeres información sobre las ayudas y los recursos para que continúen o no con el embarazo; se criminaliza a los sanitarios y farmacéuticos que se postulasen por el derecho a la objeción de conciencia y a los grupos y personas próvidas que informan a las madres, se manifiestan y rezan sin violencia ni coacciones ante el negocio asesino de los centros abortorios por el derecho a la vida del no nacido. Acceso ideológico al aborto libre sin importar cuáles sean las situaciones biológicas y vitales del embrión o del feto, por tanto, privación de derechos al ser humano más indefenso, el no nacido, sea embrión o feto. En al caso de los embriones, en el año 202274, había no más 60.005, sino más 668.082 embriones congelados, criopreservados, cuyo destino mayoritario sería la destrucción directa o para la utilización de sus células en las investigaciones. Bioética y científicamente es inadmisible el subterfugio ideológico posthumanista de considerarlos agrupaciones de células que legalmente merecen respeto, pero no son consideradas vidas. La identidad genética humana ya está en el embrión, pues la biología demuestra que ya es una persona en esencia y en potencia, en dignidad y en derechos humanos. En contra de la identidad genética, el gobierno daría vía libre a las aberraciones de la autodeterminación de género de la totalitaria ideología de género porque viola, amenaza y aterroriza los derechos de la infancia, de las mujeres, de los padres y madres con otra ley impuesta, la Ley trans.

			—La permisión de la esclavizante y vejatoria maternidad subrogada o vientre de alquiler, aunque no estuviera reconocida por la legislación española, se realizaba en otros sitios, como Ucrania, donde abundaban las granjas de vientres de alquiler y otras esclavitudes contra la mujer, que la hipócrita y degenerada Unión Europea callaba mientras imponía las bestialidades de la ideología de género.

			—La modificación laicista del Código Penal para que no fueran delitos los ataques contra los sentimientos religiosos: una clara violación a la dignidad de las personas creyentes, una violación del derecho a la libertad de creencia y de conciencia.

			—El control totalitario, desde el Poder Ejecutivo, de las instituciones constitucionales y democráticas del Estado de derecho, tales como el Poder Judicial y el Poder Legislativo o el Tribunal Constitucional, y de todos los medios de comunicación, privados o públicos, por medio de un Ministerio de la Verdad orwelliano del Nuevo Orden Mundial de la ONU con un «procedimiento de actuación contra la desinformación», aprobado y controlado por el Consejo de Seguridad Nacional y las autoridades públicas competentes, como los censores de la falsedad y verdad del pluralismo en los medios políticos y mediáticos, privados o públicos, en manos del gobierno.

			—El principio de solidaridad que debería ejercer todo Estado justo, equitativo y distributivo en democracia para el bien común de la sociedad civil en los derechos y deberes, así como en la moral y la ética de sus conciudadanos, ha sido liquidado por el intervencionismo estatalista del gobierno neonacional socialista comunista. Han sido promulgadas leyes injustas y usurpadoras, impuestas por la democracia totalitaria del relativismo y la irracional ideología de género neomarxista y neoliberal, que destruyen la libertad y la verdad porque toda ley ha de ser moral, ética, justa, posible y para el bien común de la sociedad civil.

			En definitiva, además de la tergiversación y falsificación del Estado de derecho de la Constitución española (1978), también la liquidación completa de los derechos humanos; de los fundamentales principios innegociables arriba señalados, que son propios de la ley moral natural, que sustenta la doctrina social de la religión cristiana católica, y, de igual manera, de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948), que el globalismo democrático totalitario transhumanista y posthumanista del Nuevo Orden Mundial de la ONU ha olvidado, cuando no tergiversado, atendiendo a los intereses ideológicos de las partidocracias mundialistas que la sustentan y controlan. 

			¿Qué es una partidocracia? Es el partido político que ha llevado la ideología política al extremismo, el cual consiste en hacer de los programas partidocráticos el instrumento de lucha mediático político el medio fundamental para combatir y derrotar a los enemigos políticos, religiosos, económicos, financieros o sociales para alzarse con el poder y permanecer en él para siempre, sea como sea, porque la vida pública es una constante lucha sociológica. Lo hemos comprobado en España con una crisis sanitaria, económica, social, ética, cultural, moral, política, demográfica suicida y de secularización anticristiana católica, ya encubada tiempo atrás, pero acentuada con la explosión de la pandemia globalista del COVID-19 y prolongada, a peor, con la invasión y guerra contra Ucrania de la Federación de Rusia.

			Desde el siglo xix, se viene dando este fenómeno partidocrático porque es en él donde germinan las revoluciones y guerras de sangre y terror, el terrorismo de estado, las crisis económicas y sociales, el retroceso cultural y moral, tanto por parte del liberalismo como del socialismo y el comunismo, del nazismo y el fascismo, y de los nacionalismos radicales vinculados a ellos.

			La partidocracia es lo más importante en las sociedades, más que las personas que solo interesan para utilizarlas y perpetuar a las partidocracias. La verdad histórica y moral, la verdad de la libertad y de la justicia equitativa del bien común serán según las partidocracias, según el relativismo demagógico de los ideólogos partidocráticos.

			La crisis total que provocó la pandemia del coronavirus y de la guerra e invasión de Ucrania por la dictadura neosoviética socialista-comunista de la Federación de Rusia dejaron en evidencia la inestabilidad constitucional y democrática de España, que era consecuencia de las mediocres políticas económicas, judiciales, sociales, sanitarias, laborales y culturales de las ideologías partidocráticas, que vino a asentar una dictadura marketing, la cual utilizaba de modo totalitario la velocidad de los acontecimientos para ocultar sus fracasos e imponer contradictorias medidas y mentiras demagógicas a través del control de los medios de comunicación públicos o privados, serviles o subvencionados, medios de comunicación que se sometían a los intereses partidocráticos de los gobernantes y no buscaban el descubrimiento de la verdad a los gobernados.

			La principal causa de la liquidación fáctica de la democracia monárquica parlamentaria del Reino de España ha sido la radical falsificación de los derechos humanos y constitucionales fundamentales que han derogado a los demás derechos: el de la libertad, el de la igualdad, el de la solidaridad, el de la unidad y soberanía históricas de España. Ello ha sido provocado por las ideologías partidocráticas neoliberales, neosocialistas, neocomunistas y neonacionalistas del secesionismo filoterroristas, hispanicidas. Todas ellas, durante casi ya medio siglo, han reemplazado a la dictadura autoritaria del franquismo, pero a costa de vivir de la denigración institucional y político-mediática de la misma.

			Las partidocracias en España han destruido el bien común de la Patria, de la Nación y del Estado de derecho democrático constitucional desde los traidores y nefandos gobiernos que han ejercido cuando han alcanzado el poder. Ellas han sido complacientes y condescendientes con quienes, como ellas, han pervertido la verdadera libertad y la verdadera igualdad al confundirla, intencionadamente, con la permisión de la dictadura del relativismo, de todo aquello que diera satisfacción a los deseos desbocados de una sociedad civil controlada en la vida privada y pública por el poder. 

			De esta forma, se llega a una sociedad liberticida y autodestructiva que ha traído la demolición programada del Estado constitucional de España por el control y vaciamiento jurídico y ético de todas las instituciones del Estado de derecho dado por la Constitución española (1978), vaciamiento jurídico y ético de las partidocracias por el control de las partidocracias más totalitarias, las del neosocialismo y el neocomunismo, junto a sus aliados de destrucción de España como Patria, Nación y Estado, las partidocracias de los nacionalismos secesionistas y filoterroristas vasco-navarro etarras y catalanistas. 

			La libertad y la igualdad de las partidocracias son desvinculadas y desfiguradas de la verdad y la justicia que buscan el bien común, con lo cual la sociedad civil liberticida se ve abocada a la esclavitud y a la servidumbre de una democracia totalitaria de carácter mediático-político a una democracia totalitaria del despotismo y el nepotismo en manos de las oligarquías políticas y financieras que controlan las partidocracias liberticidas.

			Ejemplo de ello es la desaparición de la autoridad del Estado de derecho constitucional democrático al sustituirse por la tiranía de las partidocracias en el poder. Desaparece también el fundamento histórico antropológico de las sociedades civilizadas, la autoridad de la familia, que ya no es la familia del derecho natural, sino del derecho relativista donde prevalece los divorcios y separaciones debido a las relaciones promiscuas del igualitarismo de la ideología de género. De igual modo, ya que el estado partidocrático liberticida así lo ha dispuesto, desaparece la autoridad de los jueces o magistrados, de las fuerzas de seguridad y la de los maestros o profesores, que son objeto del desprecio y la burla porque representan la responsabilidad de la verdad histórica, de la justicia y la libertad integral de la enseñanza de todas las ciencias.

			Por España, como por Europa, pero también en América, los partidos que son partidocracias vienen a ser la expresión social y política, económica y financiera, ya sea del capitalismo de estado neosocialista o neocomunista, o bien del capitalismo del mercado libre despótico del neoliberalismo o la neosocialdemocracia. Unos y otros proceden de las ideologías de los siglos xix y xx, y, como ahora en el siglo xxi, han convertido a las sociedades en campos de batalla entre grupos en constante lucha por el poder, donde las personas no importan nada más que para se atengan a los intereses de partidos o partidocráticos.

			Se han servido de las personas y sus circunstancias históricas para perpetuarse en los poderes del Estado; en los poderes fácticos, sociales, culturales o mediático-políticos y económicos. Cuanto han dicho y ejecutado desde sus ideologías partidistas o partidocráticas, nunca se han basado en la verdad del bien común que es el de la justicia equitativa. Han buscado imponer su propia verdad, su propia justicia y libertad desde las mentiras de la razón utilitarista y pragmática del relativismo dictatorial de sus ideologías con el fin de aniquilar al contrario a quien consideran su enemigo y más aún si su contrario o enemigo histórico es el Cristianismo y, en concreto, el Cristianismo católico.

			Partidos y partidocracias son y serán lo mismo porque postulan e imponen las ideologías de las clases políticas que se producen y reproducen en incontables nomenclaturas a partir de las falsificaciones antihistóricas de la verdad, la justicia y la libertad, y que desembocan, como ha sido el caso de España, en dictaduras, en una dictadura marketing neonacional socialista comunista.
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